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PARTE TERCERA

BIENES -  PROPIEDAD —  MDDALIDADES Ó FORMAS 
DE LA PROPIEDAD

Esta parte, eminentemente jurídica, aplicación de 
los preceptos consignados en el Código á la práctica 
de la construcción en general, tiene por objeto la enu­
m eración del derecho civil privado como regla de con­
ducta para la adquisición, conservación y  pérdida de 
los bienes que constituyen la propiedad individual y 
consiguiente declaración de los derechos y  deberes 
que engendran las relaciones jurídicas del propietario.

Los bienes y  la propiedad son dos conceptos que 
poi necesidad marchan unidos; la palabra bienes, en 
su acepción jurídica, comprende las cosas objeto de 
nuestra apropiación individual, y  al ser apropiadas, al 
pertenecer á nuestro patrimonio, preséntase la propie­
dad en su más extensa acepción.

Pero, como más adelante verem os, los derechos de 
usar, de disfrutar, de disponer libremente de lo que 
nos pertenece, pueden ser limitados, bien por actos de 
la libre voluntad, ya por disposición de la ley , en cuyo 
caso se presentan los derechos reales ó restricciones 
del dominio que sobre los bienes tenemos, ó bien ha­
llarse la propiedad afecta á formas ó modalidades que 
de singular la convierten en común.

Ultimamente, existen algunas propiedades carac-



terísticas: tales son las de aguas que por su naturaleza 
puede ocasionar frecuentes conflictos entre el interés 
particular y  las necesidades comunes j la industiial y 
la llamada intelectual que, aun siendo la más legítima, 
porque reconoce el trabajo como causa originaria, el 
Estado prefija su extensión y  sus límites, y  marca las 
condiciones á las que se ha de someter su transmisión.

Dividimos, por consiguiente, esta parte en tres Sec­
ciones, determinativas de los diversos extremos que le 
sirven de enunciado.

La primera com prende la acepción de los bienes y 
sus diversas clasificaciones como requisito previo y 
dato necesario para que la segunda se manifieste.

En ésta se mencionan; concepto de la propiedad y  
facultades que comprende, modos de adquirir y  perder 
el dominio en las cosas, medios legales para que el 
poseedor recobre aquello de lo que fue violentamente 
arrebatado, aplicable también al propietario en el caso 
de ser expropiado sin justificación de causa y  sin la 
previa indemnización que la ley determina.

Examínanse también en ella los derechos derivados 
de la propiedad (accesión, deslinde, cerramiento de 
fincas y  protección contra los edificios que amenacen 
ruina) y  los derechos restrictivos ó limitativos de las fa ­
cultades dominicales (censo, usufruéto, uso, habitación, 
servidumbres), en síntesis, los derechos reales im­
puestos sobre las cosas que privan ó restringen tem­
poral ó perpetuamente algunos de los derechos de que 
se reviste el dominio.

La Sección tercera, consecuencia lógica de las an­
teriores, comprende la propiedad común ó concurrencia 
de propietarios en una misma cosa, y  la naturaleza es­
pecial de algunas propiedades contenidas en el Código 
civil, pero reglamentadas por leyes administrativas.
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SECCIÓN PUDIERA
BIEXES

bienes.—Así como en nuestras antiguas leyes era usual 
la denominación da cosas, comprendiendo bajo este con­
cepto todo aquello susceptible de aprovechamiento, la ten­
dencia de los Códigos es cambiar la genérica expresión de 
cosas por la especifica de bienes.

Nuestro nuevo Derecho asi lo ha realizado; pero, como á 
simple vista puede observarse, no los define, ni ofrece un 
dato ó elemento alguno mediante el cual se pueda venir en 
conocimiento de lo que por bienes se entiende.

Cosas en sentido jurídico es todo aquello que puede ser 
objeto de apropiación individual, por los diversos titulos de 
adquisición que el Derecho reconoce, y bienes aquellas mismas 
cosas una vez que han entrado en nuestro patrimonio. Para 
no obscurecer más esta cuestión, aquéllas pueden ser objeto 
de nuestra adquisición; cuando son nuestras, cuando sobre 
ellas ejercitamos actos de dominio, se convierten en bienes. 
l..a distinción es, pues, meramente especulativa.

Clases de bienes.—El Código civil divide los bienes en 
inmuebles y muebles, y éstos á su vez se subdividen en fun­
gibles y no fungibles.

Bienes inmuebles.—Como su nombre lo indica, son aque­
llos que por su inmovilidad no se pueden trasladar de un 
punto á otro, y muebles los que sin alteración pueden ser 
llevados de una parte á otra.

Sin embargo, no todos los bienes que puedan ser movi­
dos entian en la categoría de muebles, pues hay algunos que



por su adherencia á un inmueble y como accesorios del mismo 
se reputan dentro de la primera clasificación que el Código 
establece.

De aqui que el Código, al enumerar los bienes que se re­
putan como inmuebles, haya incluido en los diez apartados 
que comprende el art. 334 las tres diversas agrupaciones 
admitidas, dentro de su denominación, por la unánime opi­
nión de los autores.

En su virtud, los bienes inmuebles pueden ser; inmue­
bles propiamente dichos ó por su naturaleza, como son los 
que se determinan en los números l.°, 2.° y 8.” del men­
cionado articulo (tierras, edificios, árboles, minas, cante­
ras, etc.); por el objeto á que se les dedica, como son los nú­
meros 3.°, 4.“ , 5.®, f).°, 7.® y 9.°, entre los cuales se hallan, 
aparte de los mencionados en dichos números, los depósitos 
de materiales y maderaje necesarios para la construcción, 
siempre que se haga constar la intención y  la necesidad que 
hayan de satisfacer; y por último, cosas que sin ser muebles 
ni inmuebles, ya por el objeto á que se aplican, ya por dis­
posición de ley, es de todo punto necesario incluirlas dentro 
de esta última división: tales son las concesiones administra­
tivas de obras públicas, en que el interés del Estado exige 
este carácter para garantía del concesionario, y los derechos 
reales sobre bienes inmuebles, como son: el usufructo, uso, 
habitación, servidumbres, censos, derecho de superficie, hi­
poteca, etc., comprendidos en el último número del art. 334.

Bienes wweóZes.—Concretándonos en nuestra exposición 
al terreno legal, vemos que el Código, en su art. 335, ex­
presa lo que se entiende por bienes muebles. Y ya se deja ver 
que no sólo se reputan' muebles los que puedan ser transpor­
tados de un punto á otro, sino algunos más que por una 
ficción, necesaria en un cuerpo legal, se admiten dentro de 
la común clasificación.

Por esta ficción del legislador, se consideran muebles, no 
sólo las cosas movibles, sino aquellas otras que no revisten 
de una manera especial y determinada este carácter. Tales 
son las rentas y pensiones, siempre que no constituyan un 
derecho real sobre cosa inmueble, en cuyo caso seguirían
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esta condición; los oficios enajenados, antes reputados como 
inmuebles y hoy vueltos á colocar dentro de su naturaleza 
jurídica, una vez verificada su reversión al Estado, y  las cé­
dulas y títulos representativos de préstamos hipotecarios.

Por último, los muebles pueden ser fungibles y no fungi­
bles, según se consuman ó no por el uso.

En el nuevo Código han desaparecido algunas divisiones 
establecidas por nuestras leyes en cuanto á esta clase de 
bienes: tales eran los semovientes, los que por propio impulso 
se movían, y que hoy por nuestro novísimo derecho van com­
prendidos en la genérica expresión de bienes muebles.

Código civil.— Libro II.— Título I.

Disposición preliminar.

Art. 333. Todas las cosas que son ó pueden ser objeto de apro­
piación se considerarán como bienes muebles ó inmuebles.

CAPITULO PRIMEEO 
De los bienes inmuebles.

Art. 334. Son bienes inmuebles:
1. ° Las tierras, edificios, caminos y construcciones de todo gé­

nero adheridas al suelo.
2. ° Los árboles y plantas y los frutos pendientes, mientras es­

tuvieren unidos á la tierra ó formaren parte integrante de un in­
mueble.

3. “ Todo lo que esté unido á un inmueble de una manera fija, 
de suerte que no pueda separarse de él sin quebrantamiento de la 
materia ó deterioro del objeto.

4. ® Las estatuas, relieves, pinturas ú otros objetos de uso ü 
ornamentación, colocados en edificios ó heredades por el dueño 
del inmueble, en tal forma que revele el propósito de unirlos de 
un modo permanente al fundo.

5. " Las máquinas, vasos, instrumentos ó utensilios destinados 
por el propietario de la finca á la industria ó explotación que se 
realice en un edificio ó heredad y que directamente concurran á 
satisfacer las necesidades de la explotación misma.
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6. ® Los viveros de animales, palomares, colmenas, estanques 
de peces ó criaderos análogos, cuando el propietario los haya co­
locado ó los conserve con el propósito de mantenerlos unidos á la 
finca, y formando parte de ella de un modo permanente.

7. ° Los abonos destinados al cultivo de una heredad que estén 
en las tierras donde hayan de utilizarse.

8. " Las minas, canteras y escoriales, mientras su materia per­
manece unida al yacimiento, y las aguas vivas ó estancadas.

9. ® Los diques y construcciones que, aun cuando sean flotan­
tes, estén destinados por su objeto y condiciones á permanecer en 
rin punto fijo de un rio, lago ó costa.

10. Las concesiones administrativas de obras públicas y las 
servidumbres y demás derechos reales sobre bienes inmuebles.

CAPITULO II 

De los bienes muebles.

Art. 335. Se reputan bienes muebles los susceptibles de apro­
piación no comprendidos en el capitulo anterior, y, en general, 
todos los que se pueden transportar de un punto á otro sin menos­
cabo de la cosa inmueble á que estuvieren unidos.

Art. 336. Tienen también la consideración de cosas muebles 
las rentas ó pieúsiones, sean vitalicias ó hereditarias, afectas á 
una persona ó familia, siempre que no graven con carga real una 
cosa inmueble; los oficios enajenados, los contratos sobre servicios 
públicos y las cédulas y títulos representativos de préstamos hi­
potecarios.

Art. 337. Los bienes muebles son fungibles ó no fungibles. A 
la primera especie pertenecen aquellos de que no puede hacerse 
el uso adecuado á su naturaleza sin que se consuman; á la segunda 
especie corresponden los demás.
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SECCION SEGUNDA
PROPIEDAD

En esta segunda Sección se determinan la propiedad y 
sus efectos.

Considérase la propiedad como el conjunto de condicio­
nes externas necesarias para el desenvolvimiento del indi­
viduo y para la satisfacción de sus necesidades físicas, mora­
les é intelectuales; de este triple aspecto deducen los autores 
que, como cualidad inherente á la naturaleza humana, su 
fundamento es de derecho natural, anterior y superior, por 
tanto, á los preceptos del derecho escrito, viniendo éste á 
ordenar y regular su aprovechamiento, definir los derechos 
que el de propiedad lleva consigo, señalar sus restricciones 
ó limitaciones á las facultades señoriales, y por último, 
cuando aquélla no sea singular, exponer sus modalidades ó 
formas, con la enumeración de algunas propiedades especia- 
lisimas. Este es el objeto de la ley civil: no exponer los fun­
damentos, sino arreglar y conciliar los derechos de cada uno 
con los intereses de todos los demás.

Sirvan, pues, estas lineas como sumarísima razón del 
plan de las materias que en esta Sección se expresan.



Propiedad en general.

Como indican las palabras que sirven de epígrafe á este 
número ó apartado, expónense dentro de él los elementos 
generales de la propiedad.

Así, háblase en él del derecho de propiedad, mencionan­
do su naturaleza y extinción, de los modos de adquirir dicho 
derecho, de la expropiación y  de los interdictos, materias 
que se estudian en su lugar respectivo.

1.” Derecho de propiedad.

Naturaleza y extensión del derecho de propiedad.—La 
propiedad es el más importante de los derechos que radican 
en las cosas. Derivan de él todos los demás, puesto que se 
presentan en la esfera jurídica como restricciones ó limita­
ciones al ejercicio de las facultades que la propiedad lleva 
consigo.

Nos ocuparemos simplemente del derecho de propiedad 
en su aspecto positivo, siguiendo el mismo método de expo­
sición, que es el que sirve de norma al presente título.

El art. 348 no contiene una definición del derecho de pro­
piedad: es una enumeración de las facultades que comprende. 
Establece el articulo que por la propiedad se usa y dispone 
libremente de una cosa con las limitaciones legales, refirién­
dose implícitamente al caso en que el dominio de las cosas 
converja en una sola persona, pues no siendo así, la plena 
propiedad que el Código describe se convierte en propiedad 
limitada ó condominio.

Supone, por consiguiente, aquel derecho, la facultad en



el propietario de usar, de gozar, de aprovechar, y  la no me­
nos importante de disponer.

Los derechos de uso y aprovechamiento se completan 
mutuamente. Si de una parte el propietario puede imponer 
su voluntad sobre las cosas, sacando de ellas el producto 
que fuese necesario para la satisfacción de sus necesidades, 
de otra se presenta el aprovechamiento de lo que las cosas 
produzcan, sea cualquiera el origen de esta producción, 
ya debida á la naturaleza ó bien al trabajo. De este derecho 
se deriva el importantísimo de accesión, que en el lugar co­
rrespondiente examinaremos.

Las facultades de usar y aprovechar se ofrecen en mul­
titud de casos á favor de personas en quienes no recae el 
derecho de propiedad, tales como el usufructuario, el enfl- 
teuta, que no poseen más que el dominio útil de las cosas.

Para que la propiedad jurídicamente considerada no 
aparezca con un carácter restrictivo, necesítase la facultad 
de disponer con amplitud de lo que nos pertenece, de des­
truir, si fuese necesario, para el desenvolvimiento de nuestra 
actividad; de abusar, en el sentido romano de la palabra, 
genuínamente individualista; en una palabra, el individuo 
puede transformar y modificar, ceder onerosa ó lucrativa­
mente, en síntesis, enajenar las cosas sujetas á nuestro poder, 
sin otras limitaciones que las establecidas por la ley, pre­
cepto solemne del Estado, para la garantía de los intereses 
sociales en caso de que estas facultades originasen colisión 
de derechos, y las restricciones que por su voluntad, manifes­
tada en los actos ó contratos, estipulen libremente los par­
ticulares.

Acciones reivindicatoría y posesoria.—De poco serviría 
que los derechos integrantes de el de propiedad estuviesen 
escritos en las leyes, si éstas no concediesen á su vez al pro­
pietario medios hábiles para que, en virtud de la fuerza atri­
buida al poder social, pueda reclamar de tercera persona 
que esté poseyendo ó detentando (posesión de mala fe) cosa 
de su pertenencia, la propiedad de ésta ó que se le mantenga 
en su quieta y pacífica posesión.

De aquí que el Código le faculte para usar de acciones.
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que bien le restituyan la cosa fraudulentamente usurpada, 
bien le garanticen de los actos de violencia que en ella se 
quisiesen efectuar.

En el primer caso, origínase la acción reivindicatoria, 
eminentemente real, reflejo del dominio; en el segundo, ofré­
cense los’interdictos, acciones sumarias, interinas, eminente­
mente posesorias.

Por la acción reivindicatoria se arranca, de manos de un 
tercero, las cosas que sin título justo de propiedad se están 
gozando y disponiendo; por los interdictos, se mantiene al 
propietario en la posesión de lo que le pertenece, ó recobra 
aquello de que violentamente fué desposeído, con la notable 
diferencia que mientras para ejercitar la primera necesí­
tase título singular dé adquisición, contrato, adjudicación 
hereditaria, donación, en una palabra, un modo de adquirir, 
probar la identidad de la finca, ó sea demostrar que la finca 
que se trata de reivindicar es la misma que pertenece al 
reivindicante, para los interdictos basta sólo justificar la 
posesión ejercida sobre la cosa, ó la violencia que se haya 
realizado para privarnos de lo que poseíamos. En estos casos, 
después de terminado el interdicto de retener ó recobrar, 
queda abierta la puerta al juicio de propiedad.

ExpropiacÁón forzosa.— El art. 349 preséntase como una 
de las limitaciones impuestas por la ley al derecho de pro­
piedad. Las necesidades de interés social exigen de conti­
nuo la expropiación de fincas ó terrenos de pertenencia pri­
vada. Por estas causas de verdadera utilidad común, el 
Estado ó los organismos locales pueden apoderarse de la pro­
piedad particular, pero siempre indemnizando, sustituyendo 
una propiedad por otra, para que la venta forzosa no se con­
vierta en confiscación, indemnización de tal punto necesaria, 
que caso de no fijarse, los jueces ampararán de todo acto que 
perturbe, ó reintegrarán de la expulsión violenta al legítimo 
poseedor del inmueble.

Derechos del propietario y sus restricciones.— Êl propieta­
rio de un terreno es dueño de su superficie y de lo que está 
debajo de ella, y puede hacer en él las obras ó plantaciones 
y excavaciones que le convengan; principio general del ar-



ticulo 350; pero esta regla tiene sus natui’ales excepciones. 
La propiedad, que como derecho no admite limitación, en su 
ejercicio es muchas veces modificada, si no ha de convertirse 
en insuperable impedimento para la vida de relación. Por 
consiguiente, las servidumbres que se establezcan de común 
acuerdo de las partes ó por disposición de la ley; las leyes 
que delimitan la propiedad minera; la legislación de aguas, 
que al regular los aprovechamientos necesita restringir la 
propiedad de los dueños ribereños; los Reglamentos de poli­
cía, ó sean las disposiciones encaminadas á mejorar la hi­
giene, aseo, belleza y ornato de las poblaciones, son otras 
tantas excepciones que pueden alegarse á la regla general 
antes mencionada.

a) Las servidumbres son la limitación por excelencia del 
derecho de propiedad. Nos ocuparemos de ellas con el dete­
nimiento debido en lugar oportuno; por ahora sólo enume­
raremos las legales de utilidad común, llamadas así por el 
origen de su constitución, limitaciones del dominio impues­
tas sobre un predio particular en beneficio de uno público, 
en oposición á los privados, en que la prestación se verifica 
entre predios privados.

La servidumbre de la zona militar^ limitación del domi­
nio del propietario de edificar, ó edificar á determinada al­
tura dentro de la primera zona llamada polémica, que se 
extiende á 500 varas de una fortificación. En la segunda ya 
no se le prohíbe edificar, pero se le restringe la facultad de 
elevar la construcción á más de un piso, empleando como 
únicos materiales el hierro ó la madera, con un simple zó­
calo de piedra de uno á dos pies de altura, para que, si las 
circunstancias lo exigiesen, pueda ser prontamente derruida. 
En la tercera zona, sita á las 1.500 varas de la fortificación, 
se puede construir con pilares de piedra y muro de medio 
pie do espesor, pero su altura será, como la de la segunda, 
de un solo piso.

La servidumbre de salvamento, zona para salvar y de­
positar los restos, efectos y cargamentos de los buques náu­
fragos, con prohibición de verificar actos que impidan este 
servicio.

-  13 —



La de vigilancia litoral, espacio de terreno de seis me­
tros de anchura, contiguo á la linea que determinen las olas 
en los mayores temporales, ó hasta donde suba la marea.

La de montes, prohibición de cortar ramas ó ralees de 
árboles que se encuentren en las lindes de un monte, aunque 
se extiendan dentro de propiedad particular, si el árbol 
tiene más de treinta años, etc.

Servidumbres pecuarias, en beneñcio de la ganadería, 
prohibición de destruir los pasos y descansaderos, y  las ser­
vidumbres denominadas cañadas, cordeles, veredas, etc.

Servidumbre de camino, prescripciones para impedir se 
obstruya la via pública ó se deteriore la carretera.

Servidumbre de ferrocarriles, con igual objeto que la an­
terior, pero con las especialidades exigidas por estos cami­
nos, como son; prohibición de establecer acopios de materia­
les a menor distancia de 5 metros de la vía y á 20 si aquéllos 
fuesen inflamables.

Estas son las más importantes servidumbres establecidas 
por el derecho público; de las que se relacionan con la ma­
teria de aguas, una vez expuesta la propiedad minera, las 
mencionaremos brevisimamente, no citándolas en este lugar 
paia no alterar el orden con que se mencionan en el ar­
tículo objeto de nuestro examen.

b) Minas.—m  dueño de la superficie, también lo es de lo 
que está debajo de ella, pero esto no quiere decir que la pro­
piedad del superfleiario se extienda hasta el centro de la 
tierra: es dueño del suelo, entendiéndose por este concepto 
hasta donde llegue la acción del propietario. El suelo, como 
vemos, no es sólo la superficialidad del terreno, sino lo que 
éste alcanza hasta donde llega la industria ó el trabajo del 
hombre. Los cimientos de un edificio, las raíces de las plan­
tas, en el sentido legal, se consideran como suelo, porque 
hasta ahí es donde llega la actividad del hombre para el 
desarrollo de sus fines. Desde este punto, arranca el derecho 
individual del propietario; más allá aparece el subsuelo, que 
no es suyo por presumirse que no concurría tal intención en 
el momento de adquirir la superficie.

Caso de no admitirse la teoría de ser el subsuelo del do-
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minio del Estado, aparecerian las complicadas cuestiones 
que consigo trae el laboreo de minas, puesto que si éstas 
han de ser aprovechadas, necesítase la construcción de ga­
lerías, nunca en sentido vertical, sino en proyección horizon­
tal, y el poseedor de un terreno invadiría el subsuelo de los 
demás para beneficiarse con lo que no le pertenece.

La legislación minera ha venido á sancionar el principio 
de que las minas son propiedad del Estado, quien podrá 
abandonarlo ó cederlo al dueño del suelo, ó enajenarlo á los 
particulares mediante un canon.

El decreto-ley de 29 de Diciembre de 1868 distingue con 
perfecta claridad ambos conceptos.

El suelo comprende la superficie propiamente dicha, y 
además el espesor de la tierra hasta donde alcance el tra­
bajo del propietario, ya sea para cultivo, ya para solar ó 
cimentación, ya con distinto objeto que no sea el de minería.

Por el contrario, el subsuelo se extiende indefinidamente 
en profundidad desde donde el suelo termina.

En el suelo, el derecho del dueño es absoluto, puede utili­
zarle, y nunca lo pierde, á menos de ser expropiado; en cam­
bio, el subsuelo se halla bajo el dominio del Estado, y éste 
puede, según le convenga, abandonar su aprovechamiento 
común ó cederlo gratuitamente al dueño del suelo, ó enaje­
narlo mediante un canon al que lo solicite y según las reglas 
que se disponen en el citado decreto-ley.

c) La Ley de aguas de 1879, al fijar las reglas de aprove­
chamiento, deja á la libre voluntad de los particulares las 
estipulaciones que mejor crean convenirles, pero donde los 
intereses públicos se hallan interesados, por disposición de 
la ley, se limita la propiedad de los particulares en beneficio 
de la colectividad.

Así sucede con la servidumbre de acueducto que, como 
su nombre lo indica, puede imponerse para la conducción de 
aguas indispensables al servicio público, aunque no exija la 
expropiación de los terrenos por donde aquél atraviese. 
Cuando redunde en beneficio de intereses privados, la ley 
fija taxativamente los casos en que puede imponerse la ser­
vidumbre de conducción de aguas. Estos son: l.°, estable-



cimiento ó aumento de riegos; 2.®, establecimiento de baños 
y fábricas; 3.°, desecación de lagunas y terrenos pantano­
sos; 4.", evasión ó salida de aguas procedentes de alumbra­
mientos artiñciales, y  5.°, salida de aguas de escorrentias y 
drenajes.

También se prescriben en la ley como servidumbres le­
gales en materia de aguas, las de estribo de presa ó partidor 
y las de abrevaderos y de saca de agua, dedicadas todas al 
servicio público.

Los terrenos adyacentes á las riberas de los rios están 
sujetos á la servidumbre de camino de sirga, con una anchura 
de un metro si se destinara á peatones y de dos si á caballe­
rías. En este camino no se podrá veriñcar acto ninguno que 
impida la circulación á los que le usen.

Estas son las más importantes servidumbres impuestas 
por el precepto legal en materia de aguas.

Las disposiciones que determinan qué Autoridades son 
competentes para constituirlas y las indemnizaciones que se 
han de satisfacer al propietario, pertenecen al Derecho ad­
ministrativo.

Los Reglamentos de policía, tanto se refieren á las pobla­
ciones urbanas como á las localidades rurales ó á los cam­
pos; siempre tienen por objeto la seguridad y la higiene, así 
como en las poblaciones, á más de estas cualidades, se propo­
nen el ornato, la comodidad y  la mejor distribución de las 
vías públicas.

Por lo general, se refieren á las necesidades de la vida 
social en las ciudades. Por ejemplo: los Reglamentos de po­
licía limitan la facultad de los propietarios en lo referente á 
la alineación y altura de los edificios, y á su demolición, con­
ducción y  bajada do aguas, revoque, etc.; todo de compe­
tencia de las Autoridades municipales, ateniéndose á las 
Ordenanzas que en la localidad existan.

Invención ó hallazgo de tesoro.—los, artículos 351 y 352 re- 
fiérense á la ocupación como modo de adquirir la propiedad 
de aquellos bienes cuya pertenencia no consta, cosas que ha­
biendo sido abandonadas por su dueño y perdida la memo­
ria de quién pudiese serlo, pertenecen al primer ocupante.
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Sienta el articulo las disposiciones aplicables al descubri­
miento del tesoro, que es á lo que los expositores llamaban 
modo de adquirir por invención ó hallazgo.

El último articulo de este capitulo (352) define el tesoro 
en su aspecto legal, diciendo que es el depósito oculto é 
ignoiado de dinero, alhajas ú otros objetos preciosos, cuya 
legitima pertenencia no conste. Exigense como requisitos 
esenciales del tesoro, bien sea en bienes muebles ó inmue­
bles, que ha de estar oculto, escondido, sin saber qué persona 
lo colocó alli, que es la ignorancia exigida por el articulo, 
y consistente en alhajas ó metales preciosos. De aqui que eí 
encuentro de cualesquiera otros objetos que no sean de los 
enumerados, no se considera incluido dentro de lo dispuesto 
en los dos mencionados artículos.

Conocido lo que sea tesoro, las reglas para su adjudica­
ción no revisten complejidad alguna, sino que tienen por 
conclusión la naturaleza, ya del terreno, ya del dueño de 
éste, y  la de la persona que lo encontró.

Partiendo del primer principio, el tesoro oculto pertenece 
al dueño del terreno donde se hallaba enterrado, ficción ju ­
rídica de suponer que los objetos preciosos son parte acceso­
ria de lo principal, que es el inmueble, aunque no se pueda 
dar á esta adquisición el nombre de accesión en los bienes 
inmuebles, puesto que aquél no es producto de la cosa á que 
se extiende la acción del propietario.

Si el terreno fuese ajeno, con respecto al descubridor, ó 
fuese del Estado, y el hallazgo se verificase casualmente, el 
tesoro se dividirá en dos partes: una para el Estado ó dueño 
del terreno, otra para el que le halló, reglas aplicables al 
preciso caso de ser involuntario el descubrimiento, pues de 
no ser así, los pactos que pudieran haber celebrado el dueño 
del terreno y la persona del descubridor, serían obligatorios 
para las partes.

Pueden los objetos revestir tal importancia científica, ar­
tística ó histórica que deban dignamente figurar en uno de 
los Museos del Estado; en este caso, los intereses sociales, 
el elemento de cultura que dichos objetos puedan llevar con­
sigo exigen la pérdida de la propiedad para el que los halló ; 

tomo II 2
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revistiendo un carácter de expropiación forzosa de bienes 
muebles se satisfará al descubridor ó dueño el precio justo 
que le corresponda, siguiéndose para esto las reglas marca­
das anteriormente.

Código civil.— Libro II.— Titulo II; De la propiedad.— Capitulo I;
De la propiedad en general.

Art. 348. La propiedad es el derecho de gozar y disponer de 
una cosa sin más limitaciones que las establecidas por las leyes.

El propietario tiene acción contra el tenedor y el poseedor de 
la cosa para reivindicarla.

Art. 319. Nadie podrá ser privado de su propiedad sino por 
Autoridad competente y por causa justificada de utilidad pública, 
previa siempre la correspondiente indemnización.

Si no precediese este requisito, los Jueces ampararán, y en su 
caso, reintegrarán en la posesión al expropiado.

Art. 350. El propietario de un terreno es dueño de su superfi­
cie y de lo que está debajo de ella, y puede hacer en él las obras, 
plantaciones y excavaciones que le convengan, salvas las servi­
dumbres, y con sujeción á lo dispuesto en las leyes sobre minas 
y aguas y en los reglamentos de policía.

Art. 351. El tesoro oculto pertenece al dueño del terreno en
que se hallase.

Sin embargo, cuando fuese hecho el descubrimiento en pro­
piedad ajena ó del Estado y por casualidad, la mitad se aplicará 
al descubridor.

Si los efectos descubiertos fuesen interesantes para las cien­
cias ó las artes, podrá el Estado adquirirlos por su justo precio, 
que se distribuirá en conformidad á lo declarado.

Art. 352. Se entiende por tesoro, para los efectos de la ley, el 
depósito oculto é ignorado de dinero, alhajas ú otros objetos pre­
ciosos, cuya legitima pertenencia no conste.

2 . °  Modos de adquirir la propiedad.

División.—Los modos de adquirir la propiedad pueden 
ser universales y singulares; por los primeros adquirimos 
un conjunto ó universalidad de derechos y obligaciones, vi­
niendo por este motivo á ser la persona que adquiere el re­
presentante del causante; de estos modos no se presenta en
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nuestra Derecho más que la sucesión; por los segundos ad­
quirimos el dominio de las cosas en su aspecto individual. 
Bajo este aspecto particular, son modos de adquirir la ocu­
pación, tradición y prescripción.

Modo universal.—Por la sucesión testamentaria, expre­
sión de la voluntad del testador, constituyendo, modificando 
ó extinguiendo derechos al disponer de sus bienes para des­
pués de su muerte, ó bien por la ficción legal, en la sucesión 
intestada, de que los bienes habrían de transmitirse á los 
parientes más próximos, caso do haberse hecho testamento, 
se confiere una pluralidad, una masa de bienes, que al pasar 
al adquirente (heredero), resume en sí la personalidad del 
causahabiente. Suprimida esta presunción legal, abolida la 
libre disposición por causa de muerte, la propiedad se des­
truye por su base, perdiendo sus principales cualidades, la 
transmisibilidad y la perpetuidad.

Modos singulares: a) La ley, emanación del poder del Es­
tado, no sólo impone obligaciones, sino que, aunque limitadas 
veces, confiere la propiedad; tal sucede con las minas, la de 
las aguas públicas, con los objetos arrojados á las playas y 
costas procedentes de naufragio, etc.

b) La ocupación, aprehensión material de una cosa con 
intención de hacerla nuestra, es decir, concurriendo el ani- 
mws, intención jurídica y la detentación material. Dichoso 
está que la ocupación no ha de perjudicar á tercero, y que, 
por consiguiente, las cosas ocupadas no han de pertenecer 
á nadie {res nullius).

c) La tradición supone la entrega, es decir, el acto de 
poner el propietario la cosa en manos ó en poder de aquel á 
quien se la traspasamos; por lo tanto, en la persona por quien 
se verifica la tradición necesítase la condición de dueño, á 
menos de ser mero poseedor y estar autorizado para enaje­
narla; entendida esta locución en el sentido de pasar á 
manos ajenas. La tradición ha perdido toda su importancia 
respecto de los inmuebles desde la promulgación de la pri­
mera ley Hipotecaria y consiguiente creación del moderno 
Registro de la Propiedad, motivo que nos obliga á no insistir 
en este particular y no mencionar las clases en que se dividía
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{brevi manu, longa manu, simbòlica, constitutum posesorio), 
pasada que fué la razón jurídica en que se fundaban estas 
denominaciones.

dj Fundada en una presunción, en un convencionalismo 
de derecho, la prescripción crea y extingue derechos, y con­
fiere la propiedad, como uno de los medios singulares de 
adquirir el dominio.

La prescripción propiamente tal es la extintiva ó libe­
ratoria que principalmente afecta á las acciones ó medios de 
perseguir los derechos; la adquisitiva, que es el carácter de 
la que en este momento examinamos, ei’a la llamada por los 
romanos usucapión, modo de adquirir por el uso, mucho más 
propia y de más exacta expresión que la usada por los Có­
digos modernos. La prescripción adquisitiva transfiere la 
propiedad mediante el concurso de la buena fe (creencia en 
el poseedor de ser dueño), justo título (traslativo de domi­
nio), posesión continuada (pacifica, sin interrupción natural 
ni civil, hecho material ó demanda ante los Tribunales), ca­
pacidad en la cosa (que se halle en el comercio social), y por 
último, plazo ó transcurso de tiempo (tres años en las mue­
bles, diez entre presentes y veinte entre ausentes en las in­
muebles, y treinta años sin titulo ni buena fe, ó prescripción 
extraordinaria, etc.).

e) Enumera el artículo la donación: considerada por unos 
como un acto, basta para su validez la voluntad del donante, 
pero si ha de producir efectos respecto á tercero, preséntase 
como un contrato, donde el consentimiento, concurso de vo­
luntades sobre un mismo objeto, forma uno de sus requisitos 
esenciales.

La donación puede ser intervivos y mortis causa; ésta en­
caja dentro 4e las disposiciones de los testamentos en cuanto 
á capacidad de donar y formalidades con que se ha de veri­
ficar; pero por una ú otra causa, la donación es por esencia 
gratuita, y por ende, transmite el dominio sin necesidad de 
la prestación; pero siempre, repetimos, la aceptación del do­
nativo viene á revalidar, por decirlo así, la acción del donan­
te. Téngase presente, y sirva como de advertencia, que en 
este lugar examinamos la donación pura y simplemente en
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sus efectos, no en las causas que puede producirla, en cuyo 
caso tendríamos que exponer los requisitos naturales y esen­
ciales á este acto jurídico.

f) Por último, todos los contratos traslativos de dominio, 
unos se perfeccionan, otros se consuman mediante la entrega 
de lo convenido ó estipulado; los contratos consensúales 
(compraventa, permuta, etc.), transmiten el dominio de las 
cosas mediante el consentimiento, pero se consuman por la 
entrega de los mismos; los contratos reales (préstamo simple 
ó comodato, depósito, prenda, etc.), necesitan para su per­
feccionamiento la entrega material, condición sine qua non 
para s u existencia; de ahi su denominación de reales. A los 
expuestos parece referirse el artículo.

Código civil.—  Libro III: De los diferentes modos de adquirir la propiedad.

Disposición preliminar.

Art. 609. La propiedad se adquiere por la ocupación.
La propiedad y los demás derechos sobre los bienes se adquie­

ren y transmiten por la ley, por donación, por sucesión testada é 
intestada, y por consecuencia de ciertos contratos mediante la 
tradición.

Pueden también adquirirse por medio de la prescripción.
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3.° Expropiación forzosa.

Naturaleza y fundamento. — Lo dijimos en otro lugar; el 
derecho de propiedad es un derecho restringido. En tanto 
puede el propietario aprovecharse de él, en cuanto no perju­
dique al particular ni á la suma de individuos que componen 
la colectividad. Por esto, las facultades inherentes al propie­
tario pueden ser limitadas por los particulares al estable­
cerse derechos reales sobre las cosas, y puede ser despo­
seído de su pertenencia por voluntad expresa de la ley.

La expropiación forzosa por causa de utilidad pública 
cae dentro de las atribuciones del derecho público como 
condición necesaria para el cumplimiento de los fines 
sociales.



El hombre, en su vida de relación, no tan sólo está obli- 
g’ado á no oponerse á la realización del fin soeial, sino que 
también ha de prestar los medios necesarios para conse­
guirlo. Si, por consiguiente, el progreso, las necesidades ó 
la utilidad común reclaman su concurso, la ley, presumiendo 
tácitamente su consentimiento, se apodera de sus bienes in­
demnizando al propietario, no sólo del valor de lo expro­
piado, sino de las pérdidas que por la enajenación violenta 
pueda sufrir.

Por lo tanto, la expropiación forzosa fúndase en los 
principios de derecho natural que sobreponen el interés 
social á los más preciados intereses de la persona del pro­
pietario.

Legislación vigente.—La ley  de 10 de Enero de 1879 y su 
Eeglamento de 13 de Junio del mismo, son las disposiciones 
vigentes en esta mateiúa, con las especialidades que por la 
índole de los servicios y por las autoridades que intervienen 
en el expediente de expropiación, ha sido necesario aplicar 
á los ramos de Guerra y Marina.

La fuente de esta legislación, las bases cardinales, son el 
artículo 10 de la Constitución política vigente y el 349 del 
Código civil; de ellos arranca la limitación del derecho de 
propiedad.

El primero es el que ha dado origen al segundo, no 
siendo éste más que la repetición en la ley privada, de lo 
que se manifiesta en la ley fundamental del Estado, que, 
como de derecho público, es donde se había de escribir este 
precepto.

Asi, pues, uno y otro de los artículos dicen: «Nadie podrá 
ser privado de su propiedad sino por Autoridad competente 
y por causa justificada de utilidad pública, previa siempre 
la correspondiente indemnización.

»Si no procediese este requisito, los Jueces ampararán, y 
en su caso reintegrarán en la posesión al expropiado.»

Requisitos ineludibles para que la expropiación no se con­
vierta en confiscación, que, según el citado art. 10 de la Cons­
titución, queda abolida.

De aquí que, no concurriendo estos requisitos esenciales,
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los interesados podrán ejercitar las acciones posesorias lla­
madas interdictos para retener la cosa ó para recobrarla, 
reintegrando de esta manera á la persona expropiada en la 
posesión de su derecho.

Requisitos de la expropiación.—Formalizado el expe­
diente de expropiación, éste habrá de contener por necesidad 
Ibs requisitos siguientes;

1. ° Declaración por la Autoridad competente de que la 
obra ó servicio es de utilidad pública.

2. ° Necesidad para su ejecución de la ocupación del 
inmueble.

3. ° Justiprecio de éste, como valor de la enajenación.
Pago de la indemnización de lo que se expropia for­

zosamente.
5.° Por último, como consecuencia natural de todos los 

requisitos expuestos, toma de posesión del inmueble.
a.) Declaración de utilidad pública.—-iiSta, se verificará por 

Autoridad competente; desde este momento aparecen en 
pugna el interés individual y  el social; por consiguiente, la 
obra será de verdadera utilidad común cuando proporcione 
conocidas ventajas, morales ó materiales, al Estado, á una 
ó más provincias ó á uno ó más Municipios.

Cuando la obra en todo ó parte haya de ser costeada con 
fondos del Estado, ó aun cuando no concurran estas circuns­
tancias, lo exija su importancia, á juicio del Gobierno, la 
declaración se hará por una ley.

Si la obra interesa á varias provincias ó ha de ser cos­
teada ó subvencionada por el Estado, la Autoridad compe­
tente para la declaración será el Ministro respectivo. En los 
demás casos corresponde al Gobernador, oyendo á la Dipu­
tación ó Ayuntamiento respectivo, según sea la obra provin­
cial ó municipal.

Contra esta declaración, las Corporaciones ó personas 
interesadas no podrán formular ninguna reclamación.

b) Necesidad de la ocupación del inmueblepara la ejecución 
de la obra.—Declarada ya la obra de utilidad pública, co­
rresponde resolver á la Administración si para la ejecución 
es necesario todo ó parte del inmueble. En su consecuencia.
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el Gobernador, citando á los interesados y oyendo las re­
clamaciones de los mismos contra la necesidad de la ocu­
pación, y á la Comisión provincial, dictará la resolución 
que proceda dentro del término de quince dias. Contra su 
resolución cabe el recurso de alzada al Ministro respectivo 
dentro del plazo de ocho dias, el cual resolverá dentro de 
los treinta dias siguientes á la entrada del expediente, pol- 
medio de Real decreto.

c) Justiprec.io de la finca que se ha de expropiar.—Cono­
cida la linca ó parte de ella que por necesidad ha de expro­
piarse, se procurará la adquisición por acuerdo amistoso con 
el dueño. No habiendo avenencia respecto al justo valor, 
cada parte nombrará un Perito, y no habiendo conformidad 
entre ambos, el Gobernador oficiará al Juez de primera ins­
tancia del distrito de donde radique la finca, para que, como 
persona imparcial, designe un tercero en discordia. En vista 
de los dictámenes de los Peritos, y de los datos que obren 
en el expediente, el Gobernador, oyendo á la Comisión pro­
vincial, determinará por resolución fundada el importe de 
la suma que se ha de entregar por la expropiación, contra 
cuya determinación se da recurso de alzada. Contra la reso­
lución ministerial cabe recurso para ante el Tribunal de lo 
Contencioso, tanto por infracción de las reglas que han de 
seguirse en el expediente, como por lesión en la justificación 
del valor del terreno expropiado, si dicha lesión representa 
cuando menos la sexta parte del verdadero justiprecio.

d) Pago de la indemnización.— vez que la resolución 
del Gobernador cause estado, es decir, cuando contra ella 
no quepa recurso alguno, se procederá inmediatamente á su 
pago, precisamente en metálico, ante la Autoridad municipal 
del término en que las fincas se hallen enclavadas, avisán­
dose á los interesados con la anticipación necesaria para el 
efecto de entregar la cantidad. Negándose el propietario á 
recibirlo, ó si alegándose para su percepción mejor derecho, 
se promoviese cuestión que haya de ventilarse litigiosamente, 
ó sobre la liquidación de cargas no hubiese avenencia entre 
los interesados, se suspenderá el pago y se constituirá en 
depósito, hasta el momento de resolverse estas cuestiones.
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Como quiera que la venta se ha veriñcado sin uno de los 

requisitos esenciales del contrato, cual es el consentimiento, 
para indemnizar al propietario de la forzosa enajenación, se 
le entregará, además del valor total de la linca, un 3 por 100 
más como precio de afección, para resarcirle con esto de la 
violencia que, si bien legítima, ha sufrido el dueño del in­
mueble.

e) Toma de posesión. — Verificado el pago, inmediata­
mente se procede á la toma de posesión.

Sin embargo, la Administración ó sus derechohabientes, 
podrá, si razones de conveniencia lo aconsejan, ocupar el 
inmueble antes del pago, pero siempre que haya sido objeto 
de tasación, mediante el depósito de la cantidad á que as­
cienda aquélla, según el dictamen del Perito del propieta­
rio; pero en tal caso, éste tiene derecho á percibir el 4 por 100 
anual de la cantidad en que se valuó la finca, por todo el 
tiempo que tarde en percibir el importe de la expropiación 
definitivamente ultimada.

Rescisión de la expropiación.—Con objeto de limitar en 
el menor número posible las expropiaciones forzosas, el ar­
tículo 43 de la ley dispone que, caso de no ejecutarse la 
obra que hubiese exigido la expropiación, ó en el de que, 
una vez ejecutada, resultase una parcela sobrante, ó queda­
sen las fincas sin aplicación por haberse terminado el objeto 
á que dió lugar la expropiación, el dueño primitivo podrá re­
clamar lo expropiado devolviendo la suma que como pago 
hubiese recibido, pudiendo ejercer los dueños este derecho 
rescisorio en los treinta días siguientes de haberles notificado 
la no ejecución ó desaparición de la obra que motivó la ocu­
pación total ó parcial de la finca. Pasado aquél sin pedir la 
reversión, se entiende que el Estado puede disponer de ella.

Por parcela se entiende, para los efectos legales, toda 
porción sobrante por expropiación mayor de tres metros en 
las fincas urbanas que resulte insuficiente para edificar con 
arreglo á las Ordenanzas municipales; y  en las fincas rústi­
cas, cuando sea de corta ,extensión y de difícil aprovecha­
miento, según el dictamen de perito.

Reforma interior de las grandes poblaciones.—La ley, con



el deseo de fomentar la viabilidad, ornato y saneamiento de 
las poblaciones, establece reglas para la expropiación nece­
saria á la reforma y mejoramiento de las poblaciones; con­
siguientemente á este deseo, dispone que los Ayuntamientos 
de las grandes poblaciones que reúnan lo menos 50.000 al­
mas y  crean conveniente su reforma interior, formarán los 
planos totales ó parciales de las obras. Instruido el expe­
diente, se remite al Ministerio de la Gobernación, á fin de 
que se declaren las obras de utilidad pública.

Para los efectos de la declaración, estarán sujetas á la 
expropiación, no sólo las fincas que ocupen el terreno des­
tinado á la vía pública, sino también las que en todo ó parte 
se hallen emplazadas dentro de las dos zonas laterales y  pa­
ralelas á dicha via. Cuando para la regularización y forma­
ción de manzanas convenga hacer desaparecer algún patio 
ó trozo de calle, estarán sujetas á enajenación las fincas que 
tengan fachadas ó luces directas sobre las mismas.

Para realizar el ensanche interior y exterior de las po­
blaciones, la ley de 22 de Diciembre de 1876 concede deter­
minados beneficios á los propietarios que contribuyan á la 
ejecución, y otorga exenciones y facilidades á los Ayunta­
mientos, eximiéndoles del pago de los derechos reales por 
las adquisiciones y transmisiones, y autorizándoles para 
contraer empréstitos. Con posterioridad se ha publicado la 
ley de 26 de Febrero de 1892 y el Reglamento (fe 31 de Marzo 
de 1893, especiales para Madrid y Barcelona.

Como ha podido observarse,esta legislación, al establecer 
uno de los modos por los cuales se pierde el dominio de las 
cosas, garantiza de tal suerte al propietario, que no verifica 
una expoliación, sino concesión de una propiedad por otra.

Ocupaciones temporales de terrenos.—Son verdaderas ser­
vidumbres legales, impuestas por necesidades de los ser­
vicios públicos, y por consiguiente, dentro de las atribucio­
nes de las autoridades administrativas.

Estas ocupaciones, según el precepto legal, tienen por 
objeto la práctica de estudios y operaciones facultativas 
para la completa formación de un proyecto de obras; el es­
tablecimiento de estaciones, almacenes ó depósitos de mate-
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riales necesarios para la prosecución de las obras declara­
das de utilidad pública; extracción de materiales, previa su 
indemnización, necesarios para las expresadas obras, ya se 
hallen diseminados en el terreno ocupado temporalmente, ó 
hayan de ser objeto de una formal explotación.

Estas ocupaciones, por su especial naturaleza, sólo podrán 
verificarse en fincas rústicas, exceptuándose de un modo ab­
soluto las urbanas; pero siempre habrá de contarse para su 
imposición con el previo consentimiento del dueño, manifesta­
do ante el Alcalde del término donde la ocupación se efectúe.

La ocupación temporal, mientras no se extinga, reviste 
los caracteres de una cuasi-expropiación; de aquí la necesi­
dad de indemnizar los perjuicios, según acuerdo entre los 
interesados ó por medio de Peritos, perjuicios que compren­
den tanto los intereses ó rendimientos que el propietario 
deje de percibir por el hecho de la ocupación, como los da­
ños que se causen en la finca, y la reparación del valor que 
represente el restituirla á su primitivo estado.

Estas son las disposiciones más importantes de la ley y 
del Reglamento para la expropiación forzosa, en la parte 
relativa á las ocupaciones temporales por necesidad del ser­
vicio público.

Expropiación en los ramos de Guerra y de Marina.—La 
ley, precepto general, sienta los principios sobre que des­
cansa la venta forzosa de bienes por exigirlo asi el interés 
común; los Reglamentos deducen consecuencias, remueven 
los obstáculos que puedan presentarse en la práctica, según 
sea el Estado ó sociedad jurídica la que necesita esos medios 
para la persecución de sus fines, ó las instituciones creadas 
como complemento de su soberanía para garantir el derecho 
y el orden público; asi sucede con los ramos de Guerra y 
Marina, que por el peculiar carácter de sus funciones, nece­
sitan medios hábiles para la satisfacción de las necesidades 
inherentes á los medios personales del Estado.

Así, el ramo de Guerra verifica expropiaciones en lo que 
se refiere á defensas del Reino, acuartelamiento y campos de 
instrucción, y Marina, con respecto á los mismos bienes, ena­
jena también forzosamente los terrenos necesarios para asti-
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lleros, diques, muelles, fábricas, talleres, etc., construcción 
de baterías y fuertes, estaciones de torpedos, cuarteles, 
hospitales, etc., en una palabra, todo lo necesario para el 
exacto y mejor cumplimiento de sus servicios.

a) E X P R O P IA C IÓ N  F O R Z O SA  EN  G E N E R A L

Ley de 10 de Enero de 1879.— E x p r o p ia c ió n  fo rzo sa .

TITULO PRIMERO 
D i s p o s i c i o n e s  g e n e r a l e s .

Articulo 1." La expropiación forzosa por causa de utilidad pú­
blica, que autoriza el art. 10 de la Constitución, no podrá llevarse 
á efecto respecto á la propiedad inmueble, sino con arreglo á las 
prescripciones de la presente ley.

Art. 2." Serán obras de utilidad pública las que tengan por 
obj eto directo proporcionar al Estado, á una ó más provincias, ó 
á uno ó más pueblos, cualesquiera usos ó mejoras que cedan en 
bien general, ya sean ejecutadas por cuenta del Estado, de las 
provincias ó de los pueblos, ya por Compaiiias ó Empresas particu­
lares debidamente autorizadas.

Art. 3.“ No podpá tener efecto la expropiación á que se refiere 
el art. 1." sin que precedan los requisitos siguientes:

Primero. Declaración de utilidad pública.
Seg’undo. Declaración de que su ejecución exig’e indispensa­

blemente el todo ó parte del inmueble que se pretende expropiar.
Tercero. Justiprecio de lo que se haya de enajenar ó ceder.
Cuarto. Pago del precio que representa la indemnización de 

lo que forzosamente se enajena ó cede.
Art. 4." Todo el que sea privado de su propiedad sin que se 

hayan llenado los requisitos expresados en el articulo anterior, 
podrá utilizar los interdictos de retener y recobrar, para que los 
Jueces amparen, y en su caso reintegren en la posesión, al inde­
bidamente expropiado.

Art. 5.“ Las diligencias de expropiación se entenderán con las 
personas que, con referencia al Registro de propiedad ó al padrón 
de riqueza, aparezcan como dueños ó tengan inscripta la po­
sesión.
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Si por su edad ó por otra circunstancia estuviese incapacitado 
para contratar el propietario de un terreno, y no tuviese curador 
(hoy tutor ó protutor) ü otra persona que le represente’ ó la pro­
piedad fuese litigiosa, las diligencias se entenderán con el promo­
tor fiscal (actualmente fiscal municipal), que podrá hacer válida­
mente en su nombre cuanto se expresa en el articulo anterior.

Cuando no sea conocido el propietario de un terreno ó se ig­
nore su paradero, se publicará en el Boletín Oficial de la provin­
cia y en la Gaceta de Madrid el acuerdo ó decreto relativo á la 
expropiación de la finca. Si nada expusiese dentro del término de 
cincuenta días, por si ó por persona debidamente apoderada, se 
entenderá que consiente en que el Ministerio fiscal sea su repre­
sentante en las diligencias de expropiación.

Art. 6." Todos los que no pueden enajenar los bienes que ad­
ministran sin el permiso de la autoridad judicial, quedan autori­
zados para verificarlo en los casos que indica la presente ley, sin 
perjuicio de asegurar, con arreglo á derecho, las cantidades que 
reciban á consecuencia de la enajenación en favor de menores ó 
representados. En ningún caso les serán entregadas dichas canti­
dades, que-se depositarán siempre á disposición de la autoridad 
que corresponda.

Art. 7." Las traslaciones de dominio, cualquiera que sea el 
titulo que las produzca, no impedirán la continuación de los expe­
dientes de expropiación, considerándose el nuevo dueño subro­
gado en las obligaciones y derechos del anterior.

Art. 8.“ Las rentas y contribuciones correspondientes á los 
bienes que se expropien para obras de utilidad pública, se admi­
tirán durante el año siguiente á la fecha de la enajenación como 
prueba de la aptitud legal del expropiado para el ejercicio de los 
derechos que puedan corresponderle.

Art. 9.“ Los concesionarios y contratistas de las obras públicas 
a quienes se autorice competentemente para obtener la enajena­
ción, ocupación temporal ó aprovechamiento de materiales, en los 
términos que esta ley autoriza, se subrogarán en todas las obli­
gaciones y derechos de la Administración para los efectos de la 
presente ley.
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TITULO II
De la exprop iac ión .

Secel<Sn p r im e r » .

Primer período: Declaración de utilidad pública.

Art. 10. La declaración de que una obra es de utilidad pública, 
será objeto de una ley, cuando en todo ó en parte haya de ser cos­
teada con fondos del Estado, ó cuando, sin concurrir estas circuns­
tancias, lo exija su importancia, á juicio del Gobierno.

Corresponde al Gobierno, por medio del Ministerio respectivo, 
hacer dicha declaración cuando la obra interesa á varias provin­
cias, ó cuando haya de ser costeada ó auxiliada con fondos ge­
nerales, para cuya distribución esté previamente autorizado por 
la ley.

En los demás casos corresponde al Gobernador de la provincia, 
oyendo á la Diputación, y además al Ayuntamiento cuando se 
trate de obras municipales.

Art. 11. Se exceptúan de la formalidad de la declaración de 
utilidad pública las obras que sean de cargo del Estado y se lleven 
á cabo con arreglo á las prescripciones del cap. III de la ley de 
Obras públicas; las obras comprendidas en los planos generales, 
provinciales y municipales que se designan en los artículos 20, 24 
y 14 de la misma ley de Obras públicas; toda obra, cualquiera que 
sea su clase, cuya ejecución hubiese sido autorizada por una ley ó 
estuviera designada en las leyes especiales de ferrocarriles, ca­
rreteras, aguas y puertos dictadas ó que se dicten en lo sucesivo.

Asimismo, todas las obras de policía urbana, y en particular las 
de ensanche y reforma interior de poblaciones.

Art. 12. El expediente de declaración de utilidad pública podrá 
instruirse por iniciativa de las autoridades á quienes competa ha­
cerla, por acuerdo de una ó varias Corporaciones, ó á instancia de 
un particular ó Empresa debidamente constituida.

Art. 13. En todo caso, se presentará ante la autoridad que co­
rresponda con arreglo al art. 10, por duplicado, el prot êcto com­
pleto de la obra que so trate de llevar á cado, con suficiente expli­
cación, no sólo para poder formar idea clara de ella, sino también 
de las ventajas que de su ejecución han de reportar los intereses 
generales y comunes, y de los recursos con que se cuenta para lle­
varla á cabo.



La aiitoridad. á quien comijeta hacer la declaración de utilidad 
pública, por medio de los periódicos oficiales de los términos á 
quien la obra interese, y de comunicaciones dirigidas á las auto­
ridades de los mismos, pondrán en conocimiento de éstas y del 
público la pretcnsión entablada, á fin de que cuando lo tengan por 
conveniente produzcan las reclamaciones que crean oportunas, en 
un plazo que no baje de ochenta dias si se trata de una obra que 
sólo afecta á un Ayuntamiento, de veinte si afecta á una provincia 
y de treinta si se extiende á varias, en cuyo caso los anuncios se 
insertarán además en la Gaceta de Madrid.
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S ec ción  sesrnncla.

Segundo período: Necesidad de la ocupación del inmueble.

Art. 14. Declarada una obra de utilidad pública, corresponde á 
la Administración resolver si para la ejecución de aquélla es nece­
sario el todo ó parte del inmueble.

Art. 15. La persona ó Corporación que haya sido autorizada 
para construir una obra presentará en el Gobierno de la provincia 
la relación nominal de los interesados en la expropiación, con 
arreglo al proyecto aprobado por ella, y replanteo autorizado pol­
los encargados de la inspección de las obras, ya por la Administra­
ción pública, ya por las Corporaciones que han de costearla, ha­
ciendo constar en aquélla la situación correlativa, el número y 
clase de las fincas que á cada propietario han de ser ocupadas en 
todo ó en parte, asi como los nombres de los colonos ó arrenda­
tarios, haciendo la separación debida por distritos municipales.

Art. 16. El Gobernador de la provincia, dentro del tercero dia 
de haber recibido las relaciones á que se refiere el articulo ante­
rior, remitirá relación nominal á cada Alcalde en la parte que le 
corresponda, para que, hechas las oportunas comprobaciones con 
el padrón de riqueza y con ios datos del Eegistro de la propiedad 
si fuera necesario, y rectificados los errores que pueda contener, 
forme por ella, y remita en un término que no pasará de quince 
dias, la relación que ha de servir para los efectos expresados en 
el art. 5.° de esta ley.

Art. n . Recibida la relación nominal de propietarios autori­
zada por el Alcalde, se dispondrá por el Gobernador su inserción 
en el Boletín Oficial de la provincia, señalando un plazo que no 
deberá bajar de quince dias, ni exceder de treinta, para que las 
personas ó Coi-poraciones interesadas puedan exponer contra la 
necesidad de la ocupación que se intenta, y en modo alguno con-



tra la utilidad de la obra, que queda resuelta ejecutoriameute por 
la declaración de utilidad piiblica.

Art. 18. Producidas las reclamaciones dentro del término mar­
cado en el articulo anterior, el Gobernador civil, oída la Comisión 
provincial, decidirá dentro de los quince días siguientes sobre la 
necesidad de la ocupación que se intenta para la ejecución de la 
obra.

Art. 19. De la resolución del Gobernador civil, únicamente 
podrá recurrirse en alzada al Ministerio correspondiente dentro 
de los ocho días siguientes al déla notificación administrativa.

El Ministerio resolverá dentro de los treinta días siguientes 
al del registro de entrada del expediente por medio de Real de­
creto.

Art. 20. Declarada la necesidad de ocupar una ó más fincas 
para la ejecución de una obra de utilidad pública, se procederà á 
la fijación de aquélla ó las partes de ellas que deban ser expropia­
das, asi como á su valoración; y al efecto, el Gobernador de cada 
provincia de cuantas por la obra puedan ser interesadas, avisará 
por medio del Boletín Oficial á los propietarios contenidos en la 
relación nominal rectificada, y además les hará notificar personal 
ó individualmente, señalándoles ocho días de plazo para que com­
parezcan ante el Alcalde respectivo á hacer la designación del Pe­
rito que á cada uno ha de representar en dichas operaciones. Si no 
fueren habidos, se observarán para la notificación las formalida­
des que para la citación y emplazamiento ordena la ley de Enjui­
ciamiento civil.

Con el propio objeto se dirigirá al representante de la Admi­
nistración ó de la Corporación que costee las obras, que deben 
haber sido de antemano completamente autorizadas.

El nombramiento de Peritos ante el Alcalde ha de hacerse por 
las mismas personas que constan en la relación nomina!, no ad­
mitiéndose representación ajena sino por medio de poder debida­
mente autorizado, ya sea general, ya expreso para este caso.

Art. 21. Los Peritos desigmados, tanto por la Administración 
como por los propietarios, tendrán precisamente titulo facultativo 
suficiente para la clase de operaciones que se les encomiendan, 
sin que se exija otra limitación en las condiciones del nombrado 
que la de haber ejercido su profesión por espacio al menos de un 
año. Los nombramientos que hayan recaido en personas que no 
reúnan estas condiciones, asi como los que puedan hacerse fal­
tando á lo prescrito en el artículo anterior, se tendrán por nulos, 
entendiéndose que los propietarios resjiectivos, lo mismo que los
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que no hayan hecho nombramiento, se conforman con el Perito que. 
ha de representar á la Administración ó á la persona que asuma 
sus facultades, ó á la Corporación que costee las obras.

Art. 2̂ . El Ingeniero ó persona facuitativ'a que represente al 
Gobierno, ó, en g-eneral, la persona á quien se refiere el articulo 
anterior, recibirá del Gobernador de la provincia una certificación 
en que consten los nombramientos hechos ante el Alcalde ó los Al­
caldes de los términos que abrace la obra, y señalará á los Peritos 
el día en que han de comenzar las operaciones de medición, diri­
giéndolas personalmente ó por medio de sus ayudantes, de manera 
que en el menor plazo posible y con la mayor exactitud se obten­
gan cuantos datos sean necesarios para preparar el justiprecio.

Art. 23. Los datos á que se refiere el articulo anterior consis­
tirán en una relación detallada y correlativa de todas las fiucas 
que han de ser expropiadas, con expresión de su situación, cali­
dad, cabida total y linderos, asi como de la clase de terreno que 
contiene y explicación sobre la naturaleza ó sus producciones.

Se hará constar además el producto de renta de cada finca por 
los contratos existentes, la contribución que por ella se pao-a la 
riqueza imponible que represente y la cuota de contribución que 
le corresponde según los últimos repartos.

Asimismo se hará manifestación del modo con que la expro­
piación interesa á cada finca, expresando la superficie que aquélla 
exige; y SI no se ocupa en totalidad, se especificará la forma y 
extensión de la parto ó partes restantes. Estos accidentes se re- 
presentarán en un plano de escala de 1.400 para las fiucas rústicas 
y JOO para las urbanas, que acompañarán á la relación indicada.

1 amblen se indicará si alguna finca que no haya de ocuparse 
toda, sera mas conveniente la expropiación total ó la conservación 

su resto a favor del propietario, para lo cual habrá de estarse 
a la manifestación del Perito de éste.

Art 24. Los documentos á que se refiere el articuio anterior 
erán ser formados de común acuerdo por todos los Peritos que 

correspondan á cada obra ó trozo de ella ó á cada término muni 
pal, y se remitirán por el director de la obra al Gobernador civil 
e la provincia con su informe, exponiendo las observaciones que 

procedentes sobre el comportamiento de los Peritos, 
los honn ocasionados por estas operaciones, asi como

es^perlodo."""" de
Las construcciones, plantaciones, mejoras y labores que no 

tomo II
o
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sean de reconocida necesidad para la conservación del inmueble, 
realizadas después de la fecha en que se ultime este periodo, no 
serán tenidas en cuenta para graduar el importe de la indemni­
zación.

Sec(*i<fn te rc era .

Tercer período t Justiprecio.

Art. 26. Una vez conocida con toda certeza la finca ó parte de 
finca que es preciso expropiar á un particular, establecimiento ó 
Corporación cualquiera, el representante de la Administración 
intentará la adquisición por convenio con ei dueño, á cuyo efecto 
dirigirá por medio del Gobernador de la provincia á los propieta­
rios interesados una hoja de aprecio hecha por el Perito de ia Ad­
ministración por cada finca, en la que, deducidas de la relación 
general, consten esas circunstancias, y se consignará como par­
tida alzada la cantidad que se abone al propietario por todos los 
conceptos y libre de toda clase de gastos. Este, en el término de 
quince días, aceptará ó rehusará la oferta lisa y llanamente, te­
niéndose por nula toda aceptación condicional.

La aceptación lleva consigo por parte de la Administración el 
derecho de ocupar toda la finca ó parte de. ella que se haya deter­
minado en la hoja de aprecio, previo siempre el pago del importe.

Art 27. Cuando el propietario rehúse el ofrecimiento de la Ad­
ministración, quedará obligado á presentar otra hoja de tasación 
suscrita por su Perito, en que, con arreglo á los mismos datos, se 
contenga la apreciación que crea justa, cuya hoja deberá ser en­
tregada al Gobernador dentro del mismo plazo que se da al pro­
pietario para resolver.

El representante de la Administración remitirá otra hoja aná­
loga, suscrita por el Perito nombrado por él, tan pronto como al 
Gobernador le haya sido notificada la disidencia del propietario.

Los derechos que los Peritos devenguen en estas tasaciones 
serán satisfechos respectivamente por cada parto interesada, asi 
como el papel sellado en que se han de extender las hojas de ta­
sación.

Art. 28. En ellas han do hacerse constar detalladamente los 
fundamentos del justiprecio, ya por lo que toca á la clase de las 
fincas, ya por lo relativo al precio que se las señale. Los Peritos 
tendrán en cuenta todas las circunstancias que puedan influir 
para aumentar ó disminuir su valor respecto de otras análogas 
que hayan podido ser objeto de tasaciones recientes en el mismo
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término municipal  ̂y al valor de la parte ocupada de la finca ag-re- 
garán las que representen los perjuicios de toda clase que se les 
ocasionen con la obra que da lugar á la expropiación; como tam­
bién, en compensación de éstos ó parte de ellos, deberé, tenerse 
en cuenta el beneficio que la misma les proporciona en sus restos.

Los Peritos son responsables de las irregularidades que en las 
hojas de tasación se adviertan, ó de las faltas de conformidad en 
que se hallen con la relación anteriormente formulada.

En el caso de que el importe total de una ó más hojas de ta­
sación fuese el mismo en las de la Administración que en las de 
los propietarios, se entenderá fijado de común acuerdo el justi­
precio.

En el caso de divergencia entre la hoja de la Administración 
y las de los propietarios, deberán reunirse los Peritos de ambas 
partes, en un término que no podrá exceder de ocho dias, para 
ver si logran ponerse de acuerdo acerca del justiprecio.

Transcurrido dicho plazo sin manifestar la conformidad de los 
peritos, se entenderá que ésta no ha podido conseguirse, v las di­
ligencias seguirán la tramitación correspondiente.

Art. 29. La Administración, ó quien sus derechos tenga, podrá 
si le conviene ocupar en todo tiempo un inmueble que haya sido 
objeto de tasación, mediante el depósito de la cantidad á que as­
cienda aquélla, seg’ún la hoja del Perito del propietario, á cuyo 
efecto dictará el Gobernador de la provincia las disposiciones con­
venientes.

El propietario tiene derecho á percibir el 4 por 100 al año de la 
cantidad expresada por todo el tiempo que tarde en pei'cibir el 
importe de la expropiación; el Gobernador civil de la provincia 
oficiará al Juez del distrito para que designe el Perito tercero.

Art. 31. El Juez, dentro de los ocho dias de haber recibido la 
comunicación de que habla el articulo anterior, y bajo su respon­
sabilidad, designará de oficio el Perito, consignará su aceptación 
y la participará al Gobernador de la provincia, sin admitir ni 
consentir reclamación de ninguna especie.

Art. 32. ínterin el Juez hace el nombramiento de Perito ter­
cero, el Gobernador civil dispondrá que se unan al expediente:

Primero. Los títulos de pertenencia de las fincas que la Admi­
nistración haya creído conveniente reclamar de los interesados.

Segundo. Las reclamaciones dadas por los propietarios á la 
Hacienda pública para la imposición de la contribución territorial 
de los tres años anteriores.

Tercero. Certificación de la riqueza imponible graduada á cada
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finca para la distribución de la contribución territorial y do la 
cuota que le haya correspondido durante los tres últimos años.

Cuarto. Certificado del Registrador de la propiedad sobre el 
precio de los inmuebles que se trate de expropiar, si alg-uno de 
ellos hubiese sido objeto de algún acto traslativo de dominio en 
los últimos diez años, y en otro caso, el precio á que se bayan 
enajenado en los doce meses anteriores otras fincas inmediatas á 
la que es objeto de la expropiación, ú otras que por su situación 
y naturaleza se hallen en circunstancias análogas.

Art. 33. Reunidos los antecedentes indicados en el articulo an­
terior y todos los demás que considere pertinentes el Gobernador 
civil de la provincia, y recibido del Juez el nombramiento de 
Perito tercero, éste, en un plazo que no excederá nunca de treinta 
dias, evacuará su cometido por medio de certificación que se 
unirá al expediente en la misma forma en que se hallen redacta­
das las hojas de tasación, y entendiéndose que el importe ha de 
encerrarse siempre dentro de los límites que hayan fijado el Perito 
de la Administración y el del propietario.

Art. 34. El Gobernador, en vista de las declaraciones de los 
Peritos y de los demás datos aportados al expediente en el téi'mino 
de treinta dias, dentro precisamente del mínimum y del máximum 
que hayan fijado los Peritos, y oyendo á la Comisión provincial, 
determinará por resolución motivada el importe de la suma que 
ha de entregarse por la expropiación, comunicándose el resultado 
á cada interesado. Esta resolución se publicará en el Boletín Ofi­
cial de la provincia cuando sea consentida por las partes.

Cuando la resolución del Gobernador cause estado, se cumpli­
mentará por el procedimiento que determine la ley de Contabili­
dad y Reglamentos especiales.

jii-t. 35. Contra la resolución motivada del Gobernador puede 
reclamarse por los particulares dentro de treinta dias de la noti­
ficación administrativa ante el Gobierno, y su decisión ultima, la 
vía gubernativa. El Gobierno, representado por el Ministro que 
corresponda, podrá reclamar del Gobernador el expediente en el 
mismo plazo y revisar su resolución motivada.

En uno y otro caso, la Real orden que corresponda se notificará 
al Gobernador en un plazo que no podrá exceder de treinta días.

La Real orden que se consienta por las partes se publicará en 
el Boletín Oficial de la provincia.

Contra la Real orden que termina el expediente gubernativo 
procede la vía contenciosa, dentro de dos meses de notificada la 
resolución administrativa, tanto por vicio sustancial en los trá-
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mites que establece esta ley, como por lesión en la apreciación 
del valor del tei'reno expropiado, si dicha lesión representa cuando 
menos la sexta parte del verdadero justo precio.

Art. 3o. En todos los casos que tuviere lugar la enajenación 
forzosa, á más de satisfacer al expropiado el precio en que fuese 
valorada su finca, se le abonará un 3 por 100 como precio de 
afección.
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Seccid n  cu arta .

Cuarto periodo: Pago y  toma de posesión.

Art. 37. Cuando la resolución del Gobernador acerca del im­
porte de la expropiación cause estado, se procederá inmediata­
mente á su pag'o.

El pago se realizará precisamente en metálico ante el Alcalde 
del término á que las fincas pertenezcan, á cuyo efecto se le diri­
girá el oportuno aviso con la lista de los interesados y con antici­
pación suficiente para que puedan concurrir á la Casa Consisto­
rial el día y hora que se designe para el pago.

Art. 38. El Alcalde cuidará de que la persona que para el 
efecto represente á la Administración ó á quien su derecho tenga, 
entreg’ue las cantidades que consten en cada hoja del justiprecio 
al dueño de la finca reconocido, con arreglo á lo que disponen los 
artículos 5.“ y 6.” de esta ley, debiendo autorizar la firma del que 
ponga el recibí en la hoja del justiprecio con el sello de la Al­
caldía.

Cuando algún propietario no sepa firmar, lo hará á su ruego 
uno de los presentes, y en este caso, asi como en el de no admitir 
la sustitución para firmar por ausencia de otro, el Alcalde pondrá 
su Viato Bueno para autorizar dichas firmas.

Art. 39. Si algún propietario se negase á percibir el importe 
que se consigne en la respectiva hoja del justiprecio, ó si sobre el 
derecho á percibir el valor de la expropiación de una ó más fincas 
se moviese cuestión que pueda dar lugar á litigio, ó si sobre liqui­
dación de las cargas reales que puedan tener algunas de aquéllas 
no hubiere avenencia entre los interesados, el Alcalde suspenderá 
el pago de las cantidades correspondientes, haciéndolo constar 
todo en un acta, que remitirá al Gobernador civil tan pronto como 
termine la operación del pago. En ella se hará constar del mismo 
modo el nombre de los propietarios que á pesar de la citación ex­
presada no hayan acudido al acto del pago.

Art. 40. El Gobernador dispondrá el depósito de las cantidades



que se hallen en alguno de los casos marcados en el articulo an­
terior, y también cuando de los títulos de las fincas resulte grava­
men de restitución;,y á su autoridad habrán de acudir los intere­
sados en los mismos cuando haya llegado el caso de realizarlas ó 
de inutilizarlas.

Art. 41. Cuando se hayan ultimado las operaciones de expro­
piación de un término municipal ó trozo de obra, se entregará 
por la persona que la haya llevado á cabo al Gobernador de la 
provincia una copia debidamente autorizada de todas las hojas de 
valoración, ya sean por aprecio, por tasación ó por justiprecio, 
que constituyen el expediente de aquella extensión, á fin de que 
por las oficinas se tomé razón de la transmisión del dominio de las 
propiedades que comprenda, estando sobro la inscripción en el 
Kegistro de la propiedad á lo que determine la ley.

Art. 42. Ko se podrán ejercer los derechos á que se refiere el 
artículo 4.“ por suponer que en una finca que haya sido objeto de 
expropiación se ha ocupado mayor superficie que la señalada en 
el expediente respectivo.

Si las necesidades de las obras hubiesen exig-ido una ocupación 
más extensa, se ampliará la tasación á la terminación de aqué­
llas, ó en el acto que lo reclame el propietario, al respecto de los 
precios consentidos en el expediente primitivo, siempre que el 
exceso no pase de la quinta parte de la superficie contenida en 
aquél.

En otro caso, deberá el aumento ser objeto de nueva expropia­
ción, aunque por causa de ella no podrán detenerse las obras en 
curso de ejecución. Cuando esto suceda, la nueva tasación se re­
ferirá al terreno que se ha de ocupar ó haya ocupado, ó en modo 
alguno á los perjuicios que deben haberse tenido en cuenta en el 
expediente primitivo.

Art. 43. En caso de no ejecutarse la obra que hubiese exig-ido 
la expropiación, en el de que aun ejecutada resultase alguna par­
cela sobrante, así como en el de quedar las fincas sin aplicación 
por haberse terminado el objeto de la enajenación forzosa, el pri­
mitivo dueño podrá reclamar lo expropiado, devolviendo la suma 
que hubiese recibido ó que proporcionalmonte corresponda por la 
parcela, á menos que la porción aludida sea de las que, sin ser 
indispensables para la obra, fueron cedidas por conveniencia del 
propietario, con arreglo á la última prescripción del art. 23.

Los dueños primitivos podrán ejercitar el derecho que les con­
cede el párrafo anterior en el plazo de un mes, á contar desde el 
dia en que la Administración les notifique la no ejecución ó des-
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aparición de la obra que motivó la ocupación del todo 6 partes de 
las fincas que les fueron expropiadas; y pasado aquél sin pedir la 
reversión, se entenderá que el Estado puede disponer de la finca.

Art. 44. Para los efectos de esta ley se entiende por parcela en 
las fincas urbanas toda porción sobrante, por expropiación, mayor 
de tres metros que resulte insuficiente para edificar con arreglo á 
las Ordenanzas municipales.

En las fincas rústicas, cuando sea de corta extensión y de difí­
cil y costoso aprovechamiento, á juicio de Peritos.
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¡Sección q n in ta .

Do la reforma interior de las grandes poblaciones.

(In serta  en  él tom o I , p a r te  seg u n d a , C on struccion es, p á g i ­
n as 2 4 5  á 2 4 7 .)

TITULO III

D e  las ocu p a cion es tem p ora les.

Art. 55. La Administración, así como las Corporaciones ó per­
sonas en quienes haya subrogado sus derechos, podrán ocupar 
temporalmente los terrenos de propiedad particular en los casos 
siguientes:

Primero. Con objeto de hacer estudios ó practicar operaciones 
facultativas de corta duración que tengan por objeto recoger 
datos para la formación del proyecto ó para el replanteo de una 
obra.

Segundo. Con el establecimiento de estaciones y caminos pro­
visionales, talleres, almacenes, depósitos de materiales y cuales­
quiera otros más que requieran las obras previamente declaradas 
de utilidad pública, asi por lo que se refiere á su construcción, 
como á su reparación ó separación ordinarias.

Tercero. Con la extracción de materiales de toda clase necesa­
rios para la ejecución de dichas obras, ya se hallen diseminados 
por ia propiedad ó hayan de ser objeto de una explotación for­
malmente organizada.

Art. 56. Las fincas urbanas quedan absolutamente exceptuadas 
de la ocupación temporal é imposición de servidumbres; pero en 
los limitados casos en que su franqueamiento pueda ser de nece­
sidad para los servicios aludidos, deberá obtenerse el permiso 
expreso del propietario.



Art. 57. El funcionario público encargado del estudio de una 
obra de esta clase, ó el particular competentemente autorizado 
para el mismo trabajo, serán provistos por el Gobernador de la 
provincia de una credencial para los Alcaldes de los pueblos en 
cuyo término deben operar, á fin de que les presten toda clase de 
auxilios y muy especialmente el do procurar el permiso de los 
respectivos propietarios para que la Comisión de estudios paso 
por sus fincas. Los perjuicios que con las operaciones puedan 
causar en ellas deberán ser abonados en el acto por tasación de 
dos prácticos, nombrados por el Jefe do estudios y el propietario, 
ó según regulación del Alcalde ó de la persona en quien baya de­
legado sus facultades, siempre que aquéllos no se aviniesen. En 
el caso de resistencia injustificada, el Alcalde lo pondrá en cono­
cimiento del Gobernador á fin de que dicte la resolución que pro­
ceda con arreglo á la ley general de Obras pitblicas.

A instancia de parte, y previa la justificación que estime con­
veniente, podrá el Gobernador retirar la autorización concedida 
y exigir la responsabilidad á que hubiere lugar por cualquier 
abuso cometido.

Art. 58. La declaración de utilidad pública de una obra lleva 
consigo el derecho á las ocupaciones temporales que su ejecución 
exija.

La necesidad de éstas será objeto, siempi'e que se manifieste, 
de un procedimiento ajustado á lo que se previene en la sección 
segunda del tit. II; pero la declaración del Gobernador á que se 
refiere el art. 18 será ejecutiva, y sin perjuicio de los procedi­
mientos ulteriores, podrá tener lugar el justiprecio y la consi­
guiente ocupación. Cuando se trate de una finca con cuyo duefio 
se hayan practicado diligencias anteriores, se suprimirá la publi­
cidad de las notificaciones por medio del Boletín Oficial, enten­
diéndose con aquél por conducto del Alcalde.

Art. 59. No siendo posible en la mayor parto de los casos de • 
ocupación temporal señalar de antemano la importancia ni la du­
ración de ella, el Gobernador decretará que se lleve á efecto, pre­
vio convenio entre la Administración y el propietario de la canti­
dad que deberá depositarse para responder del abono procedente 
en su dia. Si no hubiere acuerdo, se procederá en los términos 
expresados en el art. 29 y siguientes do esta ley.

Antes de que se proceda á la ocupación temporal de una finca 
sin haberse pagado previamente el importe de la ocupación mis­
ma, se hará constar el estado de ella, con relación á cualquiera 
circunstancia que pudiera ofrecer dudas al valorarse los daños

— 40 —



cansados con arreglo á lo prevenido para la expropiación com­
pleta en el art. 23.

Art. üO. Las tasaciones en los casos de ocupación temporal se 
referirán siempre á la apreciación de los i'endimientos qne el pro­
pietario ha dejado de percibir por las rentas vencidas dnrante la 
ocnpación  ̂agregando además los perjnicios cansados en la finca 
ó los gastos qne snponga el restitnirla á sn primitivo estado de 
prodncción. Nnnca deberá llegar la tasación ó nna ocupación 
enalquiera á representar tanto como el valor de la finca. La Ad­
ministración, en el caso de qne la tasación de los perjuicios le pa­
rezca excesiva, podrá pedir la valoración de la expropiación com­
pleta por los medios qne esta ley previene y optar por ella, siem­
pre que no exceda su importe en una mitad de aquéllos.

Art. 61. El valor de los materiales recogidos de una finca ó 
arrancados de canteras en ella contenidas, sólo se abonará en el 
caso de qne aquéllos se encuentren recogidos y apilados por el 
dueño desde época anterior á la notificación de su necesidad para 
los usos de la Administración, ó de que éstas se encuentren abier­
tas y en explotación con anterioridad á la misma época, acredi­
tando que necesita aquéllos y los productos de éstas para su uso. 
Fuera de este caso, para que proceda el abono del valor del mate­
rial que de una finca se extraiga, deberá el propietario acreditar:

1. ° Que dichos materiales tienen un valor conocido enei mer­
cado, y

2. ° Que ha satisfecho la contribución de subsidio correspon­
diente á la industria que por razón de esta explotación ejerce, en 
el trimestre anterior al en que la necesidad de la ocupación fué 
declarada.

No bastará, por lo tanto, para declarar procedente el abono de 
los materiales el que en algún tiempo se bayan podido utilizar 
algunos con permiso del dueño ó mediante una retribución cual­
quiera.

Tampoco se tendrán en cuenta las reclamaciones por indem­
nización de beneficios que se presuman por efecto de arriendos de 
las fincas para plantear determinadas industrias, con tal de que 
no se hallen establecidas con las condiciones expresadas.

Art. 62. Cuando la conservación ó reparación de una obra de 
utilidad pública exija en todo ó en parte la explotación perma­
nente de una cantera, babrá lugar á la expropiación por los trá­
mites de la presente ley.

Art. 63. Los frutos ó abonos que cubran una finca en el mo­
mento de su ocupación para una obra de interés general, y no se
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hayan tenido presentes al hacer su expropiación, se tasarán y 
abonarán en el acto de verificare aquélla mediante la apreciación 
sumaria que deben hacer dos prácticos, nombrados uno por cada 
parte, entre los que decidirá el Alcalde ó un. Delegado suvo si no 
resultare avenencia; entendiéndose que el importe de esta tasa­
ción nunca ha de exceder del 3 por iÜO del valor que se hava se­
ñalado á la finca en el expediente de expropiación. Estas diligen­
cias se entenderán con los arrendatarios ó cultivadores de la finca, 
cuya desig’nación hará el Alcalde por lo que resulte de los Regis­
tros municipales.

D IS PO SIC IO N E S .T R A N S IT O R IA S

Art. 64. Todos los expedientes de expropiación ú ocupación 
temporal que se hallen en curso al publicarse la presente ley, se. 
regirán por las di.sposiciones leg’ales anteriores, á menos que am­
bas partes opten de común acuerdo por los procedimientos que en 
ella se establecen.

Art. 65. Quedan derogadas todas las leyes, decretos, regla­
mentos ú órdenes contrarios á ia presente.

Ai't. 66. El Gobierno publicará los Reg'lainentos necesarios para 
la ejecución de esta ley.
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Real decreto de 13 de Junio de 1879.— R eglam en to p a r a  la  aplicación  
de la le y  de exp ro p ia c ión  forzosa  de 10  de E n ero  de 1 8 7 9 .

CAPÍTULO PRIMERO
B e  los exp ed ien tes  sobre declaración  de u tilid a d  p ú blica .

Articulo 1.” Los expedientes para la declaración de utilidad 
pública de una obra, en los casos en que esta formalidad sea nece­
saria, según lo prevenido en la ley de 10 de Enero de ISIO, sobre 
expropiación forzosa, se ajustarán á lo que se determina en este 
capitulo del presente Reglamento.

Art. 2.” Cuando se trate de una obra que hubiere de ser cos­
teada en todo ó en parte con fondos del Estado, al expediente 
sobre declaración de utilidad habrá de preceder el proyecto de la 
obra, el cual se redactará por el Ingeniero ó agente facultativo á 
quien, según los casos, corresj^onda su dirección.

La redacción del proyecto se sujetará á lo que se previene en



el art. 6.“ del Reglamento de 6 de Julio de 1877 (1) para la ejecu­
ción de la ley general de Obras públicas de 13 de Abril del 
mismo año.

Art. 3." El proyecto se remitirá al Gobernador civil en cuya 
provincia hubiere de ejecutarse la obra, para que sirva de base á 
la información pública á que se refiere el párrafo seg'undo del ar­
ticulo 13 de la ley de Expropiación. Si la obra estuviese compren­
dida dentro de dos ó más provincias, la información podrá hacerse 
en ellas sucesiva ó simultáneamente, siendo preciso en este último 
caso que se saquen tantas copias del proyecto cuantas sean las 
provincias, para entregar una á cada Gobernador.

Esta autoridad dispondrá que en los periódicos oficiales se pu­
bliquen los correspondientes edictos á los Jueces y por los plazos 
que fija la ley en el párrafo segundo del art. 13.

El Gobierno hará insertar igual anuncio en la Gaceta de 
Madrid, poniendo á disposición del priblico otro ejemplar del pro­
yecto en el local del Ministerio á que la obra corresponda.

Art. 4.“ Transcurrido el plazo fijado para oir reclamaciones en 
la información pública, los Gobernadores remitirán, acompañados 
de sus propios dictámenes, los expedientes de información al Mi­
nisterio respectivo.

El Ministro, después de oir sobre dichos expedientes á las Cor­
poraciones facultativas ó administrativas que corresponda, for­
mará, si procediera la declaración de utilidad pública, el proyecto 
á que se refiere el art. 10 de la lej" de Expropiación, que habrá de 
ser presentado á las Cortes para la ultimación del expediente.

Art. 5." Procedimientos iguales á los indicados en los artículos 
anteriores se seguirán para la declaración de utilidad pública de 
una obra cuando la importancia de ésta exija, á juicio del Go­
bierno, que la expresada declaración sea objeto de una le3̂ , aun­
que la obra no afecto á los intereses generales de la Nación.

Art. 6.“ Cuando la obra hubiese de ser costeada ó auxiliada 
por fondos generales, para cuya distribución estuviese el Go­
bierno autorizado por medio de una ley, se observarán los trámi­
tes señalados en los artículos 2.“ y 3.", y el Ministro respectivo, 
después de oir á las Corporaciones facultativas y administrativas 
correspondientes, y en casos graves al Consejo de Estado, resol­
verá sobre la declaración de utilidad por medio de un Real de­
creto.
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Art. 7.“ Cuando la obra hubiere de costearse con fondos pro­
vinciales é interesase á dos ó más provincias, las Diputaciones 
respectivas dispondrán que, por los directores facultativos del 
servicio correspondiente, se formalice el proyecto de la obra de 
que se trate.

La redacción de este proyecto se sujetará á los formularios 
especiales que para cada caso hubiesen sido publicados por el Mi­
nisterio correspondiente, y en su defecto, á los que rigen en el 
ramo de Obras públicas.

Art. 8.° El proyecto á que se refiere el articulo anterior ser­
virá de base á la información príblica que en cada una de las pro­
vincias interesadas debe llevarse á cabo, á lo cual podrá proce­
derse sucesiva ó simultáneamente, y observándose en este último 
caso, y para todo lo demás que se refiere á la información, las 
formalidades que establece el art. 3." del presente Keglamento.

Transcurrido el plazo para la admisión de reclamaciones, los 
Gobernadores remitirán los expedientes de información al Minis­
tro respectivo, el cual resolverá sobre la declaración por medio de 
un Real decreto, después de oir á las Corporaciones consultivas 
que proceda.

Art. 9." Si la obra hubiese de costearse con fondos provincia­
les é interesase solo á una provincia, la Diputación dispondrá que 
por el facultativo que corresponda se proceda al estudio del opor­
tuno proyecto. En la formación de éste se seguirán las formalida­
des establecidas en el art. 59 del Reglamento de la ley general de 
Obras públicas (1).

Art. 10. El proyecto se remitirá por la Dirección al Goberna­
dor de la provincia para que sirva de base á la información pú­
blica. El Gobernador hará insertar en el Boletín Oficial el anuncio 
correspondiente, señalando un plazo, que no podrá bajar de veinte 
dias, para oir las reclamaciones que puedan presentarse.

Transcurrido el plazo señalado, el Gobernador, después de oir 
los dictámenes de los funcionarios y Corporaciones que crea opor­
tuno, y en todo caso el de la Comisión provincial ,de la Diputa­
ción, hará la declaración de utilidad pública de la obra, si asi 
procediese.

Art. 11. Si la obra fuese municipal, el Ayuntamiento corres­
pondiente hará formar el proyecto por el facultativo que proceda.

Si la obra afectase á más de un término municipal dentro de
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una misma provincia, los diversos Ayuntamientos interesados ha­
brán de ponerse de acuerdo acerca de la persona que hubiese de 
llevar á cabo el estudio, y en caso de divergencia, la designación 
del dicho facultativo corresponde al Gobernador.

En la formación del proyecto se observarán, en cuanto sean 
aplicables al caso, los artículos 93 y 95 del Reglamento para la 
ejecución de la ley general de Obras públicas (1).

Art. 12. Sobre la base del proyecto se procederá á la informa­
ción pública, para lo cual el Gobernador hará la publicación co­
rrespondiente en el Boletín Oficial, señalando un plazo, que no 
podrá bajar de ocho días, para oir reclamaciones. Transcurrido 
este plazo, el Gobernador hará la declaración de utilidad, si asi 
procediese, después de oir á los funcionarios y Corporaciones que 
considere conveniente, y en todo caso, á la Diputación de la pro­
vincia y al Ayuntamiento interesado en la ejecución de la obra.

Art. 13. Cuando la obra interese á dos ó más pueblos pertene­
cientes á provincias distintas, se seguirán trámites iguales, de­
biendo proceder de acuerdo en sus resoluciones las Autoridades 
y Corporaciones á quienes corresponda intervenir en los expe­
dientes de utilidad.

Cuando no llegue á conseguirse este acuerdo, dirimirá las di­
vergencias que puedan suscitarse el Ministro del ramo á que la 
obra corresponda.

Art. 14. Las resoluciones de los Gobernadores en los casos en 
que á ellos compete la declaración de utilidad pública de una 
obra, habrán de ser en todo caso razonadas, haciéndose cargo de 
las reclamaciones que hubieran expuesto en el curso de las infor­
maciones y demostrando su procedencia ó improcedencia según 
los casos.

E s t a s  p r o v i d e n c i a s  s e  p u b l i c a r á n  e n  los, Boletines Oficiales d e  
l a s  p r o v i n c i a s  r e s p e c t i v a s ,  y  c o n t r a  e l l a s  p o d r á  r e c u r r i r s e  d e n t r o  
d e  l a  V ia  g u b e r n a t i v a  e n  e l  t é r m in o  d e  t r e i n t a  d í a s .

Art. 15. Si la declaración de utilidad se solicitare por el peti­
cionario de la concesión de la obra, el interesado presentará- al 
Gobierno, al Gobernador ó Gobernadores de las provincias res­
pectivas, según los casos, el proyecto correspondiente arreglado 
en un todo á lo que previene el art. 6.“ del Reglamento para la 
ejecución de la ley general de Obras públicas (2) con los doeumen-

(1) Véase tomo I, pág. 343.
(2) Véase tomo l, pág. 841.



tos, tarifa do arbitrios, baso para su aplicación y demás que sea 
Jiecesario para dar cabal idea de la obra que se trate de empren­
der, las ventajas que ha de reportar á los intereses g'enerales y re­
cursos con que se cuenta para llevarlos á cabo.

Art. i6. El proyecto presentado por el peticionario servirá de 
base á la información pública, lo cual tendrá lugar, según los 
casos, con arreglo en un todo á lo que los artículos anteriores de­
terminan respectivamente para las obras que hubieren de ejecu­
tarse con fondos del Estado, de las provincias, ó de los Muni­
cipios.

Art. 17. Declarada de utilidad pública una obra, se procederá 
al examen y aprobación correspondiente.

Esta aprobación se hará, según los casos, por el Ministro del 
ramo á que la obra corresponda, por la Diputación que hubiere de 
costearla ó por el Gobernador de la provincia si la obra fuese 
municipal, ateniéndose siempre á formalidades iguales á las que 
respecto de este asunto se hallen establecidas en la ley general 
de Obras públicas y Eeglamento para su ejecución.

Art. 18. De las formalidades contenidas en este capitulo del 
presente Eeglamento se hallan exceptuadas:

1. “ Las obras que sean de cargo del Estado, y se lleven á cabo 
con arreglo á las prescripciones del cap. III de la ley de Obras 
públicas.

2. « Las obras comprendidas en los planes del Estado, provin­
ciales y municipales que se desigman en los artículos 20, 34 v 44 
de la expresada ley.

YS.° Toda obra, cualquiera que sea su clase, cuya ejecución 
hubiere sido autorizada por una ley, ó estuviese designada en las 
especiales de ferrocarriles, carreteras, aguas y puertos dictadas 
ó que se dicten en lo sucesivo.

En cuanto á la declaración de utilidad de las obras de policía 
urbana, y reforma interior de las grandes poblaciones, regirán 
las proscripciones que se previenen en el cap. V del presente Ee­
glamento.

CAPÍTULO II

De la declaración de la necesidad de la ocupación del inmueble.
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Art. 19. Declarada de utilidad pública una obra de cargo del 
Estado, aprobado su proyecto, y decidida su ejecución por el Mi­
nistro del ramo á que corresponda, se procederà á determinar



cuáles son las propiedades inmuebles que para llevar á cabo la 
obra es necesario expropiar.

Servirá de base á esta determinación el replanteo sobre el 
terreno del proyecto que hubiere sido aprobado según los trámites 
fijados en el capitulo anterior, replanteo que en el caso de este 
articulo se llevará á cabo por el Ingeniero de Caminos, Canales y 
Puertos, ó por el Arquitecto ó persona facultativa á quien, según 
el caso, corresponda la dirección, vigilancia ó inspección de los 
trabajos.

El encargado de hacer el replanteo avisará con la anticipación 
oportuna al Gobernador de la provincia indicando el día en que 
principiarán las operaciones. El Gobernador, asi que reciba este 
aviso, dará las órdenes convenientes á los Alcaldes de los térmi­
nos municipales á que correspondan las obras para que faciliten 
á los Ingenieros ó facultativos que hubieren de llevar á cabo 
dichas operaciones, las noticias y auxilios de toda especie que 
mejor conduzcan al desempeño de su cargo.

Art. 20. Al hacerse el replanteo, se tomará noticia de la situa­
ción, número y clase de las fincas que fuere necesario ocupar en 
todo ó parte, asi como de los nombres de los propietarios y sus 
colonos ó arrendatarios. Con estos datos se formarán las relacio­
nes nominales de los interesados en la expropiación á que se re­
fiere el art. 15 de la ley, debiendo redactarse una relación para 
cada término municipal.

El Ingeniero, Arquitecto ó facultativo que hubiese verificado 
el replanteo, autorizará con su firma las relaciones expresadas y 
las remitirá al Gobernador de la provincia asi que se hubiesen 
terminado las operaciones.

Art. 21. El Gobernador, en el plazo marcado en el art. 16 de la 
ley, remitirá á cada Alcalde la relación nominal que le corres­
ponda para que se rectifique en los términos prevenidos en el ar­
ticulo citado.

Los Alcaldes, al devolver al Gobernador las relaciones rectifi­
cadas, cuidarán muy particularmente do manifestar con referen­
cia al padrón quiénes sean los que aparezcan como dueños de las 
fincas que deban ser expropiadas, asi como todas las demás noti­
cias que les consten acerca de los puntos de residencia de dichos 
propietarios ó sus administradores, de modo que en cuanto sea 
posible no quedo propiedad alguna do las comprendidas en la re­
lación sin la designación de dueño ó representante suyo debida­
mente autorizado, con quien haya de entenderse la Administra­
ción en las diligencias relativas á la expropiación.
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Art. 22. El Gobernador, después de recibidas las relaciones 
rectiflcadas por los Alcaldes, deberá revisarlas para decidir los 
casos dudosos ó completarlas en lo que tuvieren de indetermina­
do. Al efecto, pedirá los datos que necesitare al Registro de la 
propiedad ó á otras dependencias; y si apurados todos los recur­
sos, no se conociese al propietario de un terreno, ó se ignorase 
su paradero, procederá el Gobernador á cumplir lo que dispone el 
párrafo 3.“ del art. S.” de la ley, dando el oportuno aviso al pro­
motor fiscal. Otro tanto habrá de hacer en los casos á que se re­
fiere el párrafo segundo del articulo expresado.

Los Registradores se hallan obligados á facilitar al Goberna­
dor todas las noticias necesarias para definir exactamente la per­
tenencia legal de cada finca.

Art. 23. Fijada definitivamente, con arreglo á lo prescrito en 
los artículos anteriores, la relación nominal de los interesados en 
la expropiación de cada término.-municipal, el Gobernador, dentro 
de tercero dia, procederá al anuncio y señalamiento de plazo para 
reclamar sobre la necesidad de la ocupación, ateniéndose en un 
todo á lo prevenido sobre estos puntos en el art. 11 de la lev.

Art. 24. Las reclamaciones se dirigirán al Alcalde del pueblo ' 
en cuyo término radiquen las fincas, y podrán hacerse verbal- 
niente ó por escrito. En el primer caso, el Alcalde levantará acta 
de la reclamación, cuya acta autorizará el Secretario del Ayunta­
miento. Las reclamaciones versarán exclusivamente sobre el 
objeto concreto de la información, desechándose todas las que se 
dirijan contra la utilidad de las obras.

Dentro de los dos dias siguientes al do terminación del plazo 
para la admisión de reclamaciones, cada Alcalde remitirá al Go­
bernador el expediente relativo á su término, acompañando un 
indice de los escritos y actas de reclamaciones que dicho expe­
diente contuviese.

Art. 25. Recibidos por el Gobernador los expedientes que le 
remitan los Alcaldes, dicha Autoridad resolverá con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 18 de la ley, sobre la necesidad de la ocupa­
ción, oyendo al Ingeniero ó Arquitecto autor del proyecto de la 
obra de que se trate y á la Comisión provincial de la Diputación.

La resolución del Gobernador se publicará en el Boletín Oficial 
de la provincia y además se notificará individualmente á cada in­
teresado, admitiéndose contra ella el recurso á que se refiere el 
articulo 19 de la ley.

Art. 26. Con arreglo á lo que se previene en los artículos del 18 
al 25 de este Reglamento, se resolverá por los Gobernadores sobre
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la necesidad de la ocupación, cuando la obra de que se trate sea 
provincial, en cuyo caso el replanteo y la formación de relaciones 
nominales de propietarios habrá de verificarse por el facultativo al 
que competa la dirección, inspección ó vigilancia de los trabajos, 
y lo mismo tendrá lug’ar para las obras municipales, correspon­
diendo hacer el replanteo y las relaciones expresadas á los facul­
tativos á quienes se hubiera confiado la redacción de los provectos. 
Cuando la obra afectase á dos ó más provincias ó á pueblos 
cuyos términos correspondan á provincias distintas, el Goberna­
dor de cada una procederá por si y con independencia de las otras 
en toda la tramitación do los expedientes de esta clase y dictará 
de la misma manera sus resoluciones acerca de los mismos.

Art. 27. Cuando la obra se hubiese de ejecutar por concesión 
en cualquiera de los casos previstos por la ley general de Obras 
públicas, el concesionario, antes de la época en que con arreglo á 
las condiciones deba comenzar los trabajos, habrá de proceder al 
replanteo del proyecto aprobado; debiendo el mismo concesionario 
formular las relaciones nominales de los interesados en la expro­
piación, que habráu de remitirse al Gobernador de la provincia en 
los mismos términos que se prefijan en el art. 20 para las obras del 
Itstado. Recibidas las relaciones por el Gobernador, se seguirán 
todos los trámites señalados en los artículos del 22 al 25, hasta la 
resolución final declarando la necesidad de la ocupación.

Art. 28. La instrucción de los expedientes sobre la necesidad 
de la ocupación de las propiedades y su resolución final, no se sus­
penderá en ningún caso por las dilig-encias que, seg’ún el art. 5.” 
de la ley y 22 do esto Reg’lamonto, deben practicarse en averigua­
ción de los dueños do fincas que no los tengan conocidos ó de los 
cuiadores ó representantes de los incapacitados para contratar, ó 
en caso de que la propiedad fuese litigiosa.

Se prescindirá por lo tanto de las fincas que se encontraren en al­
guna de estas circunstancias, resolviéndose acerca de las demás; y 
para aquéllas se instruirán expedientes especiales asi que consten 
debidamente las personas con las cuales han de entenderse las dili­
gencias de expropiación, ó cuando en su defecto se declare quehade 
representarlas el Promotor fiscal (1) del juzgado correspondiente.

Tampoco se suspenderá la tramitación por los recursos que 
promoviese el dueño ó dueños de algunas fincas contra las decisio­
nes del Gobernador, siguiéndose las diligencias relativas á la ex-
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propiaeión de dichas fincas en expedientes especiales cuando 
sobre dichos recursos recaigan las providencias definitivas.

Art. 29. La medición de la finca ó parte de finca que deba ocu­
parse á cada propietario con la ejecución de una obra, se hará, por 
medio de Peritos, al tenor de lo prescrito en los arts. 20 y siguien­
tes de la ley y en los correspondientes del presente Eeglamento.

El nombramiento de Peritos compete á las partes interesadas, 
entendiéndose autorizados para hacerlo, como representantes de 
la Administración, los Gobernadores, y por delegación suya ex­
presa, cuando lo juzguen indispensable, los Ingenieros, A rq u i-  
tectoK ü otros facultativos encargados de la dirección, inspección 
ó vigilancia de los trabajos, cuando se trate de obras del Estado, 
provinciales ó municipales; y en caso de obras por concesión, al 
concesionario ó persona debidamente autorizada por el mismo.

Art. 30. Loa P er ito s  n om b ra d os p o r  las p a r tes  habrán de h acer  
constar p o r  cada finca en su s decla ra cion es: P r im e r o ,  la extensión 
que hubiere de ocuparse con la obra, á cuyo fin harán sobre el 
terreno las operaciones de medición correspondientes, con entera 
sujeción al proyecto replanteado, en el que no podrán introducir 
variación alguna. Las mediciones habrán de hacerse, en todo 
caso, bajo la dirección inmediata del representante de la Adminis­
tración ó del Ayudante ó subalterno de aquel que, bajo su propia 
representación, delegare al efecto. En caso de concesión, la di­
rección de las operaciones corresponde al concesionario ó persona 
autorizada competentemente por el mismo. S egu n d o , la situación, 
calidad, clase de terrenos, cabida total y linderos de la finca, 
dando explicaciones sobre sus producciones y demás circunstan­
cias que deban tenerse en cuenta para apreciar su valor. T ercero , 
el producto en renta segiin los contratos existentes; la contribu­
ción que por la finca se paga; la riqueza imponible que represente 
y la cuota de contribución que la corresponde, según los últimos 
repartos. Y  cu a rto , el modo cómo la expropiación afecta á la pro­
piedad, manifestando, en caso de no ocuparse toda, cómo queda 
dividida por la obra, é indicando la forma y extensión de las partes 
que no hubieren de ocuparse.

Art. 31. A  los datos qu e se m en cion a n  en el articulo a n terior  
acom pañarán p la n o s en qu e se rep resen ten  los d iv erso s accid en ­
tes y  circunstancias de la ocupa ción  de la p ro p ied a d . Estos planos 
se formarán por los Peritos, en las escalas que se indican en el 
párrafo tercero del art. 23 de la ley. Sin embargo, cuando la ex­
tensión de la finca fuese muy grande, i-elativamente á la parte de 
ella que con las obras se ocupe, se podrá prescindir de esta forma-
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lidad en lo concerniente á, la parte no ocupada, en cuyo caso los 
Peritos habrán de hacer en su declaración las descripciones 
correspondientes para suplir la falta de los planos. Cuando, á jui­
cio de Peritos, y de común acuerdo entre ellos, convengan, sin 
embargo, representar la parte no ocupada, á pesar de su exten­
sión, podrá formarse el plano correspondiente, aunque en escala 
menor de la Ajada en la primera, para que no resulten hojas de 
planos desproporcionadas. Si el Perito del propietario, contra el 
parecer del de la Administración, creyese oportuno levantar el 
plano de la parte de Anca no ocupada, podrá hacerlo; pero enten­
diéndose que los gastos que exija esta operación serán de cuenta 
y riesgo del citado Perito ó del interesado á quien representa.

En todo caso, la parte que hubiere de ocuparse deberá nece­
sariamente ser representada en planos en las escalas que previene 
la ley, acotando detalladamente todas las dimensiones para dar 
clara idea de la extensión de la Anca ó parte de la misma que se 
ha de expropiar.

Art. 32. Los Peritos que se designen, tanto por la Administra­
ción como por los propietarios interesados, para llevar á cabo las 
operaciones indicadas en los dos artículos anteriores, deberáu 
estar revestidos de los requisitos y circunstancias que exige el 
articulo 21 de la ley.

En su consecuencia, para ser nombrado Perito se habrá de 
poseer título de alguna de las profesiones siguientes: en lo rela­
tivo á Ancas rústicas. Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
Ingeniero de Montes, Ingeniero agrónomo, Arquitecto, Ayudante 
de obras públicas. Perito agonomo. Maestro de obras. Agrimensor, 
Director de caminos vecinales; en lo relativo á Ancas urbanas’ 
cuando los ediAcios no tuviesen carácter público. Arquitecto, In­
geniero de Caminos, Canales y Puertos, Ingeniero industrial. 
Maestro de obras. Ayudante de obras públicas; en lo relativo á 
Ancas urbanas que tengan carácter público, sólo podrán enten­
der los que tuvieren titulo de Arquitecto, Ingeniero de Caminos, 
Canales y Puertos, Ingeniero industrial.

Para el caso en que se trate de expropiar el todo ó parte de una 
propiedad minera, sólo podrán entender los Ingenieros de Minas- 
Cuando se trate de expropiar una Anca de carácter mixto, deberá 
designarse para tasarla una Comisión mixta (1).
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Art. 33. Pava el uombramleiito de Peritos por parte de los pro­
pietarios interesados y de los representantes de la Administración, 
so seguirán las reglas prescritas en el art. 20 de la ley, teniéndose 
en cuenta que, según lo preceptuado en el segundo párrafo del 21, 
se sobreentiende que se conforma con el Perito nombrado por el 
representante déla Administración, ó por el concesionario de las 
obras en su caso, todo propietario que no hiciese el nombramiento 
de Perito dentro del plazo de ocho dias, á contar desde el de la 
notificación; el que designase Perito faltando alas prescripciones 
del expresado art. 20, y el que nombrase á persona que no re­
uniese los requisitos del articulo anterior del presente Kegla- 
mento.

Art. 31. El Alcalde de cada término municipal dará cuenta al 
Gobernador de la provincia de la designación de Peritos hecha 
por los propietarios correspondientes. El Gobernador examinará 
las relaciones que reciba do los Alcaldes, y después de asegurarse 
de si los Peritos designados reúnen las condiciones que previene 
la ley, las remitirá al representante de la Administración ó con­
cesionario de la obra.

El Gobernador, al remitir estas relaciones, consignará cuáles 
sean los Peritos de los particulares cuyo nombramiento deba 
aceptarse, y cuáles los que hayan de eliminarse por no reunir las 
circunstancias legales, asi como las propiedades cuyos dueños no 
hubiesen nombrado Peritos dentro del plazo marcado; todo con el 
objeto de que en las diligencias relativas á las fincas que se ha­
llaren en cualquiera de estos casos, entienda en nombre de ambas 
partes el Perito designado por la Administración.

Art. 35. Designados con arreglo á lo prescrito en los artículos 
anteriores los Peritos que hubieren de ejecutar las operaciones 
relativas á las fincas que hubieren de expropiarse, el represen­
tante de la Administración ó concesionario de las obras harán que 
se lleven á cabo dichas operaciones en los términos prevenidos en 
el art. 22 de la ley, redactándose para cada finca una declaración 
en que consten los datos que se mencionan en el art. 30 de este 
Reglamento.

Si en el día desig'iiado para la medición de una finca no se pre­
sentase el Perito de su propietario para llevar á cabo las opera­
ciones, se procederá á éstas por el de la Administración, enten­
diéndose que el propietario queda obligado á pasar por lo que 
aquél decida. Se exceptúa el caso de enfermedad, en el cual se 
dará al interesado un plazo de cinco dias para el nombramiento 
de otro Perito, sin admitirse más prórrogas ni reclamaciones.
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Art. 36. El representante de la Administración, ó concesiona­
rio en su caso, reunirá por términos municipales todas las decla­
raciones correspondientes á cada obra ó trozo de ella y formará 
una relación detallada y correlativa de las fincas que hubiesen de 
ser expropiadas, expresando para cada una los datos que resulten 
de la declaración respectiva.

Esta relación se firmará por todos los Peritos que hubiesen 
intervenido en las declaraciones.

Se reserva á los Peritos el derecho do unir á la relación á que 
se refiere el párrafo anterior las observaciones que consideren 
convenientes al derecho de sus representados, las cuales observa­
ciones en todo caso habrán de ser notificadas para dar clara idea 
de sus fundamentos.

Asimismo, el Perito de cualquier particular podrá indicar en 
estas observaciones, si en el caso de no ocuparse con las obras 
toda la finca de su representado, convendría á éste la enajenación 
total ó la conservación del resto que no hubiere de ocuparse, jus­
tificando en el primer caso su opinión.

Las observaciones á que se refieren los párrafos anteriores se 
unirán á la relación que se menciona en el primero del articulo 
presente.

Art. 37. El representante de la Administración ó el concesio­
nario de la obra remitirá al Gobernador de la provincia las rela­
ciones que se mencionan en el articulo anterior, informando de­
tenidamente sobre ellas, asi como acerca de las observaciones de 
los Peritos y del comportamiento de los mismos.

A cada relación se unirá la cuenta de los g-astos de todas cla­
ses ocasionados por las operaciones, incluso los honorarios de los 
Peritos, para los efectos de lo prevenido en el párrafo primero del 
articulo 25 de la ley. Se exceptuarán, sin embargo, los g’astos á 
que se refiere el párrafo segundo del art. 31 de este Keglamento.

El Gobernador, dentro del término de quince días, decidirá en 
vista de los informes del representante de la Administración á 
que se refiere el párrafo primero, sobre todos los casos dudosos é 
indeterminados que contuvieren los expedientes.

Kesolverá asimismo dicha Autoridad acerca de la ocupación 
total de una finca, cuando sólo sea necesaria una parte de la mis­
ma para las obras, teniendo en cuenta la mayor conveniencia de 
la Administración, ó de los concesionarios en su caso, la indicación 
acerca de este punto del Perito del interesado y el informe que 
sobre él hubiesen emitido el representante de la Administración 
ó concésionario.



Art. 38. Las providencias del Gobernador que se mencionan 
eu el párrafo tercero del articulo anterior serán notificadas á las 
partes, pudiendo los particulares y los concesionarios de las obras 
que se creyeren perjudicados recurrir contra ellas dentro del plazo 
do quince dias, á contar desde el de la notificación, al Gobierno, el 
que resolverá en definitiva y sin más recurso, por medio del Mi­
nistro del ramo de que la obra dependa.

Art. 39. Para las notificaciones á que se refieren los diversos 
artículos del presente capitulo regirán las reglas siguientes:

Cuando los interesados en la expropiación residieren en pue­
blos en cuyos términos radiquen las fincas, se considerará válida 
la notificación hecha á sus personas ó por medio de cédula dejada 
en su domicilio por el Secretario del Ayuntatamiento ante dos tes­
tigos. Si en el domicilio do aig’úii interesado no hubiere quien re­
cogiere la cédula, quedará cumplido el requisito legal con entre­
garla al sindico del Ayuntamiento, publicándose la diligencia por 
edicto que se fijará en los sitios de costumbre en la localidad.

En cuanto á los propietarios ausentes ó forasteros, se entende­
rán dichas diligencias con sus administradores, apoderados ó re­
presentantes suyos, debidamente autorizados.

Si alguno ó algunos no tuviesen apoderados, ó administradores 
en el pueblo en que radiquen las fincas, so les requerirá por edictos 
á fin de que los designen, publicándose dichos edictos por los pe­
riódicos oficiales y fijando plazo para verificar la designación, que 
no será menor de ocho dias ni excederá de veinte; en el concepto 
do que si transcurrido el plazo señalado no lo hiciese, se conside­
rará válida toda notificación que se dirija al sindico del Ayunta­
miento.

CAPÍTULO III
D el ju stip r e c io  de las fincas su jetas á la en ajen a ción  fo rzo sa .
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Art. 40. Determinado con toda exactitud por los trámites pre­
venidos en el capitulo anterior la extensión y demás circunstan­
cias de la finca ó parte de finca que hubiere de ser expropiada, se 
procederá á su justiprecio con arreglo á lo prevenido en los ar­
tículos 26 y siguientes de la ley y los correspondientes de eíte 
Reglamento.

Art. 41. El Perito de la Administración ó el del concesionario 
en su caso formará para cada finca ó parte do finca qne hubiese de 
ser definitivamente ocupada una hoja de aprecio en que hará 
constar la partida alzada que en su concepto pueda ofrecerse al in-



teresado por la adquisión del iumueble y por los daños y perjuicios 
ocasionados por la ocupación, en el concepto de quedar el propie­
tario libre de toda clase de gastos.

En la hoja de aprecio, el Perito que la suscriba habrá de ma­
nifestar los fundamentos en que apoya su propuesta, teniendo 
en cuenta todas las circunstancias que contengan las declara­
ciones de los Peritos y demás datos que se mencionan en los ar­
tículos 30, 31 y 36 del presente Reglamento, asi como los daños ó 
beneñcios que la parte de finca que no se ocupe pueda reportar de 
la expropiación.

Art. 42. El representante de la Administración ó concesionario, 
asi que reciba las hojas de aprecio redactadas por su Perito, las 
remitirá al Gobernador para que, por conducto de esta autoridad, 
lleguen á poder de los respectivos interesados, de los que se exi­
girá recibo, en que bajo su firma hagan constar la fecha en que 
hubiesen llegado á sü poder estos documentos.

Si en el término de tercero dia no fuese habido el interesado, 
se insertará la hoja de aprecio en los edictos que se publicarán en 
los periódicos oficiales y fijarán en los sitios de costumbre por el 
plazo señalado en el art. 39.

El Gobernador hará asimismo saber á cada propietario la obli­
gación que tiene de contestar dentro del término de quince dias, 
contados desde dicha fecha, aceptando ó rehusando lisa y llana­
mente la oferta que se le hiciere, asi como la de presentar en este 
último caso y dentro del mismo plazo la hoja de tasación que se 
menciona en el párrafo segundo del art. 27 de la ley.

Art. 43. En el caso de aceptación por parte del propietario, éste 
queda comprometido á dejar de ocupar, sin que en ningún tiempo 
pueda interponer reclamación alguna, la finca ó parte de finca 
determinada en la hoja de aprecio en la época en que la Adminis­
tración, ó quien haga sus veces, lo juzg’ue necesario ó conveniente 
para la ejecución de las obras, previo en todo caso el abono al in­
teresado de la cantidad fijada en el documento referido.

Si el propietario no contestase dentro del término señalado, se 
entenderá que se conforma con la cantidad ofrecida, y la Admi­
nistración ó quien hiciere sus veces tendrá el derecho de ocupar 
la finca en los mismos términos prevenidos en el párrafo anterior.

En uno y otro caso no podrá exceder de seis meses el plazo 
para la entrega del precio á que se alude, pudiendo disponer el 
propietario de su finca si, pasado ese tiempo, no se le entrega el 
importe del aprecio.

Art. 44. Cuando el propietario rehúse el ofrecimiento de la
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Administración, tendrá obligación de presentar al Gobernador, 
dentro precisamente del término de los quince días á que se refiere 
el art. 27 de la ley y el 42 de este Eeglamento, la hoja de tasación 
de la finca, suscrita por su Perito, en la cual se valore razonada­
mente la finca, teniendo en cuenta todas las circunstancias que 
detalladamente se mencionan en el párrafo primero del art. 2S 
de la expresada ley. El Gobernador remitirá estas hojas al repre­
sentante de la Administración ó concesionario en su caso.

A su vez, el Perito de la Administración redactará para la 
misma finca otra hoja análoga tan pronto como por el Gobernador 
le haya sido notificada la disidencia del propietario. Estas hojas 
se entregarán directamente por el Perito al representante de la 
Administración ó quien obre en su nombre.

Los honorarios que los Peritos devenguen en estas tasaciones, 
como los gastos de papel sellado en que las hojas se han de ex­
tender, serán satisfechos respectivamente por cada una de las 
partes interesadas (1).

Art. 45. Las tasaciones que se mencionan en'el articulo ante­
rior se acomodarán en sti forma á los modelos que se publicarán 
oportunamente con el presente Eeglamento, y se cuidará de agre­
gar á ellas el 3 por 100 que previene el art. 36 de la ley.

Art. 46. Eeunidas por el representante de- la Administración, 
ó quien haga sus veces, las hojas de tasación á que se refiere el 
articulo anterior, dicho representante las examinará para ver si 
en ellas se advierten irregularidades, y si existen faltas de con­
formidad con los datos de otros documentos anteriormente formu­
lados. Después las remitirá al Gobernador con su informe razonado 
acerca de dichos puntos, indicando si han incurrido los Peritos en 
responsabilidad, y mencionando además las fincas respecto de las 
que fuesen los mismos los importes totales de las tasaciones de- 
ambos Peritos y las en que no exista esta conformidad.

Art. 47 (2). En el caso de que fuese la misma la cantidad total 
señalada á la expropiación de la finca en la tasación de cada uno 
de los Peritos, se entenderá fijado en la misma cantidad el justi­
precio de dicha finca, según dispone el párrafo tercero del art. 28 
de la ley, y en este caso, la Administración, ó quien hiciese sus
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(1) Véase Real orden de 9 de Agosto de 1881, inserta á continuación 
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Marzo de 1891 para salvar la contradicción que antes existia entre los 
artículos 47 y 48 de este Reglamento y el art. 28 de la ley.



veces, se considerará autorizada á ocuparla, como en el párrafo 
segundo del art. 26 de la misma ley y 43 de este Reglamento; si 
no resultase igualdad entre las tasaciones, el Gobernador dispon­
drá que se reúnan los Peritos correspondientes para ver si logran 
ponerse de acuerdo respecto de la tasación, lo que habrá de tener 
lugar dentro del plazo de ocho dias, señalado en el párrafo cuarto 
del citado art. 28 de la ley.

Si resultase acuerdo, quedará fijado con arreglo á él el justi­
precio de la finca, y de ello habrá de dar inmediatamente conoci­
miento cada Perito á la parte que represente. La Administración, 
ó quien hiciese sus veces, podrá también en este caso ocupar la 
finca cuando le convenga, previo el pago de la cantidad en que 
hubiese sido justipreciada.

Art. 48. En el caso de desacuerdo de los Peritos, éstos, en oficio 
firmado por ambos, y dentro del plazo de ocho dias que se señala 
en el párrafo cuarto del art. 28 de la ley, darán conocimiento á 
sus representados. En tal caso, y en el de que los Peritos avisen, 
transcurrido dicho plazo, háyase celebrado ó dejado de celebrarse 
por cualquier motivo la reunión prevenida en el articulo anterior, 
el representante de la Administración dará parte del hecho al 
Gobernador para que prosigan las diligencias, á tenor de lo pres­
crito en los artículos 30 y siguientes de la ley. Sin embargo, según 
lo dispuesto en el párrafo primero del art. 29 de la misma ley, po­
drá la Administración, ó quien haga sus veces, ocupar la finca 
cuando le convenga mediante el depósito de la cantidad á que 
ascienda la tasación hecha por el Perito del propietario, depósito 
que se llevará á cabo con las formalidades establecidas en la le­
gislación vigente, y previas las disposiciones oportunas que al 
efecto dictará el Gobernador.

El propietario tendrá derecho al abono del interés, á razón 
del 4 por 100 al año, de la cantidad depositada y por todo el tiempo 

■ que transcurra desde la fecha de la ocupación hasta la en que 
perciba el importe de la expropiación definitivamente ultimada.

Art. 49. Asi que conste al Gobernador, en los términos del ar­
ticulo anterior, el desacuerdo de los Peritos, dicha autoridad lo par- 
ticiparáal Juezde primera instancia del partidoal que la propiedad 
pertenezca, el cual hará la designación de Perito tercero, en con­
sonancia con lo dispuesto en los artículos 30 y 31 de la ley, y con 
arreglo á las prescripciones de la ley de Enjuiciamiento civii (1).
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El Perito tercero habrá de reunir las condiciones que, según la 
clase de fincas que hubieren de tasarse, previene el art. del 
presente Reglamento, y sobre su designación no será admitida ni 
consentida reciamación de ninguna clase.

Art. 50. El Gobernador de la provincia reunirá, mientras se 
hace por el Juez la designación de Perito tercero, los datos que 
se mencionan en el art. 32 de la ley, y todos los demás que juzgue 
oportunos, dirigiéndose para obtenerlos á los dueños de las fincas, 
á las oficinas de Hacienda pública, al Registro de la propiedad, y, 
en general, á todos los centros oficiales que puedan suminis­
trarlos.

Art. 51. El Perito tercero desempeñará su encargo ajustándose 
estrictamente á lo que se previene en el art. 33 de la ley, y te­
niendo en cuenta todos los datos que se mencionan en el articulo 
auterior, á cuyo efecto, el Gobernador deberá entregarlos asi que 
los tenga reunidos.

Art. 52. El expediente á que se alude en los artículos 33 y 34 
de la ley, le constituirán para cada una de las fincas en cuya ta­
sación hubiese resultado discordia:

1. " Las declaraciones de los Peritos en que consten los datos 
que se mencionan en los artículos 30 y 31 de este Reglamento, asi 
como las relaciones á que se refiere el art. 36, con las observacio­
nes que puedan haber hecho los Peritos y los informes que sobre 
ellas hubiese emitido el representante de la Administración, según 
lo prevenido en el art. 37.

2. ° La oferta que se hubiere hecho al propietario para adqui­
rir su finca, según la hoja de aprecio redactada por el Perito de la 
Administración, al tenor de lo preceptuado en el art. 41 de este 
Reglamento.

3. “ Las hojas de tasación formadas por los Peritos de las partes, 
con arreglo á lo prevenido en los artículos 44 y 45, en vista de la 
negativa del propietario á admitir la oferta hecha por la Admi­
nistración.

4. “ Los datos que se mencionan en el art. 32 de la ley y la hoja 
de tasación formada en su vista por el Perito tercero.

Y 5.“ Todos los demás datos, noticias y documentos que dicha 
autoridad crea oportuno allegar para la mayor ilustración del 
asunto.

Art. 53. El Gobernador, teniendo en cuenta lo que resulte del 
expediente, oyendo sumariamente á los interesados, si lo consi­
dera necesario, y precisamente á la Comisión permanente de la 
Diputación provincial, determinará, dentro del plazo y en los tér-



minos señalados en el art. 34 de la ley, la cantidad que deba abo­
narse al propietario en caso de discordia sobre la tasación de su 
finca.

La resolución del Gobernador habrá de ser motivada, y con­
tendrá la exposición clara y precisa del resultado del expediente 
y de las razones y fundamentos que sirvan de base á la valo­
ración.

Esta resolución se pondrá en conocimiento del propietario y del 
representante de la Administración ó concesionario.

Art. 54. Las partes interesadas, dentro del plazo de diez dias á 
contar desde el de la notificación de la resolución del Gobernador, 
habrán de contestar manifestando si se conforman ó no con lo re­
suelto.

En el primer caso, la resolución consentida por las partes será 
firme y se publicará en el Boletín Oficial de la provincia, según se 
previene en el art. 35 de la ley.

En el segundo caso, el propietario podrá usar del derecho de 
alzada por la vía gubernativa para ante el Ministro del ramo á que 
la obra corresponde, dentro del plazo de treinta dias que le con­
cede el párrafo primero del expresado art. 35. Por su parte, el re­
presentante de la Administración, ó concesionario en su caso, 
podrá acudir también al Ministro dentro del mismo plazo, pidiendo 
que se revise la providencia del Gobernador.

Si cualquiera de las partes dejase transcurrir el plazo fijado 
sin hacer uso de su derecho, se entenderá que consiente la resolu­
ción adoptada por la expresada autoridad.

Art. 55. El Gobierno, representado por el Ministro que corres­
ponda, resolverá sobre los recursos que se mencionan en el ar­
ticulo anterior dentro del plazo de treinta días, y la Real orden 
que recaiga ultimará la vía gubernativa.

Dicha Real orden se notificará á las partes interesadas; y si 
fuese consentida por ellas, será firme, y se publicará en el Boletín 
Oficial de la provincia.

Art. 56. Contra la resolución del Gobierno cabe recurso con­
tencioso en el plazo y por las causas que se detallan en el último 
párrafo del art. 53 dé la ley.

Las reclamaciones que en este caso se presenten por los recu- 
i'rentes habrán de determinar con precisión la cantidad que se 
reputa como precio justo de la finca que hubiere de expropiarse 
y la que constituye por consiguiente la lesión cuya subsanación 
se pretenda.

La sentencia del Tribunal contencioso, dictada con arreglo á
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las leyes que rig’en sobre la materia, pone fin al expediente de 
justiprecio-, y publicada en la Gaceta de Madrid y Boletín Oficial 
de la provincia, es obligatorio para las partes interesadas.

Art. 57. Las notificaciones que en todos los casos á que se refie­
ren los diversos artículos de este capitulo hubiere que hacer á los 
dueños de las fincas, á sus Peritos y á los concesionarios de las 
obras en su caso, se verificarán en términos iguales á los que pre­
viene el art. 39 respecto de los expedientes sobre necesidad de la 
ocupación de las fincas expresadas.

Art. 58. La tramitación del expediente general de cada tér­
mino, en ningún caso se suspenderá por las reclamaciones que 
pueda interponer el dueño de una finca ó el concesionario de las 
obras, en los casos en que hiciere uso del derecho de alzada que 
se le concede, contra las providencias administrativas, en diver­
sos artículos de este capitulo, y, por lo tanto, las diligencias re­
lativas á las fincas de los demás interesados seguirán su tramita­
ción ordinaria, sin perjuicio de seguir expediente por separado 
respecto de la del recurrente, cuando se hubiese decidido lo que 
proceda acerca de su reclamación.
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CAPITULO IV
Del pago y de la toma de posesión de las fincas expropiadas.

Art. 59. Ultimadas las diligencias relativas al justiprecio de 
las fincas que hubiesen de ser expropiadas para la ejecución de 
una obra de cargo del Estado, segiin las reglas prevenidas en el 
capitulo anterior, el Gobernador de la provincia remitirá el expe­
diente de justiprecio al Ministerio respectivo.

El Ministro adoptará las medidas oportunas á fin de que, por 
la Ordenación de pagos correspondiente, se expida el oportuno 
libramiento para el pag’o de la cantidad á que ascienda la expro­
piación de las fincas comprendidas dentro del término municipal 
à que se refiere el expediente, á excepción de aquellas cuyo im­
porte hubiere sido abonado por la urg-encia de su ocupación, bien 
con la conformidad de los interesados en los casos de los artícu­
los 43 y 47 de este Keg-lamento, bien mediante el depósito á que 
se refiere el 48, por no haber mediado esta conformidad.

Art. 60. En la expedición de los libramientos que se mencio­
nan en el articulo anterior, se seguirán las reglas establecidas en 
la ley general de Contabilidad y en el Eeg’lamento é instruccio­
nes dictadas para su ejecución.



Art. 61. Recibido en la provincia el libramiento para el pago 
de las expropiaciones de un término municipal, y hecho efectivo 
por el Pag’ador A cuyo favor se hubiese extendido, se señalará por 
el Gobernador el día en que se haya de proceder al pago, lo cual 
se anunciará en el periódico oficial de la provincia con la debida 
anticipación, dándose también el oportuno aviso al Alcalde del 
término correspondiente, al que se remitirá la lista de los intere­
sados.

El Alcalde se dirigirá individualmente á estos interesados 
dándoles conocimiento del día, hora y local que se hubiese desig­
nado para el pago.

Art. Q¿. En el dia, hora y punto designados, se reunirán el 
Alcalde, el representante de la Administración, ó Delegado auto­
rizado por la misma al efecto, el Pagador, el Secretario del Ayun­
tamiento y los interesados que hubieran acudido al llamamiento, 
y se procederá al pago de las cantidades consignadas en el expe­
diente, por el orden en que consten dichos interesados en la lista 
remitida por el Gobernador.

Los pagos se harán en metálico, y precisamente á los que sean 
dueños reconocidos de las fincas expropiadas, según lo dispuesto 
en los artículos 5." y 6.® de la ley, no admitiéndose representa­
ción ajena, sino por medio de poder debidamente autorizado, ya 
sea general, ya expreso para este caso; el Alcalde autorizará con 
el sello de la Alcaldía las firmas de los que pongan el recibí en las 
hojas correspondientes de valoración, y hará observar estricta­
mente todo lo prevenido en el art. 38 de la ley.

Art. 63. No se admitirá á ninguno de los interesados protesta 
ni observación alguna al firmar el recibí de la cantidad que le co­
rresponda, cuyo recibo habrá de constar, por lo tanto, lisa y lla­
namente en la hoja respectiva. En caso de que algún particular 
tuviese algo que exponer, se suspenderá el pag’o de su expropia­
ción, reservándose á aquél el derecho de entablar ante el Gober­
nador la reclamación que considere del caso.

Art. 64. Las dudas que pudieran suscitarse en el acto del pago 
sobre cualquiera de los incidentes relativos al mismo, se resolve­
rán por el Alcalde, oyendo al representante de la Administración 
y reservándose á los que se consideren agraviados con las provi­
dencias de dicha autoridad el derecho de recurrir contra ollas al 
Gobernador de la provincia.

Art. 65. Terminado el pago, se redactará por el Secretario del 
Ayuntamiento un acta en qne consten todos los incidentes ocu­
rridos, asi como todas las circunstancias que se mencionan en el
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articulo 39 de la ley, en virtud de las cuales haya dejado de ha­
cerse el abono de alguna ó algunas de las propiedades compren­
didas en el expediente.

El acta irá firmada por el Alcalde, el representante de la Ad­
ministración, el Pagador y el Secretario del Ayuntamiento, y se 
remitirá por el primero al Gobernador con el expediente que hu­
biese servido de base al pago. El representante de la Administra­
ción remitirá al propio tiempo al mismo Gobernador la copia de 
todas las hojas de valoración que se mencionan en el art. 41 de la 
ley para los efectos que en el mismo se expresan.

Las copias de las hojas á que se refiere el párrafo anterior, 
después de autorizadas por el Gobernador, se considerarán como 
documentos auténticos para los efectos de la inscripción en el 
Registro de la propiedad según lo establecido en el art. 8." de la 
ley hipotecaria, y los Registradores tendrán por lo tanto el deber 
de inscribirlas, aunque para las traslaciones correspondientes no 
hubiere mediado escritura pública.

Art. 66. El Pagador se hará cargo de las cantidades que resul­
ten sin destino por las causas previstas en el art. 39 de la ley, y 
de ellas hará entrega dentro del plazo de ocho dias después de 
terminado el acto de pago en la Caja de la Administración econó­
mica de la provincia correspondiente, mediante el oportuno res­
guardo .

Dichas cantidades quedarán á disposición del Gobernador para 
que puedan irlas entregando á los respectivos interesados, á me­
dida que se resuelvan las cuestiones que motivaron el depósito.

Art. 67. Cuando en virtud de lo previsto en el art. 43 y 47 de 
este Reglamento conviniese á la Administración ocupar una finca 
antes de ultimarse el expediente de expropiación cuando ya se 
halle ultimado el importe de aquéllas, el Gobernador, á instancia 
del director ó encargado de la inspección de las obras, se dirigirá 
al Ministro del ramo pidiendo que se expida el libramiento de la 
cantidad correspondiente.

Este libramiento se extenderá á favor del Pagador, el cual, asi 
que se haga efectivo, entregará sin demora su importe al respec­
tivo propietario, mediante el recibo de éste, que se hará constar 
en la hoja del justiprecio correspondiente.

El Pagador podrá endosar el libramiento á favor del propieta­
rio, previa la misma formalidad en cuanto al recibo.

En el caso de que convenga la ocupación de una propiedad sin 
haberse determinado definitivamente el importe de la expropia­
ción, según lo prevenido en el art. 48 de este Reglamento, el Go-
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feernador dará conocimiento al Ministro para que se expida el 
oportuno libramiento de la cantidad que constase en la valoración 
del Perito del propietario, ó en su defecto, del de la Adminis­
tración.

En este caso, también se extenderá el citado libramiento á 
favor del Pagador, el cual, asi que lo haga efectivo, procederá á 
su depósito en la Caja de la Administración económica de la pro­
vincia, con arreglo á las instrucciones de contabilidad que rijan 
en la época en que tengan lugar estas operaciones.

Art. 68. El pago de la expropiación de toda finca que hubiese 
sido ocupada, mediante el importe de la tasación hecha por el Pe­
rito del dueño ó del de la Administración, en defecto de aquél, 
con arreglo á los artículos 48 y 67 de este.Reglamento, se hará 
asi que recaiga sobre el litigio la resolución final, bien por la via 
gubernativa, bien por la contenciosa. El Gobernador dispondrá 
entonces el depósito para entregar al interesado la parte que le 
corresponda, haciendo ingresar el resto, si le hubiere, en la Caja 
correspondiente-, todo con las formalidades que se hallasen preve­
nidas en los Reglamentos de contabilidad del Ministerio á que la 
obra corresponda.

Art. 69. El Gobernador contribuirá por todos los medios que 
•se hallen en sus facultades, á facilitar las operaciones que se 
mencionan en los artículos anteriores, para que el pago de las 
expropiaciones tenga lugar en el plazo más breve posible, y 
adoptará las medidas conducentes para la custodia y seguridad 
de los caudales destinados al referido pago.

Art. 70. Una vez hecho el pago de la expropiación en cual­
quiera de los casos mencionados en la ley y en este Reglamento, 
ó hecho el depósito á que se refieren los artículos 48, 67 y 68 del 
mismo, la Administración entrará desde luego en posesión de los 
terrenos ó fincas expropiadas, cuyo acto tendrá lugar ante el Al­
calde de la jurisdicción respectiva.

Art. 71. Si durante la ejecución de las obras se reconociese 
la necesidad de ocupar una extensión mayor que la que se hu­
biere abonado en la hoja de valoración, se procederá al pago 
de la parte á que se hubiere extendido la ocupación, con arreglo 
á lo prescrito en los párrafos segundo y tercero del art. 42 de 
la ley.

Art. 72. En el caso de no ejecutarse la obra que hubiese exi­
gido la expropiación, el Gobernador dará de ello conocimiento al 
dueño de la finca expropiada, para que en el término marcado en 
el pári-afo segundo del art. 48 de la ley, manifieste si quiere re-
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cobrar la finca, devolviendo la suma que por ella se le hubiese 
abonado.

En caso afirmativo, se hará la devolución, previa entrega de 
dicha cantidad en la Caja de la Administración económica de la 
provincia.

En e.aso negativo, ó en el de que transcurriese sin contesta­
ción el plazo señalado, el Estado podrá disponer de la propiedad 
como lo considere oportuno.

Art. 13. De igual modo se procederá cuando resultare des­
pués de ejecutada la obra, alguna parcela sobrante, entendién­
dose por parcelas, para estos casos, las que se definen como tales 
en el art. 44 de la ley, y teniendo en cuenta, en su caso, la ex­
cepción que se hace en el párrafo segundo del art. 43.

Los mismos procedimientos se observarán cuando las fincas 
quedasen sin aplicación por haber terminado el objeto de la ex­
propiación.

Art. 74. Reglas idénticas en todo lo posible y en los demás ca­
sos análogos á las que se establecen para las obras de cargo del 
Estado en los artículos 61 y 73 de este Reglamento, se aplicarán 
al pago y toma de posesión de los inmuebles, cuando se trate de 
obras de cargo de las Diputaciones y Ayuntamientos, sin perjui­
cio de observar los procedimientos que prefija la legislación vi­
gente sobre contabilidad provincial y municipal.

Art. 75. Son asimismo aplicables los expresados artículos del 61 
al 73 á las obras que se ejecuten por concesión, teniendo en 
cuenta las modificaciones que hubieren de introducirse, por ser el 
concesionario el que ha de verificar los pagos, y el que ha de 
ocupar las fincas expropiadas, subrogándose á la Administración 
en todos ios derechos y obligaciones que á la misma corres­
pondan.

Art. 76. En cuanto á las notificaciones que hubiesen de hacerse 
á los diversos interesados para ilevar á debido efecto lo preve­
nido en el presente capitulo, se estará á lo que se previene en los 
artículos 39 y 57 de este Reglamento.

También se tendrá en cuenta lo prescrito en el art. 58 para 
no paralizar los expedientes en caso de reclamación de algún 
propietario.
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'capítu lo  V

De las expropiaciones necesarias para la reforma interior 
de las grandes poblaciones.

(Inserto en él tomo I, parte segunda, Construcciones, pág. 2 4 7 .)

CAPÍTULO VI
De las ocupaciones temporales.

Art. 109. La Administración, ó quien la represente, tiene el 
derecho de imponer sobre las propiedades particulares la servi­
dumbre de ocupación temporal, siempre que fuese necesaria para 
la ejecución de las obras previamente declaradas de utilidad pii- 
blica, y para la de las que se hallan exceptuadas de esta formali­
dad por el art. 11 de la ley de expropiación en los casos y con los 
requisitos que se exigen en el tit. III de la mencionada lev y ar­
tículos correspondientes de este Eeglamento.

Esta servidumbre es forzosa en lo que concierne á las fincas 
rústicas; pero sobre las urbanas no podrá en ningún caso impo­
nerse sin permiso expreso del respectivo propietario.

Art. lio. Cuando la ocupación temporal fuese indispensable 
para practicar reconocimientos ú operaciones con el fin de reco­
ger datos para la formación de un proyecto ó replanteo de una 
obra, que es el caso 1." del art. 55 de la ley, el Gobernador de la 
provincia facilitará al facultativo encargado de los estudios ú 
operaciones expresadas una credencial para los Alcaldes de los 
pueblos en cuya jurisdicción deba operar, con el fin de que se le 
preste toda clase de auxilios, y especialmente coa el de obtener 
de los propietarios la facultad de entrar en sus posesiones.

Art. 111. Los perjuicios que puedan irrogarse al propietario 
con la ocupación temporal, en el caso del articulo anterior, serán 
regulados por dos prácticos, nombrados el uno por el facultativo 
encargado de las operaciones y el otro por el dueño de la finca. En 
caso de divergencia entre los prácticos se estará, en la aprecia­
ción de los perjuicios, á lo que decida el Alcalde de la jurisdicción 
salvo recurso al Gobernador de la provincia. La cantidad en que 
se fije la indemnización se pagará en el acto por el Jefe de las 
operaciones al propietario.

Art. 112. Si el propietario opusiese resistencia injustificada á 
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conceder el permiso para la entrada ¿n su posesión, ó si después 
de regulados los perjuicios del modo que se menciona en el ar­
ticulo anterior insistiese en su negativa, el Alcalde dará parte al 
Gobernador de la provincia, el cual adoptará las disposiciones 
oportunas para hacer cumplir lo prescrito en la ley y en este Ke- 
glamento.

Sin embargo, el mismo Gobernador podrá retirar, á instancia 
de parte, la autorización concedida, exigiendo la responsabilidad 
que procediera por cualquier abuso cometido.

Art. 113. También pueden ocuparse temporalmente las propie­
dades particulares en el caso 2." de los enumerados en el art. 55 de 
la ley, esto es, para el establecimiento de caminos provisionales, 
talleres, almacenes, depósitos de materiales y cualesquiera otras 
servidumbres que requieran ia construcción, reparación y conser­
vación de las obras.

Art. 114. La necesidad de la ocupación temporal en el caso se­
ñalado en el articulo anterior, se declarará en los términos preve­
nidos en el art. 58 de la ley.

Art. 115. Se indemnizará en estos casos al dueño de los terre­
nos por el tiempo que dure la ocupación, asi como por los daños y 
perjuicios y deterioros de toda clase que puedan irrogarse con ella.

Siempre que convenga á los propietarios y asi lo reclamasen, 
se hará constar el estado de sus ñucas antes que sean ocupadas, con 
relación á cualquiera circunstancia que pueda ofrecer duda cuando 
se trate de valorar los daños en ellas ocasionados.

Art. 116. Cuando fuese posible fijar de antemano la importancia 
y duración de la ocupación temporal antes de que ésta tenga 
efecto, se intentará un convenio con el propietario acerca del im­
porte de la indemnización. Con este objeto se le hará por el repre­
sentante de la Administración ó por el concesionario la oferta de 
la cantidad que se considere del caso, concediendo al interesado el 
plazo de diez dias pai-a que conteste liáa y llanamente si acepta ó 
rehúsa la expresada oferta.

En el caso de aceptación se hará el pago de la cantidad corres­
pondiente, y la finca podrá ser ocupada desde luego, sin que al 
propietario so le consienta hacer reclamación alguna.

Si el interesado no contestase en el plazo marcado en el párrafo 
primero de este articulo, se entenderá que acepta el ofrecimiento 
hecho, y so ocupará la finca, previo el pago do la indemnización, 
como so expresa en el párrafo segundo.

Art. in . En todos los casos en que no fuese posible señalar de 
antemano la importancia y duración de la ocupación, se intentará
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por el representante de la Administración, ó por el concesionario, 
nn convenio con el propietario para fijar nna cantidad alzada sufi­
ciente á responder del importe de la indemnización. Si se llegase á 
un acuerdo sobre este punto, la cantidad fija se depositará en la 
Caja de la Administración económica de la provincia para respon­
der del abono do la indemnización en la época correspondiente.

En caso de desacuerdo se nombrarán por las partes interesa­
das Peritos para determinar el valor de la suma que deba deposi­
tarse, procediéndose en estos casos en términos análogos á los que 
para la expropiación se fijan en el art. 29 y siguientes de la ley y 
correspondientes de este Keglamento, decidiéndose en último re­
sultado sobre el asunto por el Gobernador de la provincia, cuya 
resolución será ejecutoria.

De todos modos, antes de proceder á la ocupación temporal, se 
hará constar por los Peritos el estado de la finca, como se previene 
en el párrafo segundo del art. 59 de la ley y 115 de este Reo-la­
mento. ®

Procedimientos iguales se seguirán para fijar la cantidad que 
debe depositarse cuando el propietario hubiera rehusado la oferta 
que se le haya hecho en el caso del art. 116.

Art. 118. Así que se terminen las obras en totalidad ó en la 
parte que afectase á los terrenos temporalmente ocupados, se prc?- 
cederá a fijar la indemnización que en definitiva haya de abonarse 
por la ocupación, deterioros, daños y perjuicios causados con 
ellas.

Se intentará ante todo un convenio con el propietario para de­
terminar el importo de la indemnización, procediéndose en este 
caso como determinan la ley y este Reglamento para los análoo-os 
de la ocupación permanente. ”

Art. 119. Si el propietario rehusase lo propuesto por el repre­
sentante de la Administración ó del concesionario, la tasación se 
hará por Peritos y mediante trámites análogos á los prevenidos 
para la expropiación en la sección tercera del titulo II y capitulo 
correspondiente de este Reglamento, hasta ultimar el expediente, 
bien por la via gubernativa, bien en su caso por la contenciosa.

Habrá de tenerse en cuenta además en estas ta.saciones lo pres­
crito en el art. 60 de la ley, y la facultad que por el mismo se con­
cede á la Administración, ó quien hiciese sus veces, de pedir la 
expropiación completa de la finca en el caso previsto en el artículo 
referido.

Art. 120. Para los pagos que hubieren de hacerse y los depósi­
tos que hubieren de constituirse con el objeto de satisfacer las in-
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(lemnizaciones por ocupaciones temporales, se sujetará la Admi­
nistración á lo preceptuado en el cap. IV de este Reglamento res­
pecto á las ocupaciones permanentes.

Cuando dichos pagos ó depósitos deban hacerse por concesio­
narios ó contratistas de las obras, el Gobernador adoptará las dis­
posiciones oportunas para que aquéllos lo verifiquen con sujeción 
estricta á lo que se previene en la ley y en este Reglamento.

Art. 121. Las propiedades particulares se hallan también su­
jetas á la servidumbre que se previene en el caso 3.“ del art. 55 de 
la ley. Por lo tanto, los representantes de la Administración y los 
concesionarios y contratistas de las obras podán extraer de dichas 
propiedades los materiales de toda especie que en aquéllas hubie­
ren de emplearse, bien se hallen diseminados por las heredades, 
bien tenga que ser su extracción objeto do una explotación re­
gular.

Art. 122. En todos los casos del articulo anterior se abonará al 
propietario lo que corresponda por ocupación temporal, al tenor 
de lo que respecto de este punto se previene en los artículos del 113 
al 120 de este Reglamento.

Se abonará, además, si asi procediese, el valor de los materiales 
utilizados ó extraídos con arreglo á las prescripciones contenidas 
tSi los artículos siguientes.

Art. 123. Cuando de un terreno de propiedad particular hubiere 
de extraerse guijo, grava, arena, tierra y otros materiales análo­
gos á estos para la ejecución de una obra, la necesidad de la ex­
tracción se pronunciará por el Gobernador, después de seguir, lo 
más sumariamente posible, trámites análogos á los que se pro­
vienen en los artículos 58 de la ley y 114 de este Reglamento.

En los casos de este articulo sólo se pagará por indemnización 
la correspondiente á los daños y perjuicios que se ocasionen en el 
terreno por la extracción de los materiales; pero nada se abonará 
como valor de los materiales mismos mientras no se pruebe clara 
y terminantemente por el propietario que con anterioridad á la 
aprobación del proyecto de la obra se explotaban de un modo re­
gular para el ejercicio de una industria cualquiera, por cuyo ejer­
cicio se pagaba la correspondiente contribución.

No bastará, por lo tanto, para declarar procedente el abono del 
valor de los materiales, el que en algún tiempo hayan podido uti­
lizarse algunos con permiso del dueño ó mediante una retribución 
cualquiera.

Art. 124. Cuando proceda el abono del valor de los materiales, 
según lo dispuesto en el articulo anterior, se fijará el precio de la
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unidad por procedimientos análogos á los que han de seguirse 
para graduar la indemnización correspondiente á la ocupación 
temporal, llevándose cuenta, por los medios que se convengan 
entre las partes, del número de unidades que so extraigan, para 
abonar su importe en los plazos y forma que corresponda.

Art. 125. Cuando hubieren de recogerse piedras ó cantos sueltos 
de una heredad, se declarará, como en los casos del art. 123, la ne­
cesidad de esta operación.

La indemnización, en el caso del presente articulo, comprenderá 
siempre los deterioros que en la heredad pudieran ocasionar con el 
acarreo de los materiales ó por cualquier otro concepto, estándose, 
por lo demás, en lo que concierne á la indemnización y al valor de 
los materiales en su caso, á lo que se previene en el art. 124.

Art. 126. Cuando sea preciso abrir cantera en alguna propiedad 
para emplear en las obras la piedra que produzca, declarada por 
el Gobernador la necesidad de la extracción en términos análogos 
á los iireveliidos en el art. 123, se ocupará el espacio que sea nece­
sario y sólo se abonará al dueño lo que proceda por la ocupación y 
los daños y perjuicios consiguientes. Para que proceda el abono de 
los materiales que se extraigan de una finca deberá acreditar el 
propietario cuanto á este propósito se prescribe en él art. 61 de 
la ley.

Art. 127. Si en la época de la notificación que al dueño se hag’a 
de la necesidad de piedra de sus territorios para la ejecución de 
una obra se encontraran en ellos canteras ya abiertas y en explo­
tación con anterioridad á la misma época y acreditase el propie­
tario-que necesita los productos para su uso particular, procederá 
el abono del valor de los materiales utilizados, cuyo valor se apre­
ciará y pagará por medios arrálog’os á los desigmados en el art. 124.

Asimismo se aborrará el valor de la piedra etr el caso de que la 
explotaciórr de las carrteras corrstituya una iirdustria para su dueño 
por la que pague el impuesto correspondiente, con tal de que estas 
circurrstancias tuvierarr lirg’ar arrtes de la rrotiflcación de la nece­
sidad de los iirateriales. En este caso, el dueño de la carrtera abas­
tecerá á las obras de la piedra que se necesite y se le pagará por 
unidad lo que se cotrveirga entre partes, corr tal de que no exceda 
del precio que aquélla tuviere en el mercado.

Art. 128. Si el dueño de la carrtera no prrdiera surtir á las obras 
en la medida de sus rrecesidades, se hará la explotación por crrenta 
de las mismas, abonándose á aquél una indemnización que, á falta 
de convenio entre las partes, se jrrstipreciará por prácticos nom­
brados por las mismas.
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Eu caso de discordia, decidirá el Gobernador, previa la audien­
cia de los interesados y de los funcionarios facultativos que crea 
oportuno. La providencia del Gobernador será ejecutoria, salvo el 
recurso al Ministro correspondiente, cuya resolución será defl- 
nitiva.

Art. 129. El justiprecio á que se refiere el articulo anterior se 
hará teniendo presente:

1. ° El precio que la piedra de la cantera de que se trata tuviera 
en el mercado cuando se hizo el proyecto.

2. “ Las utilidades que en dicho precio obtuviere el propietario.
1 3.“ El estado en que al finalizar el servicio hubiese quedado

la cantera, asi con relación á sus productos probables ulteriores, 
como á las circunstancias de su explotación.

Art. 130. Para la extracción de materiales que exijan la repa­
ración y conservación de las obras declaradas de utilidad pública, 
podrán expropiarse en todo ó en parte las canteras que las pro­
duzcan, mediante los trámites y formalidades que para la ocupa­
ción permamente se previene en la ley y en el presente Reg-la- 
mento.

A R T ÍC U L O  A D IC IO N A L

Las disposiciones contenidas en el presente Reglamento sola-, 
mente son aplicables á las obras y construcciones civiles. Una ins­
trucción especial dictada por los Ministerios correspondientes de­
terminará el modo de aplicar lo preceptuado en la ley de Expro­
piación á los servicios y obras militares y á los casos de guerra, 
.asi como los correspondientes al ramo de Marina.

Real orden de 9 de Agosto de 1881.— P a g o  de h on ora rios á los P er ito s
terceros.
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La inteligencia de la ley y Reglamento sobro expropiación for­
zosa por causa de utilidad piiblica ofrece en la práctica alg'unas 
dudas en cuanto se refiere al pago de los honorarios do los Peri­
tos terceros nombrados en discordia, suponiendo la parte expro- 
l)iada que deben satisfacerse aquéllos en su totalidad por la expro­
piante, mientras que ésta suele sostener la teoria de que el pago 
ha de hacerse por mitad entre ambas.

Objeto de esta cuestión ha sido la consulta formulada por el 
Gobernador de esta provincia con motivo de la instancia promo­
vida por D. ..., Perito tercero designado por elJuzgado de... para



tasar en discordia determinados terrenos con destino al ferroca­
rril de Aranjuez á Cuenca, toda vez qiie la Compañía concesiona­
ria del mismo le ha satisfecho sólo la mitad de la suma que impor­
tan sus honorarios, oxcepcionando el dueño de aquéllos el abono 
de la otra mitad por considerar responsable de esta obligación á 
la Empresa.

Siendo indiscutible que por la legislación anterior á la vigente 
en materia de expropiación forzosa, la Administración satisfacía 
todos los gastos que se originaban jí consecuencia de la expropia­
ción, puede decirse que en el caso objeto de la consulta, existe 
una base segura para su resolución, recordando por una parte las 
prescripciones de la ley d'e 17 de Julio de 1836 y las del Regla­
mento de 27 de igual mes de 1853, y determinando por otra hasta 
qué punto han sido derogadas en el extremo que se ventila por la 
ley de 10 de Enero de 1879. Los artículos 7." y 8.® de la expresada 
ley de 1836 disponían que, declarada la necesidad de ocupar el todo 
ó parte de una propiedad, se justipreciase el valor de ella y el de 
los daños y perjuicios que pueda causar á su dueño la expropia­
ción, á juicio de Peritos nombrados uno por cada parte, ó tercero 
en discordia, y que el precio integ’ro de la tasación se satisficiera 
al interesado previamente á su deshaucio, ó se depositara si hu­
biese reclamación de tercero; de manera que, según estos artícu­
los, debia entregarse al expropiado todo el precio de la tasación 
sin deducciones de ninguna clase, como se expresa en el último 
párrafo del art. 7." del Reglamento citado, en el que se dice ter­
minantemente que se comprenderán en el precio de la expropia­
ción los gastos de la tasación que so ocasionen al dueño de la finca.

En la ley de 10 de Enero de 1879 y en el Reglamento dictado 
para su ejecución, se previene respectivamente, en sus artícu­
los 27 y 44, que cuando el propietario nombre Perito, deberá abo­
nar á éste sus honorarios, y se guarda completo silencio sobre el 
pago que haya de hacerse al Perito tercero; y si bien pudiera 
deducirse de esto que afectando al expropiante y al expropiado la 
resolución del Perito tercero, deberían abonar ambas partes los 
honorarios por mitad, esta deducción cae por su base desde el 
momento en que, según el art. 65 de la precitada ley de 10 de 
Enero, ésta sólo deroga la legislación anterior en aquellas disposi­
ciones que le fueron contrarias, y como en la nueva ley nada se 
determina respecto del pago de honorarios del Perito tercero, no 
puede suponerse en principios de recta interpretación que dero­
gase en este extremo la ley de 1836 y el Reglamento dictado para 
su ejecución, sino que, por el contrario, los dejó subsistentes.
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Atendidas estas consideraciones, y vistos el expediente ins­

truido con ocasión de la consulta de que se ha hecho mérito, y el 
dictamen emitido sobre el particular por la Sección de Fomento 
del Consejo de Estado; S. M. el Rey (Q. D. G.) ha tenido á bien 
declarar de conformidad con la misma Sección de aquel alto 
Cuerpo, y que la Compañía del ferrocarril de Aranjuez á Cuenca 
debe abonar al Perito tercero D. ... los honorarios por él deven­
gados en la tasación de la finca expropiada á D......

Ley de 4 de Agosto de \8B2.— Inteligencia del art. 58 de la ley
de expropiación forzosa.

Articulo único. La referencia que en el art. 58 de la ley sobre 
expropiación forzosa de 10 de Enero de 1809 se hace al art. 15 de 
la misma ley, deberá entenderse hecha al 18 en la forma siguien­
te: La declaración de utilidad pública de una obra lleva consigo 
el derecho á las ocupaciones temporales que su ejecución exija. 
La necesidad de éstas será objeto, siempre que se manifieste, de 
un procedimiento ajustado á lo que se previene en la Sección 2.̂  
del tit. II, pero la declaración del Gobernador á que se refiere el 
articulo 18 será ejecutiva, y sin perjuicio de los procedimientos 
ulteriores, podrá tener lugar el justiprecio y la consiguiente ocu­
pación. Cuando se trate de una finca con cuyo dueño se hayan 
practicado diligencias anteriores, se suprimirá la publicidad de 
las notificaciones por medio del Boletín Oficial, entendiéndose con 
aquél por conducto del Alcalde.

Sentencia del Tribunal de lo Contencioso de 19 de Junio de 1891.—Tasación 
de terrenos expropiados.

Acordada la expropiación de varios terrenos, todos los propie­
tarios, excepto uno, nombraron un Perito que, en unión del Maes­
tro de obras militares, informó que los terrenos eran de tercera ca­
lidad y útiles para el cultivo de cereales, pero los tasó en 4.000 
pesetas por hectárea; mientras que el Perito militar asignó á esa 
unidad un valor de 115 pesetas 25 céntimos, el otro interesado, que 
no designó Perito en un principio, le nombró después, quien con­
siderando el terreno de su representado como solar edificable, le 
.señaló un precio de 12.5C0 pesetas 6 céntimos.

Nombrado Perito tercero por el Juez de primera instancia, aquél



se conformó en todo con la tasación del Perito de Guerra, y acep­
tada ésta por el Ministerio del ramo en Real orden de 3 de Julio 
de 1889, acudieron los interesados con demandas al Tribunal de lo 
Contencioso, quien las decidió con los siguientes:

Fundamentos.—ho mismo los terrenos á que se refieren las de­
mandas y otras legalniente acumuladas después, son de igual 
clase, ocupan análoga posición y sirven y están reconocidos como 
útiles sólo para el cultivo de cereales; deben, por consiguiente, ser 
considerados en circunstancias idénticas y con la misma valora­
ción para el efecto de ser expropiados á que se refiere el presente 
litis siendo, por lo tanto, completamente inadmisible la tasación 
del Perito arquitecto.

Si bien el Perito presentado por el ramo de Guerra ha llenado 
todas las formalidades y hecho un detenido estudio para practicar 
su valuación, no ha tenido presente las circunstancias de la pro­
ximidad de los terrenos á esta Corte, que lindan á una carretera 
de primer orden, á otra de segundo, á un ferrocarril, y muy espe­
cialmente el precio en que ordinariamente se venden y se com­
pran en la actualidad.

Los Peritos de las partes, no ya solamente el Arquitecto, de 
cuya tasación, como queda dicho en uno de los anteriores consi­
derandos, no hay para qué ocuparse, sino que también el Maestro 
de obras y Agrimensor, exagera la producción y condiciones de los 
terrenos, queriendo sacar partido, para beneficiarlos, hasta de la 
circunstancia de lindar con el campamento para que se expropian.

El Perito director de caminos vecinales nombrado por el Juez, 
tercero para dirimir la discordia promovida por los Peritos de las 
partes, lejos de analizar las tasaciones de éstos v exponer lo que 
creyera conveniente, se reduce á indicar que, ¡iendo dignas de 
aprecio las consideraciones expuestas por ambos Peritos, halla muy 
razonables y verdaderas las en que se funda el del ramo de Gue- 
ira, cuya hoja de valores no tenía inconveniente en hacer suya.

Indudablemente, para casos como el que nos ocupa se escribió 
el art. 632 de la ley de Enjuiciamiento civil (1), que deja á la apre­
ciación de los Tribunales la prueba pericial, según las reglas de la 
sana critica, y aplicadas éstas á las tasaciones del presente pleito 
no puede menos de comprenderse que, entre la exageración del 
uno y del otro Perito, cabe el término medio, que es el equitativo 
y justo, y el que debe tomarse para decidir esta cuestión.
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b) E X P R O P IA C IÓ N  EN  E L  RAM O  IJE G U E R R A

Real decreto de 10 de Marzo de Reglamento para la aplicación
al ramo de Guerra, en tiempo de paz, de la ley de 10 de Enero 
de 1879, sobre expropiación forzosa.

En consecuencia de lo dispuesto en la ley de 10 de Enero 
de 18*9 sobre expropiación forzosa, y para cumplimentar lo orde­
nado en el art. 66 do la misma, en io que so refiera y tenga rela­
ción con la defensa del Reino, acuartelamiento, edificios militares 
y campos de instrucción de todas las armas del Ejército;

Vengo en aprobar el Reglamento que, de acuerdo coa lo infor­
mado por el Consejo de Estado en acordada de 20 de Diciembre 
de 1880, y de conformidad con el Consejo de Ministros, me ha pro­
puesto el de la Guerra, y en acordar que se cumpla, guarde y 
ejecute, quedando derogadas todas las órdenes é instrucciones 
que á ello se opongan.

CAPITULO PRIMERO
Casos de expropiación por el ramo de Guerra.

Articulo l.° En virtud de lo que se dispone en el art. 2.° de la 
ley de Expropiación forzosa de 10 de Enero de 1879, habrá lugar 
á la expropiación:

1. " De los terrenos necesarios para el establecimiento de nue­
vas plazas de guerra terrestres y marítimas, fuertes, baterías de 
costa y demás obras que constituyan el sistema de defen.sa del 
Reino.

2. ° De los que sean precisos para el aumento de defensa y 
mejora de las plazas fuertes ú obras do fortificación existentes.

3. " De los terrenos necesarios para abrir los caminos que en 
cada plaza ó punto fortificado sean precisos para que se comuni­
quen entre sí y con el recinto principal las obras avanzadas.

4. ° De los que se hallen comprendidos dentro de las zonas mi­
litares exteriores ó interiores de las fortificaciones existentes ó 
que se construyan de nuevo.

5. " De los edificios, establecimientos y construcciones de cual­
quier especie, situados en los terrenos que deban expropiarse por 
hallarse comprendidos en los casos 1.“, 2.° y 3.” expresados.



6. ® De las construcciones y plantaciones de cualquier género 
que hallándose comprendidas en las zonas militares exteriores ó 
interiores de las fortificaciones, no tengan las condiciones con que 
pueda permitirse su existencia según lo dispuesto ó lo que en 
adelante se disponga sobre zonas.

7. ® De los terrenos, edificios y cualquiera otra propiedad nece­
sarias para las lineas telegráficas ó de ferrocarriles que se dispon­
gan, con objeto de que contribuyan á la defensa del pais.

8. ® De los terrenos, edificios y demás propiedades que se nece­
siten, sea en el interior ó al exterior de las plazas de guerra, ca­
pitales de provincia ó cualquiera otro punto de acuartelamiento 
de tropas, para el establecimiento de cuarteles, hospitales, alma­
cenes, repuestos ú otras dependencias del ramo de Guerra.

9. “ De los que en las plazas fuertes li otros puntos en que haya 
tropas acuarteladas sean necesarios para campos permanentes de 
instrucción.

Art. 2." Dos dueños de aquellas construcciones, obras y plan­
taciones que deben expropiarse por estar comprendidas en el 
número 6.® del articulo anterior, tendrán derecho á indemnización 
sólo cuando prueben que tales construcciones, obras ó plantacio­
nes existían antes que las fortificaciones en cuyas zonas se hallen 
ó antes que se estableciesen las servidumbres en las zonas milita­
res por las Ordenanzas y Reglamentos, exceptuándose siempre dé­
la indemnización las obras y plantaciones que para aumentar ó 
mejorar las propiedades hubiesen hecho con posterioridad á dichas 
fortificaciones y servidumbres los propietarios.
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CAPITULO II

Declaración de utilidad pública.

Art. 3.® Aprobado el ¡proyecto de una obra que exija expropia­
ción forzosa, so remitirá por el Capitán general del distrito corres­
pondiente al Gobierno militar de la provincia en que se haya de 
ejecutar aquélla, la parte del proyecto necesario para dar idea 
clara del terreno que ha de expropiarse y su objeto, lo cual debe 
servir de base á la información pública á que se refiere el párrafo 
seg'undo del art. I3 de la ley de Expropiación.

Si la obra estuviera comprendida dentro de dos ó más provin­
cias, la información podrá hacerse en ellas sucesiva ó simultánea­
mente, siendo preciso en este caso que se saquen tantas copias de



la referida parte del proyecto cuantas sean las provincias  ̂para 
remitir una A cada Gobernador militar.

Esta Autoridad dispondrá que len los periódicos oficiales se 
publiquen los correspondientes anuncios á los fines y por el plazo 
que fija la ley en el párrafo y articulo antes citados.

El Ministro de la Guerra hará insertar igual anuncio en la 
Gaceta de Madrid, poniéndose á disposición del público en el local 
que se designe otro ejemplar de la parte del proyecto que sea ne­
cesario.

Art. 4.“ Transcurrido el plazo fijado para oir reclamaciones en 
la información pública, los Gobernadores militares remitirán el 
expediente al Capitán general del distrito, quien pedirá informe, 
si lo creyere conveniente, al Comandante general Subinspector 
de Ingenieros, al Intendente militar y al Auditor de Guerra, re­
mitiendo después los expedientes é informes con el suyo al Mi­
nisterio.

El Ministro de la Guerra, después de oir á las Corporaciones 
que corresponda, resolverá sobre la declaración de utilidad pú­
blica, ó formará, para presentarlo á las Cortes, el proyecto de ley 
correspondiente, seg’ún proceda, con arreg’lo á lo que dispone el 
artículo 10 de la ley de 10 de Enero de 1879 á que este Reglamento 
se refiere.

Art. 5.® Se hallarán exceptuadas de las formalidades de la de­
claración de utilidad pública, con arreglo al art. 11 de la ley, las 
obras que formen parte de un plan general de construcción que 
hayan sido objeto de una ley, si han de ser costeadas por el Es­
tado, ó que pudieren estar comprendidos en los planes provincia­
les ó municipales aprobados, asi como los terrenos destinados á 
construcción de edificios militares en los planes de ensanche de 
poblaciones.

CAPÍTULO III

Declaración de la necexidad de ocupar un inmueble.
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Art. 6.® Tan luego como un Ing’eniero Comandante de plaza 
reciba aprobado el proyecto de una obra que exija expropiación, 
procederá á formar un estado ó relación detallada de las fincas ó 
porciones de ellas que deban expropiarse, en el que han de cons­
tar sus limites y los datos que ha3*a podido obtener sobre los 
nombres de los propietarios y sus colonos ó arrendatarios, con 
todas las demás noticias ú observaciones que se juzguen conve-



nientes. Si las fincas que hubieren de expropiarse pertenecieran 
á más de un término municipal, se formará una relación para 
cada término.

A estos documentos acompañará un plano en la escala conve­
niente que represente la planta de la obra aprobada, en el que se 
señalarán con diferentes tintas las diversas partes que deben ex­
propiarse.

Art. 7.° Cuando en los demás servicios que no sean obras se 
necesite hacer alguna expropiación, se acompañarán los docu­
mentos indicados en el articulo anterior á la comunicación eii que 
se haga presente dicha necesidad.

Art. 8.° El plano y relación de que trata el art. 6.“ sé remitirá 
por el Ingeniero Comandante al Comandante general Subinspec­
tor de Ingenieros, quien los dirigirá al Capitán general.

Este ordenará entonces la formación del oportuno expediente 
justificativo sobre la necesidad de la expropiación, el cual se en­
cabezará con la ley ó Real orden en que se haga la declaración 
de utilidad piiblica, pasándose enseguida los documentos arriba 
expresados al Gobernador militar de la provincia en que haya 
de hacerse la expropiación para lo que previenen los artículos 
siguientes.

Art. 9.” El Gobernador militar de la provincia, dentro de ter­
cero dia, remitirá á cada Alcalde, con arreglo al art. 16 de la ley, 
la relación nominal que corresponda á su jurisdicción de las fincas 
que hayan de expropiarse, y de sus dueños, administradores ó 
colonos, para que se hag’an las oportunas comprobaciones con el 
padrón de riqueza y con los datos del Registro de la propiedad, 
si fuere necesario, y se rectifiquen los errores que pueda tener 
aquella relación.

El Gobernador militar señalará á cada Alcalde un plazo que 
no pasará de quince dias, para devolver la referida relación, y al 
hacerlo éstos, cuidarán muy particularmente de manifestar con 
referencia al padrón, quiénes sean los que aparecen como dueños 
de las fincas que deban ser expropiadas,^asi como todas las demás 
noticias que les consten acerca de los puntos de residencia de di­
chos propietarios ó sus administradores, de modo que, en cuanto 
sea posible, no quede propiedad alguna de las comprendidas en 
la relación sin la designación de dueños ó representantes suyos, 
debidamente autorizados, con quienes haya de entenderse la Ad­
ministración en las diligencias relativas á la expropiación.

Art. 10. El Gobernador militar, después de recibir las relacio­
nes rectificadas por los Alcaldes, deberá revisarlas para decidir
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los casos dudosos ó completarlas en lo que tuvieran de indeter­
minado. Al efecto, pedirá los datos que necesitare al Gobierno ci­
vil de la provincia ó los Registros de la propiedad, ó á otras de­
pendencias; y si apurados todos los recursos no se conociese al 
propietario de un inmueble ó se ignorase su paradero, dispondrá 
el Gobernador la publicación en el Boletín Oficial de la provincia 
y Gaceta de Madrid, del acuerdo ó decreto relativo á la expro­
piación de la finca, según dispone el párrafo tercero del art. 5.“ 
de la ley, dando el oportuno aviso al Promotor fiscal (1). Otro 
tanto habrá de hacerse cuando por su edad ú otra circunstancia 
estuviere incapacitado para contratar el propietario de un inmue­
ble, y no tuviese curador ú otra persona que le represente, ó la 
propiedad fuese litigiosa, todo con arreglo al párrafo segundo del 
mismo articulo.

Art. 11. Fijada definitivamente la relación nominal de los in­
teresados en la expropiación de cada término municipal, el Go 
beruador militar dispondrá que en uno de los tres dias siguientes 
se anuncie aquélla en el Boletín Oficial de la provincia, señalando 
para reclamar sobre la necesidad de la ocupación, un plazo que 
no deberá bajar de quince dias ni exceder de treinta.

Art. 12. Las reclamaciones se dirigirán al Alcalde del pueblo 
en cuj'o término radiquen las fincas, y podrán hacerse verbal­
mente ó por escrito, pero han de versar linicamente sobre la ne­
cesidad de la ocupación que se intente, desechándose todas las 
que se refieran á la utilidad de las obras ó servicios. En caso de 
ser exacta alguna reclamación, el Alcalde levantará acta de ella, 
autorizándose el documento por el Secretaido del Ayuntamiento.

Dentro de los dos dias siguientes al de terminación del plazo 
para la admisión de reclamaciones, cada Alcalde remitirá al Go­
bernador militar el’ expediente relativo á su término, acompa­
ñando un indice de los escritos y actas de reclamaciones que di­
cho expediente contuviese.

Art. 13. Estos expedientes se remitirán en seguida al Capitán 
general del distrito, el cual, en el plazo de quince dias, y con 
ari’eglo á lo dispuesto en el art. 18 de la ley, resolverá acerca de 
la necesidad de la ocupación de todas ó de algunas de las fincas, 
ó bien propondrá á S. M. la resolución que crea más oportuna.

Antes de dictar la resolución de que trata el párrafo anterior, 
el Capitán general deberá oir lo que lo informan el Comandante
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(1) Fiscal municipal actualmente.



general Subinspector do Ingenieros, el Intendente militar, y por 
conducto del Gobernador civil de la provincia, el dictamen de la 
Comisión provincial. También oirá el del Auditor de Guerra en 
los casos que entrañen cuestiones de derecho.

Si por estos informes no pudiese resolver el Capitán g-eneral en 
el plazo marcado de quince dias, se justificará la causa en el ex­
pediente.

Art. 14. La resolución del Capitán g-eneral se publicará en ei 
Boletín Oficial de ia provincia en que radique la obra  ̂ y además 
se notificará individualmente á los interesados.

Contra dicha resolución se admitirá, dentro de los ocho dias 
siguientes al de la notificación de ella, el recurso de alzada al 
Ministerio de la Guerra con arreglo al art. 19 de la ley.

Art. 15. La instrucción de los expedientes sobre la necesidad 
de la ocupación de las propiedades y .su resolución final no se 
suspenderá en ningiin caso por las diligencias que según el art. 5.“ 
de la ley hayan de practicarse en averiguación de los dueños de 
fincas que no los tengan conocidos, ó de los curadores ó represen­
tantes de los incapacitados para contratar, ó en caso de que la 
propiedad fuese litigiosa.

Se prescindirá por lo tanto de las fincas que so encontrasen en 
alguna de estas circunstancias, para las que se instruirán expe­
dientes aparte mientras se resuelve lo procedente acerca de las 
demás.

Art. 16. Tampoco se suspenderá la tramitación por los recursos 
que promoviese el dueño ó dueños de las fincas contra las deci­
siones del Capitán general, siguiéndose las diligencias relativas 
á dichas fincas en expedientes especiales, cuando sobre dichos 
recursos recaigan providencias definitivas.

Art. 17. Resueltas por el Capitán g-eneral tas reclamaciones ó 
transcurrido el plazo fijado porta ley sin que se presente ninguna, 
so procederá á la medición de las fincas ó parte de ellas que deban 
expropiarse, á cuyo fin se hará el nombramiento de Peritos con 
arreglo á lo que se dispone en el art. 26 de la ley, oficiando el Ca­
pitán general á los Gobernadores militares de las provincias en 
que radiquen dichas fincas para q -, e notifiquen á sus propietarios 
que en el plazo de ocho dias deben designar ante el Alcalde res­
pectivo los Peritos que han de representarles, cuya designación 
ha de verificarse por las mismas per.sonas que contenga la relación 
nominal de los interesados que tendrá el Alcalde, no admitién­
dose representación ajena sino por medio de poder bastante.

El Ingeniero Comandante nombrará para que represente al
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ramo de Guerra, un Maestro de obras militares, pudiendo dar 
también dicha comisión á un Oficial de Ingenieros, cuando las 
tasaciones exijan conocimientos superiores.

Art. 18. Cuando el todo ó parte de la tasación se refiera á cosas 
que no puedan apreciarse equitativamente por los facultativos 
arriba expresados, el Ingeniero Comandante nombrará para la 
exclusiva tasación de aquéllos, uno ó más Peritos, á más de los 
facultativos, los cuales asistirán con éstos á la tasación.

Los Peritos especiales deberán tener titulo oficial que acredite 
su idoneidad, y sólo en el caso de no encontrarse quien reúna con­
diciones se nombrarán prácticos acreditados en la operaciones de 
que se trata.

Art. 19. Los Peritos nombrados por los propietarios habrán 
de tener el titulo cuando menos de Agrimensor, tratándose de 
fincas rusticas, y de Maestro de obras para las urbanas; debiendo 
también haber ejercido su profesión por espacio al menos de un 
ano, según preceptúa el art. 21 de la ley, con arreglo al cual serán 
nulos los nombramientos que no se hayan hecho como prescriben 
los dos artículos anteriores, ó que hubiesen recaído en personas 
que no reúnan los títulos y prácticas expresados.

Cuando los propietarios no hagan oportuna y debidamente el 
nombramiento de sus Peritos, se entederá que se conforman con 
los del ramo de Guerra.

Art. 20. El Alcalde de cada término municipal remitirá al Go­
bernador militar de la provincia una relación de los Peritos nom- 
orados por los propietarios.

21. El Gobernador examinará dichas relaciones para ver 
SI los Peritos reúnen las condiciones que previene la lev, y las re­
mitirá al Ingeniero Comandante, manifestándole cuáles son los 
que tienen aquéllas, y cuáles los que deben eliminarse por care- 
tei de ella^ asi como las propiedades cuyos dueños no hubieran 
nombrado Perito dentro del plazo marcado, con objeto de que en 
cualquiera de estos casos entienda en la tasación en nombre de 
ambas partes el Perito del ramo de Guerra.

Art. 22. Cuando el Ingeniero Comandante reciba del Goberna­
dor militar la relación de los Peritos nombrados por los propieta­
rio^ hará el nombramiento de los que deban representar al ramo 
e ueiia, y lo participará al Comisario interventor, poniéndose 

de acuerdo con él acerca del día y hora en que deba verificarse 
el reconocimiento que ha de preceder á la tasación.

Art 23. El Comisario Interventor participará al Alcalde dicho 
acuerdo y los nombres de los propietarios de las fincas que deben
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reconocerse para que sus Peritos concurran al acto del reconoci­
miento en el dia y hoi'a señalado.

Art. 24. Si algún Perito no asistiese al reconocimiento de la 
finca por cuyo propietario haya sido nombrado, se entenderá que 
se conforma con las operaciones del Perito ó Peritos del ramo de 
Guerra. Se exceptúa el caso de hallarse enfermo el Perito, lo cual 
deberá participar éste ó el propietario con oportunidad, y enton­
ces se dará al último un plazo de cinco días para que durante él 
se nombre otro Perito, sin admitirse más prórrogas ni reclama­
ciones.

Art. 25. Reunidos los Peritos en la localidad que debe expro­
piarse, la reconocerán y procederán á su medición, que dirigirá 
el Ingeniero Comandante ó el Oficial en quien delegue, á la que 
asistirá también el Comisario Interventor como representante del 
Estado. Los Peritos redactarán, para cada finca una relación en 
que se exprese con arreglo al art. "¿3 de la ley:

1. "* La situación, calidad, cabida total y linderos, la clase de 
terrenos que contenga cada finca, su naturaleza y producciones.

2. “ El pro.ducto en venta de cada finca por los contratos exis­
tentes, la contribución que por ella se pague, la riqueza imponi­
ble que represente y la cuota de contribución que le corresponda 
según los últimos repartos.

3. “ El modo con que la expropiación interesa á cada finca, ex­
presando la superficie que aquélla exija, y si no debiera ocuparse 
en totalidad, la forma y extensión de la parte ó partes restantes, 
y si es conveniente la expropiación total ó la conservación de su 
resto á favor del propietario, si así lo entiende el Perito de éste.

4. “ Cuando haya de destruirse un edificio ó las plantaciones 
de una finca, y resulten materiales ó despojos, se expresará si 
éstos han de quedar en beneficio del expropiado, para tenerlo en 
cuenta al hacer el justiprecio.

A esta relación acompañarán los Peritos un plano en que es­
tén detallados y acotados todos los accidentes que interesen á la
tasación en escala de '/j,» para las fincas rústicas ó */ioi para las
urbanas; pudiéndose prescindir de este plano sólo para la parte 
que no deba expropiarse, cuando la finca tenga una extensión 
mucho mayor que la que se debe ocupar, pero dándose en la re­
lación todas las noticias necesarias para suplir la falta de él; ó 
bien, si no pudiese prescindirse del plano para la parte que no haya 
de ocuparse, se presentará el de ésta en escalas menores que las 
indicadas arriba, que son las que fija la ley.

La relación y el plaño expresados serán revisados por el In-
TOMO II 0
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geniero que asista á las operaciones, el cual ordenará se corrijan 
los errores que pudiese notar hasta que, satisfecho de la exactitud 
de ambos documentos, pondrá en ellos el Vi»to bueno.

Si fuese el Perito del propietario sólo y no el del ramo de Guerra 
quien creyese necesario levantar el plano de la parte de finca que 
no haya de ocuparse, serán de cuenta del propietario á quien re­
presente aquél los gastos ocasionados por este trabajo, que tam­
bién será inspeccionado y visado por el Ingeniero que hubiese 
asistido á la tasación.

Art. 26. Los documentos citados se firmarán por todos los Pe­
ritos que hubiesen intervenido en su formación, y uniéndose las 
observaciones que cada uno creyese conveniente hacer, se remi­
tirán por el Ingeniero Comandante al Comandante general de In­
genieros, con su informe respecto á ellos y el comportamiento de 
los Peritos.

El Comandante general lo transmitirá al Capitán general con 
las observaciones que juzgue convenientes para que dicha auto­
ridad apruebe lo hecho, si lo cree procedente, y resuelva las dudas 
que pudieren haber ocurrido.

Art. 27. De las resoluciones del Capitán general, que se notifi­
carán á los interesados dentro del plazo de quince dias, á contar 
desde el de la notificación, se podrá reclamar al Ministerio de la 
Guerra, el cual resolverá en definitiva y sin ulterior recurso.

Art. 28. Los gastos ocasionados por estas operaciones y los ho­
norarios de los Peritos, según se previene en el art. 25 de la ley, 
serán de cuenta del ramo de Guerra, y con arreglo al mismo ar­
ticulo, no serán tenidos en cuenta para graduar el importe de la 
indemnización las construcciones, plantaciones, mejoras y labores 
que no sean de reconocida necesidad para la conservación del in­
mueble, realizadas después de la fecha en que se ultime este 
periodo.

CAPÍTULO IV 

Justiprecio.
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Art. 29. Una vez conocidas con exactitud todas las circunstan­
cias de cada finca que haya de expropiarse, se intentará, según 
dispone el art. 26 de la ley, su adquisición por convenio con el 
dueño, y para ello se formará por el Perito del ramo de Guerra 
una hoja de aprecio en que se exprese la cantidad alzada que cal­
cule debe abonarse al propietario de cada finca por ésta ó por la
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parte de ella que deba ocuparse, incluyendo todos los conceptos 
por los que deba ser indemnizado aquél y el 3 por 100 además 
como precio de afección que fija el art. 26 de la ley, debiendo que­
dar el propietario libre de toda clase de gastos.

El Perito manifestará las razones en que funda su propuesta, 
teniendo en cuenta todas las circunstancias que consten en los do­
cumentos expresados en el art. 25 de este Eeglamento, asi como 
los daños y beneficios que de la ocupación puedan resultar á la 
parte de finca que no hubiese de ser adquirida.

Art. 30. Las referidas hojas de aprecio se remitirán por el In­
geniero comandante al Gobernador militar de la provincia en que 
se halle la finca, á fin de que esta autoridad, por el conducto que 
estime conveniente, lo haga llegar á poder de cada interesado, exi­
giendo el enterado de ella. Desde la fecha de dicha formalidad se 
empezará á contar el plazo de quince días que fija la ley, para que 
cada propietario acepte ó rehúse la oferta, teniéndose por nula 
toda aceptación condicional.

Si en el término de tercero día no fuese habido el interesado, se 
insertará la hoja de aprecio en los edictos que se publicarán en los 
periódicos oficiales y se fijarán en los sitios de costumbre, seña­
lando un plazo que no baje de ocho días ni exceda de veinte para 
que se considere válida la notificación de las referidas hojas de 
aprecio.

Art. 31. En el caso de aceptación por el propietario, podrá to­
marse desde luego posesión de la finca, pagándose su importe como 
se hubiere convenido.

Si no contestase el propietario en el plazo marcado, se enten­
derá que acepta el ofrecimiento, y el ramo de Guerra tendrá de­
recho á ocupar la finca en los términos prevenidos en el párrafo 
anterior.

Art. 32. En uno fi otro de los casos á que se refiere el anterior 
artículo, no podrá exceder de seis meses el plazo para la entrega 
del precio á que se alude, pudiendo disponer el propietario de su 
finca si, pasado ese tiempo, no se le entrega ó deposita el importe 
del aprecio.

Art. 33. Si el propietario no aceptase la cantidad ofrecida, pre­
sentará al Gobernador militar de la provincia, dentro del plazo de 
los quince dias que la ley le da para contestar, una hoja de tasa­
ción en la que deberán tenerse en cuenta todas las circunstancias 
contenidas en los documentos que se expresan en el art. 25 de este 
Reglamento, explicándose con claridad las razones en que funda 
su valoración el Perito.



Los honorarios"que los Peritos devenguen en estas tasaciones  ̂
asi como el papel sellado en que se han de extender las hojas y 
cualquier otro g’asto que en ellas se ocasione, serán de cuenta de 
los propietarios.

Art. 34. El Gobernador militar de la provincia remitirá estas nue­
vas hojas de tasación al Ingeniero comandante de la plaza en que 
radique la finca que debe expropiarse, y éste dispondrá que forme 
otra el Perito del ramo de Guerra; y examinando ambas, las remi­
tirá al Comandante general de Ingenieros, informando sobre si los 
Peritos han incurrido en responsabilidad ó se han ajustado á lo 
que se previene en la ley y en este Keglamento.

Art. 35. Si están conformes las dos hojas de tasación, se enten­
derá fijado de común acuerdo el precio de la finca á que se refie­
ren; pero si no resultase igualdad entre las dos cifras de ambas, 
deberán reunirse los Peritos en un término que no podrá exceder 
de ocho dias para tratar de ponerse de acuerdo respecto á la ta­
sación.

Si hubiere avenencia, lo manifestará así al Ingeniero coman­
dante en un documento firmado por los dos en que conste la cifra 
en que se ha convenido.

Si no la hubiere, lo participará también por escrito; y caso de 
no haberlo hecho en el plazo do ocho dias fijado, se entiende que 
no han podido avenirse, y las diligencias seguirán la tramitación 
correspondiente.

Art. 36. En el caso indicado de no haber aveneneia podrá el 
ramo de Guerra, representado por los Cuerpos de Ingenieros y de 
Administración militar, tomar posesión de la finca con arreglo al 
articulo 29 de la ley, y empozar en ellas los trabajos cuando asi 
convenga, mediante el depósito de la cantidad á que asciende la 
tasación hecha por el Perito del propietario, ó por el del ramo de 
Guerra, en caso de que aquél no haya asistido ó no haya sido nom­
brado en tiempo hábil.

Este depósito se hará con las formalidades que establezca la 
legislación vigente en la época en que se efectúe; y el propietario 
tendrá derecho al abono del 4 por 100 anual, como interés de la 
cantidad á que ascienda aquel depósito, durante el tiempo que 
tarde en percibir el importe de la expropiación.

Art. 31. Si no hubieran podido ponerse de acuerdo los dos Pe­
ritos, el Ingeniero comandante lo participará al Comandante gene­
ral subinspector de Ing’enieros para su debido conocimiento y el 
Gobernador militar de la provincia. Este deberá entonces oficiar 
al Juez de primei’a instancia del partido á que pertenezca la propie-

—  84 —



—  &Ó —

;.í

dad, el cual, dentro de los ocho dias de haber recibido la comuni­
cación de dicho Gobernador, nombrará el Perito tercero, partici­
pando su aceptación á la citada autoridad militar, sin admitir ni 
consentir reclamación de ninguna especie con arreglo al art. 31 de 
la ley.

El Perito tercero deberá reunir las condiciones que, según la 
clase de finca que haya de expropiarse, se exigen á los nombrados 
por los propietarios en el art. 21 de la ley y 19 del Reglamento.

Art. 38. El Gobernador militar de la provincia, mientras se 
hace por el Juez la designación del Perito tercero, reunirá los da­
tos que se mencionan en el art. 32 de la ley, y todo lo demás que 
juzgue oportuno, dirigiéndose para obtenerlos á los dueños de las 
fincas, á las oficinas de Hacienda pública, al Registro de la propie­
dad, y, en general, á todos los centros oficiales que puedan sumi­
nistrarlos.

Art. 39. El Perito tercero desempeñará su cargo ciñéndose es­
trictamente á lo prevenido en el art. 33 de la ley, y teniendo en 
cuenta todos los datos mencionados en el artículo anterior, á cuyo 
efecto el Gobernador militar deberá entregarlos tan pronto como 
los tenga reunidos.

Art. 40. El expediente de expropiación lo constituirán para 
cada una de las fincas en cuya tasación hubiese resultado discordia.

1. ” Las delaraciones de los Peritos en que consten los datos 
que se mencionan en los artículos 23 de la ley y 25 de este Regla­
mento, con las observaciones que puedan baber hecho los Peritos 
y los informes que sobre ellas hubiere remitido el Ingeniero co­
mandante, según lo prevenido en el art. 20.

2. ° La oferta que se hubiere hecho al propietario para adquirir 
su finca, según la hoja de aprecio redactada por el Perito del 
ramo de Guerra, al tenor de lo preceptuado en el art. 29 de este 
Reglamento.

3. “ Las hojas de tasación formadas por los Peritos de las partes 
con arreglo á lo prevenido en los artículos 30 y 34, y en vista de 
la negativa del propietario á admitir la oferta hecha por el ramo 
de Guerra.

4. “ Los datos que se mencionan en el art. 32 de la ley y 38 de 
este Reglamento y la hoja de tasación formada en su vista por el 
Perito tercero.

Y Todos los demás datos, noticias y documentos que dicha 
Autoridad crea oportuno agregar para la mayor ilustración del 
asunto.

Art. 41. Cuando el Gobernador militar reciba la tasación del



Perito tercero, que deberá entregarla á dicha Autoridad, remitirá 
el expediente al Capitán general, el cual, teniendo en cuenta lo que 
resulte de él, y oVendo á los interesados si lo considerase necesa- 

y precisamente á la Comisión provisional, determinará dentro 
del plazo de treinta dias la cantidad que debe abonarse al propie­
tario en caso de discordia sobre la tasación de su finca.

La resolución del Capitán general habrá de ser motivada y 
contendrá la exposición clara y precisa del resultado del expediente 
y de las razones y fundamentos que sirvan de base á la valoración, 
y para hacerlo asi consultará aquella Autoridad, si lo estimase 
oportuno, al Comandante general Subinspector de Ingenieros, In­
tendente y Auditor del distrito.

La referida resolución se pondrá en conocimiento de los propie­
tarios y del Comandante general subinspector de Ingenieros é In­
tendente militar, quienes lo harán saber al Ingeniero Comandante 
y al concesionario interventor que hayan de darla cumplimiento.

Art. 42. El propietario, dentro del plazo de diez dias, á contar 
desde el de la notificación de la providencia dictada, habrá de con­
testar manifestando si se conforma ó no con lo resuelto.

En el primer caso, la resolución consentida se publicará en el 
Boletín Oficial de la provincia.

En el segundo caso, el propietario podrá usar del derecho de 
alzada por la vía gubernativa ante el Ministerio de la Guerra den­
tro del término de treinta dias con arreglo al art. 85 de la ley; 
pero si dejase transcurrir este plazo sin hacer uso de su derecho, 
se entenderá que acepta la resolución adoptada por la expresada 
Autoridad.

Art. 43. El Gobierno, representado por el Ministro de la Guerra, 
resolverá sobre los recursos que se mencionan en el artículo ante­
rior dentro del plazo de treinta dias, y la Real orden que recaiga 
ultimará la vía gubernativa.

Dicha Real orden se notificará á las partes interesadas, y si 
fuese consentida por ellas, será firme.

Art. 44. Conti’a la resolución del Gobierno cabe recurso con- 
tencioso-administrativo en el plazo y por las causas que determina 
el último párrafo del art. 35 de la ley.

El Real decreto-sentencia que recaiga pondrá fin al expediente 
de justiprecio en la forma que previenen las leyes.

Art. 45. Para las notificaciones á que se refieren los diversos 
artículos de este Reglamento regirán las reglas siguientes:

Cuando los interesados en la expropiación residiesen en los 
pueblos en cuyos términos radiquen las fincas, la notificación será
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personal ó por medio de cédula dejada en su domicilio por el Se­
cretario del Ayuntamiento ante dos testigos.

Si en el domicilio de algún interesado no hubiese quien reco­
giese la cédula, quedará cumplido el requisito legai con entre­
garla al Sindico del Ayuntamiento, publicándose la diligencia por 
edicto, que se fijará en los sitios de costumbre de la localidad.

En cuanto á los j)ropietarios ausentes ó forasteros, se entende­
rán dichas diligencias con sus administradores, apoderados ó re­
presentantes legítimos.

Si alguno ó algunos no tuviesen apoderados ó administradores 
en el pueblo en que radiquen las fincas, se les requerirá por edic­
tos á fin de que los designen, publicándose dichos edictos en los 
periódicos oficiales, y fijando plazo para verificar la designación, 
que no será menor de ocho di as ni excederá de veinte; en el con­
cepto de que, si transcurrido el plazo señalado, no se hubiese 
nombrado apoderado, se considerará válida toda notificación que 
se dirija al Sindico del Ayuntamiento.

CAPÍTULO V 

Pago y toma de posesión.
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Art. 46. A fin de que tenga el debido cumplimiente lo precep­
tuado en el art. 5.“ de la ley, los registradores de la propiedad 
están obligados á facilitar á los Gobernadores militares cuantas 
noticias sean necesarias para conocer el verdadero dueño de cada 
finca.

Art. 47. Para la indemnización de fincas expropiadas, según lo 
convenido, se fijará anualmente en los presupuestos la cantidad 
que el Gobierno de S. M. disponga, á propuesta del Director ge­
neral de Ingenieros.

Art. 48. Ultimadas las diligencias relativas al justiprecio de 
las fincas que hubiesen de ser expropiadas para la ejecución de 
una obra ó servicio á cargo del ramo de Guerra, segiin las re­
glas prevenidas en el capitulo anterior, el Capitán general remi­
tirá el expediente de justiprecio al Intendente del distrito para 
que, en los términos reglamentarios, se expidan oportunamente 
los libramientos para el pago del importe de la expropiación de 
las fincas comprendidas dentro de cada término municipal á que 
se refiere el expediente, á excepción de aquellas cuyo importe 
hubiese sido abonado por la urgencia de la ocupación, bien con la 
conformidad de los interesados en los casos 26 de la ley y 29 de



este Regiamente, bien mediante el depósito á que se refiere el 29 
de la ley y 36 de este Reglamento, por no haber mediado esta 
conformidad.

Art. 49. En la expedición de los libramientos que se mencionan 
en el artículo anterior, se seguirán las reglas establecidas en el 
Reglamento de obras del Cuerpo de Ingenieros y disposiciones 
que rijan sobré el particular.

Art. 50. Recibidos los libramientos referentes á la expropia­
ción en la Pagaduría del material de Ingenieros correspondiente, 
y hecho efectivo por el Pagador á cuyo favor se hubiese exten­
dido, se señalará por el Comisario de Guerra Interventor el dia 
en que se haya de proceder al pago, lo cual se anunciará en el 
periódico oficial de la provincia con la debida anticipación, dán­
dose también el oportuno aviso á cada Alcalde de los términos 
municipales correspondientes, á los que se remitirán listas de los 
interesados de cada término.

Cada Alcalde se dirigirá individualmente á éstos dándoles co­
nocimiento del día, hora y local que se hubiere señalado para 
el pago.

Art. 51. En el día y hora y punto designado se reunirán ei 
Alcalde ó Alcaldes, el Pagador y el Comisario interventor del 
material de Ingenieros, el Secretario del Ayuntamiento y los 
interesados que hubieren acudido al llamamiento, y se procederá 
al pago de las cantidades que á cada uno de éstos corresponda por 
el orden en que constaren dichos interesados en la lista remitida 
por el Comisario de Guerra.

Los pagos se harán en metálico, y precisamente á los que sean 
dueños reconocidos de las fincas expropiadas ó sus legítimos re­
presentantes autorizados en forma legal.

El Alcalde autorizará con el sello de la Alcaldía las firmas de 
los que pongan el 7'ecibí en las hojas correspondientes de valo­
ración.

Art. 52. No se admitirá á ninguno de los interesados protesta 
ni observación alguna al firmar el recibo de la cantidad que le co­
rresponda, cuyo recibo habrá de constar por lo tanto lisa y llana­
mente en la hoja respectiva.

En caso de que algún particular tuviese algo que exponer, se 
suspenderá el pago de su expropiación, reservándosele el derecho 
de entablar ante el Capitán general la reclamación que considere 
del caso.

Art. 53. Terminado el pago, se redactará por el Secretario del 
Ayuntamiento un acta en que consten todos los incidentes ocurrí-
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dos, asi como todas las circunstancias que se mencionan en el ar­
ticulo d9 de la ley, en virtud de las cuales haya dejado de hacerse 
e abono de alguna ó algunas de las propiedades comprendidas en 
el expediente.

El acta irá firmada por el Alcalde, el Pagador, el Comisario de 
Guerra interventor y el Secretario del Ayuntamiento, y de ella 
se dará una copia al Alcalde.

Las copias de las hojas de valoración autorizadas por el Comi­
sario de Guerra linterventor se considerarán como documentos 
auténticos para los efectos de la inscripción en el Kegistro de la 
propiedad, seg-ún lo establecido en el art. 8.” de la ley hipotecaria 
y los Registradores tendrán por lo tanto el deber de inscribirlas 
aunque en las traslaciones correspondientes no hubiere mediado 
escritura publica.

Art. 54. Las cantidades que resulten para satisfacer, en virtud 
de las causas previstas en el art. 39 de la ley, se depositarán en 
la Caja general de Depósitos ó en sus sucursales de las provincias 
mediante el oportuno resguardo, y quedarán á disposición dei In­
tendente del distrito, para que puedan irse entregando á los res­
pectivos interesados á medida que se resuelvan las cuestiones 
que motivaron el depósito.

Art. 55. Cuando, en virtud de lo previsto en el art. 31 y es­
tando ya determinado el importe de la finca ó fincas que se’hayan 
de expropiar, conviniere al ramo de Guerra ocupar una ó varias 
de éstas antes de ultimarse el expediente de expropiación, el In­
geniero encargado de las obras lo propondrá á sus Jefes, oportuna 
y razonadamente, y si al llegar la petición al Capitán general, 
este la juzgara atendible, dará sus órdenes al Intendente del dis- 
trito para que se expida lo más pronto posible el libramiento de 
a cantidad correspondiente á favor del Pagador respectivo y tan

entregará su importe al própieta-
íusttpic“
sin que convenga la ocupación de una propiedad
sin habeise determinado definitivamente el importe de la expro­
piación, según lo prevenido en el art. 36, el Capitán general lo 
pondrá en conocimiento del Intendente del distrito, para que se 
expida cuanto antes el libramiento de la cantidad que constase 
como importe de la expropiación en la valoración del Perito del 
propietario, o en su defecto, del de el ramo de Guerra.

n este caso, también se extenderá el libramiento á favor del 
Pagador respectivo; pero éste dejará depositado su importe en la
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Caja general de Depósitos ó en sus sucursales de las provincias, 
mediante el oportuno resguardo.

Art. 56. El pago de la expropiación de toda finca que hubiere 
sido ocupada, mediante el depósito del importe de la tasación he­
cha por el Perito del dueño ó del de la Administración, en defecto 
de aquél, con arreglo al art. 36, se hará asi que recaiga sobre el 
litigio la resolución final, bien por la via gubernativa ó por la con­
tenciosa, y para ello el Capitán general dará las instrucciones ne­
cesarias cara que se entregue al interesado la parte que le corres • 
ponda, reintegrando el resto al Tesoro, con arreglo á los Kegla- 
mentos de contabilidad.

Art. 57. Una vez hecho el pago de la expropiación en cual­
quiera de los casos mencionados en la ley y este Reglamento, ó 
hecho el depósito á que se refiere el art. 36, el Cuerpo de Adminis­
tración militar, en representación del ramo de Guerra, tomará 
desde luego posesión de los terrenos ó fincas expropiadas, con las 
formalidades legales.

Art. 58. Si al empezar una obra ó durante su ejecución se re­
conociere la necesidad de ocupar mayor extensión de terreno que 
la que se hubiere calculado al hacer la expropiación, se abonará 
el importe de la parte que haya de ocuparse de más, .con arreglo 
á lo prescrito en el art. 42 de la ley.

Art. 59. En caso de que no hubieran de ejecutarse las obras 
que hayan exigido la expropiación, el Gobernador militar de la 
provincia, por conducto de la autoridad local, lo hará saber á los 
dueños de las fincas expropiadas, para que en el término de un 
mes, que les concede el art. 43 de la ley, manifiesten si quieren 
recobrar las fincas, devolviendo las sumas que recibieron por 
ellas.

En caso afirmativo se hará la devolución, previa entrega de 
dichas cantidades, en la Caja general de Depósitos ó sucursal de 
la provincia.

En caso negativo, ó en el de que transcurriese sin contestación 
el plazo señalado, se entregarán las fincas al ramo de Hacienda, 
si el de Guerra no pudiese de ningún modo utilizarlas.

Art. 60. Los mismos procedimientos se observarán cuando las 
fincas quedasen sin aplicación por haber terminado el objeto de la 
expropiación, ó si, después de terminadas las obras, resultasen al­
gunas parcelas sobrantes que no fuesen de las cedidas por conve­
niencia del propietario, á pesar de ser indispensables para las 
obras; entendiéndose por parcela, según el art. 41 de la ley, en 
las fincas urbanas, toda porción mayor de tres metros que resulte
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insuficiente para edificar, con arreglo á las Ordenanzas municipa- 
les, y en las fincas riisticas, cuando la porción de terreno sea de 
corta extensión y de difícil y costoso aprovechamiento, á juicio de 
Peritos.

Art. 61. En cuanto á las notificaciones que hubieren de hacerse 
á los diversos interesados para llevar á debido efecto lo prevenido 
en el presente capitulo, se estará á lo dispuesto en el art. 45 de 
este Eeglamento y 6.“ de la ley.

— 91 -

CAPITULO VI

De las ocupaciones temporales.

Art. 62. El ramo de Guerra podrá imponer sobre las propieda­
des particulares la servidumbre de ocupación temporal, siempre 
que fuese necesario para la ejecución de las obras previamente 
declaradas de utilidad pública, y para la de las que se hallen ex­
ceptuadas de esta formalidad por el art. 11 de la ley de expropia­
ción en los casos y con los requisitos que se exigen en el art. 3.® 
de la mencionada ley y artículos correspondientes de este Ee<>-la- 
mento. ®

Art. 63. Cuando sea necesaria la ocupación temporal de una 
finca con objeto de practicar reconocimientos ú operaciones, 
reunir datos para la formación de proyectos ó replanteos de obras, 
etcétera, lo manifestará el Ingeniero comandante al Gobernador 
militar de la provincia para que esta autoridad expida un docu­
mento dirigido á las autoridades locales, con el fin de que se 
presten toda clase de auxilios, y muy especialmente que se ob­
tenga el permiso de los propietarios para pasar por sus fincas, de 
conformidad con lo preceptuado en el art. 57 de la ley.

En casos de esta naturaleza los perjuicios que se puedan ori­
ginar al propietario y el importe de la indemnización se valuarán 
por dos prácticos nombrados el uno por el Jefe de las operaciones 
y el otro por el propietario, y se abonarán á éste inmediatamente 
el importe de la tasación. Si no hubiere conformidad entre ellos, 
el Alcalde del pueblo nombrará un tercero que decidirá; pero am­
bas partes podrán recurrir sobre su tasación al Gobernador militar 
de la provincia.

Art. 64. Si el propietario opusiere resistencia injustificada á 
conceder el permiso para entrar en sus fincas, ó si después de 
determinados los perjuicios insistiere en su negativa, dará el Al­



calde parte al Gobernador militar, quien adoptará las disposicio­
nes oportunas para hacer cumplir lo prescrito en la ley.

Art. 65. Se indemnizará al dueño de los terrenos por el tiempo 
que dure la ocupación, asi como por los daños y perjuicios de toda 
clase que se le puedan irrogar.

Art. 66. Siempre que se haya de ocupar una finca se hará cons­
tar por Perito el estado de la misma, para evitar dudas cuando 
se trate de valorar los daños causados en ella.

Para estos reconocimientos se citará al propietario, y de no 
concurrir, se le remitirá copia del acta que se levante.

Art. 67. Cuando fuere posible fijar de antemano la importan­
cia y duración de la ocupación temporal, antes de que ésta tenga 
efecto, so intentará un convenio con el propietario acerca del im­
porte de la indemnización, y con este objeto el Ingeniero coman­
dante, de acuerdo con el Comisario Interventor, determinará la 
cantidad que considere justa, y el último hará la oferta de ella al 
propietario, dándole el plazo de diez dias para que conteste lisa y 
nanamente si acepta ó rehúsa la oferta.

Art. 68. En el caso de aceptación se hará el pago de la canti­
dad, y la finca podrá ser ocupada desde luego, sin que tenga de­
recho el propietario á hacer reclamación alguna.

Si el propietario no contestase en el plazo marcado, se enten­
derá que acepta el ofrecimiento hecho y se ocupará la finca, pre­
vio el pago de la citada cantidad.

Si contestase no aceptando el ofrecimiento, se procederá á la 
tasación de los daños y perjuicios del modo que se expresa en los 
artículos 34 al 42 de este Eeglamento.

Art. 69. Cuando no fuere posible señalar de antemano la im- 
poi’tancia y duración de la ocupación temporal, ó los daños que 
con ella se pudieran causar á la finca, se intentará, por el medio 
que se expresa en el art. 67, un convenio con el propietario para 
fijar una cantidad alzada, suficiente á responder del importe de 
la indemnización.

Si se llegase á un acuerdo, se depositará la cantidad fijada en 
la Caja general de Depósitos ó sucursal de la provincia, para res­
ponder de su abono cuando, terminada la ocupación, pudieran 
apreciarse los daños con exactitud.

En caso de desacuerdo, se nombrarán Peritos para determinar 
la suma que deba depositarse, precediéndose para ello en térmi­
nos análogos á los que se fijan en el art. 55 de este Reglamento.

Art. 70. Terminadas las obras en totalidad ó en la parte que 
afecten á los terrenos ocupados temporalmente, se procederá á
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Ajar la indemnización que en deñnitiva haya de abonarse por la 
ocupación, deterioros, daños y perjuicios; intentándose ante todo 
un convenio con el propietario para Ajar el importe de dicha in­
demnización, á cuyo An se procederá como determina la ley y 
este Reglamento para los análogos de la ocupación permanente.

Si el propietario rehusare la avenencia, se hará la tasación 
por Peritos, con trámites análog’os á los prevenidos para la ex­
propiación, hasta ultimar el expediente, teniéndose en cuenta 
además en estas tasaciones lo prescrito en el art. 60 de la ley y la 
facultad que por el mismo se concede á la Administración de pedir 
la expropiación completa de la Anca en el caso prescrito en el 
mismo articulo.

Al t. 71. Para los pagos y para los depósitos que hubieren de 
constituirse, con el objeto de satisfacer las indemnizaciones por 
ocupaciones temporales, se sujetará la Administración militar á 
lo preceptuado en el capitulo IV de este Reglamento, respecto á 
las ocupaciones permanentes.

Art. 72. Cuando la ocupación tenga por objeto la extracción 
de materiales, además del importe de la ocupación, se abonará al 
propietario, si asi procede, el valor de los materiales extraídos, 
con arreglo á las reglas siguientes;

Si los materiales consistiesen en grijo, grava, arena, piedras ó 
cantos sueltos ú otros análogos, sólo se abonará la indemnización 
que corresponda por los daños y perjuicios que por su extracción 
se ocasionen en el terreno; pero no se pag’ará nada por el valor 
de los mismos mientras no se pruebe clara y terminantemente por 
el propietario qne con anterioridad á la aprobación del proyecto 
de la obra se explotaban aquellos materiales de un modo regular 
para una industria cualquiera, por cuyo ejercicio se pagaba la 
correspondiente contribución.

No bastará, por lo tanto, para declarar procedente el abono del 
valor de los materiales el que en algún tiempo hayan podido uti­
lizarse algunos con permiso del dueño ó mediante una retribución.

Art. 73. Cuando, con arreglo á lo dispuesto en el articulo an­
terior, se proceda al abono del valor de los materiales, se Ajará el 
precio de la unidad por procedimientos análogos á los que se 
.siguen para graduar la indemnización correspondiente á la ocu­
pación temporal, llevándose cuenta por los medios que se con­
venga del número de unidades que se extraigan para abonar su 
importe al terminarse las obras ó en los plazos y forma que se 
estipule.

Art. 74. Cuando sea preciso abrir canteras en una propiedad
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para emplear la piedra que produzca, se ocupará el espacio que 
sea necesario, y sólo se abonará lo que proceda por la ocupación 
y los perjuicios consiguientes, á no ser que acredite el propieta­
rio, según se expresa en el art. 61 de la ley, que los materiales de 
que se trata tienen su valor conocido en el mercado, y que ha sa­
tisfecho la qpntribución de subsidio correspondiente á la industria 
que por razón de su explotación ejerza en el trimestre anteidor al 
en que se determina en el art. 73.

Art. 76. Si la explotación de una cantera constituyese para su 
dueño una industria, por la que pagase contribución con anterio­
ridad al menos de un trimestre á la fecha en que se le notiñcare 
la necesidad de extraer de ella materiales para las obras de utili­
dad piiblica, se encargará el propietario de abastecer las obras de 
la piedra que se necesite, abonándole por unidades el precio que 
se convenga, que no deberá nunca exceder del que tuvieran 
aquellas unidades en el mercado.

Si el dueño de la cantera no pudiese surtir á las obras, se hará 
la explotación por cuenta de las mismas, abonándole una indem­
nización que se fijará de común acuerdo, y en caso de no ave­
nirse, por medio de Peritos prácticos nombrados por ambas par­
tes, debiendo en caso de discordia nombrar el tercero el Juez de 
primera instancia, como se previene para la expropiación de las 
fincas en el art. 37.

Art. 77. Para la extracción de materiales necesarios á la repa­
ración y conservación de una obra declarada de utilidad pública, 
podrán expropiarse en todo ó en parte las canteras que los produz­
can, mediante los trámites y formalidades que para la ocupación 
permanente se previene en la ley y en este Eeglaniento.
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CAPITULO ADICIONAL 

Disposiciones transitorias.

Art. 78. Si al publicarse el presente Eeglamento hubiere algún 
expediente siguiendo los trámites de la ley de 10 de Enero de 1879, 
con arreglo á lo dispuesto en la Eeal orden de 31 de Diciembre 
del mismo año, se pasará dicho expediente en el estado en que se 
halle al Gobernador militar de la provincia respectiva por el Go­
bernador civil de la misma, con objeto de que continúe su tramita­
ción, según se dispone en este Eeglamento.
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e)  expropiación en el ramo de marina

Real decreto de 19 de Febrero de 1891.— Seglamento para la aplica­
ción al ramo de Marina de la ley de 10 de Enero de 1879 sobre 
expropiación forzosa.

CAPITULO PRIMERO 

Casos de expropiación por la Marina.

Articulo l.° En virtud de lo que se dispone en el art. 2.® de la 
ley de 10 de Enero de 1879, habrá lugar á la expropiación forzosa:

1. ” De los terrenos necesarios para el establecimiento de arse­
nales, astilleros, varaderos, diques, muelles, fábricas, talleres y 
almacenes para el servicio de la marina militar.

2. “ De los necesarios para modificar y mejorar el régimen de 
los puertos y arsenales militares, ó para obras complementarias ó 
auxiliares de las que ya existan para el servicio de la Marina.

3. " De los necesarios para la construcción de baterías y pues­
tos fortificados, ó para aumentar y completar la defensa de los 
arsenales, astilleros y establecimientos que tenga la Marina mili­
tar á su exclusivo cargo.

4. “ De los que convenga ocupar con estaciones de torpedos.
5. “ De los necesarios para abrir canales interiores que den 

paso á los buques de guerra, ó para la construcción de caminos 
i’ápidos y seguros entre cada arsenal ó establecimiento militar de 
la Marina, y los puertos próximos justificados ó las vías generales 
de comunicación.

6. “ De los necesarios para la instalación, fomento y desarrollo 
de pesquerías, parques de piscicultura y demás industrias marí­
timas, para cuyó establecimiento ó disfrute deba preceder con 
arreglo á las leyes la concesión del Ministerio de Marina.

T.“ De los edificios, construcciones, servidumbres, plantacio­
nes y explotaciones de cualquier especie situados en los terrenos 
comprendidos en los casos anteriores.

8.“ De los terrenos necesarios para el establecimiento de cuar­
teles, hospitales y campos de instrucción para las tropas de Marina, 
y para abrir caminos y vias de comunicación que á ellas conduz­
can, asi como de los edificios, construcciones, plantaciones y ex­
plotaciones de cualquier especie que en dichos terrenos existan.
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9.“ De los necesarios para establecimientos de lineas y estacio­
nes telegráficas ó telefónicas para el servicio militar de Marina.

Art. 2.® Los poseedores de edificios, construcciones, plantacio­
nes ó explotaciones de cualquier especie, situados dentro de la 
zona maritima terrestre, en virtud de concesiones otorgadas con 
carácter permanente y que deban expropiarse por estar com­
prendidos en los puntos 1.", 2.", 3 °, 5.", 6.", 7.® y 8.® del art. 1.®, 
sólo tendrán derecho á ser indemnizados del valor material de 
las obras y mejoras ejecutadas sobre dichos terrenos conforme á 
lo que dispone el articulo 5." de la ley vigente de Puertos (1).

Xo tendrán derecho á indemnización de ninguna clase los que 
hubiesen sido autorizados para edificar, construir ó utilizar los 
terrenos situados dentro de la zona marítima con cualquier otro 
aprovechamiento, si las concesiones ó autorizaciones que al efecto 
obtuvieron contienen la cláusula de dejarlos libres y desembara­
zados cuando fuesen necesarios para el servicio público ó de la 
Marina militar.

Art. 3." Los poseedores de edificios, construcciones, plantacio­
nes y explotaciones de cualquier especie, situados dentro de la 
zona maritima terrestre, en virtud de concesiones otoi-gadas con 
carácter temporal y que deban expropiarse por estar compren­
didos en los puntos L®, 2.", 3.“, 5.", 6.", 7.® y 8.” del art. l.°, sólo 
dispondrán libremente de los materiales empleados sin derecho á 
indemnización con arreglo á lo que dispone el art. 41 de la vigente 
lev de Puertos.

CAPITULO II
Declaración de utilidad pública.

Art. 4.® Aprobado por el Ministerio de Marina el proyecto de 
una obra que exija expropiación forzosa, se remitirá por el Capi­
tán general del Departamento al Comandante general del Depar­
tamento ó al Comandante de Marina de la provincia en cuya de­
marcación haya de realizarse la obra, la parte del proyecto nece­
saria para dar idea precisa de su objeto y del terreno que se ha

(1) íiey de Puertos de 7 de Mayo de 1880:
Art. 5." Pertenece al Estado todo lo que el mar arroje á la orilla y 

no tenga dueño conocido. La Hacienda pública se incautará de ello 
previo inventario y justiprecio, quedando responsable á las reclamacio­
nes de tercero y al pago de los derechos y recompensas de hallazgo y 
salvamento con arreglo á lo prescrito en las leyes y Reglamentos.



de expropiar, con el fin de que sirva de base á la información pú­
blica A que se refiere el párrafo segundo del art. 13 de la ley de 
expropiación.

Si la obra estuviera comprendida dentro de dos ó más provin­
cias marítimas, la información podrá hacerse en ellas sucesiva ó 
simultáneamente; y en este caso se sacarán tantas copias de la 
referida parte del proyecto cuantas sean las provincias para re­
mitir una á cada Comandante de Marina.

El Comandante del arsenal ó los de Marina dispondrán qiie en 
los periódicos oficiales se publiquen los correspondientes anuncios 
á los fines y por el plazo que fije la ley en el párrafo y articulo 
antes citado.

El Ministro de Marina hará insertar igual anuncio en la 
Gaceta de Madrid, poniéndose á disposición del piiblico en el 
local que se designe otro ejemplar de la parte del proyecto que 
sea necesaria.

Art. 5." Transcurrido el plazo fijado para oir reclamaciones en 
la información pública, el Comandante del arsenal ó los de las 
provincias remitirán los expedientes al Capitán general, quien 
pedirá informes, si lo creyese oportuno, al Comandante de Inge­
nieros del arsenal, al Intendente de Marina y al Auditor del De­
partamento, elevando después dichos expedientes ó informes con 
el suyo, al Ministerio.

El Ministro de Marina, después de oir á las Corporaciones que 
corresponda, resolverá sobre la declaración de utilidad pública 
por medio de un Eeal decreto, cuando la obra haya de ser costeada 
ó auxiliada con fondos generales, para cuya distribución esté pre­
viamente autorizado por la lej', ó formará, para presentarlo á las 
Cortes, el proyecto de ley correspondiente, si la obra hubiese de 
ser costeada con fondos del Estado, ó cuando, sin concurrir estas 
circunstancias, lo exija su importancia, Ajuicio del Gobierno, todo 
con arreglo al art. 10 de la ley de 10 de Enero de 1879.

Art. 6.“ Según lo preceptuado en el art. 11 de la misma ley, se 
exceptúan de las formalidades de la declaración de utilidad pú­
blica las obras del Estado que formen pai'te do un plan general de 
construcción que haya sido objeto de una ley, y toda otra obra, 
cualquiera que sea su clase, cuya ejecución hubiere sido autori­
zada por una ley ó e.stuviere designada en las especiales de aguas 
y puertos dictadas ó que se dicten en lo sucesivo.
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CAPITULO III
Declaración de la necesidad de ocupar un inmueble.

Art. 7.® Hecha la declaración de utilidad pública, si ésta fuese 
necesaria, el Comandante de arsenal ó provincia marítima que 
reciba aprobado el proyecto de una obra que exija expropiación, 
procederá el primero á nombrar, ó solicitar el segundo, del Capitán 
general se nombre Ingeniero que forme estado ó relación deta­
llada de las fincas ó porciones de ellas que deban expropiarse, en 
el que ha de constar sus limites y los d,Titos que baya podido obte­
ner sobre quiénes sean sus propietarios, administradores, colonos 
ó arrendatarios, con todas las demás noticias ii observaciones que 
se juzguen convenientes. Si las fincas que hubieran de expro­
piarse pertenecieran á más de un término municipal, se formará 
una relación para cada término.

A estas relaciones se acompañará un plano de la escala conve­
niente que represente la planta do la obra aprobada, eú el que se 
señalarán con diferentes tintas las fincas ó partes de ellas que en 
cada término municipal deban expropiarse.

Art. 8.“ También cuando se trate de servicios ó concesiones 
que no exijan la ejecución de obras, al oficio en que se h.aga pre­
sente la necesidad de la expropiación de alg'ún inmueble, se acom­
pañarán las relaciones y planos indicados en el articulo anterior.

Art. 9.® El plano y relaciones de que hablan los dos artículos 
precedentes se entregarán por el Ingeniero comisionado al Co­
mandante del Arsenal ó al de Marina de la provincia, dirigiéndose 
por el que los reciba al Capitán general, quien ordenará la forma­
ción del oportuno expediente justificativo sobre la necesidad déla 
expropiación.

Art. 10. A este efecto, el Capitán general devolverá el plano 
y relaciones, con copia de la ley ó Real decreto en que se hubiere 
hecho la declaración de utilidad pública, al Comandante del Ar­
senal ó de la provincia marítima en que haya de hacerse la expro­
piación, cuyos jefes procederán en los términos que marcan los 
artículos siguientes.

Art. 11. El que de ellos deba conocer del expediente, remitirá 
dentro do tercero día á cada Alcalde, con arreglo al art. 16 de la 
ley, relación nominal de las fincas que hayan de expropiarse en­
clavadas en su jurisdicción, y de la residencia de los propietarios, 
administradores, colonos ó arrendatarios de las mismas, para que



se hagan las oportunas comprobaciones con el padrón de riqueza 
y con los datos del Registi-o de la propiedad, si fuere necesario, y 
se rectifiquen los errores que pueda tener aquella relación.

El Comandante del Arsenal ó de la provincia marítima seña­
lará á cada Alcalde un plazo, que no excederá de quince dias, 
para devolver la referida relación, comprobada y rectificada en 
todos los extremos que comprende el párrafo anterior, con las de­
más noticias que les consten, á fin de que, en cuanto sea posible, 
no quede propiedad alguna de las comprendidas en aquella rela­
ción sin que aparezca cuáles sean los interesados ó sus represen­
tantes con quienes hayan de entenderse los Jefc.s de Marina en las 
dilig’encias relativas á la expropiación.

Art. 12. El Jefe de Marina que reciba las relaciones rectifica­
das de los Alcaldes, las revisará y decidirá los casos dudosos, ó 
dispondrá se completen, si le parecieren deficientes ó indetermi­
nadas. Al efecto, pedirá los datos que necesitare al Gobierno civil 
de la provincia, á los Registradores de la propiedad ó á otras de­
pendencias, y ordenará, si, apurados todos los recursos, no se 
conociere al propietario de un inmueble ó se ignorase se para­
dero, la publicación en el Boletín Oficial de la provincia y Gaceta 
de Madrid del acuerdo ó decreto relativo á la expropiación de la 
finca, según dispone el párrafo tercero del art. 5.“ de la ley, dando 
aviso al Fiscal de la Audiencia.

Igual conocimiento deberá dársele cuando el propietario de un 
inimieble, por su edad ú otra circunstancia, estuviere incapaci­
tado para contratar y no tuviere curador ú otra persona que le 
represente, ó la propiedad fuere litigiosa, todo con arreglo al pá­
rrafo segundo del mismo artículo.

Art. 13. Fijada definitivamente la relación de los interesados 
en la expropiación que ha de efectuarse en cada término munici­
pal, el Comandante del Arsenal ó el de Marina dispondrán que en 
uno de los tres dias siguientes se anuncie aquélla en el Boletín 
Oficial de la provincia, señalando para reclamar contra la necesi­
dad de la ocupación, un plazo que no deberá bajar de quince días 
ni exceder de treinta.

Art. 14. Los interesados dirigirán sus reclamaciones, verbal­
mente ó escritas, al Alcalde del pueblo en cuyo término x-adiquen 
las fincas, que versarán únicamente sobre la necesidad de la ocu­
pación que se intente, desechándose todas las que se refieran á la 
utilidad de las obras ó servicios. En caso de ser verbal alguna re­
clamación, el Alcalde levantará acta de la misma, autorizada por 
el Secretario del Ayuntamiento.



Dentro de los dos días siguientes al en que termine el plazo para 
la admisión de reclamaciones, cada Alcalde remitirá al Coman­
dante del Arsenal, ó al de Marina de la provincia, el expediente 
relativo á su término, acompañando un indice de los escritos y 
actas de las reclamaciones que aquél contenga.

Art. 15. Estos expedientes se elevarán sin demora al Capitán 
general, que, previos los informes del Comandante de Ingenieros 
del Arsenal, del Intendente, y oyendo por conducto del Goberna­
dor civil el dictamen de la Comisión provincial, resolverá, previo 
también el informe del Auditor del Departamento, en los casos 
que entrañen cuestiones de Derecho, dentro del plazo de quince 
dias, y con arreglo á lo dispuesto en el art. 18 de la ley, acerca de 
la necesidad déla ocupación de todas ó de algunas de las fincas, 
ó bien propondrá á S. M. la resolución que crea más oportuna.

Si por los informes emitidos no pudiese resolver el Capitán 
general en el plazo marcado de quince dias, se justificará su causa 
en el expediente.

Art. 16. La resolución del Capitán general se publicará en el 
Boletín Oficial de la provincia en que radique el inmueble que se 
trata do expropiar, notificándose individualmente además á los 
interesados.

Contra dicha resolución se admitirá, dentro de los ocho días 
siguientes al de la notificación de ella, el recurso de alzada al Mi­
nistro de Marina, con arreglo al art. 19 de la ley.

Art. 17. La instrucción de los expedientes sobre la necesidad 
de la ocupación de las propiedades y su resolución final, no se 
suspenderá en ningún caso por las diligencias que, según el ar­
ticulo 5.° de la ley y 12 de este Reglamento, hayan de practicarse 
en averiguación de los dueños de las fincas que no los tengan co­
nocidos, ó de los curadores ó representantes de los incapacitados 
para contratar, ó en caso de que la propiedad fuese litigiosa.

Se prescindirá, por lo tanto, de las fincas que se encontraren 
en alguna de estas circunstancias, resolviéndose acerca de las 
demás, y para aquéllas se instruirán expedientes especiales, asi 
que conste debidamente quiénes sean las personas con las cuales 
han de entenderse las diligencias de expropiación, ó cuando en 
su defecto se declare que ha de representarlas el Ministerio fiscal.

Art. 18. Tampoco se suspenderá la tramitación por los recursos 
que promoviese el dueño ó dueños de las fincas contra las deci­
siones del Capitán general, siguiéndose las diligencias relativas á 
la expropiación de dichas fincas en expedientes especiales cuando 
sobre dichos recursos recaigan las providencias definitivas.
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Art. 19. Resueltas por el Capitán general las reclamaciones, ó 
transcurrido el plazo fijado por la ley, y sin que se presente nin­
guna, y declarada por aquella Autoridad la necesidad de ocupar 
uno ó más inmuebles para la ejecución de una obra de utilidad 
pública, el,propio Capitán general comunicará esta declaración 
al Comandante del Arsenal ó á los de Marina de las provincias en 
que radiquen aquéllos, para que dispongan, con arreglo al art. 20 
de la ley, la medición de las fincas ó partes de ellas que deban 
expropiarse, y que para este efecto, so notifique á los propietarios 
que, en el plazo de ocho dias, deben designar ante el Alcalde res­
pectivo los Peritos que han de representarles en la expresada di­
ligencia, cuya desig’nación ha de verificarse por las mismas per­
sonas que fig’uren en la relación nominal de los interesados, que 
tendrá el Alcalde, no admitiéndose representación ajena sino por 
medio de poder bastante.

El Ingeniero comisionado practicará las tasaciones si éstas 
exigen conocimientos superiores; en otro caso, nombrará con este 
objeto á un maestro del Arsenal.

Art. 20. Cuando el todo ó parte de la tasación se refiera á cosas 
que no pueden apreciarse equitativamente por el Ingeniero ó por 
el maestro del Arsenal, el primero nombrará para la exclusiva 
tasación de aquéllas uno ó más Peritos que asistan con los ante­
riormente expresados á dicho acto.

Los Peritos especiales deberán tener el títulos correspondiente 
á su clase y profesión, y sólo en el caso de no encontrarse quien lo 
tenga en la localidad, se nombrarán prácticos acreditados en las 
operaciones de que se trate.

Art. 21. Los Peritos nombrados por los propietarios habrán de 
tener ei título cuando menos de Agrimensor, tratándose de fincas 
rxisticas, y de Maestros de obras para las urbanas; unos y otros 
deberán haber ejercido su profesión, por espacio de un año, según 
preceptúa el art. 23 de la ley.

Los nombramientos que hayan recaído en personas que no 
reúnan estas condiciones, asi como los que puedan hacerse fal­
tando á lo prescrito en el articulo anterior, se tendrán por nulos.

Cuando la Administración conozca el nombramiento de los Pe­
ritos designados por ei propietario, y no reuniesen los mismos las 
condiciones que marca el art. 21 de la ley, se hará asi saber á los 
que les hubiesen nombrado, á fin de que en término de tres días, 
desde que se les notifique, subsane la falta nombrando un nuevo 
Perito, en el cual concurran las expresadas condiciones.

Si pasado ese término no hiciese el interesado nuevo nombra­
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miento, ó recayera en persona que igualmente no tenga las condi­
ciones, se entenderá que se conforma con el Perito nombrado por 
la Administración, ó por el concesionario de las obras en su caso.

El propietario que no hiciese el nombramiento del Perito dentro 
del plazo de ocho días, á contar desde la modificación {\), se en­
tiende igualmente que acepta el designado por la Administración 
ó por el concesionario de las obras.

Art. 22. El Alcalde de cada término municipal remitirá una re­
lación de los Peritos nombrados por los propietarios al Coman­
dante del Arsenal ó de Marina de la provincia.

Estos Jefes, al remitir dichas relaciones al Ingeniero comisio­
nado, consignarán cuáles sean los particulares cuyo nombra­
miento deba aceptarse, y cuáles los que hayan de eliminarse, por 
no reunir las circunstancias legales, asi como las propiedades cu­
yos dueños no hubiesen nombrado Perito dentro del plazo marcado, 
todo con el objeto de que en las diligencias relativas á las fincas 
que se hallaren en cualquiera de estos casos, entienda en nombre 
de ambas partes el Perito designado por el ramo de Marina.

Art. 23. Eccibidas por el Ingeniero las expresadas relaciones, 
hará el nombramiento de los Peritos que deban representar á la 
Administración, y lo participará al concesionario de obras del Ar­
senal ó de Marina de la provincia, poniéndose de acuerdo con el que 
haya de asistir de éstos acerca del día y hora en que deba verifi­
carse el reconocimiento que ha de preceder á la tasación de cada 
finca.

Art. 24. El Comisario de obras del Arsenal, ó el de Marina do 
la provincia en su caso, participará dicho acuerdo al Alcalde del 
término municipal en que radiquen las fincas que deban renovarse, 
para que cite á los propietarios ó sus representantes á fin de que 
concurran con sus Peritos al acto del reconocimiento en el día y 
hora señalados.

Si en el día designado para la medición de una finca no se pre­
sentase el Perito de su propietario para llevar á cabo las operacio­
nes, se procederá á éstas por el de la Administración, entendién­
dose que el propietario queda obligado á pasar por lo que aquél 
decida. Se exceptúa el caso de enfermedad del Perito, en el cual 
se dará al interesado un plazo de cinco dias para el nombramiento 
de otro, sin admitirse más prórrogas ni reclamaciones.

Art. 25. Reunidos los Peritos en la finca que deba expropiarse.
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procederán á su reconocimiento y medida, bajo la dirección dei 
Ingeniero comisionado, con asistencia también del Comisario de 
obras del Arsenal, ó el de Marina de la provincia en su caso, como 
representante del Estado.

Los Peritos redactarán para cada finca una relación en que se 
exprese con arreglo al art. 23 de la ley:

1. " La situación, calidad, cabida total, linderos y la clase de 
terrenos que contenga cada finca, su naturaleza y producciones.

2. “ El producto en renta de cada finca por los contratos exis­
tentes, la contribución que por ella se pague, la riqueza imponible 
que representa y la cuota de contribución que le corresponda según 
los últimos repartos.

3. ° El modo en que la expropiación afecta á la propiedad, ma­
nifestando, en el caso de no ocuparse todo, cómo quedará dividida 
por la obra, é indicando la forma y extensión de las partes que no 
hubiesen de ocuparse, y si es conveniente la apropiación total ó la 
conservación del resto á fav'or del propietario, respecto de lo cual 
habrá de consignarse siempre la indicación del Perito de éste.

4. “ Si han de quedar en beneficio del expropiado los materiales 
ó despojos del edificio ó las plantaciones de la finca que haya de 
destruirse para que se tenga en cuenta aquella circunstancia al ha­
cer el justiprecio.

Art. 26. A los datos que menciona el articulo anterior se 
acompañarán ¡ílanos en que se representen los diversos acciden­
tes y circunstancias de la ocupación de la propiedad, con arreglo 
al párrafo 3.“ del art. 23 de la ley.

Estos planos se formarán por los Peritos en escala de '/400 para 
las fincas rústicas y ‘ /ion para las urbanas. Sin embargo, cuando la 
extensión de la finca fuese muy grande relativamente á la parte 
do ella que con las obras haya de ocuparse, podrá prescindirse de 
esta formalidad en cuanto á la parte que no ha de expropiarse, en 
cuyo caso los Peritos harán en su declaración las descripciones 
correspondientes para suplir la falta de los planos.

Si los Peritos juzgasen necesario representar también la parte 
que no ha de ocuparse á j)esar de su extensión, formarán el plano 
correspondiente, aunque en escala menor que la fijada en la ley 
para que no resulten hojas de planos desproporcionadas.

Si el Perito del propietario, contra el parecer de la Administra­
ción, creyese conveniente levantar el iilano de la parte de finca no 
ocupada, podrá hacerlo; pero entendiéndose que los gastos que con 
esto se ocasionan serán de cuenta j  riesgo del citado Perito ó del 
interesado á quien represente.
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sean de reconocida necesidad para la conservación del inmueble, 
realizadas después de la fecha en que se ultime este periodo, no 
serán tenidas en cuenta para graduar el importe de la indemni­
zación.

C A P Í T U L O  IV 
Justiprecio.

Art. 30. Determinado con toda exactitud, por los trámites pre­
venidos en el capitulo anterior, la extensión y demás circunstan­
cias de la finca que hubiese de ser expropiada, se intentará su 
adquisición por medio de convenio con el dueño, y para ello se 
procederá á su justiprecio, con arreglo á lo prevenido en los ar­
tículos 26 y siguientes de la ley y en este Eeglamento.

Art. 31. El Perito del ramo de Marina, ó el del concesionario 
en su caso, formará para cada finca que hubiese de ser definitiva­
mente ocupada, una hoja de aprecio, en que hará constar la can­
tidad alzada que se estimase pudiera ofrecerse al interesado por 
la adquisición del inmueble y por los daños y perjuicios ocasiona­
dos por la ocupación en el concepto de quedar el propietario libre 
de toda clase de gastos.

En la hoja de aprecio, el Perito que la suscribe habrá de mani­
festar los fundamentos en que apoya su propuesta, teniendo en 
cuenta todas las circunstancias que contengan las declaraciones 
de los otros Peritos y demás gastos que se mencionan en los ar­
tículos 25 y 26 de la ley y 29 de este Eeglamento, asi como los 
daños ó beneficios que la parte de finca que no se ocupe pueda 
reportar de la expropiación.

Art. 32. El representante de la Administración de Marina, ó 
concesionario, asi que reciba las hojas de aprecio redactadas por 
su Perito, las remitirá al Comandante del Arsenal ó al de Marina 
de la provincia en su caso, para que, por conducto de los mismos, 
llegue á poder de los interesados, á quienes se exigirá recibo, en 
que bajo su firma hagan constar la fecha en que hubiesen llegado 
á su poder estos documentos. Si en el término de tercer dia no 
fuese habido el interesado, se insertará la hoja de aprecio en los 
edictos que se publicarán en el Boletín Oficial de la provincia y 
fijarán en los sitios de costumbre por un plazo que no será menor 
de ocho días ni excederá de veinte.

El Comandante del Arsenal, ó el de Marina, hará asimismo sa­
ber á cada propietario la obligación que tiene de contestar dentro 
del término de quince dias, contados desde dicha fecha, aceptando
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ó rehusando lisa y llanamente la oferta que se le hiciese, tenién­
dose por nula toda aceptación condicional, haciéndosele saber 
también la obligación que se impone, caso de aceptar, de presen­
tar dentro del mismo plazo la hoja de tasación que se menciona 
en el párrafo segundo del art. 27 de la ley.

Art. 33. En caso de aceptación por parte del propietario, éste 
queda comprometido á dejar do ocupar, sin que en ningún tiempo 
pueda interponer reclamación alguna, la finca ó parte de finca 
determinada en la hoja de aprecio, en la época en que la Admi­
nistración de Marina ó quien haga sus veces, lo juzguen necesa­
rio ó conveniente para la ejecución de las obras, haciéndose antes 
el abono al interesado de la cantidad fijada en el documento re­
ferido.

Si el propietario no contestare dentro del plazo señalado, se 
entenderá que se conforma pon la cantidad ofrecida, y la Admi­
nistración ó quien hiciere sus veces tendrá el derecho de ocupar­
la finca en los términos prevenidos en el párrafo anterior.

En uno y otro caso no podrá exceder de seis meses el plazo 
para la entrega del precio, pudiendo disponer el propietario de sri 
finca, si pasado ese tiempo no se ie entrega ó deposita en su caso 
el importe del aprecio.

Art. 34. Cuando el propietario rehúse el ofrecimiento de la 
Administración, tendrá obligación de presentar al Comandante del 
arsenal ó al de Marina de la provincia, dentro precisamente del 
término de quince dias á que se refiere el art. 27 de la ley y el 32 
do este Reglamento, la hoja de tasación de la finca suscrita por su 
Perito, en la cual se valore aquélla razonadamente, teniendo en 
cuenta todas las circunstancias que se mencionan en el párrafo 
primero del art. 28 de la expresada ley. El Comandante del arse­
nal ó el de Marina remitirá estas hojas al representante de la Ad­
ministración ó concesionario en su caso.

A su vez el Ingeniero comisionado ó el Perito del ramo de 
Marina redactará otra hoja análoga para la misma finca tan 
pronto como por el Comandante del arsenal ó el de Marina le haya 
sido notificada la disidencia del propietario. Estas hojas se entre­
garán directamente al Comisario de obras del arsenal ó al de Ma­
rina de la provincia, según corresponda.

Los honorarios que los Peritos devenguen cu estas tasaciones, 
como los gastos de papel sellado en que las hojas se han de ex­
tender, serán satisfechos respectivamente por cada una de las 
partes interesadas.

Art. 35. Las tasaciones que so mencionan en el articulo ante-
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rior se acomodarán á las reglas y en sn forma á los modelos que 
se acompañan al presente Reglamento y se cuidará de agregar á 
ellas el 3 por 100 que previene el art. 36 de la ley.

Art. 36. Reunidas por el Comisario de obras ó por el de la pro­
vincia las hojas de tasación á que se refiere el articulo anterior, 
las remitirá al Comandante del arsenal ó al de Marina, segiin co­
rresponda, con informe razonado acerca de las irregularidades 
que haya advertido en ellas y si existen faltas de conformidad 
con los datos que resulten de otros documentos unidos al expe­
diente, señalando las fincas en cuyos aprecios convengan ambos 
Peritos, y las en que no estén de acuerdo, y si éstos han incurrido 
en responsabilidad.

Art. 37. Si fueren la misma cantidad total señalada en la tasa­
ción de cada uno de los Peritos, se entenderá fijado en igual can­
tidad el justiprecio de latinea, segiin dispone el párrafo tercero 
del art. 28 de la ley. En este caso, la Administración de Marina 
quedará autorizada á ocupar dicha finca, como se previene en el 
párrafo segundo del art. 26 de la propia ley y 33 de este Regla­
mento.

Si no resultare igualdad entre las t.asaciones, el Comandante 
del Arsenal ó el de Marina de la provincia, dispondrá que dentro 
del plazo máximo de ocho dias se reúnan los Peritos, á fin de lo­
grar un acuerdo.

Conseguido éste, fijarán con arreglo al mismo el justiprecio y 
cada Perito dará conocimiento de la cantidad acordada á la 
parte que represente. La Administración de Marina podrá también 
en este caso ocupar la finca cuando le convenga, previo el pago 
del importe del justiprecio.

Art. 38. En caso de acuerdo de los Peritos, éstos, en un docu­
mento sucrito por ambos, lo participarán al lug’cniero comisionado. 
Si dejasen de hacerlo dentro del plazo de odio dias que marca el 
.articulo anterior, se entenderá que no ha podido avenirse y las 
diligencias seguirán la tramitación señalada en los artículos 30 y 
siguientes de la ley.

Si una de las hojas de aprecio hubiere sido formada por el In­
geniero comisionado, el documento de que habla el párrafo ante­
rior se firmará por dicho Ing’enierio, y por el Perito del propieta­
rio, y se dirigirán por los dos al Comandante del Arsenal ó al de 
Marina de la provincia.

Sin embargo, según lo dispuesto en el párrafo primero del ar­
ticulo 29 de la ley, podrá la Administración de Marina ocupar la 
finca cuando le conveng'a, mediante el depósito de la cantidad á
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que ascienda la tasación hecha por el Perito del propietario ó por 
el del ramo de Marina, en caso de que aquél no haya asistido ó no 
haya sido nombrado en tiempo hábil.

Este depósito se hará con las formalidades que establezcan las 
disposiciones vigentes, y el propietario tendrá derecho al abono 
del interés del 4 por 100 al año de la cantidad á que ascienda el 
justiprecio, y por todo el tiempo que transcurra desde la fecha en 
que la finca hubiere sido ocupada hasta la en que perciba al im­
porte de la expropiación.

Art. 39. El Comandante del Arsenal ó el de Marina de la pro­
vincia, tan luego como le conste el desacuerdo de los Peritos, lo 
participará al Juez de primera instancia del partido á que la pro­
piedad pertenezca para que haga la designación del Perito tercero, 
en consonancia con los artículos 30 y 31 de la ley y con arreglo á 
las prescripciones de la de Enjuiciamiento civil.

El Perito tercero habrá de. reunir las condiciones que según la 
clase de fincas que hubieren de tasarse previene el art. 21, y el 
Juez participará la aceptación de dicho Perito al Jefe que le hu­
biere interesado el nombramiento, sin que se admita reclamación 
de ninguna especie según dispone el art. 31 de la ley.

Art. 40. El Comandante del Arsenal ó el de Marina de la provin­
cia, mientras se hace por el Juez la designación de Perito tercero, 
reunirá los datos que se mencionan en el art. 32 de la ley y todos 
los demás que juzgue oportunos, dirigiéndose para obtenerlos á los 
dueños de las fincas, á las oficinas de Hacienda pública, al Kegis- 
tro de la propiedad y, en general, á todos los Centros oficiales que 
puedan suministrarlos.

Art. 41. El Perito tercero desempeñará su encargo ajustándose 
estrictamente á lo que se previene en el art. 33 de la ley, y teniendo 
en cuenta todos los datos que se mencionan en el articulo anterior, 
á cuyo efecto el Comandante del Arsenal ó el de Marina de la pro­
vincia deberá entrcg’arlos asi que los tengan reunidos.

Art. 42. Constituirán el expediente á que se alude en los ar­
tículos 33 y 34 de la ley para cada una de las fincas en cuya tasa­
ción hubiere resultado discordia:

1. “ Las declaraciones de los Peritos en que consten los datos 
que se mencionan en los artículos 23 de la ley y 25 y 26 de este Re­
glamento con las observaciones que puedan haber hecho los Pe­
ritos y los informes que sobre ellas hubiere emitido el Ingeniero 
comisionado ó el Comandante de Ingenieros del Arsenal, según lo 
prevenido en el art. 27.

2. ° La oferta que se hubiese hecho al propietario para adquirir
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su finca, según la hoja de aprecio redactada por el Perito del ramo 
de Marina, á tenor de lo preceptuado en el art. 31.

3. ” Las hojas de tasación formadas por los Peritos de las parte.s 
con arreglo á lo prevenido en los arts. 34 y 35, en vista de la nega­
tiva del propietario á admitir la oferta hecha por el ramo de Marina.

4. ° Los datos que se mencionan en el art. 32 de la le3'̂ y la hoja 
de tasación formada en su vista por el Perito tercero.

Y 5.° Todos los demás datos, noticias, documentos y antece­
dentes que crean oportuno agregar para mayor ilustración del 
asunto los Jefes mencionados en el articulo anterior.

Art. 43. El Perito tercero entregará la tasación al Comandante 
del arsenal ó al de Marina de la provincia, según corresponda, y 
el que la reciba la remitirá con el expediente al Capitán general, 
el cual, oyendo á los interesados si lo considera necesario, y preci­
samente á la Comisión provincial por conducto del Gobernador ci­
vil, determinará, dentro del plazo y en los términos señalados en 
el art. 34 de la lej', la cantidad que deba abonarse al propietario, 
en caso de discordia sobre tasación de su finca.

La resolución dei Capitán general será motivada y contendrá 
la exposición clara y precisa del resultado del expediente y de las 
razones y fundamentos que sirvan de base á la valoración. Antes 
de resolver podrá consultar aquella autoridad, si lo estima opor­
tuno, al Comandante de Ingenieros del arsenal. Intendente y Audi­
tor del departamento.

La resolución se pondrá en conocimiento de los propietarios, del 
concesionario, del Comandante del arsenal ó del de Marina de la 
provincia y del Intendente del departamento para su ejecución.

Art. 44. Los interesados, dentro del plazo de diez dias á contar 
desde el de la notificación de la providencia dictada, contestarán 
por escrito si se conforman ó no con lo resuelto.

En el primer caso, la resolución consentida se publicará en el 
Boletín Oficial de la provincia, según se previene en al art 35 de 
la ley.

En el segundo, el propietario y el concesionario de la obra po­
drán usar del recurso de alzada por la via gubernativa ante el Mi­
nisterio de Marina, dentro del término de treinta dias que concede 
el art. 35 de la ley antes citado; pero si dejase transcurrir este 
plazo sin hacer uso de su derecho, se entenderá que aceptan la re­
solución adoptada por el Capitán general.

Art. 45. El Ministerio de Marina resolverá sobro los recursos 
que se mencionan en el articulo anterior, dentro del plazo de treinta 
dias, y la Eeal orden que recaiga ultimará la via gubernativa.
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Dicha Real orden se notiflcará á las partes interesadas, y si 
fuese consentida por ellas, se ejecutará, previa su publicación en 
el Boletín Oficial de la provincia.

Art. 46. Contra la resolución del Gobierno cabe recurso con­
tencioso, en el plazo y por las causas que se detallan en el último 
párrafo del art. 35 de la ley.

Las reclamaciones que so funden en el mayor valor de la finca 
expresarán la cantidad precisa que se reputa como precio justo de 
la misma, y la que constituya por consiguiente la lesión cuya .sub- 
sanación se pretende.

La resolución que recaig’a pondrá fin al expediente de justipre­
cio en la forma que previenen las leyes.

Art. 47. La tramitación del expediente general de cada tér­
mino no se suspenderá en ningún caso por las reclamaciones que 
interponga el dueiío de una finca ó el concesionario de las obras, 
después de entablado el recurso que se les concede contra las 
Iirovidencias administrativas en los artículos anteriores; y, por 
lo tanto, las dilig’encias relativas á las fincas de los deprás intere­
sados seguirán su tramitación ordinaria, sin perjuicio de instruir 
expediente por separado respecto de la del recurrente, cuando se 
hubiere decidido lo que proceda acerca de su reclamación.

CAPITULO V

Del pago y de la toma de posesión de las fincas expropiadas.

Art. 48. Ultimadas las diligencias relativas al justiprecio, el 
Capitán general las remitirá al Intendente del departamento para 
que ordene el pago de las fincas expropiadas dentro de cada tér­
mino municipai que hayan de ocuparse con obras ó servicios á 
cargo del ramo de Marina, exceptuando el de aquellas cuyo im­
porte hubiere sido ya abonado ó constituido en depósito, con arre­
glo á lo establecido respectivamente en ios artículos 26 y 29 de la 
ley y 33 y 39 de este Reglamento.

Art. 49. Los libramientos extendidos con sujeción á las regdas 
establecidas en el Reglamento de contabilidad del material de Ma­
rina y á las demás disposiciones vigentes que fueren aplicables, 
se expedirán á favor de un Oficial de Administración nombrado 
por el Intendente para verificar los pagos.

Art. 50. Reunidos los libramientos y hechos efectivos por el 
mencionado Oficial, se señalará por el Comisario de obras del 
arsenal ó por el Comisario Inteventor de la provincia, el día, hora
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y sitio en que haya de tener lugar el pago, anunciándolo en el 
periódico oficial de la provincia con la debida anticipación, dando 
á la vez el oportuno aviso <i los Alcaldes de las localidades corres­
pondientes, con remisión A cada uno de la lista de los interesados 
de sus respectivos términos municipales.

Cada Alcalde se dirigirá individualmente á estos interesados, 
dándoles conocimiento del dia, hora y local que se hubiere seña­
lado para el pago.

Art. 51. En el dia, hora y punto designados, se reunirán el 
Alcalde ó Alcaldes, el Comisario de obras del arsenal ó el Inter­
ventor de la provincia, el Oficial de Administración á que se re­
fiere ei articulo anterior, el Secretario del Ayuntamiento y ios in­
teresados que hubieren acudido, procediéudose por dicho Oficial 
al pago de las cantidades consignadas en ei expediente, por el 
orden en que so hallen los lUtimos en la lista remitida por el Comi­
sario de obras ó el Interventor de la provincia.

Los pagos se harán en metálico, y precisamente á los que 
sean dueños reconocidos de las fincas expropiadas, seg'ún lo dis­
puesto en los artículos 5." y 6.” de la lej', no admitiéndose repre­
sentación ajena, sino por medio de poder especial debidamente 
autorizado.

El Alcalde autorizará con el sello de la Alcaldía ias firmas de 
los que pongan el Recibí de la cantidad que les corresponda; cuyo 
recibo habrá de constar, por lo tanto, lisa y llanamente eu la hoja 
respectiva.

Si alguno de los propietarios ó de sus representantes legítimos 
tuviesen algo que exponer, se suspenderá el pago de su expropia­
ción, reservándolo el derecho de entablar ante el Capitán general 
del departamento la reclamación que considere del caso.

Art. 53. Terminado el pago, se redactará por el Secretario del 
Ayuntamiento un acta en que consten todos los incidentes ocurri­
dos, asi como todas las circunstancias que se mencionan en el ar­
ticulo 39 do la ley, eu virtud de las cuales haya dejado de hacerse 
el abono de alguna ó algunas de las propiedades comprendidas 
en el expediente.

El acta será firmada por el Alcalde, el Pagador, el Comisario de 
obras del Arsenal ó el Comisario Interventor de la provincia en su 
caso, y se remitirá al Comandante del Arsenal ó al de Marina de la 
provincia con el expediente que hubiese servido de base al pago, 
entregándose una copia de la propia acta al Alcalde.

El Comisario de obras del Arsenal ó el Interventor de la pro­
vincia remitirá al propio tiempo á la misma autoridad las copias



de todas las hojas de valoración que se mencionan en el art. 41 de 
la ley para los efectos que en el mismo se expresan.

Las copias de las hojas A que se refiere el párrafo anterior, des­
pués de autorizadas por el Comandante del Arsenal ó el de Marina 
de la provincia, se considerarán como documentos auténticos para 
los efectos de la inscripción en el Registro de la Propiedad, según lo 
establecido en el art. 8." de la ley hipotecaria, y los Registradores 
tendrán, por lo tanto, el deber de inscribirlas, aunque para las tras­
laciones correspondientes no hubiese mediado escritura pública.

Art. 54. El Pag'ador so hará cargo de las cantidades que re­
sulten sin destino por las causas previstas en el art. 39 de la ley, v 
de ellas hará entrega dentro do ocho dias, después de terminado el 
acto de pago, en la Caja general de Depósitos ó en sus sucursales 
de las provincias, mediante el oportuno resguardo.

Dichas cantidades quedarán á disposición del Intendente del 
departamento para que puedan irse entregando á medida que se 
resuelvan las reclamaciones que motivaron el depósito á los res­
pectivos interesados.

Art. 55. Cuando en virtud de lo previsto en los artículos 33 y 37 
de este Reglamento, y estando ya determinado el importe de la 
finca ó fincas que se hayan de expropiar, conviniese al ramo de 
Marina ocupar una ó varias de éstas antes de ultimarse el expe­
diente de expropiación, el Ingeniero encargado de las obras lo pro­
pondrá oportuna y razonadamente al Comandante del Arsenal ó al 
de Marina de la provincia, y si al llegar la petición al Capitán ge­
neral, éste la juzgara atendible, dará sus órdenes al Intendente del 
Departamento para que se expida lo más pronto posible el libra­
miento de la cantidad correspondiente en favor del Oficial de Ad­
ministración que se nombre para hacer el pago, y tan luego como 
lo haga efectivo se entregará su importe al propietario, mediante 
el recibo de éste, que se hará constar en la hoja de justiprecio.

Acordada la ocupación de una propiedad sin haberse determi­
nado definitivamente el importe de su expropiación, según lo pre­
venido en el art. 38, el Capitán general lo pondrá en conocimiento 
del Intendente para que se expida desde luego el libramiento de la 
cantidad que constase en la valoración del Perito del propietario ó 
en la del nombrado por el ramo de Marina. En este caso, el Oficial 
do Administración á quien se comisione para verificar el pago de­
positará su importe en la Caja general citada en el articulo an­
terior ó en sus sucursales de las provincias, mediante el oportuno 
resguardo y con arreglo á las instrucciones de contabilidad que 
lijan en la época en que teng-an lugar estas operaciones.
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Art. 56. El pago de la expropiación de toda Anca que hubiese 
sido ocupada mediante el depósito del importe de la tasación hecha 
por el Perito del dueño ó por el de! ramo de Marina en defecto de 
aquél, con arreglo á los artículos 38 y 55, se hará asi que recaiga 
sobre el litigio la resolución Anal, bien por la vía gubernativa, bien 
por la contenciosa.

El Capitán general ordenará al Intendente que disponga del de­
pósito, para que se entregue al interesado la parte que le corres­
ponda, y el resto, si lo hubiese, se ing-rese en el Tesoro, todo con 
las formalidades que se hallen prevenidas en los Reglamentos de 
contabilidad del material de Marina.

Art. 57. El Intendente del Departamento facilitará por todos 
los medios que se hallen en sus tacultades las operaciones que se 
mencionan en los artículos anteriores, para que el pag’o de las 
Ancas expropiadas tenga lugar en el plazo más breve posible, y 
adoptará las medidas conducentes para la custodia y seguridad de 
los caudales destinados al referido pago.

Art. 58. Una vez hecho el pag'o de la expropiación en cual­
quiera de los casos mencionados en la ley y en este Reglamento, ó 
consignado el depósito á que se reAeren los artículos 33, 50 y 56 del 
mismo, la Administración de Marina entrará desde luego en la po­
sesión de los terrenos ó Ancas expropiadas, cuyo acto tendrá lugar 
con sus formalidades legales.

Art. 59. Si al empezar una obra ó durante su ejecución se re­
conociera la necesidad do ocupar una extensión mayor que la abo­
nada de la Anca ó terreno expropiado, se procederá al pago de la 
parte á que se amplié la ocupación, con arreglo á lo prescrito en 
los párrafos segundo y tercero del art. 42 de la ley.

Art. 60. En el caso de no ejecutar la obra que hubiere exigido 
la expropiación, el Comandante del Arsenal ó el de Marina de la 
provincia, dará de ello conocimiento al dueño del inmueble expro­
piado, para que en el término que señala el párrafo segundo del 
articulo 43 de la ley, maniAeste si quiere recobrarlo , devolviendo 
la suma que por él se hubiere abonado.

Si la contestación fuese aArmativa, se efectuará la restitución, 
previa la entrega de la cantidad recibida por el propietario, que se 
ing’resará en la Tesorería de la provincia.

Si fuese negativa, ó si transcurriese sin contestación el plazo 
señalado, se entreg'arán las Ancas al ramo de Hacienda, si el de 
Marina no pudiese de ningún modo utilizarlas.

Art. 61. De igual modo se procederá cuando resultare después 
de ejecutada la obra, algmua parcela sobrante que no sea de las 
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exceptuadas en la iiltinia parte del párrafo primero del art. 43 de 
la ley.

Son parcelas las que define el art. 44 de la misma ley.
Lo dispuesto en el articulo anterior se entenderá también res­

pecto de las fincas que no se utilizasen por haber terminado el ob­
jeto de la expropiación.

Art. 62. Son .aplicables los articulos 49 al 61 de este Regla­
mento á las obras que se ejecuten por concesión, teniendo en cuenta 
las modificaciones que hubieren de introducirse por ser el conce­
sionario el que ha de verificar los pag’os y el que ha de ocupar las 
fincas expropiadas, subrogándose á la Administración de Marina 
de todos los derechos y obligaciones que á la misma corresponda.

Art. 63. En las notificaciones que deban hacerse con arreglo á 
este Reglamento se observarán las formalidades siguientes:

Cuando los interesados en la expropiación residieren en pueblos 
en cuyos términos radiquen las fincas, so considerará válida la no­
tificación hecha en sus personas ó por medio de cédula dejada en 
su domicilio jjor el Secretario del Ayuntamiento ante dos testigos. 
Si en el domicilio de algún interesado no hubiere quien recogiera 
la cédula, quedará cumplido el requisito legal con entregarla al 
Sindico del Ayuntamiento, publicándose la diligencia por edicto, 
que se fijará en los sitios de costumbre de la localidad.

En cnanto á los propietarios ausentes ó forasteros, se entende­
rán dichas diligencias con sus administradores, apoderados ó re- 
])resentantes debidamente autorizados.

Si alguno ó algunos no tuviesen apoderados ó administradores 
en el y)ueblo en que radiquen las fincas, se les requerirá personal­
mente en el punto de su domicilio, y si éste fuese ignorado, se le 
requerirá por edictos, á fin de que los designen, publicándose di­
chos edictos en los periódicos oficiales, y fijando el plazo para veri­
ficar la designación, que no será menor do ocho días ni excederá 
de veinte; en el concepto de que si transcurrido el plazo señalado 
no lo hicieren, se considerará válida toda notificación que se dirija 
al Sindico del Ayuntamiento.
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CAPÍTULO VI
De laa ocupaciones temporales.

Art. 64. La Administración de Marina podrá imponer sobre las 
propiedades particulares la servidumbre de ocupación temporal, 
siempre que fuese necesaria para la ejecución de las obras, pre­
viamente declaradas de utilidad piiblica, y para la de las que se



hallen exceptuadas de esta formalidad por el art. 11 de la lev de 
expropiación en los casos y con los requisitos que se exigen en el 
título III de la mencionada ley y artículos correspondientes de 
este Reglamento.

La servidumbre de ocupación temporal es forzosa en lo que 
concierne A las Ancas rústicas; pero sobre las urbanas no podrá 
nunca impoiiei’se sin pei'iniso expreso del respectivo propietario.

Art. 65. Cuando sea necesaria la ocupación temporal de una 
Anca con objeto de practicar reconocimientos ú operaciones, reunir 
datos para la formación do proyectos ó replanteo de obras, etc., lo 
manifestará ei Ingeniero encargado de la obra al Comandante del 
Arsenal ó al do Marina de la provincia, por quien se le facilitará 
un oAcio dirig’ido á los Alcaldes de los respectivos términos muni­
cipales, requiriéndolos para que le presten toda clase de auxilios; 
y muy especialmente al de que se obtenga el permiso de los pro­
pietarios á An de poder pasar por sus Ancas, de conformidad con 
lo preceptuado en el art. 57 de la ley.

Los perjuicios que puedan irrogarse al propietario y ei importe 
de la indemnización, se regularán por dos prácticos nombrados, 
el uno i)or el Ingeniero y el otro por el propietario, y se abonarán 
á éste inmediatamente después de hedía la tasación.

En caso de divergencia entre los prácticos, se estará á la apre­
ciación que hiciere el Alcalde del respectivo término municipal, ó 
el práctico en quien éste deleg'ue sus funciones.

Sobre esta tasación podrán recurrir ambas partes al Capitán 
g’encral del Departamento.

Art. 66. Si el propietario opusiere resistencia injustiAcada á 
conceder el permiso para entrar en su Anca, ó si después de regu­
lados los perjuicios del modo que se menciona en el articulo ante- 
lioi, insistiere en su neg’ativa, el Alcalde dará conocimiento al Co­
mandante del Arsenal ó al de Marina de la provincia, el cual adop­
tará las disposiciones oportunas para hacer cumplir lo prescrito en 
la ley y en este Reglamento.

Sin embargo, el expresado Jefe podrá retirar á instancia de 
parte la autorización concedida, exigiendo la responsabilidad 
que procediera por cualquier abuso cometido.

Art. 67. También pueden ocuparse temporalmente las propie­
dades particulares en el caso 2.“ de los enumerados en el art. 55 de 
la ley; esto es, para el establecimiento de caminos provisionales, 
talleres, almacenes, depósitos de materiales y cualesquiera otras 
rervidumbres que requieran la construcción, reparación y conser­
vación de la obra.

— 115 —



Art. 68. La necesidad de la ocupación temporal, en pl caso se­
ñalado en el articulo anterior, se dictará en los términos preveni­
dos en el articulo 58 de la ley.

Art. 69. Se indemnizará en estos casos al dueño de los te­
rrenos por el tiempo que dure la ocupación, así como por lo.s 
daños, perjuicios y deterioros de toda clase que puedan irrogarse 
con ella.

Siempre q\ie convenga á los propietarios, y asi lo reclamaien, 
se hará constar el estado de sus fincas antes, de que sean ocupa­
das, con relación á cualquiera circunstancia que pueda ofrecer du­
da, cuando se trate de valorar los daños en ellas ocasionados. Para 
estos reconocimientos se citará al propietario, y de no concurrir, 
se lo remitirá copia del acta que se levante.

Art. 70. Cuando fuese posible fijar de antemano el tiempo y la 
importancia de la ocupación temporal, se intentará un convenio 
con los propietarios acerca del importe de los perjuicios y de la 
cantidad á que ascienda la indemnización. Con este objeto, el In­
geniero concesionario determinará la suma que considere justa, 
de acuerdo con el Comisario de obras del Arsenal ó el Comisario 
Interventor de la provincia, quienes harán la oferta de ella al 
propietario, dándole el plazo de diez dias para que conteste lisa y 
llanamente si la acepta ó la rehúsa.

Art. 71. Caso de aceptación, se hará el pago de la cantidad 
ofrecida, y la finca podrá ser ocupada desde luego, sin que tenga 
derecho el propietario á hacer reclamación alguna.

Si ésto no contestase por escrito en el plazo marcado, se enten­
derá que acepta el ofrecimiento hecho, y se ocupará la finca, pre­
vio el pago de la cantidad citada.

Si no aceptase el ofrecimiento, se procederá en los términos 
que marca el párrafo tercero del articulo siguiente.

Art. 72. Cuando no fuese posible señalar de antemano  ̂el 
tiempo y la importancia de la ocupación temporal, ó los daños 
que con ella se pudiera causar á la finca, se intentará, por el me­
dio que se expresa en el art. 70, un convenio con el propietario 
para fijar una cantidad alzada suficiente á responder del importe 
de la indemnización.

Si hubiese acuerdo, se consignará en la Caja general de De­
pósitos, ó sucursal de la provincia, la cantidad convenida, hasta 
que, terminada la ocupación, puedan apreciarse los daños con 
exactitud.

Si no lo hubiese, se nombrarán por las partes interesadas Peri­
tos para determinar la suma que deba depositarse, procediéndose



en términos análogos á los que se fijan en el párrafo segundo del 
articulo 55.

Art. 73. Terminadas las obras en totalidad  ̂ ó en la parte que 
afecten á las ñucas ocupadas temporalmente, se procederá á fijar­
la indemnización que en definitiva haya de abonarse pwr la ocu­
pación, deterioros, daños y perjuicios, intentándose á este fin un 
convenio con el propietario en los términos que establecen la ley 
y este Reglamento para casos análogos de la ocupación perma­
nente.

Si el propietario rehusase la avenencia, se hará la tasación por 
Peritos, en los mismos términos prevenidos en la sección tercera 
del titulo II de la ley y artículos correspondientes de este Regla­
mento, hasta ultimar el expediente en la via gubernativa ó en la 
contenciosa.

Las tasaciones, en los casos de ocupación temporal, se reserva­
rán siempre á la apreciación de los rendimientos que el propieta­
rio ha dejado de percibir por las rentas vencidas durante la ocu­
pación, agregando además los perjuicios causados en la finca ó los 
gastos que suponga el restituirla á su primitivo estado de pro­
ducción.

Nunca deberá llegar la tasación de una ocupación cualquiera 
á rejíresentar tanto como el valor de la finca. La Administración, 
en el caso de que la tasación de los perjuicios sea excesiva, podrá 
pedir la valoración de la expropiación completa por los medios 
que esta ley previene, y optar por ella siempre que no exceda su 
importe en una mitad del de aquéllos.

Art. 74. En los pagos que hayan de hacerse y para los depósi­
tos que hubieren de constituirse, con el objeto de satisfacer las 
indemnizaciones por ocupaciones temporales, se sujetará la Ad­
ministración de Marina á lo preceptuado en el capitulo V de este 
Reglamento respecto á las ocupaciones permanentes.

Cuando dichos pag'os ó depósitos deban hacerse por concesio­
nario ó contratistas de las obras, el Comandante del Arsenal ó 
el de Marina de la provincia, adoptará las disposiciones oportunas 
para que se verifiquen por los interesados con sujeción estricta á 
lo que se previene en la ley y en este Reg-lamento.

Art. 75. Las propiedades particulares se hallan también sujetas 
á la servidumbre que se previene en el caso 3.“ del art. 55 de 
la ley.

La Administración, los concesionarios y los contratistas po­
drán extraer de dichas propiedades los materiales de toda especie 
que en las obras hubiesen de emplearse, bien se hallen disemina­
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dos por las heredades, bien tenga que ser su extracción objeto de 
una explotación regular.

Art. 16. En todos los casos del artículo anterior se abonará al 
propietario lo que corresponda por ocupación temporal, al tenor 
de lo que respecto de este punto se previene en los artículos 68 
al 74 de este Reglamentó.

Se abonará además, si asi procediere, el valor de los materiales 
utilizados ó extraídos con arreglo á las prescripciones contenidas 
en los artículos siguientes.

Art. 77. Cuando de un terreno de propiedad particular hubiere 
de extraerse guijo, grava, arena, tierra ú otros materiales aná­
logos á éstos para la ejecución de una obra, la necesidad de la 
extracción se.pronunciará por el Comandante del Arsenal ó el de 
Marina de la provincia, después de seguir lo más sumariamente 
posible trámites análogos á los que se previenen en el art. 58 de la 
ley y 69 de este Reglamento.

En los casos del presente articulo sólo se pagará por indemni­
zación la correspondiente á los daños y perjuicios que se ocasio­
nen en el terreno por la extracción de los materiales, pero nada 
se abonará como valor de los materiales mismos, mientras no se 
pruebe clara y terminantemente por el propietario que con ante­
rioridad á la aprobación del proyecto de la obra se explotaba de 
un modo regular para el ejercicio de una industria cualquiera, 
por el que se pagaba la correspondiente contribnción.

No bastará, por lo tanto, para declarar procedente el abono 
del valor de los materiales, el que en algiin tiempo hayan podido 
utilizarse éstos con permiso del dueño ó mediante una retribución 
cualquiera.

Art. 78. Cuando proceda el abono del valor de los materiales, 
según lo dispuesto en el articulo anterior, se fijará el precio de la 
unidad por procedimiento análogo á los ya establecidos para g’ra- 
duar la indemnización correspondiente á la ocupación temporal, 
llevándose cuenta por los medios que se convengan entre las 
partes del número de unidades que se extraigan para abonar el 
importe al terminarse las obras ó en los plazos y forma que se 
estipule.

Art. 79. Cuando hubiesen de recogerse piedas ó cantos sueltos 
de un predio, se declarará, como en los casos del art. 77, la nece­
sidad de esta operación.

La indemnización á favor del propietario comprenderá siem­
pre los deterioros que en la heredad pudieran ocasionarse con el 
acarreo de los materiales, ó por cualquier concepto, estándose por
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lo demás en lo que concierne á la indemnización y al valor de los 
materiales, á lo que proceda segundo que se previene en el articulo 
anterior.

Art. 80. Si fuese preciso abrir canteras en alguna propiedad 
para emplear en las obras la piedx’a que produzcan, declarada qrre 
sea por el Comandante del Arsenal ó el de Marina de la provincia 
la necesidad de la extracción, en términos análogos á lo preve­
nido en el art. 77, se ocupará el espacio que sea necesario,  ̂y sólo 
se abonará al dueño lo que corresponda por la ocupación y los 
daños y perjuicios consiguientes.

Para que proceda-el abono de los materiales que se extraigan 
de una finca, deberá acreditar el propietario cuanto á este propó­
sito se prescribe en el art. 61 de la ley.

Art. 81. Si en la época de la notificación que al dueño se haga 
de la necesidad de piedra de sus terrenos para la ejecución de una 
obra, se encontraran en ellos canteras ya abiertas y en explota­
ción, con anterioridad á la misma época y acreditare el propieta­
rio que necesita los productos para su uso particular, procederá 
el abono de los materiales utilizados, cuyo valor se apreciará y 
pagará por medios análogos á los designados en el art. 78.

Asimismo se abonará el valor de la piedra en el caso de que la 
explotación de las canteras constituya para su propietario una 
industria, por la que pague el impuesto correspondiente, siempre 
que ambas circunstancias hayan tenido lugar antes de la notifica­
ción de la necesidad de los materiales. El propietario abastecerá 
las obras de la piedra que se necesite, y se le pagará por unidad 
lo que se convenga con él, con tal de que no exceda del precio 
que aquélla tuviera en el mercado.

Art.,82. Si el dueño de la cantera no pudiera surtir á las obras 
en la medida de sus necesidades, se hará la explotación por cuenta 
de las mismas, abonándose á aquél una indemnización que, á falta 
de convenio entre las partes, se justificará por prácticos nombra­
dos por éstas. En caso de discordia decidirá el Capitán general del 
Departamento, previa la audiencia de los interesados y de los 
funcionarios facultativos que crea oportuno. La providencia del 
Capitán general será ejecutoria, salvo el recurso al Ministerio de 
Marina, cuya resolución será definitiva.

Art. 83. El justiprecio á que se refiere el articulo anterior se 
hará teniendo presente:

1. " El precio que la piedra de la cantera de que se trata tuviera 
en el mercado cuando se hizo el proyecto.

2. ” Las utilidades que con dicho precio obtuviere el propietario.
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Y 3.“ El estado en que al Analizar el servicio hubiese quedado 
la cantera, asi con relación á sus productos probables ulteriores, 
como á las circunstancias de su explotación.

Art. 84. Para ia extracción de materiales que exijan la repa­
ración y conservación de las obras declaradas de utilidad pública, 
podrán expropiarse en todo ó en parte las canteras que los pro­
duzcan, mediante los trámites y formalidades prevenidas para la 
ocupación permanente.
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Disposición transitoria.

Si á la publicación de este Reglamento hubiere algún expe­
diente siguiendo ios trámites de ia ley de 10 de Enero de 1879, se 
pasará en el estado en que se halle por el Gobernador civil de la 
provincia al |lapitán general del Departamento respectivo con ob­
jeto de que continúe su tramitación con arreglo á las disposicio­
nes que preceden.

I v d l O I D E I jO l S

FORMULARIO PARA LOS EXPEDIENTES GE EXPROPIACIÓN
M odelo  núED. 1.

CCarpefa del e.xpediente.)

CAPITANÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO D E .. .

Arsenal ó provincia de. Año de........

Expediente, de expropiación forzosa por causa de utilidad pública 
de los terrenos que ha de ocupar el astillero ó fábrica de.......

Término municipal de. Partido judicial de.

Importe total del expediente . . . .  pesetas.
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M odelo núm. 2.

(P liego de razonamientos en virtud de las prescripciones de los artículos 23 y  26 de 
la ley, referente á la ocupación del inmueble, al precio y  tasación que en primer 

término debe hacerse por el Perito del Estado y  ofrecerse á los propietarios.)

CAPITANÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO D E .. .

Arsenal 6 provincia de.. Astillero ó fábrica de..... Térm ino municipal de..

Pliego de razonamientos.

D....... , Perito nombrado en representación del ramo de Marina
para tasar las fincas que lia de ocupar el astillero ó fábrica men­
cionada, tiene el honor de presentar el resultado de sus operacio­
nes, creyendo de su deber hacer las aclaraciones y manifestacio­
nes siguientes, con arreglo á lo que previenen los artículos 23 y 26 
de la ley de 10 de Enero de 1879.

Necesidad de la ocupación del inmueble.—Descripción general 
de la zona expropiada.

(Aquí se expresará la longitud total de ocupación, su dirección, 
la clase de terrenos que comprenderá el astillero ó fábrica y demás 
circunstancias que den á conocer en general la expresada zona.)

Tasación.

Se expresará aquí el producto en renta de cada finca, contri­
bución que por ella se paga, la riqueza imponible que represente 
y cuota de contribución que le corresponda con arreglo á los últi­
mos repartos, deduciéndose de estos razonamientos el siguiente



Cuadro de precios.
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P recio.
Unidad de tipo.

P esetas

Hectárea............. »
Idem................... »
Idem................... »

Arboles:
En su estado mayor de producción . . . . Uno.................... »

Idem................... »
Idem............ . »
Metro cuadrado . »
Idem................... »
Idem................... »

»

Daños y perjuicios ó ventajas que se producen á las fincas 
'con la construcción del astillero ó fábrica.

(Aquí se detallarán las razones que motivan la asignación de 
la cantidad que por uno ú otro concepto se fije en cada una de las 
fincas expropiadas para aumentar ó disminuir la tasación.)

Fincas urbanas.

(Valoración y medición detallada de cada una de ellas.)
Terminados, en concepto del que suscribe, los razonamientos 

que demuestran y justifican los precios asignados á cada una de 
las partes expropiadas, presenta á continuación la relación gene­
ral detallada de las cantidades abonables á cada propietario.

K •
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M odelo  núm . 3.
(Relación de justiprecio.)

Belación detallada y correlativa del justiprecio que manifiesta la 
extensión y figura de cada una de las fincas, asi como de las 
partes que á cada una se expropia, con expresión del valor por 
unidad, daños y perjuicios y cantidades que corresponden á 
cada propietario, según la zona ocupáble descrita en el adjunto 
plano, en escala de 1 por 400 para los predios rústicos y de 1 
por 100 para las fincas urbanas.

Número
de

1 a f in c a .
DESIGNACION

2
3

D ....... , vecino de. . . . ,  terrenos cuya cabida
total es de----  hectáreas de 1.“ y"2.“ clase.
y que lindan:

N. , 
S., 
E.,
O. ,
Se expropian 6 hectáreas de tierra de I.

á....... pesetas............................................
2 de 2 *................ ..........................................
Por daños y perjuicios, según se expresa en

el pliego de razonamientos........................
Por la finca urbana niim.. . .  , segnin valora­

ción detallada . . . .  ...............................
Se deduce por el beneficio que el astillero ó 

fábrica produce á la finca, según el citado 
pliego de razonamientos.............................

Aumento del 3 por 100 como precio de afec­
ción.......................................................

T o t a l .

Im porte
p a r c i a l .

Pese tas.

D. . 
D ...

etc.,
etc..

etc.
etc.

Importe de las valoraciones.

Asciende el importe de esta relación á la cantidad de. 
pesetas.

(Fecha y  firma del Perito del Estado.)
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Resumen general.
Pesetas.

Importe de las valoraciones........................  »
Idem de los gastos del expediente, según 

cuenta adjunta.......................................... ¡>

T o t a l  g e n e r a l .........................  »

Asciende, etc.

V." B.°
El Comandante del Arsenal E l Ingeniero comisionado,

(ó el de Marina de la provincia),

M odelo  nüm. 4 .
(Hoja de aprecio qne ha de entregarse á cada propietario.)

CAPITANÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO D E .. .

Arsenal ó provincia de........

Expropiación forzosa por causa de utilidad pública para la cons­
trucción del astillero ó de la fabrica de.......—Hoja de aprecio
de la finca señalada en la relación con el núm.......

Distrito municipal de.

D. ., Perito nombrado en representación del ramo de Marina,
C e r t i f i c o : Que á D__ , vecino de........, con motivo de la

ejecución de la obra de utilidad piiblica arriba expresada,
se le ocupa la extensión superficial de.......hectáreas,........
áreas y ...  centiáreas en una finca rústica......., término
municipal de........ en el partido judicial de......... , la cual
figura en la relación detallada y correlativa de todas las que
se expropian, y en el plano bajo el número de orden........
siendo su calidad. ...

La cabida total de la finca.......y sus linderos son:
N. , ....
s . , .......
E .,.......
O. . ...



La producción de esta Anca es de . . . .
El producto en renta por hectárea cada año, según los con­

tratos de arriendo que rigen en la localidad, consisten en.....
La contribución que por toda la Anca se paga.
La riqueza imponible, conforme al resultado de los datos 

oAeiales obtenidos, está representada por cada hectárea en 
la cantidad de.......

La cuota de contribución que corresponde á la zona objeto 
de la expropiación, segiin los últimos repartos, deducién­
dola por la riqueza imponible que cada hectárea representa, 
asciende á.......

La expropiación interesa á la Anca.......
Y habiendo calculado el valor en venta y renta de la su- 

perAcie que ha de expropiarse, asi como todo cuanto la ley 
y reglamento previenen debe tenerse en cuenta para su jus­
tiprecio, incluso el 3 por 100 como precio de afección, con- 
ceptixa el Perito que suscribe puede ofrecerse al propietario 
por la adquisición del inmueble y demás que va expresado 
la cantidad de.......

M odelo  núm . 5 .
(Varios artículos de la ley y  reglamento de E xpropiación.)

(Este modelo se reduce á insertar el art. 27 de la ley de Expro­
piación forzosa de 10 de Enero de 1879 y 32 y párrafos primero y 
segundo del 33 del Reglamento para su ejecución, cuya hoja debe 
entregarse á cada propietario para el debido conocimiento.)

M odelo  núm . 6.
(Reeiljos de las hojas de tasación ó de apremio.)

CAPITANIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO D E .. .

Arsenal ó provincia de........

Exprojaiación forzosa por causa de utilidad pública para la cons­
trucción del astillero ó fábrica de...... —Hoja de aprecio déla
finca señalada en la relación con el núm.......

Distrito municipal de........

Recibí de D....... , y del delegado para este acto por el Coman
dante del Arsenal ó de Marina de la provincia, la hoja de aprecio 
arriba expresada, hecha por el Perito del ramo de Marina D....... ,



en la cnal se consigna como partida alzada por todos conceptos, y 
libre de toda clase de glastos, la cantidad de.......como indemniza­
ción de la finca que, señalada en la relación general bajo el nú­
mero de orden de......., trata de expropiarse y está descrita en la
mencionada hoja que se me entrega.

Igualmente recibí una copia impresa del art. 27 de la ley de 
Expropiación forzosa de 10 de Enero de 1879 y del 32 y párrafos 
primero y segundo del 33 del Reglamento para su ejecución (aquí 
la fecha desde que rija en Marina), de cuyo contenido quedo en­
terado.

M odelo nüm. 7.
(Aceptación de los propietarios.)

Los que abajo firman aceptan el precio que ofrece el Perito del
ramo de Marina D......., por la parte de finca que á cada uno se
expropia con motivo de la construcción del astillero ó fábrica
de......., según la hoja de tasación que se les ha entregado, en la
forma siguiente:

P esetas.
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Finca núm. 1, D. N. N., tantas pesetas (en
letra).........................................................  »

Idem núm. 2, D. N. N.................................  »
Etc............................     p

(Fecha y  firmas.)

V.“ B.o
El Alcalde,

N o t a . Cuando no sea fácil reunir en uno ó varios pliegos la 
conformidad de todos los propietarios, podrán unirse al expediente 
las hojas de conformidad que no se puedan obtener sino por se­
parado.



(R azonam ientosy hoja de tasacióiique por separado deben formar el Perito de 
los propietarios y  el del Estado cuando aquéllos no acepten el ofrecim iento de 
éste,según dispone el art. 35 del Reglam ento dictado por Marina para la ejecución 

de la ley de 10 de Enero de 1879.)

CAPITANÍA GENERAL DEL DEPARTAMENTO D E .. .

Arsenal 6 provincia do.. Astillero ó fábrica de.. Térm ino municipal d e ..

Expediente de expropiación de los terrenos necesarios para llevar
á efecto las obras del astillero ó fábrica de....... , en la propiedad
de D ....... , sita en él expresado término municipal.

PLIEG O  D E  R A ZO N A M IE N T O S

A

D........ (aquí se expresará, el nombre del Perito ó titulo profe­
sional), nombrado por el propietario ó por el ramo de Marina para 
tasar como Perito la expresada finca que ha de ocupar el mencio­
nado astillero ó fábrica, tiene la honra de presentar el resultado 
de sus operaciones, empezando por exponer los fundamentos de la
tasación.......(Aquí se hará constar, con arreglo á lo pi'escrito en
el art. 28 de la ley, los fundamentos de justiprecio, ya por lo que 
toca á la clase de la finca, ya por lo relativo á los precios que se 
señalan, teniendo en cuenta todas las circucstadcias que puedan 
influir para aumentar ó disminuir su valor respecto de otras aná­
logas que hayan podido ser objeto de tasaciones recientes en el 
mismo término municipal; y al valor de la parte ocupada de la 
finca se agregarán las partidas que representen los perjuicios de 
toda clase que se le ocasionen con la obra que da lugar á la expro­
piación, como también en compensación de éstos ó parte de ellos, 
deberá tenerse en cuenta el beneficio que la misma proporciona al 
resto de la finca.)

Terminados, en concepto del que suscribe, los razonamientos y 
detalles para la mejor demostración de los precios fijados á cada 
una de las partes expresadas en la tasación, presenta seguida­
mente la relación de las cantidades abonables al propietario pol­
la finca de que se trata.



Hoja de tasación que manifiesta la extensión y f,gu,ra de la finca
perteneciente á D ....... , asi como de la parte que se expropia de
la misma, con expresión del valor por unidad, daños y perjui­
cios, y cantidades que les corresponden según la zona ocupable 
descrita en los planos de 1 por 400 para los predios rústicos y 1 
por 100 para las fincas urbanas, que con arreglo al art. 23 de la 
ley acompañan d la relación detallada y correlativa de todas las 
fincas que han de expropiarse.
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Número j 
de I 

la  f i n ca .  ! DESIGNACION

D......., vecino de. propietario de unos
terrenos cuya cabida es de.......hectáreas
ó áreas.

Son terrenos do 1." ó 2.“; lindan al
N. , ....
S ., .......
E .,.......
O. , ....
Se expropia una zona en forma de rectáng'ulo 

prolongado.
Las superficies de ocupación son:
29,32 áreas de tierra de 1.* clase á tantas pe­

setas............................................................
35,42 áreas de tierra de 2.® á .......pesetas...
Por tantos árboles...........................................
Por el concepto de daños y perjuicios, según 

se expresa en el plieg'o de razonamientos..
Por las fincas urbanas núm....... , según valo­

ración detallada.........................................
Suma pesetas...........................

Aumento del 3 por 100 como precio de afec­
ción............................................................

T o t a l ..........................................

I m p o r t e  . 

P esetas.

Asciende el importe de la tasación de la finca expresada en la 
presente hoja á la cantidad de.......

(Fecha.)
(Firma del Perito del propietario ó del ramo de Marina.)
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Modelo Dúm . 9.

ílESTJlVtEKr C3-E3STERAX,

Kúmero 
correlativo 
de fincas. P ese ta s .

1

Tasación ofrecida por el Perito del ramo de 
Marina y aceptada por los propietarios.

U. N. N., folio 31.........................
2 D. N. N., folio 35.........................
3 D. N. N , folio 36.........................

n

Tasaciones convenidas por el Perito del ramo 
de Marina y el de los propietarios. ;

D. N. iSl,, según la hoja especial de tasación,! 
folio 84..................... i

9
11

D. N. N., según idem id., folio 88..............
D. N. N., seo'ún idem id., folio 94.............. :

13
17

Tasación por Perito tercero en discordia.
D. N. N., segiin hoja de tasacióiij folio 120.. 
D. N. N., segiin idem, folio 144................... »

»
Total de la tasación...............

Importe de los gastos de expediente,
según cuenta núm. i........................  »

Idein de las dietas del Perito de los pro­
pietarios, según recibo núm. 2........  »

Idem de las de D. X. N., seg’ún recibo 
núm. 3........................

T o t a l  pesetas.................
1

Asciende á la cantidad de.......pesetas.
(Fecha y  firma del Perito del ramo de Marina.)

Y.“ B."
El Comandante del Arsenal 

(d el de Marina de la provincia),

TOllO II

El Ingeniero comisionado 
(o el Comandante de Ingenieros),



R E G L A S  QUE D E B E R Á N  TE N E R S E  P R E S E N T E S  P A R A  L A  A P L IC A C IÓ N  

y  USO D E  E S T E  FO R M U LA R IO

1. *̂ Después de terminadas todas las operaciones do tasación 
por el Perito del ramo de Marina, deberá sacar éste las correspon­
dientes hojas de aprecio deducidas del pliego de razonamientos y 
relación general, modelos niimeros 2 y 3, consignando en partida 
alzada la cantidad que se ofrezca á cada propietario.

2. '‘ Estas hojas de aprecio quedarán en poder de los propieta­
rios, y en cambio, el pliego de aceptación de éstos, arreglado al 
modelo núm. 7, se unirá al expediente, que se dará por terminado 
si todos ellos aceptan el ofrecimiento del Perito del ramo de 
Marina.

3. “̂ El modelo núm. 4, después de firmado el recibí de la hoja 
de aprecio, se unirá al expediente que ha de archivarse en la Se­
cretaría de la Capitanía general del Departamento respectivo.

4. “ El modelo núm. 5 contiene el texto de varios artículos de la 
ley y Reglamento para su ejecución, cuya copia debe entregarse á 
los propietarios para su conocimiento.

5.  ̂ El Alcalde del término municipal á que corresponda el ex­
pediente de expropiación, al remitir al Comandante del Arsenal ó 
de Marina de la provincia el citado pliego de aceptación, manifes­
tará el número de cada Anca y los nombres de sus propietarios 
que hayan rehusado la oferta del Perito del ramo de Marina, á los 
efectos del art. 27 de la ley.

6. “' A la hoja de tasación arreglada al modelo núm. 8 que pre­
sentará el Perito de los propietarios que no acepten el ofreci­
miento hecho por el del ramo de Marina, se unirá la de éste, se­
gún el mismo modelo, con expresión de las cantidades que apa­
rezcan en la relación general y pliego de razonamientos para la 
finca ó fincas que sean objeto de divergencia.

1.’̂  Cuando los dos Peritos lleguen á convenirse en el precio 
total de tasación, suscribirán ambos una sola hoja arreglada al 
citado modelo núm. 8, que es la que deberá figurar en el expe­
diente.

8.̂  En el caso de que los Peritos de ambas partes no lleguen a 
convenirse en el precio, se unirá al expediente certificado de la 
tasación del Perito tercero, redactada en toi’ma análoga al mo­
delo núm. 8, y el importe de esta tercera y definitiva tasación de­
berá encerrarse entre los limites fijados por el Perito del ramo de 
Marina y el de los propietarios, segvin previene el art. 33 de la ley.
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9. - Como las hojas de aprecio del Perito del ramo de Marina 
están deducidas del pliego de razonamientos y relación general 
modelos números 2 y 3, éstos sustituyen ú aquéllos para todos los 
efectos de la ley, y especialmente para los que se determinan en 
os artículos 38 y 41 y sus concordantes del Eeglamento, sirviendo

tan solo las hojas parciales de tasación formadas por dicho Perito 
para entregarlas á los interesados á fin de que acepten ó rehúsen 
la oferta hecha con arreglo á ellas.

10. Con el expediente original que el Ingeniero comisionado 
ha de remitir con su informe y por conducto del Comandante ve­
nera! del Arsenal ó de Marina de la provincia al Capitán geneml

«« ''acompañaránun extiacto de todos los trámites del expediente y copia autorizada 
poi el mismo Ingeniero de los documentos que á continuación se 
expresan:

De la carpeta, pliego de razonamientos, relación general del 
1 erito del ramo de Marina con el plano, hojas de tasación de am­
bos Peritos respecto de las fincas que hayan necesitado este trá­
mite, hojas de tasación de los Peritos terceros y resumen general 
modelo núm. 9.

4.° Interdictos (1).

Interdicto de retener 6 r e c o b r a r interdictos ó accio­
nes posesorias son efectos exclusivos de la posesión de los 
bienes; pero aun cuando por ellos no se discuta el derecho 
de propiedad, preséntanse como medio defensivo ó protector 
de esta, en los casos en que el dueño sea perturbado ó des­
pojado violentamente de lo que le pertenece. Tal sucede en 
los casos de expropiación forzosa sin causa que lo justifique
0 de no indemnización previa del valor de lo expropiado.

Los interdictos de retener ó recobrar, repetimos, afectan 
por regla general, al derecho posesorio; pero como dentro del 
capitulo de propiedad (art. 349) se establece el principio de
1 eparacion para el propietario il quien se prive de la tenencia 
ae las cosas, es conveniente mencionar en este número la tra-

(1) Véase tomo I, pág. 164.



mitación de los interdictos y consecuencias que produce su 
interposición por su importancia para la vida legal del pro­
pietario.

Ley de Enjuiciamiento civil.-Libro II, tít. XX, sección segunda.-X>e? in­
terdicto de retener ó recobrar.

Art. 1.651. El interdicto de retener ó recobrar procederá cuando 
el que se halle en la posesión ó en la tenencia de una cosa haya 
sido perturbado en ella por actos que manifiesten la intención de 
inquietarle ó despojarle, ó cuando haya sido ya despojado de dicha 
posesión ó tenencia.

Art. 1.652. En la demanda, de la que se acompañará copia en 
papel común, se ofrecerá información para acreditar:

1.0 Hallarse el reclamante, ó su causante, en la posesión ó en 
la tenencia de la cosa.

2.“ Que ha sido inquietado ó perturbado en ella, ó tiene funda,- 
dos motivos para creer que lo será, ó que ha sido despojado de di­
cha posesión ó tenencia, expresando con toda claridad y precisión 
los actos exteriores en que consisten la perturbación, el conato de 
perpetrarla ó el despojo, y manifestando si los ejecutó la persona 
contra quien se dirige la acción, ú otra por orden de ésta.

Art. 1.653. El Juez admitirá la demanda y acordará recibir la 
información si aparece presentada aquélla antes de haber transcu­
rrido un año, á contar desde el acto que la ocasione.

Si se presentase después, declarará no haber lugar a su admi­
sión, reservando al que la haya presentado la acción que pueda 
corresponderle para que la ejercite en el juicio que fuere proce­
dente. . .j , ,Este auto será apelable en ambos efectos, y admitida la apela­
ción, se remitirán los autos al Tribunal Supremo, con emplaza­
miento sólo del que haya promovido el interdicto.

Art. 1.654. Si de la intormacioii resultaren comprobados los dos 
extremos expresados en el art. 1.652, mandará el Juez convocar á 
las partes á juicio verbal, para cuya celebración señalará día y 
hora, dentro de los ocho siguientes, debiendo mediar tres días pol­
lo menos entre el juicio y la citación del demandado, á quien será 
entregada, al citarlo, la copia de la demanda.

Art. 1.655. No se admitirá al demandado escrito alguno cuyo 
objeto sea impugnar la demanda, ni pretensión que delate la cele­
bración del juicio.
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Art. ] .656. Para la celebración del juicio verbal se observará, 
lo prevenido en los artículos 1.644. y siguientes, llevándolo á efecto 
aunque no concurra el demandado.

Sólo se admitirán las pruebas que se refieran á los dos extremos 
expresados en el art. 1.652, repitiendo el Juez, bajo su responsa­
bilidad, las que no se concreten á este objeto.

Art. 1.657. En el dia siguiente al de la terminación del juicio, 
el Juez dictará sentencia declarando haber lug’ar ó no al inter­
dicto. Si lo denegare, condenará en las costas al demandante.

Esta sentencia será apelable en ambos efectos.
Art. 1.658. En la sentencia que declare haber lugar al inter­

dicto por haber sido inquietado ó perturbado el demandante en la 
posesión ó en la tenencia, ó por tener fundados motivos para creer 
(i[ue lo será, se mandará mantener en la posesión y requerir al per­
turbador para que en lo sucesivo se absteng’a de cometer tales 
actos, 11 otros que manifiesten el mismo propósito, bajo el aperci­
bimiento que corresponda con arreglo á derecho; y se impondrán 
todas las costas al demandado.

En la sentencia que declare haber lugar al interdicto por haber 
sido despojado el demandante de la posesión ó de la tenencia, se 
acordará que inmediatamente se le reponga en ella, y se conde­
nará al despojante al pago de las costas, daños y perjuicios, y de­
volución de los frutos que hubiere percibido.

En uno y otro caso, la sentencia contendrá la fórmula de sin 
perjuicio de tercero, y se reservará á las partes el derecho que 
puedan tener sobre la propiedad, ó sobre la posesión definitiva, el 
que podrán utilizar en el juicio correspondiente.

Art. 1.659. Contra la sentencia que declare haber lugar al in­
terdicto, la apelación será admitida en ambos efectos, después de 
practicadas las actuaciones que para mantener ó reponer al de­
mandante en la posesión se hubieren acordado; aplazando la eje­
cución de los demás extremos relativos á costas y devolución de 
frutos, daños y perjuicios, para de.spués que haya adquirido dicha 
sentencia el carácter de firme.

Art. 1.660. Si la sentencia que declare haber lugar al inter­
dicto fuese confirmada por el Tribunal superior, devxreltos que 
fueren los autos al Juzgado, se procederá inmediatamente á cum­
plirla en los extremos cuya ejecución estuviese aplazada.

Si la sentencia que otorgase ó negase el interdicto fuere revo­
cada, se cumplirá, según sus términos, la del Tribunal superior.

Art. 1.661. Las costas se tasarán en la forma ordinaria.
El importe de los daños y perjuicios y el de los frutos lo fijará el
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Juez sin ulterior recui’so, por el procedimiento prevenido eii el ar­
tículo 1.649.

Para hacer efectivas estas condenas, después de liquidado su 
importe, se procederá por la vía de apremio establecida para el 
juicio ejecutivo.

Art. 1.662. A las partes que lo solicitaren se devolverán bajo 
recibo los documentos que hubieren presentado, quedando en au­
tos nota expresiva de su fecha, de los otorgantes y de su objeto, y 
si fueren públicos, del archivo en que se hallen los originales.
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Derechos derivados de la propiedad.

Los derechos, derivados de la propiedad son desenvolvi­
miento lógico de ésta, efectos de las facultades de usar, go­
zar y destruir, que al propietario competen.

Consiguientemente, la accesión ó facultad de atribuirnos 
los productos de las cosas que nos pertenecen, el aumento 
sucesivo de nuestra propiedad, por virtud de la industria 
del hombre ó como resultado de las fuerzas naturales, son 
naturales consecuencias del derecho de percibir los frutos y 
de aplicar todos estos aumentos á la satisfacción de nuestras 
necesidades.

El derecho de deslinde y amojonamiento, así como el de 
cerrar las fincas rústicas, son la afirmación de que el pro­
pietario puede aplicar todos los medios que crea necesarios 
á determinar expresamente su dominio y á impedir que nadie 
penetre en lo que por derecho le corresponde. Por lo tanto, 
el deslinde y su consiguiente, el amojonamiento, así como el 
derecho de cerrar ó vallar las fincas, son puro complementa 
á la teoría expuesta al tratar del derecho de propiedad.

En esta Sección_ incluimos el derecho de protección con­
tra las edificaciones ruinosas ó árboles que amenazan caerse. 
Este derecho, propio de todos los residentes en una locali­
dad, que para las Autoridades municipales se convierte en 
una imperiosa obligación, no puede incluirse, lógicamente 
considerado, dentro de los derechos derivados ni de las limi­
taciones ó restricciones de la propiedad, porque ni es facul­
tad derivativa ni cortapisa impuesta, toda vez que todos los 
derechos son respetados en tanto que no perjudiquen á ter-
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cera persona; pero por seguir el mismo método del Código 
en el presente título, incluimos dentro de esta Sección lo que 
sin ser facultad ni prohibición, es, sin embargo, una medida 
de buen orden y de seguridad individual.

1.“ Accesión.

Naturaleza del derecho de accesión.—Como consecuencia 
lógica del derecho de propiedad, se presenta el de accesión.

Si el propietario reúne en el dominio los derechos que en 
la definición de la propiedad enumeraban los romanos, jus 
utendi, fruendi et ahutendi^ la accesión arranca del jus 
fruendi, derecho de aprovecharse de los frutos, de lo que 
producen las cosas natural ó espontáneamente, ya por los 
esfuerzos de la inteligencia ó por el trabajo del hombre.

La accesión, no sólo se verifica por el producto de nues­
tros bienes, sino también cuando cosas extrañas se unen ó 
agregan á un objeto que nos pertenece, las cuales desde este 
momento pasan á nuestro dominio.

Clases de accesión.—Los autores la dividen en discreta, ó 
sea la referente al producto de los bienes, y continua, que su­
pone asimilación, unión ó agregación; ésta se subdivide en 
dos secciones: una que respecta á los bienes muebles, y  otra 
que se refiere á los inmuebles.

El principio jurídico de que lo accesorio sigue á lo prin- 
pal, se manifiesta palpablemente en la sección de que nos 
ocupamos, porque sin necesidad de grandes abstracciones, 
compréndese, á simple vista, que lo principal, que lo que 
tiene una vida fundamental é independiente, es el fundo, la 
heredad, la cosa inmueble por naturaleza.

Pero en esta sección se exponen los principios de acce­
sión natural y de la industrial en los expresados bienes: de 
la primera, el aluvión, avulsión ó fuerza manifiesta del río, 
mutación de cauce y formación de isla; de la segunda, la 
edificación, plantación y siembra.

Accesión industrial.—Lonlro de la accesión continua in­
dustrial, nos ocuparemos solamente de la edificación, por ser 
la única que hace relación al objeto de nuestro estudio.



Lo que se edifica en predio ajeno, así como las mejoras y 
reparaciones que en ellos se hagan, pertenecen al dueño del 
solar, principio necesario establecido por la ley, para que, 
una vez sentada la regla general, puédase sacar, aparte de 
sus consecuencias, las consiguientes excepciones á la misma.

Siguiendo con el desenvolvimiento de este postulado, na­
tural es que se reputen realizadas por el propietario todas 
las obras, así como la satisfacción de los gastos, mientras 
por hechos posteriores no se pruebe lo contrario, presuncio­
nes que en Derecho llámanse juiHs tantum, del todo necesa­
rias al legislador para establecer una regla de conducta, 
cuando los hechos no aparecen evidentes, necesitándose 
para su aclaración un medio probatorio que venga á des­
truir esta ficción legal.

Puede el propietario del suelo hacer obras ó construccio­
nes con materiales ajenos, y aquí es donde se presenta la 
accesión continua industrial con su verdadero carácter, en 
cuyo caso, como no es lícito enriquecerse en perjuicio de 
tercero, abonará el valor de todos aquéllos que para la ope­
ración haya necesitado ; pero si hubiese verificado las obi'as 
con intención dolosa, con ánimo de damnificar, es decir, de 
mala fe, dicho se está que, como uno de los preceptos del 
Derecho es no perjudicar á nadie, queda obligado á resar­
cir al dueño de los materiales, no tan sólo de los daños y per­
juicios de la apropiación indebida, si que también el menos­
cabo ó mengua en la ganancia que su dueño pudiera haber 
obtenido en ellos. También puede retirarlos, pero recono­
ciéndole la ley la más amplia reparación, que ya hemos men­
cionado , sólo puede hacerlo en el caso de que no se desU’u* 
yan ó inutilicen las obras ejecutadas ó el edificio construido. 
Beneficio concedido al dueño del solar, con el indudable 
propósito de mejorar los terrenos yermos ó despoblados, y 
dar impulso á la construcción ó reparación de los habitados.

Volvemos á repetirlo: el dueño de lo principal goza de 
mayores prerrogativas que el de los materiales ó cosas acce­
sorias; así, pues, el dueño del terreno en el cual se edifica 
tiene derecho á quedarse con la obra, indemnizando previa­
mente al de los materiales ó de lo eonstruído, ó á obligar
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al de lo fabidcado á que haga suyo el terreno correspon­
diente á la construcción veriflcada. Es decir, que en el 
propietario del solar se reúnen una y otra facultad, siendo 
para él potestativo ejercitar cualquiera de ellas. En el pri­
mer caso, ó sea cuando el dueño del terreno prefiera que­
darse con lo construido por el edificante, le abonará todos 
los gastos necesarios, ó sean los esenciales para la conser­
vación de lo que se hubiese edificado; pudiendo el de los 
materiales, en el solo caso que en él concurra la cualidad 
de buena fe, ó sea ignorando que la causa que le indujo á 
construir era ilegitima, retener las obras hasta que se le sa­
tisfaga su total importe. La misma sanción recae en los gas­
tos útiles; si estas impensas dan mayor valor á la propiedad, 
bien por su comodidad ó higiene, bien por la belleza ó los 
goces que proporcionen al que los use, puede el propietario 
abonarles con entera independencia de los gastos, ó satis­
facer un aumento de valor al capital empleado en la .edifi­
cación.

Respecto de aquellos gastos que suponen caprichos, refi­
namiento del gusto, que no siendo necesarios, no dan tam­
poco mayor utilidad y valor al predio, á los que el Código 
llama de lujo ó de mero recreo, la regla es completamente 
distinta: si en el constructor hay buena fe y existe la posi­
bilidad de ser disgregado sin menoscabo de lo construido, 
podrá llevárselos el edificante, quedando á elección del dueño 
del fundo abonar ó no el importe de estos gastos.

El art. 362 es una verdadera sanción penal para el que 
edifica de mala fe en terreno ajeno. Como hecho constitutivo 
de una verdadera usurpación, la pena más análoga á su de­
seo de perjudicar es la pérdida de todo lo edificado, sin de­
recho á reclamar indemnización de ningún género del dueño 
del inmueble.

Pero muy bien puede darse el caso, y asi lo prevé el 
Código en el art. 363, de que el dueño del terreno donde se 
verificó la acción exija, porque así convenga á sus intere­
ses, la demolición ó derribo de la obra y la reposición de los 
objetos á su estado primitivo, cuya reposición y demolición 
se harán á costa del que edificó con mala fe.
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Hasta ahora hemos hablado de los casos en. que la buena 
ó la mala fe concurran en el dueño del solar, en el de los 
materiales ó edificante, ó en uno exista la buena fe y en 
otro la inteneión dañada, estableciendo la norma de con­
ducta, las máximas de equidad natural que armonicen los 
derechos de cada uno de los propietarios; pero puede acaecer 
que la mala fe concurra en ambos sujetos, es decir, en el 
que edifica en terreno ajeno, y en el dueño de éste. En esta 
situación, los efectos de la mala fe se neutralizan, se com­
pensan al existir en ambas personas, siendo la resultante 
la ficción legal de suponer que en una y en otra concurre la 
buena fe para la determinación de sus derechos. Como com­
plemento de esta disposición, el segundo párrafo del ar­
ticulo 364 determina cuándo se entiende que la mala fe con­
curre en el dueño del inmueble. Si la mala fe por parte del 
edificante se concibe siempre que éste ejecute los actos que 
den por resultado la accesión con visible intención de lu­
cro, ó con malicia, dolo, fraude, violencia, etc., aquélla con­
curre en el dueño del solar cuando á su vista, ciencia y pa- 
ciencia^ usando las mismas fx'ases del articulo, sin motivo 
racional que lo justifique, y teniendo medios legales para 
oponerse á la edificación, tolere ó consieirta la construcción 
de las obras.

Concepto clarísimo, y que aun siendo innecesario, por ha­
llarse en el espíritu de la ley, no huelga que asi se haya con­
tenido en el articulo en que de la mala fe común se trata.

Si los materiales empleados en la construcción son de per­
sona ajena á la que verifica las obras, el dueño del terreno 
deberá responder subsidiariamente de su valor para con res­
pecto al tercero, en el caso en que el edificante sea insolvente; 
deberá, pues, en primer término probarse la insolvencia del 
que empleó los materiales, y sólo si resultase justificada, es 
cuando podrá reclamarse contra el propietario del terreno.

Cabe que, según el último párrafo del art. 365, al dueño 
del inmueble le convenga la demolición de lo ejecutado, y 
haciendo uso de este derecho, puede exigir que inmediata­
mente se proceda á la destrucción de lo que se edificó, repo­
niendo las cosas á su estado primordial; ¿quién sufragará
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en este supuesto los gastos de derribo y reparación? El Có­
digo no lo dice.

El que veriflcó las obras empleando materiales ajenos, es 
insolvente, pobre en sentido legal; el dueño no quiere ni 
debe recabar para sí esta obligación, porque en él concurre 
la importantísima cualidad de la buena fe; luego si en estas 
personas no puede recaer este gravamen, ha de venir á pe­
sar sobre el tercero, que, aunque entregando sus materiales 
de buena fe, es el único que puede llevárselos, y al poderlos 
recobrar, si no justo, por lo menos es lógico que sobre 
él recaiga la obligación de derribar el edificio construido. 
Dicho se está que ha de sufrir lesión en sus intereses, pero 
dado que así fuese, quédale la acción para reclamar contra 
el que edificó, empleando sus materiales con mala fe, en 
terreno que no le pertenecía. Esta es nuestra opinión.

Accesión natural.—En la accesión natural de las cosas in­
muebles, verifícase aquélla por los diversos accidentes, de­
bidos, bien al aumento de nuestros terrenos por los continuos 
sedimentos ó arrastre de tierra, bien por avenida ó fuerza 
manifiesta y ostensible de los ríos, ya por mutación del álveo, 
y, por último, por la formación de una isla.

Mediante el aluvión ó sensible acrecentamiento que nues­
tras tierras reciben por el constante arrastre de tierras ;i 
consecuencia de la corriente de las aguas, extiéndese la pro­
piedad del dueño ribereño, sin que los demás limítrofes pue­
dan reclamar contra su sucesivo y paulatino aumento, toda 
vez que éste no puede apreciarse y es efecto de la naturaleza 
y situación del predio.

Este precepto refiérese especialmente al aumento ó dis­
minución manifiesta de las heredades colindantes con las ri­
beras de los ríos; los dueños de las limítrofes con estanques 
ó lagunas, no adquieren, ni pierden los terrenos descubiertos 
ó inundados por las crecidas extraordinarias.

En la avulsión ó fuerza manifiesta del río, las reglas son 
diametralmente opuestas. Verifícase el aumento ó desmem­
bración por accidente repentino ó violento, arrancando de 
la propiedad de uno, árbol ó trozo de terreno para transpor­
tarlo á predio distinto. En este caso, la propiedad sigue
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siendo del expropiado violentamente; pero necesita acre­
ditar su reclamación, y si lo segregado fuese un árbol, el 
plazo para la prescripción de la acción será el de un mes, 
expirado el cual no podrá alegar derecho alguno sobre los 
árboles ü otras plantaciones que, por virtud de la avenida, 
le hubiesen sido arrebatadas.

En la formación de isla ó separación de terrenos de uno 
ó varios predios, para formar un todo independiente circuido 
de agua, las reglas que se han dictado nacen de la conven­
ción humana para obviar los inconvenientes y las cuestiones 
á que daria lugar su ocupación ó readquisición.

Formándose aquéllas en la zona marítima ó mares adya­
centes ó en los rios navegables y flotables, según la condi­
ción de estos bienes, forman, en consecuencia, parte de la 
propiedad del Estado. No siendo los rios de esta naturaleza, 
trázase una línea divisoria para determinar la propiedad de 
los dueños de ambas riberas, si son equidistantes, y caso de 
no serlo, se le adjudicará al dueño ribereño más cercano.

En la mtUación de cauce ó variación del curso del río, ya 
por la división en brazos, bien por quedarse seco el primi­
tivo álveo, el nuevo cauce pasa á ser de dominio público, 
volviendo al del particular una vez que las aguas recobren su 
cauce anterior, naturalmente ó por el esfuerzo humano, que­
dando en su lugar el cauce ó terreno abandonado por las 
aguas de la propiedad de los dueños más cercanos. Estas 
son las reglas de la accesión continua verificada por la 
acción directa de la naturaleza.

Código civil.-Libro II.—Titulo ll.-Capitulo II: De la accesión.—Sec­
ción segunda.—l>eí derecho de accesión respecto á los bienes 
inmuebles.
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Art. 358. Lo edificado, plantado ó sembrado en predios ajenos 
y las mejoras ó reparaciones hechas en ellos, pertenecen al dueño 
de los mismos, con sujeción á lo que se dispone en los artículos 
siguientes.

Art. 359. Todas las obras, siembras y plantaciones, se presu­
men hechas por el propietario y á su costa mientras no se pruebe 
lo contrario.





grega de una heredad de su ribera una porción conocida de te­
rreno y la transporta á otra heredad, el dueño de la finca á que 
pertenecía la porción segregada conserva la propiedad de ésta.

Art. 369. Los árboles arrancados y trasportados por la corriente 
de las aguas pertenecen al propietario del terreno á donde vengan 
á parar, si no los reclaman dentro de un mes los antiguos dueños. 
Si éstos los reclaman, deberán abonar los gastos ocasionados en 
recog’erlos ó ponerlos en lugar seguro.

Art. 370. Los cauces de los ríos que quedan abandonados por 
variar natualmente el curso de las ag'uas, pertenecen á los dueños 
de los terrenos ribereños en toda la longitud respectiva á cada 
uno. Si el cauce abandonado separaba heredades de distintos 
dueños, la nueva linea divisoria correrá equidistante de unas y 
otras.

Art. 371. Las islas que se forman en los mares adyacentes á 
las costas de España y en los ríos navegables y flotantes, perte­
necen al Estado.

Art. 372. Cuando en un rio navegable y flotable, variando na­
turalmente de dirección, se abre un nuevo cauce en heredad pri­
vada, este cauce entrará en el dominio público. El dueño de la 
heredad lo recobrará siempre que las aguas volviesen á dejarlo 
en seco, ya naturalmente, ya por trabajos legalmente autorizados 
alefecto.

Art. 373. Las islas que por sucesiva acumulación de arrastres 
superiores se van formando en los ríos pertenecen á los dueños 
de las márgenes ú orillas más cercanas á cada una, ó á los de 
ambas márgenes si la isla se hallase en medio del rio, di viéndose 
entonces longitudinalmente por mitad. Si una sola isla asi formada 
distase de una margen más que de otra, será tínicamente por com­
pleto dueño suyo el de la margen más cercana.

Ar. 374. Citándose divide en brazos la corriente del rio, de­
jando aislada una heredad ó parte de ella, el dueño de la misma 
conserva su propiedad. Igualmente la conserva si queda separada 
de la heredad por la corriente una porción de terreno.

. 2 . °  Deslinde y amojonamiento.
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El deslinde y amojonamiento son conclusiones naturales 
del principio en que se sustenta la propiedad.

Si ésta supone goce y disfrute de una cosa, la cosa ha de 
ser corporal, ha de materializarse, ha de definirse para que



tanto el propietario no pueda aprovechar las que no le perte­
necen, como para que dando á su dominio la extensión v 
los limites dentro de los cuales ejerce sus facultades, sea 
respetado en su derecho.

El deslinde y el amojonamiento no son más que el com­
plemento del derecho de propiedad, mediante los cuales se 
demarca nuestra pertenencia y se ponen señales exteriores 
como notiñcación pública de la extensión de nuestro domi­
nio, para que por este simple hecho cualquiera transgresión 
se convierta en delito contra la propiedad.

El deslinde y el amojonamiento son distintos, consecuen­
cia uno del otro. Sirven ambos para identiñcar y aclarar la 
extensión de nuestro dominio; por el deslinde se verifica la 
operación, se define la propiedad, se fijan los límites hasta 
donde alcanza la soberanía que tenemos sobre las cosas; por 
el segundo, efecto del anterior, se señalan las tierras con 
hitos ó mojones para conocimiento de los colindantes v de 
todos; en una palabra, se materializa la operaeión efeetuada.

El Código reconoce la facultad de deslindar, tanto en el 
dueño de la cosa, como en el que posee dereehos reales sobre 
la misma.

La disposición es perfectamente comprensible; el dueño 
siempie será el mayor interesado en conocer los limites de 
la propiedad, ó ya conocidos, patentizarlos para evitar usur­
paciones, pero esta operaeión, esta sanción de limites se 
haiá por neeesidad con citación de los dueños colindantes, 
puesto que la misma razón concurre en ambas partes, y 
para la garantía de que no serán perjudicados en sus in­
tereses.

Los que poseen un derecho real, unido de tal suerte á la 
cosa, como la sombra al cuerpo, necesitan conocer también 
la extensión de la propiedad gravada, y, por consiguiente, la 
importancia material del gravamen; de aqui el asimilarlos 
al propietario en esta facultad del dominio.

Para el deslinde se siguen diversidad de reglas.
Si existen titules de propiedad, éstos servirán para defi­

nir la extensión del terreno; careciéndose de ellos, se acude 
al elemento material, á la posesión de los colindantes, á la
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información posesoria. No siendo posible apelar á los ante­
riores medios, ya por insuflciencia ó indeterminación de los 

 ̂ títulos, ya por la carencia de posesión, se acudirá á las 
pruebas admitidas en derecho (documentos privados, testi­
gos, dictamen pericial), y no bastando esto, el deslinde se 
efectuara distribuyendo por partes iguales el terreno objeto 
de la contienda, último recurso que cabe para evitar la po­
sibilidad de la lesión.

Pero aun existiendo títulos de dominio, éstos pueden 
mencionar una cabida mayor ó menor de la que comprenda 
la totalidad de los terrenos. En este caso, el aumento ó la 
disminución se repartirá ó descontará á favor de los propie­
tarios, proporcionalmente á la medida superficial de cada 
finca.

Aerificado el deslinde y establecidos los hitos ó mojones 
por estos simples hechos no se establece ningún derecho per­
manente; aclarará la situación incierta de la propiedad 
fijar.a materialmente la división y evitará no pocos disgustos 
y itigios; pero estos actos de jurisdicción voluntaria, no 
dan ni quitan derechos mientras la cuestión no se convierta 
en contenciosa, y, por tanto, se siga juicio ordinario, termi­
nado por sentencia firme.

Precisa ocuparse también del deslinde y amojonamiento, 
no como derecho que al propietario le compete, sino simple­
mente como medio de poder ejercitarle, refiriéndonos, por 
consiguiente, á la acción de finium regundorum, acción que 
compete á los dueños de los predios colindantes, para que se 
deslinden, se fijen sus límites, ya sea esto debido á carencia 
o inexactitud de los títulos de propiedad, ó á suceso de fuerza
mayoi que haya causado la desaparición de las señales antes 
existentes.

Código civil.-Libro II, tít. II. cap. \\\.-Del deslinde y amojonamiento.

propietario tiene derecho á deslindar su pro­
piedad con citación de los dueños de los predios colindantes.
reales corresponde á los que tengan derechos

Art. 385. El deslinde se hará en conformidad con los títulos de 
tomo II JU
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cada propietario, y á falta de títulos suficientes, por lo que resul­
tare de la posesión en que estuvieren los colindantes.

Art. 386. Si los títulos no determinasen el limite ó área perte­
neciente á cada propietario, y la cuestión no pudiera resolverse 
por la posesión ó por otro medio de prueba, el deslinde se hará 
distribuyendo el terreno objeto de la contienda en partes iguales.

Art. 387. Si los títulos de los colindantes indicasen un espacio 
mayor ó menor del que corresponde á la totalidad del terreno, el 
aumento ó la falta se distribuirá proporcionalmente.

Ley de Enjuiciamiento civil.—Libro III, tít. XV. Del denliiíide 
y amojonamiento.

Art. 2.061. Puede pedir el deslinde y amojonamiento de un 
terreno, no sólo el dueño del mismo, sino el que tuviere consti­
tuido sobre él algún derecho real para su uso y disfrute.

En la demanda expresará si el deslinde ha de practicarse en 
toda la extensión del perímetro del terreno, ó solameúte en una 
parte que confine con heredad determinada-, y manifestará los 
nombres y residencia de las personas que deban ser citadas al 
acto, ó que ignora estas circunstancias.

Art. 2.062. El Juez señalará el dia y hora en que haya de prin­
cipiar el acto, haciéndolo con la anticipación necesaria para que 
puedan concurrir todos los interesados, á quienes se citará pre­
viamente en forma legal.

Los desconocidos y de ignorada residencia serán citados por 
medio de edictos, que se fijarán en los ¡sitios de costumbre de la. 
cabeza del partido del pueblo en que radique la finca, y de aquel 
en que el citado hubiere residido últimamente.

Art. 2.063. Si el Juez no pudiere concurrir á la práctica del 
deslinde, dará comisión al Juez municipal del término en que ra­
dique la finca.’

Art. 2.064. No se suspenderá la práctica del deslinde, ni del 
amojonamiento, si también so hubiere pedido, por la falta de asis­
tencia de alguno de los dueños colindantes, al cual quedará á 
salvo su derecho para demandar, en el juicio declarativo que co­
rresponda, la posesión ó propiedad de que se creyese despojado 
en virtud del deslinde.

Art. 2.065. Tanto el que hubiere solicitado el deslinde como 
los demás concurrentes á la diligencia, podrán presentar en ella 
los títulos de sus fincas y hacer las reclamaciones que se estimen
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procedentes por si ó por medio de apoderado que nombren al 
efecto.

También podrán concurrir á la diligencia, si uno ó más de los 
interesados lo solicitase, Peritos de su nombramiento ó delegados 
por el Juez, que conozcan el terreno y puedan dar las noticias ne­
cesarias para el deslinde.

Art. 2.066. Kealizado sin oposición el deslindo, y el amojona­
miento en su caso, se extenderá, con separación del expediente, 
un acta expresiva de todas las circunstancias que den á conocer 
la linea divisoria de las fincas, los mojones colocados ó mandados 
colocar, su dirección y distancia de uno á otro, como también las 
cuestiones importantes que se hayan suscitado y su resolución. 
Firmarán el acta los concurrentes.

Art. 2.067. Si no pudiera terminarse la diligencia en un dia, 
se suspenderá para continuarla en el más próximo posible, lo cual 
se hará constar en el acta.

Art. 2.068. Del acta se darán á los interesados las copias que 
pidieren, y se protocolizará en la Xotaria del actuario que la au­
torizó, si fuere Notario; no siéndolo, en la del pueblo ó distrito no­
tarial en que radique la finca deslindada; y siendo varias, en la 
que el Juez elija.

Art. 2.069. El actuario extenderá en el expediente dilig-encia 
de haber tenido efecto el deslinde y amojonamiento, expresando 
la Notarla en que se hubiere protocolizado el acta, cuyo recibo 
firmará en la misma diligencia el Notario.

Art. 2.070. Si antes de principiarse la operación de deslinde, 
se hiciere oposición por el dueño de alg’ún terreno colindante, se 
sobreseerá desde Inego en cuanto al deslinde de la parte de la 
finca confinante con la del opositor, reservando á las partes su 
derecho para que lo ejerciten en el juicio declarativo que corres­
ponda.

Lo mismo se practicará en el caso de hacerse la oposición en 
el acto de la diligencia, si sobre el punto en que consista no 
pudiere conseg'uirse en el mismo acto la avenencia de los intere­
sados.

En ambos casos podrá continuarse el deslinde del resto de la 
finca, si lo pidiere el que haya promovido el expediente, y no se 
opusieren los otros colindantes.
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3.*> Derecho de cerrar las fincas rústicas.

Si la propiedad es el derecho de gozar y disponer libre­
mente de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas 
en las leyes, lógico es que de este principio arranquen las 
naturales consecuencias para que este derecho sea respeta­
do: de otra suerte, esta facultad sería ciertamente infringi­
da, dada la especial naturaleza de las fincas rústicas, si no 
tuviera el dueño la suficiente previsión y vigilancia para 
impedir el quebrantamiento de su derecho dominical.

No obstante ser tan natural y legitimo el derecho de ce- 
n-ar las fincas rústicas, contenido implícitamente en nuestras 
antiguas leyes, fué prohibido su uso por los innumerables pri­
vilegios concedidos al Concejo de la Mesta para la protección 
y mejoramiento de la ganadería, con evidente perjuicio de la 
Agricultura.

Jovellanos en su notable Informe sobre la ley Agraria, 
abogó por el completo y legal reconocimiento de este dere­
cho, evidenciando las mejoras que al país en general produ­
ciría una disposición permitiendo á los dueños de los predios 
rústicos la facultad de cerrarlos, para evitar las frecuentes 
transgresiones cometidas en las tierras.

Las continuas exhortaciones no produjeron su efecto 
hasta que, implantado el sistema político constitucional en 
nuestra patria  ̂ por decreto de 8 de Junio de 181J, se pre­
ceptuó que «todas las dehesas, heredades y  demás tierras 
de cualquiera clase, pertenecientes á dominio particular, ya 
sean libres ó vinculadas, se declaran desde ahora cerradas ó 
acotadas perpetuamente y  sus dueños ó poseedores podrán 
cerrarlas sin perjuicio de las cañadas, abrevaderos, cami­
nos travesías y servidumbres,» decreto que, derogado por la 
reacción en 1814, fué de nuevo puesto en vigor en 1836, 
desde cuya época hasta la presente ha sido por todas las le­
yes reconocido.

He aqui, sumariamente expuesta la historia de la dispo- 
• sición contenida en el art. 388 del Código vigente. Éste, no 

sólo reconoce y sanciona tan legítima facultad en todos los



dueños, sino que indica hasra los modos, formas y maneras 
de que pueden usar para su aplicación.

Por consiguiente, y para terminar, esta facultad es ex­
clusiva del propietario, el cual puede poner cuantos obs­
táculos estime oportuno para evitar la entrada ó salida de la 
finca, bastando también al efecto cualquier otro signo ma­
terial, de los que se expresan en el articulo que á conti­
nuación insertamos, que indique en el dueño la voluntad de 
poseerla exclusivamente. Esto ha de entenderse con la obliga­
ción de respetar todas aquellas restricciones constituidas, ya 
por su libre voluntad, ya por mandato expreso de la ley, 
como sucede con la servidumbre legal de paso, que estudia­
remos en su debido lugar.
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Del derecho de cerrarCódigo civil.—Libro segundo, tít. II, cap. IV.-
las fincas rústicas.

Art. 388. Todo propietario podrá cerrar ó cercar sus heredades 
por medio de paredes, zanjas, setos vivos ó muertos, ó de cual­
quier otro modo, sin perjuicio de las servidumbres constituidas 
sobre las mismas.

4.° Derecho de defensa contra edificios ruinosos 
y círholes que amenazan caerse.

Nattiraleza y extensión del derecho de defensa.—Î a pro­
piedad, según queda dicho con repetición, es la facultad de 
gozar y disponer de las cosas que pertenecen á una persona, 
es decir, imponiéndolas su voluntad para que contribuyan á 
la satisfacción de sus necesidades, disponiendo de ellas ó des­
truyéndolas si para la consecución de sus fines lo estimara 
necesario; pero la ley, en previsión de evitar las exageradas 
consecuencias que pudieran deducirse de este principio indi­
vidualista, ha añadido á la definición de la propiedad, la limi­
tación de que no perjudiquen otros derechos establecidos pol­
la ley.

Como la propiedad, pues, no es un derecho absoluto, sino 
un conjunto de medios necesarios para que el hombre satis­
faga sus necesidades, respetando siempre el fin social, mu­
cho más alto que el individual, y no lesionando los más sagra-



dos, cuales son la vida délos demás ciudadanos, la sociedad 
obliga al dueño de casa, pared ó columna á su derribo cuando 
amenace ruina, para evitar los perjuicios que su caida pu­
diera ocasionar.

Si no lo verificase ó fuese moroso en el cumplimiento 
de esta obligación, la Autoridad hará la demolición por 
cuenta y riesgo del propietario, sin perjuicio de la penalidad 
en que hubiera podido incurrir por su imprudencia cul­
pable.

Lo mismo sucedería, puesto que los efectos pueden 
resultar idénticos, en el caso que lo que amenazare derrum­
bamiento fuese un árbol.

El art. 391 viene á ser la sanción penal en el caso de in­
fringirse los dos anteriores, porque se refiere á la responsa­
bilidad civil por virtud de culpa ó negligencia.

El Código impone una obligación al dueño del edificio, 
pared, columna ó del árbol que amenazaren ruina. ¿Quién 
tiene derecho á exigir su cumplimiento? El Código cita 
sólo á la Autoridad. A ésta, por virtud de su deber de velar 
por la seguridad de los individuos, compete tal atribución 
que ejercerá, bien de oficio, es decir, por su propia iniciativa, 
bien por denuncia de todo habitante del término municipal; 
pero además, existen personas á quienes concede la ley de 
modo expreso la facultad de exigir la adopción de medidas 
encaminadas á evitar daños en su persona ó en sus bienes. 
Son dichas personas las mencionadas en el art. 1.677 de la 
ley de Enjuiciamiento civil, ó sea las que posean alguna 
propiedad contigua ó inmediata que pueda resentirse ó pa­
decer por la ruina y las que necesiten pasar por las inme­
diaciones del edificio, árbol ó construcción jque amenazare 
ruina. Dichas personas pueden promover el llamado inter­
dicto de obra ruinosa, con objeto, de adoptar medidas de 
precaución, ú obtener la demolición total ó parcial de la obra 
ruinosa.

Procedimiento para ejercer el derecho: interdicto de obra 
ruinosa.—Gozü. el propietario ó poseedor de la cosa del 
derecho de defensa para evitar á su propiedad peligros 
inminentes que exigen, en ciertos casos, medidas urgentes
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de precaución, como dice el núm. l.° del art. 1.676 de la ley- 
de Enjuiciamiento civil. Pues bien: los casos para los que 
se establece el derecho, indican bien á las claras que el modo 
de ejercitarle, el procedimiento para conseguir el fin que se 
j)ropone el legislador, al conceder aquél, ha de ser breve, su­
mario. Por esto, la ley procesal señala como tal medio un 
interdicto, el de obra ruinosa.

La ley distingue, sin embargo, dos casos: la adopción de 
medidas urgentes de seguridad y la demolición total ó par­
cial de obra ruinosa. En ambos, el procedimiento es rápido; 
pero lo es naturalmente mucho más en el primero.

En éste, formulado el interdicto, el Juez acuerda el reco- 
trocimiento de lo que amenazare ruina, que se practicará 
inmediatamente, y sin dilación se dicta auto acordando las 
medidas oportunas para garantir provisional y urgente­
mente la seguridad del amenazado por el peligro, ó dene­
gándolas, auto que en un caso y en otro es inapelable. Y la 
ley' quiere de tal modo asentar la eficacia del derecho, que si 
el auto es afirmativo de las medidas, á fin de conseguir la 
efectividad de éstas, autoriza al dueño, personalmente ó por 
su apoderado, y en defeeto, al arrendatario para compeler á 
su ejecución al obligado á realizarlas.

Cuando el interdicto tiene por objeto la demolición de 
una obra ruinosa, se convoca á las partes á juicio verbal, y 
dentro de los tres dias siguientes á la terminación de éste, ó 
al reconocimiento judicial (la ley concede facultad al Juez 
para practicar por si un reconocimiento pericial , si por 
el resultado del juicio lo crey'ere necesario), se dictará sen­
tencia.

Esta sentencia, á diferencia del auto declarativo ó dene­
gatorio de la adopción de medidas urgentes de precaución, 
es apelable, pero si aquélla es afirmativa de la demolición y 
ésta es urgente, el Juez tiene el deber de decretar de oficio, 
es decir, sin instancia de la parte interesada, la ejecución de 
las medidas de precaución necesarias, inclusa la demolición 
de parte de la obra, si no pudiera demorarse, según dice el 
articulo 1.685 de la ley de Enjuiciamiento, sin grave é inmi-
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Código civil.— Libro II, tit. II, cap. V.— Z>e los edificios ruinosos 
y de los árboles que amenazan caerse.

Art. 389. Si un edificio, pared, columna ó cualquiera otra con.s- 
trucción amenazase ruina, el propietario estará obligado á .su de­
molición ó á ejecutar las obras necesarias para evitar su caida.

Si no lo verificase el propietario de la obra ruinosa, la Autori­
dad podrá hacerla demoler á costa del mismo.

Art. 390. Cuando algún árbol corpulento amenazara caerse de 
modo que pueda causar perjuicio á una finca ajena ó á los tran- 
serintes por una via ptiblica ó particular, el dueño del árbol está 
obligado á arrancarlo y retirarlo, y si no lo verificase, se hará á 
su costa por mandato de la autoridad.

Art. 391. En los casos de los dos artículos anteriores, si el edi­
ficio ó árbol se cayese, se estará á lo dispuesto en los artícu­
los 1.907 y 1.908 (1).

Ley de Enjuiciamiento civil.— Libro II, tíf. XX, sección cuarta.
Del interdicto de obra ruinosa.

Art. 1.676. El interdicto de obra ruinosa puede tener dos 
objetos:

l.° La adopción de medidas urgentes de precaución, á fin de 
evitar los riesgos que pueda ofrecer el mal estado de algún edifi-

(1) Art. 1.90í. El propietario de un edificio es responsable de los 
daños que resulten de la ruina de todo ó parte de él, si ésta sobrevi­
niere por falta de las reparaciones necesarias.

Art. 1.908. igualmente responderán los propietariosde los daños 
causados:

1. " Por la explosión de máquinas que no hubiesen sido cuidadas 
con la debida diligencia, y la inflamación de substancias explosivas que 
no estuviesen colocadas en lugar seguro y adecuado.

2. “ Por los humos excesivos que sean nocivos á las personas ó á 
las propiedades.

3. " Por la caída de árboles colocados en sitios de tránsito, cuando 
no sea ocasionada por fuerza mayor.

4. " Por las emanaciones de charcas ó depósitos de materias infec­
tantes, construidos sin las precauciones adecuadas al lugar en que es­
tuviesen

Art. 1.909. Si el daño de que tratan los dos artículos anteriores 
resultase por defecto de construcción, el tercero que lo sufra sólo po­
drá repetir contra el Arquitecto, ó, en su caso, contra el constructor, 
dentro del tiempo legal.



CIO árbol, columna ó cualquiera otro objeto análogo, cuya calda 
pueda causar daño á las personas ó en las cosas.

2.“ Lajiemolición total ó parcial de una obra ruinosa.
Art. 1.677. Sólo podrán intentar dicho interdicto:
I.“ Los que tengan alguna propiedad contigua ó inmediata, 

que pueda resentirse ó padecer por la ruina.
, ‘ enpn necesidad de pasar por las inmediaciones
del edihcio, árbol ó construcción que amenazare ruina.

Art. 1.678. Se entiende por necesidad, para los efectos del an­
terior articulo, la que no puede dejar de .satisfacerse sin quedar 
privado el denunciante del ejercicio de un derecho, ó sin que se le
siga conocido perjuicio en sus intereses, ó grave molestia, á juicio 
del Juez.

Art. 1.6/9. Cuando el objeto del interdicto sea la adopción de 
medidas urgentes de seguridad, acordará el Juez el reconoci­
miento de lo que amenazare ruina, el que ejecutará inmediata­
mente por si mismo, acompañado de actuario v de un Perito que 
nombrará al efecto. "

Del resultado del reconocimiento judicial se extenderá la opor­
tuna acta, en la que se insertará el dictamen del Perito, v sin dila­
ción dictará el Juez auto acordando las medidas que estime nece­
sarias para procurar interina y prontamente la debida seguridad.

A la ejecución de estas medidas serán competidos el dueño de 
la cosa ruinosa, su administrador ó apoderado, v en su defecto, el 
arrendatario ó inquilino por cuenta de las rentas ó alquileres. En 
defecto de todos éstos, suplirá los gastos el actor, á reserva de 
reintegrarse de ellos, exigiendo su importe del dueño de la obra 
por el procedimiento establecido para la vía de apremio en el jui­
cio ejecutivo.

Art. 1.680. El Juez podrá denegar las medidas de precaución 
solicitadas, SI del reconocimiento que haga con el Perito no resul­
tare la urgencia.

Art. 1.681. Los autos que el Juez dictare otorgando ó dene­
gando las medidas urgentes de precaución no serán apelables.

Art. 1.682. Si el interdicto tuviere por objeto la demolición de 
alguna obra ruinosa, el Juez mandará convocar á las partes á 
jumio verbal, con la urgencia que el caso requiera, al que podrán 
asistir sus respectivos defensores: oirá sus alegaciones y testio-qs 
J examinará los documentos que presentaren, uniéndolos A los 
autos.
m e  e x t e n d e r á  lá  o p o r t u n a  a c t a ,  q u e  s u s c r i b i r á n
JOS q u e  ¿I é l  h a y a n  c o n c u r r i d o .
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Art. 1.683. Si por el resultado del juicio elJuez lo creyere ne­
cesario, podrfi practicar por si mismo un reconocimiento de la 
obra, acompañado de Perito que nombre al efecto: los interesados 
concurrirán si quieren á esta diligencia, acompañados de sus 
defensores y de Peritos de su nombramiento.

De ella se extenderá también la oportuna acta, que suscribirán 
todos los que ha5'an concurrido.

Art. 1.684. Dentro de los tres dias siguientes al en que hubiere 
terminado el juicio verbal ó la práctica de la diligencia de reco­
nocimiento, si ésta hubiere tenido lugar, el Juez dictará senten­
cia, la cual será apelable en ambos efectos.

Art. i.685. En el caso de ordenarse la demolición y de resultar 
su urgencia del juicio y diligencia de reconocimiento, deberá el 
Juez, antes de remitir los autos á la Audiencia, decretar de oficio 
y hacer que se ejecuten las medidas de precaución que estime 
necesarias, inclusa la demolición de parte de la obra si no pudiera 
demorarse sin grave ó inminente riesgo, procediendo al efecto en 
la forma prevenida en el párrafo último del art. 1.679.
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Derechos restrictivos de la propiedad.

Los dei'echos restrictivos de la propiedad son verdaderas 
desmembraciones de ésta: derechos que se tienen en las 
cosas, suponen la limitación en las facultades de usar, gozar 
y disponer.

La ley y la voluntad de los particulares son las fuentes de 
donde proceden estas limitaciones que, gravando los bienes 
del propietario, le impiden los derechos de usar, ó por el 
contrario, teniendo éste, le restringen el de libre disposición.

El censo, en sus tres manifestaciones, el usufructo, el uso 
y la habitación, y por último, las servidumbres van incluidas 
entre las limitaciones antedichas, no mencionando la hipo­
teca, la prenda y la posesión, por no ser pertinentes de una 
manera.directa al objeto de esta obra.

Por el censo, usufructo, uso y habitación, el propietario 
se desprende temporalmente de lo que los expositores llaman 
dominio útil (derecho de aprovechamiento), reservándose 
tan sólo el dominio directo, ó la mera propiedad de las cosas 
gravadas; por las servidumbres, la facultad de hacer se 
presenta en forma negativa, es decir, el dueño sufre el grar 
vamen, de no hacer ó de consentir que otro haga; aquí, pues, 
no existe restricción, sino en el servicio; la servidumbre se 
presta por un inmueble á favor de otro, la persona es del 
todo indiferente, ésta conserva los derechos de gozar y dis­
poner, con la limitación del gravamen que sobre ella pesa.
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l.° Censo.
^atv,raleza. Examinados los censos, una vez constitui­

dos por las diversas maneras que el derecho reconoce, pre- 
séntanse como derechos reales, derechos que gravitan sobre 
las cosas y que, por consiguiente, son una restricción ó mo­
dificación del derecho de propiedad.

El censo, en su acepción jurídica, supone un derecho 
constituido sobre cosa ajena, con la facultad de percibir 
una pensión ó canon.

La persona á cuyo favor se reconoce el censo, perci­
biendo en su virtud la pensión, se denomina censualista; 
aquella en quien recae la prestación, censatario ó censuario.

Este derecho, como todos los reales, guarda profunda se­
mejanza con sus congéneres; así, por consiguiente, podrá 
reclamarse la prestación ó entreg'a del cánon, cualquiera 
que sea el poseedor en quien esté la cosa.

Es carácter peculiar del censo su indivisibilidad. El censo, 
como la hipoteca, servidumbre, etc., son esencialmente in­
divisibles; la pensión censal grava sobre toda la finca y cada 
una de sus partes. Consiguientemente, no pueden dividirse 
entre dos ó más personas las fincas afectas al censo, sin el con­
sentimiento terminante del censualista, indivisibilidad que 
subsiste aun adquiriéndose las cosas por ;titulo hereditario.

Caso de permitir la división el censualista, se designará 
con su intervención la parte del censo con que quedará gra­
vada cada porción, resultando tantos censos cuantas sean las 
partes en que se haya dividido la finca; por la división se 
extingue el censo que gravaba su totalidad, para dar naci­
miento á un número de censos equivalente al de las porcio­
nes producto de aquélla.

Clases.—m  censo se divide en tres clases: enfttéutico, re­
servativo y consignativo. Por el primero, el censualista trans­
fiere el dominio útil (facultad de usar y aprovechar) al censa- 
tai io, leseivándose el dominio directo con derecho á percibir 
una pensión ó canon. Este censo es el más gravoso para el 
censuario, y en el deseo de todos los Códigos está abolirle, 
sustituyéndole por el arrendamiento.



Con el censo enfitéutico relaciónase el derecho de super­
ficie, que, como dijimos al tratar de la accesión, es la facultad 
de edificar en terreno ajeno, aprovechándose por determi­
nado tiempo del uso y disfrute de un solar ó superficie de 
terreno.

El censo reservativo supone menos limitación respecto 
de las facultades del censuario. Por virtud de él, el censua­
lista tiene el derecho de percibir una pensión á causa de 
haberse desprendido en favor del censatario del pleno domi­
nio de una finca.

Por consecuencia, en este censo la propiedad no se halla 
desmembrada, los derechos dominicales ejércense por una 
sola persona, y únicamente existe una limitación al mismo 
derecho al quedar el inmueble sujeto á la prestación de de­
terminado canon.

En el censo consignativo no hay restricción de dominio, 
ni entrega de bienes, sino imposición de un capital sobre 
determinados bienes, con la obligación esencial, en todo 
caso, de exigirse una pensión anual.

Constitución.—Los modos por los que puede constituirse 
son tres : testamento, contrato y ley; es decir, por la voluntad 
de una persona, por el consentimiento de las partes ó por 
precepto terminante del legislador.

La fuente más pura de los derechos reales es la voluntad 
manifestada en los contratos; asi qne, los censos en su in­
mensa mayoria, proceden de esta modalidad; en tal sentido 
puede definirse el censo diciendo que es contrato consensual 
bilateral perfecto, por el cual una persona cede á otra, ya el 
dominio útil de una finca, ya la plena propiedad, ó consigna 
un capital sobro la misma, con el derecho de percibir una 
pensión ó canon. Constitúyese también por acto do última 
voluntad, en el que el testador imponga tal gravamen sobre 
finca de sn propiedad.

Extinción. — Dijimos que el censo supone derecho de 
percibir una pensión constituida sobre cosa fructífera ajena. 
Por consiguiente, extinguida la causa se extinguen los efec­
tos que ésta produce.

Ahora bien: la extinción de la cosa censida puede verifi-
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carse por caso fortuito ó fuerza mayor, sin intervención de 
la voluntad del censatario, ó por dolo, culpa ó negligencia, ó 
mala fe del mismo.

En el primer caso, dicho se está que si se pierde ó se inu­
tiliza la finca, cesa el pago de la pensión, y el censo se extin­
gue, sin dar lugar á reclamación alguna, porque entonces 
esta acción, eminentemente real, se convertiría en personal, 
desnaturalizándose así los derechos á que la cosa estaba 
afecta.

Si la cosa se pierde ó inutiliza parcialmente, el censata­
rio no se eximirá de pagar la pensión, debiendo satisfacer 
ésta con los productos de parte de la finca que permanece 
subsistente, y  caso de no ser éstos suficientes á levantar las 
cargas, puede solicitar del censualista, ó la reducción par­
cial del censo ó su redención, ó verificar el desamparo á fa­
vor de aquél.

Si la finca, por cualquier accidente, se hiciese totalmente 
infructífera, se extingue el censo, en lo que respecta á los 
frutos, pero renace si volviese á producirlos, sin obligación 
del censatario de pagar las pensiones debidas por el tiempo 
en que el inmueble permaneció improductivo.

Si por dolo, culpa ó la voluntad del censatario, la finca 
llegase á ser insuficiente para el pago de las pensiones, puede 
exigirle el censualista que, ó imponga sobre otros bienes 
aquella parte del capital que deje de estar asegurada por la 
disminución del valor de la misma, ó redima el censo, me­
diante reintegro de todo su capital. Asi lo dispone el art. 150 
de la ley Hipotecaria, que en este caso, aun siendo una ley 
anterior á la publicación del Código (subsistente según dis­
posición expresa del mismo), ha de llenar los vacíos que en 
materia tan importante deja de sancionar la ley civil por 
excelencia.

Interviniendo la mala fe del censuario en la pérdida de 
la cosa ó en su reducción parcial, no sólo responderá del ca­
pital que represente el valor de la finca y de las pensiones, 
si que también indemnizará todos los daños y perjuicios que 
por su culpa se hayan causado.

Otro de los modos de extinguirse el censo (enfitéutico), es



el comiso (le la. finca á favor del dueño directo. Tiene lugar 
esta condición resolutoria, cuando el enfiteuta (censuario) 
deja de pagar sin causa que lo justifique la pensión ó canon 
durante tres años consecutivos , ó cuando el mismo no cum­
pla las condiciones estipuladas en el contrato, ó deteriore 
gravemente la finca, perjudicando asi al dueño directo. En 
estos casos (ó en los de rescisión del contrato de enfiteusis, 
consolidación ó reunión del dominio directo y útil, enajena­
ción de la finca sin permiso del dueño directo, conclusión del 
plazo marcado, pérdida ó extinción y redención del censo), 
el censualista deberá abonar al enfiteuta todas las mejo­
ras verificadas que hayan aumentado el valor de la finca, 
siempre que este aumento subsista al tiempo de devolverla.

Si la finca tuviese deterioros, debidos á culpa ó negligen­
cia del enfiteuta, pero también se hubieren hecho mejoras, 
éstas y aquéllos se compensan, y si los deterioros superan á 
lo beneficiado, el enfiteuta quedará obligado á su resarci­
miento, asimismo como á las pensiones vencidas y no satis­
fechas, siempre que no hubieren prescrito.

Termina también el censo consignativo, cuando la finca 
acensuada^ov pérdida, deterioro ó por cualquier otra causa, 
no fuera suficiente d garantir el capital impuesto sobre ella y 
un 25 por 100 más del mismo.

En este caso, el censatario puede exigir que se redima el 
censo, entregándole capital y pensiones atrasadas, ó se com­
plete la garantía, y no pudiendo el censuario verificar nin­
guna de estas condiciones, dimita el resto ó parte de finca 
en beneficio del acreedor, siempre que concurran las siguien­
tes circunstancias: culpa ó negligencia del censuario en la 
disminución del valor de la finca, respondiendo, por obliga­
ción personal, de los dallos y perjuicios que su abandono 
haya causado; falta de pago de la pensión durante dos años 
consecutivos; declaración en quiébra, concurso ó insolvencia 
del censatario.

Por lo tanto, en estos casos el censo se extingue, ya por 
hechos relacionados con la finca, ó por actos del deudor que 
le coloquen en situación de no poder hacer frente á sus obli­
gaciones ni cumplir sus compromisos.
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Código civil.— Libro IV.— Título Vil: De los censos.— Capítulo I.
Diapoísicionea generales.

Art. 1.604. Se constituye el censo criando se sujetan algunos 
bienes inmuebles al pago de un canon ó rédito anual en retribu­
ción de un capital que se recibe en dinero, ó del dominio pleno ó 
monos pleno que se transmite de los mismos bienes.

Art. 1.605. Es enfitéutico el censo cuando una persona cede á 
otra el dominio útil de una finca, reservándose el dominio directo 
y el derecho á percibir del enfiteuta ó dueño útil una pensión 
anual.

Art. 1.606. Es consignativo el censo cuando el censatario im­
pone sobre un inmueble de su propiedad el gravamen del canon 
ó pensión que so obliga á pagar al censualista por el capital que 
de éste recibe en dinero.

Art. 1.607. Es reservativo el censo cuando una persona cede 
á otra el pleno dominio de un inmueble, reservándose el derecho 
á percibir sobre el mismo inmueble una pensión anual que deba 
pagar el censatario.

Art. 1.608. Es de la haturaleza del censo que la cesión del 
capital ó de la cosa inmueble sea perpetua ó por tiempo inde­
finido.
Sin embargo, el censatario podrá redimir el censo á su voluntad 
aunque se pacto lo contrario; siendo esta disposición aplicable á 
los censos que hoy existen.

Puede, no obstante, pactarse que la redención del censo no 
tenga lugar durante la vida del censualista ó de una persona de­
terminada, ó que no pueda redimirse en cierto número de años, 
que no excederá de veinte en el consignativo, ni de sesenta en el 
reservativo y enfitéutico.

Art. 1.609. Para llevar á efecto la redención, el censatario de­
berá avisarlo al censualista con un año de antelación, ó anticiparle 
el pago de una pensión anual.

Art. 1.610. Los censos no pueden redimirse parcialmente sino 
en virtud do pacto expreso.

Tampoco podrán redimirse contra la voluntad del censualista, 
sin estar al corriente el pago de las pensiones.

Art. 1.611. Para la redención de los censos constituidos antes 
de la promulgación de este Código, si no fuere conocido el capi­
tal, se regulará éste por la cantidad que resulte, computada la 
pensión al 3 por 100.



Si la pensión se paga en frutos, se estimarán éstos, para de­
terminar el capital, por el precio medio que hubieren tenido en el 
último quinquenio.

Art. i.61'á. Los gastos que se ocasionen para la redención v 
liberación del censo serán de cuenta del censatario, salvo los que 
se causen por oposición temeraria, á juicio de los Tribunales.

Art. 1.613. La pensión ó cánon de los censos se determinará 
por las al otorg’ar el contrato.

Podrá consistir en dinero ó frutos.
Art. 1.614. Las pensiones se pagarán en los plazos convenidos; 

Jb á taita de convenio, si consisten en dinero, por años vencidos 
a contar desde la fecha del contrato; y si en frutos, al fin de la 
respectiva recolección.

Art. 1.615. Si no se hubiere designado en el contrato el lugar 
en que hayan de pagarse las pensiones, se cumplirá esta obliga­
ción en el que radique latinea gravada con el censo, y en el domi­
cilio del censualista ó de su apoderado si lo tuviere en el término 
municipal del mismo pueblo. No teniéndolo, y si el censatario, en 
el domicilio de éste se hará el pago.

Art. 1.616. El censualista, al tiempo de entregar el recibo de 
cualquier pensión, puede obligar al censatario á que le dé un res­
guardo en que conste haberse hecho el pago.

Art. 1.617. Pueden transmitirse á titulo oneroso ó lucrativo las 
fincas gravadas con censos, y lo mismo el derecho á percibir la 
pensión.

Art. l.()18. No pueden dividirse entre dos ó más personas las
ncas gravadas con censo sin el consentimiento expreso del cen­

sualista, aunque se adquieran á título de herencia.
Cuando el censualista permita la división, se designará con su 

consentimiento la parte del censo con que quedará gravada cada 
porción, constituyéndose tantos censos distintos cuantas sean las 
porciones en que se divida la finca.

Art. 1.619. Cuando se intente adjudicar la finca gravada con 
censo a vanos herederos, y el censualista no preste su consenti­
miento para la división, se pondrá á licitación entre olios.

A falta de conformidad, ó no ofreciéndose por al<>-uno de los 
interesados el precio de tasación, se venderá la finca c”on la eai-o-a 
repartiéndose el precio entre los herederos.  ̂ ’

Art. 1.620. Son prescriptibles tanto el capital como las pensio­
nes de los censos, conforme á lo que se dispone en el titulo de la 
prescripción,

Art. 1.621. No obstante lo dispuesto en el art. 1.109, el pa°-o de 
TOMO II 11

-  161 —



dos pensiones consecutivas supone hallarse satisfechas todas las 
anteriores.

Art. 1.622. El censatario está obligado á pagar las contribu­
ciones y demás impuestos que afecten á la finca acensuada.

Al verificar el pago de la pensión podrá descontar de ella la 
parte de los impuestos que corresponda al censualista.

Art. 1.623. Los censos producen acción real sobre la finca gra­
vada. Además de la acción real podrá el censualista ejercitaiMa 
personal para el pago de las pensiones atrasadas, y de los daños 
é intereses cuando hubiere lugar á ello.

Art. 1.624. El censatario no podrá pedir el perdón ó reducción 
de la pensión por esterilidad accidental de la finca, ni por la pér­
dida de sus frutos. . j ■ ■

Art. 1.625. Si por fuerza mayor ó caso fortuito so pierde o in­
utiliza totalmente la finca gravada con censo, quedara éste extin­
guido, cesando el pago de la pensión.

Si se pierde sólo en parte, no se eximirá el censatario de 
pagar la pensión, á no ser que prefiera abandonar la finea al cen­
sualista.

Interviniendo culpa del censatario, quedará sujeto, en ambos 
casos, al resarcimiento de daños y perjuicios (1).

Art. 1.626. En el caso del párrafo primero del articulo anterior, 
si estuviere asegurada la finca, el valor del seguro quedará afecto 
al pago del capital del censo y de las pensiones vencidas, á no ser 
(jue el censatario prefiera invertirlo en reedificar la finca, en cuyo 
caso revivirá el censo con todos sus efectos, incluso el pago de 
las pensiones no satisfechas. El censualista podrá exigir del cen-
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(1) L e y  h ip o te ca ria . -A r t . 151. Cuando una finca acensuada se de­
teriorase ó hiciese menos productiva por cualquiera causa que no fuese 
dolo, culpa ó la voluntad del censatario, no tendrá éste derecho a des­
ampararla ni á exigir reducción de las pensiones, mientras alcance a 
cubrirlas el rédito que deba devengar el capital que represente el valor 
de la finca, graduándose dichos réditos al mismo tanto por ciento a 
que estuviese constituido el censo. Si el valor de la finca se disminu- 
vese hasta el punto de no bastar el rédito líquido de él para pagar las 
pensiones de censo, podrá optar el censatario entre desamparar la 
misma finca ó exigir que se reduzcan las pensiones en proporción al
valor que ella conservase- .

Art. 152. Si después de reducida la pensión de un censo, con arre­
glo á lo prevenido en el segundo párrafo del articulo anterior, se au- 
mentase por cualquier motivo el valor de la finca asensuada, podiá 
exigir el censualista el aumento proporcional de las pensiones, pero 
sin que excedan en ningún caso de su importe [irimitivo.



satario que asegure la inversión del valor del seguro en la reedi­
ficación de la finca.

Art. 1.627. Si la finca gravada con censo fuere expropiada por 
causa de utilidad pública, su precio estará afecto al pago del ca­
pital del censo y  de las pensiones vencidas, quedando éste extin­
guido.

t a  precedente disposición es también aplicable al caso en que 
la expropiación forzosa sea solamente departe de la finca, cuando 
su precio baste para cubrir el capital del censo.

Si no bastare, continuará gravando el censo sobre el resto de 
la finca, siempre que su precio sea suficiente para cubrir el capi­
tal censual y un 25 por 100 más del mismo. En otro caso, estará 
obligado el censatario á sustituir con otra garantía la parte ex ­
propiada, ó á redimir el censo á su elección, salvo lo dispuesto 
para el eufitéutico en el art. 1.631.
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2.° Usufructo, uso y liabitacíón.

Naturaleza— Uno de los derechos reales que suponen 
limitación del dominio en las cosas es el usufructo, derecho 
por el cual una persona goza y disfruta de los bienes ajenos, 
salvando su sustancia, ó, por mejor decir, no destruyendo, 
la calidad de lo que posee, con obligación de restituirla una 
vez que termine la facultad de aprovechamiento.

Constitución.—Este derecho puede constituirse, bien pol­
la voluntad manifestada en los contratos, bien por actos dé 
última voluntad, en cuyos casos el usufructo es voluntario, 
ya por disposición de la ley, como sucede con el derecho de 
los padres sobre los bienes de los hijos sujetos á su potestad, 
y el concedido al cónyuge viudo, y últimamente por la 
prescripción que unas veces extingue los derechos que tene­
mos en las cosas, y otras, por el contrario, da lugar á su 
adquisición ó, por lo menos, revalida los que antes se tenían 
como inciertos.

Derechos y obligaciones del usufructuario y del projoieta- 
j-to.—Estos se determinan por el título, ó sea la causa poi­
que se adquiere, en el que se funde este derecho, siendo la 
ley la disposición supletoria para los casos en que el usu­
fructo nacido del acto ó del contrato no dispusiera cuáles



eran los derechos y los deberes del dueño de las cosas y del 
usufructuario.

Éste, por la índole de su derecho percibe todos los pro­
ductos de bienes usufructuados, pero para garantir que los 
derechos de uso y disfrute no sean abusivos, y  que en su ejer­
cicio no se infrinjan la ley le impone dos deberes, la forma­
ción de inventario, en el que se describan minuciosamente 
los bienes y se valúen, para que, una vez terminado el usu­
fructo, no tan sólo se devuelvan los mismos bienes, sino que 
su valor sea equivalente al de la época en que el usufruc­
tuario entró en el ejercicio de este derecho (obligación ine­
ludible para las partes, aunque alguna de ellas renuncie á su 
formación ó lo prohíba en el contrato, ocurriendo lo mismo 
en los usufructos que emanan por ministerio de la ley), y la 
prestación de caiición suñciente, comprometiéndose á cum­
plir todas las obligaciones que le correspondan.

Expuesto lo más elemental, con respecto al usufructo, 
examinemos lo relativo á las reparaciones y gastos que para 
la conservación, reparación ó reconstrucción de las cosas 
usufructuadas están obligados á hacer los interesados.

El usufructuario tiene obligación de efectuar las repara­
ciones que con suma propiedad denomina el Código ordina­
rias, ó sean aquellas que basten á mantener en buen estado 
las cosas que se usufructúen.

Lo expresa así el Código al decir, en su art. 500, que se 
consideran ordinarias las que exijan los deterioros ó desper­
fectos del uso natural de las cosas, es decir, de su aprove­
chamiento, y sean de todo punto indispensables para su 
buena conservación, tanto con el fin de que las cosas no se 
menoscaben, como para evitar que por el abandono se inu­
tilicen ó se conviertan en infructíferas.

Como dichas reparaciones se hallan en razón directa del 
interés del usufructuario, puesto que redundan en beneficio 
de la cosa ó derecho, del cual saca el mismo las utilidades, 
lo natural es que recaigan las cargas en quien percibe los 
beneficios. Pero en el supuesto de que el usufructuario com- 
pelido por el dueño no cumpla estas obligaciones inherentes 
al derecho de uso y disfrute, podrá hacerlas el propietario
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por sí mismo á costa del usufructuario, respondieudo éste de 
todos los gastos ocasionados.

No ocurre lo mismo con las reparaciones extraordinarias, 
las cuales son de cargo del propietario. El fundamento de 
esta disposición es comprensible; los gastos extraordinarios 
hacen relación á la estabilidad y existencia de las cosas, y 
no á su mera conservación y reparación de los desperfectos. 
Por consiguiente, son gastos extraordinarios los de construc­
ción y reforma, y los de refacción en caso de fuerza mayor ó 
siniestro. El usufructuario dará aviso inmediatamente al 
dueño, no sólo por la urgencia de la obra, sino para que el 
propietario compruebe la necesidad y la conveniencia de los 
gastos.

Haciendo el propietario las reparaciones extraordinarias, 
tendrá derecho á exigir al usufructuario el interés legal del 
capital invertido en las obras, mientras durase el usufructo. 
La razón se comprende fácilmente; el propietario ha dado 
un capital que por de pronto permanece para él completa­
mente infructífero; por tanto, para evitar esta lesión, el Có­
digo reconócele el derecho de exigir al usufructuario interés 
legal déla  suma gastada que, según el art. 1.108, es el 6 
por 100 al año, como compensación al desembolso efec­
tuado.

Ya hemos dicho que las reparaciones extraordinarias son 
las que atañen á la subsistencia de las cosas afectas al usu­
fructo, y, por consiguiente, son de cuenta del dueño de las 
mismas, pero éste, incurriendo en un punible abandono, po­
dría negarse á contribuir al gasto de las obras, en cuyo caso, 
si las hiciese el usufructuario, podrá reintegrarse del propie­
tario el aumento de valor que por dichas reparaciones tenga 
la ñnca. Negándose el propietario á satisfacer los gastos 
ocasionados, la ley concede al usufructuario un derecho 
pignoraticio, puesto que puede retener la cosa en su poder, 
usándola y sacando las correspondientes utilidades para que 
con sus productos se resarza de todos los desembolsos que hu­
biese originado para la existencia del objeto del usufructo.

El propietario tiene la facultad de hacer todas las obras 
y mejoras que, sin perjudicar un derecho anterior, como es
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el de carácter real que sobre la ñuca pesa, aumenten el valor 
de la misma ó por lo menos contribuyan á su más fácil apro­
vechamiento. Este derecho del propietario lleva como corre­
lativa la obli<?ación del usufructuario, de no oponerse á su 
ejecución, porque lejos de disminuir la extensión de su dere­
cho, le hace más apropiado á la condición á que se les 
destina.

Extinción.—El usufructo, como todos los derechos reales, 
se extinguen, entre otras causas (muerte del usufructuario, 
cumplimiento del término, consolidación ó reunión del usu­
fructo y la propiedad en una misma persona, renuncia del 
nsufuctuario, resolución del derecho del constituyente, pres­
cripción), por la pérdida de la cosa. El derecho real supone 
por necesidad una cosa sobre la que hagamos pesar nuestra 
actividad; extinguida ésta, el derecho muere.

Por consiguiente, estando el usufructo constituido sobre 
una finca de la que forme parte un edificio, y éste perezca, 
el usufructuario tendrá derecho á usar del suelo y de los 
materiales, del suelo como elemento del cual arranca su dis­
frute, y de los materiales como parte integrante de donde 
sacaba las utilidades inherentes al derecho de percibir los 
frutos.

Igual regla es aplicable cuando el usufructo estuviere 
constituido solamente sobre un edificio; pero si el propieta­
rio quisiere edificar de nuevo éste, podrá ocupar el suelo y 
aprovecharse de los materiales, satisfaciendo al usufructua­
rio mientras durare el tiempo por el que se constituyó el usu­
fructo, los intereses del capital representativo del suelo y de 
los materiales, en compensación á los frutos que le corres­
ponderían caso de no haber ocurrido la destrucción del in­
mueble.

Dada la frecuencia de los siniestros, sobre todo en los 
edificios urbanos, el contrato de seguros ha adquirido, mer­
ced á la cultura de nuestra época, la merecida extensión 
como medio de precaver las sensibles pérdidas que lo im­
previsto ó el capricho del azar pueden ocasionar. De esta 
idea nació el contrato de seguros, contrato esencialmente 
aleatorio, por el que una de las partes, llamada asegurador.

1
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se obliga á reparar los daños que sobrevengan en los bienes 
del asegurado, mediante cierta prestación, que se llama 
prima del seguro.

El seguro puede ser mutuo y  á prima ñja. En el primero, 
los contratantes participan del doble carácter de asegura­
dos y aseguradores; en el segundo, mediante el precio ó 
prima mencionado, una parte indemniza á la otra del pei- 
cance ocurrido.

Los seguros mutuos encarnan en el derecho civil; los á 
prima fija, por su carácter especulativo mercantil, son ob­
jeto de las disposiciones del Código de Comercio.

El Código civil, en su art. 518, refiérese á los casos de 
destrucción de la finca para el caso especial de que ésta es­
tuviere asegurada. El articulo contiene tres casos diferentes:

1. ” Concurrencia del dueño y del usufructuario á la 
constitución del seguro sobre los bienes que se usufructúan.

2. '’ Negativa del propietario á contribuir al seguro de la 
finca.

3. ° Negativa del usufructuario al otorgamiento del se­
guro con la parte proporcional que le corresponda.

En el primer supuesto, si el dueño levanta un nuevo edi­
ficio, el usufructuario continuará en el disfrute del construi­
do, y  si el dueño no reedificase, percibirá todos los intereses 
correspondientes á la prima del seguro, para que no pueda 
ser perjudicado por el dueño en su negativa de edificar, ya 
que contribuyó con su capital al aseguramiento de la cosa 
sobre la que obtenia utilidades, cambiándose el usufructo de 
una finca en el de un capital, pues los intereses son verda­
deros frutos civiles.

Negándose el propietario á contribuir al seguro, adquiere 
el usufructuario el derecho de percibir el precio del seguro; 
pero con la precisa obligación de invertirlo en la reedifica­
ción de la finca, deducción racional de los efectos del usu­
fructo, ó sean el uso y el aprovechamiento. El percibo del 
precio del seguro lógica es la obligación que le compete á 
construir lo derrumbado ó destruido.

Pero si el usufructuario no quisiese contribuir al seguro, 
realizándolo por sí sólo el propietario, y el siniestro acae-
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cíese, éste percibe todo el valor del seguro, quedándole al 
usufructuario tan sólo lo que puede reclamar, ó sean la renta 
ó intereses del capital, que hará suyos en el concepto de 
retribución de frutos de la cosa destruida por caso fortuito ó 
fuerza mayor.

Uso tj liaUtación.~¥A usufructo, el uso y la habitación 
reconocen la misma causa, la restricción voluntaria del pro­
pietario, el derecho real constituido sobre cosas que, perte­
neciendo á una persona, deja su uso y disfrute, más ó menos 
lato á otra. De aquí que los expositores denominasen á estas 
limitaciones del dominio servidumbres personales ó consti­
tuidas á favor de determinadas personas.

El usufructo da derecho al total - goce y consumo de las 
cosas, concepto jurídico que comprende todas las facultades 
del dominio, menos la de enajenar el derecho, no los produc­
tos ó las derivaciones del mismo. El uso y la habitación son 
menos extensos; en ellos las facultades del usuario y de la 
persona á quien se cede el disfrute de una cosa ó parte de 
ella, no puede ejercer más actos que los que se desprenden 
del uso en sentido estricto. Concrétanse, pues, ambos dere­
chos al percibo de las utilidades, al uso de las cosas en lo que 
basten á las necesidades del usuario y personas á él allega­
das, consumiendo los frutos, morando en la casa, pero sin 
poder vender, ceder, transmitir á otro las cosas ó sus frutos, 
puesto que no se extiende á estos actos su capacidad de 
derecho.

El Código determina las facultades y obligaciones del 
usuario y del que por derecho habita en un ediflcio, señala 
las restricciones peculiares á los mismos, y apreciando como 
causas de extensión las mismas que expuso en el usufructo, 
prefija como causa extintiva el abuso grave de la cosa y de 
la habitación, es decir, uso indebido, extralimitación de fa­
cultades ó voluntad torcida para que se destruya.

Código civil.— Libro II, tit. VI, cap. I: Sección tercera .
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Art. 500. El usufructuario está obligado á hacer las reparacio­
nes ordinarias que necesiten las cosas dadas en usufructo.



Se considerarán ordinarias las que exijan los deterioros ó des­
perfectos que procedan del uso natural de las cosas y sean indis­
pensables para su conservación. Si no las hiciere después de re­
querido por el propietario, podrá éste hacerlas por sí mismo á costa 
del usufructuario.

Art. 501. Las reparaciones extraordinarias serán de cuenta del 
propietario. El usufructuario está oblig'ado á darle aviso cuando 
fuese urgente la necesidad de hacerlas.

Art. 502. Si el propietario hiciese las reparaciones extraordi­
narias, tendrá derecho á exigir tal usufructuario el interés leg’al 
de la cantidad invertida en ellas mientras dure el usufructo.

Si no las hiciese cuando fuesen indispensables para la subsis­
tencia de la cosa, podrá hacerlas el usufructuario; pero tendrá 
derecho á exigir del propietario, al concluir el usufructo, el 
aumento del valor que tuviese la finca por efecto de las mismas 
obras.

Si el p>ropietario se neg’ase á satisfacer dicho importo, tendrá 
el usufructuario derecho á retener la cosa hasta reinteg’rarse con 
sus productos.

Art. 503. El propietario podrá hacer las obras y mejoras de 
que sea susceptible la finca usufructuada ó nuevas plantaciones 
en ella si fuese rústica, siempre que por tales actos no resulte dis­
minuido el valor del usufructo ni se perjudique el derecho del 
usufructuario.
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S ección  cu arta .

Art. 517. Si el usufructo estuviera constituido sobre una finca 
de la que forme parte un edificio, y éste lleg'ase á perecer de cual­
quier modo que sea, el usufructuario tendrá derecho á disfrutar 
del suelo y de los materiales.

Lo mismo sucederá cuando el usufructo estuviera constituido 
solamente sobre un edificio y éste pereciere. Pero en tal caso, si 
el propietario quisiere construir otro edificio, tendrá derecho á 
ocupar el suelo y á servirse de los materiales, quedando obligado 
á pagar al usufructuario, mientras dure el usufructo, los intere­
ses de las sumas correspondientes al valor del suelo y de los ma­
teriales.

Art. 518. Si el usufructuario concurriere con el propietario al 
seguro de un predio dado en usufructo, continuará aquél, en caso 
de siniestro, en el goce del nuevo edificio, si se construyere, ó



percibirá los intereses del precio del seguro si la reedificación no 
conviniera al propietario.

Si el propietario se hubiera negado á contribuir al seguro del 
predio, constituyéndolo por si solo el usufructuario, adquirirá 
éste el derecho de recibir por entero en caso de siniestro el precio 
del seguro, pero con obligación de invertirlo en la reedificación 
de la finca.

Si el usufructuario se hubiese negado á contribuir al seguro, 
constituyéndolo por si solo el propietario, percibirá éste integro 
el precio del seguro en caso de siniestro, salvo siempre el derecho 
concedido al usufructuario en el articulo anterior.

Código civil.— Libro II.— Titulo VI.— Capitulo II. - D e l  uso 
y  de la habitación.

Art. 523. Las facultades y obligaciones del usuario y del que 
tiene derecho de habitación se regularán por el titulo constitutivo 
de estos derechos, y en su defecto, por las disposiciones si­
guientes.

Art. 524. El uso da derecho á percibir de los frutos de la cosa 
ajena los que basten á las necesidades del usuario y de su familia, 
aunque ésta se aumente.

La habitación da á quien tiene este derecho la facultad de ocu­
par en una casa ajena las piezas necesarias para si y para las per­
sonas de su familia.

Art. 525. Los derechos de uso y habitación no se pueden arren­
dar ni traspasar á otro por ninguna clase de titulo.

Art. 526. El que tuviere el uso de un rebaño ó piara de gana­
do, podrá aprovecharse de las crias, leche y lana, en cuanto baste 
para su consumo y el de su familia, asi como también del estiér­
col necesario para el abono de las tierras que cultive.

Art. 527. Si el usuario consumiere todos los frutos de la cosa 
ajena, ó el que tuviere derecho de habitación ocupare toda la 
casa, estará oblig'ádo á los g’astos de cultivo, á los reparos ordina­
rios de conservación y al pago de las contribuciones, del mismo 
modo que el usufructuario.

Si sólo percibiere parte de los frutos ó habitare parte de la 
casa, no deberá contribuir con nada, siempre que quede al pro­
pietario una parte de frutos ó aprovechamientos bastantes para 
cubrir los gastos y las cargas. Si no fueren bastantes, suplirá 
aquél lo que falte.

Art. 528. Las disposiciones establecidas para el usufructo son
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aplicables á los derechos de uso y habitación en cuanto no se 
opongan á lo ordenado en el presente capitulo.

Art. 529. Los derechos de uso y habitación se extinguen pol­
las mismas causas que el usufructo y además por abuso grave de 
la cosa V de la habitación.

Servidumbres.

D ISPO SIC IO N E S CO M U N ES Á  T O D A S  LA S SE R V ID U M B R E S

Naturaleza y requisitos.—Define el Código en su art. 530 
la servidumbre, diciendo que es un gravamen impuesto sobre 
un inmueble en beneficio de otro perteneciente á distinto 
dueño.

La servidumbre es, pues, una carga sobre una finca, una 
restricción de la propiedad, un derecho real limitativo de 
ésta, puesto que la grava y afecta. En virtud de ella, el dueño 
de un inmueble tiene limitadas sus facultades dominicales, 
bien por permitir ó sufrir que otra persona haga algo en su 
propiedad, bien por no hacer en beneficio de otro lo que de 
no existir la limitación efectuaria con plena libertad.

«La esencia, pues, del derecho real de servidumbre con 
relación al dueño del predio sirviente—según manifiesta el 
Sr. Sánchez Román, Catedrático de la Universidad Central- 
consiste en no hacer porque no hace cuando permite á otro 
ejercer algún derecho en su propiedad, y no hace tampoco 
cuando deja de hacer algo, que seria consecuencia legitima 
de su derecho de propietario, á no impedirlo la constitución 
de la servidumbre.»

La propiedad—dice el eminente civilista Laurent—es un 
derecho absoluto y exclusivo: nadie sino el dueño puede 
entrar en su terreno; si otra persona distinta de él tiene tal 
derecho, aquél no goza de la plenitud de su condición juridica, 
el fundo no es libre, y esta disminución de libertad aprovecha 
á otro, en interés del cual se ha estipulado; por consiguiente, 
como un fundo sirve á otro fundo , de aquí el nombre de ser­
vidumbre.

Pero al mismo tiempo que constituye un gravamen sobre 
una de las fincas, envuelve un derecho á favor de aquel á



cuyo favor se constituye; de manera que se ofrece bajo dos 
aspectos correlativos: el gravamen ó carga real, puesto que 
afecta siempre á un inmueble (sobre bienes muebles no exis­
ten servidumbres), y el derecho, de naturaleza también real, 
porque implica una limitación del dominio, una restricción 
del pleno dominio sobre un bien inmueble. Asi como no hay 
deudor sin acreedor y obligación sin derecho á exigir su 
prestación, asi tampoco se concibe un gravamen sobre una 
ñuca sin otra en favor de la cual se establezca aquél.

El Código español presenta la servidumbre solo bajo el 
aspecto de gravamen, concepto admitido por los Códigos de 
Bélgica, Francia é Italia.

Como restricción de la libertad, no se presume nunca, 
sino que ha de constar expresamente su existencia, siendo 
un principio de derecho el que «la propiedad se considera 
siempre libre, mientras no se justiflque lo contrario.» Asi se 
encuentra consignado en sentencias de 7 de Abril de 1864, 15 
de Febrero de 1875, 9 de Febrero de 1876 y otras.

Requisito primordial de la servidumbre es la existencia 
de dos ó más fundos, de dos Ancas, de dos propiedades dis­
tintas, es decir, pertenecientes cada una á diverso dueño. 
Sin este requisito no es posible ni se concibe la existencia de 
la servidumbre, porque ésta ha de recaer siempre sobre cosa 
ajena, nunca sobre propia. Nulli enim res sua servit jure 
servitutis: «nadie se sirve de su propiedad por derecho de 
servidumbre», dijo el Derecho romano, y en efecto, de la cosa 
propia se sirve, se beneficia el dueño en concepto de tal, por 
virtud del dominio, no por ningún otro titulo. La servi­
dumbre es incompatible simultáneamente con la propiedad, 
son términos antagónicos, pues el dueño de una cosa no 
puede tener servidumbre sobre ella, y el que goza de ésta no 
es propietario de aquélla. Pruébalo cumplidamente el que 
la consolidación, ó sea la reunión en una misma persona de 
la propiedad de los dos fundos entre los que existe la sei-vi- 
dumbre, extingue ésta. Y es que en tal caso sucede lo que 
hemos dicho antes: que el dueño de la finca á favor de la que 
se constituyó la servidumbre usa ya del derecho real, y ejerce 
los actos en que consiste la servidumbre, no como tal dere-
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cho real limitativo del dominio del dueño del predio grava­
do, sino como propietario de las dos fincas.

La servidumbre, queda sentado, requiere la existencia de 
dos ó más fundos pertenecientes á distintos dueños. De estos 
predios, uno debe sufrir la carga ó gravamen, por lo que se 
le llama sirviente; el otro ó los otros, por el contrario, gozan 
del derecho en que consiste la servidumbre, y recibe por tal 
causa el nombre de dominante. La servidumbre, pues, se 
constituye siempre en beneficio de alguna finca, siendo éste 
otro de sus elementos integrantes. Este derecho real expresa 
la prestación de un servicio á favor de un predio, una ventaja 
para éste. Si el legislador admite esta restricción del derecho 
de propiedad es porque procura un beneficio á una finca.

- Caracteres.— D̂os son los fundamentales y distintivos de la 
servidumbre, á saber: la inseparabilidad y la indivisibilidad, 
á que se refieren respectivamente los artículos 534 y 535.

Las servidumbres—afirma el primero—son inseparables 
de la finca á que activa ó pasivamente pertenecen. El pre­
cepto es lógico y necesario. Si la servidumbre no puede exis­
tir, sin un inmueble á favor del que esté constituida y de otro 
sobre que recaiga, claro es que no se concibe su existencia 
(la de la servidumbre) separadamente de los dos predios, el 
dominante y el sirviente. No es posible, por tanto, vender una 
servidumbre con separación del predio que goza de ella ó 
del que la sufre, y por el contrario, al vender cualquiera de 
ellos se entienden transmitidas todas las servidumbres exis­
tentes á su favor ó sobre los mismos.

Con notable claridad expresan esto los Códigos de Gua­
temala y Méjico, cuando, después de afirmar respectiva­
mente en sus artículos 1.197 y 1.051 el principio de la insepa­
rabilidad. dicen en los 1.198 y 1.052 que «si las fincas mudan 
de dueño, la servidumbre continúa, ya activa, ya pasiva­
mente, en el predio ú objeto en que estaba constituida, hasta
extinguirse legalmente.»

De aquí el precepto del núm. 6.“ del art. 108 de la ley 
hipotecaria, prohibitivo de la hipoteca de las servidumbres, 
á no ser que se hipotequen juntamente con el predio domi­
nante, excepto la de aguas, que puede serlo separadamente.
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La servidumbre es inherente á la finca "■ravada y á 
aquella á cuyo favor se constituye: va adherida, por decirlo 
así, al predio dominante y al sirviente.

Este carácter deriva, dice Germano en su notable obra 
Tratato delle servitù,, de que la servidumbre se funda sobre 
el uso de la cosa, porque si fuese posible una separación 
material, la substancia de aquella que proporciona el uso 
resultaría disminuida de algún modo, los demás usos no serían 
enteramente posibles, y habrá venta de parte de la cosa y no 
servidumbre. Así—añade—si alguno tiene la servidumbre de 
paso, no puede separar del fundo, sobre el que se encuentra 
establecida la servidumbre, una zona del terreno para ejer­
citar aquella; si esto fuese posible, existiría enajenación de 
parte del fundo, y no simple cesión del uso.

Son también indivisibles las servidumbres porque se ejer­
cen integralmente en su totalidad, sin que puedan admitirse 
fracciones reales ó abstractas de ellas.

Las servidumbres reales son indivisibles en el sentido de 
que no pueden adquirirse por una cuota ó parte matemática: 
no se concibe que se compre una quinta parte del derecho 
de pasar por un fundo, ni que se posea ó prescriba una 
cuarta parte del derecho de vistas sobre una heredad. Son 
asimismo indivisibles en el sentido de que se deben á cada 
parte de la heredad dominante y afectan á cada porción del 
predio sirviente.

A este carácter esencial de la servidumbre responde la 
• disposición del art. 535 del Código. Conforme á ella, aunque 
el predio sirviente se divida en dos ó más porciones, la ser­
vidumbre no se altera, sigue subsistente en su integridad, y 
cada nueva finca ha de sufrirla en la parte que le corres­
ponda. Si es el dominante el que se divide, el dueño de cada 
nueva finca ó porción déla primitiva tiene facultad para usar 
por completo de la servidumbre. Así, si una finca tiene ser­
vidumbre de paso sobre otra, aunque ésta (predio sirviente) 
se divida en dos ó más, el dueño del predio dominante ó los 
dueños, si son varios, tienen derecho á seguir pasando pol­
las nuevas fincas, porque la servidumbre no se ha dividido. 
En la servidumbre de luces ó vistas, por ejemplo, si el predio



dominaiite se divide, cada uno de los predios, resultado de la 
división, sigue usando de la servidumbre como si la división 
de la linca no se hubiera efectuado.

Por consiguiente, la división de la cosa no lleva consigo 
la de la servidumbre inherente á ella, que sigue integra y 
completa. Los dos requisitos, la inherencia y la indivisibi­
lidad, se compenetran y completan mutua y reciproca­
mente.

C la s ific a c ió n .— A., semejanza del criterio adoptado por los 
Códigos extranjeros, el español no admite la división de las 
servidumbres en reales y personales, en rústicas y urbanas, 
establecida por el Derecho antiguo, inspirado en el romano.

Llamábanse personales el usufructo, el uso y la habita­
ción, porque estos derechos se establecen en favor de per­
sona determinada, y reales las demás, porque se refieren 
directa y especialmente á la cosa.

La clasificación de rústicas y urbanas obedece á la di­
versa clase de inmuebles, finca rural ó urbana, sobre que 
puede recaer la servidumbre, y trae su origen de una dis­
tinción presentada por el Derecho romano de servidumbres 
cuya existencia se concibe independientemente de toda edi­
ficación, de algo que se levante sobre el suelo (servidumbres 
rústicas), y servidumbres que parten necesariamente de la 
existencia de una edificación (urbanas).

El Código español, siguiendo á casi todos los de otras 
Naciones, omite una y otra clasificación; la primera acaso 
por entender que siendo la servidumbre un derecho sobre 
una cosa, no se aviene bien con la denominación de personal, 
antitética de real, y con el concepto de un derecho como el 
usufructo, el uso ó la habitación, establecidos con referencia 
á una persona; y la segunda por considerarla tal vez de nin­
guna transcendencia jurídica, sin responder á diversidad de 
efectos legales, expuesta á error, por existir en el campo 
construcciones de carácter urbano.

Las clases de servidumbres establecidas en el Código 
son las mencionadas en los artículos .532 y 533, ó sean, 
continuas j  discontinuas, aparentes y no aparentes, positivas 
y negativas.
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Continuas son aquellas cuyo uso es ó puede ser incesante, 
sin la intervención de ningún hecho del hombre (lu c es , 
v is ta s , v ig a , m e d ia n e r ia  y  o tr a s  d e  la  m is m a  e sp e c ie ) , y dis­
continuas las que se usan á intervalos más ó menos largos, 
y dependen de actos del hombre (se n d a , c a r r il  y  o tra s  a n d -  
lo g a s) .

Aparentes son los que se anuncian y revelan y están con­
tinuamente á la vista por signos exteriores, que indican el 
uso y aprovechamiento de las mismas ( p u e n t e ,  v e n ta n a ,  
ca u c e , a c u ed u c to , p r e s a , p a r a d a ) ,  y no aparentes las que no 
presentan signo exterior de su existencia (n o  edifica r, n o  
le v a n ta r  u n  edificio h a sta  d e te r m in a d a  a ltu r a ) .

Positivas son las que imponen al dueño del predio sir­
viente la obligación de dejar hacer alguna cosa ó de hacerla 
por sí mismo (sen d a , p a s o ) ,  y negativas (todas las no apa­
rentes), las que prohíben al dueño del predio sirviente hacer 
algo que le sería lícito sin la servidumbre (n o  le v a n ta r  m á s  
a lto , n o  edificar).

Puede considerarse también como una clasificación de 
las servidumbres la distinción que hace el art. 536 con 
1 elación al modo de establecerse en le g a les  y v o lu n ta r ia s ,  
según reconocen por origen la ley ó la voluntad parti­
cular. En puridad, no es una división de las servidumbres 
porque no son distintas las legales de las voluntarias. Las 
servidumbres, lo que constituye el derecho real, la limita­
ción del dominio, el gravamen del inmueble, son siempre 
las mismas, salvo las establecidas por leyes especiales; pero 
reciben distinto nombre, según el origen de la misma, según 
sea el titulo de su constitución. Prueba la certeza de esto el 
que el Código no enumera servidumbre voluntaria alguna 
distinta y opuesta á las legales, y sólo menciona éstas. Ahora 
bien: estas mismas serán voluntarias si se establecen por 
actos de la voluntad particular.

C o n stitu c ió n . - D o s  son los modos generales de consti­
tuirse la servidumbre: la le y  y la v o lu n ta d .  La le y  establece 
deteiminadas servidumbres (legales), bien por causa de uti­
lidad pública, bien por interés de los particulares, y aque­
llos á cuyo favor están consignadas pueden usar de ellas



por la mera declaración legal. Asi, el dueño del predio su­
perior tiene derecho á que las aguas viertan en el inferior, 
poi viltud del pi ecepto del art. ooil del Código, sin necesi­
dad de celebrar convenio con el dueño del sirviente; el pro­
pietario de una ñnca ó heredad enclavada entre otras ajenas 
y sin salida á camino público, tiene derecho á exigir paso 
por las heredades vecinas, previa la correspondiente indem­
nización, conforme declara el párrafo 1.« del art. 564; no 
será, pues, menester acuerdo alguno entre los propietarios 
de los diferentes predios para que el de la finca que no 
tenga salida goce de ésta; basta la disposición citada. El 
dueño de una pared no medianera, contigua á linca ajena, 
con aiieglo al art. o81, podrá abrir en ella ventanas ó hue­
cos pata lecibii luces á la altura de las carreras ó inme­
diatas á los techos, de 30 centimetros en cuadro, con reja 
do hierro, remetida en la pared y con red de alambre, con 
arreglo al art. 581, y lo mismo al 582 y 583. En todos estos 
casos, el dueño del predio á cuyo favor se constituye la ser­
vidumbre, y el de aquel sobre el que ha de recaer, tienen,
1 espectivamente, derecho de gozar de ella y obligación de 
permitir su uso, por ministerio de la ley, esto es, por la sim­
ple declaración del precepto legal. El primero tiene facultad, 
por consiguiente, á obtener del segundo el ejercicio del de­
recho real, concedido por la ley, y si se niega á ello, á re­
clamar ante los Tribunales la sanción del derecho y el cum­
plimiento por parte del dueño del predio sirviente de la 
obligación correlativa.

La voluntad es la segunda fuente de la adquisición de 
la servidumbre como de los demás derechos. No hay razón 
alguna para prohibir á los propietarios que dispongan libre­
mente de su dominio, restringiéndole ó aumentándole, siem­
pre que no infrinja los intereses públicos. He aqui la ex­
plicación fundamental del art. 594, permisiva para todo 
propietario de establecer en su finca las servidumbres que 
estime convenientes, en el modo y forma que considere 
oportunos, siempre que no contravenga á las leyes ó al or­
den público.

Tales son los modos generales de constitución de las ser-
TO M O  II ]^2
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vidumbres, ó por mejor decir, las fuentes de éstas. El Có-
digo, en los artículos 537 á 540, expone, además, los modos 
de constitución de las diferentes clases de senvidumbre en 
esta forma:
Titulo, y  en su defecto, escri­

tura de reconocimiento del 
dueño del predio sirviente, ó 
sentencia firme.........................

Titulo y prescripción de veinte 
años..........................................

Servidumbres continuas no apa­
rentes (no leva n ta r  mái< alto; 
no eclifiear), y  discontinuas 
aparentes ó no aparentes (xen- 
da, c a rr il , via).

Servidumbres continuas y  apa­
rentes ( lu c e s ,  v is ta s , acue­
du cto , d esa g ü e , v ertien te  de  
te ja d o s , p a ra d a , estribo de  
p re sa , p a rtid o r ).

Además, el. art. 541 habla del signo aparente, conside­
rándolo como .título en el caso de la enajenación separada 
de dos fincas pertenecientes á un solo dueño.

Examinaremos, pues, cada uno de estos modos:
a) Título.—Esta palabra tiene dos acepciones en la esfera 

legal, una amplia y otra restringida. Conforme á la primera, 
el Código la emplea (bien ó mal consignada) como equiva­
lente á modo de adquirir; úsase en la segunda cuando se 
emplea en el sentido formal, en el de documento, en el que 
está consignado el modo adquisitivo.

El art. 537 de nuestro Código emplea, en nuestro enten­
der, la palabra título en el concepto amplio, es decir, en el 
de modo de adquirir, por la sencilla razón de que no cabe 
afirmar que la propiedad ó los derechos reales, limitativos de 
ella, como la servidumbre, se adquieren por escritura ó por 
documento privado. Esto seria absurdo. Lo que quiere decir 
es que las servidumbres continuas y aparentes se adquieren 
por los modos adquisitivos del dominio, incluso la prescrip­
ción, en oposición á las continuas no aparentes y las discon­
tinuas, aparentes ó no, que sólo se adquieren en virtud de 
titulo, ó sea por alguno de los modos de adquirir el dominio 
ó los derechos reales, excepto la prescripción.

Lo que sí sucede es que hay disposiciones legales que 
eriigen documento público para la constitución de los dere-



chos reales, y por tanto, de la servidumbre. Sin dichos pre­
ceptos, el art. 2.° de la ley Hipotecaria (1), que declara ins­
cribibles los títulos en que se constituyan servidumbres; 
el 23 de la misma, según el cual los títulos que no estén ins­
criptos no perjudican á tercero, es decir, no surten efecto 
alguno respecto de persona distinta del dueño del predio do­
minante y sirviente, y, por último, el inciso 1.“ del art. 1.280 
del Código, preceptivo de que deberán constar en docu­
mento público los actos y contratos que tengan por objeto 
la creación, transmisión, modificación ó extinción de dere­
chos reales sobre bienes inmuebles. Es, pues, necesario do­
cumento público para la constitución de las servidumbres, 
pero no por la disposición del art. 537 del Código, sino por 
virtud del 1.280 y de los de la ley Hipotecaria, acabados de 
mencionar. Y no sólo el documento, sino la inscripción en el 
Registro, según declara la sentencia de 13 de Diciembre 
de 1887, concebida en estos términos: «A tenor de los artícu­
los 2.°, 13, 23, 25 y 27 de la ley Hipotecaria, los títulos en 
que se constituyan ó reconozcan derechos reales han de ins­
cribirse en el Registro de la propiedad, debiendo las servi­
dumbres constar especialmente en las inscripciones del pre-
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(1) L e y  H i p o t e c a r ia .—Art. 2.“ En los Recfistros expresados en 
el articulo anterior so_ inscribirán: 1.“ Los titnloa traslativos del domi­
nio de los inmuebles ó de los derechos reales impuestos sobre los mis­
mos. 2. Los títulos en que se constituyan, reconozcan, modifiquen ó 
extingan derechos de usufructo, uso, habitación, enfiteusis, hipotecas, 
censos, servidumbres y otros cualesquiera reales. 3.*’ Los actos ó con- 
tiatos en cuya virtud se adjudiquen á alguno bienes inmuebles ó 
derechos reales, aunque sea con la obligación de transmitirlos á otro, 
o de invertir su importe en objetos determinados. 4.° Las ejecutorias 
en qim se declare la incapacidad legal para administrar, ó ía presun­
ción de muerte de personas ausentes, se imponga la pena de interdic­
ción o cualquiera otra por la que se modifique la capacidad civil de las 
personas, en cuanto á la libre disposición de sus bienes. 5.” Los con- 
tratos de arrendamiento de bienes inmuebles por un período que ex- 
ceda de seis años, ó los en que se hayan anticipado Las rentas de tres 
ó mas años, ó cuando, sin tener ninguna de estas condiciones, hubiese 
convenio expreso de las partes para que se inscriban. 6.° Los títulos 
de adquisición de los bienes inmuebles y derechos reales que poseen ó 
administran el Estado ó las Corporaciones civiles ó eclesiásticas, con 
sujeción á lo establecido en las leyes ó Reglamentos.



dio dominante y sirviente, sin cuyo reqitisito no perjudican 
á tercero; no produciendo efecto, en cuanto á tercero, la 
prescripción de tales derechos, según el art. 35 de la misma 
ley, si no están inscriptos el titulo ó la posesión corres­
pondiente.»

«Al declarar la sentencia recurrida que sobre un predio, 
adquirido como libre de todo gravamen, existe una servi­
dumbre en favor de otro predio sin que conste en el Regis­
tro el gravamen ni su posesión, ni por otra parte tampoco que 
éste sea maniñesto, infringe las disposiciones citadas de la 
ley hipotecaria».

b) E s c r i tu r a  de r ec o n o c im ie n to  y  se n te n c ia  j u d i c i a l .—Es­
tos son, como indica el art. 540, títulos supletorios, es decir, 
válidos en defecto del verdadero título constitutivo. En el 
caso del título propiamente tal (contrato, donación, testa­
mento), la servidumbre n a c e ,  ya por virtud de la conven­
ción de las partes, de los dueños de los predios dominantay 
sirviente, ya por voluntad expresa del propietario de éste; en 
el caso del art. 540 lo que se hace es confirmar una servidum­
bre ya existente. Lo dicen las mismas palabras del artículo 
«escritura de recon ocim ien to^ ), esto es, escritura en que se 
afirme la existencia anterior de una servidumbre. Se reco­
noce lo que existe. Consideración análoga es aplicable ai 
caso de la sentencia. Las resoluciones judiciales no crean 
derechos, los declaran. Así, la sentencia declarará la exis­
tencia de una servidumbre y lo que se ha de discutir en el 
pleito es si existe ó no aquélla. La sentencia es, pudiéramos 
decir, un reconocimiento forzoso, puesto que por ella se 
obliga al dueño del predio sirviente á reconocer que su pre­
dio se halla gravado con una servidumbre.

La disposición del art. 540 es sólo aplicable á las servi­
dumbres que únicamente puedan adquirirse por título, ó sea 
á las continuas no aparentes y á todas las discontinuas.

Sentadas estas consideraciones acerca del título, exami­
naremos las servidumbres que se adquieren por él. Son las 
continuas no aparentes (no edificar, no levantar más alto) y 
las discontinuas, aparentes ó no aparentes (paso, carril, vía), 
que sólo  pueden adquirirse, según dice el art. 539, por título,
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aunque el art. 540 altera lo absoluto del principio al admitir 
modos supletorios de constitución.

El derecho anterior al Código admitia como modo de 
adquirir las servidumbres discontinuas, la prescripción in­
memorial, es decir, el uso de ellas por tanto tiempo que «non 
se puedan acordar los homes quanto ha que lo comenzaron 
á usar», como decia la ley 15, tít. XXXI, de la Part. 3.  ̂El 
Código, siguiendo á la mayoría de las legislaciones extran­
jeras, ha suprimido este modo de adquirir, tanto respecto de 
las discontinuas como de las continuas no aparentes, en 
atención sin duda á la dificultad de poder probar la posesión 
por la falta de posibilidad de expresión de los actos consti­
tutivos de ésta.

c) Prescripción (1) .—Este modo de adquirir las servidum-

(1; C ó d ig o  c iv il . — L ib r o  I V .— T itu lo  X .Y 1 1 1 .— D e  la  p r e s c r ip c ió n .— 
C a p itu lo  p r i m e r o .— D isp o sic io n e s  g e n e r a le s . Art. 1.930. P orta  pres­
cripción se adquieren, de-la manera y con las condiciones determinadas 
en la ley,_ el dominio y demás derechos reales

También se extinguen del propio modo por la prescripción los de­
rechos y las acciones de cualquier clase que sean.

Art 1.931. Pueden adquirir bienes ó derechos por medio de la 
prescripción las personas capaces para adquirirlos por los demás modos 
legítimos.
_ Art. 1 932. Los derechos y acciones se extinguen por la prescrip­

ción en perjuicio de toda clase de personas, inclusas las jurídicas, en 
los términos prevenidos por la ley.

Queda siempre á salvo á las personas impedidas de administrar sus 
bienes el derecho para reclamar contra sus representantes legítimos, 
cuya negligencia hubiese sido causa de la prescripción.

Art. 1.933. La prescripción ganada por un copropietario ó comu­
nero aprovecha á los demás

Art. 1.934. La prescripción produce sus efecto.s jurídicos á favor y 
en contra de la herencia arrtes de haber sido aceptada y durante el 
tiempo concedido para hacer inventario y para deliberar.

Art. 1 9á5. Las personas con capacidad para enajenar pueden re­
nunciar la prescripción ganada: pero noel derecho de prescribir para 
lo sucesivo.

Entiéndese tácitamente renunciada la prescripción cuando la re­
nuncia resulta de actos que hacen suponer el abandono del derecho 
adquirido.

Art. 1.986. Son susceptibles de prescripción todas las cosas que 
están en el comercio de los hombres.

Art. 1.987. Los acreedores y cualquiera otra persona interesada en 
hacer valer la prescripción podrán utilizarla, á pesar de la renuncia ex­
presa ó tácita del deudor ó propietario.



bres es exclusivo de las continuas aparentes (luces y vistas, 
desagüe, vertiente de tejados). Éstas pueden adquirirse por 
título y prescripción; las demás, continuas no aparentes y 
discontinuas, sólo por título.

La ley admite la prescripción como modo adquisitivo, 
sólo respecto de las servidumbres continuas y  aparentes, ó 
en otrós términos, exige los requisitos de la continuidad y de 
la apariencia; éste porque la prescripción tiene por base la 
posesión (uno cuyos requisitos de ésta es que sea pública), y 
las servidumbres no aparentes no tienen carácter de publi­
cidad, y la continuidad porque—según dice Laurent—los 
actos que constituyen el ejercicio de una servidumbre dis­
continua implican ordinariamente tolerancia y se hacen por 
motivos de buena vecindad, sin que el que los hace y el que
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Art. 1.988. Las disposiciones del presente titulo se entienden sin 
perjuicio de lo que en este Código ó en leyes especiales se estaBlezca 
respecto á determinados casos de prescripción.

Art. 1.989. La prescripción comenzada antes déla publicación de 
te Código se regirá por las leyes anteriores al mismo; pero si desdeeste

que fuere puesto"en observancia transcurriese todo el tiempo en él 
exigido para la prescripción, surtirá ésta su efecto, aunque por dichas 
leyes anteriores se requiriese mayor lapso de tiempo.

C a jn iu lo  I L — D e  In p r e sc r ip c ió n  d el d o m in io  y  d e m á s  d er ech o s  
r e a le s .—Art. 1 940. Para la prescripción ordinaria del dominio y 
dei'nás derechos reales se necesita poseer las cosas de buena fe y justo 
titulo por el tiempo determinado en la le3'.

Art. 1.941. La posesión lia de ser en concepto de dueño, pública, 
pacífica y no interrumpida.

Art. 1.942. Ko aprovechan para la posesión loa actos de carácter 
posesorio ejecutados en virtud de licencia ó por mera tolerancia del 
dueño.

Art. 1.943. La posesión se interrumpe, para los efectos de la pres­
cripción, natural ó civilmente.

Art. 1 944. Se interrumpe naturalmente la posesión cuando por 
cualquier causa se cesa en ella por más de un año.

Art. 1.945. La interrupción civil se produce por la citación judicial 
hecha al poseedor, aunque sea por mandato de Juez incompetente.

Art. 1.9l6. Be considerará no hecha y dejará de producir interrup­
ción la citación judicial:

1. " Bi fuere nula por falta de solemnidades legales.
2. ° Si el actor desistiere de la demanda ó dejare caducar la ins­

tancia.
3. “ Si el poseedor fuere absuelto de la demanda.
Art. 1.947. También se produce interrupción civil por el acto de

J.



los sufre estimen asentar en ellos la idea de derecho ó de 
carga respectivamente.

Pisanelli explica también el motivo de esta diferencia en 
cuanto á la adquisición de las servidumbres, en las siguien­
tes palabras, que inserta Germano en su obra citada: «En 
las servidumbres discontinuas no se admite la posesión, en 
cuanto que los actos por los cuales se ejerce la servidumbre, 
tienen un carácter absolutamente incierto y precario, y 
pueden interpretarse como actos que se ejecutan, no por la 
conciencia de un derecho, sino por mero consentimiento y 
tolerancia de aquel en cuyo daño se hacen y cuyos derechos 
parecen limitarse por tales actos. De aqui—continúa—es na­
tural que estos actos, cualesquiera que sea el período de 
tiempo por el que se ejerciten, no puedan constituir un título
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conciliación, siempre que dentro de dos meses de celebrado se presente 
ante el Juez la demanda sobre posesión ó dominio de la cosa cues­
tionada.

Art. 1.948. Cualquier reconocimiento expreso ó tácito que el po­
seedor hiciere del derecho del dueño interrumpe asimismo la posesión.

Art. 1.919. Contra un título inscrito en el Registro de la propiedad 
no tendrá lugar la prescripción ordinaria del dominio ó derechos reales 
en perjuicio de tercero, sino en virtud de otro título igualmente ins­
crito, debiendo empezar á correr el tiempo desde la inscripción del se­
gundo.

Art. 1.950. La buena fe del poseedor consiste en la creencia de que 
la persona de quien recibió la cosa era dueño de ella y podía transmitir 
su dominio.

Art. 1.951. Las condiciones de la buena fe exigidas para la posesión 
en los artículos 433, 434, 435 y 436 de este Código son igualmente n e­
cesarias para la determinación de aquel requisito en la prescripción del 
dominio y  demás derechos reale.s.

Art. 1 952. Entiéndese por justo titulo el que legalmente baste para 
transferir el dominio ó derecho real de cuya prescripción se trate.

Art. 1 958. El titulo para la prescripción ha de ser verdadero y 
válido.

Art. 1.954. El justo titulo debe probarse; no se presume nunca.
Art. 1.955. El dominio de los bienes muebles se prescribe por la 

posesión no interrumpida de tres años con buena fe.
También se prescribe el dominio de las cosas muebles por la pose­

sión no interrumpida de seis años, sin necesidad de ninguna otra con­
dición.

En cuanto al derecho del dueño para reivindicar en la cosa mueble 
perdida ó de que hubiere sido privado ilegalmente, así como respecto 
á las adquiridas en venta pública, en Bolsa, feria ó mercado, ó de c'o-



de posesión suficiente á determinar la adquisición ó exten. 
sión de las obligaciones correspondientes.»

La prescripción de que ahora nos ocupamos es la adqui­
sitiva, la llamada iisucapio por los romanos, ó adquisición 
por el uso del dominio y demás derechos reales, á diferen­
cia de la extintiva, ó sea aquella por virtud de la que se 
extinguen las acciones. Divídese en ordinaria y  extraordi­
naria,en armonía con los requisitos propios de una y otra.

Los requisitos de la prescripción ordinaria son: buena fe, 
justo titulo y transcurso ó lapso de tiempo, según expresa el 
articulo 1.940 del Código.

La buena fe es la persuasión, el convencimiento de que la 
cosa que se posee ó el derecho que se ejei’ce, se ejercita con 
facultad para ello en virtud de'un titulo suficiente, ó, como
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merciante legalmente establecido y dedicado habitiialménte al tráfico 
de objetos análogos, se estará á lo dispuesto en el art. 464 de este 
Código.

Art. 1.956. Las cosas muebles hurtadas ó robadas no podrán ser 
presentas por los que las hurtaron ó robaron, ni por los cómplices ó 
encubridores, a no haber prescrito el delito ó falta, ó su pena y la 
acción para^exigir la responsabilidad civil nacida del delito ó falta’. '

Art. 1.J5/. El dominio y demás derechos reales sobre bienes in­
muebles se prescriben por la posesión durante diez años entre pre­
sentes y venite entre ausentes, con buena fe y justo título.

Art. 1.958. Para los efectos de la prescripción se considera ausento 
al que reside en el extranjero ó en Ultramar.

Si parte del tiempo estuvo presente y parte ausente, cada dos años 
de ausencia se reputarán como uno para completar los diez de presente.

La ausencia que no fuere de un ano entero v continuo no se tomará 
en cuenta para el cómputo.

Art. 1.959 Se prescriben también el dominio y demás derechos 
reales sobro los bienes inmuebles por su posesión no interrumpida du­
rante treinta años, sin necesidad de título ni de buena fe, y sin distin- 
cion entre presentes y ausentes, salvo la excepción determinada en 
el art. oo9.

Art. 1.960 En la computación del tiempo necesario para la pres- 
cripcion^se observaran las reglas siguientes:

1. * El poseedor actual puede completar el tiempo necesario para la 
prescripción, uniendo ai suyo el de su causante.

2. " Se presutne que el poseedor actual que lo hubiera sido en época 
anterior ha continuado siéndolo durante el tiempo intermedio, salvo 
prueba en contrario.

8 “ El .día en que comienza á contarse el tiempo se tiene por entero- 
pero el ultimo debe cumplirse en su totalidad. ’



dice el art. 1.950 del Código, ia creencia de que la persona 
de quien recibió la cosa era dueña de ella y podia transmitir 
su dominio, y con relación á un derecho real, la creencia de 
que el que lo constituyó podia hacerlo con arreglo á ley. Es 
una cualidad moral, pero que produce efectos jurídicos; es la 
posesión de una cosa ó derecho creyendo que hay razón para 
poseer, aun cuando no existe la razón. Por esto dice el ar­
ticulo 433, referente á la posesión, que se reputa poseedor de 
buena fe al que ignora que en su título ó modo de adquirir 
existe vicio que lo invalide, y poseedor de mala fe al que se 
halla en el caso contrario.

Es necesario también justo título, esto es, existencia de 
un modo traslativo de dominio ó de derecho real suficiente 
legalmente para dicha transmisión (contrato, pacto, testa­
mento), verdadero y válido, conforme determinan los artícu­
los 1.952 y 1.953 del Código.

Parece impropio hablar de título tratándose de prescrip­
ción, puesto que—se dirá—si existe aquél, no hay para qué 
hablar de ésta; pero aparte de que, en efecto, hay casos en 
que no es necesario el titulo para prescribir (prescripción 
extraordinaria), conviene tener en cuenta el valor que re­
presenta el título en la prescripción ordinaria. La adquisi­
ción del dominio y de los derechos reales, y, por tanto, la 
servidumbre, no nace en la prescripción única y exclusi­
vamente del título, sino que éste es uno de los varios ele­
mentos de ella (de la prescripción). Es más: la prescrip­
ción, el hecho de ganar un derecho real por prescripción, 
presupone que el título no es legítimo ni válido. Explicare­
mos esta afirmación con un ejemplo. El poseedor de una 
finca, A, que aparece como dueño de ella, establece una 
servidumbre á favor de la finca B, en contrato celebrado con 
el dueño de ésta. Si el que consta como dueño del predio 
sirviente. A, es efectivamente propietario de él, la servi­
dumbre estará constituida por titulo, ó sea por el contrato 
celebrado entre los dueños de las dos fincas; pero si resultare 
que el que aparecía como dueño no lo es, y un tercero inva­
lida su derecho de propietario, el dueño del predio domi­
nante adquirirá la servidumbre por prescripción si posee el
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derecho real por el tiempo necesario. En este supuesto, existe 
justo título, porque el originario de la servidumbre era bas­
tante, conforme á derecho; existe también buena fe, porque 
el dueño del predio dominante creyó que el que aparecía 
como propietario del sirviente lo era en realidad. La pres­
cripción se refiere principalmente al caso en que un tercero 
venga á demostrar que el que parecía tener la condición de 
dueño del predio sirviente, no goza de ella, porque de poseer 
realmente tal carácter, no surge cuestión alguna.

Supone, por tanto, la invalidación del titulo constitutivo 
de la servidumbre respecto del dueño del predio sirviente, 
á consecuencia de anularse el de propiedad de éste por una 
tercera persona, pero titulo (el constitutivo), que surte sus 
efectos con relación al dueño del dominante.

El tercer requisito de la prescripción es el lapso de tiem­
po, ó sea, en el caso presente, el de veinte años.

El Código, apartándose de las reglas de la prescripción 
en general, consigna una particular para las servidumbres. 
La prescripción ordinaria es de diez años entre presentes y 
veinte entre ausentes; el art. 537 establece especialmente el 
de veinte, sin distinguir entre unos y otros.

El lapso de tiempo para toda prescripción ha de contarse 
desde nn momento dado, y en las servidumbres señala éste 
el art. 538, distinguiendo entre las positivas y las negativas; 
en las primeras, el tiempo se cuenta desde el día en que el 
dueño del predio dominante, ó el que aprovechase la servi­
dumbre (usufructuario, etc.), hubiera empezado á ejercerla 
sobre el predio sirviente, y en las negativas, desde el día en 
que el dueño del predio dominante hubiera impedido por un 
acto formal al del sirviente, la ejecución del hecho que sería 
lícito sin la servidumbre. La razón de esta diferencia es 
obvia; las positivas (senda, vía, carril, ó sea paso), como su 
nombre revela, suponen acción, actos positivos; por esto el 
tiempo empieza á contarse desde que el dueño ejecuta los 
actos propios de la servidumbre; por el contrario, las negati­
vas (no levantar más alto, no edificar), como se fundan en la 
omisión, en la no acción del dueño del predio sirviente, no 
puede comenzar el tiempo para la prescripción, sino desde
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que el del dominante ejecuta un acto obstativo, un acto opo­
niéndose á los derechos del propietario del sirviente, y éste lo 
tolere. Si desde este instante el dueño del fundo sirviente 
continúa no ejerciendo el derecho durante el tiempo marcado 
por la ley, el del dominante habrá adquirido por prescripción 
la servidumbre de que se trate.

Hasta aquí hemos hablado de la prescripción ordinaria; 
la ley admite también la extraordinaria, ó sea aquella en 
que no son necesarios el título y la buena fe, pero requiere, 
en cambio, mayor número de años, el de treinta. Este lapso 
de tiempo más largo compensa la falta de los dos requisitos 
de la prescripción ordinaria, buena fe y justo título, puesto 
que fundándose la prescripción en general en la negligencia 
y descuido del que pierde el derecho, estas cualidades apa­
recen ostensibTesy manifiestas en quien durante tanto tiempo 
permite y tolera que una persona limite y restrinja sus dere­
chos. En cuanto al tiempo, se contará de igual manera que 
en la prescripción ordinaria, con la distinción establecida 
por el art. 538 entre las servidumbres positivas y negativas.

d) Signo aparente ó uso de los predios.—El signo aparente 
equivale al título, es decir, la existencia de un signo apa­
rente de servidumbre (ventana, hueco, camino) vale tanto 
como un título constitutivo de ésta. Lo han establecido así las 
sentencias del Tribunal Supremo de 10 de Julio de 1880, 7 de 
Junio y 7 de Noviembre de 1883, 14 de Noviembre de 1888 
y 21 de Octubre de 1892, y lo declara el art. .541 del Código 
civil. Dice éste que la existencia de un signo aparente entre 
dos fincas, es decir, de un signo que esté á la vista, que sea 
ostensible, establecido por el propietario de ambas, se estima­
rá, si se enajenare (venta, permuta ó donación) una, como tí­
tulo para que continúe activa ó pasivamente, ó sea tanto á fa­
vor del predio dominante como del sirviente, á no ser que, al 
tiempo de separarse la propiedad de los dos, se exprese lo 
contrario en el título de enajenación de cualquiera de ellos, 
ó se haga desaparecer el signo antes del otorgamiento de la 
escritura.

El precepto compréndese que tiene aplicación espe­
cial al caso de división de dos ó más fincas que durante
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algún tiempo han formado una y han vuelto á dividirse. 
Una persona es dueña de dos fincas rústicas, construye en 
una un camino para la otra, ó lo es de dos fincas urbanas y 
en cualquiera de ellas abre luces ó vistas sobre la otra; si al 
enajenar alguna de las dos y dividir, por tanto, la propiedad, 
conservase el signo ostensible de la servidumbre, ésta queda 
constituida porque se presume que tal ha sido la voluntad 
del dueño al conservarla cuando pudo extinguirla, y hacerla 
desaparecer. El ha establecido el gravamen de que es ex­
presión el signo cuando era dueño de las dos; si al vender ó 
donar cualquiera de ellas, ó las dos, no quita, no destruye el 
signo, hay que interpretar tal conducta en el sentido de que 
su voluntad fué establecer una servidumbre. Por eso ex­
ceptúa el caso de la destrucción material del signo por la 
desaparición de éste ó por la legal, expresando en la escri­
tura de enajenación que no continúa la servidumbre.

En realidad, á más de la voluntad del dueño de los pre­
dios, hay convención entre las partes, entre aquél y el com­
prador de ella, bien que sea tácita. Nace la servidumbre 
del concurso de voluntades de los que toman parte en el 
contrato de enajenación de una de las fincas, contrato diviso­
rio de la propiedad; la servidumbre subsiste también por 
virtud de la voluntad presunta del propietario en el caso de 
herencia, es decir, en el de que dos ó más fincas, entre las 
que exista el signo aparente establecido ó conservado por 
el propietario de ellas, pasen á ser propiedad de varios por 
virtud de partición realizada con ocasión del fallecimiento 
del dueño de las fincas. En este caso, el uso que de las fin­
cas hacía el difunto equivale al título.

Confirma esta doctrina la disposición de los artículos 692 
y 693 del Código francés, referente á lo que en la legisla­
ción francesa se llama «el destino del padre de familia.» «El 
destino que á sus fincas dé el padre de familia—dice el 692— 
equivaldrá á un título, respecto de las servidumbres conti­
nuas y aparentes.» «Se entenderá que se ha realizado el caso 
previsto en el artículo anterior — expresa el 693— cuando 
se haya probado que los dos predios ya divididos ó separa­
dos han pertenecido al mismo propietario, por el cual se han
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puesto las cosas en el estado del que la servidumbre se 
deriva.»

Como vemos, estos preceptos confirman que la doctrina 
del signo aparente y del uso ó destino de las fincas atañen 
siempre al caso de que aquellas entre las cuales existe la 
servidumbre, han pertenecido en propiedad á una misma 
persona.

En él fondo son dos tos modos comprendidos dentro del 
llamado signo aparente, á saber: éste y el uso ó disfrute de 
la cosa por el dueño primitivo de las fincas. Ambos se com­
penetran y guardan continua relación, porque el disfrute 
puede manifestarse por un signo externo (camino, ventana, 
vertientCj etc.). En realidad, el elemento fundamental de la 
teoría del signo aparente es el disfrute anterior. el destino 
del padre de familia que dicen los Códigos belga, francés é 
italiano, conservado y mantenido al tiempo de enajenarse 
alguna de las fincas, al verificarse la división de ellas por 
virtud de partición hereditaria. Si siendo dueño de las dos 
fincas usa de ellas de manera que constituya una servidum­
bre sobre cualquiera de ellas, parece que su voluntad fué 
establecer tal servidumbre y debe respetarse.

Son muchos los casos en que tiene aplicación la doctrina 
del signo aparente, y presentaremos algunos de ellos. Se 
construyen por una misma persona dos casas con una pa­
red divisoria común: se enajena alguna de ellas sin ha­
cerse en el documento de venta manifestación alguna en 
contrario; pues existe entre ambas fincas la llamada servi­
dumbre de medianería. Ejemplo de otra servidumbre en 
igual caso. Al edificarse las dos fincas, se construyen ven­
tanas, balcones ó voladizos sobre un patio de la otra: lle­
gado el caso de la venta ó donación de una de las fincas, 
nace ipso fado entre las dos la servidumbre de vistas. Lo 
mismo sucede en el caso de las servidumbres conocidas an­
tes con el nombre de rústicas, ó sea de paso (carrera,,senda, 
vía). Existen dos ó más fincas rústicas pertenecientes á un 
mismo propietario. Éste hace un camino por una de ellas para 
pasar á las restantes: si enajena alguna, sin expresarse en 
el titulo de enajenación nada contrario á la existencia del
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signo aparente ó se respeta éste, la servidumbre de paso 
queda constituida.

Los casos resueltos por las sentencias del Tribunal Su­
premo mencionados con anterioridad (7 de Junio y 7 de No­
viembre de 1883, 14 de Noviembre de 1888 y 21 de Octubre 
de 1892), son todos de servidumbres de paso. Tratábase de 
fincas pertenecientes á un solo propietario por herencia, en­
tre las cuales existia dicha servidumbre, y al enajenarse 
una de las fincas ó dividirse por herencia entre varios, se 
suscitó la cuestión de si subsistía ó no la servidumbre, re­
solviendo el Supremo la afirmativa por virtud de la existen­
cia del signo aparente.

La jurisprudencia francesa ha resuelto algunos casos 
que merecen mencionarse para servir de precedente en ca­
sos análogos. Así, ha declarado aparente: la servidumbre de 
vertiente de tejados, porque se manifiesta por la disposición 
del tejado que sobresale sobre la heredad vecina y puede 
verse.

El Código en el art. 541, tantas veces mencionado, habla 
del signo establecido por el propietario. Parece, pues, refe­
rirse, atendido el tenor literal del artículo, al signo cons­
truido por el mismo dueño. ¿Será aplicable la doctrina 
del articulo al caso en que el propietario de las dos fincas 
conserve ó respete los signos existentes ya cuando se conso­
lidó en él el dominio de aquéllas? Presentaremos un ejemplo. 
Una persona compra dos casas colindantes, de las cuales 
una tiene ventanas ó huecos sobre la otra; es dueño de las dos
durante algún tiempo y después vende una. ¿Existirá servi-
dumbre? Opinamos afirmativamente. Es cierto que el Código 
emplea el participio «establecido»; pero no hay que atender 
á la letra del artículo, sino á su espíritu, á su fundamento. 
Es éste, según queda expuesto, el que los actos del dueño de 
las dos casas parecen indicar su voluntad de que se consti­
tuya la servidumbre, de que una de las fincas quede gra­
vada en beneficio de la otra. Ahora bien: esta voluntad pre­
sunta se encuentra lo mismo en el caso de que el propietario 
haya establecido el signo que en el de que, estándolo ya, lo 
respete; en ambos casos, al enajenar una ó las dos fincas lo i
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ha podido destruir ó hacer constar su voluntad, y por tanto, 
no haciendo en uno ó en otro, el signo subsiste, y la servi­
dumbre de que él es expresión, aparte de estas razones, 
por el principio jurídico de que «donde hay igual razón debe 
haber igual derecho».

Nuestra opinión tiene un apoyo legal; los Códigos de 
Guatemala y Méjico en sus artículos 1.288 y 1.143, respecti­
vamente, contienen la doctrina sustentada por nosotros. «La 
existencia de un signo aparente entre dos fincas — dicen los 
referidos artículos— esíaWecfdo ó conservado por el propieta­
rio de ambas, se considera como titulo para que la servi­
dumbre continúe activa y pasivamente, cuando las fincas 
pasan á propiedad de diferentes dueños; á no ser que al 
tiempo de dividirse la propiedad se exprese lo contrario en 
el titulo de enajenación de cualquiera de ellas.»

No es tampoco requisito indispensable que haya habido 
siempre dos fincas distintas y separadas. El precepto del ar­
ticulo es aplicable igualmente al caso de que de una finca 
haga dos ó más el propietario.

La ley atiende á la intención del propietario, y ésta se re- 
lieja tanto en el caso de dos fincas distintas como en el de 
división de una misma. En ambos casos concurren los ele­
mentos del art. 541.

Por último, diremos que en la doctrina del signo apa­
rente se marca de nuevo la distinción que hemos hecho en­
tre el título y la prescripción. Al expresar el art. 541 del 
Código que la existencia del signo aparente se considerará 
como titulo, quiere decir que el signo por sí sólo constituye 
un titulo, esto es, que la servidumbre subsiste ya sin nece­
sidad de transcurso de tiempo, ni otro requisito alguno pro­
pio de la prescripción. La conservación del signo por el 
dueño de las dos ó más fincas al enajenarse una de ellas, 
equivale al otorgamiento de un documento en que se-consig­
nare la existencia de la servidumbre.

Prueba de la existencia de la servidumbre. — A este fin se 
dirige la acción llamada confesoria, ó sea la que ejerce el 
que sostiene hallarse un predio afecto á determinada servi­
dumbre. En oposición á ella existe la negatoria á favor del
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dueño del terreno que se supone gravado, ó sea la encami­
nada á demostrar que su propiedad no se encuentra afecta al 
gravamen que se intenta imponer.

Derechos y obligaciones entre los propietarios de los predios 
dominantes y sirvientes. —Del principio general sentado en 
el art. 542 del Código, de que al establecerse una servidum­
bre se entienden concedidos todos los derechos necesarios 
para su uso, se deriva el contenido en el 543, de que el 
dueño del predio dominante tiene facultad para hacer á su 
costa en el sirviente las obras precisas para el uso y conser­
vación de la servidumbre.

Esta es, según sabemos, un gravamen para el dueño del 
predio sirviente; supone una limitación en las facultades de 
éste, y nunca debe aumentarse, sino, por el contrario, evitar 
en lo posible las molestias inherentes á toda servidumbre.

A estas razones obedecen las condiciones que impone el 
articulo 543 al dueño del predio dominante en el ejcfreicio de 
su derecho de que las obras han de ejecutarse sin alterar la 
servidumbre ni hacerla más gravosa, y el de elegir el tiempo 
y la forma convenientes para ocasionar la menor incomo­
didad posible al dueño del sirviente. El propietario del pre­
dio dominante debe respetar el estado material, por decirlo 
asi, de la servidumbre, sin que por virtud de las obras pueda 
alterarse aquél. Asi, pues, en la servidumbre de acueducto y 
de estribo de presa, podrá hacer las obras necesarias en el 
estribo y acueducto existente, pero no alterar éstos, trasla­
darlos de un sitio á otro, porque implicaría la constitución 
de una servidumbre distinta de la existente. En la de paso 
podrá arreglar el camino ó via en que aquélla consista, 
pero al hacer la reparación no le será permitido aitmentar 
la anchura del paso ó darle á éste dirección por otro sitio, 
porque lo primero supondría un aumento del gravamen, y 
lo segundo la constitución de una nueva servidumbre.

La necesidad de las obras, alteración ó aumento de gra­
vámenes de la servidumbre, el tiempo y forma convenientes 
para la ejecución de las obras, son puntos de hecho cuya 
determinación ha de someterse, sin duda alguna, cuando 
surja cuestión entre las partes, al informe pericial.



Es principio jurídico que quien percibe las utilidades de 
una cosa debe suírir los gravámenes que sobre la misma 
pesen; por esto dispone el art. 544 que si fuesen varios los 
piedios dominantes, están obligados sus dueños á contribuir 
á los gastos de las obras verificadas en el sirviente, en pro­
porción al beneficio que reporte la obra.

Difícil es determinar el beneficio de que habla el artículo, 
por tratarse de una cualidad inmaterial imposible de fijarse 
materialmente; y entendemos que, como se trata en realidad 
de una comunidad de derecho, ó sea del caso que varias 
personas son condueñas de una servidumbre, hay que apli­
car el precepto del art, 393, de que «el concurso de los copar­
tícipes en las cargas será proporcional á sus respectivas 
cuotas,» y pagar, por tanto, cada dueño del predio dominante 
en proporción al valor de su finca (su cuota en la comuni­
dad), por deberse suponer que cada uno se beneficia en la 
obra en relación al citado valor. Sólo pueden eximirse los 
dueños de los predios dominantes de contribuir á la satisfac­
ción del coste de las obras, renunciando á la servidumbre 
en provecho de los demás.

La disposición del artículo es aplicable también al dueño 
del predio sirviente, si utilizare en algún modo la servidum­
bre; justo es que disfrutando de ella, en este caso soporte 
también las cargas consiguientes.

El dueño del predio sirviente tiene que respetar el estado 
jurídico propio de toda servidumbre, bien sea creado por la 
voluntad particular, bien por la ley. A esto responde el pre­
cepto del párrafo l.°  del art. 545, declarativo de que el dueño 
del predio sirviente no podrá menoscabar de ninguna manera 
el uso de ia servidumbre establecida.

El precepto no puede ni debe ser absoluto, porque siendo 
la servidumbre un gravamen, ha de procurarse que perjudi­
que lo menos posible al que ha de sufrirlo. En atención á 
esto, el párrafo 2.° del art. 545 dispone que si por razón del 
lugar, señalado primitivamente, ó de la forma establecida 
para el^uso de la servidumbre, resultase ésta incómoda para 
el dueño del predio sirviente, ó le impidiese hacer en él 
obras ó mejoras importantes, podrá aquélla variarse á su 
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costa, ofreciendo otro lu^ar ó formas igualmente cómodos y 
no causar perjuicio al dueño del predio dominante ó á los 
que usen de la servidumbre. La determinación de las varias 
circunstancias indicadas (incomodidad de la servidumbre, 
privación de hacer las obras, comodidad de lugar ó forma 
que se ofrezca en sustitución de los anteriores y perjuicio al 
dueño del predio dominante), corresponde poi- su naturaleza 
á, los Peritos.

Modos de extinguirse las servidumbres.~&e extinguen, 
conforme al art. 546, por los siguientes; consolidación, el no 
uso, destrucción de la cosa, transcurso del tiempo establecido 
al constituirse la servidumbre, y rescisión ó renuncia.

aj Consolidación.—Si en una misma persona se reúne la 
propiedad de los dos predios, dominante y sirviente, la ser­
vidumbre deja de tener existencia legal, porque para que 
ésta subsista, es de todo punto necesario que se constituya 
en cosa ajena, y que existan dos predios de diferentes-due- 
ños, uno de los cuales se encuentre restringido por el otro en 
la libre facultad de hacer. Confundidos, pues, en una sola 
persona, el dominio y el derecho real de servidumbre, éste 
muere; no cabe que un propietario limite á si mismo los 
derechos dominicales sin intervención de segunda per­
sona.

b) No uso.—Todos los derechos se extinguen por el no uso 
del mismo durante determinado tiempo, y esto establece 
el pár. 2.“ de! art. 546, con relación á las servidumbres, dis­
tinguiendo entre las continuas y discontinuas.

Si las servidumbres son continuas {acueducto, estribo de 
presa, luces y vistas, medianería, parada), es decir, de uso in­
cesante, empieza á contarse el término de la prescripción 
desde el día en que tuvo lugar un acto negativo de la servi­
dumbre, desde que se oponga algún obstáculo á su ejercicio; 
pero si fueran discontinuas (paso), de aquellas cuyo uso es 
intermitente, el tiempo transcurre desde que se hubiere de­
jado de usar.

El Código civil vigente reconoce fundadamente que la 
manera ó modo de prestarse la servidumbre, es decir, las 
circunstancias de restricción que en el predio sirviente con­
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curran, puede prescribirse de idéntica manera y con las 
mismas reglas que el derecho real que las origina.

La prescripción se interrumpe por actos positivos del 
dueño dominante, asi como por negligencia, omisión ó re­
nuncia tácita se verifica, doctrina que, aplicada á una co­
munidad de dueños, por lo mismo que tiene la misma razón, 
le apoya el mismo dereeho; consiguientemente, el hecho po­
sitivo de usar la servidumbre uno de los comuneros ó con­
dueños interrumpe la prescripción á favor de los demás; 
simple efecto de la indivisibilidad de este derecho sobre las 
cosas.

c) Destrucción de la cosa.—Derecho eminentemente real, 
la servidumbre necesita, para su viabilidad, la existencia 
de las cosas, de los bienes sobre que gravita. Si desaparece 
ó destruye cualquiera de los predios, la servidumbre se ex­
tingue, pero volviendo á aparecer lo destruido, el derecho 
reaparece, revive, porque las servidumbres, no tan sólo 
afectan á la superficie, sino que son inherentes al suelo, á 
menos de que haya pasado el lapso de tiempo consignado en 
el núm. 2.“ del art. 546, en cuyo caso la prescripción por si 
sola borra ó extingue los derechos que pudieran exigirse.

d) Por él transcurso de tiempo estipulado ó cumplimiento 
de la condición.— libre estipulación de las partes modifica 
la duración de las servidumbres. Si la servidumbre fuera 
constituida temporalmente, cumplida la voluntad, transcu­
rrido el tiempo por el que se constituyó, natural es que el 
predio sirviente quede libre de la carga, y las facultades 
del dueño vuelvan á reintegrarse en todas las manifesta­
ciones del dominio.

e) Redención.—Si mediante pacto expreso se liberan las 
cargas que sobre uno de los predios pesan, ya sean tempo­
rales ó perpetuas, el derecho se extingue, por lo mismo que 
la voluntad es fuente que crea y extingue relaciones jurí­
dicas.

f) Remmcia.—Las servidumbres aparecen con el doble 
concepto do facultad en el dueño de la finca á cuyo favor se 
halla establecida, y de limitación ó carga sobre el predio que 
las sufre. Si el propietario del predio dominante abdica, hace
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dejación del derecho que le pertenece, por este efecto, aban­
donada la facultad, se extingue la obligación, sea expresa ó 
tácita, siempre que la voluntad se manifieste ostensible­
mente.

SE R V ID U M B R E S L E G A L E S

Atendido al modo de constituirse, llámanse asi las que 
reconocen por causa el precepto imperativo de la ley. De 
igual modo que las voluntarias, exigen la existencia de un 
predio y la limitación sobre el mismo.

Las servidumbres legales, habida la causa que las oi’i- 
gina, exigen para su establecimiento que la ley lo precep­
túe, ó no determinándolo ésta, lo dispongan asi los Regla­
mentos ú Ordenanzas administrativas, cuando el beneficio 
que hayan de prestar redunde en utilidad pública ó de una 
comunidad de personas con idénticos intereses, siendo de­
recho supletorio las disposiciones contenidas en el Código 
civil.

Con respecto á las fuentes que sancionan esta materia, 
no sucede lo mismo con las servidumbres que, revistiendo 
el concepto de legales, el beneficio redunda en ventaja de los 
particulares; por su carácter puramente particular, toca al 
derecho privado la definición de los extremos que compren­
de, siempre que no se encuentren en contradicción con las 
disposiciones que para el buen orden y régimen de las po­
blaciones se dicten por los organismos ó Autoridades com­
petentes. Por esta razón, por afectar intereses particulares, 
pueden ser modificadas y susceptibles de diversas modali­
dades siempre que de común acuerdo lo acordasen los inte­
resados y dicho convenio no fuese contrario á los dictados 
por la ley ó perjudicasen los derechos de tercera persona, 
consecuencia lógica del principio juridico que establece que 
los derechos concedidos por las leyes permisivas son renun- 
ciables siempre que con esta renuncia no se lesionen los in­
tereses ó el orden público ó evidentemente se perjudique á 
tercero.

Servidumbres legales de utilidad pública ó comunal.—Son



aquellas que obedecen á motivo de interés público y social. 
Según se desprende del art. 550, todas se rigen por legis­
lación especial distinta del Código, y así es en efecto. Las 
leyes de aguas, carreteras, ferrocarriles, minas, montes, 
puertos y zona militar son las que contienen las servidum­
bres propiamente legales, ó sean las de utilidad común ó co­
lectiva.

En cuanto á las servidumbres de que nos ocupamos, el 
Código es sólo derecho supletorio; se rigen por la ley ó Re­
glamento respectivo, y, en su defecto— como dice el articu­
lo 550, — por-las disposiciones del tit. VII del Ijbro II del 
Código (De las servidumbres).

De estas servidumbres mencionamos las que revisten 
genuinamente tal carácter, las que lo son en sentido restrin­
gido, no las que encuentran mejor acogida dentro de las 
Ordenanzas municipales. Algunos preceptos de éstas, claro 
es que constituyen verdaderas servidumbres, puesto que 
limitan las facultades del propietario, pero la i'estricción 
obedece á razones de policia, de urbanidad, de higiene y 
salubridad, más que á la idea de desmembración del domi­
nio, caracteristica de la servidumbre.

Haremos un ligero estudio expositivo de las principales 
servidumbres de utilidad pública, dejando la inserción de 
las disposiciones por que se regulan al lugar oportuno, en la 
parte de legislación especial sobre servidumbres.

a) Caminos.—Servidumbres públicas, puesto que se es­
tablecen en beneficio de una colectividad de personas y 
comunidad de intereses, tienen por objeto no impedir la cir­
culación ni embarazar el tránsito, así como también no ve­
rificar obras ó construcciones que entorpezcan el curso de 
las aguas de las heredades limítrofes.

Establecidas por el derecho administrativo, la Adminis­
tración del Estado vela por su existencia y conservación, 
como condiciones necesarias para el desenvolvimiento de 
los fines sociales.

La legislación vigente es el Reglamento de policia y con­
servación de carreteras de 19 de Enero de 1867, que enco­
mienda estos servicios á las Autoridades locales, funciona-
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ríos y dependientes del Cuerpo de Caminos. Sus disposiciones 
más importantes reflérense á la conservación é inspección 
de los caminos públicos, al tránsito y construcción de obras 
en la proximidad de las carreteras, únicas materias perti­
nentes á las restricciones impuestas á la libre facultad de 
hacer.

El Real decreto de 14 de Julio de 1849 y la Real orden 
de 3 de Febrero de 1871 son consecuencia natural del an­
tedicho Reglamento; reflérense á la alineación de las calles- 
travesías que, pasando por el interior de las poblaciones, 
conducen al camino ordinario, así como á la construcción, 
reparación y alineación de edificios, y trámites previos para 
la concesión de licencias, circunstancias que sirven de com­
plemento al Reglamento de conservación de carreteras. El 
decreto, pues, de 1849 hace relación á las travesías en su 
manifestación de vía ó camino ordinario; la Real orden 
de 1871, ejecutiva de sus acuerdos, determina la condicio- 
nalidad de las construcciones establecidas en dichas calles, 
que con la carretera, componen el camino y sirven unas y 
otro para el desenvolvimiento y relaciones de la vida local.

b) Minas.—El laboreo de las mismas exige ocupación tem­
poral ó permanente de terrenos próximos al lugar donde b u  
explotación se verifica, así como operaciones complementa­
rias que siempre restringen las de los próximos dueños 
al terreno donde la minase halle emplazada. El decreto- 
ley de 29 de Diciembre de 1868 enuméralas diversas limi­
taciones que en beneficio de la industria minera pueden 
imponerse, por revestir los trabajos de ésta carácter pú­
blico: servidumbres de ventilación, paso de aguas, investi­
gación, transporte y desagüe, almacenes, talleres, lavade­
ros, oficinas, depósitos de escombros ó escorias, instalaciones 
de máquinas, bocaminas, etc. Dicho se está que habrá de 
indemnizarse de los daños y perjuicios que la ocupación 
temporal causare ó expropiarse si tuviere carácter perma­
nente, indemnización que se Ajará por avenencia de las par­
tes ó por tasación de Peritos si no concurriese el convenio 
particular. En la indemnización se sigue los principios gene­
rales á toda reclamación de daños, ateniéndose á los de la
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ley de expropiación forzosa si los trabajos que hayan de ve­
rificarse la hicieran precisa.

c) Montes.-—Los montes exceptuados de la desamortiza­
ción, por las necesidades que satisfacen, son de propiedad 
de la Nación y  de aprovechamiento común. Su cuidado y 
conservación incumbe al Ministerio de Fomento, como en­
cargado de la riqueza y prosperidad de las producciones del 
suelo.

Los montes no enajenados y que la Administración con­
serva y regula sus aprovechamientos, son necesarios, no 
sólo para la construcción civil y naval, sino también por que 
modifican el clima, saturan la atmósfera, contienen los suce­
sivos arrastres de tierras y sirven de poderoso preservativo 
contra las inundaciones.

De estos principios se derivan las servidumbres consti­
tuidas, restricciones todas que se traslucen en el deseo de 
conservarlos y regular su mejor uso y disfrute.

Las Ordenanzas generales de Montes de 1833, la ley de 14 
de Mayo de 1863 y su Reglamento de 1865 forman la legis­
lación de los montes públicos, juntamente con los precep­
tos de la de 11 de Julio de 1877 y su consiguiente disposición 
reglamentaria do 18 de Enero de 1878 que se proponen la 
mejora y repoblación de los existentes.

En la expuesta legislación tiéndese á armonizar las servi­
dumbres que gravan los montes públicos y los aprovecha­
mientos vecinales, con la medida general de su conserva­
ción; por lo tanto, si las servidumbres se opusiesen á la 
repoblación y mejora de los terrenos poblados de árboles, 
se suprimirán ó regularán, teniendo presentes las necesida­
des de la localidad, y, caso de extinguirse las servidumbres, 
se indemnizará previamente á sus poseedores.

d) Teléfonos.—El progreso de los medios de comunicación 
ha oreado nuevas servidumbres con el establecimienlo de las 
redes telefónicas.

ínterin éstas sean aéreas, necesitan los cables postes 
apoyados en los edificios para que el servicio pueda ser sa­
tisfecho. A esta carga sobre las fincas urbanas refiérese el 
artículo 26 del Real decreto de 2 de Enero de 1891, aproba­



torio del Reglamento para el establecimiento y explotación 
de aquel servicio.

e) Zona de ferrocarriles.—Los caminos de hierro partici­
pan de la misma naturaleza que los caminos ordinarios; sola­
mente se diferencian en la diversidad de medios empleados 
para el tránsito de personas y conducción de mercancías. 
Consiguientemente, dado su carácter de ser de dominio 
público, la Administración del Estado regula su aprovecha­
miento y dicta reglas para su conservación y reparación.

La servidumbre de ferrocarriles, limitaciones impuestas 
á la facultad de construir en las heredades próximas á la 
Via férrea, tienen por objeto la seguridad del camino, é im­
pedir que por la transgresión de estas prohibiciones suce- 
dan desgracias.

Así, pues, dentro de la zona de ferrocarriles—20 metros 
á cada lado de las vías—prohíbese la construcción, de edifí- 
cios cubiertos con cañizo, paja, madera, por la inminencia 
de los incendios.

En una zona ó extensión de terreno de tres metros á 
ambos lados de los rails puédense construir muros ó paredes 
de cerca, que no tengan salidas, aberturas ó huecos so­
bre el camino, precepto que, como el anterior, se establece 
para evitar los accidentes que por la imprevisión pudieran 
ocurrir.

Prohíbese también, como en los caminos ordinarios, el 
depósito ó acopio de materiales no inflamables á cinco metros 
de las vías y de los inflamables á veinte, medidas de segu­
ridad que son el fin de todas las servidumbres públicas. 
No obstante, los frutos naturales, los productos de las cose­
chas, así como las materias incombustibles que depos'itadas 
no excedan de la altura del terraplén, pueden depositarse . 
en la primera extensión, pero sus dueños no podrán exigir 
indemnización en caso de incendio por el paso de las loco­
motoras.

Estas son las disposiciones más importantes de la ley para 
la policía de los ferrocarriles de 29 de Noviembre de 1877 y 
Reglamento para su ejecución de 8 de Septiembre de 1878, 
legislación especial vigente en esta materia.
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f j  Zona maritimo-terrestre.—En las «Construcciones es­
peciales» se consignaron los preceptos de aplicación á las 
construcciones en la zona litoral y en las costas, playas y 
puertos. Examináronse alli los principios que informan á la 
construcción en la zona marítimo-terrestre y causas que los 
originan; en el presente se da por supuesta la ediflcación ó 
la plantación en dicha zona, mencionándose sólo los gravá­
menes que sobre aquéllas pesan, para que, como reglas ne­
cesarias, no puedan entorpecerse los servicios.

Los edificios colindantes con el mar, ó establecidos en la 
zona de que se hace mérito, hállanse sujetos á la servidum­
bre de salvamento y vigilancia.

La servidumbre de salvamento consiste en la restricción 
de tolerar el dueño de la heredad el depósito de los restosi 
efectos y cargamentos de los buques náufragos ó varamento 
y depósito de efectos de los barcos dedicados á la pesca, 
mientras dure la tormenta. Esta servidumbre tiene la exten­
sión de 20 metros, contados hacia el interior desde la orilla 
del mar, avanzando ó retirándose, conforme las aguas avan 
cen ó se retiren.

La de vigilancia litoral, que puede gravar tanto sobre los 
terrenos abiertos como en los cercados, tiene por objeto la 
inspección y policia que el Estado está obligado á emplear 
para la satisfacción de los intereses morales y materiales; 
comprende una extensión de terreno de seis metros de ancho, 
contiguo á la linea de la mayor pleamar ó á la que determi­
nen las olas en los mayores temporales donde las mareas no 
sean sensibles, podiendo internarse más esta via en los pasos 
difíciles ó peligrosos.

Estas son las limitaciones impuestas á los predios sitos en 
la zona litoral.

g) Zona militar.—Bajo este epigrafe comprendemos todas 
aquellas obras que por su construcción ó por la necesidad de 
acudir en petición de licencia á las Autoridades de Guerra, 
acusan un carácter de restricción.

Las obras que se verifican en la demarcación militar 
necesitan para su ejecución el permiso y la aprobación de 
los planos por la Autoridad militar de la provincia, oido el
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Cuerpo de Ingenieros militares. Por el contrario, las obras 
ó ediflcios militares que se construyan dentro de las pobla­
ciones necesitan someterse á las prescripciones de las Or­
denanzas municipales de la localidad, expedida la corres- 
liondiente licencia por el Alcalde.

Las obras que hayan de emplazarse en la demarcación 
militar han de someterse á las restricciones impuestas por 
la ley, debido á la necesidad de defender el reino ó garantizar 
el orden público. Esta limitación constituye la servidumbre 
pública de la zona militar.

Para el objeto de que las plazas de guerra no pierdan su 
valor defensivo, la zona general táctica se divide en otras 
tres, equivalentes entre si. La primera de aquéllas com­
prende una extensión de 500 varas, dentro de las cuales 
queda prohibida toda construcción. La segunda se entien­
de 500 varas más de la primera; en ésta permitese la ediñca- 
ción de un solo piso, con materiales de madera ó hierro, y 
un pequeño zócalo de mamposteria de dos pies de altura. En 
la tercera, 500 varas más de la segunda (1.500 de la fortifica­
ción donde termina la zona polémica), puédense construir 
edificios también de un solo piso, pero con pilares de mam­
posteria, muros de medio pie de espesor y todo lo que no se 
prohibe en la segunda.

Estas, pues, son las limitaciones impuestas por la servi­
dumbre de zona militar, regulada por varias disposiciones.

La Eeal orden de 13 de Febrero de 1845 determina las 
reglas que han de seguirse en la tramitación de los expe­
dientes para concesión de licencias dentro de las zonas tác­
ticas de las plazas de guerra.

Para el levantamiento de planos de las fortificaciones y 
zona militar rige la de 3 de Noviembre de 1848.

El Eeglamento de 22 de Diciembre de 1880, refiérese á 
las construcciones militares dentro de las poblaciones y 
á los edificios civiles ó particulares que se levanten en las 
zonas polémicas de puntos fortificados ó terrenos sobre que 
el ramo de Guerra tiene una intervención directa.

Viene, por último, á completar estas disposiciones el Eeal 
decreto de 17 de Marzo de 1891 que, para la defensa del te­
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rritorio nacional, establece la zona militar de costas y fron­
teras, prohibiendo toda clase de construcciones que impidan 
el cumplimiento de tal sistema defensivo, no permitiéndose 
dentro de esta zona los estudios, proyectos, construcciones, 
etcétera, que perjudiquen de una manera directa este fin es­
pecial del Estado, á menos de contarse con la correspon­
diente autorización.

Los preceptos administrativos expuestos se relacionan 
intimamente con la expropiación forzosa en el ramo de Gue­
rra (1).

Servidumbres legales de interés privado.—Al lado de las 
servidumbres de utilidad pública admite el Código las de 
interés privado. El legislador ha comprendido que la vida 
social requiere la prestación de determinados servicios por 
algunas propiedades en beneficio de otras.

Claro está que estas prestaciones pueden establecerse 
libremente por los particulares, pero la ley ha estimado 
oportuno consignarla con carácter forzoso, ante la posibili­
dad de la negativa ó mala fe de los interesados. Son, pues, 
por esto servidumbres legales, porque se hallan establecidas 
forzosamente por la ley, es decir, que deben ser sufridas 
por el dueño del fundo sobre que pueden imponerse y de 
interés privado, porque no afecta al general ó público, sino 
al particular.

Kige respecto de las servidumbres de interés privado, 
principio opuesto á las de utilidad pública. En éstas es la 
ley primordial, por decirlo asi, la ley ó Reglamento especial 
que las regula, y supletoria el Código civil; en aquéllas (ser­
vidumbres de interés privado), la ley primera es el Código, 
y secundaria las leyes, Reglamentos y Ordenanzas genera­
les ó locales de Policía urbana y rural.

Esta diferencia se comprende. Las servidumbres legales 
de utilidad pública se rigen preferentemente por su ley es­
pecial, porque el Código no contiene precepto expreso acerca 
de ellas; en cambio, las de utilidad privada se hallan regu­
ladas por la ley civil fundamental, y claro está que las de-
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más disposiciones en que de ellas se hable, han de valer en 
segundo término. Si la ley, el Reglamento ó la Ordenanza 
concuerda con el Código, regirán ambos de consuno; si hay 
oposición, deberá prevalecer el Código como ley primordial 
en la esfera del derecho privado. Vemos confirmado este 
criterio por el art. 571, referente á la servidumbre de me­
dianería, según el cual, ésta «se regirá por las disposiciones 
de este titulo y por las Ordenanzas y usos locales en cuanto 
no se opongan á él ó no esté prevenido en él mismo».

Este criterio derivado del Código ha de considerarse 
como regla principal, en tanto que el mismo cuerpo legal no 
disponga otra cosa. Sucede esto en las servidumbres de 
aguas, respecto de las que el art. 563 dice que «el estableci­
miento, extensión, forma y condiciones de las servidumbres 
de aguas, de que se trata en esta sección, se regirán por la 
ley especial de la materia en cuanto no se halle previsto en 
este Código»; en las de paso, conocidas con los nombres de 
cañada, cordel, vereda, y en las de abrevadero, descansa­
dero y majada, que se rigen conforme al art. 570, por las 
ordenanzas y reglamentos del ramo, y en su defecto por el 
uso y costumbre del lugar; en la de distancias con relación 
á construcciones, tanto en cuanto á plazas fuertes (aunque 
esto es en puridad de utilidad pública, defensa nacional) 
como á establecimientos peligrosos, incómodos ó insalubres, 
pues en ella han de cumplirse los requisitos exigidos por le­
yes, ordenanzas ó reglamentos (artículos 589 y 590).

Tratándose de servidumbres impuestas por la ley, ocioso 
es decir que ha de respetarse ésta porque sus preceptos son 
para los particulares mandatos imperativos y categóricos. 
De aquí la disposición del art. i.°  del Código, declarativa de 
que son nulos los actos ejecutados contra lo dispuesto en la 
ley. Sin embargo, el mismo Código admite la libertad de es­
tipulación^ ya en el precepto general del art. 1.255, expresivo 
de que «los contratantes pueden establecer los pactos, cláu­
sulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre 
que no sean contrarios á las leyes, á la moral ni al orden 
público», ya en el especial del párrafo segundo del 551, se­
gún el cual «las servidumbres legales de utilidad particular
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pueden ser modiñcadas por convenio de los interesados 
cuando no lo prohiba la ley niresulte perjuicio para tercero». 
Respetando, pues, la esencia, los requisitos fundamentales de 
toda servidumbre, podrán los particulares establecer los con­
tratos ó pactos que tengan por conveniente, si la ley, regla­
mento ú ordenanza no contienen una disposición prohibitiva.

El Derecho alfonsino, la legislación de Partidas hablaba 
de varias servidumbres que los autores y tratadistas de De­
recho civil exponían con el tecnicismo romano. El Código 
no ha aceptado éste; no menciona tales servidumbres, no 
contiene las denominaciones antiguas, pareciendo así existir 
cierta antinomia entre las dos legislaciones, la derogada y 
la vigente. Este antagonismo es más aparente que real: en 
el fondo son muy semejantes, porque las servidumbres vie­
nen á ser las mismas en una y en otro. Ha variado el nom­
bre, si acaso, no la cosa, demostrándose la certeza de esta 
afirmación mediante un estudio comparativo de ambas le­
gislaciones.

Servidumbres urbanas:
Oneris ferendi.—Derecho de apoyar una casa ó columna 

de ésta sobre la columna ó casa del vecino.
Tigni immitendi, ó servidumbre llamada de viga. Es la 

facultad de horadar la pared ajena para introducir vigas 
ú otros materiales.

Una y otra servidumbre se mencionan en la ley 2.“ del 
título XXXI de la Partida al decir que «Urbana servi­
dumbre dexemos aquella que ha un edificio en otro, así como 
quando la una casa ha de sofrir la carga de la otra poniendo 
en ella pilar o coluna sobre que posiese su vecino viga para 
facer terminado, o camara o otra labor semejante della; o 
de haber derecho de foradar la pared de su vecino para me­
ter hi vigas.»

Altius non toUendi.—Prohibición de levantar el dueño del 
predio sirviente su edificio á la altura á que tendría derecho 
sin la existencia de la servidumbre, para no quitar la luz ó 
la vista á otro edificio, ó para impedir que descubra lo inte­
rior de éste. «Haber tal servidumbre la una casa en la otra— 
expresa la ley 2.“'̂ , tit. XXXI, Part. 3.‘ ,̂ —que la nunca pue­
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dan más alzar de lo que era alzada a la sazón que fue puesta 
la servidumbre, porque nol pueda toller la vista, nin la lum­
bre nin descubrirle sus casas.»

Esta servidumbre negativa es consecuencia de la posi­
tiva de luces ó vistas, porque el que goce de éstos, ha de 
tener el derecho de impedir que edifiquen, quitándole así 
la luz ó la vista.

Altius tóLlendi.—Es, en oposición á la anterior, el derecho 
de edificar en perjuicio de las luces ó vistas del vecino.

La legislación de Partidas no contenía ningún precepto 
expreso sobre esta servidumbre. Sólo la ley 25, tít. XXXIl, 
Partida dispone «que casa o torre queriendo algunt 
home facer de nuevo en lo suyo..., puédelo alzar cuanto qui­
siere, guardándose todavía que non descubra mucho las casas 
de sus vecinos.-!)

Projiciendi.—Derecho del dueño del predio dominante de 
avanzar partes salientes de su edificación (balcón, mirador), 
sobre el área del sirviente, pero sin descansar nada de lo 
edificado sobro éste, para proporcionar mayor comodidad al 
dominante.

Protegendi.—Facultad de sacar el tejado sobre el predio 
ó finca sirviente. Esta servidumbre se funda en la necesidad, 
en oposición á la de projiciendi, que obedece á razones de 
conveniencia ó comodidad.

Ne luminihus officiatur, ó servidumbre de no quitar las 
luces. Es consecuencia de la de luminum, puesto que el de­
recho de tener luces origina en el dueño del predio sirviente 
la obligación de no levantar más alto, ó no hacerlo hasta una 
distancia determinada.

Prospectus, neprospectus officiatur.—Derecho de gozar de 
vistas sobre el fundo ajeno, sin que el propietario de éste 
pueda hacer nada para impedirlo.

Luminum.—Facultad de abrir huecos en la pared me­
dianera por donde entre la luz. Esta es más restringida que 
la de vistas, porque se limita al derecho de recibir luz, no 
al de gozar de vistas. «... O de haber derecho de foradar la 
pared de su vecino... para abrir hi finiestra por do entre la 
lumbre á sus casas...» fPart. idem, tit. id., ley id.)
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Stillicidii recipiendì vel fluminis avertendi.—Derecho del 

dueño del predio dominante de verter las aguas que proce­
den del suyo sobre la finca contigua, bien gota á gota (stilli­
cidi), bien recogida en canales ó canalones (fluminis). Exis­
tía también en la legislación de Partidas, en la 3.^, títu- 
tulo XXXI, ley segunda, la cual, al enumerar varios ejem­
plos de servidumbre urbana, presenta el de «haber la una 
casa á rescibir el agua de los tejados de la otra que venga 
por canal, ó por caño ó de otra guisa...»

Stillicidii non recipiendi vel fluminis non avertendi.—Es 
la opuesta á la anterior, ó sea la facultad de impedir que el 
agua de un predio caiga sobre otro, y la de obligar al 
dueño del primero varíe el curso de las aguas para conse­
guir el objeto indicado.

Transeundi. — Servidumbre urbana de paso, contenida 
también en la tan repetida ley "2.̂ , tít. X X XI de la Parti­
da 3.̂  ̂ en estos términos: «... haber horae servidumbre de en­
trar por la casa ó por el corral de otro á la su casa ó al su co­
rral...» Hoy no hay precepto expreso, pero por analogía cabe 
considerarla comprendida dentro de la genérica de paso.

Cloacae.—Derecho de dar salida por el predio ajeno á 
las aguas pluviales y á las sucias.

Fumi.—Referente al establecimiento de fraguas, hornos; 
son actualmente materia propia de las Ordenanzas.

Servidumbres rústicas:
Aquaeducttis ó acueducto.—Es el derecho de conducir 

aguas por el predio ajeno para aprovecharlas en el propio. 
Jus aquae ducendae per fundum álienum, según lo definió el 
Derecho romano.

Aquae haustus.—Derecho de sacar aguas de fuente ó 
pozo ajeno.

Pecoris ad aquam appulsus.—Es la llamada de abreva­
dero, ó sea el derecho de llevar á abrevar los ganados á la 
finca ajena.

Pecoris pasciendi ó pastos.—Derecho de apacentar los ga­
nados en el predio ajeno.

Arenae fodiendae, cretae eximendi.—Facultad de extraer 
arena ó piedra del predio ajeno.



Caléis coquendae.—Derecho de cocer cal en el predio 
ajeno.

Iter ó senda.—Derecho de pasar una persona sola, á pie, 
á caballo ó litera. «...E decimos que cuando uno otorgare 
á otro que haya senda por su heredad, aquel á quien es otor­
gada puede ir á pie ó cabalgando solo ó con otros... de ma­
nera que vayan uno ante otro é no en par. E non pueden por 
y entrar carretas ni bestias cargadas á mano...» {Par­
tida 3.% tu. XXXI, ley 3.^)

Actus ó carrera.—Derecho de pasar y conducir semo­
vientes ó carruajes. «... E si dixese que le otorgaba carrera, 
puede por y traer carretas, ó todas las otras cosas.» {Partida 
idem, tit. id., ley id.)

Via ó camino ó carretera. -  Es el derecho de pasar á pie, 
á caballo, en carruaje, como se quiera, solo ó con materia­
les. «... E si otorgase Via—dice la repetida ley 3.  ̂ del ti­
tulo XXXI, de la Partida 3.^—puede irporella á pie, ópabal- 
gando solo ó acompañado; e levar por y  carretas, ó ma- 
deia, ó piedras arrastrando, é todas las otras cosas que le 
fueren menester... E debe ser tan ancha la vía como fué 
puesto entre ellos, al tiempo que fué otorgado... E si enton­
ces non fué puesto decimos que debe haber ocho pies... E si 
la vía non fuese derecha por alguna tortura... en aquel lu­
gar que fuera tuerta, debe haber en ancho diez e seis pies, 
porque puedan volver por y las carretas...»

Tal es la tecnología de las servidumbres existentes antes 
de la publicación del Código. Es distinta de la de éste; pero 
en el fondo son una misma. El Código, como cuerpo legal pro­
piamente dicho, de época más moderna, habla genéri­
camente. Así. establece la servidumbre de paso (género), 
compìendiendo dentro de ella las varias e.sjiecies (senda, 
vía, cai’rera y transeundi).

La de luces y vistas equivale á la de luminum y  q̂ rosqoec- 
tus; dentro de las cuales están á su vez las de altius non to- 
llendi. La de stillicidi recipiendi vel fluminis avertendi, y la 
opuesta de stillicidi non recipiendi vel fluminis non avertendi 
son hoy la llamada de desagüe.

Es cierto que de la de medianería no hablaban las leyes
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de Partidas, y menos el Derecho romano, dado el sistema 
de construcción aislada de este pueblo; pero las de oneris 
ferendi y tigni inmitere, son en extremo análogas á aquélla, 
hasta el punto de que nosotros creemos que son manifesta­
ciones diversas de una misma, ó por lo menos que á éstas ha 
sucedido aquélla. La servidumbre de medianería, conforme 
al art. 579, da derecho á edificar apoyando la obra en la 
pared medianera é introduciendo vigas hasta la mitad de su 
espesor; pues bien: las mencionadas servidumbres antiguas 
daban también respectivamente derecho para apoyar la 
casa sobre la del vecino, y para introducir vigas en la pared 
ajena, y claramente da á conocer la analogía la ley 2.^, tí­
tulo X XXI de la Partida 3.“', en las palabras transcritas por 
nosotros al ocuparnos de las sobredichas servidumbres, que 
repetimos aquí: «Urbana servidumbre ha nombre en latín 
aquella que ha un edificio en otro, así como quando la una 
casa ha de sofrir la carga de la otra poniendo en ella pilar 6 
columna sobre que posiese su vecino viga para facer terminado, 
6 cámara ó otra labor semejayite della; ó de haber derecho de 
foradar la pared para meter hi vigas...d

La p>alabra medianería no se encuentra en la legislación 
de Partidas, pero los derechos que ésta concedía al que go­
zaba de la servidumbre’ de viga son los que hoy señala el 
Código al medianero, y lo que constituye la identidad ó seme­
janza de las instituciones jurídicas no es su nombre ó forma, 
sino su contenido y esencia.

Acontece igual con las de cloacae et fumi. Claro es que no 
vemos esta denominación en el Código, pero están englobadas 
dentro déla genérica de distancias y obras intermedias para 
ciertas construcciones de que trata el art. 590 del Código. La 
paridad es evidente en este caso, puesto que dicho articulo 
habla de manera expresa de «cloacas, pozos, hornos, fraguas 
y chimeneas».

Por otra parte, las Ordenanzas municipales contienen 
preceptos sobre estas restricciones de la propiedad; se ocu­
pa también el Código civil de ellas en la parte de obligacio­
nes derivadas de la culpa ó la negligencia (art. 1.908), y 
aun son objeto del Código penal, en su art. 601, no pudiendo
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asi quedar duda alguna del carácter legal de las servidum­
bres que examinamos.

En cuanto á las rústicas, reina entre el antiguo j  el nuevo 
derecho la analogía que respecto de las urbanas. Las de iter, 
actus y vía aparecen hoy convertidos en la genérica de 
siendo-actualmente posible asimismo la gradación que supo­
nen aquellas palabras en conformidad al art. 566, declarativo 
de que «la anchura de la servidumbre de paso será la que 
baste á las necesidades del predio dominante». Compréndese, 
en vista de este precepto, que la servidumbre de paso puede 
ofrecer las varias especies, las diversas modalidades que 
indican las antiguas de iter, actus y vía.

La de aquaeductus está regulada por los artículos 559 
á 561 del Código, y antes por la ley de aguas, y la de aquae 
haustiLS jpécaris ad aquam appulsus por ¿1 555 y el 556. El 
Código omite sólo hablar de las urbanas de protegisndi y 
proyiciendi y las rústicas de pécaris pasciendi, arenae, cretae 
y calcis. Aun respecto de éstos, en cuanto á la de pastos, se 
ocupan de ella los artículos 600 á 603, especialmente éste al 
tratar de la redención de tal servidumbre, y de la de extrac­
ción de arena y  demás elementos de contrucción, habla la 
ley de Expropiación forzosa en el titulo de las ocupaciones 
temporales.

Como vemos, el derecho en si no ha variado ; no se ha 
transformado lo sustancial, lo de esencia, sino lo accidental. 
Lo que si se ha modificado es el carácter de las servidum­
bres expuestas. Éstas eran antes voluntarias, en el sentido 
de que sólo se constituían por la voluntad expresa en pacto 
ó testamento, ó por la tácita, que esto supone en cierto 
modo la prescripción, puesto que se presume que el dueño 
permite ó tolera que se ejerza el derecho constitutivo de la 
servidumbre; hoy, son en su mayoría legales, impuestas pol­
la ley, contra ó fuera de la voluntad particular. De volunta­
rias se han convertido en legales, conservando únicamente 
aquel carácter las que no se mencionan por el Código con 
éste.

«Todas las servidumbres que fablamos en las leyes deste 
titulo (ó sean las expuestas en lineas anteriores), que deben
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las unas cosas á las otras et los unos heredamientos á los 
otros—dice la ley 14 del tít. X X X I y  Part. 3.^, tan repeti­
dos—pueden ser puestos en alguna destas tres maneras: la 
primera es por otorgamiento que facen aquellos cuyas son 
las cosas, otorgando de su voluntad servidumbre en ellas a 
otros por facerles amor o por precio que rescibiesen dellos. 
La segunda—^añade—es la que facen los homes en sus testa­
mentos, asi pomo quando dice: quiero que la casa de fulan 
haga tal servidunibre en esta mi casa que nunca sea mas 
alzada de lo que es agora, o que pueda meter vigas en las 
paredes della, o otorgandol otra servidumbre semejante 
destas que hi hobiese; o si otorgase a alguno que hobiese 
carrera en su heredat para entrar o salir, o para traer agua 
por ella para regar lo suyo o en otra manera semejante des­
tas. La tercera—continita—es quando ganan los homes ser­
vidumbre en casas o en heredades agenas por uso de luengo 
tiempo.-»

Conforme á la legislación anterior, todas las servidum­
bres eran voluntarias, porque, según queda dicho y com­
prueba la ley transcrita, reconocían sólo por origen la vo­
luntad del particular; en la actualidad son en su mayor 
parte legales, porque el legislador concede al dueño de de­
terminadas ftncas el derecho de gozar de la servidumbre, 
imponiendo consiguientemente al de otras la restricción que 
supone este derecho real. Basta leer los artículos 552 á 593 
para convencerse de ello. En ellos se asignan, á favor de 
ciertas personas, el derecho que representa la naturaleza 
especial de cada servidumbre, que tiene que sufrir forzosa, 
mente otras por ser impuestas por ministerio de la ley.

En síntesis: desde la publicación del Código son servi­
dumbres legales de interés privado las que en él expresa­
mente se enumeran con tal carácter, ó las que le ostentan por 
virtud de alguna ley especial; las no mencionadas son volun­
tarias, podrán ser objeto de convenciones particulares, esta­
blecerse por testamento ó donación.

Dado que las servidumbres existentes con anterioridad al 
Código (aludimos á las que no tengan existencia por alguna 
ley particular, como la de aguas)', sólo podían adquirirse por
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pacto, testamento y ley, compréndese que, aun publicado ei 
CódiííO, han de regirse por lo dispuesto en su título de cons. 
titución. Pero puede suceder que éste no exista, como en las 
adquiridas por prescripción, ó que el título no contenga 
reglas especiales acerca del ejercicio de la servidumbre, y 
ocurre preguntar qué preceptos regularán este ejercicio.

Aunque la variedad de casos que pueden presentarse 
imposibilita sentar una regla absoluta, universal, dogmática, 
es dable consignar algún principio que sirva de norma en la 
resolución de los casos dudosos que puedan presentarse.

Es un principio de hermenéutica legal, aceptado como no 
podia menos de ser por las disposiciones !transitorias del Có­
digo, el que las variaciones introducidas por una ley que 
perjudiquen derechos adquiridos no tienen efecto retroactivo; 
es decir, no serán aplicables á los. hechos realizados antes de 
la nueva ley.

Como vemos, son dos los requisitos que deben concurrir 
para que los preceptos del Código no rijan respecto de las 
servidumbres existentes á su publicación, á saber: primera, 
que el nuevo precepto legal determine una variación en el 
estado de derecho anterior: segunda, que perjudique dere­
chos adquiridos. No concurriendo estos requisitos, se regu­
larán, en general, en cuanto á su ejercicio, por las disposi­
ciones del Código.

El primero, variación del derecho, hemos visto que no 
existe en lo fundamental de la institución; la esencia de las 
servidumbres es la misma ahora que antes. En cuanto al 
segundo, ó sea perjuicio de derechos adquiridos, sabido es 
que este concepto es positivo, supone algo que se posee, de­
rechos que se ejercen, siendo, por tanto, lícito aplicarlo sólo 
respecto del dueño del predio dominante, porque es el que 
ejerce el derecho, el que procede activa y afirmativamente, 
en oposición al del sirviente, quien obra pasiva y negativa­
mente, esto es, no haciendo nada ó permitiendo que otro 
haga. Ahora bien: aunque el Código séñale algunos derechos 
más al dueño del predio dominante, esto, lejos de perjudi­
carle, le favorece, y claro es que si no existe perjuicio, no 
hay para qué impedir la aplicación del Código.
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A más de la disposición transitoria generai acabada de 
exponer, existen otras en el Código de pertinencia para la 
cuestión que estudiamos.

La regla primera determina que «se regirán por la legis­
lación anterior los derechos nacidos, según ella, de hechos 
realizados bajo su régimen, aunque el Código los regule de 
otro modo ó no los reconozca.» «Pero—añade—si el derecho 
apareciere declarado por primera vez en el Código, tendrá 
efecto desde luego, aunque el hecho que lo origine se verifi­
cara bajo la legislación anterior, siempre.que no perjudique 
á otro derecho adquirido de igual origen.»

Lo previsto en el párrafo segundo de la disposición tran­
sitorio primera es lo que sucede en el caso de las servidum­
bres. El Código regula por vez primera las servidumbres 
legales con este carácter, consignando derechos á favor del 
dueño del predio dominante, que no mencionaba la legisla­
ción de Partidas; luego dichos derechos surtirán efecto desde 
la publicación del Código, tanto más cuanto que los dueños 
de los predios sirvientes no tenían derechos adquiridos, 
puesto que, según queda expuesto, este concepto no se ar­
moniza con el carácter que representan aquéllos en toda ser­
vidumbre.

Por último, cuando una ley contiene preceptos sobre una 
institución ó un derecho existente al promulgarse aquélla, 
los actos ó contratos originarios de la institución ó dei dere­
cho, realizados con anterioridad á la nueva ley, son válidos, 
pero la sana crítica indica que todos los actos posteriores, el 
ejercicio del derecho, la vida de la institución ha de regirse 
por el cuerpo legal subsistente, no por el que ha muerto, á 
no constar expresamente lo contrario. Este es el espíritu de 
toda ley, y tal es el del Código, reñejado ya de manera ge­
neral en la regla transitoria cuarta al declarar que «las 
acciones y los derechos nacidos y no ejercitados antes de 
regir el Código subsistirán con la extensión y en los términos 
que los reconociera la legislación precedente, pero sujetán­
dose, en cuanto á su ejercicio, duración y procedimientos para 
hacerlos valer, á lo dispuesto en el Código...

Por consiguiente, entendemos que las servidumbres exis-
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lentes con anterioridad á la publicación del Código se regi­
rán, no obstante, por éste en todo lo que no se halle expresa­
mente determinado en el titulo de su constitución y en los 
derechos consignados por primera vez en dicho cuerpo Jegal.

Servidumbres legales en materia de aguas.—Dentro del 
capítulo de estas servidumbres, el Código empieza por enu­
merar las servidumbres eminentemente públicas: las de 
aguas. Eestricciones de la propiedad particular en beneficio 
de los intereses comunes, preséntanse estas limitaciones' 
como una especialidad del derecho privado ; muchas veces 
supondrán un gravamen, otras implicarán una expropiación, 
que habrá de seguir los trámites y las indemnizaciones que 
la ley de 1879 establece, y que con anterioridad se ha ex­
puesto.

Estas restricciones se fundan, como antes dijimos, en 
las necesidades de la colectividad, ya se refieran á la agri­
cultura, á las manifestaciones de la industria, á impedir el 
arrastre sucesivo de tierras, los estancamientos, las inunda­
ciones, conversión de terrenos de secano en tierras de rega­
dío, procurar que los servicios de navegación y flotación 
fluvial no encuentren constantes é insuperables obstáculos, 
y muchas otras más que la ley de 13 de Junio de 1879 enu­
mera, á cuya legislación hemos de referirnos por ser la 
vigente en este particular, y que como propiedad especial 
irá incluida en la Sección tercera de esta parte.

El Código civil regula la extensión, límites, forma y con­
diciones de estas servidumbres, pero en sus efectos y como 
legislación supletoria en todo lo no determinado por este nues­
tro nuevo derecho regirá la legislación especial de aguas, 
que, como de derecho público, tiene su sancionamiento en las 
leyes administrativas.

Las servidumbres forzosas en materia de aguas se subdi­
viden en naturales y legales. Las primeras reciben este nom­
bre de que su constitución se impone por la situación del pre­
dio sobre el que se imponen: tales son la obligación de recibir 
las piedras y desprendimientos de tierras que por el arrastre 
de las aguas afluyan sobre el predio inferior.

Pero tanto el dueño del predio dominante como el del
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inferior ó sirviente tienen la obligación de construir ribazos, 
malecones ó paredes para suavizar y regularizar el curso de 
las aguas. Las obras y las desviaciones que en ellas se ve­
rifiquen, asi como los daños que por ellas se causen, son ob­
jeto de la ley de aguas que, repetimos, se inserta en la Sec­
ción tercera de esta parte.

Las servidumbres legales son cuatro: primera, la que por 
ministerio de la ley se constituye sobre predios ribereños y 
la de camino de sirga; segunda, las de estribó de presa ó par­
tidor; tercera, las de saca de agua y abrevadero, y  cuarta, la 
de acueducto.

a) Servidumbre que pesa sobre los predios ribereiios y de 
camino de sirga (art. 553).—Estas servidumbres, constituidas 
en interés general de la navegación, flotación, pesca y  sal­
vamento, consisten en la obligación de permitir se amarren 
los cables que sujetan las barcas, se depositen las maderas 
en casos de avenidas para evitar sean arrebatadas, asi como 
el salvamento de mercancías cuando el naufragio ó las ave­
rias lo exijan, y también la restricción de permitir á los 
pescadores tiendan y sequen sus redes en el espacio de los 
tres metros que comprende esta zona inherente á los predios 
ribereños.

b) El camino de sirga sirve exclusivamente para el servi­
cio de navegación y flotación de maderas. Su anchura será 
de un metro si el camino es para peatones y de dos si es para 
el servicio de caballerías.

c) Estribo de presa ó partidor (artículos 554 y 562).—Fun­
dada en la necesidad de los aprovechamientos; el que quiera 
imponer esta servidumbre, sean las aguas del dominio pú­
blico ó del privado, necesita concesión administrativa, pre­
via indemnización al dueño del terreno ocupado y de los per­
juicios que se causen en las Ancas.

d) La de partidor, introducida en beneficio del riego, 
puede establecerse siempre que no se perjudiquen los inte­
reses de los demás regantes, ya mediante convenio, bien por 
providencia administrativa, siempre con el requisito de la 
indemnización previa.

e) Servidumbre de saca de agua y abrevadero ( artícu-
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los 555 á 558).—Diferéncianse éstas de las demás en que para 
su establecimiento es necesario que se funden en causa de 
utilidad pública; llevan consigo la obligación de dejar paso 
á personas y ganados, y siendo las más gravosas, puesto que 
suponen una verdadera expropiación de terreno, habrá de 
fijarse con antelación la anchura y longitud de la via que 
conduzca al depósito de agua, manantial, fuente ó pozo, ó 
en su caso al abrevadero, para regular la indemnización 
tanto del terreno ocupado como de los perjuicios irrogados 
al dueño del predio sirviente.

f) Servidumbre de acueducto ó de conducción de aguas (ar­
tículos 559 á 561).—No puede imponerse esta servidumbre 
sobre objeto de interés privado, ni sobre jardines ó huertas 
ya existentes; únicamente cuando no exija expropiación 
puede establecerse; l.°, para establecimiento ó aumento de 
riegos; 2.°, establecimientos de baños y fábricas; 3.°, dese­
cación de lagunas y terrenos pantanosos;4.°, evasión ó salida 
de aguas procedentes de alumbramientos artificiales; 5.°, sa­
lidas de aguas de escorrentías y drenajes. Ahora bien: el 
que quiera imponer esta servidumbre ha de ser dueño del 
agua ó del terreno que pretenda utilizar, pues no siéndolo, 
puede oponerse á la concesión el dueño del terreno sobre el 
que se quiera constituir.

Cuando la servidumbre de acueducto sea forzosa, pero 
con el carácter de temporal, ó sea aquella cuyo plazo no ex­
ceda de diez años, el dueño del predio dominante habrá de 
indemnizar del terreno ocupado al del sirviente, más un 
duplo del valor del arriendo durante el tiempo por el que se 
conceda, y el resarcimiento de los daños y perjuicios oca­
sionados por este servicio. En la, perpetua se abonará el va­
lor total del terreno y los daños y menoscabos.

Servidumbres de paso.—Dentro de este concepto genérico, 
el Código comprende varias especies de servidumbres; la 
establecida á favor del propietario de una finca ó heredad 
enclavada entre otras ajenas y sin salida á la vía pública, 
para obtener paso por las heredades vecinas (art. 564); la 
concedida al dueño de una finca adquirida por venta, per­
muta ó partición, que quedase enclavada entre otras del ven-
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dedor, permuiante ó copartícipe para exigir paso por éstas 
(articulo 567), y por último, la consignada en el art. 569, per­
misiva de la conducción de materiales por predio ajeno ó 
colocar en él andamies ú otros objetos para la,construcción ó 
reparación de algún edificio.

En estas servidumbres el dueño del predio sirviente tiene 
derecho á una indemnización^ consistente, respecto de la pri­
mera, en el valor del terreno que se ocupe y en el importe 
de los perjuicios que se causen, y en la tercera, en el resar­
cimiento de los perjuicios que se irroguen. La segunda no 
da derecho á indemnización alguna.

El paso ha de darse por el punto menos perjudicial al 
predio sirviente, y siendo posible, por donde sea menor la dis­
tancia del predio dominante al camino público, debiendo ser 
la anchura de la servidumbre la suficiente á las necesidades 
del predio dominante.

Esta servidumbre, á más de terminar por los modos gene­
rales del art. 546, se extingue, conforme al 568, por haber 
reunido el dueño el predio dominante á otro contiguo al 
camino público, ó en el caso de abrirse un nuevo camino que 
dé acceso á la finca, si así lo pidiere el del sirviente, previa 
la devolución de lo que hubiere recibido por indemnización.

La extensión y limitaciones de estas diversas manifesta­
ciones de la servidumbre de paso, queda al arbitrio de las 
partes; no habiendo concierto, su latitud se determinará por 
la índole de las necesidades que haya de satisfacer, previa 
tasación é indemnización consiguiente y con los requisitos 
que el Código determina.

Este menciona también las servidumbres pecuarias esta­
blecidas en beneficio de la ganadería.

A la Asociación general de Ganaderos, sucesor del Con­
cejo de la Mesta, una vez suprimidos los privilegios, y  por 
tanto injustas prerrogativas de que gozaba, compete la de­
fensa colectiva de la ganadería y de cuidar se cumplan y 
respeten fielmente las disposiciones referentes al ramo {Eeal 
decreto de 6 de Agosto de 1892).

Consiguientemente á su organización, le incumbe la fa ­
cultad de exigir el cumplimiento de las servidumbres, que



por disposición de la ley y para su beneficio, se hayan cons­
tituido; tales son las cañadas ó vias pastoriles que atravie­
san varias provincias; su anchura milxima será de 75,23 me­
tros (90 varas); cordeles, vias que afluyen á las anteriores ó 
ponen en comunicación dos provincias limitrofes; su anchura 
podrá ser hasta 37,61 metros (45 varas), y veredas, vias pas­
toriles de una misma provincia que unen varias comarcas de 
la misma demarcación, con la anchura máxima de 20,89 me­
tros (25 varas). Además de éstas, existen lospasos y coladas; 
los primeros son servidumbres'que pesan sobre determinadas 
fincas para que por ellas puedan atravesarlos ganados una 
vez levantada la cosecha; las segundas unen varias fincas de 
una misma comarca; unas y otros no tienen latitud determi­
nada.

Estas son las servidumbres rústicas de paso que el noví­
simo Cuerpo de derecho civil menciona.

S E R V ID U M B R E  DE M E D IA N E R IA
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Disposición general.—Tiene este carácter la del art. 571 
del Código, por cuanto se reflere á las disposiciones por las 
cuales hade regirse la llamada servidumbre de medianeria.

El citado artículo dispone que se regirá en primer tér­
mino por las disposiciones del titulo de servidumbre, y en 
segundo por las Ordenanzas y usos locales, en lo que no se 
opongan á él, ó no esté prevenido en el mismo.

Esto no obstante, como la servidumbre de medianería 
puede constituirse voluntariamente, será aplicable el pre­
cepto del art. 598, declarativo de que el título determinará 
los derechos de los dueños del predio dominante y del sir­
viente, y en su defecto, regirán las disposiciones del título de 
servidumbres. El orden do prelación será, por tanto, el si­
guiente: l.°, título, ó sea contrato ó acto entre particula­
res; 2.°, disposiciones del Código, y 3.°, Ordenanzas y usos 
locales en el caso determinado por el art. 571.

Naturaleza y fundamento.—La llamada servidumbre de 
medianería ¿merece esta calificación legal? ¿Es propiamente 
siempre una servidumbre? Nuestra opinión se inclina á una



respuesta negativa; hay casos en que constituirá una servi­
dumbre, pero en la mayoría de los que se presentan no 
existe servidumbre, sino comunidad de bienes.

Queda dicho al hablar de la servidumbre en general que 
propiedad y servidumbre son términos antagónicos, con­
ceptos que se excluyen y repelen mutuamente. Donde hay 
propiedad no puede existir servidumbre, y existiendo ésta 
no cabe aquélla. Pues bien: cabe repetir estas afirmaciones 
con relación á la medianería. Si los derechos inherentes á 
ésta derivan del de propiedad, no es dable hablar de servi­
dumbre, y tampoco parece muj’' propio emplear esta palabra 
si al que goce de la medianería se le señalan facultades 
peculiares del propietario.

Quiérese dar á entender con tales consideraciones que 
en ciertos casos la medianería será una servidumbre; pero 
en otros constituye una comunidad de bienes especial. De­
mostraremos la afirmación con ejemplos. Los propietarios 
de dos predios colindantes convienen en levantar á un tiem­
po un edificio en su terreno respectivo, construyendo por 
mitad la pared medianera que ha de servir para las dos 
fincas. Aquí hay comunidad de bienes, porque la pared es 
propiedad común de los dueños de los edificios contiguos. 
Ejemplo contrario; el dueño de un edificio concede al de la 
finca contigua la facultad de aprovecharse de la pared le­
vantada por aquél, apoyando su obra, introduciendo vi­
gas, etc., para uso de su edificio. En este supuesto existirá 
servidumbre, porque siendo la pared propiedad de una per­
sona, otra, la dueña del predio contiguo, usa y disfruta 
de ella.

La diferencia entre uno y otro caso está bien marcada. 
En el primero faltan todos los requisitos característicos de 
la servidumbre. No existen predio dominante ni predio sir­
viente, porque los dos se aprovechan de igual manera de la 
pared medianería; el servicio es recíproco y la servidumbre 
rechaza la reciprocidad, pues supone precisamente un grava­
men impuesto sobre un inmueble en beneficio de otro. En el 
segundo concurren los requisitos de la servidumbre, porque 
un inmueble sufre un gravamen en beneficio de otro perte-
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neciente á distinto dueño. Encontramos, pues, gravamen, 
limitación del dominio, beneficio exclusivo de un inmueble en 
detrimento de otro. La pared es solo propiedad del dueño de 
uno de los predios, no de los dos, como en el caso expuesto 
en primer lugar. En ambes casos, se utiliza la pared media­
nera, pero en uno es por derecho de propiedad, sirviéndose 
de lo suyo, y en otro por derecho de servidumbre, ó sea 
utilizando lo ajeno.

Los autores confirman nuestra opinión.
Laurent, el eminente civilista belga, en su obra Prince- 

pes de Droit civil francés, dice que «un muro es medianero 
cuando dos colindantes lo construyen por mitad, ó cuando 
habiendo construido uno de ellos sobre su fundo, adquiere 
el otro la comunidad en él,» definiendo la medianeria en 
estos términos: «la copropiedad, por partes indivisibles, de 
una pared, zanja, seto ó vallado, que sirve de limite á dos 
propiedades contiguas. Es—añade—una verdadera conruni- 
dad con indivisión forzosa.»

Servidumbre de medianería es—según el Sr. Viso, trata­
dista de Derecho civil español—«el derecho que el dueño de 
una pared levantada para usos de su edificio, da al dueño 
de la finca contigua de poderse aprovechar de dicha pared 
con el mismo objeto.»

Como vemos, puede haber y hay de hecho comunidad de 
medianería y servidumbre de medianería. En otros térmi­
nos: los derechos inherentes á la medianería pueden derivar 
de la propiedad (comunidad) ó de una restricción de ésta 
(servidumbre). La convención, el título de adquisición de la 
medianería determinará su naturaleza.

La medianería es por esencia convencional, porque el 
hecho de apoyar una edificación en la pared de otra, no se 
comprende sin el asentimiento expreso ó tácito del dueño de 
ésta. Así, en los ejemplos presentados hemos hablado de 
contrato ó convención entre los dueños de las fincas conti­
guas; de donde se deduce que hay un título, bien en sentido 
amplio como modo de adquirir la propiedad ó el derecho 
real (servidumbre), bien en sentido estricto, esto es, docu­
mento en que conste la existencia de la convención. Cuando
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así suceda, la cuestión es elara, ó mejor dicho, no existirá res­
pecto del punto que investigamos, ó sea aeerea de la natura­
leza del derecho de medianería: bastará examinar el título 
y  se desvanecerá la duda. Esta surge en el caso de que no 
exista título, cuando se desconozca la raíz, el origen del de­
recho que se invoque, por haberse perdido aquél, pues puede 
muy bien haberse extraviado ó no haber existido documento 
alguno por traer causa la medianería de una convención 
verbal. Bien claramente indícalo el art. 1.101 del Código 
mejicano, según el cual, «cuando hay constancia que demues­
tre quién fabricó la pared que divide los predios, el que la 
costeó es dueño exclusivo de ella; pero si consta que se fa­
bricó por los colindantes, ó no consta quien la fabricó, es me- 
clianera.»

En el caso aludido, cuando no se conozca el origen de 
la medianería, precisa acudir á la ley.

¿Cuál es la naturaleza de la medianería según nuestro 
Código? Éste habla de servidumbre; pero del contenido de 
sus preceptos dedúcese que se refiere á la comunidad. El 
artículo. 572 presume la existencia de la llamada servi­
dumbre de medianería en los casos en que se presume tam­
bién la comunidad, mejor dicho, establece la denominada 
servidumbre porque supone que la pared, la cerca ó el 
vallado pertenece á los dueños de los edificios ó predios 
contiguos. En cambio, el art. 573 proclama la inexistencia 
de la servidumbre de medianería en los casos en que hay 
un signo exterior demostrativo de la propiedad singular á 
favor de solo uno de los dueños de las fincas contiguas. A 
más de esto, los artículos restantes de la sección emplean 
la palabra propietario con relación á todos y cada uno de 
los que gozan de la medianería, descollando sobre ellos 
el 57'.) al decir que cada propietario de una pared medianera 
podrá usar de ella en proporción del derecho que tengan en 
la mancomunidad.y> Es, pues, inconcuso que nuestro Código 
comprende bajo el concepto de servidumbre de medianería 
la comunidad de ésta, porque la idea de medianería va ín­
tima y esencialmente unida á la de propiedad.

Fortalece más esta creencia la diferencia de criterio ob­
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servada por el legislador respecto de la servidumbre que 
nos ocupa con relación á las demás servidumbres legales. En 
éstas, la ley, el Código, establece la servidumbre, esto es, 
concede á una persona la facultad de obtener el ejercicio del 
derecho en que consiste la servidumbre en detrimento de 
otra que ha de sufrir forzosamente el gravamen. Cada una 
de las servidumbres legales de interés privado establecidas 
en el Código nos ofrece ejemplos varios de lo que decimos.

Los predios inferiores están sujetos, según el art. 552, á 
recibir las aguas pluviales de los predios inferiores, ó sea 
el dueño de éste tiene derecho á exigir que las aguas do 
su predio viertan en el inferior, y á evitar que el dueño de 
éste haga obras que impidan el ejercicio de la servidumbre. 
El 554 concede al que, para la derivación ó toma de aguas 
de un rio ó arroyo, ó para el aprovechamiento de corrientes 
continuas ó discontinuas necesite una presa, la facultad de 
exigir el establecimiento de la servidumbre de estribo, do 
presa. Los dueños de un caserío ó población pueden, por 
causa de utilidad pública, obtener la concesión do las ser­
vidumbres de saca do agua y de abrevadero, en virtud del 
precepto del art. 555. El que haya de utilizar agua para una 
finca suya, está facultado por el art. 557 para hacerla pasar 
por los predios intermedios. La servidumbre de acueducto 
cabe también imponerla en los casos y con las restricciones 
permitidas por la ley penal y los artículos 559 á 5G1 del Có- 
digo, y asimismo el que para dar riego á su heredad ó me­
jorarla necesite construir parada ó partidor, puedo, confor­
me al 562, exigir á los dueños de las márgenes del cauce 
por donde vaya el agua, que permita la construcción de 
aquéllos.

En la servidumbre de paso acontece igual. Pruébanlo el 
artículo 564, por virtud de cuyo precepto, el propietario de 
una finca ó heredad, enclavada entre otras ajenas y sin sa­
lida á camino público, tiene derecho á exigir paso por las 
heredades vecinas; el 568, declarativo de igual derecho, en 
el caso de que una finca, adquirida por venta, permuta ó 
donación, quede enclavada entre otras del vendedor, per­
mutante ó copartícipe; el 569, afirmativo también del de-
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recho de paso para el transporte de materiales de construc­
ción y colocación de andamies, y el 570 en cuanto á las ser­
vidumbres rústicas de cañada, cordel, vereda, abrevadero, 
descansadero ó majada.

En las servidumbres de luces y vistas ocurre lo propio. 
El dueño de una pared no medianera, contigua á finca ajena, 
puede abrir en ella ventanas ó huecos para recibir luces á 
la altura de las cámaras, ó inmediatos á los techos, de las 
dimensiones y en la forma que dispone el art. 581. También 
se pueden abrir ventanas con vistas rectas ir oblicuas guar­
dando las distancias que marcan los artículos 582 y 583.

La servidumbre de desagüe no es otra cosa que el dere­
cho que tiene el dueño de un predio á exigir al de otro que 
construya sus tejados ó cubierta de manera que las aguas 
pluviales caigan sobre el suelo del último y recoja las aguas 
de modo que no causen perjuicio á aquél (caso del art. 58G), 
ó el de exigir que se dé paso á las aguas por el predio 
contiguo, cuando el corral ó patio de una casa se halle en­
clavado entre otras y no sea posible dar salida por la mis­
ma casa á las aguas pluviales que en él se recojan (caso 
del 588).

El 590 prohíbe construir cerca de una pared ajena ó me­
dianera jiozos, cloacas, acueductos, hornos, fragua, chime­
neas, establos, establecimientos peligrosos 6 insalubres, á 
no guardar las disposiciones establecidas por los reglamen­
tos, de donde se deduce el derecho del dueño de la pared 
para impedir tales construcciones; el 591 concede á todo 
propietario el derecho á pedir que se arranquen los árboles 
que se planten á menor distancia de su heredad que la mar­
cada en el mismo artículo; el 592 faculta también al propie­
tario de una heredad, patio ó jardín para reclamar el corte 
de las ramas de los árboles que se extiendan sobre su here­
dad ó el de las raíces de aquéllos que se introduzcan en ésta; 
y, por último, conforme al art. 593, el dueño de toda heredad 
separada de otra por un seto vivo medianero tiene derecho 
á exigir el derribo de los árboles existentes en el seto.

Ya vemos cómo habla el Código en las servidumbres le­
gales de interés priv’ado; en cambio, calla con relación á la
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de medianería. La diferencia de lenguaje es bien ostensible. 
En aquélla concede el derecho constitutivo de la servidum­
bre, obligando al dueño del predio sirviente á sufrir que 
otro haga lo que sin la servidumbre no podría; la ley impone 
la restricción.Nohay articulo en la Sección referente álame- 
dianeria en que se diga que el dueño de un ediñcio contiguo 
á una pared tiene la facultad de adquirir en ella la media­
nería, que es lo que constituiría la servidumbre. Es verdad 
que, después de afirmar en el art. 577 el derecho de todo 
propietario para alzar á sus expensas la pared medianera, 
declara en el 578 que los demás propietarios que no hayan 
contribuido á dar más elevación, profundidad ó espesor á la 
pared, podrán adquirir en ella los derechos de medianería, 
pagando proporcionalmente el importe de la obra y la mitad 
del valor del terreno sobre el que se le hubiere dado mayor 
espesor; pero, según se observa, se refiere al caso en que 
existe ya la pared medianera, porque se trata sólo dê  ele­
varla, profundizarla ó ensancharla.

Ejemplo de servidumbre legal denominada de mediane­
ría, esto es, del derecho de adquiririr la medianería, nos 
ofrecen el art. GGl de los Códigos belga y francés y 556 del 
italiano. Conforme al primero, «todo propietario cuya casa 
esté contigua á la pared podrá hacerla medianera en todo ó 
en parte, reembolsando al dueño del muro la mitad de su 
valor ó de lo que importe la porción de lo que desee con­
vertir en medianería y la mitad del valor del suelo sobre 
que esté edificada la pared». El segundo establece doctrina 
muy semejante. Determina que «el propietario de un pre­
dio contiguo á un muro tendrá la facultad de hacerlo media­
nero en todo ó en parte, siempre que lo haga por toda la ex­
tensión de su propiedad, pagando al propietario de la pared 
la mitad del total de su valor, ó la del valor de aquella 
parte que quiera hacer común, y la mitad del valor del 
suelo sobre que esté construida, con obligación además de 
hacer efectivos los trabajos necesarios para no causar daño 
al vecino. Esta disposición—añade—no es aplicable á los 
edificios públicos.»

Aun en estos ejemplos, lo que adquiere es la comunidad
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de medianería, puesto que se compra el terreno y la pared 
en la parte correspondiente.

Dedúcense, pues, de las consideraciones expuestas las si­
guientes conclusiones:

1.  ̂ Dentro de la llamada servidnmbre de medianería 
están comprendidas la servidumbre propiamente tal y la co­
munidad de medianería, más frecuente ésta y á la que se 
refiere el Código español y los extranjeros.

2. “ La servidumbre de medianería, siendo esencialmente 
voluntaria, sólo existe cuando consta establecida de manera 
expresa, como tal servidnmbre, ó por prescripción si consta 
la propiedad exclusiva de la pared á favor de un dueño.

3. ^̂ La presunción de medianería, admitida por la ley, 
cuando se desconoce su origen, es de comunidad, no de ser- 
A-idumbrc.

■í.̂  Debe presumirse siempre la comunidad de mediane­
ría mientras no conste la existencia de la servidnmbre.

Constitución.—UneL vez expuesto que la medianera puede 
reconocer por origen la propiedad ó la limitación del domi­
nio, dicho está que la constitución de aquélla puede derivar 
de los varios modos de adquirir el dominio ó las servi­
dumbres.

En el caso de la comunidad ó propiedad podrá adquirirse 
por donación, por testamento, por convenio entre los intere­
sados y por prescripción. La propiedad común se diferen­
cia de la singular en que la concurrencia de varios dueños 
en una misma cosa, requiere la limitación, ó mejor dicho, 
la subordinación recíproca de los derechos de todos; por lo 
demás, en cuanto á la adquisición se regula por los precep­
tos de la singular.

Eespecto del caso que la medianería constituya una servi­
dumbre, tiene que deber su existencia á la voluntad manifes­
tada en testamento, en el cual el testador imponga volunta­
riamente la servidumbre, ó en contrato entre los dueños de 
las fincas, ó á la prescripción durante veinte años por ser 
aparente y continua, puesto que se manifiesta por el hecho 
de apoyar las vigas en la pared y se ejerce incesantemente 
sin intervención de hechos del hombre.

TO M O  II 1 5
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Presunción de medianerici.—El Código no establece una, 
afirmación, sino una presunción. No dice categórica y rotun­
damente que en este ó el otro caso exista ó no la medianería; 
declara que en los casos que menciona se presume, se cree, 
se sospecha, se conjetura que existe. El legislador no afirma 
si hay servidumbre; expresa que parece haberla.

La presunción no puede tener más valor que el derivado 
de su propia naturaleza; ser una conjetura, un indicio; asi 
es que cabe prueba contra ellas. La presunción, poi regla 
general, no envuelve un estado jurídico absoluto, inconcuso, 
sino, por el contrario, relativo, pendiente de la prueba de la 
certeza. De conformidad con estos principios es por lo que 
el art. 1.249 del Código, refiriéndose á la presunción como 
prueba de las obligaciones, dice que no es admisible sino 
cuando el hecho de que han de deducirse esté comple­
tamente acreditado, y por lo que declara también el pá­
rrafo primero del 1.251 que las presunciones establecidas 
por la ley pueden destruirse por la prueba en contra­
rio, excepto en los casos en que aquélla expresamente lo 
prohíba.

Estas reglas, que son las generales sentadas por el Có- 
digo 6n materia de presunciones, se encuentran asimismo 
dentro del art. 572, concerniente á la medianería. Dicho ar­
tículo establece una presunción de medianería, á no haber 
título, signo exterior ó prueba en contrario. Claro es que 
bastaba con las últimas palabras, «prueba en contrario», 
porque en este concepto estaban incluidos aquéllos; pero á 
fin de evitar dudas, el legislador ha especificado los indica­
dos medios de prueba. Esta especificación sirve además para 
otro objeto, para evidenciar que con las repetidas palabras 
«prueba en contrario», se alude á todas las admitidas por el 
derecho, puesto que siendo las dos que menciona particular-- 
mente (título y signo) las propias de la medianería, claro es 
que al hablar de prueba tiénese que referir á las restantes. 
Por consiguiente, contra la presunción de medianería serán 
admisibles toda clase de 'pruebas, documental, pública y pri­
vada, confesión judicial, inspección ocular, peritos, testifical, 
con arreglo al criterio que informa el art. 659 de la lej'' de
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Enjuiciamiento civil y el 1.248 del Código (1), y aun la de 
presunción, pues esto viene á signiñcar el signo exterior.

Entremos á estudiar los casos en que, según el art. 572, 
se presume la existencia de la medianería. Tres son, á saber:
l.°, paredes divisorias de los edificios contiguos hasta el 
punto común de su elevación; 2.°, paredes divisorias de los 
jardines ó corrales sitos en poblado ó en el campo, y 3.“ , 
cercas, vallados ó setos vivos divisorios de predios rústicos.

Como se observa, en todos estos casos se consigna la 
presunción de medianería porque se presume á su vez que 
la pared, el cerco, el vallado ó el seto divisorio es común á 
los predios ó fincas colindantes. Trátase precisamente del 
muro, pared, cerca ó seto que sirve de limite á dos ó más 
fundos, y que en tanto no aparezca que es de propiedad ex­
clusivamente del dueño de una de las fincas, hay que dedu­
cir que pertenece á los dos, porque se presume que uno y 
otro tuvieron igual interés en su construcción.

Laurent explica con gran claridad este fundamento. «Dos 
vecinos—dice—tienen el mismo interés en la construcción 
de la pared ó muro que separa sus heredades; ¿no es casi 
cierto que habrán construido la pared por mitad? La pro­
babilidad—prosigue—aumenta en las poblaciones donde el 
cierre es forzoso. Si uno de los vecinos edifica al lado del 
otro, sin que haya contribuido á levantar la pared, ¿no es 
probable que haya usado del derecho que la ley (se refiere 
al art. G61 de los Códigos belga y francés antes expuesto)
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(1) L e y  d e  E n ju ic ia m ie n to  c i v i l .—Art. 659. Los Jueces y Tribunales 
apreciarán la fuerza probatoria de los testigos conforme á las reglas de 
la sana crítica, teniendo en consideración la razón de ciencia que hu­
bieren dado y  las circunstancias que en ellos concurran.

Sin embargo, cuando la ley determina el número ó la calidad de los 
testigos, como solemnidad ó circunstancia especial del acto á que se 
refiere, se observará lo dispuesto para aquel caso.

C ó d ig o  c i v i l .—Art. 1.248. La fuerza probatoria de las declaraciones 
de los testigos será apreciada por los Tribunales conforme á lo e.stable- 
cjdo en la ley de Enjuiciamiento civil, cuidando de evitar que por la 
simple coincidencia de algunos testimonios, á menos que su veracidad 
sea evidente, queden definitivamente resueltos los negocios en que de 
ordinario suelen intervenir escrituras, documentos privados ó algún 
principio de prueba por e.scrito.



Fig. 1.“̂

(Art. 572, núm. 1.“)

le concede de adquirir la medianería? El propietario de la 
pared ¿habrá consentido que su vecino apoye la edificación 
sobre una pared que no le pertenece? ¿Habrá servidumbre ó 
propiedad? El legislador se pronuncia por la propiedad fun­
dándose en el interés del vecino; la copropiedad da derechos 
más amplios que la servidumbre; el vecino tiene interés en 
adquirir la copropiedad, cuyo interés es también el del pro­
pietario de la pared.»

El fundamento del art. 572 es, pues, claramente com­
prensible. Si no consta quién construyó el muro, pared, 
cerco, vallado ó seto divisorio, no hay más remedio que su­
poner que le construyeron los dueños de las fincas urbanas ó

rústicas colindantes, porque 
sirve ó presta igual utilidad 
para todos, y racionalmente 
pensando, cabe deducir que 
debió ser costeado por todos 
los interesados en su cons­
trucción.

Estudiemos cada uno de 
los números del artículo.

El núm. l.° se refiere á las 
2>aredes divisorias contiguas, 
las cuales se presumen me­
dianeras hasta el punto co­
mún de su elevación. Así, en 
la figura 1. ,̂ la pared divi­
soria de los dos edificios (7 y 
D, es medianera hasta i?, que 

es hasta donde se eleva mancomunadamente á los dos edi­
ficios.

El considerar medianera la pared hasta el punto común 
de su elevación, obedece á la misma razón general antes ex­
puesta del interés recíproco de los dos dueños. Hasta dicho 
punto, la pared presta utilidad por igual á los dos propieta­
rios, lo que hace presumir que fué construida por los dos, ó de 
no suceder así, que el de la más baja adquirió la medianería. 
Decimos esto porque á primera vista parece que el dueño de
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la casa más elevada es quien ha debido construir la pared 
para uso propio, puesto que la utiliza toda; pero conviene no 
olvidar que se habla del supuesto de que no exista titulo ó 
signo exterior, y compréndese que si el dueño del edificio 
contiguo se sirve en parte de la pared, no puede ser debido 
sino á que costeó también esta parte, ó á que adquirió con 
posterioridad la medianeria, pues no es comprensible que 
siendo uno solo el dueño consintiese se apoyare la edifica­
ción en su propia pared.

Se dice hasta el punto común de elevación porque desde 
este sitio, como sirve únicamente á uno de los edificios, no 
cabe otra solución sino admitir que es del más alto, porque 
el bajo no tiene interés alguno en haber elevado la pared 
por encima de su edificio.

Expónese en las leyes este caso de la desigualdad de 
elevación de los edificios porque es en el que la duda se 
ofrece con más evidencia. Si los edificios son de igual al­
tura, entonces la pared se presume medianera en toda su 
extensión, porque sirve igualmente á las propiedades co­
lindantes.

Con referencia al art. 653 del Código francés, que habla 
de pared divisoria entre edificios, presenta Laurent la cues­
tión de si hay presunción de medianeria cuando el muro 
separa una casa de un patio ó jardín, resolviéndola negati­
vamente. No hay presunción legal—dice—sin ley; no hay, 
pues, presunción de medianeria sin texto. El art. 6.53 esta­
blece una presunción de medianeria entre edificios; no 
existe, por tanto, sino entredós de ellos.

Estas razones son también aplicables á nuestra legisla­
ción, porque el núm. l.° del art. 572 habla sólo de edificios; 
y además, en tal caso la presunción es de propiedad á fa­
vor del dueño del edificio, porque á éste le presta principal 
utilidad. Por otra parte, la medianeria parece como que 
requiere igualdad de tipos, es decir, de fincas colindantes, 
de casas, de jardines, de huertas.

Entre dos edificios cabe la duda de cuál de los dueños 
pudo construir la pared, puesto que la utilizan los dos, ó si 
la construyeron ambos; cuando hay una casa y un jardin ó
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patio medianeros, es racional pensar que la construyó el del 
primero porque es quien había de utilizarla.

El segundo número del art. 572 concierne á los jardines ó 
corrales, cuyas paredes divisorias se presumen también 
medianeras.

El fundamento es el mismo que sirve de base á todo el 
artículo, ó sea el interés igual de los colindantes en la cons­
trucción. de la pared divisoria. Esta presunción exige, no 
obstante, un requisito, ó por mejor decir, para que rija la 
presunción es menester una condición: la de que los jardines 
ó corrales colindantes estén cerrados, y no se encuentren uno 
completamente cercado y el otro abierto. En este caso, la 
presunción cae por su base, queda completamente destruida 
por ser indudable que construyó la pared el que cercó toda 
su finca. ISlo hay en este supuesto pared propiamente diviso­
ria, puesto que ésta sólo constituye entonces uno do los varios 
lados de la pared.

Claro es que ésta ha de lindar con alguna otra finca; 
pero el mero hecho del limite no constituye medianería, en 
el caso de que aparezca ostensible que se utiliza para una 
sola de las fincas.

Consideraciones análogas á las consignadas respecto de 
las paredes de los jardines ó corrales son pertinentes respecto 
de las cercas, vallados ó setos vivos, de que trata el núm. 3.° 
del repetido art. 572 del Código. Las cercas ó vallados y 
setos vivos son á los predios rústicos lo que las paredes en 
cuanto á los edificios, y existiendo la analogía del caso ha de 
reinar también la identidad del derecho. De los setos men­
ciona sólo á los vivos, es decir, á los que tienen vida vegetal, 
que se nutren de la tierra, á los arbustos ó plantas, no á los 
muertos ó formados por elementos vegetales secos.

Como quiera que los setos están destinados, lo mismo que 
las cercas, vallados y paredes, á cerrar las heredades, cabe 
afirmar respecto de ellos la misma regla relativa á éstos, ó 
sea la que se debe presumir que han sido plantados por el 
que ha cerrado con ellos su predio, puesto que completa su 
cierre, en tanto que no es de utilidad alguna al que tiene 
abierta su finca.
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La certeza de esta aseveración encuéntrase comprobada 
por el precepto del núm. 7.° del art. 573, según el cual hay 
signo exterior contrario á la servidumbre de medianería, es 
decir, se presume la no medianería, cuando las heredades 
contiguas á otras defendidas por vallados ó setos no se 
hallen cerradas. De la circunstancia de suponerse inexistente 
la servidumbre de medianería cuando una de las heredades 
contiguas esté cerrada y la otra no, se deduce que cuando 
están abiertas las dos (en el supuesto que venimos desen 
volviendo de que exista un vallado ó seto por el lado con­
tiguo á otra) existirá la medianería entre ellos. Dada esta 
circunstancia, hay que presumir que los colindantes cons­
truyeron el vallado ó plantaron el seto para limitar y separar 
los predios.

Conviene tener en cuenta también la disposición del 
articulo 593, según la cual los árboles existentes en un seto 
vivo medianero se presumen medianeros, precepto debido sin 
duda (en armonía con el principio cardinal que regula la doc­
trina de medianería) á suponerse que debieron de ser plan 
tados por acuerdo y á expensas de los colindantes. Por otra 
parte, como están plantados en un seto vivo medianero, en 
terreno de propiedad común, son consiguientemente media­
neros por el axioma de que lo accesorio sigue á lo principal. 
El suelo, que es lo principal, es medianero; deben tener esto 
carácter los árboles existentes en él, accesorios de aquél.

Otro caso de presunción de medianería admitida por el 
Código en su art 574, atañe á las zanjas y acequias abiertas 
entre las heredades.

La presunción descansa, como todas las de medianería, en 
el intei’és común de los colindantes. El objeto de la zanja ó 
de la acequia puede ser el desagüe de las ñucas ó el servir 
de límite y separación á éstas, y como los dueños de ambas 
tienen igual interés, es de creer que las hayan hecho por 
partes también iguales.

Aunque el Código, en el art. 573 acabado de citar, 
habla sólo de los árboles que crezcan en los setos, no cabe 
duda que su precepto es aplicable al caso de que existan en 
las zanjas. Hay igual razón y debe haber igual derecho.
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Presunción de la no existencia de medianeria.—Siete soii 
ios casos en que, conforme al art. 573, se entiende que hay 
signo exterior contrario á la servidumbre de medianeria, á 
los cuales hay que agregar el del párrafo segundo del 574.

El Código obra en esta materia con lógica. Después de 
manifestar el art. 572 los casos en que se presume la exis­
tencia de la medianeria, á no existir titulo, signo exterior ú 
otra prueba en contrario, expone en el 573 aquellos en que
existe este signo, prueba especial y característica de la 
medianeria.

El fundamento de las reglas de los artículos 573 y 574 se 
encuentra consignado en el párrafo segundo del último. Se 
entiende que no hay medianería porque en todos los casos 
se considera que la propiedad de las paredes, vallados, 
setos, zanjas ó acequias pertenece al dueño de la ñnca ó he­
redad que tenga á su favor presunción fundada en alguno 
ó varios de los signos mencionados en los artículos.

1.” Existencia en la pared divisoria de los edificios de ven­
tanas ó huecos abiertos (art. 573, núm. 7.°).—El fundamento 
de este precepto está en el art. 580 del Código. Prohibrndo 
este abrir huecos ó ventanas en la pared medianera á no ser 
con consentimiento del medianero, la existencia de los huecos 
o ventanas indica que la pared es propiedad del que los ha 
abierto. Conñrma esto el art. 581 al facultar al dueVio de 
una pared no medianera para abrir en ella ventana ó hueco 
y los artículos siguientes, pues la abertura de huecos implica 
siempre la idea de propiedad singular, no mancomunada, de 
la pared en que se abren.

Hay que advertir que el número del artículo que estudia­
mos habla sólo de pared divisoria de ediflcios, no de jardines 
corrales ó cercas, y de que los huecos ó ventanas estén abier­
tos, de donde precisa deducir que existe la de medianería 
aun habiendo ventanas ó huecos en la pared divisoria dé 
jardines y corrales, y si los huecos están cerrados aunque 
existan vestigios de que hayan estado abiertos.

En cmrto modo no están desprovistas de fundamento estas 
ahrmaciones. El mencionar únicamente las paredes diviso­
rias de edificios es indudablemente en atención á que sólo
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F is . a.'

(Art. 573, iiùm. 2.“ )

respecto de éstas es cuando existen la conveniencia ó necesi­
dad de los huecos ó ventanas para dar luz ó vistas á la casa, 
lo que no es necesario en los jardines ó corrales, puesto que 
por su naturaleza disfrutan de ello, y el aludir á los huecos 
abiertos es porque la circunstancia de estar cerrados indica 
la presunción de que lo habrán sido á instancia del media­
nero, que no le habrá permitido tenerlos abiertos.

Siendo sólo el articulo una presunción, cabe prueba en 
contrario, pues bien puede haber abierto los huecos con con­
sentimiento del medianero, según declara el art. 580.

2.° Es signo contrario también á la medianeria el estar 
la pared divisoria en todo su 
paramento (revestimiento de 
la superficie)por un lado recta 
y por el otro presente lo mismo 
en su parte superior, teniendo 
en la inferior relex ó retallos.
(Articulo 573, núm. 2.°, figu­
ra 2.̂ J

La razón del precepto es 
obvia. Si la pared fuese me­
dianera, los relex ó retallos 
estarían á los dos lados de la 
pared; cuando sólo existen 
de uno de ellos, debe presu­
mirse que la pared es del 
dueño del predio hacia el que 
existen los relex ó el retallo, 
porque se supone que si la
pared fuese de los dos colindantes no hubiese consentido que 
se construyese de tal manera.

3.° Construcción de toda la pared sobre el terreno de 
una de las fincas, y no por mitad entre una y otra de las dos 
contiguas (art. 573, núm. 3.°j.—El caso es tan claro y evi-^ 
dente que no requiere apenas indicación alguna. Si la paree 
está edificada en terreno del dueño de una de las fincas, es 
concluyente que debe ser suya porque nadie más que él la ha 
podido edificar. Aun cuando la hubiera edificado el colin-

I
4 nrm

Existencia de relex ó retallos.



—  234 —

dante, la presunción de propiedad sigue á su favor por la 
doctrina de que lo accesorio sigue á lo principal. Esto es ej 
terreno, luego la pared se supone propiedad del dueño do 
aquél. Además, en esta misma materia de accesión, el art. 361 
del Código da derecho al dueño del terreno en que se edifi­
case de buena fe á hacer suya la edificación, indemnizando 
al edificante los gastos necesarios, y si procedió de buena fe, 
los útiles.

4.° Cuando sufra las cargas de carreras (madero horizon­
tal que se pone sóbrelas zapatas de los pies derechos), pisos y ar­

maduras de una de las
l'lS -. 3 . “ l ' l s .  4 .“

(Art. 573, iiúm, 4.®) (Art. 57.3, iiúin. á.°)

^7 7 7 7 -

fincas y no de la conti­
gua. {Art. 573, núm.4.°, 
figuras 3.  ̂ y 4.^) — El 
hecho de cargar uno 
solo de los propietarios 
las carreras, pisós y ar­
maduras sobre la pa­
red , es expresión de 
pertenecerle en propie­
dad exclusiva, pues si 
el otro lo fuese también 
medianero es de creer 
que,en concepto de tal, 
hubiera procedido de 
igual manera. Hay ade­

más otra consideración que pudiéramos llamar negativa: la 
de que el no haber cargado el otro propietario las carreras, 
ó los pisos, ó las armaduras obedecerá sin duda á que no lo 
ha consentido el otro dueño.

El articulo menciona las carreras, los pisos y las arma­
duras. En nuestra opinión, no es menester que carguen con­
juntamente todas estas partes de la construcción; bastará 
con que lo haga alguna de ellas.

De la afirmación de que el cargar sobre la pared una sola 
de las fincas se presume no medianera, despréndese la conse­
cuencia de que cuando carguen las carreras, pisos ó arma­
duras de los dos, se entiende medianera.

Pared no medianera. Pared medianera.
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biéndose construido por los dueños de las dos ñncas con­
tiguas, baya consentido uno de ellos que carguen, por 
decirlo asi, sobre su ñuca, sino que es de conjeturar que de 
haber sido construida por los dos, las piedras sobresaldrian 
en una y en otra. En ambos casos hay, pues, la presunción 
de propiedad á favor del dueño de la ñnca hacia la que se 
encuentran las pasaderas.

Si se encuentran sobre las dos, la pared se presumirá 
medianera por razón opuesta al caso en que se estima indi­
vidual.

Para comprender el caso del articulo, presentamos la 
ñgura correspondiente: son pasaderas las piedras salientes 
a, b y c. .

Hallarse cerradas las heredades contiguas á otros, de­
fendidas por vallados ó setos vivos. {Art. 573, núm. 7.°)—• 
Consta ya en otro lugar (núm. 3.° del art. 572) el funda­
mento de la disposición de este caso. Toda ñnca ha de estar 
sita al lado de otra (ó de un camino); pero esta contigüidad 
no indica por si solo medianería cuando, como en el caso 
del núm. l.° del art. 573, por la circunstancia de estar ro­
deada por un vallado ó seto vivo y no la contigua, se infiere 
que el vallado ó seto se hizo expresamente para la finca que 
defiende.

El concepto «cierre» no ha de entenderse en sentido ma­
terial y absoluto, porque la finca contigua puede hallarse 
también rodeada en gran parte, y no por un lado, y enton­
ces existirá á lo menos la duda de la existencia de la me­
dia neria.

Creemos también de aplicación á este caso y al núm. 3.® 
del art. 572, lo dispuesto en el núm. 8.° del art. 1.103 del 
Código mejicano, según el cual hay signo contrario á la me­
dianería cuando la cerca que encierra completamente una 
heredad es de distinta especie de lo que tiene la vecina, en 
sus lados contiguos á la primera, pues aunque habla sólo de 
cerca, puede ampliarse á la diversidad de vallados y setos.

8.” Hallarse la tierra ó broza sacada para abrir la zanja 
ó efectuar su limpieza, de un solo lado. (Art. 574, párra­
fo 2.°)—En este caso la propiedad de la zanja se considera



perteneciente al dueño de la heredad á cuyo lado esté la tie­
rra, por ser presumible que sólo puede echar la tierra sobre 
un terreno el que es dueño de él, cesando la presunción, con­
forme dice el art. 1.107 del Código de Méjico, cuando la incli­
nación del terreno obliga á echarla de un lado.

Prueba de la existencia ó no existencia de medianería.— 
Los signos exteriores mencionados en el art. 57.3 establecen 
sólo una presunción de propiedad; admiten, por tanto, 
prueba en contrario, encaminada A demostrar que la pared, 
el vallado, el seto ó la zanja es medianero.

Asi, en el número l.° podrá probarse que la pared reúne 
la calidad de medianera porque los huecos ó ventanas se 
abrieron con permiso de los dueños, con consentimiento del 
otro propietario, y en los demás que el modo especial de la 
construcción, signo exterior de la propiedad, fué debido á 
consentimiento tácito ó expreso délos colindantes. La prueba 
corresponderá al que afirme la existencia de la medianería, 
porque el otro colindante tiene á su favor la presunción de 
propiedad, y en tanto no se destruya, no hay más remedio 
que reputarle dueño de la pared, vallado, seto ó zanja.

La presunción legal es un derecho condicional, resolu­
torio, pues subsiste y produce efectos jurídicos en tanto no se 
destruya por prueba en contrario.

El art. 573 establece lo que pudiéramos llamar la indivi­
dualidad ó singularidad del signo; la existencia del signo 
con relación á una sola de las fincas. En este caso, sabido es 
que se presume que la propiedad de la pared, vallado, seto 
ó zanja pertenece exclusivamente al dueño de la finca ó 
heredad en que exista el signo; pero, ¿y si existe en los dos 
lados de la pared? En este supuesto, hay que estimarla co­
mún, porque, así como dos fuerzas igualmente contrarias se 
destruyen, dos signos de propiedad iguales se neutralizan. 
Si en la pared medianera existen huecos, ó relex ó retallos y 
pasaderas á un lado y  á otro de ella, ó la albardilla vierte 
hacia los dos, ó los pisos, carreras y armaduras cargan 
sobre ambos, la presunción del art. 573 existe igualmente á 
favor de los dueños de las dos fincas; los dos son propieta­
rios, y  como dos ó más personas no pueden serlo individual-
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mente de unti cosa, resulta que lo son comunalmente, en una 
palabra, medianeros, y así lo hemos consignado en cada uno 
de los casos del artículo citado.

jY si los signos son de distinta naturaleza, por ejemplo.
de un lado pasaderas y del otro relex ó retallos, ó sufre las 
cargas de armadura, pisos ó carreras, ó en diverso número, 
á un lado uno y al otro dos ó más? ¿Se resolverá la presun­
ción según la naturaleza ó número de los signos? Ciñendo la 
cuestión al terreno estrictamente jurídico, impónese una 
respuesta negativa.

El art. 57.3 no exige un número determinado de signos 
para establecer la presunción; la existencia de alguno de ellos 
de cualquier género basta para que reine. No cabe procla­
mar la regla de tantos signos tantas presunciones, sino ésta; 
uno ó más signos indistintamente, una presunción. La lucha, 
la concurrencia, no es en puridad de signo contra signo, sino 
de presunción contra presunción. Ahora bien: como no 
puede haber más de una presunción por un propietario, re­
sulta también destruida mutua y reciprocamente la de pro­
piedad de cada dueño. El que tenga á su favor dos ó más 
signos, no tiene más derecho que el que sólo tiene uno, por­
que el derecho de aquél es igual al de éste; se basa sólo en 
la presunción, y mientras no destruya la del contrario, bien 
demostrando que es propietario, bien que el signo del otro 
dueño lia sido construido con posterioridad al nuevo, ó sin 
saberlo el qqe reclama contra su voluntad, ó que no fué ni 
pudo ser nunca propietario de la pared, ambos tienen la 
calidad de copropietario de ésta, la cual tendrá la condición 
de medianera.

Hay un caso en que la presunción de propiedad singular 
es tan evidente, que aunque del otro lado de la pared exista 
un signo, carecerá de eficacia: es el de que la pared esté 
edificada sobre'terreno de uno de los dueños. La presunción 
es tan grande á favor de éste, que casi, en nuestro sentir, no 
merece este nombre, sino propiedad efectiva, derecho ex­
clusivo, y creemos que la existencia de aquellos signos no 
aparentes y estimables, si vale la frase, esto es, que no están 
á la vista del dueño colindante, ó que puedan hacerse sin ser



notados, como relex, retallos ó pasaderas, no debía poder 
destruir eu este caso la presunción de propiedad del dueño 
del terreno. Es más, como la edificación cede al suelo, es 
decir, lo edificado se supone siempre del dueño del terreno, 
la prueba en este caso entendemos que corresponde al que, 
por virtud de otro sif^no, intente sostener que la pared es 
medianera.

En este caso, como en todos los de medianería y servi­
dumbres en general, no es posible sentar reglas fijas, sino 
que en cada caso habrá que acudir al dictamen pericial.

Derechos derivados de la medianería: a) uso de la mediane­
ría .—La afirmación de que lo denominado por el Código es­
pañol y los extranjeros servidumbre legal de medianería es 
una comunidad de bienes especial, se demuestra una vez más 
al estudiar los derechos derivados de la medianería. Es tan 
íntima la analogía entre las reglas sentadas por el Código en 
la comunidad de bienes en general y las que consigna en la 
servidumbre de medianería, que, en el fondo, son las mismas, 
salvo las diferencias propias de la naturaleza particular de 
la última.

En-efecto, al principio general del art. 394 del Código 
(comunidad de bienes), «de que cada participe podrá servirse 
de las cosas comunes, siempre que disponga de ellas confor­
me á su destino y de manera que no perjudique el interés 
de la comunidad, ni impida á los copartícipes usarlas según 
su derecho,» corresponde, en cuanto á la medianería, el 
precepto del art. 579. Según éste, cada propietario de una 
pared medianera podrá usar de ella en proporción del de­
recho que tenga en la mancomunidad, y por tanto, edificar 
apoyando su obra en la pared medianera ó introduciendo 
vigas hasta la mitad de su espesor, mas sin impedir el uso 
común y respectivo de los demás medianeros.

Del examen comparativo de ambos artículos se desprende 
la identidad de que antes hemos hablado; el derecho conce­
dido al partícipe por el art. 394 de servirse de las cosas co­
munes, se encuentra repetido en el 579 respecto del propie­
tario de una pared medianera; precepto impuesto por 
aquél de que el partícipe ha de ervirse de las cosas comu-
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lies conforme á SU destino, se aplica específlcamente en.el 
caso especial de la medianería, expresándose el uso de la pa­
red, ó sea edificar la obra apoyándola en la pared, introdu­
ciendo vigas hasta la mitad de su espesor (uso natural y ca­
racterístico conforme al destino de la medianería), y por 
último, la restricción del art. 394 de no impedir un copartí­
cipe á los demás utilizar las cosas comunes según su derecho, 
hállase repetido en el 579 al preceptuar que el uso de la pa­
red medianera se entiende también sin impedir el común y 
recíproco de los demás medianeros.

La analogía continúa en el párrafo segundo del repetido 
artículo 579, comparativamente con el 398. Dispone éste que 
en la administración y disfrute de la cosa común será obli­
gatorio el acuerdo de la mayoría de los partícipes, es decir, 
que exige el concurso de la voluntad de los comuneros; 
pues bien, esta misma regla viene á ser la contenida en el 
párrafo segundo del art. 579, puesto qué determina que para 
usar el medianero de los derechos derivados de la mediane­
ría ha de obtener previamente el consentimiento de los de­
más interesados en ella.

El legislador ha previsto el caso de que los condueños de 
una cosa, cualquiera que fuese ésta, no estuvieren de 
acuerdo acerca de su disfrute, y  ha dictado reglas para 
obviar las dificultades consiguientes. En el ya indicado 
articulo 398, cuando no resulte mayoría entre los partícipes 
ó alguno de ellos estimase perjudicial el acuerdo de la ma­
yoría, se le faculta para acudir ante la autoridad judicial; 
así también, en la comunidad especial de medianería se 
ordena que si un medianero no obtuviese de los demás el 
consentimiento para usar de ella, ó sea, si no existiera 
acuerdo entre ellos, se fijen por Peritos las condiciones nece­
sarias para que la nueva obra no perjudique los derechos 
de los demás.

Por consiguiente, cada uno de los comuneros ó mediane­
ros podrá acudir al dictamen pericial para ejercer los dere­
chos concedidos por el art. 579, entablando en su caso el 
juicio declarativo para obtener la decisión de aquéllos.

h) Alzamiento de la pared medianera.—El art. 577 con-
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cedeá todo propietario el derecho de alzarla pared medianera 
con las obligaciones y limitaciones que establece el mismo.

Redundando en beneficio del que hace la pared la mayor 
elevación que dé á ésta, justo es que él satisfaga únicamente 
los gastos. Además, la mayor altura puede causar perjuicios 
á los demás medianeros, y en virtud del principio jurídico de 
que el que causa un daño á otro está obligado á resarcirlo, 
el art. 577 impone al medianero que alza la pared la obliga­
ción de indemnizar los perjuicios que se causen con la obra, 
aunque sean temporales.

Por la misma circunstancia de que al alzar la pared me­
dianera se presume que lo hace el comunero en interés ex­
clusivo, son igualmente de su cuenta los gastos de conser­
vación de la pared en lo que ésta se haya levantado ó pro­
fundizado sus cimientos respecto de como estaban antes, asi 
como los gastos mayores que haya que hacer para la con­
servación de la pared medianera á causa de la mayor altura 
ó profundidad que se le haya dado.

Es posible que la pared medianera que intente elevar uno 
délos comuneros no puede resistir la mayor elevación, y en 
este caso el propietario que quiera levantarla tendrá obli­
gación de reconstruirla á su costa, dándola para ello si fuese 
necesario mayor espesor de su propio suelo.

Al derecho de alzar la pared se agregarán todos los 
demás para realizar las obras (apoyar andamias ó armaduras 
en la finca contigua, transportar materiales, etc.), en una pa­
labra,los necesarios para hacer efectivo este derecho, que en 
otro caso seria ilusorio. Vienen en apoyo de esto el art. 542, 
según el cual al establecerse una servidumbre se entienden 
concedidos todos los derechos necesarios para su uso, y por 
analogia el 543, permisivo al dueño del predio dominante de 
ejecutar todas las obras necesarias para el uso de la servi­
dumbre.

e) Adquisición de los derechos de medianería en caso de al­
zamiento ó mayor profundidad de la pared medianera.—Esta­
blece el art. 578 de nuestro Código un derecho semejante 
al del art. 661 de los Códigos de Bélgica y Francia y 556 del 
italiano. Según éstos, el propietario de un edificio que se 
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apoya en una pared, puede adquirir en ella el derecho de 
medianería, pagando el importe de la parte de pared que 
vaya á aprovechar y la mitad del valor del terreno sobre 
que descansa la pared; conforme con tal doctrina, nuestro 
Código establece este mismo derecho en el caso de que uno 
de los propietarios haya elevado, profundizado ó dado mayor 
espesor á la pared, pues los demás pueden adquirir en ella 
los derechos de medianeria pagando proporcionalmente el 
importe de la obra y la mitad del valor del terreno sobre el 
que se le hubiese dado mayor espesor.

El que quiera adquirir la medianería deberá pagar la 
cantidad proporcional á lo que intente aprovecharse de la 
mayor elevación y la mitad del valor del aumento de terreno 
á causa del mayor espesor. Aquí se ve una vez más que el 
Código se refiere implicitamente á la comunidad,puesto que 
lo que se hace es comprar parte de la pared y del suelo. !No 
se adquieren sólo los derechos de medianería; se cojnp; a 
ésta, de la que son efecto tales derechos. Estos serán los 
marcados en el art. 579.

Obligaciones de los medianeros.—Es obligación impuesta 
por el art. 575 la reparación y construcción de las paredes 
medianeras y el mantenimiento de los vallados, setos vivos, 
zanjas y acequias. Sirviéndose todos de ellos, prestando uti­
lidad á los varios medianeros, justo es que todos satisfagan 
también proporcionalmente la parte de coste de la construc­
ción y reparación de las paredes, vallados, setos, zanjas y 
acequias medianeras.

El principio es derivación especial del general sentado 
en el art. 393, de la «Comunidad de bienes», de que el con­
curso de los partícipes, tanto en los beneficios como en las 
cargas, será proporcional á sus respectivas cuotas. El que 
participa de los beneficios de una cosa debe, en efecto, so­
portar asimismo las cargas de ella en la proporción que le 
corresponda.

Tanto este art. 573 con relación á la obligación de pagar 
el importe de la construcción ó reparación del muro media­
nero, como el 579 respecto de la facultad de usar la media­
neria, emplean las frases «en proporción al derecho de cada
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uno». ¿Cuál será esta proporción? La duda nace de haber 
consignado el Código esta palabra y tal afirmación. Si el Có­
digo no hubiere dicho nada,* pareceria entenderse que, 
puesto que la pared medianera, el seto, el vallado, zanja ó 
acequia, sirve igualmente á los predios colindantes, habian 
todos de satisfacer los gastos por partes iguales; desde el 
momento en que habla de proporcionalidad, indica que la 
parte, la cuota de gastos ha de buscarse con relación á un 
tipo, á otra cuota. Si los gastos fuesen á prorrata, por el prin­
cipio de la igualdad, no habría que acudir á ninguna regla 
de proporcionalidad.

¿Qué quiere decir, por consiguiente, el art. 575 al usar 
la frase citada? En nuestro entender, quiere expresar que el 
coste de las obras ha de satisfacerse proporcionalmente al 
valor de cada finca rústica ó urbana. P'’úndase esta opinión 
en el precepto de los artículos 393 y 396, párrafo del Có­
digo civil, que establecen reglas acerca del pago de las obras 
en la comunidad en general, aplicables por tanto, en defecto 
de otras expresas y particulares, á la comunidad especial de 
medianería. Conforme al primero, el concurso de los partici­
pes en los beneficios y en las cargas es proporcional á sus 
respectivas cuotas, esto es, cada comunero deberá percibir 
las utilidades de la cosa común ó contribuir á sus cargas, ó 
sea percibir ó pagar respectivamente una cantidad propor­
cional á lo que representa su parte, su interés en la comuni­
dad, con relación al valor total de ésta. En una pñlabra, han 
de pagar en proporción al valor de la finca.

Comprueba este aserto el párrafo l.° del art. 396, refe­
rente al caso especial de que los diferentes pisos.de una casa 
pertenezcan á distintos dueños, según el cual, las paredes 
maestras y medianeras, el tejado y las demás cosas de uso 
común estarán á cargo de todos los propietarios en proporción 
al valor de su piso. En este caso, el piso es lo que una finca 
con relación á la medianeria, y el legislador aplica el prin­
cipio de la proporcionalidad con relación al valor del piso. 
Este mismo principio es el que creemos consign.ado por el ar­
ticulo 575, en virtud de presumirse que el dueño de cada finca 
colindante usa y disfruta de la pared y demás elementos
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constitutivos de la medianeria en proporción al valor de ella, 
con arreglo al cual debe pagar. Sólo no constando este valor 
es cuando, á tenor del pár. 2.° del art. 393, habrá que presu­
mir iguales las cuotas de los medianeros, ó sea el derecho de 
cada uno.

Renuncio, de lo, medionerio.—En dos casos permite el 
Código esta renuncia. Una en el caso de que el medianero 
quiera eximirse de contribuir á la construcción ó reparación 
de vallados, setos, acequias ó zanjas; otra en el de que el 
propietario de un edificio que se apoye en una pared media­
nera quiera derribarlo. En ambos casos, el Código establece 
ya una prohibición, ya determinadas obligaciones.

La prohibición se refiere al primer caso, puesto que no 
permite la renuncia cuando la pared medianera sostenga un 
edificio del renunciante. El fundamento de esto es sin duda 
que la renuncia envolveria un fi'aude respecto de los demás 
medianeros, en perjuicio de éstos, puesto que seguirla disfru­
tando de la medianeria, á pesar de la renuncia, en el mero 
hecho de seguir apoyando su edificio en la pai-ed medianera. 
La renuncia cae en este caso dentro del precepto del pá­
rrafo 2.° del art. 4.*’ del Código, prohibitivo de la renuncia 
de los derechos concedidos por las leyes cuando se hace 
contra el interés ó el orden público ó en perjuicio de tercero. 
Seria también aplicable á este caso la prescripción del pá­
rrafo del art. 4.°, acabado de mencionar, de que son nulos 
los actos ejecutados contra lo dispuesto en la ley, puesto que 
la renuncia en el caso de que venimos hablando seria un 
acto ejecutado contra lo dispuesto en el párrafo 2.” del ar­
tículo 575.

Las obligaciones inherentes á la renuncia á que antes 
aludíamos conciernen al caso del art. 576, ó sea al de que el 
propietario de un edificio que se apoye en pared medianera 
quiera derribarla. El art. 576 le concede esta facultad, le- 
nunciando la medianería; pero, conforme al mismo artículo, 
son de su cuenta todas las reparaciones y obras necesarias 
para evitar por aquella vez solamente los daños que el de­
rribo puede ocasionar á la pared medianera.

Dedúcese de aquí que el renunciante deberá dejar la pa-

— 244 —



red medianera en el ser y estado en que se encontraba antes 
del derribo del edificio.

Extinción.—La medianería puede ser efecto de una co­
munidad ó de una servidumbre; interesa, por consiguiente, 
distinguir ambas cosas.

El modo extintivo, peculiar y característico de toda pro­
piedad común ó comunidad, es la división de la cosa común; 
pero este modo no es aplicable á la medianería, que es pre­
cisamente una comunidad con indivisión forzosa.

La comunidad de medianería podrá terminar, como toda 
propiedad común, por consolidación, es decir, por la reunión 
en un comunero de la propiedad de los demás, por la re­
nuncia á que se refiere el art. 576; respecto de la prescripción, 
ésta no tiene lugar entre comuneros cuando la posesión de 
la cosa es colectiva y en interés de todos.

Si existe la servidumbre, entonces se extinguirá por las 
causas señaladas en el art. 546, teniendo en cuenta que, 
siendo continua, el término de veinte años ha de constarse 
desde que el dueño del predio sirviente, ó sea el de la pared, 
prohíba al dominante el ejercicio de la servidumbre.

SERVIDUMBRES DE LUCES Y VISTAS
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Naturalezay fundamento— En el principio jurídico de que 
«el propietario puede gozar y disponer de las cosas sin otras 
limitaciones que las establecidas por las leyes,» y en el de 
que «lodo propietario puede edificar libremente de suelo á 
cielo á no existir una restricción de este derecho,» descansa 
toda la teoría de la servidumbre legal de luces y vistas.

Es de derecho natural que el dueño de un terreno pueda 
construir sobre él una edificación de la manera que estime 
más conveniente; pero esta facultad ha de entenderse sin 
perjuicio del derecho igualmente atendible y respetable del 
propietario contiguo.

Es de razón que el dueño de un edificio pueda abrir en 
él los huecos y ventanas necesarias ó convenientes para pro­
porcionar luz ó vistas al mismo, y parece que esta facultad 
deriva del derecho de propiedad, puesto que al tener el do-
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minio de una cosa, ha de poder usar y disfrutar de ella sin 
traba alguna. Compréndese, sin embargo, que el hecho de 
abrir huecos ó ventanas en un edificio implica en cierto 
modo una ampliación del dominio, una accesión de éste, por 
decirlo asi, sobre el predio ó predios colindantes, constitu­
tiva, por consiguiente, de una verdadera restricción del 
dominio. El dueño de la finca en que existan los huecos ó 
aberturas puede por medio de éstos inspeccionar el fundo 
contiguo, y esta inspección es un gravamen con relación á 
éste, cuyo dueño se ve privado de la libertad ilimitada de 
que en otro caso gozaría.

Estas consideraciones constituyen el fundamento de la lla­
mada servidumbre legal de luces y vistas. Conforme á ella, 
si bien se concede á un propietario el derecho de abrir huecos 
en su pared, es con sujeción á determinadas reglas que im­
pidan la inspección sobre el predio vecino. Evitar esta ins­
pección, así como también el que por las aberturas verifica­
das se arrojen diversas materias, ha sido la causa del precepto 
prohibitivo de las legislaciones de abrir tales huecos á no 
ser con determinadas condiciones, y este mismo criterio se 
refleja en el Código español y en el de otras Naciones.

La servidumbre llamada de luces y vistas, como su misma 
denominación expresa,comprende dos grados, ó mejor dicho, 
se bifurca en dos servidumbres, la de luz y la de vistas. La 
primera se limita á la facultad de abrir huecos por donde 
entre la luz; la segunda, más amplia que la de luces, extién­
dese á gozar de perspectiva, de ver el fundo ó predio ajeno.

El Código, en los artículos 580 al más que de servi­
dumbre de luces y vistas propiamente tal, habla de lo> que 
pudiéramos llamar derecho de luces y vistas. Dichos artículos, 
como todos, conceden al propietario de un edificio el derecho 
de abrir huecos y ventanas con los requisitos marcados en 
los mencionados artículos; pero estos huecos no suponen 
restricción ó limitación alguna para el dueño del predio ve­
cino, puesto que puede edificar libremente, facultad que no 
tendría si existiese una verdadera servidumbre.

Laurent es de la misma opinión, como se demuestra en 
estas palabras: «estas aberturas no dan derecho de servi-
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dumbre sobre la heredad del vecino. Al construirlas ha
usado del derecho de propiedad, y el que usa de una facultad 
que le da tal derecho no pretende ejercer poder alguno sobre 
el predio colindante. El vecino no puede pedir que se cierren 
los huecos, puesto que están hechos conforme á la ley, y todo 
acto legal debe ser mantenido. Pero, á su vez, el vecino 
tiene también un derecho de propiedad del que puede usar: 
no estando gravado su fundo de servidumbre alguna, es libre 
para edificar sobre su terreno, aun cuando al edificar obs­
truya las luces de su vecino. Para impedirle edificar sería 
preciso que su predio estuviere gravado con la servidumbre 
de no edificar; por consiguiente, el derecho de abrir huecos 
en una pared no da al propietario el derecho de servidumbre 
sobre el fundo contiguo.»
. Claro está que el predio sobre el que se abran los huecos 
sufre la inspección de éstos, y en este sentido constituye una 
servidumbre, pero en el caso del art. 581 el propietario puede 
evitar la inspección edificando ó levantando pared, y en el 
del 582 el dueño del edificio debe dejar de su propio terreno 
dos metros de distancia entre la pared y la finca ajena. En el 
primer caso, es indudable que la servidumbre no existe, por­
que el dueño de la finca contigua puede quitarle la luz cuando 
quier a; en el segundo no se concibe tampoco su existencia, en 
el rigorismo jurídico, porque el dueño del predio dominante 
es el que sufre la restricción.

Sucede aquí lo que en el desagüe. El propietario de un 
edificio tiene derecho á exigir al contiguo que construya 
sus tejados de manera que las aguas pluviales no caigan 

■sobre su tejado ó suelo; la servidumbre existirá precisamente 
en el caso contrario.

Además de los derechos comprendidos en los artículos 581 
y 582, pueden existir otros constitutivos de servidumbre más 
clara y definida, ó sea, cuando se tenga la facultad de abrir 
ó de tener abiertos huecos ó ventanas fuera de los menciona­
dos en dichos artículos. En este caso es cuando existe propia­
mente servidumbre porque hay una limitación del derecho de 
propiedad del dueño de la finca que sufre las luces ó vistas. 
Las facultades establecidas por el art. 581 y el 582 arrancan,



según qneda expuesto, del derecho de propiedad del aueño 
de la finca en que se abren los huecos, sin constituir limita­
ción ó restricción del derecho del colindante. Habrá, pues, 
también servidumbre de luces y vistas si el propietario de 
una finca tiene derecho de abrir huecos ó ventanas sin guar­
dar las distancias prescritas en el Código ó de gozar de las 
luces y vistas de las ya abiertas con prohibición al dueño del 
predio gravado de levantar más alto (altius non toUendi).

La servidumbre es aparente, pues se manifiesta por sig­
nos exteriores, y continua por cuanto no consiste en el he­
cho de abrir ó cerrar las ventanas, sino en la existencia de 
los huecos; como éstos son permanentes, su uso puede ser in­
cesante.

Constitución.—Sabido es que, según el art. 537, las servi­
dumbres continuas y aparentes se adquieren en virtud de 
título ó por prescripción. Respecto del título nos referimos á 
lo dicho sobre la constitución de las servidumbres en gene­
ral; pueden adquirirse por la manifestación de la voluntad, 
por la convención entre el dueño del predio sirviente y el 
que verifica la apertura de los huecos ó ventanas. Tocante 
á la prescripción, siendo servidumbre negativa, el tiempo 
de la posesión empieza á contarse, con arreglo al ar­
tículo 538, desde el día en que el dueño del predio dominante 
prohíbe por un acto formal ú obstativo al del sirviente la 
ejecución del hecho que sería lícito sin la servidumbre. No 
basta, pues, para adquirir una servidumbre de luces y 
vistas por prescripción, el transcurso del mero lapso de 
tiempo, con huecos ó ventanas abiertos, sino que es menes­
ter un acto del dueño de la finca que tenga los huecos 
ó ventanas impidiendo al del sirviente edificar ó levantar 
pared que le quite las luces ó vistas. Los huecos abiertos 
en pared propia son de mera tolerancia y no producen el 
efecto legal de adquirir la servidumbre mientras no exista 
el acto aludido. Así, por ejemplo, aun cuando una persona 
tenga abierta en su edificio una ventana ó balcón sobre un 
fundo ajeno durante más de treinta años, no adquiere la ser­
vidumbre de vistas; es preciso que impida al dueño del 
fundo contiguo ejercer alguno de los derechos derivados del
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dominio y encaminado á impedir el disfrute de las vistas. Si 
el dueño del hasta entonces supuesto predio sirviente in­
tenta ievantar una pared ó construir un edificio á una dis­
tancia fijada por el Código en el art. 582, y el propietario 
dei pretendido predio dominante le impide alzar la pared ó 
el edificio y aquél lo consiente, empieza desde este instante 
á correr el tiempo para la prescripción. Desde este momento 
han de contarse los años que, unidos á los demás requisitos 
exigidos por la ley, ó sólo el tiempo si éste es el de treinta 
años, determinan la prescripción.

Tal es la doctrina derivada del Código y consignada 
unánimemente por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
el cual tiene declarado en repetidas sentencias que «los 
huecos abiertos en pared propia en correspondencia con 
suelo y cielo ajenos, son de mera tolerancia, salvo pacto ó 
concesión expresa, y no pueden ganarse por prescripción, 
sino computando ésta desde la ejecución de un acto obstativo 
que tiende á privar al dueño de la finca á que afecte de la 
facultad de edificar sobre la misma.»

Derecho de abrir huecos en pared medianera.—El art. 580 
del Código establece el precepto prohibitivo de que ningún 
medianero puede sin consentimiento del otro abrir en pared 
medianera ventana ó hueco alguno. Obedece el precepto á 
la doctrina general de comunidad de bienes. Siendo la pared 
medianera cosa común, ninguno de los comuneros puede 
hacer alteraciones en ella (y alteración es un hueco) sin 
consentimiento de los demás. Decimos esto porque la pared 
medianera puede'jmrtenecer á más de dos personas.

La prohibición ^.absoluta: no puede abrirse ventanas ó 
huecos de ninguna clase, ni aun de los mencionados en los 
artículos 581 y 582, pues éstos se refieren á la pared de pro­
piedad singular, de una sola persona.

Si á pesar de la prescripción del art. 580, un medianero 
abriese huecos ó ventanas, los demás, ó cualquiera de ellos, 
tendrá derecho para exigir su cierre á costa del que los 
abrió, puesto que se trata de actos viciosos y nulos por estar 
ejecutados contra la prohibición expresa de la ley.

Derecho de abrir huecos ó ventanas para recibir luces en
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I-lí,'. 7 .»

(Articulo 581.)

pared no medianera. (Luces.)—El art. 581 del Código con­
cede al dueño de toda pared no medianera, contigua á finca 
ajena, el derecho de abrir en ella ventanas ó huecos para 
recibir luces á la altura de las carreras ó inmediatos á los

techos, de 30 cpntime- 
tros en cuadro y con 
reja de hierro remetida 
en la pared y red de 
alambre como indica 
la fig. 1.^

Las condiciones de 
estos huecos ó ventanas 
muy claramente indi­
can que no se trata, 
como hemos dicho an­
tes, de una servidum­
bre, sino de facultad 
derivada del derecho 
de propiedad, porque 
desde dichos huecos no 
se puede inspeccionar 
el fundo con tigu o  á 
causa de su escasa di­

mensión, y de la reja y pared que impiden asomarse sobro 
dicho fundo y arrojar materias sobre él.

Si estas circunstancias demuestran la no existencia bajo 
el punto de vista puramente material, lo prueba también 
bajo el jurídico la facultad concedida por el párrafo 3.“ del 
artículo 581, al dueño de la finca ó propiedad coli tigna á la 
pared en que estuvieren abiertos los huecos, de cubrir éstos, 
edificando en su terreno ó levantando pared contigua á la 
que tenga dicho hueco ó ventana, lo que no podrá hacer si 
el derecho contenido en el párrafo l.° del repetido art. 581 
fuese realmente una servidumbre, porque este derecho 
envuelve la facultad de conservar y mantener las luces y 
vistas, y por consiguiente, el impedir que éstas se estorben 
ó quiten por medio de una edificación cualquiera.

El legislador, al establecer en pro del propietario el

Huecos para recibir luces en pared no me­
dianera. En la sección, O indica la carrera, 

D el predio dominante y S  el sirviente.



derecho consignado en el párrafo 1.® del art. 581, no ha 
querido imponer un gravamen sobre el predio limítrofe; su 
intención ha sido tan sólo proporcionar luces al primero sin 
detrimento y perjuicio del segundo; por esto señala deter­
minadas condiciones para el ejercicio de la facultad, ó sea 
una dimensión fija y otros requisitos en los huecos. Como 
quiera que la ley, ó sea el Código, prefija un precepto im­
perativo, dedúcese de él que si los huecos se apartan de las 
condiciones prescritas por el artículo, serán nulos jurídica­
mente hablando, digámoslo así, á tenor del art. 4.°, por ir 
contra lo dispuesto en la ley, y por tanto, el dueño de la 
propiedad contigua podrá obligar á cerrarlos, ejercitando la 
acción real correspondiente.

Pueden también ser cerrados los huecos conforme al pá­
rrafo 2.° del art. 581 en el caso de que el dueño de la finca 
contigua á la pared donde estuvieren abiertos aquéllos 
adquiriese la medianería en dicha pared y no se hubiere pac­
tado lo contrario. La razón de este precepto encuéntrase en 
el art. 580, prohibitivo de abrir luces en pared medianera 
sin consentimiento del medianero. La ley obra aquí retroac­
tivamente, puesto que concede el derecho de cerrar luces 
existentes ya en el momento de la adquisición de la media­
nería, en atención sin duda á que desde el momento en que 
una propiedad os común, el uso y disfrute debe ser regulado 
por el concurso de todos.

Derecho de abrir ventanas, halcones ú otros voladizos se­
mejantes. {Vistas rectas ú oblicuas.)—Del precepto negativo 
del art. 582, declarativo de que no se pueden abrir ventanas 
con vistas rectas, balcones ú otros voladizos semejantes so­
bre la finca del vecino si no hay dos metros de distancia en­
tre la pared en que se construyan y dicha propiedad, y tam 
poco oblicuas ó de costado si no hay 60 centímetros de dis­
tancia, infiérese que pueden abrirse unas y otras guardando 
las distancias prevenidas por la ley. Aunque esta deducción 
parezca vulgar, interesa insertarla porque evidencia de 
nuevo que la facultad consignada en el art. 582, de igual ma­
nera que la de su precedente, no envuelve una servidumbre 
propiamente dicha.
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El dueño de la finca que goce de las vistas en el caso del 
artículo 582 tiene la facultad de disfrutar de ellas por virtud 
de su condición de propietario, por la facultad de todo el 
que ostenta aquel carácter, pero sin que el ejercicio de su 
derecho suponga un gravamen impuesto en beneficio de su 
predio y en detrimento de otro, elementos característicos de 
la servidumbre. Es verdad que el dueño sufre una restricción 
ó limitación de su dominio, pero las experimenta sobre si 
mismo, y no se concibe la existencia de servidumbre sobre 
cosa propia. En las de luces ó vistas, como en toda servi­
dumbre, tiene que haber dos predios, uno que disfruta del 
beneficio y otro que sufre el gravamen y cuyo dueño ve res­
tringido su dominio. Pues bien: en el caso del art. 582 la 
finca que tiene las vistas es la que experimenta también la 
restricción, ó sea la limitación de guardar determinadas dis­
tancias, es decir, que supondría una doble naturaleza de do­
minante y sirviente, lo cual es un absurdo jurídico.

El artículo habla de ventanas, balcones y  otros voladizos 
semejantes, ó sea todas las obras que forman parte de una 
construcción y desde la cual puede ejercerse la vista sobre 
la finca contigua. El concepto es amplio y genérico, todos 
los huecos ó partes de un edificio, habiendo declarado la 
sentencia del Tribunal Supremo de 6 de Junio de 1892 com­
prendido dentro del precepto una barandilla construida en 
un terrado ó azotea.

El art. 582 distingue las vistas rectas de las oblicuas, 
aquéllas más gravosas que éstas, á cuya razón obedece la 
diferente distancia exigida por el artículo según sean unas 
ú otras. Son vistas rectas los huecos (ventanas, balcones, 
miradores, azoteas, etc.), abiertos en pared propia frente á 
predio ó predios contiguos desde los cuales pueden verse 
éstos y sin necesidad de mirar oblicua ó transversalmente 
(figura 8.^J, y vistas oblicuas, á diferencia de las rectas, las 
que, practicándose en pared que forma ángulo con la linea 
divisoria de las dos fincas, no permite sino la dirección vi­
sual oblicua (figura 9.^).

De la prohibición contenida en el art. 582 del Código, ex­
ceptúa el 584 los edificios separados por vía pública. En este
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caso, la cuestión no afecta ya al derecho privado, no se re ­
fiere á las relaciones entre particulares, sino que cae dentro 
de la esfera del derecho administrativo. Las calles, plazas, 
plazuélas y demás vías públicas están destinadas precisa­
mente para proporcionar luz, ventilación á los edificios, son
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Predio dominante.

Vistas otilicuas.

de uso procomunal, y por consiguiente, la abertura de hue­
cos ó ventanas sobre ellas no constituye servidumbre, sino 
el ejercicio de un justísimo derecho.

Para evitar dudas, el art. 583 regula el modo de contarse 
las distancias de que habla el art. 582, estableciendo que en 
las vistas rectas se contará la distancia desde la línea exte­
rior de la pared en los huecos en que no haya voladizos, y 
desde la línea de éstos donde los haya, y para las oblicuas 
desde la línea de separación de las dos propiedades.

Cuando el terreno intermedio entre las dos heredades es 
propiedad común de los dueños de éstas, la línea de separa­
ción debe colocarse en la mitad del terreno común, pues de 
este modo se asegura á cada uno de los partícipes un goce 
igual de su propiedad.

Conforme á este criterio han resuelto la cuestión los 
Tribunales franceses; pero Laurent dice, y estamos de 
acuerdo con él, que ante todo hay que tener en cuenta la 
voluntad de las partes. Si esta voluntad, añade, resulta 
en muchos casos de la naturaleza del terreno, como sucede 
con un patio, ¿cuál será la extensión de la verdadera 
servidumbre de vista? Es un principio jurídico el de que



la servidumbre ha de aplicarse restrictivamente. El que 
haya ganado la servidumbre de una ventana no tiene, pues, 
derecho para abrir más. Así como la servidumbre de paso 
da sólo derecho á pasar por el camino ó caminos por los 
que se establezca el paso, no á construir todos los que se 
quieran, así también la servidumbre de luces y vistas no 
lleva consigo la facultad de abrir todos los huecos que se 
quiera, sino la de disfrutar únicamente de los existentes, ya 
por la voluntad expresa, ya por la prescripción.

La jurisprudencia francesa ha declarado que la vista 
ejercida sobre el tejado de una casa vecina no estaba com­
prendida dentro de la prescripción del art. 678 del Código 
de Napoleón (equivalente al 582 del español), porque no hay 
acción sin interés y no lo hay en el vecino que reclama 
contra el hueco practicado sobre su heredad cuando dicho 
hueco no permite ver.

Laurent combate esta decisión, y afirma que corresponde 
aplicar las disposiciones restrictivas del Código, aun cuando 
la vista sea sobre una pared de cerramiento que impida mi­
rar en la heredad del vecino. El art. 678—dice—preceptúa 
que no se pueden tener vistas derechas sobre la heredad ce­
rrada ó no del vecino. Si se tuviesen en cuenta, añade, las 
circunstancias de hecho, variaría cada día el derecho. El que 
cierra hoy su propiedad puede abrirla mañana, alzar ó ba­
jar la pared de cierre; ésta puede destruirse por accidente ó 
por tiempo y consiguientemente cambiar el derecho por vir- 
tnd de estas diversas circunstancias.

Nosotros nos hallamos conformes con la opinión de Lau­
rent por las razones expuestas por él y además porque la 
característica de las servidumbres de vistas es la inspección 
sobre el fundo ajeno, y ésta existe lo mismo sobre el suelo 
que sobre el tejado. La servidumbre no es por lo que se ve, 
sino por lo que se pueda ver del fundo ajeno; consiste en el 
hueco abierto en pared propia desde el que es posible diri­
gir la vista sobre la propiedad contigua.

La prohibición del art. 582 ha de interpretarse restricti­
vamente. Lo que prohibe la ley es una vista permanente, no 
accidental, porque aquéllo y no ésto es lo que incomoda al
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vecino. Así, la jurisprudencia francesa ha estimado que la 
disposición del art. 678 del Código francés (análoga á la 
del 582 del nuestro) no es aplicable á las puertas de salida 
que no tengan vidrieras, porque no tienen aspecto de venta­
nas, y aun cuando al abrirlas se ve, la vista no es su princi­
pal y exclusivo objeto.

Tampoco consideramos aplicable la disposición del 582 ti 
los huecos abiertos en el techo ó tejado que miran sólo al 
cielo, porque dichos huecos tienen por objeto recibir luz, 
no de la finca del vecino, sino del cielo propio, si vale la fra­
se. El propietario usa de lo suyo, y la servidumbre consiste 
en disfrutar en cierto modo de lo ajeno.

Derecho de edificar.—Este derecho existe cuando no hay 
servidumbre propiamente tal; asi lo declara el párrafo ter­
cero del art. 581, que autoriza al dueño de un terreno para 
cubrir los huecos edificando en su terreno ó levantando pa­
red contigua á la que tengan los huecos.

Existe además la disposición del art. 585, prohibitiva al 
dueño del predio sirviente de edificar á menos de tres metros 
de distancia, contada de la manera establecida en el ar­
tículo 583, cuando por cualquier título se hubiese adquirido 
derecho á tener vistas directas (balcones, miradores, etc.) 
sobre la propiedad colindante.

Parécenos que este precepto atañe á las vistas no com ­
prendida en el art. 582, tanto porque para este caso rige la 
ley especial del mismo, como porque el 585 habla de adqui­
sición del derecho á tener vistas, es decir, de derecho que 
no se tiene y se gana, y conforme al 582, el propietario tiene 
la facultad de abrir huecos con vistas rectas por derecho 
propio, si la expresión se nos permite, por virtud de su cali­
dad de dueño.

El articulo establece la prohibición de edificar á menos 
de tres metros de distancia; dedúcese de aquí que si se in­
fringe el precepto, esto es, si se edifica á menor distancia 
que la marcada por la ley, el dueño de la pared ó edificio 
con derecho á las vistas podrá oponerse á la construcción y 
exigir la suspensión de la obra, bien por el interdicto de 
obra nueva, bien promoviendo el juicio declarativo co-
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rrespondiente para obtener la demolición de la obra, si la 
sentencia del interdicto hubiera sido contraria‘0 sus preten­
siones, ó para la demolición de lo ediñcado en el caso de 
haberse confirmado la suspensión.

Extinción.—De los varios modos de extinguirse las ser­
vidumbres consignadas en el art. 546 (consolidación del do­
minio, no uso, estado de los predios, llegar el dia ó reali­
zarse la condición, renuncia del dueño del predio dominante 
y redención), sólo exigen estudiarse el no uso y el que ven­
gan los predios á tal situación que no pueda usarse la ser­
vidumbre; los demás son claros y no dan lugar á duda.

El no uso implica la prescripción; asi, habrá que aplicar á 
la extinción de las servidumbres la disposición dél art. 1.961. 
Las acciones prescriben, según éste, por el mero trans­
curso del tiempo fijado por la ley, siendo éste, conforme 
al núm. 2.° del art. 546, el de veinte años. Siendo continua 
la servidumbre de luces , el término ha de contarse, con 
arreglo al art. 546, desde el día en que haya tenido lugar 
un acto contrario á las servidumbres,-por ejemplo, haber 
cerrado los huecos, construir el dueño del predio sirviente 
una pared, ó un edificio que impidiese las luces ó vistas, una 
vez ganadas, y consentirlo el dominante. Infiérese de esto 
que en tanto exista el hueco habrá servidumbre, aun cuando 
se alegue si se usa ó no se usa, porque ei hueco es el signo, 
y mientras exista cabe usar de la servidumbre.

El núm. 3.° del art. 546 menciona como causa de extin­
ción el venir los predios á tal estado que no pueda usarse de 
la servidumbre; pero en este caso revive la servidumbre, 
según el mismo número, si después el estado de los predios 
permite usar de ella, á no ser que cuando sea esto posible 
haya transcurrido el tiempo suficiente para la prescripción, 
en virtud del no uso.

La duda con relación á la servidumbre de vistas asalta 
al preguntar si tiene aplicación ei modo de extinción aca­
bado de mencionar cuando se derribe alguno de los edifi­
cios y si renace cuando se construye de nuevo. Respecto del 
sirviente, la cuestión se resolvió por sentencia de 12 de No­
viembre de 1881, en la que se trataba del caso de reedificar
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una pared, y se estimó que por dejarse el patio en el mismo 
estado que antes tenia no había infracción del contrato cons­
titutivo de la servidumbre, de donde se inflere que de haber- 
alterado el patio se hubiere infringido la servidumbre. Como 
se ve, aunque el predio sirviente ó parte de él se derribe, la 
servidumbre subsiste al reedificarse aquél. ¿Y si el qué se 
derriba es el dominante? Siendo igual la razón, hay que apli­
car el mismo derecho; si existe la servidumbre, á pesar del 
deiiibo del sirviente, debe existir también aunque se derribe 
el dominante.

Además, la disposición del núm. 3.° del art. .546 se re- 
fiei e, en nuestro entender, más bien al caso en que el mal 
estado del predio provenga del descuido ó negligencia de los 
dueños. Cuando se derriba un edificio para construir otro no 
hay tal abandono, sino precisamente todo lo contrario; por 
otra parte, suponer que la servidumbre se extingue y no 
nacia de nuevo por el derribo del edificio dominante, sería 
ir contra la libertad del disfrute que exige la propiedad, 
puesto que resultaba que el dueño de dicho edificio se veía 
impedido de reedificarle; esto sin tener en cuenta que el de­
rribo podrá ser forzoso, por virtud de orden de la autoridad 
municipal, cuando se hallare en estado de ruina. La propie­
dad es el derecho de gozar y  disponer de una cosa sin otras 
limitaciones que las impuestas por la ley, é implicaría la 
negación de este derecho el estimar que un propietario no 
podrá derribar su edificio para construir otro porque perde­
ría la servidumbre.

Si el dueño del edificio que disfrute de vistas lo derriba 
y no construye en treinta años, su derecho ha prescrito poí­
no haberle usado durante el tiempo necesario para extin- 
guiise la servidumbre. El no uso implica un abandono de 
los derechos, y  la ley lo castiga con la prescripción, ó sea la 
pérdida de aquéllos.
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Naf,uraleza y fundamento.—Del precepto del art. 552 del 
Código y 69 de la ley especial de aguas de que « los predios
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inferiores están sujetos á recibir las aguas que naturalmente 
y sin obra del hombre descienden de los predios superiores », 
dedúcese que no hay tal obligación ni existe tal gravamen 
cuando el descenso de las aguas no es natural sino depen- 
diente del trabajo Imniano.

Á este CA'iterio responde la prohibición del art. 586 de 
verter las aguas pluviales que caigan del tejado de un edi­
ficio sobre el del vecino ó el suelo de éste, porque en tal 
caso la calda de las aguas no es natural, obedece á la exis­
tencia de una construcción obra del hombre.

El art. 586 impone una restricción al dueño de un edificio, 
la de que no viertan las aguas pluviales de su edificio sobre 
el fundo contiguo. De esto se infiere que en tal caso no existe 
la servidumbre de desagüe, que consiste precisamente en 
el derecho de que viertan las aguas, y es que el Código 
comprende en esta Sección varios conceptos. Habla en pri­
mer término de una restricción del dominio en interés..de la 
propiedad, que no constituye la servidumbre de vertmnte 
de tejados; se ocupa después de ésta, y en el último articulo 
trata de la servidumbre de desagüe. A esta diversidad de 
conceptos responde sin duda el epígrafe amplio de la Sec­
ción, que no menciona la palabra servidumbre^ sino que se 
titula del «desagüe de los edificios».

Dentro de la Sección figuran, por tanto, una limitación 
del dominio no constitutiva de verdadera servidumbie, la 
del art. 586, por cuanto que envuelve una afirmación de los 
derechos del dueño de impedir que se restrinjan sus facul­
tades de propietario, y dos servidumbres, aparentes, puesto 
que se manifiestan por signos exteriores (alero de tejado y 
conducto de desagüe), que revelan el uso y aprovechamiento 
de ellas, y continuas, por cuanto que su uso es ó puede ser 
incesante sin la intervención de hechos del hombie.

Constitución.—Son las servidumbres que nos ocupan con­
tinuas y aparentes; pueden, por tanto, conforme al art. .o.l7, 
adquirirse por título (contrato, testamento, ley) ó por pres­
cripción. Del titulo nada decimos, refiriéndonos a lo expuesto 
en cuanto á la constitución de las servidumbres en general; 
tocante á la prescripción, siendo positivas las servidumbres
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de desagüe y de vertiente de tejados, puesto que imponen ai 
dueño del predio sirviente la obligación de dejar liaeer al­
guna cosa, ó sea la de permitir respectivamente que salgan 
las aguas por el predio ó predios sirvientes, ó que viertan las 
aguas pluviales sobre éstos, empezará á contarse el término 
de los veinte años desde que se hubiera comenzado á ejercer 
la servidumbre, ó sea desde que las aguas principiaren á 
verter sobre el fundo ajeno ó á obtener salida por éste.

Prohibición de verter las aguas pluviales sobre el predio 
contiguo.—Esta prohibición la establece el art. 586, según 
el cual, el propietario de un ediñcio está obligado á construir 
sus tejados de manera que las aguas pluviales caigan sobre 
su propio suelo ó sobre la calle ó sitio público, pero no sobre 
el suelo del vecino. El Código emplea la palabra «suelo», pa­
reciendo que se refiere únicamente al caso que el predio 
colindante sea un solar ó terreno sin edificar; mas se com­
prende que con mayor razón ha de emplearse la disposición 
del terreno cuando las aguas caigan sobre un tejado, azotea 
ó cualquier otra construcción. La razón es la misma: dere­
cho del propietario de impedir que el vecino vierta las aguas 
pluviales sobre su propiedad; el fin es igual, ó sea, evitar 
el perjuicio ó lesión que le causarían las aguas, ya material, 
ya jurídicamente, en cuanto le limitan la libertad absoluta, 
y es de aplicación idéntico principio. El Código ha debido 
emplear las palabras «propiedad ó finca del vecino,» y si no 
las usa, es lo que quiere decir.

No sólo está obligado el dueño de un edificio á impedir 
que las aguas caigan directamente sobre el predio ajeno, 
sino á recogerlas aun cuando viertan en primer término 
sobre el propio suelo. Es decir, que si las aguas pluviales 
de un edificio vierten sobre el suelo de propiedad del mismo 
dueño y al caer sobre este suelo perjudican al predio conti­
guo, está obligado á recoger las aguas de manera que evite 
tal perjuicio.

Entendemos que este precepto ha de emplearse también 
al caso en que, aun no habiendo construcción alguna, las 
aguas pluviales que caen sobre un predio perjudican al con­
tiguo. Un predio sólo está obligado á recibir las aguas que
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naturalmente descienden del superior; se reftere á las aguas 
que corren, á las que tienen una corriente natural, como lo 
indica el art. 552, al decir que tienen también que recibir 
«la tierra ó piedra que arrastran en su curso». Cuando no 
liay tal curso ni posibilidad de él, no existe la obligación de
recibir las aguas. _

El artículo 552 del Código se refiere á las fincas rústicas, 
como lo indican los artículos 70 á 74 de la ley de aguas, y á 
las corrientes de aguas naturales. Por lo tanto, si en un solai 
caen aguas pluviales procedentes de otro solar, el dueño de 
éste se halla obligado á recogerlas de modo que no perju­
diquen al primero, y lo mismo sucederá en el caso de que 
las aguas pluviales de un solar lesionen á una edificación 
contigua.

¿Qué acciones competerán al dueño del predio sobie e 
que no pueden verter las aguas?

La contestación es sencilla; derecho á exigir al dueño 
del otro predio que construya sus tejados ó cubierta de ma­
nera que las aguas pluviales caigan sobre suelo ó terreno de 
él; en una palabra, facultad de obligarle á que haga las 
obras necesarias para que las aguas no viertan sobiesu 
propiedad y no le causen perjuicio alguno. ¿Y si, á pesar de 
obtener sentencia firme condenatoria á la realización de las 
obras, el obligado á ello se negase á ejecutarlas? En este caso 
es de taxativa aplicación el precepto del art. 1.098 del Có­
digo, declarativo de que si el obligado á hacer alguna cosa no 
la hiciese, se mandará ejecutar á su costa, pudiéndose además 
decretar que se deshaga lo mal hecho. Procedería también la 
indemnización por los daños y perjuicios sufiidos.^

Si las aguas provienen de alumbramientos artificiales, de 
sobrantes de acequias ó de establecimientos industriales, 
existe sí la obligación de recibirlas, pero con derecho á exi­
gir el resarcimiento de daños y perjuicios, según dispone el 
artículo G9 de la ley de aguas. Exceptúase por este mismo 
artículo las aguas sobrantes de establecimientos industriales 
que lleven en disolución sustancias nocivas, caso en que los 
dueños de predios ó establecimientos inferiores pueden opo­
nerse á recibirlas.
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(Artículo 587.)

Servidumbre de vertiente de tejados.

Servidumbre de vertientes de tejados (stillicidi aver- 
tendi). Existe cuando el dueño de un predio tiene facultad 
de que las aguas pluviales de sus tejados caigan sobre pro­
piedad ajena. Asi suce­
de en la figura 10, en el 
que las aguas del teja­
do del predio ó finca D 
vierten sobre el predio 
8  en la dirección de la 
flecha.

A ésta se refiere el 
articulo 587 del Código, 
con form e al cual el 
dueño del predio que 
sufra la servidumbre 
puede ed ifica r r e c i­
biendo las aguas sobre 
su propio tejado, ó dán­
doles otra salida con­
forme á las Ordenanzas ó costumbres locales, y de manera 
que no perjudiquen al predio dominante.

Servidumbre de desagüe.~E^ la establecida en el art. 588 
del Código, en el caso de que el corral ó patio de una casa se 
halle enclavado entre otras, y no sea posible dar salida por 
a misma casa á las aguas pluviales que en aquél se recojan. 

Es menester, pues, que el corral ó patio (y por analogia 
creemos que un jardín ú otro espacio semejante) esté situado 
entre otras fincas, y que además no sea posible dar salida á 
as aguas por terreno de la propiedad del dueño del patio ó 

con al. Han de concurrir los dos requisitos.
El desagüe ha de hacerse por el punto de los predios con­

tiguos sirvientes en que sea más fácil la salida de las aguas 
estableciendo el conducto de desagüe en la forma que menos 
perjuicios ocasione á dichos predios, previa la indemniza­
ción correspondiente.

La determinación de si es posible ó no dar salida por la 
misma casa á las aguas, del punto más fácil de salida, de la 
íorma del desagüe y de la cuantía de la indemnización son
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cuestiones de índole pericial, ya en la esfera extrajudicial, ó 
sea por convenio de los interesados, ya en la judicial como 
medio de prueba, si por no existir acuerdo entre las partes, 
se promueve el juicio declarativo correspondiente.

Extinción.—Los modos extintivos de las servidumbies 
constan en el art. 546. De ellos, como acontece respecto de 
las de medianería y luces y vistas, conviene examinar el no 
uso ó la prescripción, y el venir á tal estado los predios que
no pueda usarse la servidumbre.

La servidumbre de vertiente y la de desagüe son conti­
nuas; luego comenzará á contarse el tiempo de la presciip- 
ción, á tenor del párrafo 2.° del núm. 2.“ del art. 546, desde 
el día ep que se haya ejecutado un acto contrario á la sei- 
vidumbre, esto es, desde que el dueño ó dueños de los 
predios sirvientes se opongan, bien á la vertiente, bien a,l 
desagüe, haciendo obras que impidan una ú otro, ó piohi- 
biéndolos al dueño del dominante y  éste lo consienta. Por 
consiguiente, transcurridos veinte años, desde este momento 
sin usar de la servidumbre, consintiendo tal estado de dere­
cho , se extinguirá la servidumbre por prescripción. No 
basta, pues, para la extinción el no uso durante veinte años, 
es decir, que el dueño del predio dominante deje de ejer­
cerla durante este tiempo; es menester que este no uso vaya 
acompañado de un acto obstativo del sirviente, opuesto al 
ejercicio de la servidumbre. Si no hay tal acto, no haj/ pies- 
cripción aun cuando se deje de usar la servidumbre poi 
veinte años.

En cuanto á la extinción por el estado de los predios, es 
indudable que si se deterioran hasta el punto de ser imposi­
ble el uso de la servidumbre, ésta se extinguirá en tanto dure 
tal estado; reviviendo si después éste se mejora hasta el 
extremo de permitir su uso, porque existirán ya las condicio­
nes necesarias para su ejercicio. Respecto del caso del de­
rribo del predio dominante ó del sirviente, repetimos lo dicho 
tocante á la de luces; este derribo no implica la extinción ó 
muerte de la servidumbre para el supuesto de que se ediñ- 
que después. Será una suspensión de su ejercicio, no la ter­
minación de éste.

i

4



D IS T A N C IA S  Y  O B R A S IN T E R M E D IA S  P A R A  C IE R T A S  CO N STR U C CIO N E S 

y  P L A N T A C IO N E S

Las restricciones impuestas por la Sección séptima del 
titulo VII del Código, encarnan dentro de la naturaleza de 
las servidumbres públicas. Impuestas por la ley para satis­
facer las múltiples necesidades sociales y con el carácter 
de restricción en un predio para beneficiar bien un terreno 
de dominio público, bien para procurar la comodidad y 
seguridad de los habitantes de un término municipal.

El Código civil no hace más que enumerarlas; su deter­
minación en la vida práctica corresponde á las leyes admi­
nistrativas por medio de las Autoridades municipales á quie­
nes compete el buen orden, seguridad y salubridad de las 
poblaciones.

Zona militar.—El art. 589, al limitar las construcciones 
y plantaciones cerca de las plazas fuertes, no hace otra cosa 
que recoger la idea de la zona militar, dejando que los pre­
ceptos que han de tenerse en cuenta los sancione el derecho 
administrativo.

Todo lo referente á la zona militar y zonas en que á su 
vez ésta se subdivide, fué objeto de las construcciones espe­
ciales en la parte de edificios militares (1), á cuya materia 
remitimos á nuestros lectores, asi como la referente á servi­
dumbres legales de utilidad pública.

Establecimientos incómodos, insalubres y peligrosos.—La 
disposición del art. 590 es de aplicación á las industrias ó 
establecimientos incómodos, nocivos y peligrosos; el objeto 
de éstos, las emanaciones que producen y  los siniestros 
que, por su naturaleza especial, constantemente se ma­
nifiestan, obligan á las Autoridades municipales á restringir 
su apertura, á emplazarlos dentro do ciertos limites y á evi­
tar, mediante la vigilancia, la inminencia de sus riesgos; 
estas materias tienen su natural explicación en la parte antes
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citada y al tratar de los edificios incómodos, perjudiciales ó 
insalubres y peligrosos (1).

Plantación de árboles.—Las Ordenanzas municipales y 
las disposiciones administrativas de carácter general deter­
minan los términos de la plantación de árboles dentro de las 
zonas urbanas donde existe edificación. Las molestias que 
proporciona la proximidad y altura de los árboles y exten­
sión de sus raíces, privando de luz y de vistas á la casa ó 
heredad contigua, es el fundamento de la prohibición y el 
de la facultad que en el propietario radica de pedir su ex­
tracción ó arranque cuando se hubieren plantado á menor 
distancia de la permitida, ó á cortar las ramas si se introdu­
jeren dentro de su heredad.

Las fincas rústicas suelen deslindarse por setos, vivos ó 
muertos, que por lo común son medianeros; si fueren vivos 
ó naturales y existiesen árboles, cualquiera de los colindan­
tes puede cortarlos ó exigir su derribo, siempre que les ár­
boles no sirvan para marcar la extensión y límites de la 
finca rústica, en cuyo lugar y dado el fin de su plantación no 
podían ser arrancados sin previo asentimiento de su dueño.

SE R V ID U M B R E S V O L U N T A R IA S

Capacidad para constituirlas.—Las servidumbres volun­
tarias no tienen elemento diferencial que las distinga de las 
legales; reciben diversa denominación sólo por el modo de 
constituirse.

La voluntad del hombre, manifestada por actos intervivos 
como mortis causa, crea, extingue y modifica los dere­
chos sobre las cosas; por consiguiente, las servidumbres 
pueden también ser creadas por la libre determinación de 
los particulares. Asi lo reconoce y establece el Código en su 
artículo 594.

El Código, sentada esta afirmación, pasa á determinar 
la capacidad de las personas que, en virtud de sus propios
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gastos necesarios para que el derecho se ejercite; pero esta­
blecido así y no cumpliendo lo estipulado, solamente podrá 
eximirse por la renuncia ó abandono de la ñnca á favor de 
su acreedor el dueño del predio dominante.

Comunidad de pastos y aprovechamiento de productos de 
montes de propiedad particular.—El Código enumera en los 
artículos 600 á 603 los casos de esta comunidad, que por su 
naturaleza especial no examinamos, ya que no se reñeren á 
la construcción.

aj LEGISLACIÓN COMÚN

Código civil.— Libro segundo, título Vil, artículos 530 al 604.

CAPÍTULO PRIMERO 
De las servidumbres en general.

S ec ció n  p r im e r a . •

De las diferentes clases de servidumbres que pueden establecerse 
solire las fincas.
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Art. 530. La servidumbre es un gravamen impuesto sobre un 
inmueble, en beneficio de otro perteneciente á distinto dueño.

El inmueble á cuyo favor está constituida la servidumbre se 
llama predio domimante; el que la sufre, predio sirviente.

Art. 531. También pueden establecerse servidumbres en pro­
vecho de una ó más personas, ó de una comunidad, á quienes no 
liertenezca la finca g'ravada.

Art. 532. Las servidumbres pueden ser continuas ó disconti­
nuas, aparentes ó no aparentes.

Continuas son aquellas cuyo uso es ó puede ser incesante, sin 
la intervención de ningún hecho del hombre. Discontinuas son las 
que se usan á intervalos más ó menos largos y dependen de actos 
del hombre.

Aparentes, las que se anuncian y están continuamente á la 
vista por signos exteriores, que revelan el uso y aprovecha­
miento de las mismas.

No aparentes las que no presentan indicio alguno exterior de 
su existencia.

Art. 533. Las servidumbres son además positivas ó negativas.
Se llama positiva la servidumbre que impone al dueño del



predio sirviente la oblig’ación de dejar hacer alguna cosa ó de ha­
cerla por sí mismo; y negativa, la que prohíbe al dueño del predio 
sirviente hacer algo que le seria licito sin la servidumbre.

Art. 534. Las servidumbres son inseparables de la finca á que, 
activa ó pasivamente, pertenecen.

Art. 535. Las servidumbres son indivisibles. Si el predio sir­
viente se divide entre dos ó más, la servidumbre no se modifica, 
y cada uno de ellos tiene que tolerarla en la parte que le corres­
ponda.

Si es el predio dominante el que se divide entre dos ó más, 
cada porcionero puede usar por entero de la servidumbre, no al­
terando el lugar de su uso ni agravándola de otra manera.

Art. 536, Las servidumbres se establecen por la ley ó por la 
voluntad de los propietarios. Aquéllas se llaman legales, y éstas 
voluntarias.
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í ie c c id n  sosrnnfla.

De los modos de adíinirir las servidumbres.

Art. 537. Las servidumbres continuas y aparentes se adquie­
ren en virtud de titulo ó por la prescripción de veinte años.

Art. 538. Para adquirir por prescripción las servidumbres á 
que se refiere el articulo anterior, el tiempo de la posesión se 
contara: en las positivas, desde el dia en que el dueño del predio 
dominante, ó el que haya aprovechado la servidumbre, hubiera 
empezado á ejercerla sobre el predio sirviente; y en las negativas, 
desde el dia en que el dueño del predio dominante hubiera prohi­
bido, por un acto formal, al del sirviente la ejecución del hecho 
que seria licito sin la servidumbre.

Art. 539. Las servidumbres continuas no aparentes y las dis­
continuas, sean ó no aparentes, sólo podrán adquirirse en virtud 
de titulo.

Art. 540. La falta de titulo constitutivo de las servidumbres 
que no pueden adquirirse por prescripción, vínicamente se puede 
suplir por la escritura de reconocimiento del dueño del predio 
sirviente, ó por una sentencia firme.

Art. 541. La existencia de un signo aparente de servidumbre 
entre dos fincas, establecido por el propietario de ambas, se con­
siderará, si so enajenare una, como titulo para que la servidum­
bre contimie activa y pasivamente, á no ser que, al tiempo de se­
pararse la propiedad de las dos fincas, se exprese lo contrario en



el titulo de enajenación de cualquiera de ellas, ó se hag-a desapa­
recer aquel sig-no antes del otorgamiento de la escritura.

Art. 542. Al establecerse una servidumbre se entienden con­
cedidos todos los derechos necesarios para su uso.

S ección  te rc era .

Derechos y obligaciones de los propietarios de los predios dominante 
y  sirviente.

Art. 543. El dueño del predio dominante podrá hacer, á su 
costa, en el predio sirviente las obras necesarias para el uso y 
conservación de la servidumbre, pero sin alterarla ni hacerla 
más gravosa.

Deberá elegir para ello el tiempo y la forma conveniente á tìn 
de ocasionar la menor incomodidad posible al dueño del predio 
sii'viente.

Art. 544. Si fuesen varios los predios dominantes, los dueños 
de todos ellos estarán obligados á contribuir á los gastos de que 
trata el articulo anterior, en proporción al beneficio que á cada 
cual reporte la obra. El que no quiera contribuir podrá eximirse 
renunciando á la servidumbre en provecho de los demás.

Si el dueño del predio sirviente se utilizase en algiin modo de 
la servidumbre, estará oblig'ado á contribuir á los gastos en la 
proporción antes expresada, salvo pacto en contrario.

Art. 545. El dueño del predio sirviente no podrá menoscabar 
de modo alguno el uso de la servidumbre constituida.

Sin embargo, si por razón del lugar asigmado primitivamente, 
ó de la forma establecida para el uso de la servidumbre, llegara 
ésta á ser muy incómoda al dueño del predio sirviente, ó le pri­
vase de hacer en él obras, reparos ó mejoras importantes, podrá 
vai'iai’se á su costa, siempre que ofrezca otro lug*ar ó forma ig*ual- 
mente cómodos, y de suerte que no resulte perjuicio alguno al 
dueño del predio dominante ó á los que tengan derecho al uso de 
la servidumbre.
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SeeciíSn cn arta .

De los modos de extinguirse las serviduml>res.

Art. 546. Las servidumbres se exting’uen:
1. ° Por reunirse en una misma persona la propiedad del pre­

dio dominante y la del sirviente.
2. " Por el no uso durante veinte años.



Este término principiará á contarso desde el dia en que hu­
biera dejado de usarse' la servidumbre respecto á las disconti­
nuas, y desde el dia en que haya tenido lugar un acto contrario 
íi la servidumbre respecto á las continuas.

3.0 Cuando los predios vengan á tal estado que no pueda 
usarse de la servidumbre; pero ésta servirá si después el estado 
de los predios permitiera usar de ella, á no ser que cuando sea 
posible el uso, haya transcurrido el tiempo suficiente para la 
prescripción, conforme á lo dispuesto en el número anterior.

4. Por llegar el día ó realizarse la condición, si la servidum­
bre fuera temporal ó condicional.

5. ° Por la renuncia del dueño del predio dominante.
6. “ Por la redención convenida entre el dueño del predio domi­

nante y el del sirviente.
Art. 547. La forma de prestar la servidumbre puede prescri­

birse como la servidumbre misma y de la misma manera.
Art. 548. Si el predio dominante perteneciera á varios en co­

mún, el uso de la servidumbre hecho por uno impide la prescrin- 
ción respecto de los demás.

CAPITULO II 
De las servidunibres legales.

S eíífió ii p rim e ra .

-Disposicioues generales.

Art. 549. Las servid'umbres impuestas por la ley tienen por 
objeto la utilidad pública ó el interés de los particulares.

Art. 550. Todo lo concerniente á las servidumbres establecidas 
para utilidad pública ó comunal se regirá por las leyes y regla­
mentos especiales que las determinan, y en su defecto por las dis­
posiciones del presente titulo.

Art. 551. Las servidumbres que impone la ley en interés de 
los particulares, ó por causa de utilidad privada  ̂ se regirán pol­
las disposiciones del presente título, sin perjuicio do lo que dis­
pongan las leyes, reglamentos y ordenanzas generales ó locales 
sobre policía urbana ó rural.

Estas servidumbres podrán ser modificadas por convenio de los 
interesados cuando no lo prohíba la ley ni resulte perjuicio á 
tercero.



Sección »esranda.

De las servidumbres en materia de aguas.
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Art. 552. Los predios inferiores están sujetos á recibir las 
aguas que naturalmente y sin obra del hombre descienden de los 
predios superiores, asi como la tierra ó piedra que arrastran en 
su curso.

Xi el dueño del predio inferior puede hacer obras que impidan 
esta servidumbre, ni el del superior obras que la agraven.

Art. 553. Las riberas de los rios, aun cuando sean de dominio 
privado, están sujetas en toda su extensión y sus márgenes, en 
una zona de tres metros, á la servidumbre de uso público en in­
terés general de la navegación, la flotación, la pesca y el salva­
mento.

Los predios contig’uos á las riberas de los rios navegables ó 
flotables están además sujetos á la servidumbre de camino de 
sirga para el servicio exclusivo de la navegación y flotación 
fluvial.

Si fuere necesario ocupar para ello terrenos de propiedad par­
ticular, precederá la correspondiente indemnización.

Art. 55-1. Cuando para la derivación ó toma de aguas de un 
rio ó arroyo ó para el aprovechamiento de otras corrientes conti­
nuas ó discontinuas, fuere necesario establecer una presa y el 
que haya de hacerlo no sea dueño de las riberas ó terrenos en 
que necesite apoyaida, podrá establecer la servidumbre de estribo 
de presa, previa la indemnización correspondiente.

Art. 555. Las servidumbres forzosas de saca de ag’ua y de 
abrevadero solamente podrán imponerse por causa de utilidad 
pública en favor de alguna población ó caserío, previa la corres­
pondiente indemnización.

Art. 55>6. Las servidumbres forzosas de saca de agua y do 
abrevadero, llevan consig’o la obligación en los predios sirvieute.s 
de dar paso á personas y ganados hasta el punto donde hayan de 
utilizarse aquéllas, debiendo ser extensiva á este servicio la in­
demnización.

Art. 557. Todo el que quiera servirse del agua de que puede 
disponer para una Anca suya, tiene derecho á hacerla pasar por 
los predios intermedios, con obligación de indemnizar á sus due­
ños, como también á los de los predios inferiores sobre los que se 
filtren ó caigan las aguas.



Art. 558. El que pretenda usar del derecho concedido en el 
articulo anterior está obligado:

1. ” A justificar que puede disponer del agua y que ésta es su­
ficiente para el uso á que la destina.

2. *̂ A demostrar que el paso que solicita es el más conveniente 
y menos oneroso para tercero.

3. “ A indemnizar al dueño del predio sirvftnte en la forma 
que se determine por las leyes y reg'lamentos.

Art. 559. No puede imponerse la servidumbre de acueducto 
para objeto de interés privado, sobre edificios, ni sus patios ó de­
pendencias, ni sobre jardines ó huertas ya existentes.

Art. 560. La servidumbre de acueducto no obsta para que el 
dueño del predio sirviente pueda cerrarlo y cercarlo, asi como 
edificar sobre el mismo acueducto de manera que éste no experi­
mente perjuicio, ni se imposibiliten las reparaciones y limpias 
necesarias.

Art. 561. Para los efectos legales, la servidumbre de acueducto 
será considerada como continua y aparente, aun cuando no sea 
constante el paso del ag’ua, ó su uso dependa de las necesidades 
del predio dominante ó de un turno establecido por dias ó por 
horas.

Art. 562. El que para dar riego á su heredad ó mejorarla ne­
cesite construir parada ó partidor en el cauce por donde haya de 
recibir el agua, podrá exigir que los dueños de las márgenes 
permitan su construcción, previo abono de daños y jjerjuicio.s, 
inclusos los que se originen de la nueva servidumbre á dichos 
dueños y á los demás regantes.

Art. 563. El establecimiento, extensión, forma y condiciones 
de las servidumbres de aguas, de que se trata en esta sección, se 
regirán por la ley especial de la materia en cuanto no se halle pre­
visto en este Código.

S ección  tercera .

De la servidumbre de paso.
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Art. 56-1;. El propietario de una finca ó heredad, enclavada en­
tre otras ajenas y sin salida á camino ptiblico, tiene derecho á 
exigir paso por las heredades vecinas, previa la corre.spondiente 
indemnización.

Si esta servidumbre se constituye de una manera que pueda 
ser continuo su uso para todas las necesidades del predio domi­
nante, estableciendo una via permanente, la indemnización con-



sistirá en el valor del terreno que se ocupe y en el importe de los 
perjuicios que se causen en el predio sirviente.

Cuando se limite al paso necesario para el cultivo de la finca 
enclavada entre otras y para extracción de sus cosechas á través 
del predio sirviente sin vía permanente, la indemnización consis­
tirá en el abono del perjuicio que ocasione este gravamen.

Art. 565. La servidumbre de paso debe darse por el punto me­
nos perjudicial al predio sirviente, y en cuanto fuero conciliable 
con esta regla, por donde sea menor la distancia del predio do­
minante al camino priblico.

Art. 566. La anchura do la servidumbre de paso será la que 
baste á las necesidades del predio dominante.

Art. 567. Si adquirida una finca por venta, permuta ó parti­
ción, quedare enclavada entre otras del vendedor, permutante ó 
copartícipe, éstos están oblig’ados á dar paso sin indemnización, 
salvo pacto en contrario.

Art. 568. _ Si el paso concedido á una finca enclavada deja de 
ser necesario por haberla reunido su dueño á otra que esté conti­
gua al camino público, el dueño del predio sirviente podrár pedir 
que se extinga la servidumbre, devolviendo lo que hubiera reci­
bido por indemnización.

Lo mismo se entenderá en el caso de abrirse un nuevo camino 
que dé acceso á la finca enclavada.

Art. 569. Si fuera indispensable para construir ó reparar algún 
edificio pasar materiales por predio ajeno, ó colocar, en él anda- 
nfios ú otros objetos para la obra, el dueño de este predio está 
obligado á consentirlo, recibiendo la indemnización correspon­
diente al perjuicio que se le irrogue.

Art. 570. Las servidumbres existentes de paso para ganados, 
conocidas con los nombres de cañíida, cordel, vereda ó cualquiera 
otro, y las de abrevadero, descansadero y majada, se regirán por 
las Ordenanzas y Reglamentos del ramo, y en su defecto por el 
uso y costumbre del lugar.

Sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos, la ca­
ñada no podrá exceder en todo caso de la anchura de 75 metros, el 
cordel de 37 metros 50 centímetros, y la vereda de 20 metros.

Cuando sea necesario establecer la servidumbre forzosa de 
paso ó la de abrevadero para ganados, se observará lo dispuesto 
en la sección y en los artículos 555 y 556. En esto caso, la anchura 
no podrá exceder de 10 metros.
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lado, en cuyo caso, la propiedad de la zanja pertenecerá exclusi­
vamente al dueño de la heredad que teng-a á su favor este signo 
exterior.

Art. 575. La reparación y construcción de las paredes media­
neras y el mantenimiento de los vallados, sotos vivos, zanjas y 
acequias, también medianeros, se costeará por todos los dueños 
de las fincas que tengan á su favor la medianería, en proporción 
al derecho de cada uno. Sin embargo, todo propietario puede dis­
pensarse de contribuir á esta carg'a renunciando á la medianería, 
salvo el caso en que la pared medianera sostenga un edificio suyo.

Art. 576. Si el propietario de un edificio que se apoya en una 
pared medianera quisiera derribarlo, podrá igualmente renunciar 
á la mediaueria; pero serán de su cuenta todas las reparaciones y 
obras necesarias para evitar, por aquella vez solamente, los daños 
que el derribo pueda ocasionar á la pared medianera.

Art. 577. Todo propietario puedo alzar la pared medianera ha­
ciéndolo á sus expensas é indemnizando los perjuicios que se oca­
sionen con la obra, aunque sean temporales.

Serán igualmente de su cuenta los gastos de conservación de 
la pared, en lo que ésta se haya levantado ó profundizado sus ci­
mientos respecto de como estaba antes; y además, la indemniza­
ción de los mayores gastos que haya que hacer para la conserva­
ción de la pared medianera, por razón de la mayor altura ó pro­
fundidad que se le haya dado.

Si la pared medianera no pudiese resistir la mayor elevación, 
el propietario que quiera levantarla tendrá obligación de recons­
truirla á su costa; y si para ello fuere necesario darle mayor es­
pesor, deberá darlo de su propio suelo.

Art. 578. Los demás propietarios que no hayan contribuido á 
dar más elevación, profundidad ó espesor á la pared, podrán, sin 
embargo, adquirir en ella los derechos de medianería pagando 
proporcionalmente el importe de la obra y la mitad del valor del 
terreno sobre el que se le hubiese dado mayor espesor.

Art. 579. Cada propietario de una pared medianera podrá usar 
de ella en proporción al derecho que tenga en la mancomunidad; 
podrá, por lo tanto, edificar apoyando su obra en la pared media­
nera, ó introduciendo vigas hasta la mitad de su espesor, pero 
sin impedir el uso común y respectivo de los demás medianeros.

Para usar el medianero de este derecho ha de obtener previa­
mente el consentimiento de los demás interesados en la medianería; 
y si no lo obtuviese, se fijarán por Peritos las condiciones necesarias 
para que la nueva obra no perjudique á los derechos de aquéllos.



Seeei<ÍTi q u in t a .

De la servidumbre de luces y  vistas.

Art. 580. Ningún medianero puede sin consentimiento del otro 
abrir en pared medianera, ventana ni hueco alguno.

Art. 581. El dueño de una pared no medianera, contigua ú 
ñnca ajena, puede abrir en ella ventanas ó huecos para recibir 
luces á la altura de las carreras ó inmediatos á. los techos, v de 
las dimensiones de 30 centimetros en cuadro, y en todo caso" con 
reja de hierro remetida en la pared y con red de alambre.

Sin embargo, el dueño de la ñuca ó propiedad contigua ú la 
pared en que estuviesen abiertos los huecos podrá cerrarlos si 
adquiere la medianería y no se hubiera pactado lo contrario.

También podrá cubrirlos edificando en su terreno, ó levantando 
pared contigua á la que teng’a dicho hueco ó ventana.

Art. 582. No se puede abrir ventanas con vistas rectas, ni bal­
cones ú otros voladizos semejantes sobre la finca del vecino si no 
hay dos metros de distancia entre la pared en que se construvan 
y dicha propiedad.

Tampoco pueden tenerse vistas de costado ú oblicuas sobre la 
misma propiedad, si no hay 60 centimetros de distancia.

Art. 583. Las distancias de que se habla en el articulo anterior 
se contarán en las vistas rectas desde la linea exterior de la pared 
en los huecos en que no haya voladizos, desde la linea de éstos 
donde los haya, y para las oblicuas desde la linea de separación 
de las dos propiedades.

Art. 584. Lo dispuesto en el art. 582 no es aplicable á los edifi­
cios separados por la via pública.

Art. 585. Cuando por cualquier titulo se hubiere adquirido de­
recho á tener vistas directas, balcones ó mirador ;s sobre la pro­
piedad colindante, el dueño del predio sirviente no podrá edificar 
á menos de tres metros de distancia, tomándose la medida de la 
manera indicada en el art. 583.

—  275 —

S e e c i d n  M e x ta .

Del desagüe de los edificios.

Art. 586. El propietario de un edificio está obligado á cons­
truir sus tejados ó cubierta de manera que las aguas pluviales 
caigan sobre su propio suelo ó sobre la calle ó sitio público v no 
sobre el suelo del vecino.



Art. 587. El dueño del predio que sufra la servidumbre de ver­
tiente de los tejados, podrá, edificar recibiendo las aguas sobre su 
propio tejado ó dándoles otra salidâ  conforme á las ordenanzas ó 
costumbres locales, y de modo que no resulte gravamen ni per­
juicio alguno para el predio dominante.

Art. 588. Cuando el corral ó patio de una casa se halle encla­
vado entre otras, y no sea posible dar salida por la misma casa á 
las aguas pluviales que en él se recojan, podrá exigirse el esta­
blecimiento de la servidumbre de desagüe, dando paso á las aguas 
por el punto de los predios contiguos en que sea más fácil la salida, 
y estableciéndose el conducto de desagüe en la forma que menos 
perjuicios ocasione al predio sirviente, previa la indemnización 
que corresponda.

Secci<5n sép tim a.

De las distancias y  obras intermedias para ciertas construcciones 
y  plantaciones.

Art. 589. No se podrá edificar nihacer plantaciones cerca de 
las plazas fuertes ó fortalezas sin sujetarse á las condiciones exi­
gidas por las leyes, ordenanzas y reglamentos particulares de la 
materia.

Art. 590. Nadie podrá construir cerca de una pared ajena ó 
medianera, pozos, cloacas, acueductos, hornos, fraguas, chime­
neas, establos, depósitos de materias corrosivas, artefactos que se 
muevan por el vapor, ó fábricas que por si mismas ó por sus pro­
ductos sean peligrosas ó nocivas, sin guardar las distancias pres­
critas por los Reglamentos y usos del lugar, y sin ejecutar las 
obras de resguardo necesarias, con sujeción, en el modo, á las 
condiciones que los mismos Reglamentos prescriban. A falta de 
Reglamento se tomarán las precauciones que se juzguen necesa­
rias, previo dictamen pericial, á fin de evitar todo daño á las he­
redades ó edificios vecinos.

Art. 591. No se podrá plantar árboles cerca de una heredad 
ajena, sino á la distancia autorizada por las Ordenanzas ó la cos- 
tiimbre del lug’ar, y en su defecto, á la de dos metros de la linea 
divisoria de las heredades, si la plantación se hace de ái-boles 
altos, y á la de 50 centímetros si la plantación es de arbustos ó 
árboles bajos.

Todo propietario tiene derecho á pedir que se arranquen los 
árboles que en adelante se plantasen á menor distancia de su 
heredad.

Art. 592. Si las ramas de algunos árboles se extendiesen sobre
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tina heredad, jardines ó patios vecinos, tendrá el dueño de éstos 
derecho á reclamar que se corten en cuanto se extiendan sobre 
su propiedad, y si fueren las raíces de los árboles vecinos las que 
se extendiesen en suelo de otro, el dueño del suelo en que se in­
troduzcan podrá cortarlas por sí mismo dentro de su heredad.

Art. 593. Los árboles existentes en un seto vivomedianero se 
presumen también medianeros, y cualquiera de los dueños tiene 
derecho á exigir su derribo.

Exceptúanse los árboles que sirvan de mojones, los cuales no 
podrán arrancarse sino de común acuerdo entre los colindantes.
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CAPITULO III
De las servidumbres voluntarias.

Art. 594. Todo propietario de una finca puede establecer en 
ella las servidumbres que tenga por conveniente, y en el modo y 
forma que bien le pareciese, siempre que no contravenga á las 
leyes ni al orden público.

Art. 595. El que tenga la propiedad de una finca cuyo usu­
fructo pertenezca á otro podrá imponer sobre ella, sin el consenti­
miento del usufructuario, las servidumbres que no perjudiquen al 
derecho de usufructo.

Art. 596. Cuando pertenezca á una persona el dominio directo 
de una finca y á otra el dominio útil, no podrá establecerse sobre 
ella servidumbre voluntaiia perpetua sin el consentimiento de 
ambos dueños.

Art. 597. Para imponer una servidumbre sobre un fundo indi­
viso se necesita el consentimiento de todos los copropietarios.

La concesión hecha solamente por algunos quedará en sus­
penso hasta tanto que la otorgue el último de todos los partícipes 
ó comuneros.

Pero la concesión hecha por uno de los copropietarios separa­
damente de los otros, oblig’a al concedente y á sus sucesores, 
aunque lo sean á titulo particular, á no impedir el ejercicio del 
derecho concedido.

Art. 598. El titulo, y, en su caso, la posesión de la servidum­
bre adquirida por prescripción, determinan los derechos del pre­
dio dom inante y las obligaciones del sirviente. En su defecto, se 
regirá la servidumbre por las di.sposiciones del presente titulo 
que le sean aplicables.

Art. 599. Si el dueño del predio sirviente se hubiere obligado,



al constituirse la servidumbre, á costear las obras necesarias ¡jara 
el uso y conservación de la misma, podrá librarse de esta carga 
abandonando su predio al dueño del dominante.

Art. 600. I.a comunidad de pastos sólo podrá establecerse en 
lo sucesivo por concesión expresa de los propietarios, que resulte 
de contrato ó de riltima voluntad, y no á favor de una universa­
lidad de bienes, sino á favor de determinados individuos, v sobre 
23redios también ciertos y determinados.

La servidumbre establecida conforme á este artículo se regirá 
por el titulo de su institución.

Art. 601. La comunidad de pasto en terrenos públicos, ya per­
tenezcan á los Municipios, ya al Estado, se regirá por las leyes 
administrativas.

Art. 602. Si entre los vecinos de uno ó más pueblos existiese 
comunidad de pastos, el propietario que cercase con tapia ó seto 
una finca la hará libre de la comunidad. Quedarán, sin embargo, 
subsistentes las demás servidumbres que sobre la misma estuvie­
sen establecidas.

El propietario que cercare su finca conservará su derecho-4 la 
comunidad de pastos en las otras fincas no cercadas.

Art. 603. El dueño de terrenos gravados’ con la servidumbre 
de pastos podrá redimir esta carga mediante el pago de su valor 
á los que teng’an derecho á la servidumbre.

A falta de convenio, se fijará el capital jjara la redención, sobre 
la base del 4 por 100 del valor anual de los pastos regulado por 
tasación pericial.

Art. 601. Lo dispuesto en el articulo anterior es aplicable á las 
servidumbres establecidas para el aprovechamiento de leñas y 
demás jjroductos de los montes de propiedad particular.

l e g is l a c ió n  e sp e c ia l  

Ley de 13 de Junio de 1879.—Aguas.

TÍTULO III
DE LAS SERVIDUMBRES EN MATERIA DE AGUAS
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CAPÍTULO VIII 
De las servidumbres naturales.

Art. 69. Los terrenos inferiores están Sujetos á recibir las 
aguas que naturalmente, sin obra de hombre, fluyen de las supe­
riores, asi como la piedra ó tierra que arrastran en su curso. Pero



si las aguas fuesen producto de alumbramientos artificiales ó so­
brantes de acequias de riego ó procedentes de establecimientos 
industriales que no hayan adquirido esta servidumbre, tendrá el 
dueño del predio inferior derecho á exigir resarcimiento de daños 
y perjuicios.

Los dueños de predios ó establecimientos inferiores podrán 
oponerse á recibir los sobrantes de establecimientos industriales 
que arrastren ó lleven en disolución substancias nocivas introdu­
cidas por los dueños de éstos.

Art. 70. Si en cualquiera de los casos del articulo precedente 
que confiere derecho de resarcimiento al predio inferior, le convi­
niese al dueño de éste dar inmediata salida á las aguas para exi­
mirse de la servidumbre, sin perjuicio para el superior ni para 
tercero, podrá hacerlo á su costa, ó bien aprovecharse eventual­
mente de las mismas aguas si le acomodase, renunciando entre 
tanto al resarcimiento.

Art. 71. El dueño del predio interior ó sirviente tiene también 
derecho á hacer dentro de él ribazos, malecones ó paredes que, 
sin impedir el curso do las aguas, sirvan para reg’ularizarlas ó 
para aprovecharlas en su caso.

Art. 72. Del mismo modo puede el dueño del predio superior 6 
dominante construir dentro de él ribazos, malecones ó paredes 
que, sin gravar la servidumbre del predio inferior-, suavicen las 
corrientes de las aguas, impidiendo que arrastren consigo la tie­
rra vegetal ó causen desperfectos en la finca.

Art. 73. Cuando el dueño de un predio varie la salida de las 
aguas procedentes de alumbramientos, segiin los artículos 2i y 68, 
y con ello se irrog-ase daño á tercero, podrá éste exigir indemni­
zación ó resarcimiento. No se reputa daño el contrariar ó supri­
mir el aprovechamiento de las ag’uas sobrantes á los que sólo 
eventualmente las disfrutan.

Art. 74. Cuando el agua acumule en un predio piedra, broza ú 
otros objetos, que embarazando su curso natural, puedan produ­
cir embalse con inundaciones, distracción de las ag-uas ri otros da­
ños, los interesados podrán exigir del dueño del predio que re­
mueva el estoi'bo ó les permita removerlo. Si hubiera lugar á in­
demnización de daños, será á cargo del causante.
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CAPITULO IX 
D e  las serv id u m b res  legales.

S eccid n  p rim era .

De la  servidumbre de acueducto.

Art. 15. Puede imponerse la servidumbre forzosa de acueducto 
para la conducción de aguas destinadas á algim servicio piiblico 
que no exija la expropiación de terrenos. Corresponde al Minis­
tro de Fomento decretar la servidumbre en las obras de cargo del 
Estado, y al Gobernador de la provincia en las provinciales y mu­
nicipales, con arreglo á los trámites que prescribe el Reglamento.

Art. 76. Si el acueducto hubiese de atravesar vías comunales, 
concederá el permiso el Alcalde, y cuando necesitase atravesar 
vias ó cauces públicos, lo concederá el Gobernador de la provin­
cia en la forma que prescribe el Reglamento. Cuando tuviese que 
cruzar canales de navegación ó ríos navegables y flotables, .otor­
gará el permiso el Gobierno.

Art. 77. Puede imponerse también la servidumbre forzosa de 
acúeducto para objeto de interés privado en los casos siguientes:

1. ” Establecimiento ó aumento de riegos.
2. " Establecimiento de baños y fábricas.
3. “ Desecación de lagmnas y terrenos pantanosos.
4. “ Evasión ó salidas de aguas procedentes de alumbramientos 

artificiales.
5. “ Salidas de aguas de escorrentias y drenajes.
En los tres primeros casos puede imponerse la servidumbre, no 

sólo para la conducción de las aguas necesarias, sino también 
para la evasión de las sobrantes.

Art. 78. Al Gobernador de la provincia corresponde, en los 
casos del articulo anterior, otorgar y decretar la servidumbre de 
acueducto.

Los que se sintieren perjudicados con las resoluciones del Go­
bernador podrán interponer el recurso de alzada ante el Ministe­
rio de Fomento en el plazo de treinta dias, y apelar en su caso á 
la Via contenciosa, conforme á lo establecido en el art. 211.

Art. 79. En todo caso deberá preceder al decreto de constitu­
ción de las servidumbres, la instrucción de expediente justifica­
tivo de la utilidad de lo que se intente imponer, con audiencia de 
los dueños de los predios que. hayan de sufrir el gravamen y



la de los Municipios ó prov'incias en que radican, en cuanto á 
éstas ó al Estado afecte la resolución.

Art. 80. El dueño del terreno sobre que trate de imponerse la 
servidumbre forzosa de acueducto, podrá oponerse por alguna de 
las causas siguientes:

1.  ̂ Por no ser el que las solicite dueño ó concesionario del 
agua ó del terreno en que intenta utilizarla para objeto de interés 
privado.

2. ®' Por podei’se establecer sobre otros predios con iguales 
ventajas para el que pretenda imponerla, y menores inconvenien­
tes para el que haya de sufrirla.

Art. 81. Si la oposición se fundase en la primera de las causas 
que se expresan en el artículo anterior, y al hacerla se acompa­
ñase justificación documentada de su existencia, podrá suspen­
derse el curso del expediente administrativo mientras los Tribu­
nales ordinarios no decidan la cuestión de propiedad.

Si la oposición fuese de seguinda categoría, ó hecha en otra 
torma, se tramitará y resolverá con audiencia de los interesados. 
En toda concesión de servidumbre se entenderá reservado el 
ejercicio de la via contenciosa á las personas á quienes el g’rava- 
men afecte en su derecho.

Art. 82. Cuando para objeto de interés piiblico se solicitase 
por particulares la imposición de servidumbre forzosa de acue­
ducto, se procederá en la tramitación de las solicitudes de la ma­
nera que previene el Reglamento para la ejecución de la pre­
sente ley.

Aro. 83. No puede imponerse la servidumbre forzosa de acue­
ducto para objeto de interés privado sobro edificios ni sobro jar­
dines ni huertas existentes al tiempo de hacerse la solicitud.

Art. 84. Tampoco podrá tener lugar la servidumbre forzosa 
de acueducto por dentro de otro acueducto preexistente; pero si 
el dueño de éste la consintiere y el dueño del predio sirviente se 
negare, se instruirá el oportuno expediente para oblig'ar al del 
predio á avenirse al nuevo gravamen, previa indemnización si se 
le ocupare mayor zona de terreno.

Art. 85. Cuando un terreno de regadío que recibe el ag’ua por 
un solo punto, se divida por herencia, venta ú otro titulo entre 
dos ó más dueños, los de la parte superior quedan obligados á 
dar paso al agua como servidumbre de acueducto para rieg'o de 
los interiores, sin poder exigir por ello indemnización, á no ha­
berse pactado otra cosa.

Art. 86. La servidumbre forzosa de acueducto se constituirá:
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1. “ Con acequia abierta cuando no sea peligrosa por su pro­
fundidad ó situación ni ofrezca otros inconvenientes.

2. “ Con acequia cubierta cuando lo exijan su profundidad, su 
contigüidad á habitaciones ó caminos, ó algún otro motivo análo­
go, ó á juicio de la Autoridad competente.

3. “ Con cañeria ó tuberia cuando puedan ser absorbidas otras 
aguas ya apropiadas; cuando ias aguas conducidas puedan infi­
cionar á otras ó absorber substancias nocivas ó causar daños á 
obras ó edificios, y siempre que resulte necesario del expediento 
que al efecto se forme.

Art. 87. La servidumbre forzosa de acueducto puede estable­
cerse temporal ó perpetuamente. Se entenderá perpetua para los 
efectos de esta ley cuando su duración exceda de seis años.

Art. 88. Si la servidumbre fuese temporal se abonará previa­
mente al dueño del terreno el duplo de arriendo correspondiente 
á la duración del g'ravamen, por la parto que se le ocupa, con la 
adición del importe de los daños y desperfectos para el resto de la 
finca, incluso los que procedan de su fraccionamiento por interjjo- 
sición de la acequia. Además, será de cargo del dueño del predio 
dominante el reponer las cosas á su antig’uo estado terminada la 
servidumbre. Si ésta fuese perpetua se abonará el valor del te­
rreno ocupado y el de los daños ó perjuicios que se causaren al 
resto de la finca.

Art. 89. La servidumbre temporal no puede prorrogarse, per'̂  
si convertirse en perpetua, sin necesidad de nueva concesión, 
abonando el concesionario lo establecido en el articulo anterior, 
previa deducción do lo satisfecho por la servidumbre temporal.

Art. 90. Serán de cuenta del que hajui promovido y obtenga la 
servidumbre de acueducto todas las obras necesarias para su 
construcción, conservación y limpia. Al efecto, se le autorizará 
para ocupar temporalmente los terrenos indispensables para el 
depósito de materiales, previa indemnización de daños y perjui­
cios, ó fianza suficiente en el caso do no ser éstos fáciles de pre­
ver, ó no conformarse con ella los interesados. Éstos ó la Admi­
nistración podrán compelerle á ejecutar las obras y mondas nece­
sarias para impedir estancamientos ó filtraciones que originen 
deterioros.

Art. 91. Al e.stablecerse la servidumbre forzosa de acueducto, 
se fijará, en vista de la naturaleza y configuración del terreno, la 
anchura que deben tener la acequia y sus márgenes, según la can­
tidad de agua que habrá de ser conducida.

Art. 92. A ia servidumbre forzosa de acueducto es inherento
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el derecho de paso por sus márgenes para su exclusivo servicio.
Art. 93. Si el acueducto atravesare vias piiblicas ó particula­

res, de cualquier naturaleza que sean, quedará obligado el que 
haya obtenido la concesión á construir y conservar las alcantari­
llas y puentes necesarios; y si hubiese de atravesar otros acue­
ductos, se procederá de modo que no retarde ni acelere el curso 
de las aguas, ni disminuya su caudal ni adultere su calidad.

Art. 94. Cuando el dueño de un acueducto que atraviese tie­
rras ajenas solicite aumentar su capacidad para que reciba mayor 
caudal de agua, se observarán los mismos trámites que para sii 
establecimiento.

Art. 95. El dueño de un acueducto podrá fortificar sus márg’e- 
nes con céspedes, estacadas, paredes ó ribazos de piedra suelta; 
pero no con plantaciones de ninguna clase. El dueño del predio 
sirviente tampoco podrá hacer plantación ni observación alguna 
de cultivo en las mismas márgenes, y las raíces que penetren en 
ellas podrán ser cortadas por el dueño del acueducto.

Art. 96. La servidumbre de acueducto no obsta para que el 
dueño del predio sirviente pueda cerrarlo y cercarlo, asi como edi­
ficar sobre el acueducto mismo, de manera que éste no experi­
mente perjuicio ni so imposibiliten las operaciones y limpias ne­
cesarias. Las hará oportunamente el dueño del acueducto, dando 
aviso anticipado al dueño, arrendatario ó administrador del pre­
dio sirviente. Si para la limpieza y monda fuese preciso demoler 
parte de alguin edificio, el coste de su reparación será de cargo de 
quien hubiere edificado sobro el acueducto, en casó de no haber 
dejado las correspondientes aberturas ó boquetes para aquel ser­
vicio.

Art. 97. El dueño del predio sirviente podrá construir sobre el 
acueducto puentes para pasar de una á otra parte del predio; pero 
lo hará con la solidez necesaria y de manera qne no se amen­
güen las dimensiones del acueducto ni se embarace el curso del 
ag'ua.

Art. 98. En toda acequia ó acueducto, el agua, el cauce, los 
cajeros y las márgenes serán considerados como parte integrante 
de la heredad ó edificio á que van destinadas las aguas.

Art. 99. Kadie podrá, sino en los casos de los artículos 96 y 97, 
construir edificio ni puente sobre acequia ó acueducto ajeno, ni 
derivar agua, ni aprovecharse de los productos de ella ni de los 
do sus márgenes, ni utilizar la fuerza de la corriente sin expreso 
consentimiento del dueño.

Tampoco podrán los dueños de los predios que atravesase una



acequia ó acueducto ó por cuyos linderos corriese, alegar derecho 
de posesión al aprovechamiento de su cauce ni márgenes, á no 
fundarse en títulos de propiedad expresivos de tal derecho. Si 
por ser la acequia de construcción inmemorial ó por otra causa 
no estuviese bien determinada la anchura de su cauce, se fijará 
según el art. 91, cuando no hubiese restos y vestigios antiguos que 
la comprueben.

En las acequias pertenecientes á comunidades de regantes se 
observará sobre el aprovechamiento de las corrientes y de los cau­
ces y márgenes lo prescrito en las Ordenanzas municipales.

Art. loo. La concesión de la ser’vidumbre leg’al de acueducto 
sobre los predios ajenos caducará si dentro del plazo que se hu­
biere fijado no hiciese el concesionario uso de ella después de com­
pletamente satisfecho al dueño de cada predio sirviente la valoría 
según el art. 88.

La servidumbre ya establecida se extinguirá:
1. “ Por consolidación, ó séase reuniéndose en una sola persona 

el dominio de las aguas y el de los terrenos afectos á la servi­
dumbre.

2. " Por espirar el plazo menor de diez años fijado en la conce­
sión de la servidumbre temporal.

3. “ Por el no uso durante el tiempo de veinte años, ya por im­
posibilidad ó negligencia de parte del dueño de la servidumbre, 
ya por actos del sirviente contrario á ella, sin contradicción del 
dominante.

4. ° Por enajenación forzosa por causa de utilidad pública. El 
uso de la servidumbre de acueducto, por cualquiera de los con­
dóminos, conserva el derecho para todos, impidiendo la prescrip­
ción por falta de uso.

Extinguida una servidumbre temporal de acueducto por el 
transcurso del tiempo y vencimiento del plazo, el dueño de ella 
tendrá solamente derecho á aprovecharse de las cosas en su pri­
mitivo estado.

Lo mismo se entenderá respecto del acueducto perpetuo cuya 
servidumbre se extinguiese por no posibilidad ó desuso.

Art. 101. Las servidumbres urbanas de acueducto, canal, puen­
te, cloaca, sumidero y demás establecidas para el servdcio públi­
co y privado de las poblaciones, edificios, jardines y fábricas, se 
regirán por las Ordenanzas generales y locales de policía urbana.

Las procedentes de contratos privados que no afecten á las 
atribuciones de los Cuerpos municipales se regirán por las leyes 
comunes.
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S b c c í<Si i  M esrunda.

Do la servidumbre de estribo y  de parada ó partidor.

Art. 102. Puede imponerse la servidumbre forzosa de estribo 
cuando el que intente construir una presa no sea dueño de las 
riberas ó terrenos donde haya de apoyarlas, y el ag’ua que por ella 
deba tomar se destine A. un servicio piiblico ó de interés privado 
de los comprendidos en el art. 7̂.

Art. 103. Las concesiones para esta clase de servidumbres se 
otorgarán por la Administración en la forma y según los términos 
prescritos en la sección primera de este capitulo.

Art. 104. Decretada la servidumbre forzosa de estribo de presa, 
se abonará al dueño del predio ó predios sirvientes el valor que 
por la ocupación del terreno corresponda, y después se le indem­
nizará de los daños y perjuicios que pudieran haber experimentado 
las fincas.

Art. 105. El que para dar riego á su heredad ó mejorarla ne­
cesite construir parada ó partidor en la acequia ó regadera por 
donde haya de recibirlo, sin vejamen ni mermas á los demás re­
gantes, podrá exigir que los dueños de las márgenes permitan su 
construcción previo abono de daños y perjuicios, incluso los que 
se originen en la nueva servidumbre.

Art. 106. Silos dueños de las márgenes se opusieran, el Alcalde, 
después de oirlos y al Sindicato encargado de la distribución del 
agua, si lo hubiese, ó por falta de éste al Ayuntamiento, podrá 
conceder el permiso. De la resolución del Alcalde cabrá recurso 
ante el Gobernador de la provincia.

S ec ció n  tercera .

De la servidumbre de abrevadero y  saca de aguas.

Art. I',i7. Las servidumbres forzosas de abrevadero y saca de 
agua solamente podrán imponerse por causa de utilidad pública 
en favor de alguna población ó caserío, previa la correspondiente 
indemnización.

Art. 108. Xo se impondrán en lo sucesivo estas servidumbres 
sobre los pozos ordinarios, las cisternas ó algibes, ni los edificios 
ó terrenos cercados con pared.

Art. 109. Las servidumbres de^abrevadero y de saca de ag*uas



llevan consig’o la obligación de los predios sirvientes de dar paso 
d personas y ganados hasta el pnnto donde hayan de ejercerse 
aqnéllas, debiendo ser extensiva á este servicio la indemnización.

Art. 110. Son aplicables á las concesiones de esta clase de servi­
dumbres las prescripciones que se dejan establecidas para el otor­
gamiento de las de acueducto; al decretarlas se fijará, segirn su 
objeto y las circunstancias de la localidad, la anchura de la vía ó 
senda que haya de conducir al abrevadero ó punto destinado para 
sacar agua.

Art. 111. Los dueños de los predios sirvientes podrán variarla 
dirección de la via ó senda destinada al uso de estas servidumbres, 
pero no su anchura ni entrada, y en todo caso sin que la varia­
ción perjudique el uso de la servidumbre.
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S eccid n  cu arta .

De la servidumbre de camino de sirga y  demás inherentes 
á los predios ribereños.

Art. 11?. Los predios contiguos á las riberas de los ríos nave­
gables ó fiotables están sujetos á la servidumbre de camino de 
sirga. La anchura de éste será de un metro si se destinara á pea­
tones y de dos si á caballerías. Cuando lo escarpado del terreno ú 
otros obstáculos lo exijan, el camino de sirga se abrirá por el si­
tio más conveniente; pero en este caso, y siempre que el camino 
penetre en las propiedades colindantes más de la zona señalada al 
camino de sirga, se abonará á los dueños de aquéllos el valor del 
terreno que se ocupe.

Art. 113. El Gobierno, al clasificar los ríos navegables y flota­
bles, determinará la margen del mismo por donde haya de llevarse 
en cada sitio del camino de sirga.

Art. 114. En los ríos que en lo sucesivo adquieran las condi­
ciones de navegables ó flotables, por virtud de obras que en ellos 
se ejecuten, precederá al establecimiento del camino de sirga la 
correspondiente indemnización, con arreglo á la ley de Expropia­
ción forzosa.

Art. 115. Cuando un rio navegable ó flotable deje permanen­
temente de serlo, cesará también la servidumbre de camino de 
sirga.

Art. 116. La servidumbre de camino de sirga es exclusiva 
para el servicio de la navegación y flotación fluvial.

Art. 117. Para los canales de navegación no se impondrá la 
servidumbre de sirg-a sino en caso de aci'editarse su necesidad.
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Art. lis. En el camino de sirga no podrán hacerse plantacio­
nes, siembras, cercas, zanjas ni otras obras que embaracen su uso.

El dueño del terreno podrá, no obstante, aprovecharse exclu- 
.sivamente de las leñas bajas ó hierbas que'naturalmente se crien 
en él.

Art. 119. Las ramas de los árboles que ofrezcan obstáculos á la 
navegación ó flotación y al camino de sirga serán cortadas á con­
veniente altura.

Art. 120. Los predios ribereños están sujetos á la servidumbre 
de que en ellos se sujeten ó aflancen las maromas ó cables nece­
sarios para el establecimiento de barcas de paso, previa indemni­
zación de daños y perjuicios, asi como á consentir el amarre ac­
cidental y en casos extremos, de embarcaciones tí. objetos flotan­
tes de tránsito, indemnizando también.

Art. 121. Si para precaver que las avenidas arrebaten las ma­
deras ú objetos conducidos á flote por los ríos fuese necesario ex­
traerlos y depositarlos en los predios ribereños, los dueños de és­
tos no podrá impedirlo, y sólo tendrán derecho al abono de daños 
y perjuicios. A él quedarán especialmente responsables las ma­
deras ú objetos, los cuales no se retirarán sin que sus conductores 
hayan pagado ó prestado fianza.

Art. 122. También están sujetos los predios ribereños á consen­
tir que so depositen en ellos las mercancías descargadas y salva­
das en caso de averia, naufragio ú otra necesidad urgente, que­
dando responsables las mismas al abono de daños y perjuicios en 
los términos del artículo anterior.

Art. 122. Los dueños de las márg-enes de los ríos están obliga­
dos á permitir que ios pescadores tiendan y sequen en olios sus 
redes y depositen temporalmente el producto de la pesca, sin in­
ternarse en la finca ni separarse más de tres metros de la orilla 
del rio, según el art. 3(5, á menos que los accidentes del terreno 
exijan en algún caso la fijación de mayor anchura. Donde no 
exista la servidumbre de tránsito por las márgenes para los apro­
vechamientos comunes de las aguas, podrá el Gobernador estable­
cerla señalando su anchura, previa la indemnización correspon­
diente.

Art. 124. Cuando los cauces de los ríos ó barrancos hayan de 
desbrozarse y limpiarse de arena, piedra ú otros objetos deposita­
dos por las aguas que, obtruyendo ó torciendo su curso, amenacen 
con sus daños, se someterán ios predios ribereños á la servidumbre 
temporal y depósito do las materias o.xtraidas, abonándose los 
daños y perjuicios ó dándose la oportuna fianza.



Art. 125. El establecimiento de todas estas servidumbres, in­
cluso la de tránsito por las márgenes para aprovechamientos co­
munes de las aguas, compete á la Administración en los grados y 
términos que queda previsto para los de la sección primera de este 
capitulo.

C A R R E T E R A S

Real decreto de 14 de Julio de \Z^9.— B e g la m e n to p a r a la  ejeeu ción de  
la le y  de 11 de A b r il de 1 8 4 9  sobre las tra vesía s de los p u eb lo s  
p o r  don de cruzan las ca rretera s p rin cip a les .
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CAPITULO II

Dispósiciones relativas á las obras y á la conservación 
y policía de las travesías.

Art. 22. Los edificios cercados y terrenos que con arreg’lo á la 
traza y alineaciones del plan de travesía deben ocuparse para su 
mayor ensanche y regularidad, quedan sujetos á la enajenación 
forzosa de la propiedad particular, en el modo y forma que dispone 
la ley de 17 de Julio de 1836 (1), y la aprobación del referido plan, 
obtenida por los trámites señalados en el cap. I de este Reglamento, 
valdrá como declaración solemne de que las obras comprendidas 
en dicho plan son de utilidad pública.

Art. 23. Para todos los edificios y cercados que se hayan de ha­
cer de nuevo ó que se reconstruyan en la confrontación de las tra­
vesías, después de aprobado el plan respectivo, será necesaria tra­
viesa especial, señalándose en ella, para las fachadas, las alinea­
ciones y rasantes que deban darse á la obra, conforme al referido 
plan.

Art. 24. No podrán señalarse otras alineaciones y rasantes ni 
modificarse las que resulten del plan aprobado para toda la trave­
sía, tratándose de obras de particulares; pero si éstas fueren de in­
terés público y conviniese introducir'alguna variación, deberá ser 
aprobada de Real orden, previo el oportuno expediente, instruido 
conforme á lo dispuesto en el art. 1.“ de este Reglamento.

(1) Hoy rige la ley de 10 de Enero de 1879.



■ Art. 26. Se considerarán como parte de la via pública en las 
travesías, además del firme ó empedrado que constituye su parte 
principal, las cunetas y alcantarillas de desag-üe, las aceras, los 
paseos laterales, sus arbolados y las demás partes accesorias que 
exigieron las circunstancias de la población y las topográficas de 
la travesía.
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Real orden de 19 de Enero de 1867.— R eglam en to p a r a la  conservación  
y  p olicía  de las ca rretera s.

CAPÍTULO I

D e  la conservación  de las ca rretera s .

Art. 1.“ Los cultivadores de heredades próximas al camino que 
ocasionen con sus labores cualquier daño á los muros de sosteni­
miento, alcantarillas, estribos de puentes y cualesquiera otras 
obras de aquél, ó laboreen en sus escarpes, incurrirán en la multa 
de 5 á 20 escudos, además de subsanar el perjuicio causado. Incu­
rrirán en la misma pena cuando se adelanten á cultivar fuera de 
la zona de su pertenencia.

Art. 3.® Los dueños de heredades lindantes con el camino no 
podrán impedir el libre curso de las aguas que provengan de él, 
haciendo zanjas ó calzadas, ó elevando el terreno de su propiedad.

CAPITULO II

D el trán sito p o r  las ca rretera».

Art. 15. Los Alcaldes cuidarán, en sus respectivos términos ju­
risdiccionales, de que el camino y sus márg’enes estén desembara­
zados y sin nada que obstruya el tránsito, especialmente en las 
travesías de los pueblos.

Art. 16. No podrán los particulares hacer acopios de materiales 
de construcción, tierras ó abonos, amontonar mieses ni otro objeto 
cualquiera sobre el camino, sus paseos ó cunetas, ni colgar ó ten­
der en él ropas ni tolas. A los contraventores se impondrá una 
multa de dos á tres escudos la primera vez y doble si reincidiesen.

TOMO II 19



Art. 20. No se establecerán ting-lados ni puestos en el camino, 
sus paseos y márgenes, aunque sean para la venta de comestibles, 
sin la correspondiente licencia.
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CAPITULO III

D e las obras con tigu a s á las ca rreteras.

Art. 29. En las fachadas de las casas contiguas al camino no se 
colocará objeto alguno colgante ó .saliente que pueda causar inco­
modidad ó peligro á los pasajeros, caballerías y carniajes. En caso 
de contravención, los Alcaldes señalarán un breve término para 
que se quiten los estorbos, imponiendo la multa de dos á ocho es­
cudos al que no lo haga en el plazo señalado.

Art. 30. Cuando los edificios contiguos al camino, y en particu­
lar las fachadas que le den frente, amenacen ruina, los Alcaldes 
darán aviso inmediatamente al Ingeniero encarg’ado de la carre­
tera por medio de los peones camineros ó de otro, dependiente del 
ramo de carreteras.

Art. 31. El Ingeniero deberá, á consecuencia de este aviso ó de 
cualquier otro que llegue á su noticia, reconocer el edificio, ya sea 
piiblico ó particular, que se crea pueda caer sobre el camino, y si 
en efecto lo halla en mal estado, dará conocimiento do ello al Al­
calde, expresando si la ruina parece ó no próxima, y advirtiéndole 
al mismo tiempo si el edificio es de los que, en virtud de alinea­
ción aprobada, se halla sujeto á retirar su linea de fachada para 
dar mayor ensanche á la via pública.

Art. 32. A menos de 25 metros de distancia de la carretera no 
se podrá construir edificio alguno, corral para ganados, alcanta­
rilla ni obra que salga del camino á las posesiones contiguas, ni es- 
tabiecer presas, artefactos ó cauces para la toma y conducción, sin 
la correspondiente licencia.

Tampoco será licito hacer represas, pozos ó abrevaderos á dis­
tancia menor de 25 metros de ia parte exterior de los puentes y al­
cantarillas y de las márgenes de los caminos, ni practicar calicatas 
y cualquiera otra operación minera á menos de 40 metros de la ca­
rretera. Los contraventores incurrirán en la mjilta de cinco á 20 
escudos, además de subsanar el perjuicio causado.

Art. 33. Las peticiones de licencia para construir ó edificar en 
las expresadas fajas de terreno á ambos lados del camino se dirigí-



rân al Alcalde del pueblo respectivo, expresando el paraje, calidad 
y destino del edificio ú obra que se trata de ejecutar.

Art. 34. El Alcalde remitirá dichas instancias, con las observa­
ciones que estime oportunas, al Ing’eniero encargado de la carre­
tera para que, previo reconocimiento, señale la distancia y alinea­
ción á que la obra proyectada haya de sujetarse frente al camino, 
con las demás condiciones facultativas que deben observarse en 
su ejecución, á fin de que no cause perjuicio á la vía pública ni á 
sus paseos y arbolados.

Los solicitantes estarán obligados á presentar el plano de la 
obra proyectada, si el Ingeniero lo cree necesario para dar dicta­
men con el debido conocimiento.

Art. 35. Los Alcaldes en sus respectivas jurisdicciones, y pre­
vio el citado informe del Ingeniero, concederán licencia para cons­
truir ó reedificar, con sujeción á la alineación y condiciones que 
éste hubiese marcado, cuidando de que sean observadas puntual­
mente por el dueño de la obra.

Art. 36. A los que sin la licencia expresada ejecuten cualquier 
construcción dentro de la distancia de 25 metros á uno y otro lado 
del camino, se aparten de la alineación marcada ó no observen las 
condiciones con que se les haya concedido la licencia, les obligará 
el Alcalde á demoler la obra, caso de que perjudique á la carre­
tera, sus paseos, cunetas y arbolados.
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CAPITULO V 

D isp oa icion es g en era les.

Art. 46. El presente Reglamento os extensivo en todas sus par­
tes ájas carreteras que se conserven por cuenta de las provincias, 
de los pueblos y de los particulares.

Art. 47. Xo se reconoce fuero especial ni privilegiado para los 
que infrinjan las disposiciones del mismo.

Art. 48. Los Gobernadores cuidarán en sus respectivas provin­
cias de que se observen puntualmente estas disposiciones, proce­
diendo contra los Alcaldes que hayan cometido ó tolerado cual­
quier infracción.

Art. 49. Se entregará un ejemplar del presente Reglamento á 
cada uno de los Alcaldes de los pueblos por cuyos términos muni­
cipales cruce alguna carretera, y asimismo à todos los peones ca-



mineros, capataces, guardas y demás empleados del ramo de ca­
minos.
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Real orden de 3 de Febrero de 1871. —  C on servación  de ca rreteras.

Primera. Que las travesías de los caminos ordinarios por el in­
terior de las poblaciones se hallen sujetas con todo rigor á los Re­
glamentos para la conservación y policía de las carreteras, y que 
bajo ningún concepto pueden considerarse las calles que las for­
man como vías puramente urbanas, sino sólo como parto inte­
grante de las mismas carreteras.

Segunda. Que todos los edificios que en las citadas travesías 
se construyan, modifiquen ó reparen, se hallan sujetas á lo que 
previene el citado Reglamento respecto á las obras contiguas alas 
carreteras.

Tercera. Que estas travesías las constituyen las callos por donde 
se haya construido la carretera ó las que sirvan para unir ó enla­
zar dos trozos de una misma carretera, con arreglo á su proyecto, 
y por las que se establezca la circulación general, aun cuando no 
se hubiese ejecutado obra alguna.

Cuarta. Que las alineaciones de los edificios de las calles trave­
sías se sujetarán á lo que dispone la ley y Reglamento de 1849, y 
en los expedientes que puedan formarse por los Arquitectos pro­
vinciales ó titulares de los Ay'untamientos para las alineaciones de 
calles de un pireblo que formen travesía de alguna carretera, han 
de ser precisamente examinados en último término en las provin­
cias por los Ingenieros jefes, y, en último trámite y resolución, 
cuando se trate de proyectos de nuevas travesías ó reformas ge­
nerales délas existentes, por el Ministerio de Fomento.

Quinta. Que la aprobación de las alineaciones ó de los proyec­
tos de cualquiera construcción en las travesías, no exime á los Al­
caldes de oir y sujetar las licencias para su ejecución á las reglas 
y precauciones que los Ingenieros encargados de las carreteras 
deben dictar con sujeción á lo que mandan los artículos 35 y 36 
del citado Reglamento.

Sexta. Que los Alcaldes deben’cuidar de que el Reglamento se 
cumpla con todo rigor y esmeradamente dentro de las travesías de 
los pueblos, y los Gobernadores recomendar y hacer responsables 
á los Alcaldes de toda infracción al mismo que toleraran ó no cas­
tigaren.
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Ley de 6 de Julio de 1859.— Calicatas y  labores m in era s.

Art. 12. No pueden abrirse calicata.s ni otras labores mineras á 
menor distancia de 40 metros de un edificio, camino de hierro, ca­
rretera, canal, fuente, abrevadero ri otra servidumbre pública, 
y 1.400 de los puntos fortificados, á menos de que en este liltimo 
se obteng’a licencia de la autoridad militar, y en los demús del Go­
bernador si se tratase de servicios ó servidumbres públicas, ó del 
dueño cuando se trate de edificios de propiedad particular.

Decreto-ley de 29 de Diciembre de 1868.— L a b o reo  de m in a s.

Art. 24. Todo minero deberá facilitar la ventilación de las mi­
nas colindantes, y estará sujeto á la servidumbre del paso de 
aguas de dichas minas hacia el desagüe general, y .asimismo á las 
reglas de policía que en el Reglamento especial se determinen. 
Pero en todas estas servidumbres precederá la correspondiente ta­
sación é indemnización.

Art. 25. Para ejecutar galerías de investigación, transporte ó 
desagüe, se seguirán las reglas que marca el art. 18.

Art. 26. Todo dueño de minas indemnizará por convenios pri­
vados ó por tasación de Peritos, con sujeción á las leyes comunes, 
los daños y perjuicios que ocasionare á otras minas, ya por acu­
mulación de aguas en sus labores si requerido no las achicase en 
el plazo de Reglamento, ya de otro modo cualquiera por el cual re­
sultase menosc.abo á intereses ajenos dentro ó fuera do las minas.

Entre los perjuicios ocasionados se contarán siempre los que 
correspondan al tiempo que tarde eu verificarse el des.agüe, y 
además entregará el causante al dueño de la mina perjudicada 
una parte de los beneficios obtenidos, silos hubiere, á juicio de 
Perito.

Art. 27. Los mineros se concertarán libremente con los dueños 
de la superficie acerca de la extensión que necesiten ocupar para 
almacenes, talleres, lavaderos, oficinas de beneficio, depósitos de 
escombros ó escorias, instalación de máquinas , boca-minas, etc. 
Si no pudieran avenirse, ya en cuanto á la extensión, ya en cuanto
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al precio, el dueño de la mina solicitará del Gobernador la aplica­
ción de la ley sobre utilidad pública.

En los informes del Ingeniero y de la Diputación se tendrán en 
cuenta y se apreciará como corresponda; primero, la necesidad de 
la expropiación; segundo, las ventajas que por una y otra parte 
ofrecen, ya la explotación de las minas, ya el cultivo ó explotación 
del suelo, para poner en claro de este modo cuál de ambos intere­
ses debe ser atendido.

En todo caso deberá preceder al acto de expropiar la corres­
pondiente indemnización.

M O N TE S

Ordenanza general de Montes de 22 de Diciembre de 1833.— P roh ib ición  

de corta r y  con stru ir .

Art. Iñl. Los propietarios colindantes no podrán cortar las ra­
mas ó las raíces de los árboles que estén en las lindes del monte, 
aunque las extiendan dentro de su propiedad,’ si el árbol tiene ya 
más de treinta años. Aunque el árbol tenga menos edad, no po­
drá tampoco hacerse ámenos de diez varas del tronco, sin la auto­
rización competente, bajo la multa ordinaria de toda corta en 
contravención de Ordenanza.

Art. 154. No podrá establecerse ningiin horno de cal, yeso, la­
drillo ó tejas, ni temporalmente ni á perpctiridad, á menor distan­
cia de mil varas de los lindes del monte, ni menos dentro de él, sin 
mi Real licencia, á propuesta de la Dirección general, bajo la multa 
de 300 á 1.500 reales vellón y la demolición de lo que se hubiere 
construido.

Art. 155. Tampoco se podrá, sin igual licencia, construir bajo 
ningún pretexto, ning’una choza, barraca ó cobertizo, dentro ni á 
la distancia de mil varas -del linde del bosque, so pena de 160 rea 
les vellón y su demolición inmediatamente.

Art. 156. No se piodrá construir ediflcio ni casa de labor, sin 
igual previa licencia, á la distancia de 500 varas de un monte, 
cuya cabida sea mayor de 25.000 varas cuadradas, so pena de de­
molición. Si alguno pidiese la licencia, tomará recibo del Comisario 
del distrito, quien la enviará á la Dirección, expresando el dia en



que presenta la solicitud, y si pasasen seis meses sin negarla, po­
drá proceder á la construcción del edificio o casa que intentaba.

Art. 158. Los habitantes de casas de iabor ó edificios ya exis­
tentes, ó que se permitan construir dentro del radio prohibido, no 
podrán tener allí ningún taller de labrar maderas ni almacén para 
el comercio de ellas sin mi Real permiso, á consulta de la Dirección 
g'eneral de Montes, so pena de 160 reales de multa y la confisca­
ción de ias maderas. Y si los que hubiesen obtenido este permiso 
dieren lugar á ser castigados por cualquier otro delito de montes, 
se les podrá recoger la licencia.

Art. 159. Ni dentro del monte ni á 2.000 varas de él podrá es­
tablecerse, sin ig’ual permiso mió, ninguna sierra de maderas, bajo 
la pena desde 160 á 1.500 reales vellón y su demolición ó destruc­
ción inmediata.

Art. 160. Están exceptuados de las cuatro disposiciones prece­
dentes ias casas ó artefactos que formen parte y estén en el recinto 
del vecindario del pueblo inmediato, aunque no se hallen fuera de 
las distancias señaladas.

Ley de 24 de Mayo de M o n tes p ú b lico s.

Art. 9.“ Subsistirán en los montes públicos las servidumbres, 
así como ios aprovechamientos vecinales que existan legítima­
mente, cuando ni las unas ni los otros sean incompatibles con la 
conservación del arbolado.

Si lo fueren, cesarán ó se regularizarán, cuando haya posibili­
dad de esto último, á juicio del Gobierno, teniendo presente las 
condiciones locales, é indemnizando previamente á ios poseedores 
en los casos en que la justicia lo exija.

El Gobierno declarará la incompatibilidad de aquellas servi­
dumbres y aprovechamientos, previa la instrucción del oportuno 
expediente, en el que se hará constar el informe facultativo del In­
geniero de Montes de la provincia y del Perito que podrán nom­
brar ios interesados. Contra ias resoluciones que en su vista 
adopte ia Administración podrá intentarse el recurso contencioso.



Reglamento de 17 de Mayo de 1865.— E jecu c ión  de la le y  
de 2 4  de M a y o  de 1 8 6 3 .
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TITULO V

S ervid u m b res sobre los m on tes p ú blicos y  ap rovech am ien tos  
vecin ales.

Art. 12. Las cuestiones que se susciten sobre subsistencia ó no 
subsistencia de servidumbres y aprovechamientos vecinales en 
los montes de carácter público, se examinarán y resolverán por la 
Administración, sin perjuicio de lo que, á falta de conformidad de 
las partes, juzguen y fallen los Tribunales.

Art. '13. Cuando la servidumbre constituida á favor de parti­
culares o Corporaciones no sea objeto de cuestión, y sin embargo, 
se considere incompatible con la conservación del arbolado jde un 
monte priblico, el Gobierno podrá declarar la incompatibilidad, 
indemnizando previamente al poseedor si lo exigiese.

Para graduar el valor de la indemnización se pedirá informe 
al Ingeniero, y si aquel á cuyo favor esté constituida la servi­
dumbre no se conformase con la tasación, se observará lo dis­
puesto en los artículos 56 y 57.

Art. 74:. La incompatibilidad de las servidumbres y aprovecha­
mientos vecinales sólo podrá declararse por el Gobierno cuando 
se probare, con audiencia de los interesados, que aun regulariza­
dos de un modo ó forma distinta, son inconciliables con la con­
servación del arbolado.

En este caso, si el monte respecto del que se declara la incom­
patibilidad de la servidumbre ó del aprovechamiento, es del Es­
tado, el Gobierno indemnizará á los poseedores con la cantidad ó 
en el modo y forma que parezca más conveniente, previo informe 
del Ingeniero de la provincia y de la Junta consultiva del ramo.

Cuando el monte sea de algún pueblo ó establecimiento pú­
blico, será de cuenta de ellos la indemnización.

Art. 75. Para que haya lugar á la indemnización de que trata 
el articulo precedente, es necesario qtte la servidumbre ó disfrute 
vecinal se funde en algún titulo legitimo de los que reconoce el 
derecho.

En los demás caso.s, sólo teniendo presentes circunstancias de



localidad y razones de que únicamente puede ser apreciador el 
Gobierno, podrá otorgarse indemnización.

Art. le. Los Ingenieros de Montes destinados al servicio de las 
provincias, ó los que el Gobierno comisione esiíecialmente al efecto, 
redactarán una Memoria de los montes situados en el término de 
cada pueblo, sujetos á alguna servidumbre ó aprovechamiento ve­
cinal, expresando en ella el titulo ó la posesión que legitimen el 
ejercicio de aquel derecho y demostrando facultativamente si su 
subsistencia es ó no compatible con la conservación del arbolado.

Art. 11. Si el monte no sufriese ningún perjuicio por la conti­
nuación de la scrv'idumbre ó aproyechamiento, reconocidos como 
legítimos, se respetarán éstos mientras los que estén en posesión 
del disfrute no consientan voluntariamente en su extinción y con­
vengan con el dueño del monte en la indemnización que hayan 
de percibir.

Art. 78. Cuando el Ing-eniero encargado considere la servi­
dumbre ó aprovechamiento incompatibles con la conservación del 
arbolado de un monte, lo expondrá en una comunicación razo­
nada al Gobei-nador de la provincia, y éste dispondrá la instruc­
ción del expediente en que se oiga al particular. Corporación ó 
común de vecinos interesados en la continuación de aquel grava­
men, á un Perito, que podrán nombrar los mismos, y al Consejo 
provincial.

Art. 79. Instruido el expediente en los términos prescritos, el 
Gobernador lo elevará al Ministerio de Fomento, el que, previos 
los informes que estime convenientes, declarará la compatibilidad 
ó incompatibilidad de la servidumbre ó aprovechamiento.

Contra la resolución que dicte el Ministro de Fomento sólo po­
drá acudirse por la vía contencioso-administrativa ante el Consejo 
de Estado.

Ley de II de Julio de 1877.—Hepohlación de lo.‘i ciaron, calveros 
y rasos de los montes públicos.

Art. 7." Con arreglo á lo que dispone el art. 9.“ de la ley de ‘¿4 
de Mayo de 1863 y el tit. V del Reglamento que para su ejecución 
se dictó en 17 de Mayo de 1865, se procederá por los Ingenieros á 
practicar un detenido estudio de todas las servidumbres que g*ravi­
tan sobre los montes, proponiendo on su caso lo más conveniente 
para la existencia de los mismos.



Real decreto de 18 de Enero de 1878.— C u m p lim ien to  de la le y  de 11
de J u lio de 1 8 1 1  sobre rep obla ción  y  m ejora  de los m ontes p ú ­
blicos.
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CAPITULO Vi l  

S erv id u m b res.

Art. 33. Los Ingenieros, en el detenido estudio que hagan de 
las servidumbres que graviten sobre los montes en cumplimiento 
del art. 7.° de la ley de 11 de Julio de 1877, procurarán poner en 
claro;

1. " Origen de las servidumbres.
2. “ Sus condiciones legales.
3. “ Títulos que determinen su existencia.
4. “ Naturaleza de las servidumbres, si son continuas ó discou- 

tinuas.
5. ” Si hay ó no abuso en el aprovechamiento de las mismas y 

modo de corregirlo.
Y ’ó.“ Medio de redimirlas en el caso previsto por la ley de ser 

incompatible con la existencia de los montes.

T E L E F O N O S

Real decreto de 2 de Enero de 1891. - lieglai^iento p a r a  la  ejecu ción  
del Heal decreto de 11  de N o v iem b re  de 1 8 9 0  reorg a n iza n d o el 
establecim iento y  exp lota ción  del servicio  telefón ico .

Articulo 1.“ Para el establecimiento de una red telefónica por 
el Estado, precederá un estudio que deberá constar: primero, de 
una Memoria en que se detalle la importancia de la red que se 
proponga establecer, población, industria, comercio y riqueza en 
general de la zona que haya de comprender; seguindo, de un plano 
arreglado á escala que abrace todo el territorio á que ha de exten­
derse la red, señalando en él los puntos más convenientes para el 
emplazamiento de la central y sucursales; tercero, de un presu­
puesto aproximado del coste que podrá tener la instalación de la



!

central y sucursales con las comunicaciones necesarias para unir­
las entre si, y cuarto, de otro presujiuesto del coste probable de la 
instalación de cada estación de abonado, tomando como long’itud 
de la linea la mitad del radio que ha de comprender la red (11.

Art. 215. Las redes y lineas telefónicas se considerarán de ser­
vicio piiblico para todos los efectos de expropiación, servidum­
bres y relación con la propiedad particular, siendo de cuenta del 
concesionario los procedimientos que sean necesarios para hacer 
valer el derecho y el abono de la indemnización que por estos con­
ceptos corresponda.

ZONA DE FEEHOCARKILES

Ley de 29 de Noviembre de Policía de ferrocarriles.

Articulo 1.“ Son aplicables á los ferrocarriles las leyes y las 
disposiciones de la Administración, relativas á carreteras, que 
tienen por objeto:

Primero. La conservación de cunetas, taludes, muros, obras 
de fábrica ó de cualquiera otra clase.

Segundo. Las servidumbres para la conservación de la via, 
impuestas á las heredades inmediatas.

Tercero. L.as servidumbres impuestas á estas mismas hereda­
des respecto á alineaciones, construcciones de todas clases, aper­
turas de zanjas, libre curso de las aguas, pl.antaciones, poda de 
árboles, explotación de minas, de terrenos, de escoriales, de can­
teras y de cualquiera otra clase. La zona á que se extienden estas 
servidumbres es la de 20 metros á cada lado del ferrocarril.

Cuarto. Las prohibicioues que tienden á evitar toda clase de 
daño á la via.

Quinto. La prohibición de poner objetos colg’antes ó salientes 
que ofrezcan incomodidad ó peligro á las personas ó á la via.

Sexto. La prohibición de establecer acopios de materiales, pie­
dras, tierras, abonos, frutos ó cualquier otro objeto que perjudi­
que al libre tránsito.

Art. 3." En una zona de tres metros á uno y otro lado del fe-
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(1) Los mismos requisitos habrán de expresarse en la concesión de 
redes telelónicas explotadas por Compañías ó particulares (art. 4."j.



rrocan-il, sólo se podrán construir en adelante muros ó paredes de 
cerca, pero no fachadas que tengan aberturas y salidas sobre el 
camino. Esta disposición no es extensiva á las construcciones an­
teriores á la promulgación de esta ley ó al establecimiento de un 
camino de hierro, las cuales podrán ser reparadas y conservadas 
en el estado que tuvieren, pero sin que sean reedificadas. Si fuese 
necesario hacer alguna demolición ó modificación de fábrica en 
beneficio del ferrocarril, se procederá con arregdo á lo que pre­
viene el articulo li de esta ley.

Art. 4." Dentro de la zona marcada en el párrafo 3." del ar­
ticulo l.°, no se podrán construir edificios cubiertos con cañizos ri 
oti as materias combustibles en los ferrocarriles explotados con 
locomotoras.

Art. 5.” La prohibición de establecer acopios de materiales, 
tierras, piedras ó cualquiera otra cosa de que queda hecha men­
ción en el párrafo 6." del art. 1.", es extensiva en los ferrocarriles 
á cinco metros á cada lado de la vía respecto á los objetos no in­
flamables y á veinte respecto á los inflamables.

Art. 6. Xo tendrá lugar la prohibición del artículo anterior:
Primero. En los depósitos de materias incombustibles que no 

excedan de la altura del camino, en el caso de que éste vava en 
terraplén.

Seg’undo. En los depósitos temporales de materias destinadas 
al abono y cultivo de las tierras y de las cosechas durante la re­
colección; pero en caso de incendio jíor el paso de las locomoto­
ras, los dueños no tendrán derecho á indemnización.

Art. /. El Gobernador de la provincia podrá autorizar,oyendo 
á los Ingenieros del Gobierno y de las Empresas, el acopio de ma- 
teri.ales no inflamables, pero la autorización será revocable á su 
voluntad. Xo podrá el Gobernador extender su autorización á los 
depósitos de materias inflamables.
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Art. 9.° Las distancias marcadas en el párrafo 3." del art. 1.“ 
y en los artículos 3° y 5." de esta ley, se contarán desde la línea 
inferior de los taludes del terraplén de los ferrocarriles, desde la 
superior de los desmontes y desde el borde exterior de las cune­
tas. A falta de éstas, se contarán desde una linea trazada á metro 
y medio del carril exterior de la vía. El Reglamento fijará la dis­
tancia mínima de las estaciones en que podrán edificar ó estable­
cer depó,sitos.

Art. 10. El Ministerio de Fomento, en casos especiales, podrá 
disminuir las distancias á que se refiere el articulo que antecede.



previo el oportuno expediente en que resulte la necesidad ó con­
veniencia de hacerlo y no se siguiese perjuicio á la seguridad, 
conservación y libre tránsito de la via.

Art. 11. Siempre que haya derechos particulares existentes 
con anterioridad al establecimiento de un ferrocarril ó á la pu­
blicación de esta ley que después de ella no puedan crearse y sea 
necesario suprimirlas por necesidad ó utilidad de los ferrocarri­
les, se observarán las reglas establecidas en la ley de 17 de Julio 
de 1P36 pai'a la exprojiiación forzosa por causa de utilidad pú­
blica, lo preceptuado en la ley general de Obras públicas, y las 
disposiciones administrativas dictadas ó que se dicten para su eje-
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Reglamento de 8 de Septiembre de 1878.—Policía de ferrocarriles

CAPITULO II

Se prohíbe construir represas, pozos y abrevaderos á menos 
distancia de 20 metros á uno y otro lado del ferrocarril. Esta dis­
tancia de 20 metros se contará desde la linea inferior de los talu­
des en los terraplenes, desde la superior en los desmontes y desde 
el borde exterior de las cunetas cuando el ferrocarril se halle en 
terreno natural; á falta de éstas, se contará la distíincia de 20 me­
tros desde una linea paralela al carril exterior á metro y medio 
de distancia del mismo.

Art. 5.“ Incurrirán en la pena señalada por el art. 24 de la ley 
los cultivadores de las heredades colindantes con la vía, siem 
pre que al verificar las plantaciones y las demás labores del cul­
tivo ó de cualquiera otra manera perjudiquen á los cerramientos, 
muros de sostenimiento, aletas de alcantarillas, estribos de puen­
tes y cualesquiera otras obras de los ferrocarriles.

Art. 6.“ Se aplicará igualmente el art. 24 de la ley, no sólo á 
los labradores que en sus cultivos y mejoramientos de los predios 
rústicos inmediatos á la via férrea arrojasen sobre sus cunetas 
tierras, abonos, hojas ó cualquiera otra materia que impida el 
libre curso de las aguas, sino también á los pastores y ganaderos 
que en la custodia, apacentamiento y conducción de sus ganados 
ocasionasen el mismo daño.



Art. 7.° Los dueños ó .arrendatarios de las heredades lindantes 
con los ferrocarriles no podrán:

1. " Impedir el curso de las aguas procedentes de la vía férrea, 
ya sea construyendo zanjas, calzadas y veredas ó ya elevando el 
terreno de sus fundos.

2. “ Cortar árboles en la zona de 20 metros á uno y otro lado del 
ferrocarril sin previa licencia de la autoridad local y el reconoci­
miento de la inspección facultativa.

3. “ Arrancar raíces y remover la tierra en los declives y terre­
nos contiguos á la via que produzcan desgajes sobre ella, y di­
recta ó indirectamente puedan obstruir ó embaraz.ar su tránsito.

Las obras necesarias para reparar estos daños se ejecutarán á 
costa de los contraventores, sin perjuicio de las penas en que hu­
bieren incurrido con arreglo á los artículos anteriores.

Art. 8.° Los dueños ó conductores de carruajes, caballerías lí 
otros ganados no podrán, ni .aun para entrar en las heredades 
limítrofes ó salir de ellas, atravesar la vía por otros puntos que 
los ya señalados al intento. Esta prohibición alcanza también á 
los arrieros, conductores de carruajes, pastores y ganaderos que 
den suelta á sus caballerías ó ganados y los apacenten en las zo­
nas contig’uas al ferrocarril.

Art. SI.” IXo se permitirán los tinglados, cobertizos y puestos 
ambulantes en la zona de los ferrocarriles, aun para la venta de 
comestibles, si sus dueños no han obtenido previamente la corres­
pondiente licencia de la autoridad competente.

Art. 10. Incurre en la pena señalada por el art. 21 de la ley el 
que de intento ó por omisión ó descuido deteriore ó destruya con 
sus ganados y carru.ajes las obras y accesorios de los ferrocarri­
les, como son los antepechos, las albardillas, los postes kilométri­
cos, los de telégrafos y sus alambres ó aisladores, los de señales, 
las inscripciones, las tablas de anuncios Ajadas al público y las ca­
ñerías y depósitos do agua.

Es también aplicable este articulo á los que, sin la autorización 
competente, corten ó destruyan los árboles plantados en la zona 
preñjada en el art. 4." al uno y otro lado de la vía terrea.

Art. 11. Nadie podi’á sin previa autoiúzación dentro de la zona 
de veinte metroa, contados en la forma determinada en el art. 4.", 
establecer presas ó artefactos, abrir cauces para 1.a toma y con­
ducción de aguas, construir ediñeios, muros, alcantarillas ú otras 
obras.

Esta zona de 20 metros se contará en las estaciones desde el ce­
rramiento ó sendero que limite los terrenos propios de la estación.
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Art. 12. Las solicitudes para construir o reedificar en las zona.s 
de los ferrocarriles se dirigirán á los Alcaldes de los pueblos res­
pectivos, expresándose en ellas el sitio, destino y circunstancias 
de la obra proyectada.

El Alcalde las remitirá desde luego con informe y las observa­
ciones que considere oportunas, á la Inspección facultativa, y 
ésta, previo conocimiento y oida 1.a Empresa, señalará la distancia 
que ha de mediar entre la via y las obras, fijando su alineación y 
las precauciones y condiciones facultativas á que en su ejecución 
baya de ajustarse.

Es obligatorio para los interesados presentar los planos de bi 
obra á la Inspección facultativa, siempre que'ésta estime conve­
niente examinarlos.

Art. 13. Si hubiere acuerdo entre la Inspección facultativa y 
el Alcalde respecto á las construcciones proyectadas en las zonas 
de la Via, este último otorgará desde luego la licencia solici­
tada.

Cuando haya disidencia y el interesado resista las condiciones 
propue.stas por la Inspección, el expediente pasará al Gobernador 
de la provincia, quien, oyendo á la Comisión permanente de la 
Diputación provincial, resolverá lo que estime por conveniente.

En el caso de que alguna de las partes no se conformase con 
su resolución, el Ministerio de Fomento decidirá en la vía guber­
nativa definitivamente ó en liltimo recurso.

Art. 14. Previo informe ó aviso de la Inspección facultativa, 
el Alcalde dispondrá la demolición de las obras que se hubiesen 
construido en la zona del camino do hierro sin la correspondiente 
licencia, asi como también las que, aun después de otorgada ésta, 
no llenasen las condiciones en ella provenidas.

Art. 15. Si las casas y demás edificios construidos en todo ó 
parte dentro de la zona de servidumbre del ferrocarril, contada 
en la forma determinada en los artículos 4.“ y 11, y particular­
mente, en las fachadas del lado de la via, amenazasen ruina, la 
Empresa dará parte inmediatamente á la Inspección facultativa 
para que proceda desde luego á su reconocimiento.

Si de éste resultase su mal estado ó inseguridad, la Inspección 
facultativa lo pondrá en conocimiento del Alcalde, manifestando 
si la ruina es ó no próxima, y si el edificio se cuenta entre los que' 
están sujetos á retirar su linea de fachada.

Art. 115. La prohibición impuesta por el art. 3.“ de la ley de 
levantar á menos de tres metros de distancia del ferrocarril otra 
fábrica que no sea una pared ó tapia, lleva consigo la de abrir en
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ella puertas, ventanas, aspilleras ii otro hueco cualquiera que dé. 
sobre la vía.

Art. 17. Los proyectos do aquellas obras que atravieseu la via 
ó le iinpong'an una servidumbre más ó menos directamente, se 
someterán á la aprobación del Ministro de Fomento, quien resol­
verá, después de oir á la Empresa, al Ingeniero-jefe de la Inspec­
ción facultativ'a y al Gobernador de la provincia.
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ZONA MARITIMO-TEREESTRE

Ley de 7 de Mayo de 1880.—Puertos.

Art. 7." Los terrenos de propiedad particular colindantes con 
el mar ó enclavados en la zona maritimo-terrestre, están someti­
dos á las servidumbres de salvamento y de vigilancia litoral.

Art. 8.“ La servidumbre de salvamento tiene la misma exten­
sión en los terrenos de propiedad privada colindantes con el mar, 
que la zona maritimo-terrestre, dentro do la cual están comprendi­
dos y v'einte metros más, contados hacia el interior de las tierras, 
y de ella se hará uso público en los casos de naufragio para de­
positar los restos, efectos y cargamento de los buques náufragos.

También los barcos pescadores podrán varar en esta zona de 
servidumbre cuando á ello se vean obligados por el estado del 
mar, y podrán del mismo modo depositar sus efectos en tierra 
mientras duren las circunstancias del temporal.

Esta zona de servidumbre avanzará ó se retirará conforme el 
mar avance ó se retire, según queda establecido en g’eneral para 
la zona maritimo-terrestres.

Por los dañoá causados á las heredades en las ocasiones de 
salvamento habrá lugar á indemnización; pero solamente hasta 
donde alcance el valor de los objetos salvmdos, después de satis­
fechos los gastos de auxilios prestados ó de recompensas de ha­
llazgos, con arreglo á las leyes.

Art. 9." La servidumbre de salvamento no es obstáculo para 
que los dueños de los terrenos contiguos al mar siembren, plan­
ten y lev'anten dentro de la zona maritimo-terrestre en terreno 
propio edifícios agrícolas y casas de recreo.

Para la ediflcación en tales sitios se dará previo conocimiento 
al Gobernador do la provincia, el cual, después de oir al Coman­
dante de Marina y al Ingeniero Jefe de Obras públicas, podrá



o])onerse, si resultase impedimento, al ejercicio do la servidumbre 
de que habla el artículo anterior.

Art. 10. La servidumbre de vigilancia litoral consiste en la 
obligación de dejar expedita una vía general de seis metros de 
anchura contigua á la linea de la mayor pleamar, ó á la que de­
terminen las olas en los mayores temporales donde las mareas no 
^ean sensibles, demarcada en los casos necesarios por el Gober­
nador de la provincia después de oir á la autoridad de Marina. En 
los parajes de tránsito difícil ó peligroso' podrá internarse la vía 
más de seis metros, pero sin que exceda de lo estrictamente ne­
cesario á juicio de la mencionada autoridad.

La servidumbre de vigilancia en casos extraordinarios y nece­
sarios para el servicio del Estado, se impone lo mismo en terrenos 
cercados que en los abiertos. Las propiedades que no hubier.an 
estado sometidas á la servidumbre de vigilancia hasta la promul­
gación de la ley do Aguas de 3 de Agosto de 1866, y con posterio­
ridad á ella se hubiese hecho efectiva por algún acto que haya 
perjudicado ostensible y materialmente á la propiedad, obten­
drán la correspondiente indemnización por ose gravamen.
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z d n A m i l i t a r

Real orden de 13 de Febrero de 1845.—Solicitudes para licencias 
de edificación.

Enterada la Reina do , lo propuesto por V. E. en oficio de 3 
de Enero próximo pasado acerca de los trámites que conviene 
tenga el curso de los expedientes que so promuevan en solici­
tud de permiso para edificar dentro de las zonas tácticas de las 
plazas de guerra y fuertes permanentes, y deseando S. M. que 
éstos no pierdan de manera alg’una su valor defensivo por el cre­
cido número de edificios que á la inmediación de sus muros se 
construyen; y con presencia de lo mandado sobre el particular en 
Reales órdenes de 24 de Febrero de 1815 y do 2 de Noviembre 
de 1834, y á fin de evitar en cuanto sea posible las transgresiones 
que en el día tienen lugar, se ha dignado S. M. resolver que se 
observen los artículos siguientes:

1." Para obtener Real licencia con el fin de edificar ó aumentar 
las dimensiones ó solidez de lo edificado en las zonas militares de 
las plazas de guerra ó fuertes permanentes, presentarán los inte­
resados las solicitudes á sus respectivos Gobernadores militares, 
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acompañadas de dos ejemplares de un pianito en que se mani- 
fleste la planta y alzado del edificio que se pretendo construir ó 
aumentar, en los cuales aparecerá su firma, del propio modo que 
en la solicitud; los Gobernadores pedirán informe á los Comandan­
tes de Ingenieros, y remitirán con el suyo las anunciadas instan­
cias al Capitán general de que dependan, quien las pasará al Di­
rector subinspector do Ing'enieros para que emita su parecer; y 
manifestando su propio dictamen en ei asunto, dirigirá el expe­
diente á esto Ministerio de mi cargo para la conveniente resolu­
ción de S. M.

2." La ejecución de las obras sobre que ésta recaiga quedará 
bajo la vigilancia especial del Cuerpo de Ingenieros, y para evitar- 
todo abuso ó transgresión de los términos de la licencia, quedará 
en el Archivo de la Comandancia de dicho Cuerpo uno de los ejem­
plares del plano que debe presentar el interesado acompañando á 
la instancia, siendo obiigación del Comandante exigir déla autori­
dad competente la suspensión ó demolición de los trabajos, según 
los casos, en el momento en que los considere no comprendidos en 
lo que concediere S. M.

S.” El Comandante de Ingenieros, al dar su informe al Gober­
nador, le remitirá, para que quede unido al expediente, una parte 
del plano de la plaza y cercanías que dé á conocer suficientemente 
la situación del edificio que se trata de levantar, reedificar ó au­
mentar, á cuyo fin bastará que calque en papel comfin ó traspa­
rente la magistral de la parte que se juzgue precisa del recinto y 
obras avanzadas, marcando la situación del edificio, é indicando 
ligeramente con la pluma los accidentes del terreno que sean ne­
cesarios para juzgar de los inconvenientes que ofrecerá la citada 
edificación.

4." El Director-subinspector de Ingenieros, porlo que arroje do 
si el expediente y por las noticias que juzgue oportunas pedir al 
Comandante, informará al Capitán general y remitirá al propio 
tiempo copia del citado expediente con su dictamen á V. E. para 
que pueda dar su parecer en el asunto cuando se le pida por el 
Ministerio de mi cargo, y para que obre en el Archivo do esa Di­
rección general.

E.” Las instancias para hacer obras de mera conservación y en­
tretenimiento en los edificios construidos con Real permiso, que en 
manera alguna tengan por resultado aumentar las dimensiones de 
la planta y elevación del todo ni de parte alguna, ni acrecentar la 
solidez de los indicados edificios, seguirán el mismo curso que se 
marca en los artículos anteriores, si bien no es necesario acompa-
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liar los planos que en ellos so especifican hasta lleg'ar al Capitán 
g’eneial, después de evacuados los iuíorines del Coniaudaiite v Di­
rector de Ingenieros, tocando á dicha superior autoridad militar, 
según lo mandado, conceder semejantes permisos, el cual comuni­
cará al citado Director de Ingenieros las licencias de esta especie 
que en vista del parecer de este ultimo haya concedido ó nog’ado.

6. Las licencias de que trata el artículo anterior no serán ni 
deberán considerarse nuevos títulos de posesión en favor de los 
pi opietarios, ni modificarán en manera alguina las cláusulas par­
ticulares á que se haya sujetado la construcción de dichos edificios 
al ser aprobada por S. M., ni mucho menos alterarán la condición 
esencial y común por la cual están obligados los dueños de todos 
los edificios construidos en las demarcaciones militares de las pla­
cías ,y puntos fuertes á demolerlos á su costa, sin ijoder solicitar in­
demnización ni reintegro, siempre que lo exija el servicio del 
Estado, y sean requeridos al efecto por la autoridad militar compe­
tente.

Finalmente, los Gobernadores de las plazas y puntos fuertes 
harán publicar por tanto en la forma acostumbrada las disposicio­
nes prescritas anteriormente para que tengan cumplimiento por 
todos los individuos á quienes tocaren, sin que nadie pueda alegar 
ignorancia.

—  3 j7  —

Real orden de 3 de Diciembre de 1847 (\).—Demolición de don casan 
construidas en la zona táctica de la jylaza de San Sebastián, y 
declaración de que la vigilancia en tales casos i?ictimbe á los 
Gobernadores y Estado Mayor de las plazas, como á los Jefes y 
empleados subalternos de Ingenieros.

Real orden de 3 de Noviembre de 1848.—Píareo.s de las fortificaciones 
y de la zona militar.

«... S. M. se ha dignado resolver... que el levantamiento de 
planos de las fortificaciones y de la zona militar exterior é interior 
de las plazas sólo debe hacerse por el Cuerpo de Ingenieros, para 
que estos trabajos no tengan publicidad ni se extienda fuera de 
las autoridades militares el conocimiento del ver.ladero estado de- 
sistema delensivo de cada plaza, cuyo principio so halla consig-

(1) Corrobora en su fuerza y eficacia la do :i do Folirori 
por esta razón se meiieiona. , o da 181.5;



nado en varios artículos de la Ordenanza general del Ejército y 
de la particular del citado Cuerpo de Ingenieros; mas sin em­
bargo, deseando S. M. conciliar los intereses de los pueblos en 
mejorar su ornato y aspecto piiblico con lo que exige la impor­
tante seguridad del Estado, ha tenido á bien disponer que iinica- 
mente pueda conceder su permiso para que se levante el plano de 
las poblaciones en las plazas, bajo las condiciones siguientes; I.®* 
Que no so extiendan las operaciones geométricas á ninguna parte 
del recinto, ni éste se designe de ningún modo en los planos que 
se levanten por las Corporaciones municipales. 2.® Que al fijar las 
alineaciones en el proyecto de casorio, se ha de contar con que 
interiormente ha de haber un espacio libre contiguo al recinto 
entre el talud interior del terraplén y el caserío, formando una 
calle en las plazas principales que no ha de bajar de 60 pies de 
ancho, y en las plazas de menor importancia esta zona ó calle se 
podrá reducir alg’ún tanto en toda su extención ó en determinados 
sitios ó partes, y las pretensiones que con este objeto puedan di­
rigir las Corporaciones municipales ó particulítres se sujetarán á 
los trámites prescritos por la Real orden de 13 de Febrefro de 1845, 
pues nada se ha de proyectar en estas zonas sin contar con la 
intervención del Cuerpo de Ingenieros, ni tampoco en ellas se han 
de construir nuevos edificios antes de obtener la Real autorización 
por este Ministerio. Y 3.® Que por ningún titulo se conseritirá el 
levantamiento del plano ni formación de proyectos de caserío al 
exterior de las plazas en extensión de 1.500 varas de .su zona 
táctica.»

Real orden de 22 de Diciembre de 1876.—Observancia de las 
disposiciones vigentes.

1. ° Ellngenie.ro general ordenará á los Comandantes de Inge­
nieros de todas las plazas \ puntos fortificados que no toleren en 
lo más mínimo se infrinjan las disposiciones que rigen sobre tan 
importante objeto.

2. “ Los Gobernadores militares de las mismas serán responsa­
bles, con arreglo al art. 32 del tratado VI, tit. II délas Ordenan­
zas generales del Ejército (Ij, de cualquiera edificación ó ])lanta-
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(1) O rdertanza.s g e n era les  d e l  E jé r c i t o  d e  2 2  d e  O ctu b re  de 1 7 6 8 ,  
tr a ta d o  V J . tit. I I . —Art. 10. Desde ahora en adelante no permitirán 
los Gobernadore.s que se fabriquen casas ni otros edificios sobi-e los te­
rraplenes, ni que se reparen las que se bailen construidas, observando



ción que se hiciese fraudulentamente en las zonas tácticas de sus 
respectivas fortificaciones, si no procediesen inmediatamente con 
arreglo A la leg-islación sobre la materia.

Real orden de 22 de Diciembre de 1880.—Reglamento paca la aplica­
ción de las disposiciones de policía urbana á las construcciones 
militares (1).
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Real decreto de 17 de Marzo de 1891.—Zona militar de costas 
y fronteras para la defensa nacional.

Articulo 1." So establece una zona militar de costas y fronte­
ras, con el objeto de armonizar las obras de utilidad pública con 
las necesidades de la defensa nacional. Dicha zona rodea todo el 
perímetro de la Península, con los limites qxie detalladamente se 
expresan en el articulo sig-uiente.

Art. 2.° La zona se dividirá en cuatro secciones, que serán:
1.® J’irineo ó frontera del Norte.—Limitada en el interior por 

el ferrocarril que, partiendo de Bilbao, sigue por Miranda, Lo-

Iq mismo por lo que corresponde á l;i campaña en la circunferencia y 
distancia de mil quinientas varas del camino cubierto; pero en las pla­
zas interiores que por orden particular comunicada al Capitán gene­
ral deja  provincia por mi Secretario del despacho de la Cuerra, man­
dase Yo exceptuar, podrán los Gobernadores permitir lo que por punto 
general proliibe este articulo á bis otras.

Art. 11. Tani])oco condescenderá en que por los contornos del re­
cinto se abran zanjas ni caminos hondos, se fabriquen cercas ó valla­
dos, ni se depositen ruinas que formen montones ó alturas con perjui­
cio ó deformidad de la plaza.

Art. 12. Ko permitirá por motivo alguno que se labre, siembre ni 
plante en los teri-aplenes, baluartes, parapetos, fosos, carniTios cubier­
tos y esplanadas; y sólo al fin de éstas se podrán poner dos ó más lilas 
de árboles, paralelas al camino cubierto, que en tiempo de guerra 
puedan ser útiles para estacadas, faginas y otros usos.

Art. 32. El primer objeto de todo Gobernador debe ser el estar 
con vigilancia y sostener con firmeza la puntual observancia de mis 
Ordenanzas militares, cumpliendo por sí y haciendo cumplir cuanto 
prescriben, con obligación de tener las particulares de Cuerpos privi­
legiados, las de facultativos de Artillería é Ingenieros y las de M ili­
cias,  ̂para evitar disputas y arreglar sus disposiciones á su espíritu y 
sentido literal, sin permitir que en la más leve cosa se altere ni rebaje 
la exactitud mandada en ellas por individuo alguno de los que le estén 
subordinados.

(1) Inserto en E d ific io s  m ilita r e s , tomo I, pág. 447.



g-roño, Tíldela, Zaragoza, Tardieiita, Sariñeiia, Lérida y Manrosa, 
para terminar en Barcelona.

2, a Frontera de Portuíjal.—Limitada por una linea que, em­
pezando en Pontevedra, seguirá la carretera hasta Orense, des­
pués continuará por el ferrocarril á Monforte, Ponferrada y As 
torga, y desde este punto, por la vía férrea en construcción, á 
Benavente, Zamora, Salamanca, Béjar y Plasencia, y por la ya 
construida de Plasencia á Cáceres, Mérida, Zafra, Arancena y 
Huelva, donde terminará.

3. *̂ Coda del Abríc.—Limitada por una linea que, arrancando 
eu Pontevedra de la anterior, se dirigirá por Chapa y Puente Ulla 
á Santiago, siguiendo después por Ordenes en demanda del ferro­
carril de Lugo á la de Coruña, y desde Portobello continuará pol­
la divisoria entre el Miño y las rías hasta has cercanías de IMondo- 
ñedo. Desde este punto continuará después á encontrar la carre­
tera de Lugo á Fonsagrada, por la que Ileg’ará á esta población, 
y cruzando el Navia, ganará enseguida el Pico de Miravalles de 
la divisoria general do la cordillera, que ya no abandonará, mar­
chando por los puertos de Pajares, Rcinosa y Tormos, la peña de 
Urdunte, la sierra de la Magdalena y peña de Orduña, donde en­
lazará con la zona del Pirineo.

Y 4.-'‘ Cofítax de Levante y Mediodia.—YÁ limite do esta zona 
partirá de Manresa, y so dirigirá por Ig-ualada y montes de la 
Cabra al estrecho de Lilla, delante de Montblancb, siguiendo des­
pués por la sierra de Raguerola y Montseny hasta caer al Ebro por 
La Bisbal y los montes de la Figuera, y continuando al otro lado 
del rio por las sierras de Mirabete y Cherta, hasta los puertos de 
Beceite. De aquí.continuará por la divisoria de agua en La Cenia 
y el Mataraña á Morella, bajando luego á San Mateo por la carre­
tera, tomará el ramal transversal que por Villafanes sale al ba­
rranco ó rambla de Albocácer, y siguiendo hasta la carretera de 
Lucena y Ondambe al Moncayo, descenderá después á Segorbe, 
remontándose enseg'uida hasta Montemayor, cúspide de las peñas 
de Sagunto. De aquí la linca irá por Liria, Chiva, Alberiq-ae, Já- 
tiba, Albaida, Cocentaina y Alcoy, y dejando de la parte del mal­
las sierras del Cabo de San- Antonio, tomará la carretera de Ji­
jona, desde cuya población, y por las peñas del mismo nombro y 
la del Cid, pasará á Xovelda, y por la carretera á Crevillente, 
Orihuela, Murcia, Totana, Lorca, Huércal-Overa y Sorbas, hasta 
su encuentro en Pechina con la de Almería. Continuará la linea 
después por la carretera de Canjayar, Ujijar y Olvera, hasta en­
contrar á Tablate, la que desde Motril va á Granada, pasando
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entre las faldas de Sierra Novada y las de Gador y Contraviesa. 
Desde Tablate seguirá las cumbres de las sierras Almijara, Te­
jera y Albania, hasta el punto de paso de la carretera general de 
Málaga, por Loja, de donde bajará por la carretera á Colmenar, y 
por Casabermeja, y cruzando la de Málaga á Antequera, llegará 
á Vallo do Abdalajis para tomar la estribación del Tajo de los 
Gaitanes, por donde penetra el ferrocarril de Córdoba. De alli se­
guirá á Carratraca, y por las cumbres de las sierras de Tolosa y 
Bermeja, frente á Gaucin, á Jimena y Medinasidonia, retroce­
derá después por la carretera á Arcos de la Frontera y Jerez. 
Continuará luego por el ferrocarril de Sevilla y Cádiz hasta el rio 
Yero, con el que so dirigirá por bajo de Trebujena al Guadalqui­
vir y al Puntal de la Isla Grande, tomando por las marismas á 
Roiro para envolver las lagunas, y por la colina de Lucena del 
Puerto empalmará en San Juan con la zona frontera de Portugal.

Art. 3." Dentro de estas zonas no se podrán estudiar, proyec­
tar ni construir vías de comunicación de cualquier clase que sean, 
asi como tampoco aquellas obras del Estado, Diputaciones pro­
vinciales, Municipios ó empresas particulares que por su impor­
tancia y situación puedan afectar de una manera directa á la 
defensa del territorio sin la intervención y aprobación del Minis­
terio do la Guerra.

Art. 4.'’ Los Ministros de la Guerra, Gobernación, Fomento y 
Marina, poniéndose de acuerdo, y en la parte que á cada uno co­
rresponda, dictarán las disposiciones necesarias para coadyuvar 
al cumplimiento de lo anteriormente establecido, sometiendo desde 
luego el primero de los citados á mi aprobación aquellas medidas 
que juzgue convenientes para que tenga efecto cuanto se ordena 
en el presente decreto.

VÍAS PliCUAKIA

Real decreto de 13 de Agosto de 1892.—Asociación general 
de Ganaderos.

Art. 12. Las vias pecuarias necesarias para la conservación 
de la Cabaña española y el tráfico de reses so'v cañadas, cordeles, 
veredas, coladas, abrevaderos, descansaderos y los pasos. La an­
chura de las cañadas es de '75,23 metros (90 varas castellanas)-, la 
de los cordeles 37,61 metros (45 varas); la de las veredas es de 20,89 
metros (25 varas); la de las coladas, asi como la extensión de los



abrevaderos, es indeterminada; los pasos son las servidumbres 
que tienen algunas fincas para que por ellas, levantados los pas­
tos, puedan cruzar los ganados.

Art. 13. Las vias pecuarias, los abrevaderos y los descansa­
deros de la ganadería son bienes de dominio público, y son im­
prescriptibles, sin que en ningún caso puedan leg'itimarse las ro­
turaciones hechas en ellos.

En el caso de existir plantaciones ó edificaciones de larga fe-, 
cha dentro del perímetro de una vía pecuaria ó descansadero, la 
Asociación, sin perjuicio de las facultades é iniciativas que á la 
Administración corresponden para la defensa y reivindicación de 
los derechos que al Estado pertenezcan, instruirán el oportuno 
expediente, á fin de prever, de acuerdo con el ocupante de buena 
fe, el servicio de la ganadería, debiendo elevarlo, una vez termi­
nado, al Ministerio de Fomento para la resolución que proceda.
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Jurisprudencia.

C O N STITU C IÓ N  Y  E X IS T E N C IA  D E L A S  SE RV ID U M B RE S*

a) Preceptos generales.

Sente?icia de 12 de Febrero de 1859.—Persona que puede adqui­
rirla.—Sólo puede adquirirse la servidumbre por el que es dueño 
del predio dominante.

Sentencia de 15 de Marzo de 1860. — Requisitos para la consti­
tución.—No puede constituirse servidumbre en un solo predio y de 
propiedad de una sola persona.

Sentencia de 13 de Fnero de 1860.—Modos de constituirse. 
Las servidumbres reales sólo pueden constituirse por pacto, por 
el uso ó por testamento, cuya ¡irueba incumbe al que alega tener­
las á su favor.

Sentencia de 27 de Diciembre de 1871.—ícíem. —Las servidum­
bres pueden constituirse por contrato, por testamento ó por el uso.

Sentencia de 6 de Marzo de 1875—Tiempo para la prescripción 
de las .servidumbres negativas.—'La. servidumbre es un derecho 
constituido en cosa ajena y no sobre cosa propia, la cual sirve á 
su dueño por derecho de dominio.

El tiempo para prescribir las servidumbres negativas no em­
pieza á correr sino desde el momento en que el dueño de un predio 
practica en el ajeno, y el dueño de éste lo consiente, un hecho que 
impida á éste el ejercicio de su derecho en su pertenencia, consti-



luyendo la prohibición del uno y la paciencia del otro titulo para 
g-anar la servidumbre por el tiempo que la ley señala.

Sentencia de i8 de Mayo de 1888. - Capacidad joara constituir. 
El arrendatario posee la finca arrendada en nombre y repre­
sentación del arrendador, y por lo tanto esta posesión de puro 
hecho no quede perjudicar al arrendador ni ser baso de prescrip­
ción contra el mismo.

Si la Sala declara, de conformidad con esta doctrina inconcusa, 
qxie la finca vendida libre de todo gravamen y llevada en arren­
damiento desde que se otorgó la venta por los mismos vendedores 
y por sus sucesores hasta el recurrente, que fuó desahuciado, no 
está sujeta á servidumbre, porque no han podido crearla los actos 
de pretendida posesión ejecutados por los colonos, al hacerlo así 
no infringe la ley 15, tit. XXXI, Partida ci.“, ni la jurisprudencia de 
su tenor, porque dicha ley supone, como es esencial, la existencia 
de dos personas opuestas como dueños de los predios, que han de 
ser dominante y sirviente, y en el caso actual faltan esta duplici­
dad y oposición, por ser uno mismo el dueño del predio que aspira 
á dominar y el colono de aquel en que se ha realizado el uso 
gravoso.

Xo es aplicable y no ha podido por tanto ser infringida la ley 16 
del mismo titulo y Partida, que trata del modo de perderse las ser­
vidumbres, porque no han tenido existencia legal las que el recu­
rrente afirma que no ha podido perder.

Sentencia de (! de Mayo de 1889.—Hitos ó mqjone.s-. —La coloca­
ción do un hito de piedra para señalar el limite de las jurisdicciones 
do dos pueblos no constituye verdadera servidumbre, porque falta 
para que exista que haya un predio sirviente y otro dominante, ó 
bien una persona á cuyo favor se constituya el gravamen, lo cual 
es indispensable, con arreglo á la definición que de la servidumbre 
da la ley L.̂ , tit. XXXI, Partida 3.“̂, invocada en el primer motivo 
del recurso.

Siendo de interes público y obligatoria la fijación de los limi­
tes jurisdiccionales entre los pueblos, es consecuencia de ella el 
haber de permitir los particulares la colocación en sus fincas de los 
que patenticen esa división que se hace en provecho de todos.

liesolución de la Dirección general dé Gracia y Justicia del 
Ministerio de Ultramar de 18 de Febrero de 1893.—Capacidad 
para celebrar contratos de constitución.—Los contratos sobre el 
establecimiento do servidumbres voluntarias sólo pueden cele­
brarlos los dueños de las fincas á las que afecte., ó los que tengan 
su legal autorización para el caso, conforme á los artículos 536
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Sentencia de 10 de Jidio de 1883.—Se infring-en las leyes 14 
y 17, tit. XXXI, Partida 3.“̂, puesto que aun prescindiendo del he­
cho de haberse establecido en provecho común de las Ancas la ma­
nera de construcción establecida en el convenio, todavia conser­
vando dicho estado mientras las Ancas pertenecieron al mismo 
dueño y vendidas separadamente en ei propio estado sin estable­
cer alteración en ning-una de las dos ventas hechas, los comprado­
res lo acejitaron y se conformaron con ól, restableciendo al hacerlo 
los servicios recijirocos que las Ancas venian prestándose.

Sentencia de 7 de Noviembre de 1883. —Seguin la doctrina es­
tablecida por este Tribunal Suj)remo, lo dispuesto en la ley 14, ti­
tulo XXXI, Partida 3.’ , que trata de cómo se constituyen las ser­
vidumbres, no se opone al principio de que dividido un predio en­
tre dos diferentes personas, sin que se establezca en el contrato un 
modo de disfrute diferente del que usaba el primitivo dueño de la 
totalidad, se entienden subsistentes las servidumbres necesarias 
para veriAcarlo, y que el signo aparente de ellos es un titulo para 
que continúen si al tiempo de la división de la propiedad no se ex­
presa lo contrario (que es lo que acontece en el presente caso), 
puesto que la Anea objeto del pleito al fallecimiento del dueño se 
dividió entre sus hijos, siu establecerse novedad alguna respecto á 
la manera de su disfrute, y por consiguiente, la sentencia, al con­
denar á la recurrente á que reconozca la servidumbre de paso de 
ganados y carretas, no ha infringido la ley 14, tit. XXXI, Par­
tida 3.“

Sentencia de 14 de Noviembre de 1888. —Las servichimbres dis­
continuas se ganan por el uso, y sírvenles de titulo sus signos 
aparentes.

Sentencia de 21 de Octubre de 1892.—Según ha declarado rei 
teradamente el Tribunal Supremo, lo dispuesto en la ley 14, ti­
tulo XXXI, Partida 3.“, que trata de cómo se constituyen las servi­
dumbres, no se opone al principio de que, dividida una Anca entre 
diferentes personas, sin que se establezca en el contrato un modo 
de aprovechamiento distinto del que usaba el primitivo dueño de 
la totalidad, se entiendan subsistentes las servidumbres necesarias 
para veriAcarlo.

c) Acciones confesoria y negatoria.
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Sentencia de 12 de Abril de 1859.—Propuesta la acción nega­
toria de una servidumbre, incumbe probarla al que la reclama. 

Sentencia de 1." de Abril de 1802. — Para que tenga lugar la



acción negatoria de servidumbre lia de pertenecer por un titulo le­
gal al que la ejercita, la finca que se pretende no deberla.

Sentencia de 17 de Junio de 1804.—La acción eoní'esoria, fun­
dada en'el uso de una servidumbre desde tiempo inmemorial, exige 
por parte del actor la prueba do la posesión en que apoya su de­
recho. •

Sentencia de 30 de Junio de 1804.—La sentencia que declara 
existir una servidumbre, sin que realmente exista, iní'ring-e la doc­
trina legal de que no habiéndose constituido servidumbre, ni por 
convención, ni por decreto del Juez, debe entenderse que el domi­
nio que cada uno tiene en la cosa es pleno, pues las limitaciones 
del dominio no se presumen, siendo necesario que consten expre­
samente de alg’una manera.

Sentencia de 12 de Junio de 1800.—Al que quiere utilizarse 
de una servidumbre incumbe probar que, en efecto, tiene derecho 
á ella.

Sentencia de 24 de Enero de 1807.—La acción negatoria de 
servidumbre únicamente puede ser ejercitada por el dueño de la 
finca cuya libertad se pretenda, ó por el que posea esta finca como 
suya.

Sentencia de 19 de Marzo de JS72.—Unicamente puede ejerci­
tar la acción negatoria de servidumbre el que sea dueño de la finca 
cuya libertad reclame, ó que al menos la posea como suya.

Sentencia de .9 de Enero de 7873. —La acción negatoria do ser­
vidumbre ejercitada por el demandante, impone al demandado la 
obligación de probar los hechos en que se funda su posesión; porque 
negando el primero y afirmando el segundo, á éste incumbo la 
prueba do su afirmación, cuya doctrina, con aplicación á dicha ac­
ción negatoria, se halla consignada en repetidas sentencias del 
Tribunal Supremo.

Sentencia de 19 de Febrero de 1877.—La acción negatoria de 
servidumbres, por su naturaleza especial, exige de los demanda­
dos la prueba en que apoyan su derecho, y por ello no puede in­
fringirse ni se infringe la doctrina de que al demandante incumbe 
la prueba y no al demandado.

S E R V ID U M B R E  D E A G U A S
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Sentencia de 9 de Junio de 1805.—Acueducto. —\jOS cauces ó 
acequias por donde se conducen las aguas que sirven de motor á 
cualquier clase de maquinaria, no pertenecen ;'i los dueños de los 
artefactos en cuyo beneficio se hayan construido ó abierto, mien-



tras no se pruebe legalmentc, y no existiendo esta prueba, sólo les 
corresponde la servidumbre de acueducto con sus consecuencias, 
ó sea con el derecho de impedir que los poseedores ribereños les 
disminuyan el caudal de agua que necesitan para el ejercicio de 
aquéllos.

Sentencia de 22 de Abril de 1892.—Daños y perjuicios.—La 
sentencia no infring-e la regla 22, tit. XXIV, Partida 7.®, ni la 
ley 1.“, tit. 15 de la misma Partida, porque los daños y perjuicios 
causados en la propiedad del recurrido por las aguas provenientes 
do unas alcantai’illas del ferrocarril, que han sido materia de este 
pleito, no provienen por culpa del dueño de la finca ni son conse­
cuencia natural de las servidumbres constituidas en el predio por 
el dueño anterior ;l él, á quien la Compañía pagó la indemnización 
debida, sino del estado de las escombreras y alcantarillas, impu­
table sólo á la Compañía recurrente, y siendo la apreciación sobre 
tales daños y perjuicios una cuestión de hecho de la exclusiva 
competencia del Tribunal sentenciador, y no habiéndose demos­
trado que éste haya incurrido en error de hecho ni de derecho en 
la apreciación de las pruebas, es evidente que debe subsistir 
la apreciación que sobre este extremo hace la sentencia recu­
rrida.

Tampoco es de estimar el motivo segundo, ó sea la regla 17, 
titulo XXXIV, Partida 7,®, que prohíbe el enriquecimiento torti­
cero, porque los daños y perjuicios cuya existencia aprecia la Sala 
sentenciadora no provienen, como ya se ha dicho, del estado en 
que se hallan los prados y tierra de labor con relación á las obras 
de la vía férrea, sino de las malas condiciones de las escombreras, 
que dieron lugar á que se interceptara el paso del pontarrón del 
predio, y del estado de las alcantarillas de que se hace mérito en 
la sentencia; y la indemnización de daños y perjuicios al dueño 
de él por la Compañía que los causó no puede calificarse de eni’i- 
quecimiento torticero.

La sentencia no infringe el art. 552 del Código civil ni el 69, 71 
y 72 de la vigente ley de aguas que se citan en el tercer motivo, 
porque no se trata aquí de daños y perjuicios derivados de la ser­
vidumbre necesaria de recibir el predio inferior las aguas que na­
turalmente desciendan de los predios superiores, asi como la piedra 
ó tierra que arrastran en su curso, sino de daños causados por 
hechos li omisiones de la Compañía recurrente, que agravan la 
servidumbre expresada, de los cuales debe responder con arreglo 
á. las misinas dispo.siciones legales que se invocan y que están ins­
piradas en el principio jurídico de que, si bien el dueño de una
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cosa puede hacer en ella lo que por bien tenga, esta facultad no 
es tan absoluta que le permita lesionar el derecho de un ter­
cero.

SE R V ID U M B R E  D E  PA SO

Sentencia de 1!) de Junio de ÍS77.—Si resulta de autos haberse 
adjudicado A la demandada la porción de fincas procedentes de su 
marido con la expresa condición de usar las entradas y serventía 
de costumbre, vino á constituirse la servidumbre por asentimiento 
ó convenio do la parte á quien perjudica, y al declararlo asi la sen­
tenciadora no infringe las leyes 14 y 15, tít. XXXI, Partida 3.“' 

Sentencia de 28 de Septiembre de 1811.—Si según las declara­
ciones hechas por el vendedor y comprador de una parte de casa 
en el contrato de venta, la voluntad y propósito de ambos contra­
tantes fué que los gravámenes de paso impuestos, aunque lo fuesen 
]ior tolerancia de una á otra finca que poseían, no pudiesen des­
aparecer por la exclusiva y libérrima voluntad del dueño ó dueños 
de la primera de dichas fincas, sino en el caso de que se enajenara 
alg'una de ellas, no habiendo aiin llegado este caso, la sentencia, 
al pronunciar en este extremo la absolución de la demanda, no 
infringe el mencionado contrato.
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S E R V ID U M B R E  DE M E D IA N E K IÍ

Sentencia de 22 de Mayo de 1805.—Contumhre de Valencia.— 
Según costumbre de Valencia, debe haber nueve palmos de dis 
tancia entro dos fincas medianeras para que puedan existir las 
ventanas de luz.

Sentencia de 22 de Mayo de 1805.—Doctrina legal.—iSo es le­
gal la doctrina de que «para ser una pared medianera es necesario 
que se construya sobre la linea divisoria do dos distintos fundos, 
en terreno de entrambos, ó que medie pacto concediendo este de­
recho, ó que haya habido el uso por todo el tiempo que previene 
la ley ó por disposición testamentaria,porque legalmente puede 
existir medianería sin que concurran dichos requisitos.

Sentencia de 15 de Enero de 1809.—Doctrina legal.—VI prin­
cipio de que «el dueño de un edificio contiguo á otro do mayor 
elevación puedo adquirir en la parto do pared que para el efecto 
ocupe los derechos de medianería, siempre que no impida el uso 
de alguna servidumbre legalmente constituida, y pague propor-

i



cionalmente el importo de la obra que utiliza» (1), no es doctrina 
de jurisprudencia admitida por los Tribunales, porque esto equi­
valdría á una expropiación de la propiedad, que sólo puede tener 
lugar en los casos y en la forma que prescriben las leyes espe­
ciales.

Sentencia de ú de Marzo de 1875.—Costumbre de Valencia.—-YA 
derecho inherente al dominio que la ley 2.Ó, tlt. XXXll, Part. 
concede al dueño para edificar á la altura que crea conveniente, 
con tal que no descubra mucho la casa del vecino, si bien está 
modificado por las Ordenanzas municipales de los pueblos, que, 
seguili costumbre do Valencia, consiste en dejar entre uno y otro 
predio la distancia de nueve palmos de frente y cuatro y medio de 
lado, no tiene lugar si resulta justificado que la obra levantada 
por el demandado descansa sobre la mitad que se consideraba 
como pared de inedianeria divisoria de ambos predios.

Bajo tal concepto, esta pared os el limite divisorio y común do 
uno y otro predio, en el que los dueños de ambos tienen el derecho 
de edificar de .melo á cielo, siempre que no se halle restringddo 
por pacto ó servidumbre legalmente constituida, y que no están­
dolo, debe ser respetado como un atributo de su propiedad.

Sentencia de 10 de Alayo de 1884.—Preaunción de medianería. 
La pared divisoria de dos casas, en defecto de pruebas en con­
trario, puede reputarse medianera solamente en los puntos en que 
ambas concurren. *

El derecho está en edificar libremente de suelo á cielo con pared 
contigua cuando no hay medianera.

Sentencia de 10 de Alarzo de 1888.—Alzamiento de la pared 
medianera. —Yix pared medianera divisoria de dos fincas urbanas 
es del dominio común de los propietarios colindantes, cada uno dé­
los cuales tiene, por consiguiente, el derecho do que sirva de ce­
rramiento á su finca en toda la altura que le convenga darla 
mientras lo permitan las Ordenanzas municipales.

Por lo tanto, y mientras no exista servidumbre establecida en 
favor del predio colindante, puede elevar dicha pared, haciéndolo 
á su costa, asi como también los gastos de conservación, sin per­
juicio del derecho del condueño de la pared á utilizar la mediane-
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(1) Esta doctrina es la establecida en los Códigos de Bélgica, 
Francia é Italia; el español la establece en su art. 578 sólo para el caso 
en que á la pared medianera se le haya dado mayor elevación ó pro­
fundidad.
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ria de la parto construida por el otro condueño, abonándole la 
mitad del valor do la misma.

SE R V ID U M B R E  DE L U C E S

Sentencia de 14 de Mayo de 1861.—Prescripción.—Xo tiene lu­
gar la prescripción en la servidumbre de lucos, sin que medie un 
hecho obstativo por parte del que trato de adquirir derecho á las 
luces, contra el que intente obstruirlas.

Sentencia de 29 de Marzo de 1870.—Idem.-Para que pueda 
ganarse por tiempo la servidumbre de impedir que se ediñque 
para que no se estorben las luces, debe preceder para ello algún 
acto de impedimento por parte del dueño del predio dominante, 
desde cuyo hecho deberá contarse el tiempo de la prescripción.

Sentencia de í.” de Febrero de 1876.—Cobertizo de cristales.—Si 
á pesar de haberse hecho constar la existencia de la servidumbre 
de luces, constituida en virtud do contrato por el que el dueño 
del predio sirviente está obligado á no hacer obra alguna que im­
pida las luces da la casa contigua, á conservarle libre y ŝjn nin­
gún embarazo en forma de verdadero patio, de amplitud do 15 
á 20 pies, contados desde la pared medianera, y á permitir paso y 
uso al dueño de dicha casa para limpiar, descubrir y reparar el 
pozo do aguas de pertenencia común, sin embargo de lo cual éste 
levantó en su patio un cobertizo de cristales á la altura de 4 me­
tros, la sentencia reclamada que absuelve al demandado desaten ■ 
diendo ese pacto y no reparando la lesión causada en el derecho 
del actor, infringe la ley del contrato que manda cumplir fiel­
mente las obligaciones convenidas.

Sentencia de 13 de Junio de 1877.—Prescripción.—Según la 
ley 15, tit. XXXI, Partida 3.̂ , el uso no da derecho á mantener en 
paredes propias huecos laterales ó ventanas, sin perjuicio del ve­
cino, que disponiendo de su suelo y cielo, puede construir libre­
mente en contigüidad ó dar mayor elevación á construcciones 
existentes, á no ser que se le hubiera contratado el alzamiento, 
porque no se tállese la lumbre, consistiendo este acto obstativo y 
transcurriendo después el tiempo fijado por la misma ley.

Por tanto, la Sala, dando al uso de v'entanas en pared propia, 
por más que haya sido secular ó inmemorial, la fueza creadora de 
verdadera servidumbre, ha infringfido el derecho creado por la 
parte recurrente.

Sentencia de 21 de Noviembre de 1881.—Prohibición de edi­
ficar.—La doctrina según la cual «los contratos en que so consti-



tuyen servidumbres ú otros gravámenes deben interpretarse en 
sentido favorable á la propiedad inmueble» sólo tiene aplicación 
en los casos dudosos en que por la ambigüedad de los términos en 
que se haya expresado la voluntad de los contratantes, pueda 
ésta interpretarse en diverso sentido; por lo que es Inaplicable á 
la escritura, en la que, y con relación á la referida servidumbre 
de vistas, quedó ésta constituida de un modo esplicito y termi­
nante, y el que adquirió el predio sirviente en la oblig-ación de 
lio impedir la vista liacia determinado sitio del balcón y ventanas 
de los pisos primero y segundo de la casa del vendedor, á cuyo 
fin no podría plantar árbol alg-uno en el terreno objeto de la ven­
ta; de lo que claramente se deduce que el demandado, como cau- 
sahabiente de éste, no puede edificar á la altura que pretende 
hacerlo, porque con ello opondría un obstáculo al ejercicio de ser- 
viduinbre, mayor aún que con la plantación de árboles que le 
quedó prohibida en la escritura de que se ha hecho repetida 
mención

Sentencia de 18 de Febrero de 1882. -Exigencia de la servi­
d u m b r e . el demandado no tiene otro derecho que el de abrir 
una bujarda en el tejado de su casa y huecos de frente en las 
mismas, con la obligación de poner en todos ellos rejas y conser­
varlas, habiéndolo verificado en la pared de costado que da sobre 
la casa del demandante, es visto que la Sala sentenciadora no ha 
iníringido, al estimar la demanda, la ley del contrato, ni la I.'"', ti­
tulo I, libro X de la.Novisima Recopilación, puesto que no se ha 
negado la existencia de la obligación.

Sentencia de 18 de 2[ayo de 1882.—Prescripción.—Los huecos 
abiertos en pared propia y en correspondencia con suelo y cielo 
ajenos, son de mera tolerancia, salvo'pacto ó concesión expresa,
> no pueden ganarse por prescripción, sino computando ésta 
desde la ejecución de algún acto obscativo, en razón á que cuando 
alguno so aprovecha de esas luces aspira á construir una servi­
dumbre negativa para que el dueño de la finca á que afectan no 
pueda construir en contigüidad, ni por consiguiente perjudicar­
los; siendo por otra parte una verdad de todos sabida que no es­
tán autorizadas otras ventanas que las llamadas de ordenanza, y 
éstas solamente mientras el vecino no crea conveniente edificar é 
impedirlas, según tiene derecho á realizarlo.

Sentencia de 10 de Mayo de fSSí.-M em .—Las aberturas de 
edificios, correspondiendo á suelo y cielo ajeno, llevan consigo la 
sel^idumbre negativa de no perjudicar las luces á que se desti- 
nan; y, por consiguiente, cuando no se constituyen por contrato 
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ó por última voliiutad, son do mera tolerancia, si no la sanciona 
el uso, que ha de contarse para la proscripción desdo la existen­
cia de algún acto obstativo (1), fuera de lo cual puede el vecino 
impedirlas, de cualquier clase que sean, construyendo en conti- 
g’üidad.

Sentencia de 12 de Xoviemhre de 1889.—Idem.—Como tiene 
declarado el Tribunal Supremo, los huecos abiertos en pared pro­
pia y en correspondencia con suelo y cielo ajenos, son do mera 
tolerancia, salvo pacto ó concesión expresa, y no pueden ganarse 
por prescripción, sino computando ésta desde la ejecución de al­
gún acto obstativo, que tienda á privar al dueño de la finca ú que 
afecte de la facultad de edificar sobre la misma.

Siendo un hecho admitido por la Sala sentenciadora que la ser­
vidumbre stelUcidi se constituyó ú ciencia y paciencia del dueño 
del predio sirviente, sin que por su parte se hiciera oposición al­
guna á ello, habiendo transcurrido con mucho exceso el tiempo 
necesario para que adquiriera un derecho por prescripción el 
dueño del predio dominante, toda vez que se trata de una servi­
dumbre afirmativa, la sentencia que asi lo reconoce no infringe 
las leyes 14 y 15, tit. XXXI, Partida 3.“-, y los artículos 2.°, 13, 23 
y 21 de la ley hipotecaria, por negar aquélla al recurrente y 
dueño del predio sirviente la condición de tercero con respecto al 
contrato presunto en que so suponga haberse constituido el dere­
cho real, á pesar de no estar consignado en documento alguno ni 
haberse inscrito ni anotado en el predio dominante ni en el sir­
viente.

Sentencia de 31 de Mayo de 1890.-Idem.—Como tiene decla­
rado el Tribunal Supremo, los huecos abiertos en pared propia, 
en correspondencia con suelo y cielo ajenos, son de mera toleran­
cia, salvo pacto en contrario, y no pueden ganarse por prescrip­
ción, sino computando ésta, desde la ejecución de algún acto 
obstativo que tienda ú privar al dueño de la ñuca á que afecte de 
la facultad de edificar sobre la misma.

Sentencia de 6 de Junio de 1892.—Azotea ó terrado.—Con 
objeto de impedir la inspección del fundo inmediato ajeno, dis­
pone el art. 582 del Código civil que no pueden abrirse ventanas 
con vistas rectas ni balcones ú otros voladizos' semejantes sobre 
la finca del vecino si no hay dos metros de distancia entre la pa­
red en que se construyan y dicha propiedad, y que tampoco pue-
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(1) Hoy rige el art. 5S8 del Código, que consigna igual doctrina.



cien tenerse vistas ele costado ii oblicuas si no hay 60 céntimo tros 
de distancia.

Este precepto legal, en el que al prohibirse lo menos se pro­
hibe lo más, lejos de aplicarse indebidamente, lo está con acierto 
en la sentencia, toda vez que la casa del demandante, de igual 
modo que pudiera serlo desde un balcón, so domina y registra 
l'ácilmente desdo la barandilla construida por tos recurrentes en 
su terrado ó azotea, que por su extensión y por la altura ejue tiene 
dicha barandilla equivale á un balcón de grandes dimensiones, 
por lo cual está comprendida en esta prohibición de la ley.

Son inaplicables al caso del pleito, y no han podido infringirse 
los artículos 348, 355, 530, 517 y 518 del Código, ya porque el de­
recho de alzar la pared medianera de que hablan los artículos 577 
y 578, no obsta al ejercicio del derecho que también corresponde, á 
la parto activa, como á todo propietario, para oponerse desde luego 
á lo construido por los recurrentes en la forma en que lo han he­
cho, ya porque el art. 530 se circunscribe á dcflnirla servidumbre- 
ya porque para alegar como vulnerados el 348 y el 350, se parte 
del supuesto de que lo ordenado en el 582 no es una limitación 
establecida por la ley.

No existe la incongruencia á que se refiere el motivo 5.® (ar­
ticulo 359 de la ley de Enjuiciamiento civil), pues si bien en la 
demanda se pretendió que la casa del demandante no.debia servi­
dumbre de vista á la do los demandados, y que se condenara á 
éstos á levantar ó retirar dos metros, contados desde la linea exte­
rior de la pared, la barandilla ó antepecho de la azotea, la senten­
cia, al declarar explícitamente que no se debo, en efecto, aquella 
servidumbre, resuelvo la cuestión fundamental del pleito, y al 
condenar á los recurrentes á que hagan desaparecer la barandilla, 
reconoce la libertad que tienen para derribarla, levantarla ó reti­
rarla, según estimen conveniente, siendo éste el objeto de que so 
reserven expresamente á los litigantes los derechos que les 
correspondan.

C )  L E G IS L A C IÓ N  E X T R A N J E R A

Austria.

Código civil.— Parte legislativa.— Sección primera.— Capítulo Vil.
JDe laf! servidumbres.
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Art. 472. En virtud del derecho de servidumbre, está obligado 
el propietario, con relación á su casa, á tolerar ó A ab.steuorse de



hacer algo en provecho de otro. Este os iin derecho real que puedo 
ejercitarse contra cualquier poseedor de la cosa sujeta á servi­
dumbre.

Art. 473. Si el derecho de servidumbre estuviere unido á la 
posesión de un predio para mayor beneficio ó más cómodo uso del 
mismo, se tendrá una servidumbre predial. En otro caso, la servi­
dumbre será personal.

Art. 474. Las servidumbres prediales suponen dos poseedores 
de predios, obligado uno, con derecho el otro, de los cuales porte, 
nece al primero el predio sirviente y el predio dominante al otro- 
E1 predio dominante está destinado á la economía rural ó á 
otro uso.

Las servidumbres se dividen, pues, en rústicas y urbanas.
Art. 475. Las servidumbres urbanas son g’eneralmente:
1.“ El derecho de poner un piso del edificio propio sobre el 

edificio ajeno.
2° De apoyar una viga ó vigueta en el muro de otro.
3. “ Do abrir uua ventana en el muro de otro para tener luz ó 

vistas.
4. “ Do construir un voladizo ó una azotea que avance sobre el 

suelo del vecino.
5. “ De hacer pasar el humo por la chimenea del vecino.
6. “ De dirigir las canales sobre el predio ajeno.
I. " A verter ó hacer pasar las aguas por el predio contiguo.

Para éstas ó análogas servidumbres urbanas, el poseedor de una
casa tiene el derecho de hacer en el predio de su vecino cualquier 
cosa que por éste deba tolerarse.

Art. 476. En virtud de otras servidumbres urbanas, el posee­
dor del predio sirviente está oblig’ado á dejar de hacer alguina cosa 
que do otro modo era dueño de efectuar. Estas son:

8. ° Do no dar más elevación á la casa propia.
9. ° De no quitarle elevación.
10. De no quitar la luz ni el aire al edificio dominante.
II. De no quitarle las vistas.
12. De no desviar las canales y vertederos de la casa propia 

por el predio del vecino, á quien pueda ser iitil para regar su 
huerto, llenar su algibe ó para otro objeto.

Art. 477. Las principales servidumbres rústicas son:
1. “ El derecho de pasar á pie, de conducir ganado y de pasar 

en carro por el predio del otro.
2. “ Do sacar agua, de dar de deber al ganado mayor, de des­

viarla ó conducirla.
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3. ° De guardar y llevar á pastar el g'anado.
4. ” Decortar leña, de recoger las ramas secas, de hacer faginas, 

de recoger las bellotas y de rastrillar las hojas.
5. “ El derecho de caza, pesca y de cog’er pájaros.
6. ° El de sacar piedras, de extraer arena y fabricar cal.
Art. 478. Las servidumbres personales consisten en el necesa­

rio uso de una cosa, en su usufructo y en su habitación.
Art. 479. Puede también ocurrir que las servidumbres predia­

les por sí mismas sean concedidas á la persona solamente ó que 
las concesiones que tengan el carácter ordinario de la servidumbre 
sólo sean precarias.

Art. 480. Fúndase el titulo de servidumbre en el contrato, en 
la disposición do última voluntad ó en la sentencia del Juez sobre 
la partición de un predio común, ó por iiltimo, en la prescripción,

Art. 481. El derecho real de servidumbre sobre cosas inmue­
bles y g-eueralmente sobre aquellos objetos que están inscritos en 
los registros públicos sólo se adquieren mediante inscripción en 
los mismos y sobre las demás cosas, por los modos indicados en lo.s 
artículos 426 y 428 (1).

Art. 482. Las servidumbres concuerdan todas en que,por regla 
general, el poseedor del predio sirviente no tiene la obligación de 
hacer alguna cosa sino solamente permitir á otro el ejercicio de un 
derecho ó de abstenerse de lo que de otra suerte podría hacer 
como propietario.

Art. 483. Por consiguiente, los gastos para la conservación y 
reparación de la cosa sirviente deberá abonarlos por regla gene­
ral el que tiene el derecho de servidumbre.

Pero si el propietario do la cosa serviente hiciese uso de ella, 
también deberá contribuir proporcionalmente á tales gastos, y 
sólo con la cesión de la cosa á quien tenga el derecho de servi­
dumbre, cuando éste también disienta, podrá librarse de contri­
buir á dicho gasto.

Art. 484. El poseedor del predio dominante podrá ejercitar á 
su conveniencia el propio derecho; pero las servidumbres no de­
ben extenderse, antes bien, deben restringñrse á cuanto implica 
la índole de éstas 3' el fin para que se constitu3'eron.

Art. 485. No podrá desunirse arbitrariamente ninguna servi­
dumbre de la co.sa sirviente ni transmitirse á otra cosa ó persona. 
Considérase además toda servidumbre como indivisible, cuando

(1) Reíiérense á la adquisición de la propiedad mediante la tra­
dición.



el derecho inherente al predio no puede por aumento, disminu­
ción ó partición del mismo, cambiarse ó dividirse.

Art. 486. Un predio puede servir al mismo tiempo ii varias 
personas, cuando con esto no se irrogue perjuicio á los derechos 
anteriores de tercero.

Art. 487. En armonia con estos principios, deberán determi­
narse las relaciones de derecho en las diferentes clases de servi­
dumbres. El que está obligado á tolerar la carga del edificio con­
tiguo, ó que apoyen la viga de otro en el muro propio, ó á recibir 
el paso del humo por la chimenea propia, deberá contribuir pro- 
porcionalmeute á la conservación del muro, de la columna, de la 
pared ó de la chimenea destinada á ello; pero no podrá preten­
derse que refuerce la obra en beneficio del predio dominante, ó 
que deba restaurar la chimenea del vecino.

Art. 48S. La servidumbre de ventana no da otro derecho que 
á la luz y al aire; el de las vistas necesita especiales concesiones. 
El que no tenga el derecho de vistas podrá ser obligado á ponerle 
á la ventana una reja de hierro. Con el derecho de ventana va 
unida la obligación de tener enrejado ó alambrado el hueco. El 
que falte á esta obligación será responsable del daño que de ello 
pudiera resultar.

Art. 489. El que tenga el derecho de desagüe podrá hacer co­
rrer libremente ó por medio de canales el agua de lluvia por el 
tejado de otro; podrá también dar más elevación á su propio te­
jado, poro deberá disponer las cosas de modo que no haga con 
esto más gravosa la servidumbre. Tiene asimismo la obligación 
de quitar á su tiemjjo las nieves abundantes, y á conservar en 
buen estado las tarjeas destinadas al desagüe.

Art. 490. El que tenga el derecho de llevar del tejado del ve­
cino el agua de lluvia á su propio predio, deberá costear él solo 
los gastos do canales, de depósitos destinados á recibir el agua y 
demás obras necesarias para este fin.

Art. 491. Si para la extracción do aguas fueren necesarias 
zanjas y canales, el propietario del predio dominante estará obli- 
g'ado á construirlos y á tenerlos bien cubiertos y limpios, para 
disminuir asi la carg’a del predio sirviente.

Art. 492. En el derecho de pasar á pie so comprendo el pasar 
2)or un determinado sendero, de hacerse llevar en hombros por el 
mismo, y dejar llegar á otro hasta el predio dominante. En el de­
recho de llevar ganado se comprende el uso de los carritos do 
mano, y en el derecho de jjasar con carro el de éste con dos ó más 
caballerías.
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Art. 493. Por el contrario, sin una concesión especial, el dere­
cho de pasar á pie no podrá extenderse al de pasar á caballo ó 
hacerse llevar por otra caballería; ni el derecho de llevar caballe­
rías al de arrastrar grandes pesos por el predio sirviente; ni el 
derecho de pasar con carro al de llevar por el predio caballerías 
sueltas.

Art. 494. A la conservación de caminos, puentes y pasaderas 
contribuirán proporcionalmente todas las personas ó propietarios 
de predios á los que corresponda hacer uso de ellos, y, por consi­
guiente, también el poseedor del predio sirviente contribuirá 
según el beneficio que pueda él sacar de ello.

Art. 495. El espacio para el ejercicio de estas tres servidum­
bres deberá ser proporcionado al uso necesario y á las circuns­
tancias del lugar. Si el uso de los caminos ó de los pasos quedase 
impedido por inundación ó por otro accidente, deberá asignarse 
otro espacio hasta que vuelva á ponerse en su primitivo estado, 
si por la Autoridad no se hubiese ya provisto.

Art. 496. Al derecho de sacar agua perteneciente á otro, va 
irnido también el de acceso al lugar donde se halla.

Art. 497. El que tenga el derecho de traer el agua del predio 
de otro al suyo ó do conducirla del suyo al de otro, podrá además 
construir i>or su cuenta los acueductos, canales y exclusas nece­
sarios á este fin. La medida que no deberá excederse en la ejecu­
ción de tales obras será determinada por la necesidad del predio 
dominante.

Art. 498. Si en la adquisición del derecho de pastos no se hu­
biere determinado la especie y el número de los animales, ni el 
tiempo y el límite del uso, deberá mantenerse la posesión pacifica 
de treinta años. En los casos de duda servirán de regla las si­
guientes prescripciones.

Art. 499. Cuando á ello no se opongan las leyes políticas y los 
Reglamentos sobre montes, el derecho de pastos se extiende á toda 
clase de caballerías, ganado mayor y menor, pero no á los cerdos 
ni á las aves, ni tampoco á las cabras; en los lugares donde haya 
monte ó arbolado, deberán excluirse siempre de los pastos los ga­
nados inmundos, malsanos y también los ajenos.

Art. 500. Si el número de los animales que se llevaban á pas­
tar se hubiese variado en los últimos treinta años, se tomará el 
término medio de los tres primeros. Si esto no diese resultado, se 
tendrá en cuenta, según la equidad, tanto la extensión como la 
calidad del pasto, y en ningún caso se permitirá al que teng’a este 
derecho mandar á los pastos do otro un número de animales ma-
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j’or del quo pueda alimentar el mitàno durante un invierno con el 
pasto rceog-ido del predio dominante. Las crias de los animales no 
se computarán eii el minierò establecido.

Art. 501. La duración del pasto se determinará, en generai, 
por el uso de cada lugar y no impugnado; ma.s para el objeto del 
pasto nunca podrá impedirse ó dificultarse el cultivo, reducido á 
determinado método por ios Keglamcntos do policía.

Art. 502. El disfrute del derecho de pasto no se extiendo á la 
percepción de otras utilidades. El que tenga este derecho no 
podra segar la hierba ni, por regda g’cneral, excluir al propietario 
del predio del derecho de utilizar el pasto en común; mucho menos 
podrá perjudicar la dehesa en que se halle el pasto. Si fuera do 
temer algún daño, estará oblig'ado á hacer gniardar su ganado 
por un pastor.

Art. 503. Los principios hasta aqui establecidos acerca del de­
recho do pasto se aplicarán también respectivamente al derecho 
de coger los animales, cortar leña, sacar piedras, y á las demás 
servidumbres. Si alguno pretendiere que estos derechos están 
fundados en el de la copropiedad, deberán decidirse las con t̂rover- 
sias que surjan con este motivo según los principios contenidos en 
el capitulo de la propiedad en común (1).
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Bélgica y Francia.

Código civil.— Libro II.— Títuio IV.-A rtículos 637 al 710.
De las servidumbres.

Art. 637. La servidumbre os una carga impuesta sobre una 
heredad, para el uso y utilidad de una finca perteneciente á otro 
propietario.

Art. 638. La servidumbre no establece preeminencia alguna de 
una heredad sobre otra.

Art. 63!). Tiene su origen ó en la situación délos predios, ó en 
obligaciones impuestas por la ley, ó en contrato hecho entre los 
propietarios.

(1) El Código austriaco sigue después examinando los derechos de 
usuñ'ucto, uso y habitación, considerándolos, á la manera de nuestra 
antigua legislación, _ como servidumbres personales, y no como res­
tricciones del dominio ó derechos reales.
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CAPÍTULO PEIMERO

De las servidumbres que tienen su origen en la situación 
de las fincas.

Art. G40. Los predios inferiores están sujetos á recibir de los 
más elevados, las aguas que de éstos se derivan, sin que contri­
buya á e.llo la mano del hombre. El propietario inferior no puedo 
elevar diques que imp idan la corriente ó descenso de las ag-uas.

El propietario superior no puede ejecutar nada que sea causa 
del aumento de servidumbre que sufren los predios inferiores.

Art. 641. El que tiene dentro de su propiedad un manantial 
puede disponer de él según su voluntad, salvo los derechos que el 
propietario colindante' haya podido adquirir por titulo ó pres- 
cripción. ^

 ̂Art. 642. La prescripción en este caso no puede adquirirse 
sino por el goce no interrumpido de treinta años, á contar desdo 
el momento en que el propietario de la tierra inferior haya hecho 
y terminado las obras oportunas, destinadas á facilitar la co­
rriente y entrada o caída del agua en su propiedad.

Art. 643. El propietario del manantial no puede cambiar su 
curso cuando proveo á los habitantes de una municipalidad, 
ciudad ó aldea el agua que les es necesaria, pero si los habitante  ̂
no han adquirido ó prescrito su uso, el propietario puede reclamar 
una indemnización que se determinará por Peritos.

Art. 644. El propietario de la finca por cuvas márgenes pase 
agua corriente, que no sea de la que declara dependencia del do­
minio publico el art. 538, en el titulo de la distinción de bienes, 
puedo servirse de ella para regar sus propiedades.

Aquel cuya propiedad atraviese el agua, puede también apro­
vecharla en el espacio que recorre; pero con la obligación de 
volverla á su curso natural al salir de su predio.

Art. 645. Si se promueven cuestiones entre los propietarios á 
los cuales pueden ser útiles, los Tribunales, al fallar, deben con­
ciliar el interés de la agricultura con el respeto debido á la pro­
piedad, y en todo caso deben observarse los Reglamentos particu­
lares y locales que hagan referencia al curso y uso de las aguas.

rt. 646. Todo propietario puede obligar al dueño colindante 
al amojonamiento de las propiedades contiguas. Los efectos de la 
obra se pag'arán por mitad.



Art. 647. Todo propietario puede cerrar su heredad, excepto eu 
el caso prescrito en el art. 682.

Art. 6i8. El propietario que quiere construir la cerca pierde 
■su derecho á los aprovechamientos comunales en proporción del 
terreno que sustrae.
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CAPITULO II

De las servidumbres establecidas por la ley.

Art. 649. Las servidumbres establecidas por la ley tienen por 
objeto la utilidad pública ó comunal ó la utilidad de los particu­
lares.

Art. 650. Las que se establezcan con motivo de la utilidad pú­
blica ó comunal tienen por objeto la senda á orilla de los ríos na­
vegables, la construcción ó reparación de los caminos y otras 
obras piiblicas ó comunales.

Todo lo que se refiere á esta clase de servidumbres está deter­
minado por leyes y Reglamentos particulares.

Art. 651. La ley somete á los propietarios á diferentes obliga­
ciones el uno respecto del otro, é independientes de todo con­
trato.

Art. 652. Parte de estas obligaciones están reglamentadas en 
las leyes de Policía rural; otras son relativas al muro y zanja me­
dianeros, al caso en que haya que construir contramuro, á las 
vistas sobre la propiedad del vecino ó las vertientes de los tejados 
ó techos, y al derecho de paso.

S eccid n  p rim e ra .

De la pared y  zanja medianeras.

Art. 653. En las ciudades y en los campos, toda pared que 
sirva de separación entre edificios y en toda su medianería ó 
entre patios y jardines, y aun entre cercados en los campos, se 
presume medianeria, si no hay titulo ni señas que pruebe lo con­
trario.

Art. 654. Hay señal de no existir la medianeria cuando lo más 
alto do la pared está derecho y á plomo sobre la superficie exterior 
de uno de los lados y presenta por. el otro un plano inclinado.

Existe tambión cuando en uno solo de los lados aparece albar-
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I

dilla ó cornisa y repisas de piedra que se hubiesen hecho al edifi­
car la pared.

En este caso, se considera el muro de la propiedad exclusiva 
del dueño del lado de cuya finca estén las vertientes, ó las corni­
sas y repisas de piedra.

Art. 655. La reparación y construcción de la pared medianera, 
son de cuenta de todos aquellos que tengan derecho á la misma y 
proporcionalmente al derecho de cada uno.

Art. 656. Sin embargo, todo copropietario de una pared me­
dianera puede excusarse de contribuir á los gastos de reparación, 
abandonando el derecho de medianería, siempre que el mismo 
medianero no sostenga un edificio de su propiedad.

Art. 657. Todo copropietario puede apoyar sus construcciones 
en el muro medianero, haciendo descansar en él tirantes y carre­
ras en todo el grueso de la pared, dejando un espacio de 50 milí­
metros próximamente, sin ¡perjuicio del derecho que tiene el dueño 
colindante de reducir desvastando el tirante hasta la mitad de la 
Ijared, en el caso en que el mismo quiera fijar las vigas en el 
mismo sitio ó hacer en él una chimenea.

Art. 658. Todo copropietario puede hacer elevar la pared me­
dianera; pero debe pagar él solo los gastos que aquella obra oca­
sione, los do los reparos de conservación de ésta y además indem­
nizar, según su valor, por el mayor peso que ocasiono la mayor 
altura.

Art. 659. Si el muro medianero no se encuentra en estado de 
soportar la elevación, el que desee hacer la obra debe construir 
aquél de nuevo y por completo á su costa, y el exceso que haya 
de darse al exx>esor debe tomarse de su lado.

Art. 660. El dueño colindante que no haya contribuido á la 
mayor altura, puede adquirir la medianería de ella, pagando la 
mitad do su coste, y el valor de la mitad del suelo tomado para el 
exceso do espesor.

Art. 661. Todo propietario cuya casa esté contigua á la pared 
tiene también la facultad de hacerla medianera en todo ó en parte, 
reembolsando al dueño del muro la mitad de su valor ó la mitad 
de lo que imi ôrte la porción que se deseo convertir en medianería, 
y la mitad del valor del suelo sobre el que está edificada la pared.

Art. 662. Ning’uno de los dueños confinantes puede hacer 
excavaciones en el fondo de la pared medianera, ni apoyar en ella 
obra alguna, sin el consentimiento del otro, ó sin hacer, vista su 
negativa, determinar por Peritos los medios necesarios para que 
la nueva obra no perjudique los derechos del colindante.



Art. 663. Cada uno puede obligará su vecino, en las ciudades 
y barrios, á contribuir á las construcciones y reparaciones de las 
cerca.s que separan sus casas, patios y jardines que hubiese den­
tro de aquéllas; la altura de la cerca ó pared se fijará conforme á 
los Eeglamentos particulares-ó á los usos constantes y admitidos, 
y en defecto do usos ó Reglamentos, toda pared de separación 
entre dos fincas vecinas que en lo futuro se construya ó resta­
blezca, debe tenor por lo menos treinta y dos decímetros de al­
tura, comprendiendo el caballete, en las ciudades de cincuenta 
mil almas arriba, y veintiséis de auclio eu las demás.

Alt. 66J. Cuando los diterentes 2iisos de una casa pertenecen á 
diversos propietarios, si los títulos de propiedad no regulan la 
forma en que hayan de hacerse las reparaciones y construcciones, 
deben hacerse en la siguiente forma: las paredes maestras y el 
techo son de cuenta de todos los propietarios, cada uno en ¡iro- 
porción do la parto que tenga. El propietario de cada piso debe 
hacer el suelo correspondiente al suyo.

La escalera que conduce desde la planta baja al iirimer jiiso 
es de cuenta del dueño do éste: el trozo que media eñCre el pri­
mero y segundo, corresponde, ál propietario del último, y asi .su­
cesivamente.

Art. 665. Cuando se reedifique una pared medianera ó una 
casa, las servidumbres activas y pasivas se continuarán respecto 
del nuevo muro ó de la nueva casa sin que puedan aumentarse, 
y con tal de que la obra se haga antes que haya podido adquirirse 
prescripción.

Art. 666. Las zanjas que haya entro dos ju-edios se suponen 
medianeras, siempre que no haya título ó señal en contrario.

Art. 667. Se considerará señal de no existir la medianería 
cuando la tierra extraída lo es sólo y está arrojada de uno de los 
lados de la zanja.

Art. 668. Se considerará dueño de la zanja el propietario en 
cuya finca se haya echado la tierra extraída.

Art. 669. La conservación de la zanja medianera se hará á ex­
pensas de los dos dueños.

Art. 6/0. Se reputa medianero el soto ó vallado que sejíara dos 
fincas, á no ser que una sola de ellas se encuentre en dis230sición 
de estar cercada, ó que haya titulo ó posesión bastante en con­
trario.

Art. 67i. No está permitido plantar árboles grandes sino á la 
distancia prescrita por las reglas vigentes á la sazón ó por los 
usos constantes y admitidos; y á falta de unos y de otros, podrá
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hacerse la plantación únicamente á la distancia de dos metros de 
la linea divisoria de las dos Aucas para los árboles g-randes y á la 
distancia de medio metro para los más pequeños y setos vivos.

Art. 672. El dueño colindante puede exigir que se arranquen 
árboles y setos plantados á menor distancia. La persona sobre 
cuya propiedad caigan las ramas de los árboles del predio conti­
guo puedo obligar á su dueño á cortarlas. Si son las raíces que 
penetran en su propiedad, puede él mismo cortaidas.

Art. 673. Los árboles que se encuentren en el vallado interme­
dio son medianeros como éste, y cada uno de los propietarios tiene 
derecho á cortarlos.
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S ec ció n  »cs'undn .

De la distancia y  obras Intermedias exigidas para determinadas 
construcciones.

Art. 674. El que haga excavar un pozo ó una zanja para su 
servicio cerca de una pared, sea ó no medianera.

El que en el mismo sitio se proponga construir chimenea, horno, 
fogón ó fragua; construir al lado un establo ó establecer un alma­
cén de sal ó montón de materias corrosivas está obligado á guar­
dar la distancia prescrita por los Reg’lamentos y usos particulares 
que haya acerca de estos objetos, ó á hacer las obras prevenidas 
en los mismos Reglamentos y usos á fin de evitar perjuicios al co­
lindante, -

S ec ción  te rc era .

De las vistas sobre la propiedad del dueño colindante.

Art. 675. Xinguno de los propietarios contiguos imede, sin con­
sentimiento del otro, abrir en la pared medianera ning’una ven­
tana ó abertura de cualquiera clase que sea.

Art. 6/6. El propietario de una pared no medianera, pero con­
tigua dé una manera inmediata á la propiedad de otro, puede 
practicar en ella claraboyas ó ventanas con alambreras ó vidrie­
ras que no se abran. Estas ventanas deben estar provistas de en­
rejado cuyas mallas tengan á lo más un decímetro.

Art. 6/7. Estas ventanas no pueden abrirse sino á 26 centíme­
tros por cima del piso al que se quiere dar luz, si es el cuarto 
bajo, y á 19 decímetros más altas que el suelo de cada uno de 
ellos en los pisos superiores.

Art. 678. Xo pueden abrirse ni ventanas para asomarse, bad­
eones ó construcciones semejantes sobre la propiedad cerrada ó



no del dueño contiguo, si no hay 19 decímetros de distancia entro 
la pared en que se practican y la mencionada finca.

Art. 679. No se pueden tener vistas de lado ni oblicuas sobre 
propiedades contiguas, á no ser á seis decímetros de distancia.

Art. G80. La distancia de que se ha hablado en los dos artícu­
los precedentes se cuenta desde la superficie exterior de la pared 
en que se hace la abertura, y si hay halcones ó voladizos seme­
jantes, desde su linea exterior hasta la linea de separación de las 
dos propiedades.

Secci<$n cuarta.

De las vertientes de los tejados.

Art. 681. Todo propietario debe construirlos techos de modo 
qrre las aguas pluviales viertan á su propiedad ó á la vía pública, 
no pudiendo arrojarlas á la propiedad vecina.

Sección quinta.

Del derecho de paso.

Art. 682. El propietario cuyas fincas estén enclavadas dentro 
de otras y no tengan ninguna salida ú la vía pública, puede recla­
mar un paso á través de los predios contiguos para la explotación 
de su propiedad, con la obligación de satisfacer indemnización 
proporcionada al daño que ocasiona.

Art. 683. El paso debe tomarse por lo regular del lado que sea 
más corto el trayecto á la vía pública.

Art. 634. Sin embargo, debe fijarse en el sitio menos perjudi­
cial para el propietario de la finca que haya do gravarse.

Art. 685. La acción de indemnización en el caso previsto por 
el art. 682 es prescriptible; y el paso debe continuar aunque no 
sea ya admisible dicha acción.

CAPÍTULO III
De las servidumbres derivadas del hecho del hombre.
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Sección primera.

De las diversas especies de servidumbres que pueden establecerse 
sobre los bienes.

Art. 686. Es licito á los propietarios establecer sobre sus fincas 
ó en favor de las mismas, las servidumbres que tengan por conve­
niente siempre que el gravamen no se imponga á la persona ni en



favor de ella, sino solamente en una finca con relación á otra y con 
tal de que estas cargas no contengan nada contrario al orden 
público.

El uso y extensión de las servidumbres establecidas en esta 
forma, se determinan por el titulo de su constitución, y en defecto 
de éste por las reglas siguientes.

Art. 687. Las servidumbres se constituyen, ó en beneficio de un 
edificio ó de una tierra.

Las pertenecientes al primer grupo se llaman urbanas, ya estén 
situados los edificios en poblado ó en el campo. Las del segundo 
grupo se llaman rurales.

Art. 688. Las servidumbres son continuas ó discontinuas. Las 
primeras son ó pueden ser continuas, sin necesidad de los actos in­
mediatos del hombre, como las conducciones de aguas, vertientes, 
vistas, y otras de esta especie.

Las servidumbres discontinuas son aquellas que necesitan la 
intervención ó el hecho inmediato, actual del hombre para reali­
zarse, tales como los derechos de paso, pasto, extraer aguas de 
pozo y otras semejantes.

Art. 689. Las servidumbres son aparentes ó no aparentes.
Son aparentes las que se anuncian desde luego ¡̂ or las obras 

exteriores, como una puerta, una ventana ó un acueducto.
Las servidumbres no aparentes son las que no presentan signo 

exterior de existencia, por ejemplo, la prohibición de edificar en 
un solar ó de limitar la construcción á altura determinada.

Sección se$rumla.

M odo de establecer las servidumbres.
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Art. 690. Las servidumbres continuas y aparentes se adquie­
ren por título ó jior la posesión de treinta años.

Art. 691. Las servidumbres continuas no aparentes y las dis­
continuas, sean ó no manifiestas, no pueden constituirse sino en 
virtud de titulo.

La posesión, aunque sea inmemorial, no basta para establecer­
las, sin que, sin embargo, puedan impugnarse las servidumbres ya 
adquiridas por la posesión en los países en que pudieran adquirirse 
de esta manera.

Art. 692. El destino que á sus fincas dé el padre de familia 
equivale á un titulo, respecto de las servidumbres continuas y apa­
rentes.



Art. 693. Se entiende que se ha realizado el caso previsto en el 
articulo anterior, cuando se haj-a probado que los dos predios, ya 
divididos ó separados, han pertenecido al mismo propietario por el 
cual so han puesto las cosas en el estado del que la servidumbre 
.se deriva.

Art. 604. Si el propietario de las dos heredades, entre las cuales 
existe una señal aparente de servidumbre, dispone de una de ellas 
sin que el contrato contenga ning-una cláusula relativa á la servi­
dumbre, continuará ésta existiendo éu favor ó en perjuicio de la 
finca vendida.

Art. 695. El titulo constitutivo de la servidumbre, respecto de 
aquellas que no pueden adquirirse por prescripción, no puede ser 
reemplazado sino por otro titulo en que el dueño del predio sir­
viente reconozca la servidumbre.

Art. 696. Cuando se constituye una servidumbre se considera 
acordado todo cuanto sea necesario para usar de ella. Asi la servi­
dumbre de extraer aguas de la fuente de otro, tiene necesariamente 
derecho á la servidumbre de paso.
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SeeeicJn tercera.

I)e los derechos del propietario del predio dominante.

Art. 697. El que tiene derecho á una servidumbre lo tiene tam­
bién para hacer todas las obras necesarias para su uso y conser­
vación.

Art. 698. Estas obras se ejecutarán á su vista y no á la del dueño 
del predio sirviente, á no ser que establezca lo contrario el titulo 
de la constitución de la servidumbre.

Art. 699. Aun en el caso en que el propietario do la finca sir­
viente esté obligado por el titulo originario de la servidumbre á 
hacer á su costa las obras necesarias para el uso ó la conserva­
ción de la servidumbre, puede siempre librarse de aquella carga 
abandonando el predio s irviente al dueño del dominante.

Art. 700. Si la finca en cuyo favor so ha establecido llega á 
dividirse, queda la servidumbre en cada una de las dos posesio­
nes, pero sin que se aumente por esto el gravamen al predio sir­
viente.

Asi es que si se trata de un derecho de paso, todos los copro­
pietarios estarán obligados á ejercitarlo por una misma parte.

Art. 701. El dueño de la finca sirviente nada puede hacer que



se dirija á disminuir el uso de la servidumbre ó á hacerlo más 
incómodo.

Por lo Unto, no podrán mudar los sitios ni trasladar el ejercicio 
de la servidumbre á otro paraje diferente del que se fijó al prin­
cipio.

Pero si esta designación primitiva hubiese llegado á ser más 
gravosa al dueño del predio sirviente ó si impidiera hacer en ella 
reparos de grande utilidad, podrá ofrecer al propietario de la 
otra finca un sitio igualmente cómodo para el ejercicio de sus de­
rechos y éste lio podrá rehusarlo.

Art. 702. El que tiene derecho de servidumbre no puede por 
su parte usar de él sino conforme al contenido de la escritura, 
sin poder hacer, ni en la finca sirviente, ni en aquella á cuyo favor 
está la servidumbre, mudanza alguna que agrave la situación del 
primero.
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Seecltfn cnnrta.

Del m odo de extinguirse las servidumbres.

Art. 703. Cesan las servidumbres cuando las cosas se ponen en 
tal estado que ya no puede usarse de ellas.

Art. 704. Eeviven si las cosas se restablecen de modo que se 
pueda usar de las servidumbres, á no ser que haya pasado el 
tiempo bastante para hacer presumir la extinción de'este derecho 
según se dice en el art. 707. ’

Art. 705. Toda servidumbre se extingue cuando la finca á que 
se debe y la que La debe se unen en una misma persona.

Art. 706. Se extingue la servidumbre por el no uso en el espa­
cio de treinta años.

Art. 707. Los treinta años comienzan á correr, según las di­
versas especies de servidumbres, ó desde el dia en que se dejó de 
usar de ellas, cuando se trata de las discontinuas, ó desde el en
que se ejecutó algún acto contrario cuando se trata de las con­
tinuas.

Art. 708. El modo de la servidumbre puede prescribirse como 
la misma servidumbre y de la misma manera.

Art. 709. Si la heredad en cuyo favor está la servidumbre 
pertenece á muchos pro indivho, el uso de ellos impide la pres­
cripción con respecto á los demás.

Art. 710. Si entre los copropietarios se halla alguno contra 
quien no pudo correr la prescripción, tal como uu menor, éste 
habrá, conservado el derecho de los demás.

TOMO II
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Guatemala y Méjico (1).

Libro segundo, título XIII, artículos 1.189 á 1.308 de Guatemala.— Libro 
segundo, titulo VI, artículos 1.043 á 1.164 del de Méjico.

TÍTULO XIII 

De las servidumbres.

Art. 1.189—1.043. La servidumbre es un gravamen impuesto 
sobre una finca ó heredad en provecho ó para servicio de otra per­
teneciente á distinto dueño. La finca ó heredad en cuyo favor está 
constituida la servidumbre, se llama predio dominante; la finca ó 
hered.ad que la sufre, predio sirviente.

Art. 1.190—1.044. La servidumbre consiste en no hacer ó en to­
lerar. Para que al dueño del predio sirviente pueda exigirse la eje­
cución de un hecho, es necesario que esté expresamente determi­
nado por la ley ó el acto en que se constituyó la servidumbre.

Art. 1.191 —1.045. Las servidumbres se constituyen para la 
subsistencia ó comodidad de un edificio ó del objeto á que éste se 
destina, ó para la comodidad y usos de un objeto agrícola; las pri­
meras se llaman urbanas y las segundas rústicas, sin consideración 
á que la finca esté en poblado ó en el campo.

Art. 1.192—1.046. Las servidumbres son continuas ó disconti­
nuas, aparentes ó no aparentes.

Art. 1.193—1.047. Son continuas aquellas cuyo uso es ó puede 
ser incesante, sin intervención de ningún hecho del hombre, como 
son las servidumbres de luces y otras de la misma especie.

Art. 1.194—1.048. Son discontinuas aquellas cuyo uso necesita 
algún hecho actual del hombre, como son la de senda, carril y 
otros de la misma especie.

Art. 1.195—1.049. Son aparentes las que se anuncianpor obras 
ó signos exteriores, dispuestos para su uso y aprovechamiento, 
como un puente, una ventana, un cauce ú otros semejantes.

Art. 1.196—1.050. Son no aparentes las que no presentan signo 
exterior de su existencia, como el gravamen de no edificar en

(1) Para evitar la repetición de los nombres de los Códigos á los 
cuales se refiere el presente texto, se advierte que el primero del arti­
culado se refiere al Código de Guatemala y el siguiente al de Méjico.



cierto lugar, el de no levantar un edificio sino á una altura deter­
minada y otros semejantes.

Art. 1.197-1.051. Las servidumbres son inseparables de la 
finca á que activa ó pasivamente pertenecen.

Art. 1.198 -1.052. Si las fincas mudan de dueño, la servidumbre 
continua, ya activa, ya pasivamente, en el predio li. objeto en que. 
estaba constituida, hasta que legalmente se extinga.

Art. 1.199—1.053. Las servidumbres son indivisibles. Si el pre- 
10 sirviente se divide entre muchos dueños, la servidumbre no se 

modifica, y cada uno de ellos tiene que tolerarla en la parte que 
e corresponde. Si es el predio dominante el que se divide entre 

muchos, cada porcionero puede usar por entero la servidumbre 
no variando el lugar de su uso, ni ag.avándola de otra manera.

Art. 1.200 -1.054 y 1.055. Las servidumbres provienen dei con­
trato o ultima voluntad de los propietarios y de la lev, ya sea que 
as establezca expresamente, ya sea que las autorice en virtud de 
la prescripción.

Todo propietario tiene obiigación de cerrar v cercar su propie­
dad en todo ó en parte, á su costa, del modo que lo estime conve­
niente, salvas las servidumbres de uso público ó particular que 
debiere por justo titulo, incluso el d,e la prescripción.

§ I.—.De las servidumbres legales en general.

 ̂ Servidumbre legal es la que existe sin nece­
sidad de convenio ni prescripción, y que, como consecuencia natu- 
ral de la respectiva posición de los predios, reconoce la ley, ya en 
utilidad publica ó comunal, ya en beneficio de los particulares.

Art. 1.202-1.057. Lo dispuesto en el párrafo 10 de este mismo 
titulo, con excepción de los artículos 1.291 y 1.294 (1), es aplicable 
A las servidumbres legales en todos los casos en que, respecto de 
ellas, no esté establecido algún precepto especial.

§ II.—De la servidumbre legc.l de aguas.

Art. 1.203 -1.058. Los predios inferiores están sujetos á recibir 
as aguas que, naturalmente y sin obra del hombre, caen de los

arrastran en su curso. 
Alt. 1.204.-1.0o9. Ni el dueño del predio inferior puede hacer
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(1) Artículos 1.146 y 1.149 del Código de Méjico.



obras que impidan diclias servidumbres, ni el del superior obras 
que la agraven.

Art. 1.205—1..0G0. El dueño de un predio en que existan obras 
defensivas para contener el agua, ó en que por la variación del 
curso de ésta sea necesario construir nuevas, está obligado, á su 
elección, ó á hacer las reparaciones ó construcciones, ó á tolerar 
que sin perjuicio suyo las hagan los dueños de los predios que ex­
perimenten ó estén inmediatamente (1) expuestos á experimentar 
daño, á menos que las leyes especiales do policía le impongan la 
obligación de hacer las obras.

Art. 1.206—1.061. Lo dispuesto en el articulo anterior es apli­
cable al caso en que sea necesario desembarazar algún predio de 
las materias cuya acumulación ó caida impida el curso del agua, 
con daño ó peligro de tercero. .

Art. 1.207—1.062. Todos los propietarios que participan del be­
neficio proveniente de las obras de que tratan los artículos ante­
riores, están obligados á contribuir al gasto de su ejecución en 
proporción á su interés y á juicio de expertos (2). Los que por su 
culpa hubieren ocasionado el daño serán responsables de los
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Art. 1.208—1.063. El dueño del predio en que hay una fuente 
natural, ó que ha hecho construir un pozo ñotaute, algibe ó presa 
para detener las aguas pluviales de su propio fundo, puede usar y 
disponer de su agua libremente.

Art. 1.209—1.064. Si hay aguas sobrantes que pasen á predio 
ajeno, puede adquirirse la propiedad de ellas por el dueño del 
fundo que las recibe, por el transcurso de cinco años, que se con­
tarán desde que el dueño de dicho predio haya construido obras 
destinadas á facilitar la caida ó el curso de las aguas.

Art. 1.210—1.U65. Lo dispuesto en el articulo anterior no priva 
al dueño de la fuente, algibe ó presa, de la facultad de sacar todo 
el aprovechamiento posible de sus ag’uas, dentro de los limites de 
su propiedad.

Art. 1.211—1.066. La propiedad que sobre las aguas pertenece 
al Estado, no perjudica los derechos que sobre ellas-hayan adqui­
rido las Corporaciones ó particulares por titulo legítimo, según lo 
que se establezca en las leyes especiales sobre bienes de propiedad 
pública. El ejercicio de la propiedad en las aguas está sujeto á lo 
que se dispone en los artículos siguientes.

(1) Inmineiitemeiité dice el de Méjico. 
(i) Peritos en el de Méjico.



Art. 1.212—1.067. Nadie puede usar del agua de los ríos de modo 
que perjudique la navegación, ni hacer en ellos obras que impidan 
el libre paso de los barcos ó balsas, ó el uso de otros medios de trans­
porte fluvial, sin que para ello valga la prescripción ni otro titulo.

Art. 1.213 -1.068. En iguales términos queda prohibido impe­
dir ó embarazar el uso de las riberas en cuanto fuere necesario 
para los mismos fines.

Art. 1.214—1.069. El propietario del agua, sea cual ftiere su 
titulo, no podrá impedir el uso de la que fuere necesaria para el 
abasto do las personas ó ganados de una posesión ó finca rústica, ni 
oponerse á las obras indispensables para satisfacer esta necesidad 
del modo menos gravoso para el propietario; pero tendrá derecho 
á la indemnización, salvo que los habitantes hubiesen adquirido 
el uso del agua por prescripción ó por titulo legal.

Art. 1.215—1.070. Las disposiciones de este Código acerca de 
las servidumbres de aguas no innovan do modo alguno los, dere­
chos adquiridos legalmente hasta ahora sobro ellas.

Art. 1.216—1.071. El propietario délas aguias no podrá desviar 
su curso, de modo que causen daño á un tercero, porque rebosen 
ó por otro motivo.

Art. 1.217 - 1.072. Si algxino hiciere pozo en su propiedad, aun­
que por esto disminuya el agua en fundo ajeno, no está obligado 
á indemnizar.

Art. 1.218—1.073. Todo el que quiera usar agua de que pueda 
disj)oner tiene derecho de hacerla pasar por los fundos interme­
dios, con obligación de indemnizará sus dueños, asi como también 
á los de los predios inferiores sobre los que se filtren ó caigan las 
aguas.

Art. 1.219—1.074. Se exceptúan de la servidumbre que esta­
blece el articulo anterior los edificios, sus patios, jardines y demás 
dependencias.

Art. 1.220 — 1.075. El que haya de usar el derecho de hacer 
pasar aguas, de C(ue trata el art. 1.218 (1), está obligado á construir 
el canal necesario en los predios intermedios, aunque haya en ellos 
canales para el uso de otras aguas.

Art. 1.221—1.076. El que tiene en su predio un canal para el 
curso de aguas que le pertenecen, puedo impedir la apertura de 
otro nuevo ofreciendo dar paso por aquél, con tal de que no cause 
perjuicio al reclamante.
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(1) 1.073 del mejicano.



Art. 1.222— l.on. También se deberá conceder el paso de las 
aguas al través de los canales y acueductos del modo más conve­
niente, con tal de que el curso de las aguas que se conducen por 
éstos, y su volumen, no sufran alteración, ni las de ambos acue­
ductos se mezclen.

Art. 1.223 —1.018. En el caso del art. 1.218, si fuere necesario 
hacer pasar el acueducto por un camino, rio ó torrente priblicos, 
deberá indispensable y previamente obtenerse el permiso do la 
Autoridad bajo cuya inspección estén el camino, rio ó torrente.

Art. 1.224—1.079. La Autoridad sólo concederá el permiso con 
entera sujeción á los Reglamentos de policía, y obligando al 
dueño del agua á que la haga pasar sin que el tránsito se impida, 
estreche ni deteriore el camino, ni se embarace ó estorbe el curso 
del rio ó torrente.

Art. 1.225—1.080. El que sin dicho permiso previo pasase el 
ag’ua ó la derramase sobre el camino, quedará obligado á reponer 
las cosas á su'estado antiguo y á indemnizar el daño que á cual­
quiera se cause, sin perjuicio de las penas impuestas por los Re­
glamentos de policía.

Art. 1.226—1.081. El que pretenda usar del derecho consignado 
en el art 1.218, debe previamente:

1. " Justificar que puede disponer del agua que pretende con­
ducir.

2. ® Acreditar que el paso que solicita es el más conveniente y 
el menos oneroso para tercero.

3. “ Pagar el valor del terreno que ha de ocupar el canal, se- 
g’ún estimación de expertos, y un 10 por 100 más.

4. " Resarcir los daños inmediatos, con inclusión del que re­
sulte por dividirse en dos ó más partes el predio sirviente, y de 
cualquiera otro deterioro.

Art. 1.227—1.082. En el caso á que se refiere la disposición del 
artículo anterior, el qire pretenda el paso de aguas deberá pagar 
en proporción á la cantidad de éstas, el valor del terreno ocupado 
por el canal en que se introducen, y los gastos necesarios para su 
conservación, sin perjuicio de la indemnización debida por el te­
rreno que sea necesario ocupar de nuevo, y por los otros gastos 
que ocasione el paso que se le concede.

Art. 1.228—1.083. La cantidad de agua que puede hacerse pasar 
por un acueducto establecido en predio ajeno, no tendrá otra li­
mitación que lo que resulto do la capacidad que por las dimen­
siones convenidas se haya fijado al mismo acueducto.

Art. 1.229—1.084. Si el que disfruta del acueducto necesitase
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ampliarlo, deberá costear las obras necesarias y pag'ar el terreno 
que nuevamente ocupe y los daños que cause, conforme á lo dis­
puesto en los nximeros 3.° y 4.'' del art. 1.226 (1).

Art. 1.230—1.0S5. La servidumbre legal establecida por el ar­
ticulo 1.218 trae consigo el derecho de tránsito para las personas 
y animales, y el de conducción de los materiales necesarios para 
el uso y reparación del acueducto, asi como para el cuidado del 
agua que por él se conduce, observándose respecto de ella lo 
dispuesto en los»articulos 1.238 y 1.243 (2).

Art. 1.231 —1.086. Las disposiciones concernientes al paso de 
las aguas son aplicables al caso en que el poseedor de un terreno 
pantanoso quiera desecarlo, ó dar salida por medio de cauces á las 
ag'uas estancadas.

Art. 1.232—1.087. Las concesiones de aguas que se hicieren por 
Autoridad competente, se presume que son otorgadas sin perjui­
cio de otros derechos anteriormente adquiridos.

Art. 1.233—1.088. Todo el que se aproveche de un acueducto, 
yapase por campo propio, ya por ajeno, debe construir y conser­
var los puentes, canales, acueductos, subterráneos y demás obras 
necesarias para que no se j>erjudique el derecho de otro.

Art. 1.234—1.089. Si los que se aprovecharen fueren varios, la 
obligación recaerá sobre todos, á proporción de su aprovecha­
miento, si no hubiere disposición ó convenio en contrario.

Art. 1.235—1.090. Lo dispuesto en los dos articxilos anteriores 
comprende la limpia, construcciones y reparaciones para que el 
curso del agua no se interrumpa.
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§ 111.—De la servidumbre legal de paso.

Art. 1.236—1.091. El propietario de una finca ó heredad en­
clavada entre otras ajenas, sin salida á la via pública, tiene de­
recho de exigir paso, para el aprovechamiento de aquélla, por las 
heredades vecinas, sin que sus respectivos dueños puedan re­
clamarle otra cosa que una indemnización equivalente al perjuicio 
que les ocasione este gravamen.

Art. 1.237—1.092. La acción para reclamar esta indemnización 
es prescriptible; pero aunque prescriba, no cesa por este motivo 
el paso obtenido.

Art. 1.238 — 1.093. El dueño del predio sirviente tiene el dere-

(1) 1.081 del de Méjico.
(2) 1.093 al 1.098 de ídem.



cho de señalar el lugar donde ha de constituirse la servidumbre 
de paso.

Art. 1.239—1.094. Si el Juez califica el lugar señalado de im­
practicable ó de muy gravoso al predio dominante, el dueño del 
sirviente debe señalar otro.

Art. 1.240—l.ü95. Si este lugar es calificado de la misma ma­
nera que el primero, el Juez señalará el que crea más convenien­
te, procurando conciliar los intereses de los dos predios,

Art. 1.241 — 1.096. Si hubiere varios predios i>or donde pueda 
darse el paso á la vía piiblica, el obligado á la servidumbre será 
aquel por donde fuere más corta la distancia. Si ésta fuere igual 
por dos predios, el Juez designará cuál de éstos ha de dar el paso.

Art. 1.242—1.097. En la servidumbre de paso, el ancho de éste 
será el que baste á las necesidades del predio dominante, á juicio 
del Juez, no pudiendo exceder de cinco metros ni bajar de dos 
sino por convenio de los interesados.

Art. 1.243—1.098. En caso de que hubiere habido antes comu­
nicación entre la finca ó heredad y alguna vía pxiblica, el paso 
sólo se podrá exigir á la heredad ó finca por donde últimamente lo 
hubo.

Art. 1.244—1.099. Todo propietario tiene derecho de pedir al 
que lo sea de las heredades contiguas, el apeo, deslinde ó amojo-' 
namiento de las que respectivamente le pertenecen, si antes no se 
ha hecho el deslinde ó si se ha borrado el lindero por el tiempo.

Art. 1.245—1.100. Los gastos del apeo se harán á prorrata por 
el que los promueva y los proixietarios colindantes; pero el Juez 
podrá á su arbitrio eximir de la oblig’ación de conti’ibuir á los gas­
tos á los colindantes que sean notoriamente pobres.
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§ IV.—De la servidumbre legal de medianería.

Art. 1.246—l.lOl. Cuando hay constancia que demuestre quién 
fabricó la parte que divide los predios, el que la costeó os dueño 
exclusivo de ella; si consta que se fabricó por los colindantes, ó 
no consta quién la fabricó, es medianera.

Art. 1.247—1.102. Se presume la medianería mientras no haya 
sig'no exterior que demuestre lo contrario:

1. ° En las paredes divisorias de los edificios contiguos hasta 
el punto comiin de elevación.

2. ° En las paredes divisorias de los jardines ó canales situados 
en poblado ó en el campo.

3. “ En las cercas, vallados y setos vivos que dividen los pre-



dios rústicos. Si las construcciones no tienen una misma altura, 
sólo hay presunción de medianería hasta la altura de las cons­
trucciones menos elevadas.

Art. 1.248—1.103. Hay signo contrario á la medianería:
1. “ Cuando hay ventanas ó huecos abiertos en las paredes di­

visorias de los edificios.
2. ” Cuando conocidamente toda la pared, vallado, cerca ó seto, 

están construidos sobre el terreno de una de las fincas y no por 
mitad entre una y otra de las dos contiguas.

3. “ Cuando la pared soporta las cargas de carreras, pasos y 
armaduras de una de las posesiones y no de la contigua.

4. “ Cuando la pared entre patios, jardines y otras heredades 
está construida de modo que la albardilla cae hacia una sola de 
las propiedades.

5. ° Cuando la pared divisoria, construida de manipostería, 
presenta piedras llamadas pasaderas, que de distancia en distan­
cia salen fuera de la superficie sólo por un lado de la pared y no 
por el otro.

6. " Cuando la pared fuere divisoria entre un edificio del cual 
forme parte y un jardín, campo, corral ó sitio sin edificio.

7. “ Cuando una heredad se halle cerrada ó defendida por va­
llados, cercas ó setos vivos y las contiguas no lo estén.

8. “ Cuando la cerca que cierra completamente una heredad es 
de distinta especie de la que tiene la vecina en sus lados conti­
guos á la primera.

Art. 1.249—1.104. En general, se presume que en los casos se­
ñalados en el articulo anterior la propiedad do las paredes, cercas, 
vallados ó setos, pertenece exclusivamente al dueño de la finca ó 
heredad (1).

Art. 1.250—1.105. Las zanjas ó acequias abiertas en las here­
dades se presumen también medianeras, si no hay titulo ó signo 
que demuestre lo contrario.

Art. 1.251—1.106. Hay signo contrario á la medianería cuando 
la tierra ó broza sacada de la zanja ó acequia para abrii'la ó lim­
piarla se halla sólo do un lado; en este caso, se presume que la 
propiedad de la zanja ó acequia es exclusivamente del dueño de 
la heredad que tiene á su favor este sig’no exterior.

Art. 1.252—1.107. La presunción que establece el articulo ante­
rior cesa cuando la inclinación del terreno obliga á echar la tierra 
de un solo lado.
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(1) Que tiene á su favor estos signos exteriores, añade el de Méjico.



Art. 1.253—1.108. Los dueños de los predios estáu obligados á 
cuidar de que iio se deterioren la pared, zanja ó seto medianeros, 
y si, por el hecho de alg’uuo de sus dependientes ó animales, se 
deterioraren, deben reponerlos, pagando los daños ó perjuicios 
que se hubieren causado.

Art. 1.254—1.109. La reparación y construcción de las paredes 
medianeras y el mantenimiento de los vallados, setos vivos, zanjas 
ó acequias, también medianeros, se costearán proporcionalmente 
por todos los dueños que tengan á su favor esta medianería.

Art. 1.255—1.110. El propietario que quiera libertarse de las 
obligaciones que impone el articulo anterior, podrá hacerlo renun­
ciando la medianería, salvo el caso en que la pared medianera 
sostenga un edificio suyo.

Art. 1.256—1.111. El propietario de un edificio que se apoya en 
una pared medianera, puede, al derribarlo, renunciar ó no á la 
medianería.

En el primer caso, serán de su cuenta todos los gastos necesa­
rios para evitar ó reparar los daños que cause la demoliciópi.

En el segundo, además de esta obligación, queda sujeto á las 
que imponen los artículos 1.253 y 1.254 (1).

Art. 1.257—1.112. El propietario de una finca contigua á una 
pared divisoria, no medianera, sólo puede darle este carácter en 
todo ó en parte por contrato con el dueño de ella.

Art. 1.258—1.113. Todo propietario puede alzar la pared me­
dianera haciéndolo á sus expensas, indemnizando de los perjuicios 
que se ocasionen por la obra, aunque sean temporales.

Art. 1.259—1.114. Serán ig’ualmente desu cuenta todas lasobras 
de conservación de la pared en la parte que ésta haj-a aumentado 
en altura ó espesor, y las que en la parte medianera sean necesa­
rias, siempre que el deterioro provenga de la mayor altura ó es­
pesor que se haya dado á la pared.

Art. 1.260—1.115. Si la pared medianera no puede resistir la 
mayor elevación, el propietario que quiera levantarla tendrá la 
obligación de reconstruirla á su costa, y si fuere necesario darle 
mayor espesor, deberá darlo de su suelo.

Art. 1.261—1.116. En los casos señalados por los artículos 1.258 
,y 1.260 (2), la pared continuará medianera hasta la altui'a en que 
lo era antiguamente, aun cuando haya sido edificada de nuevo á
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(1) 1.108 y 1.109 del de Méjico.
(2) 1.113 y 1.115 del segundo.
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expensas de uno solo; y desde el punto donde conservó la mayor 
altura es propia exclusivamente del que la edificó.

Art. i.262—1.117. Los demás propietarios que no hayan con­
tribuido á dar más elevación ó espesor á ia pared podrán, sin 
embargo, adquirir en la pai-te nuevamente elevada los derechos 
de medianería, pagando proporcionalmente el valor de la obra y 
la mitad del terreno sobre que se hubiere dado mayor espesor.

Art. 1.263—1.118. Cada propietario de una pared medianera 
podrá usar de ella en proporción al derecho que tenga en la man­
comunidad; podrá, por tanto, edificar, apoyando su obra en la 
pared medianera, ó introduciendo vigas hasta la mitad de. su es­
pesor, pero sin impedir el uso común y respectivo de los demás 
medianeros.

Art. 1.264—1.119. En caso de resistencia por parte de los pro­
pietarios, se arreglarán por medio de expertos las condiciones 
necesarias para que la nueva obra no perjudique los derechos de 
aquéllos.

Art. 1.265 —1.120. Cuando los diferentes pisos de una casa per­
tenecieren á distintos propietarios, si los títulos de propiedad no 
arreglan los términos en que deben contribuir á las obras nece­
sarias, se guardarán las reglas siguientes;

1. ®’ Las paredes maestras, el tejado ó azotea y las demás cosas 
de uso común, estarán á cargo de todos los propietarios, en pro­
porción ai valor de su piso.

2.  ̂ Cada propietario costeará el suelo de su piso.
3. * El pavimento det portal, puerta de entrada, patio común y 

obras de policía comunes á todos, se costearán á prorrata por todos 
los propietarios.

4. “ La escalera que conduce al piso primero se costeará á pro­
rrata entre todos, excepto el dueño del piso bajo; la que desde el 
piso primero conduce ai segundo, se costeará por todos, excepto 
por los dueños del piso bajo y primero, y asi sucesivamente.

§ V.—D e  la d ista n cia  qu e se req u iere  p a r a  ciertas construccion es  
y  p la nta cion es.

\

Art. 1.266—1.121. Nadie puede edificar ni plantar cerca délas 
lúazas fuertes, fortalezas y edificios públicos, sino sujetándose á las 
condiciones exigidas en los Eeglamentos especiales de la materia.

Art. 1.267—1.122. Las servidumbres establecidas por utilidad 
pública ó comunal, para mantener expedita la navegación de los 
ríos y la construcción ó reparación de las vías públicas, y para las



demás obras comunales de esta clase, se arreglan y resuelven por 
leyes y Reglamentos especiales; y á falta de éstos, por las reglas 
establecidas en este Código.

Art. 1.268—1.123. Xadie puede construir cerca de una pared 
ajena ó medianera, pozos, cloacas, acueductos, hornos, fraguas, 
chimeneas, establos, depósitos de materias corrosivas, máquinas 
de vapor ni otras fábricas destinadas á usos que pueden ser peli­
grosos ó nocivos, sin guardar las distancias prescritas por los Re­
glamentos, ó sin construir las obras de resguardo necesarias, y con 
sujeción en el modo á cuantas condiciones se prevengan en los 
mismos Reglamentos, ó que, en falta de ellos, se determinen por 
juicio pericial.

Art. 1.2G9—1.124. Nadie puede plantar árboles cerca de una 
heredad ajena sino á la distancia de dos metros do la linea diviso­
ria si la plantación se hace de árboles grandes, y de un metro si la 
plantación es de arbustos ó de árboles pequeños.

Art. 1.270—1.125. Todo propietario podrá pedir que se arran­
quen los árboles plantados á menor distancia de la señalada en el 
articulo que precede, y aun cuando sea mayor si es evidente el 
daño que le causan.

Art. 1.271—̂ 1.126. Si las ramas de algunos árboles se extienden 
sobre alguna heredad, jardines ó patios vecinos, el dueño de éstas 
tendrá derecho de reclamar que se corten en cuanto se extiendan 
sobre sus propiedades; y si fueren las raíces de los árboles veci­
nos las que so extendiesen en el suelo de otro, aquel en cuyo 
suelo se introduzcan podrá hacerlas cortar por si mismo dentro de 
su heredad, pero con previo aviso al vecino.

Art. 1.272—1.127. Los árboles existentes en cerca medianera 
son también medianeros, como la cerca; y cualquiera de los due­
ños tiene derecho de pedir su derribo; pero si el árbol es señal de 
lindero, no puede ser cortado ni sustituido con otro, sino de con­
sentimiento de ambos.
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§ VI.—D e  las luces y  v ista s qu e, co n form e d la le y , p u ed a n  tenerse  
en la p r o p ie d a d  del vecin o .

Art. 1.273—1.128. Ningún medianero puede, sin consentimiento 
del otro, abrir ventana ni hueco alguno en pared medianera.

Art. 1.274—1.129. El dueño de una pared no medianera con­
tigua á ñnca ajena puede abrir en ella ventanas ó huecos para re­
cibir las luces, á una altura tal que la parte inferior de la ven­
tana diste del suelo de la vivienda á que da luz tres metros á lo



menos, y en todo caso, con reja de hierro remetida en la pared, y 
con red de alambre, cuyas mallas tengan tres centímetros á lo más.

Art. 1.2~5—1 13;1. Sin embargo délo dispuesto en el articulo 
anterior, el dueño de la finca ó propiedad contigua á la pared en 
que estuviesen abiertas ventanas ó huecos, podrá construir pared 
contigua á ella, ó si adquiere la medianería, apoyarse en la misma 
pared medianera, aunque de uno ti. otro lado cubra los huecos ó 
ventanas.

Art. 1.276—1.131. No se pueden tener ventanas para asomarse, 
ni balcones ni otros semejantes voladizos sobre la propiedad del 
vecino, prolongándolos más allá del limite que separa las hereda­
des. Tampoco pueden tenerse vistas de costado ti oblicuas sobre la 
misma propiedad si no hay seis decímetros do distancia.

Art. 1.277—1.132. La distancia de que habla el articulo ante­
rior se mide desde la linea de separación de las dos propiedades.

§ VII.—D e la serv id u m b re  legal d e  d esa gü e.

Art. 1.278—1.133. El propietario de un edificio está obligado 
á construir sus tejados y azoteas de tal manera que las aguas plu­
viales no caigan sobre el suelo del vecino.

Art. 1.279—1.134. Cuando un predio rústico ó urbano se en­
cuentre enclavado entre otros, de manera que no tenga comuni­
cación directa con algún camino, canal ó calle pública, estarán 
obligados los dueños de los predios circunvecinos á permitir entre 
éstos el desagüe del central. Las dimensiones y dirección del con­
ducto de desagüe se fijarán por el Juez, previo informe de exper­
tos y audiencia de los interesados, observándose, en cuanto fuere 
posible, las reglas dadas para la servidumbre de paso.
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§ VIII.—D e  las serv id u m b res  volu n ta ria s en  g en era l.

Art. 1.280—1.135; Todo propietario de una finca ó heredad 
puede establecer en ella cuantas servidumbres tenga por conve­
niente, y en el modo y forma que mejor le pareciere, siempre que 
no sean contrarias al orden público.

Art. 1.281—1.136. La constitución de servidumbre se reputa 
como enajenaciónen parte de la propiedad del predio sirviente; 
por lo mismo, los que no pueden enajenar sus cosas sino con cier­
tas solemnidades ó condiciones, no pueden sin ellas imponer ser­
vidumbre sobre las mismas.

Art. 1.282—1.137. Si fueren varios los propietarios de un pre-



dio, no se podrá imponer servidumbre sino con consentimiento 
de todos.

Art. 1.283—1.138. Si siendo varios los propietarios, uno solo de
ellos adquiere la servidumbre sobre otro predio á favor del común 
de ella, podrán aprovecharse todos los propietarios, quedando 
obligados á los gravámenes naturales que traiga consigo y á los 
pactos con que se haya adquirido.

§ IX.—Cómo se a d q u ieren  las serv id u m b res  volu n ta ria s.

Art. 1.281—1.139. Las servidumbres continuas y aparentes se 
adquieren por cualquier título legal, incluso la prescripción.

Art. 1.285—1.140. Las servidumbres continuas no aparentes, y 
las discontinuas, sean ó no aparentes, no podrán adquirirse por 
prescripción, sino por otro título legal.

Art. 1.286 1.141. Al que pretende tener derecho á una servi­
dumbre toca probar, aunque esté en posesión de ella, el titulo en 
virtud del cual la goza.

Art. 1.287 — 1.142. La falta de titulo constitutivo de las servi­
dumbres que no pueden adquirirse por prescripción, únicamente 
se puedo suplir por confesión judicial ó reconocimiento hecho en 
escritura pública por el dueño del predio sirviente, ó por sentencia 
ejecutoriada que declare existir la servidumbre.

Ai't. 1.288—1.143. La existencia de un signo aparente de ser­
vidumbre entre dos fincas, establecido ó conservado por el propie­
tario de ambas, se considera como titulo para que la servidumbre 
continúe activa y pasivamente cuando las fincas pasan á propiedad 
do diferentes dueños, á no ser que al tiempo de dividirse la pro­
piedad so exprese lo contrario en el título de enajenación de cual­
quiera de ellas.

Art. 1.289—1.144. Al constituirse una servidumbre se entien­
den concedidos todos los medios necesarios para su uso; y extin­
guida aquélla, cesan también estos derechos accesorios.

Art. 1.290—1.145. Lo dispuesto en la parte final del artículo 
anterior no comprende aquellos medios que se han obtenido por 
un titulo independiente de la servidumbre.
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D erech os y  ob liga cion es de los p ro p ie ta r io s  d é l o s  p red io s  
entre los que está constituida algu n a  serv id u m b re  volu n ta ria .

Art 1.291—1.146. El uso y la extensión de las servidumbres 
establecidas por la voluntad del propietario,'se arreglarán por los



términos del titulo en que tengan su origen, ó en su defecto, por 
las disposiciones siguientes.

Art. 1.292—1.147. El dueño del predio dominante puede hacer, 
á su costa, todas las obras necesarias para el uso y conservación 
de la servidumbre.

Art. 1.293—1.148. Está obligado también á hacer á su costa las 
obras necesarias para que al dueño del predio sirviente no se cause 
por la servidumbre más gravamen que el consiguiente á ella-, y si, 
por su descuido ú omisión, se causare otro daño, estará obligado 
á la indemnización.

Art. 1.294—1.149. Si el dueño del predio sirviente se hubiere 
obligado en el titulo constitutivo de la servidumbre á hacer al­
guna cosa ó costear alguna obra, se librará de esta obligación 
abandonando su predio al dueño del dominante.

Art. 1.295—1.150. El dueño del predio sirviente no podrá 
menoscabar de modo alguno la servidumbre constituida sobre 
aquél.

Art. 1.296—1.151. El dueño del predio sirviente, si el lugar pri­
mitivamente destinado para el uso de la servidumbre llegase á 
presentarle graves inconvenientes, podrá ofrecer otro que sea 
cómodo al dueño del predio dominante, quien no podrá rehusarlo 
si no se perjudica.

Art. 1.297—1.152. El dueño del predio sirviente puede ejecutar 
las obras que hagan menos gravosa la servidumbre, si de ellas 
no resulta perjuicio alguno al predio dominante.

Art. 1.298—1.153. Si de la conservación de dichas obras se si­
guiese algún perjuicio al predio dominante, el dueño del sirviente 
estará obligado á restablecer las cosas á su antiguo estado y á in­
demnizar de los daños y perjuicios.

Art. 1.299—1.154. Si el dueño del predio dominante se opone 
á las obras de que trata el art. 1.297 (1), el Juez decidirá, previo 
informe de expertos ó peritos.

Art. 1.300—1.155. Cualquiera duda sobre el uso y extensión 
de la servidumbre se decidirá en el sentido menos gravoso para el 
predio sirviente, sin imposibilitar ó hacer muy difícil el uso de la 
servidumbre.

Art. 1.301—1.156. Si el predio dominante se dividiese entre di­
versos propietarios, la servidumbre quedará á favor de todos y 
cada uno, sin que pueda alterarse la forma de ella en perjuicio del
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sirviente. Mas si la servidumbre estaba establecida á favor de 
una de las partes del dominante, sólo el dueño de esta parte podrá 
continuar disfrutándola.
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§ XI.—De la extinción de las servidumbres voluntarias y legales.

Art. 1.302—1.157. Las servidumbres voluntarias se extinguen:
1. ” Por reunirse en una misma persona la propiedad de ambos 

predios, dominante y sirviente; y no se restablecen por una nueva 
separación, salvo lo dispuesto en el art. 1.288 (1); pero si el acto 
de reunión era resoluble por su naturaleza, y lleg’a el caso de la 
resolución, renacen todas las servidumbres como estaban antes de 
la reunión.

2. ° Por el no uso.
Cuando la servidumbre fuere continua y aparente, por el no 

uso de cinco años, si hubiere buena fe; y de diez si no la hubiere, 
contados desde ei dia en que dejó de existir el signo aparente de 
la servidumbre.

Cuando fuere discontinua ó no aparente, por el no usô  de diez 
años, si hubiera buena fe, y de doce si no la hubiere, contados 
desde el dia en que dejó de irsarse por haber ejecutado el dueño 
del fundo sirviente acto contrario á la servidumbre, ó por haber 
prohibido que se usara de ella. Si no hubo acto contrario ó prohi­
bición, aunque no se haya usado de la servidumbre, ó si hubo 
tales actos, pero contimia el uso, no corre el tiempo de la pres­
cripción.

3. " Cuando los predios llegaren, sin culpa del dueño del sir­
viente, á tal estado que no pueda usarse la servidumbre. Si en lo 
sucesivo los predios vuelven á su estado, de manera que pueda 
usarse de la servidumbre, so restablecerá ésta, á no ser que desde 
el dia que pudo volverse á usar haya transcurrido el tiempo sufl- 
ciento para la prescripción.

4. “ Por la remisión gratuita ú onerosa hecha por el dueño del 
predio dominante.

5. “ Cuando, constituida en virtud de un derecho revocable, 
vence el plazo, se cumple la condición, ó sobreviene la circuns­
tancia que debe poner término á aquél.

Art. 1.3ü3—1.158. El modo de usar la servidumbre puede pres­
cribirse en el tiempo y de la manera que la servidumbre misma.

(1) 1.143 del de Méjico.



Art. 1.304 -1.159. Si el predio dominante pertenece á varios 
dueños proindiviso, el uso de uno de ellos aprovecha á los demás 
para impedir la prescripción.

Art. 1.305—1.160. Si entre los propietarios hubiere alg’uno 
contra quien, por leyes especiales, no puede correr la prescripción, 
ésta correrá contra los demás.

Art. 1.306—1.161. Las servidumbres legales establecidas en 
utilidad pública ó comunal, se pierden por el no uso de diez años, 
si se prueba que durante este tiempo se ha adqtiirido por el que 
disfrutaba aquéllas, otra servidumbre déla misma naturaleza por 
distinto lugar.

Art. 1.307—1.162. La servidumbre legal de luces y vistas puede 
perderse por el no uso, en los términos que establece la fracción 2.̂  
del art. 1.302 (1), con las distinciones siguientes:

1.“ Si el dueño del predio dominante cierra voluntariamente 
el hueco ó ventana, se observará lo dispuesto en la fracción 2.® 
citada, y perderá el derecho de volverla á abrir.

3.® Si la ventana ó hueco han sido cubiertos por el dueño del 
predio sirviente, en virtud del derecho que le concede el articu' 
lo 1.275 (2), puede el dueño del dominante abrir la ventana por otro 
lugar que esté libre; j' si destruye la obra que obstruía la 2)rimera 
ventana, recobra desde luego el uso de ella.

Art. 1.308—1.163. El dueño de un predio sujeto á una servidum­
bre legal puede, por medio de convenio, librarse de ella, con las 
restricciones siguientes:

1. Si la servidumbre está constituida á favor de un Municipio 
ó población, no surtirá el convenio efecto alg’uno respecto de toda 
la jjoblación, si no se ha celebrado interviniendo el Sindico del 
Ayuntamiento; pero si producirá acción contra cada uno de los 
particulares que hayan renunciado á dicha servidumbre.

2.  ̂ Si la servidumbre es de uso público, como la constituida en 
las márgenes de los predios ribereños, el convenio es nulo en todo 
caso.

3. “ Si la servidumbre es de luces ó de vistas, el convenio en 
viitud del cual se renuncia á ella, se re2)utará como una nueva 
servidumbre, de no hacer, por parte del que antes disfrutaba, las 
luces ó vistas; y se considerará como dominante el predio que an­
tes era sirviente, y viceversa.
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4. “̂ Si la servidumbre es de paso ó de desagüe, el convenio se 
entenderá celebrado con la condición de que lo aprueben los due­
ños de los predios circunvecinos, ó, por lo menos, el del predio 
por donde nuevamente se constituya la servidumbre.

5.  ̂ La renuncia de la servidumbre legal de desagüe sólo será 
vàlida cuando no se oponga á los Reglamentos de Policia.

Italia .

Código civil.— Libro segundo.— Título ili.— Capítulo II.— D e  las se r v i­
d u m b res p red ia les .

Art. 531. La servidumbre predial consiste en la carga impuesta 
sobre un predio para el uso y utilidad de una finca corre.spondiente 
á otro propietario.

Art. 532. La servidumbre predial se establece por la ley ó por 
el hecho del hombre.

« S ec ción  p rim era .

Dé las servidumbres que la ley establece.

Art. 533. ■ Las servidumbres establecidas por la ley tienen por 
objeto la utilidad priblica ó privada.

Art. 534. Las servidumbres establecidas para la utilidad pú­
blica tienen por objeto las corrientes de agua, las veredas á lo 
largo de los rios y canales navegables ó fáciles para el transporte, 
la construcción ó reparo de caminos y demás obras públicas.

Todo lo concerniente á esta clase de servidumbres se deter­
mina por leyes y reglamentos especiales.

Art. 535. Las servidumbres que la ley supone por causa de 
utilidad privada se determinan por leyes y reglamentos sobre po­
licia rural y por las disposiciones de la presente sección.
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§  I . — D e  las serv id u m b res  qu e se d er iv a n  de la situación  
de los lu gares.

Art. 536. Lospredios inferiores están sujetos á recibir las aguas 
que naturalmente caen de los más altos, sin que para esto haya 
contribuido la mano del hombre.

El propietario del predio inferior no puede, de ningún modo, 
impedir este desagüe.

El propietario del predio superior no puede hacer nada que 
aumente la servidumbre del predio inferior.



Art. 537. Si las riberas ó diques que estuviesen en un predio y  
sirviesen para retener las aguas fuesen destruidos ó derribados, ó 
se tratase de obras defensivas que fuesen necesarias por la varia­
ción de la corriente de las aguas, y el propietario del predio no 
quisiera hacer los reparos, restablecerlas ni construirlas, los pro­
pietarios que experimenten los perjuicios ó estuviesen en grave 
riesg'o de experimentarlos, pueden hacer, á su costa, las construc­
ciones necesarias. Deben ejecutarse siempre los trabajos de ma­
nera que el propietario del predio no sufra ning-ún perjuicio, pre­
via la autorización judicial después de oídos los interesados y ob­
servándose los reglamentos particulares de aguas.

Art. 538. Lo mismo tiene lugar cuando se trate de quitar uu 
obstáculo formado por materias depositadas en un predio, ó en 
un foso, arroyo, sumidero ú otro lecho de modo que las aguas 
causen ó puedan causar daño al predio vecino.

Art. 539. Todos los propietarios á quienes sea útil la conserva­
ción de las riberas y diques ó la remoción de los escombros enun­
ciados en los artículos precedentes, pueden ser llamados y obliga­
dos á contribuir á un gasto proporcional al beneficio que cada 
uno deduzca, salvo en todos los casos, de acción de perjuicios é 
indemnización contra el que haya dado lugar á la destrucción de 
los diques ó á la formación de dichos obstáculos.

Art. 540. El que tiene un manantial en su predio, puede usar 
de 61 á voluntad sin perjuicio del derecho que hava adquirido el 
propietario de un predio inferior en virtud de un titulo ó pres­
cripción.

Art. 541. En este caso, la prescripción no se adquiere sino por­
uña posesión continua durante treinta años, á contar desde el día 
en que el propietario del predio inferior haya hecho ó terminado 
sobre la finca superior obras visibles y permanentes destinadas á 
facilitar el declive y curso de las aguas sobre su predio y que ha­
yan servido á este objeto.

Art. 542. El propietario del manantial no puede desviar su, 
curso cuando suministra á los habitantes de un municipio ó frac­
ción del mismo el agua que les es necesaria; pero si los habitan­
tes no han adquirido ó prescrito el uso, el propietario tiene dere­
cho á una indemnización.

Art. 543. Aquel en cuyo predio exista agua que sin trabajo de 
mano do hombre tenga una corriente natural, sin haber sido de­
clarada dependiente de dominio público por el art. 427, y sobre la 
que no existe ningún derecho en provecho de terceros, puede ser­
virse de ella á su paso para el riego de sus propiedades ó explota-
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ción de su industria, siempre á condición de devolver lo que quede 
á su curso ordinario.

Aquel cuyo predio está atravesado por esta agua, puede tam­
bién usarla en el intervalo que recorre en el mismo; pero con la 
obligación de devolverla á la salida del predio á su curso ordi­
nario.

Art. 544. Si surgiese cuestión entre los propietarios á que 
pueda ser iitil el ag'ua, la autoridad judicial debe conciliar el in­
terés de la agricultura y de la industria con el respeto debido á 
la propiedad; y en todos los casos deben observarse los regla­
mentos particulares y locales sobre la corriente y uso de las 
aguas.

Art. 545. Todo propietario ó poseedor de aguas puede servirse 
do ellas á su gusto y también disponer de las mismas en favor de 
otro, á no serque haya en contrario titulo ó prescripción; pero 
después de haberse servido de ellas no puede hacerlas cambiar de 
curso de manera que se pierdan en perjuicio de los demás predios 
á quienes pudieran aprovechar, sin ocasionar desbordamiento ú 
otro perjuicio á los que la han usado en los predios superiores y 
mediante una justa indemnización pagada por el que quiera bene­
ficiarlas, si so trata de un manantial ú otra agua i)erteneciente al 
propietario del predio superior.
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g II.—De los muros, edificios y fosos medianeros.

Art. 546. Cualqxrier muro que sirva de separación entre edifi­
cios hasta su terminación, ó en caso de alturas desiguales, hasta el 
punto en que una de las casas empiece á ser más alta, y cualquier 
otro mixro que sirva de división entre patios, jardines y también 
entre cercar en el campo, se considerará medianero si no hubiese 
titulo ó señal contraria.

Art. 147. La propiedad del muro divisorio entre patios, jardi­
nes, huertas ó campos, se determina por el plano inclinado que 
imesenta uno de sus lados y en razón de la misma extensión de 
este piano.

Si los salientes, como repisas, cornisas y otros análogos, y los 
huecos cuya profundidad exceda á la mitad del grueso del muro 
se hubieren hecho al mismo tiempo que éste, se presume que el 
muro último pertenece al propietario del lado en que se presentan 
estas señales, aun en el caso de no haber sino una sola.

Pero cuando una ó muchas de estas señales están por un lado y 
una ó muchas por el lado opuesto, se considera el muro como ¡me-



diancro, y en todos casos la posición del plano inclinado prevalece 
sobre cualquier otro indicio.

Art. 548. Los reparos y reconstrucciones necesarias de la pa­
red medianera serán sufragados proporcionalmente por todos los 
que sobre ella tengan derecho.

Art. 549. Cualquier copropietario de un muro medianero puede, 
sm embargo, eximirse de la obligación de contribuir á los gastos 
de reparos y reconstrucciones, renunciando su derecho de media­
nería si la pared no sostiene un edificio que le pertenezca.

La renuncia indicada no dispensa, sin embargo, al renunciante 
de los reparos y reconstrucciones á que hava dado lugar por su 
hecho.

Art. .n.50. El propietario que quiera derribar un edificio soste­
nido por una pared medianera, puede renunciar á la medianería 
de la misma; pero debe, por esta vez solamente, hacer los reparos 
y obras que la demolición haga necesarias para evitar cualquier 
daño al vecino.

Art. 551. Todo copropietario puede hacer una construcción 
apoyándose en el muro medianero y poner puntales en toda la 
profundidad del mismo, siempre de.manera que por el otro lado 
queden cinco centímetros, sin perjudicar los derechos que el otro 
propietario tiene de hacer retroceder los puntales hasta el medio 
del muro, en el caso en que trate de colocar una viga en el mismo 
lugar, practicar una excavación ó apoyar una chimenea.

Art. 55a. Todo copropietario'do un muro medianero puede 
también atravesarlo por entero por tirantes y poner en la parte 
opuesta puntales para consolidar su edificio, observando siempre 
la distancia de cinco centimotros por la superficie externa del 
muro en la parte del vecino y haciendo las obras necesarias para 
no dañar la solidez del muro común, salvo el pago de daños tran­
sitorios ocasionados por la colocación de los tirantes y puntales.

Art. 553. Cualquier propietario puede alzar el muro común, 
peno debe pagar los gastos, los reparos para el sostenimiento de 
la alzada, así como también las obras necesarias para que el muro 
pueda sostener la mayor carga que proviene de la nueva altura 
sin que pierda nada de su solidez.

Alt. 554. Si el muro medianero no estuviese en estado de so­
portar la alzada, el que quiere levantarlo, debe volverlo á cons­
truir por entero á su costa y la falta de espesor debe tomarla de 
su parte.

En los casos previstos por el presente articulo y por el ante­
rior, está obligado también á indemnizar al vecino los daños qué
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por el hecho, aiinqire sea temporal, de la nueva altura o de la 
nueva construcción haya sufrido.

Art. 555. El vecino que no haya contribuido á la alzada, puedo 
adquirir la medianería, pagando la mitad de lo que haya costado 
y el valor de la mitad del suelo suministrado para el exceso de 
espesor.

Art. 556. El propietario de un predio contiguo á un muro, 
tiene también la facultad do hacerlo medianero en todo ó parte, 
mientras lo haga por toda la extensión de su propiedad, pagando 
al propietario del muro la mitad del total '^e su valor, ó la mitad 
del valor de aquella parte que quiere hacer comrin y la mitad del 
valor del suelo sobre que esté construido el muro, con obligación 
además de hacer efectuar los trabajos necesarios para no causar 
ningún daño al vecino.

Esta disposición no es aplicable á los edificios destinados al uso 
ptiblico.

Art. 557. Ninguno de los vecinos puede practicar ninguna ex­
cavación en el muro medianero, ni aplicar en el mismo ó apoyar 
ning’una obra nueva sin el consentimiento del otro, y caso de re­
husarlo éste, sin haber hecho determinar por Peritos tasadores los 
medios necesarios para que la obra no pueda perjudicar de nin­
guna manera los derechos del otro.

Art. 558. No se pueden depositar al pie de un muro medianero 
inmundicias, leña, tierra ú otras materias semejantes, win tomar 
las precauciones necesarias para que no puedan dañar ni por su 
humedad, peso, ó por su g-rande elevación, ni de cualquier otra 
manera.

Art. 559. Cualquiera puedo obligar á su vecino á contribuir á 
los gastos de construcción ó reparación de las cercas que separan 
las casas respectivas, patios y jardines, situadas en las ciudades ó 
barrios.

La altura de estos muros se determinará según los reglamentos 
particulares; faltando reg’lamentos ó convenios, cualquier muro 
maestro ó de separación entre vecinos que haya que construir en 
adelante á expensas comunes, será de la altura de tres metros.

Art. 560. Cuando en las ciudades ó barrios un muro separe dos 
predios, de los cuales el uno sea superior al otro, el propietario 
del predio superior debe sobrellevar por entero los gastos de repa­
ración y construcción del muro, hasta la altura de su terreno; 
pero la parte del muro que se eleva del terreno del predio supe­
rior, hasta la altura indicada en el articulo precedente, se cons­
truirá y reparará á gasto comiin.
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Art. 561. En los casos previstos por los dos artículos preceden­
tes, el vecino que no quiera contribuir á los gastos cíe construcción 
ó reparo del muro maestro ó de separación, puede eximirse de los 
mismos por el abandono de la mitad del terreno sobre el que la 
pared divisoria debe construirse y la renuncia al derecho de me­
dianería, salvo la disposición del art. 556.

Art. 562. Cuando los distintos pisos de una casa pertenecen á 
muchos propietarios, si los títulos de propiedaduo regulan la forma 
de hacer los reparos y reconstrucciones, deben hacerse de la ma­
nera sig’uiente:

Las paredes maestras y techos son de cuenta de todos los pro­
pietarios, proporcionahnente al valor del piso perteneciente à cada 
uno. La misma regda es aplicable á los corredores, puertas, pozos, 
cisternas, acueductos y demás cosas comunes á todos los propie­
tarios; los sumideros son, sin embargo, de cargo común, en pro­
porción al mimero de aberturas que se hayan hecho.

El propietario de cada piso ó parte del mismo, hace y sostiene 
el suelo sobre que marcha, bóvedas, artesanados y los techos que 
cubran las piezas que le pertenecen.

Las escaleras se construyen y sostienen por los propietarios de 
los diferentes pisos á que sirven, en razón al valor de cada piso.

Están considerados como pisos de uná casa los sótanos, desva­
nes, porteria y tejados.

Art. 563. Las regdas establecidas para contribuir á los gastos 
de reparo y reconstrucción de los techos de una casa perteneciente 
á muchos jjrojsietarios, se observan también en caso de reforma de 
los terrados ó azoteas.

Pero si el uso do éstas no es común entre los diversos propie­
tarios de la casa, deben los que tienen su uso exclusivo por este 
titulo, contribuir con la cuarta parte á los gastos de reparo y en­
tretenimiento; las tres cuartas partes restantes se sufragarán por 
los mismos y los otros propietarios de la casa en la proporción que 
se flja en el articulo precedente, salvo los convenios particulares.

Art. 564. El propietario del último piso de una casa no puede, 
sin el consentimiento de los propietarios de los otros pisos, levan­
tar otros nuevos ni hacer nuevas obras cuya naturaleza tienda á 
disminuir el valor de la propiedad de los otros, exceptuándose 
siempre lo que concierne á la barandilla de las azoteas.

Art. 565. Todos los fosos situados entre dos predios se presu­
men comunes, si no hubiese en ellos titulo ó señal en contrario y 
se sostienen á cargo común.

Art. 566. Es señal de que el foso no es medianero cuando la
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tierra se encuentra sólo por nn lado levantada ó cuando el cieno 
se encuentra amontonado por más de tres años.

El foso se reputa de la propiedad de aquel de cuyo lado se en­
cuentra la elevación ó el cieno acumulado de esta manera.

Art. 567. Existe señal de no haber medianería cuando sirve al 
depósito de tierras de un solo propietario.

Art. 568. Cualquier vallado entre dos predios se considera co- 
miin y sostenido á espensas comunes, á no ser que un solo predio 
esté cercado ó tenga linderos, ó si hay prueba de lo contrario.

Art. 569. Los árboles que crezcan en la cerca medianera son 
comunes, y cualquiera de los propietarios tiene derecho á pedir 
que se quiten.

Los árboles que se encuentran sobre la linea divisoria entre 
dos propiedades, se presumen medianeros cuando no hay titulo ó 
prueba en contrario.

Los árboles que sirven de limite no pueden cortarse sino de 
común acuerdo, cuando la autoridad judicial ha reconocido la ne­
cesidad ó conveniencia de la corta.
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§ I I I -— D e  la distancia y  de las obras in term ed ia iñ a s req u erid a s  
p a ra  ciertas construcciones, exca va cion es y  p la n ta cion es.

Art. 570. El que quiere construir una casa ó solamente una 
cerca, puede hacerla sobre el límite de su propiedad, salvo siem­
pre la facultad para el vecino de hacer la pared medianera con­
forme al art. 556.

Art. 571. También cuando no se haya construido sobre el li­
mite, ó no se deje la distancia de metro y medio á lo menos, el ve­
cino puede reclamar la medianería del muro y construir sobro el 
mismo, pagando, además del valor de la mitad del muro, la del 
suelo que haya ocupado, á no ser que el iiropietario del terreno 
preñera prolongar al mismo tiempo su edificio hasta el limite.

Si no quisiera el vecino aprovecharse de esta facultad, debe 
hacer la construcción de manera que haya la distancia de tres me­
tros do una pared á otra.

Lo mismo tiene lugar en los demás casos en que el edificio del 
vecino se encuentre distante en menos de tres metros de la linea 
divisoria.

Se reputa también nueva construcción la simple alzada que 
reciba una casa ó un muro ya existente.

Art. 573. Las disposiciones do los dos artículos precedentes no 
son aplicables á los edificios designados en el párrafo final del ar-



tículo 556, ni á los muros colindantes á las plazas, calles ó caminos 
piiblicos, para los cuales deben observarse las leyes y reglamentos 
particulares que les conciernen.

Art. 573. El que quiera abrir un pozo de agua viva, una cis­
terna, cloaca, sumidero ó excusado próximo á un muro ajeno ó 
medianero, debe, no habiendo disposiciones contrarias en los re­
glamentos locales, conservar la distancia de dos metros entre los 
límites de la propiedad contigua y el punto más próximo del peri­
metro interior del muro del pozo de ag’ua viva, cisterna, cloaca, 
sumidero ó excusado.

En cuanto á las tuberías de las letrinas de los albañales, del 
agua que cae de los techos ó que se hace subir por medio de bomba 
ó de cualquiera otra máquina, la distancia debe ser de un metro 
a lo menos, partiendo de la linea divisoria.

Ig’ual distancia se conservará para la ramificación de estos 
conductos, contándose desde la línea divisoria al punto más pró­
ximo del perimetro exterior del tubo.

Sin embarg’o, si á pesar de guardarse estas distancias resultase 
de estos trabajos algún daño para el vecino, se aumentarán estas 
distancias y se ejecutarán los trabajos necesarios para reparar y 
conservar en buen estado la propiedad del dueño coiindante.

Art. 574. El que quiere construir contra un muro común y di­
visorio, aunque sea de su propiedad, chimeneas, hornos, fraguas, 
caballerizas, almacenes de sal ó materias corrosivas, establecer 
próximamente á la propiedad de otro, máquinas movidas por va­
por ú otras fábricas que sean peligrosas para incendio, propensas 
á explosión ó que produzcan evaporaciones nocivas, debe ejecutar 
los trabajos y guardar las distancias que, según los casos, están 
establecidas por los Eeglamentos, y á falta de éstos, por la autori­
dad judicial, á fin do evitar cualquier daño al vecino.

Art. 575. No pueden hacerse excavaciones para fosos o canales 
sin dejar una distancia desde el limite de la propiedad de otro 
igual á su profundidad, á no ser que se determine mayor distancia 
por reglamentos locales.

Art. 576. La distancia se mide desde el borde superior de los 
fosos ó canales más próxima á la linea divisoria. El borde próximo 
á la linea divisoria debe tener toda la inclinación posible, v en de­
fecto de este declive estar protegida por obras de defensa.

Cuando el limite del predio ajeno se encuentre en un foso co­
mún ó en un camino privado igualmente medianero ó sometido á 
servidumbre de paso, la distancia se mide desde el borde superior 
antes indicado al borde superior del foso medianero, ó sea á la
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linea exterior del camino más próximo del nuevo foso ó canal, ob­
servando siempre las disposiciones relativas á los declives.

Art. 57/. Si el foso ó canal se trazase próximo á un nuevo co­
mún, no es necesaria la susodicha distancia; jjero deben hacerse 
todas tas obras indispensables para impedir cualquier daño.

Art. 578. El que quiera aprovechar manantiales, establecer re­
ceptáculos para la reunión de nacimientos de agua ó conducción 
de fuentes, caiiaies ó acueductos en construcción, ó para profun­
dizar ó ensanchar su lecho, aumentar ó disminuir su jsendiente, 
variar su forma, debe observar además de las mayores distancias 
prescritas, ejecutar los trabajos necesarios para no dañar al predio 
ajeno ni á los manantiales, estanques ó cañerías de fuentes, cana­
les ó acueductos ya existentes y destinados al riego de las fincas 
ó á rodear los edificios. .

Si surgiesen cuestiones entre dos propietarios, la autoridad ju­
dicial debe conciliar de la manera más equitativa las considera­
ciones debidas á la propiedad con las mayores ventajas que puedan 
obtenerse para la agricultura ó la industria del uso á que está des- • 
tinada el agua ó para que se quiera destinar, asignando,'según la 
necesidad, á uno li otro de los propietarios ia indemnización que 
pueda debérseles.

Art. 579. No está permitido hacer plantaciones hacia el limite 
de la propiedad de un vecino, sin dejar las distancias prescritas 
por los reglamentos locales. A falta de éstos, deben observarse las 
sig’uientes distancias:

1. " Tres metros para los árboles de alta copa.
Se reputan en cuanto á la distancia, árboles de alta copa, aque­

llos cuyo tronco simple ó dividido en ramas se eleva á una altura 
notable, como los nogales, castaños, encinas, pinos, cipreses, ol­
mos, álamos, plátanos y otros semejantes.

Las acacias y los morales de la China se asimilan para la dis­
tancia á los árboles de alta copa.

2. ° Metro y medio para los árboles que no son do alta copa.
Se reputan que no son de alta copa, aquellos cuyo tronco se 

eleva á una altura poco considerable, dividiéndose en ramas, tales 
como perales, manzanos, cerezos, y, en general, árboles frutales 
no designados en el número uno, asi como también morales, sau­
ces, acacias para sombras y otros semejantes.

3. " Medio metro para las viñas, arbustos, malezas vivas, mo- 
raies enanos, lo mismo que para los árboles frutales de pequeña 
alzada ó que sirvan de espaldares, y cuya altura no pase de dos 
metros y medio.



La distancia será, sin embargo, de un metro para las malezas 
formadas de alisos, castaños ti otros árboles semejantes que se 
cortan periódicamente junto al tronco, y de dos metros para las 
malezas de acacias. Las distancias prefijadas no son necesarias 
cuando el predio está separado del colindante por una pared par­
ticular ó medianera, siempre que las plantas estén cuidadas de 
manera que no excedan de la altura del muro.

Art. 580. Para las plantas que crecen y para las plantaciones 
que se hagan en el interior de los montes contiguos á los limites 
resi^ectivos, sea sobre los bordes de los canales ó á lo larg’o de los 
caminos vecinales, sin perjudicar la corriente de las aguas, ni la 
circulación, ni á las comunicaciones, se observarán, á falta de re­
glamentos, los usos locales, y sólo en defecto de éstos, las distan­
cias ya indicadas.

Art. 581. El vecino puede exigir que se quiten los árboles y 
malezas que se hayan plantado ó nazcan á distancias menores de 
las que se determinan en los artículos precedentes.

Art. 582. Aquel sobre cuyo predio se extiendan las ramas de 
los árboles del vecino, puede obligarle á cortarlas, y puede por si 
mismo cortar las ralees que arraiguen en su propiedad, sin per­
juicio siempre en ambos casos de los reglamentos y costumbres 
locales respecto de los olivos.
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§ IV.—De la luz y de las vistas.

Art. 583. Ninguno de los vecinos puede, sin el consentimiento 
del otro, practicar en el muro medianero ninguna ventana ri otra 
abertura, aunque sea con vidriera fija.

Art. 584. El propietario de un muro no comiin, contiguo al 
predio de otro, puede abrir en el mismo luces ó ventanas con rejas 
y vidrieras fijas.

Estas ventanas deben estar provistas de una alambrera, cuyas 
mallas no tengan una abertura mayor de un decímetro, y de un 
marco con vidrieras fijas.

Dichas ventanas no impedirán al vecino adquirir la mediane­
ría del muro; pero no podrá, sin embarg’O, cerrarlas sino en el 
caso de apoyar en éste su edificio.

Art. 585. Estas ventanas no pueden practicarse á una altura 
menor de dos metros y medio del piso á que quiera darse luz, si se 
trata del que esté al nivel de la calle, y de dos metros si se trata 
de dar luz á los pisos superiores.



La altura de dos metros y medio debe siempre tenerse en 
cuenta, aun cuando se trate de la fachada que dé sobre el predio 
colindante.

Art. 586. El que haya construido la medianería no puede abrir 
ventanas en la parte construida sin intervención del vecino.

Art. 587. No se pueden abrir ventanas con vistas directas, ni 
construir miradores, balcones ú otras aberturas semejantes sobre 
el predio cercado ó no, ni sobre el techo del vecino, si entre la pro­
piedad de éste y el muro en que se hacen los trabajos no hay la 
distancia de metro y medio.

Cesa esta prohibición cuando entre las dos propiedades hay 
una V i a  pública.

Art. 588. No se pueden abrir tampoco vistas laterales y obli­
cuas sobre el predio vecino si no hubiese la distancia de medio 
metro.

Cesa, sin embargo, esta prohibición cuando la vista natural y 
oblicua sobre la propiedad dol vecino forma al mismo tiempo una 
vista directa sobre la vía pública; pero en este caso deben obser­
varse los reglamentos locales.

Art. 589. Tratándose de vistas directas, se mide la distancia 
desde la cara exterior del muro, y si hubiese balcones ú otros sa­
lientes análogos, desde su linea exterior hasta la linea de separa­
ción de las dos propiedades.

Cuando se trata de vistas laterales y oblicuas, se mide desdo 
el lado de la ventana más próxima ó desde el saliente más próximo 
hasta la dicha linea de separación.

Art. f90. Cuando por contrato ó cualquier otra circunstancia 
se hubiese adquirido derecho á tener vistas directas ó miradores 
sobre la propiedad colindante, el propietario de este predio no 
puede construir á menos de tres metros de distancia, tomándose la 
medida do la manera indicada en el articulo precedente.

§ V.—De la vertiente de los tejados.

Art. 591. Todo propietario debe construir los techos de manera 
que las aguas pluviales se viea-tan sobre su terreno ó sobre la via 
pública, con sujeción á los reglamentos particulares; no puede ha­
cerlas caer sobre el predio del vecino.

§ VI.—Deí derecho de paso y acueducto.

Art. 592. Todo propietario debe permitir el acceso v paso por 
su propiedad, siempre que sea necesario, para construir ó repa-
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rar un muro ii otra obra que interese personalmente al vecino y 
sea al mismo tiempo de interés común.

Art. 593. El propietario que teniendo su predio rodeado pol­
la propiedad de otro no tiene salida á la vía piiblica y no puede 
procurársela sin un g-asto excesivo ó sin g-ran incomodidad, tiene 
derecho á obtener el paso por los predios vecinos para la explota­
ción y uso conveniente de su propiedad.

Este paso debe establecerse del lado en que el trayecto del pre­
dio que está enclavado es más corto á la vía pública y causa el 
menor daño al predio sobre que se ha acordado.

La misma disposición puede aplicarse al que, teniendo paso pol­
la propiedad de otro, necesita á los fines expresados de ensanchar 
la Via para el paso de vehículos.

Ai't. 594. Se deberá siempre una indemnización proporcional al 
daño causado por el acceso ó paso de que se habla en los dos ar­
tículos precedentes.

Art. 595. Si el predio estuviese cerrado por todos los lados por 
efecto de venta, cambio ó partición, los vendedores, permutantes 
ó copartícipes están obligados á dar el paso sin ning-una indemni­
zación.

Art. 596. Si el paso concedido á un predio enclavado cesa de 
ser necesario por la reunión del mismo á otro que esté contiguo á 
la Via pública, puede suprimirse en cualquier época, á petición del 
propietario del predio sirviente, mediante la restitución de la in­
demnización recibida ó la cesación de la anualidad que se haya 
convenido. Lo mismo tiene lugar si se abriese un nuevo camino 
que sirva á la propiedad ya enclavada.

Art. 597. La acción para la indemnización indicada en el ar­
ticulo 594 puede prescribirse, y el derecho de paso subsiste aunque 
la acción de indemnización no sea ya admisible.

Art. 598. Todo propietario está obligado á dar paso por .sus 
predios á las aguas de cualquier clase que quieran conducir los 
que tienen derecho permanente y también temporal, para servirse 
de ellas para las necesidades de la vida ó para los usos del campo 
ó industria.

Están exceptuados de esta servidumbre las casas, patios, jar­
dines y las superficies que de ellos dependen.

Art. 599. El que pide el paso debe abrir el canal necesario, sin 
que pueda hacer pasar sus aguas por los canales que ya existiesen 
y que estuviesen destinados á las corrientes de otras aguas. Pero 
el propietario del predio que también lo sea de un canal existente 
en su propiedad, y de las aguas que p>or él corriesen, podrá impe-
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(lir que se abra un nuevo canal en su terreno ofreciendo dar paso 
á las aguas por su canal cuando esto pueda realizarse, sin daño 
considerable para el que pide el paso. En este caso, se le deberá al 
propietario del canal una indemnización que se determinará, te­
niendo en cuenta el agua introducida, el valor del canal, los tra­
bajos que sean necesarios para el nuevo paso y los mayores gas­
tos de sostenimiento.

Art. 600. Se debe asimismo permitir el paso del ag’ua á través 
de los canales y acueductos del modo que sea más conveniente y 
la manera más adaptada á la localidad y á su estado, mientras 
el curso y volumen de las aguas que corran en éstos canales no se 
perjudique, retarde ó acelere ni se altere de ninguna manera.

Art. 601. Cuando para la conducción de las ag’uas deban atra­
vesarse caminos públicos, rios, riberas ó torrentes, se observarán 
las leyes y reglamentos especiales sobro los caminos y las ag-uas.

Art. 602. El que quiere hacer pasar las aguas sobre el predio 
ajeno,*'debe justificar que puede disponer del agua durante el 
tiempo por que pide el paso; que la misma es bastante para el uso 
á que está destinada; que el paso pedido es más conveniente y me­
nos perjudicial al predio sirviente, teniendo en cuenta las situacio­
nes particulares de las fincas colindantes, la pendiente y demás 
condiciones requeridas para la conducción, corriente y desagüe de 
las aguas.

Art. 603. Antes de empezar la construcción del acueducto, el 
que quiera conducir el agua por el terreno de otro debe pag'ar el 
valor en que se hayan tasado los terrenos que se ocupen, sin de­
ducción alg’uua respecto á los impuestos y demás cargas inheren­
tes al predio, añadiéndose el quinto y el reembolso de los perjui­
cios inmediatos, comprendiéndose en éstos los que se causen por 
la reparación en dos ó más partes del terreno que debe atravesarse 
ú otro cualquier deterioro.

Sin embargo, los terrenos que estén ocupados solamente por el 
depósito de materias extraídas ó inmundicias, no se pagarán más 
que con la mitad del valor del suelo con adición del quinto, y 
siempre sin deducir los impuestos y otras cargas ordinarias; pero 
en estos mismos terrenos puede el propietario del predio sirviente 
plantar y criar árboles ú otros productos veg'etales, quitar y trans­
portar también las materias amontonadas si se ejecutase todo .sin 
causar perjuicio al canal para su limpia ó reparo.

Art. 604. Si la petición del paso de agua se hace por un tiempo 
que no pase de nueve años, el ])ag’o de valores é indemnizaeiones 
de que se habla en el articulo precedente, se reducirá á la mitad
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solamente, pero con la obligación, al vencimiento del término, de 
devolver las cosas en su estado primitivo.

El que, ha obtenido este paso temporal, antes del vencimiento 
del plazo puede convertirle en perpetuo pagando la otra mitad con 
los intereses legales desde el dia eu que se ha practicado el paso; 
pasado este término no se le tendrá en cuenta lo que haya pagado 
por la concesión temporal.

Art. 605. El que posee un canal en el predio de otro, no puede 
introducir en él mayor cantidad de agua, á no ser que se reco­
nozca que el canal es capaz de contenerla sin causar ningún daño 
al predio sirviente.

Si la introducción de mayor cantidad de agua exigiese nuevas 
obras no podrán empezarse sino después de haberse ])reviamente 
determinado su naturaleza y calidad, y después de haber pagado 
la suma debida por el suelo que haya de ocuparse y los perjuicios, 
en la forma establecida por el art. 603.

Lo mismo tiene lugar cuando para el paso á través de un acue­
ducto se debe reemplazar un puente-canal por un canal subterrá­
neo ó viceversa.

Art. 606. Las disposiciones contenidas en los artículos prece­
dentes para el paso de aguas, se aplican al caso en que éste se haya 
pedido para evacuar la superabundancia de las aguas que el ve­
cino no quiera recibir en su terreno.

Art. 60~. Será siempre de la facultad del projiietario del predio 
sirviente hacer determinar de una manera estable el lecho del ca­
nal por la fijación de límites correspondientes á los puntos de señal 
fija. Pero, sin embargo, si no hubiese hecho uso de esta facultad 
durante el tiempo de la primera concesión del acueducto, deberá 
el mismo sufragar la mitad de los gastos necesarios.

Art. 608. Si una corriente de agua impidiese á los propietarios 
colindantes el acceso á sus fincas, la continuación del riego ó del 
desagüe, los que utilicen las corrientes están obligados, en pro­
porción del beneficio que reporten, á construir y conservar los 
puentes y medios de acceso bastantes á un paso seguro y cómodo, 
como también los acueductos subterráneos, los puentes-canales y 
demás obras análogas para la continuación del riego ó desagüe, 
sin perjuicio de los derechos que se deriven de un contrato ó de 
prescripción.

Art. 609. El propietario que desee desecar ó abonar sus tie­
rras, valiéndose de excavaciones ú otros medios, tiene derecho, 
previo el pag'o de indemnización y haciendo el menor daño posi­
ble, á conducir por tarjeas ó fosos las aguas que se deriven por



medio de los predios que separan sus tierras de una corriente de 
agua ó de cualquier otro albañal ó sumidero.

Art. 610. Los propietarios de los terrenos atravesados por tar- 
jeas ó fosos ajenos, ó que de otra manera puedan aprovecharse de 
los trabajos hechos en virtud de los artículos precedentes, tienen 
la facultad de utilizarse de ellos para sanear sus propiedades, bajo 
condición de que por esto no sobrevenga daño á los terrenos que 
estén ya saneados y cuando estos propietarios sufran;

1. “ Los nuevos glastos necesarios para modificar las obras rea­
lizadas con objeto de que las mismas puedan también servir á los 
predios atravesados.

2. “ Una parte proporcional de los gastos ya hechos y de los 
que exija el entretenimiento de las obras comunes.

Art. 611. En la ejecución de las obras indicadas en los prece­
dentes artículos, son aplicables las disposiciones de la parte final 
del art. 598 y de los artículos 600 y 601.

Art. 612. Si á la desecación de un terreno pantanoso se opu­
siese alguno con derecho á las aguas que del mismo se derivan, y 
si por los trabajos necesarios que tuviesen un gasto propoi-cional 
al objeto no so pudiesen conciliar los dos intereses, se autorizará 
la desecación mediante una indemnización conveniente, que se 
concederá al que se oponga.

Art. 6l3. Los que tienen derecho á desviar de su curso las 
aguas de los rios, riberas, torrentes, arroyos, canales, lagos, es­
tanques, pueden, si fuese necesario, apoyar ó establecer una es­
clusa sobre las orillas, siempre con la carga de pagar la indemni­
zación y hacer y conservar las obras que puedan preservar los 
predios de cualquier daño.

Art. 614. Los que tienen derecho á la derivación y uso de las 
aguas, conforme al articulo precedente, deben evitar á los usua­
rios superiores é inferiores toda clase de perjuicios que puedan 
originarse de la estancación, rebose ó derivación de aquéllas si 
tocasen.

Los que hubieren dado lugar á aquellos daños estarán obliga­
dos á sil pago y sometidos á las penas establecidas por los regla­
mentos de policía rural.

Art. 615. Las concesiones de uso de aguas por parte del Es­
tado se consideran siempre hechas sin lesionar los derechos ante­
riores del uso de la misma ag'ua que se hubiesen adquirido legíti­
mamente.
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S e c c i ó n  !iies:nn< la .

De las serviduiubres establecidas por el hecho del liombre,

§ I-—De las diferentes clases de seruidiimbre que pueden 
establecerse sobre las fincas.

Art. 616. Los propietarios pueden establecer sobro sus propie­
dades ó en favor de las mismas cualquier servidumbre, siempre 
que ésta se imponga á un predio en beneficio de otro y no siendo 
en ning’una forma contraria al orden público.

El ejercicio y extensión de las servidumbres deben regularse 
por títulos, y á falta de éstos, por las disposiciones sig-uientes.

Art. 617. Las servidumbres son continuas ó discontinuas.
Son continuas aquellas cuyo ejercicio es ó puede ser continuo, 

sin que sea necesario el hecho actual del hombre; tales son los 
acueductos, vertientes de tejados, vistas y otras análogas.

Son discontinuas las que tienen necesidad del hecho actual del 
hombre para poderse ejercitar, como son las servidumbres de paso, 
extracción de aguas, pastos y otros semejantes.

Art. 618. Las servidumbres son aparentes ó no aparentes.
Se denominan aparentes las que se indican por señales visibles, 

como una puerta, una ventana, un acueducto. Son no aparentes 
las que no tienen señal visible de su existencia, como la prohibi­
ción de construir sobre un terreno ó de no construir sino hasta una 
altura determinada.

Art. 619. La servidumbre do toma de agua por medio do un 
canal ú otra obra visible y permanente, para cualquier uso á que 
se destine, se clasifica entre las servidumbres continuas y aparen­
tes, aun cuando la toma de agua no tenga lugar sino por interva­
los, por días alternados ó por horas.

Art. 620. Cuando para la derivación de una cantidad constante 
ó determinada de agua corriente se hubiere convenido la forma 
del orificio y del aparato, debe conservarse dicha forma, y las par­
tes no pueden cuestionar bajo pretexto de exceso ó falta de agua, 
á menos que el exceso ó falta provenga de variaciones acaecidas 
en el canal de distribución ó en la corriente de aguas que por el 
mismo pasen.

Si no se hubiere convenido en la forma, pero el orificio y apa­
rato de derivación se hubieran construido y poseído pacificamente 
durante cinco años, no se admitirá tampoco después de este plazo 
ninguna reclamación de las partes bajo pretexto de sobra ó falta 
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(le agiia, á no ser en el caso de haber tenido Ingar alguna varia­
ción en el canal ó en la corriente de las aguas déla manera expre­
sada anteriormente.

A falta de convenio y de la posesión mencionada, se determi­
nará la forma por la autoridad judicial.

Art. 621. En las concesiones de agua hechas para un uso deter­
minado sin que se haya fijado su cantidad se reputa concedida la 
bastante para este uso, y el interesado en esto puede siempre ha­
cer fijar la forma de la derivación de modo que al mismo tiempo 
quede asegurado dicho uso ó impedido el exceso del mismo.

Sin embargo, si la forma del orificio y del aparato de deriva­
ción se hubiere convenido, ó si á falta de convenio la dei'ivación 
se ha ejercido pacificamente cinco años en rrna forma determinada, 
no pueden admitirse á las partes reclamaciones, á no ser en el caso 
enunciado en el articulo precedente.

Art. 622. En las nuevas concesiones en que se ha convenido y 
expresado una cantidad constante de agua, la cantidad concedida 
debe marcarse en todos los actos con relación al módulo.

El módulo es la unidad de medida del agua corriente.
El módulo es una masa de agixa que corre en la cantidad cons­

tante de cien litros por segundo, y se divido en décimas, centési­
mas y milésimas.

Art. 623. El derecho á tomar agua de una manera continua 
puede ejercerse en cualquier momento.

Art. 624. Se ejerce este derecho, para el agua de estío, desde 
el equinoccio de la primavera hasta el del otoño: para la del in­
vierno, desde el equinoccio del otoño hasta el de la primavera, y 
para el aguia distribuida con intervalo de horas, dias, semanas, 
meses ó de otra manera, en las épocas determinadas por el con­
trato ó la posesión.

La distribución de agua por dias y por noches se entiende del 
dia y de la noche ordinarios.

El uso de aguas, en días feriados, se regula por las fiestas de 
precepto en vigor al tiempo del contrato ó al tiempo en que ha 
comenzado á poseerse.

Art. 625. En la distribución de que disfrutan muchos por 
turno, el tiempo que tarda el agua para llegar al orificio de deri­
vación del que tiene su uso, corre á su cargo, y el residuo final de 
agua pertenece á aquel cuyo turno cesa.

Art. 626. En los canales sujetos á distribución por turno, las 
aguas que rezuman ó se marchan, pero que están contenidas en 
el lecho del canal, no pueden detenerse ni desviarse por cual-
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fructuario, imponer al predio las servidumbres que no perjudiquen 
al derecho do usufructo, pudiendo también establecer las que dis­
minuyan aquel derecho, si tiene el consentimiento del usufruc­
tuario.

Art. 636. La servidumbre concedida por uno de los copropieta­
rios de un predio indiviso no se considera establecido y realmente 
eficaz, sino cuando los demás lo han concedido igualmente reuni­
dos ó separados. Las concesiones hechas con cualquier titulo que 
sea por los primeros, quedan siempre en suspenso hasta que se ha­
yan consentido por el último.

Sin embargo, la concesión hecha por uno de los copropietarios 
independientemente de los otros, oblig’a, no solamente al que la 
hace, sino también á sus sucesores, aunque sean particulares y sus 
causahabientes, á no oponerse al ejerció del derecho concedido.

Art. 637. Las aguas que se derivan del predio ajeno pueden 
constituir una servidumbre activa en favor del terreno que las re­
cibe, al efecto de impedir su pérdida.

Cuando la forma do adquirir esta servidumbre es la prescrip­
ción, no se considera que ésta ha empezado sino desde el dia en 
que el propietario del predio dominante haya hecho sobre el sir­
viente obras visibles y terminantes destinadas á recoger y condu­
cir los sobrantes para su propia utilidad, ó desde el dia en que el 
propietario del predio dominante ha empezado ó continuado dis­
frutando, no obstante acto formal de oposición por parte del pro­
pietario, del predio sirviente.

Art. 638. La limpia regular y el sostenimiento de las márgenes 
de un estanque abierto en el predio do otro que está destinado y 
sirve para recoger ó conducir las aguas, hace presumir que ésta 
es obra del irropietario del predio dominante cuando no hay titulo, 
señal Ili prueba eii,contrario.

Se considera señal contraria la existencia en el receptáculo de 
obras construidas y sostenidas por el mismo propietario del predio 
en que está practicado aquél.
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Seocl4$n ibercern.

De la forma de ejereerso las servidumbres.

Art. 639. El derecho de servidumbre comprende todo lo que es 
necesario para usarlo.

Por lo tanto, el derecho de tomar agua en la fuente de otro 
supone el derecho de paso sobre el predio en que la fuente se en- 
euentra.
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Del mismo modo, el derecho de h<acer pasar las ag'uas por el 
predio ajeno comprende el de paso á lo largo del canal para vi­
gilar la conducción de aquéllas y procurar la limpia y reparos ne­
cesarios.

En el caso en que un predio esté cercado, deberá el propietario 
dejar la entrada libre y cómoda al que ejerza el derecho de servi­
dumbre para el objeto precitado.

Art. 640. Aquel á quien fuere debida una servidumbre, debe, 
al hacer las obras necesarias para usarla y conservarla, escoger el 
tiempo y forma convenientes, á fín de ocasionar la menos incomo­
didad posible al propietario del predio sirviente.

Art. 641. Dichas obras deben hacerse á su costa, á no ser que 
se haya establecido de otro modo en el titulo.

Sin embargo, cuando el uso de la cosa en la parte sujeta á ser­
vidumbre es comfui entre el propietario del predio dominante y el 
del sirviente, dichas obras se harán en común y en proporción de 
las utilidades respectivas, á no ser que el titulo disponga otra 
cosa.

Art. 642. En la servidumbre de toma y conducción de agua, 
cuando el titulo no disponga otra cosa, el propietario del predio 
sirviente puede siempre pedir que el receptáculo se mantenga 
siempre de una manera conveniente, y que sus bordes estén en 
buen estado de reparación á costa del propietario del predio do­
minante.

Art. 643. También cuando el propietario del predio sirviente 
estuviese obligado por el titulo á los gastos necesarios para el uso 
ó conservación de la servidumbre, puede siempre librarse de ella 
abandonando la Anca sirviente al propietario del predio domi­
nante.

Art. 644. Si el predio en cuyo favor se ha establecido una ser­
vidumbre llega á dividirse, la servidumbre se debe á cada una de 
las partes, sin que por esto pueda hacerse más g-ravosa la condi­
ción del predio sirviente; asi, pues, tratándose de un derecho de- 
paso, cada uno de los propietarios de una parte del predio domi­
nante debe usarla por el mismo lugar.

Art. 645. El propietario del predio sirviente no puede hacer 
nada que tienda á disminuir el uso de la servidumbre ó á hacerla 
más molesta.

No puede, pues, cambiar el estado del jiredio ni variar el ejer­
cicio de la servidumbre á un lugar distinto de aquel en que origi­
nariamente se estableció.

Sin embargo, .si el ejercicio originario se hubiese hecho más
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gravoso al propietario del predio sirviente, ó si le impidiese hacer 
en el mismo trabajos, reparaciones ó mejoras, puede ofrecer al 
propietario de la otra heredad un sitio ig-ualmente cómodo para el 
ejercicio de sus derechos, sin que éste pueda rehusarlo.

El cambio de sitio para el ejercicio do la servidumbre puede 
también admitirse á instancia del propietario del predio dominan­
te, si éste prueba que el cambio le reporta una notable ventaja y 
no produce daño alguno al predio sirviente.

Art. 646. El que tiene un derecho de servidumbre no puede 
usarlo sino con arreglo ¡\ su titulo ó posesión, y sin que, lo mismo 
en el predio sirviente que en el dominante, pueda hacer ninguna 
innovación que haga más gravosa ia condición del primero.

Art. 1:47. En caso de duda acerca de la extensión de la servi­
dumbre, debe limitarse su ejercicio á lo que sea necesario para el 
destino y uso conveniente del predio dominante con el menor daño 
para el sirviente.

Art. 648. El derecho á la conducción de aguas no atribuye al 
que lo ejercita la propiedad del terreno lateral ni la del situado de­
bajo del manantial ó del canal conductor. Los' impuestos territo­
riales y las demás cargas inherentes al predio son de cuenta del 
propietario del mismo.

Art. 649. A falta de convenios particulares, el propietario ó 
cualquier otro que conceda agua de una fuente ó canal está obli­
gado, re.specto de los usuarios, á hacer las obras ordinarias y ex­
traordinarias para la derivación y conducción del agua hasta el 
sitio en que la suministra, á mantener en buen estado las obras, 
conservar el lecho y los bordes de la fuente ó del canal, á practicar­
las limpias acostumbradas y á emplear la diligencia, custodia y 
vigilancia debidas, á fln de que la derivación y regular conducción 
del agua se efectúen en tiempo debidos.

Art. 650. Sin embargo, si el que concede el agua justifica que 
la falta do la misma es por causa natural ó también por un acto de 
tercero que no puede do ninguna manera imputársele directa ó in­
directamente, no está oblig-ado á la indemnización de daños, y si 
solamente á una disminución proporcional del arrendamiento ó 
precio convenido que haya que pagarse aún ó esté ya pagado, sin 
jrerjuicio del derecho que para reclamar los perjuicios tienen con­
tra los autores do la falta de agua, lo mismo el cedente que el con­
cesionario.

Cuando los mismos autores sean perseguidos por los usuarios, 
éstos pueden obligar al que hizo la concesión á que interveng-a en 
el pleito y á secundarles con todos los medios que estén en su po-
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der para conseguir el resarcimiento de los daños de quien haya 
dado lugar á la falta.

Art. Chi. La falta de agua debe soportarse por quien tenga de­
recho á tomarla y usarla en el tiempo en que tiene lugar aquélla, 
sin perjuicio al derecho de indemnización de daños ó á la disminu­
ción del arrendamiento ó precio de la concesión, como en el articulo 
precedente.

Art. 652. Si son varios los que disfrutan el agua, la falta de 
ésta debe, en primer término, recaer sobre aquellos cuyo titulo ó 
posesión sea más reciente, y si sus condiciones son análogas, sobre 
el inferior.

La acción para reclamar perjuicios queda siempre expedita 
contra aquel que haya dado lugar á la falta.

Art. 653. Cuando el agua se concede, retiene ó posee para un 
uso determinado, con obligación de restituir al que hizo la conce­
sión ó á otros lo que queda, no jjuede cambiarse este uso en per­
juicio del predio al cual se debe la restitución.

Art. 654. El propietario del predio obligado á la restitución de 
los sobrantes de agua no puede desviar una parte pretextando 
haber introducido mayor cantidad, ó una nueva masa de agua, y 
debe dejar descender ésta en su totalidad en favor de la finca do­
minante.

Art. 655. La servidumbre á que se refiere el articulo anterior 
no priva al propietario del predio sirviente del derecho de usar 
libremente del agua en beneficio de su finca, de cambiar la explo­
tación de ésta y aun de abandonar total ó parcialmente la irri- 
g’acióu.

Art. 656. El propietario del predio sujeto á la servidumbre de 
las derivaciones ó sobrantes de agma, puede siempre libertarse de 
este gTavamen mediante la concesión y garantía al predio domi­
nante de una masa de agua, cuyo volumen se determinará por la 
autoridad judicial apreciando todas las circunstancias.

Art. 6.57. Los que tengan un interés común en la derivación y 
uso del agua ó en la bonificación ó desecación de terrenos, pueden 
reunirse en sociedad con objeto de ejercitar, conservar y defender 
sus derechos.

Ei acuerdo de los interesados y los reglamentos sociales deben 
determinarse por escrito.

Art. 658. Constituida la sociedad, sus acuerdos, tomados por 
mayoría en los limites y conforme á las reglas establecidas en el 
oportuno reglamento, producirán efecto en conformidad á las dis­
posiciones del art. 678.



Art. 659. También puede dai' origen á la formación de esta so­
ciedad una orden de la Autoridad judicial, dictada á instancia de 
la mayoría de los interesados, y despiiés de haber oido sumaria­
mente al resto de éstos, cuando se trate del ejercicio de la conser­
vación y de la defensa de derechos comunes, cuya división no sea 
posible sin un grave perjuicio. En estê  caso, ,el reglamento pro­
puesto y acordado ijor la maj'oria debe someterse á la aprobación 
de la Autoridad judicial.

Art. 660. Xo procede la disolución de la sociedad sino cuando 
se acuerde por una mayoría que exceda de las tres cuartas partes 
de los socios, ó cuando, pudiendo efectuarse la división sin un 
grave perjuicio, es pedida por cualquiera de los interesados.

Art. 661. Por lo demAs, se observarán, respecto de estas socie­
dades, las reglas establecidas para la comunidad, la sociedad y la 
partición.

S eecid n  cu a rta .

De la extinción de las servidumbres.
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Art. 662. Cesan las servidumbres cuando las cosas se encuen­
tran en un estado que hace imposible su uso.

Art. 663. Las servidumbres tienen nuevamente lugar si las co­
sas se restablecen en forma que pueda hacerse de. ellas uso, á no 
ser que haya transcurrido tiempo bastante para extinguir la ser­
vidumbre. Si una pared ó una casa se reconstruye eir el mismo 
período se conservarán las servidumbres preexistentes.

Art. 664. Se extingue toda servidumbre cuando se rerinen en 
una misma mano la propiedad del predio dominante y del predio 
sirviente.

Art. 665. Las servidumbres adqxriridas por el marido eii bene­
ficio del fondo dotai ó por el eiifiteuta en beneficio de los predios 
objeto de la enfiteusis, no concluyen por la disolución del matri­
monio ni por la extinción de la enfiteusis; pero cesarán las qtie se 
hubieran impuesto sobre el mismo capital por las personas re­
feridas.

Art. 666. La servidumbre se extingue cuando no se usa du­
rante el espacio de treinta años.

Art. 667. Los treinta años empiezan á contarse, si se trata de 
servidumbres discontinuas, desde el dia en que haya cesado su 
uso; y cuando se trate de servidumbres continuas, desde aquel en 
que se haya ejecutado un acto contrario á las mismas.



Art. 668. La forma de la servidumbre se prescribe del mismo 
modo que la servidumbre misma.

Art. 669. La existencia de vestigios de obras que indiquen la 
construcción de una presa para tomar aguas, no impide la pres­
cripción; para impedir ésta, es necesario la existencia y conserva­
ción en estado de servicio del aparato mismo de la presa ó del ca­
nal de derivación.

Art. 670. El ejercicio de una servidumbre en un tiempo dife­
rente del que determinan la posesión ó el contrato, no impide la 
prescripción. .

Art. 671. Si el predio dominante pertenece pro indiviso á va­
rias personas, el uso de la servidumbre realizado por una de ellas 
impide la prescripción respecto de las demás.

Art. 672. La suspensión ó la interrupción de la prescripción en 
favor de uno de los copropietarios beneficia igualmente á los 
demás.

P ortugal.

Parte tercera.— Libro único.— Titulo IV.

CAPÍTULO V 
De las servidum bres.
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Seecidn primera.

Disposiciones generales.

Art. 2.267. Servidumbre es una carga impuesta á un predio en 
provecho ó servicio de otro predio perteneciente á distinto dueño; 
el predio sujeto á servidumbre se llama sirviente, y el que se uti­
liza de ella dominante.

Art. 2.268. Las servidumbres son inseparables de los predios 
á que, activa ó pasivamente, pertenecen.

Art. 2.269. Las servidumbres son indivisibles; si el predio sir­
viente fuera dividido entre varios dueños, quedará sujeto á la 
parte de servidumbre que le corresponda, y si el predio dominante 
fuera dividido, podrán los condueños utilizar la servidumbre sin 
variación alguna.

Art. 2.270. Las servidumbres pueden ser continuas ó disconti­
nuas, aparentes ó no aparentes.

1. “ Continuas son aquellas cuyo uso es ó puede ^er incesante, 
sin necesidad del hecho del hombre.

2. ® Discontinuas son las que dependen de actos del hombre.



3. “ Aparentes son las que se revelan por obras ó signos exte­
riores.

4. “ No aparentes son las que no presentan indicio alg’uno ex­
terior.

Art. 2.271. Las servidumbres pueden constituirse por un hecho 
del hombre, por la naturaleza de la cosa ó por la ley.

S e c c ió n  s e s r n iid a .

De las servidumbres constitnídas por hecho del hombre.

Art. 2.272. Las servidumbres continuas aparentes pueden 
constituirse por cualquiera de los modos de adquirir declarados 
en el presente Códig-o.

Art. 2.273. Las servidumbres continuas no aparentes, y las 
discontinuas aparentes ó no, también pueden adquirirse por cual­
quier forma, excepto por prescripción.

Lo dispuesto en este articulo no perjudicará á las servidum­
bres adquiridas anteriormente á la promulg'ación de este Códig’o, 
conforme la costumbre y uso del pais.

Art. 2.274. Si en dos predios del mismo dueño hubiese señales 
aparentes y permanentes puestas por él, en uno ó en ambos, que 
demuestren servidumbre del uno para el otro, esas señales se 
tendrán como prueba de servidumbre cuando los dos predios pa­
sasen á poder de distinto dueño, salvo si al tiempo de la separa­
ción se hubiera dispuesto otra cosa.

Art. 2.275. Las servidumbres establecidas por contrato ó por 
testamento se regirán por su titulo constitutivo, y á falta de de­
claración, se observará lo siguiente.

Art. 2.276. El dueño del predio dominante tendrá el derecho 
de hacer en el predio sirviente todas las obras necesarias para el 
uso y conservación de la servidumbre, pero de modo que no la 
altere ni la haga más onerosa.

1.“ Si fueren varios los predios dominantes, todos los dueños 
estarán obligados á contribuir en proporción al beneficio que á 
cada cual reportase, á los gastos de que trata este articulo, de lo 
cual podrá eximirse el que lo desee, dejando la servidumbre en 
provecho de los demás.

2;" Si el dueño del predio sirviente se utilizase de la cosa sobro 
que recae la servidumbre, quedará obligado á contribuir en la 
forma establecida en el párrafo anterior.

Art. 2.277. Si el dueño del predio sirviente se hubiese obligado
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en el titulo respectivo á costear las obras necesarias, podrá exi­
mirse de esta carga entregando su predio al dueño del predio do­
minante.

Art. 2.278. El dueño del predio sirviente no podrá en manera 
alguna estorbar el uso de la servidumbre constituida; pero si ésta, 
en el sitio que se instaló, perjudicase al dueño del predio sirviente 
ó le impidiese hacer reparos ó mejoras importantes, podrá va­
riarse en tanto que el dueño del predio dominante no salga perju­
dicado.

Las cuestiones que se susciten sobre este asunto se resolverán 
sumariamente en la forma prescrita por el Codig'o de procedi­
mientos.

Art. 2.279. Las servidumbres terminan:
1. ” Por la reunión de los jjredios dominante y sirviente bajo 

el dominio del mismo dueño.
2. " Por el no uso durante el tiempo necesario para la pres­

cripción.
3. ® Por la renuncia ó cesión del dueño del predio dominante.
Art. 2.280. La prescri23ción jirincipiará á contarse, en las servi­

dumbres discontinuas, desde el dia en que se deje de usar, y en 
las continuas, desde el dia en que comience la interrupción de la 
servidumbre.

En cuanto á la forma de la servidumbre, se aplicará la prescrip­
ción en los mismos términos.

Art. 2.281. Si el predio dominante perteneciese á varios, estando 
sin dividir, el uso que uno de ellos hiciera de la servidumbre im­
pedirá que se cuente la jn-escripción respecto de los demás.

Si por excepción legal, la servidumbre no pudiese prescribir 
respecto de alguno de los jn-opietarios dominantes, aprovechará el 
favor de la ley á los demás.

S ec ció n  te rc era .

De las servidumbres constituidas por la naturaleza de la cosa ó por la ley.

Art. 2.282. Los predios inferiores están obligados á recibir las 
ag’uas que corran naturalmente, sin el acto del, hombre, de los 
predios superiores, asi como la tierra y todo lo que arrastra en, su 
corriente. Ni el dueño del jiredio inferior podrá hacer obras que 
estorben esta servidumbre, ni el dueño del predio superior obras 
que puedan perjudicarla.

Art. 2.283. El dueño del jiredio donde haya obras defensivas 
para contener las aguas, ó donde sea necesario por la variación de
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curso do éstas construirlas de nuevo, quedará obligado á hacer los 
reparos precisos ó tolerar que los hagan, no siendo en perjuicio 
suyo, los dueños de los predios que padezcan ó se hallen expuestos 
á peligros eminentes por falta de estos reparos.

Art. 2.284. Lo dispuesto en el articulo anterior será ahlicable á 
los casos en que se haga necesario desembarazar algiin predio de 
materiales cuya acumulación estorbe el curso de las aguas con 
perjuicio ó riesgo de tercero.

Art. 2.285. Todos los propietarios que participen del beneficio 
que resulte de las mencionadas obras quedan obligados á contri­
buir al gasto en proporción del beneficio, sin perjuicio de la respon­
sabilidad que pueda pesar sobre el causante del daño en los casos 
de culpa ó dolo.

Art. 2.286. Todas las demás servidumbres, denominadas de 
interés priblico ó particular, son verdaderas restricciones del de­
recho de propiedad, y como tales están reguladas en el lugar 
oportuno.
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TÍTU LO V

D E L  D E R E C H O  DE D I S F R U T E

CAPITULO III 
Del derecho de paso.

Art. 2.309. Los propietarios de terrenos enclavados dentro de 
otros y que no tengan comunicación alguna con las vías pxiblicas, 
podrán reclamar un paso á través de los predios contiguos, indem­
nizando el perjuicio que con este paso ocasionaren.

Art. 2.310. El paso se concederá por el lado que menos perju­
dique á los dueños de las fincas que hayan de gravarse.

Art. 2.311. Si el predio enclavado hubiera sido transmitido por 
el dueño de alguno de los predios colindantes por donde pueda 
abrirse paso, recaerá la preferencia de la servidumbre sobre las 
fincas del que hubierahecho la transmisión.

Si la situación del predio enclavado proviniere de particiones, 
sin tener en cuenta lo, dispuesto en el art. 2.143 (1), la servidumbre 
recaerá en el predio de que formaba parte.

(1) Hace referencia á la partición de bienes.



Art. 2.312. Al adquireiite del derecho de paso no pertenecerá 
la propiedad del terreno, sino solamente la servidumbre, que se 
regirá por lo preceptuado en los artículos 2.267 á 2.285.

Art. 2.313. La servidumbre de paso podrá cesar á instancia del 
propietario del predio sirviente cuando cese la necesidad de la 
servidumbre, ó cuando el dueño del predio dominante tenga por 
cualquier parte posibilidad de comunicaciones igualmente cómo­
das, por su terreno, con la via pública, en cuyo caso el primero 
restituirá la indemnización recibida.

Art. 2.314. Si fuese indispensable para separar algún edificio 
levantar andamios, ó colocar objetos sobre el predio ajeno, ó hacer 
pasar por éi materiales para la obra, el dueño de este predio está 
obligado á consentirlo, recibiendo la indemnización correspon­
diente al perjuicio que se le irrogue.

TÍT U L O  V I

DEL DERECHO DE TRANSFORMACIÓN
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CAPITULO II
De las restricciones impuestas á la propiedad en favor 

de la propiedad ajena.

Seccl<Sn te rc e ra .

De las eoiistruccioiies y  edificaeioues.

Art. 2.324. Es licito á todo propietario edificar en su solar con­
forme con los reglamentos municipales ó administrativos, salvo las 
siguientes disposiciones.

Art. 2.325. El propietario que levante un muro, pared ó cual­
quiera otra construcción junto al lindero de su terreno, no podrá 
abrir en él ventanas ó hacer terrados y poner barandas que den 
sobre el predio vecino, sin dejar una distancia de un metro cinco 
decimetros.

1. “ Lo dispuesto en este articulo no comprende las lumbreras, 
claraboyas ó tragaluces.

2. ” Los tragaluces mencionados en el párrafo anterior no pres­
criben nunca; pero el propietario vecino podrá en todo tiempo 
edificar, aunque tapie ó inutilice los referidos tragaluces.



Art. 2.326. Lo dispuesto en el articulo anterior no es aplicable 
á los predios separados por cualquier camino, calle, travesía, ca. 
llejón ó Via pública.

Art. 2.327. El propietario debe edificar de modo que el borde 
de su tejado no vierta sobre el predio v'ecino, dejando un espacio 
de cinco decímetros, si de otro modo no se puede evitar.
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S ección  cu arta .

De los muros y  medianerías.

Art. 2.328. Todo propietario colindante con pared ó muro ajeno 
podrú adquirir el condominio en todo ó en parte pagando la mitad 
de su valor ó la mitad del valor del suelo sobre que estuviese edi­
ficado el muro.

Pero si en este muro existiesen terrados, ventanas ii otras vis­
tas íV que el propietario tenga derecho, sólo podrú verificarse el 
condominio si el propietario lo consintiese.

Art. 2.329. El propietario á quien pertenezca alg’ún muro ó pa­
red en común, no podrá abrir en él lumbreras ni ventanas ni hacer 
ning'una alteración sin consentimiento del condueño.

Art. 2.330. Cualquiera de los condueños podrá, sin embargo, 
edificar sobre el muro común, introduciendo en él las maderas y 
barrotes que quisiera, mientras no traspase la línea media de la 
pared.

Art. 2.331. El condueño puede también elevar la pared común 
en tanto que lo baga á su costa y no edifique ó introduzca made­
ros y barrotes más que hasta el centro de la pared, aunque al al­
zarla construya la otra mitad.

Art. 2.332. Si el muro ó pared común no estuviera en estado 
de sostener la obra nueva, deberá, el que quisiera levantarle, 
construirlo por entero á su costa, y si quisiese aumentar espesor, 
el espacio nesesario para ello lo tomará de su lado.

Art. 2.333. El condueño que no haya contribuido á levantar 
el muro podrá adquirir condominio en la parte aumentada, pa­
gando la mitad de lo que hubiera costado, y en el caso de aumento 
de espesor, la mitad del valor del espacio aumentado.

Art. 2.334. La reparación y construcción del muro común se 
hará por cuenta de los condueños en proporción de su respectiva 
parte.

1.“ Si el muro fuese simplemente una cerca, el gasto se divi­
dirá entre los condueños por partes iguales.

i



2. ” Si además de cerca, alguno de los condueños aprovechase 
el muro para un objeto que no fuese conrán al otro dueño, ó á va­
rios si los hubiera, el gasto será prorrateado entre todos en pro­
porción al provecho que cada cual sacase.

3. “ Si el hundimiento del muro proviniese exclusivamente de 
un acto del que uno de los causantes sacase provecho, sólo éste 
estará obligado á construirlo ó repararlo.

Art. 2.335. Si los diferentes pisos de una finca perteneciesen á 
diversos propietarios, y la forma de la reparación y arreglo no se 
hallase determinada en los títulos respectivos, se observará lo si­
guiente:

1. ° Las paredes comunes y los techos serán reformados por to­
dos en proporción del valor que corresponda á cada uno.

2. “ El propietario de cada piso pagará el importe del suelo y 
del techo.

3. ” El propietario del primer piso abonará el gasto de la esca­
lera de que se sirviese, y asi sucesivamente los demás propieta­
rios, á partir de la meseta del primer tramo.

Art. 2.336. Cuando hubiese duda acerca de si el muro ó pared 
divisoria entre dos predios es ó no común, se entenderá comfin en 
toda su altura, siendo iguales los edificios, y hasta la altura del 
inferior si no lo fueren, salvo cualquier prueba en contrario.

Art. 2.337. Los muros entre predios rústicos, ó entre patios de 
posesiones urbanas, se entiende que son comunes no existiendo 
prueba ó señal en contrario.

Son señales que extinguen la presunción de comunidad:
1. ° La existencia de vertientes sólo á uno de los predios.
2. “ El sostener el muro en toda su extensión cualquier cons­

trucción que esté construida sólo á uno de los lados.
3. " Aparecer en la pared, sólo de un lado, guardacantones de 

piedra, enclavados en toda la extensión de la pared.
4. " No hallarse el predio contiguo igualmente cercado por otra 

parte.
En el caso del número l.° se entenderá que el muro pertenece 

á aquel para cuyo lado se inclina la vertiente ó se hallan las cons­
trucciones ó señales mencionadas.
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SECCIOX TERCERA

MODALIDADES Ó FORMAS DE LA PROPIEDAD

La propiedad común ó comunidad de bienes, y las pro­
piedades especiales, son los extremos comprendidos en la 
sección.

En la comunidad de bienes, ú diferencia de la propiedad 
singular, recaen los derechos dominicales en una pluralidad 
de personas; todas las facultades inherentes á la propiedad 
pertenecen en común á los partícipes. El fondo, el contenido 
de la relación jurídica, es idéntico en la propiedad singular 
y en la común; la diferencia se basa, no en la esencia del 
derecho, no en sus fundamentales principios, que para ambas 
son los mismos, sino en las formas, en las modalidades de 
hacer efectivas las consecuencias del dominio.

Las propiedades especiales, denominadas así por su na­
turaleza ó índole caractei’ística, expónense en el segundo 
número; el origen.de las mismas, la diversidad y regu'laeión 
de sus aprovechamientos, dan ú sus preceptos una diversidad 
de principios cuya sanción ha dejado el Código con buen 
acierto á las leyes administrativas.
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I
Propiedad común ó comunidad 

de bienes.

Naturaleza.—La propiedad se presenta casi siempre con 
el carácter de individual, si bien algunas veces se mani­
fiesta dividida, como ocurre cuando el dominio se halla des­
membrado del uso y aprovechamiento.

Puede ocurrir también que una pluralidad de personas 
tengan derecho sobre una cosa (estado especial de la pro­
piedad, en el que los derechos dominicales son ejercitados 
por varios individuos); la propiedad, desde este momento, 
es común, es patrimonio de dos ó de muchos. De aqui que 
el moderno derecho haya venido á establecer reglas precisas 
y determinadas para los casos en que el dominio sobre las 
cosas sea comunal.

El Código, en su art. 392, nos define el concepto de la 
comunidad de bienes diciendo que «ésta existe cuando la 
propiedad de una cosa ó de un derecho pertenece jiro- 
indiviso á varias personas». Es decir, exige la carencia de 
toda división, de toda fijación de límites en el derecho de los 
comuneros. Existiendo la determinación de la propiedad, 
marcándose lo perteneciente á uno ó á otro, la comunidad 
desaparece para dar origen á la propiedad singular, al do­
minio de cada uno en cosa cierta y determinada.

La comunidad presupone, pues, la pluralidad de perso­
nas con derecho á una cosa, la unidad jurídica de ésta, es 
decir, que las cosas objeto del derecho de propiedad consti­
tuyan una unidad, una universalidad de bienes, aunque 
material y físicamente sean varias (por ejemplo, una heren-



cia, una casa con muebles), ó parte de una cosa, como un 
piso de una casa.

Dedúcese de estos requisitos que, como característica de 
la comunidad, es la existencia de una cuota intelectual ó 
abstracta, porque ningún propietario posee una parte deter­
minada de la cosa, sino una porción ideal equivalente al va­
lor que tenga en la comunidad; así, un tercio, un cuarto 
una quinta parte.

Origen.—Como sucede generalmente en todos los actos 
jurídicos, éstos se originan, bien por la voluntad de las par­
tes, bien por disposición terminante y esplícita de la ley, ó 
ya por hechos que la naturaleza humana no pueda prever y 
poi cuya realización encarna relaciones de derecho.

La fuente más pura de los actos contractuales es la vo­
luntad; asi, pues, el contrato, el cuasicontrato (actos por los 
cuales nos obligamos lícitamente y por equidad natural), 
ocupación, donación, prescripción y sucesión, como modos de 
adquirir el dominio, son actos que dan origen á la propiedad 
en común.

La ley es también fuerza creadora de la comunidad de 
bienes. Así sucede en la sociedad de gananciales; servidum­
bres legales de aguas, paso y pastos, si son varios los partíci­
pes; la servidumbres de medianería y la sucesión legítima á 
la que concurran varias personas.

Y, por último, el hecho fortuito, el cual por la confusión 
puede traer consigo la comunidad en algunos casos como en 
el de desaparecer por completo los linderos de dos ó más 
ftncas rústicas y desconocerse la extensión de cada una.

Derecho y obligaciones de los comuneros.-hos derechos de 
los comuneros son consecuencia legitima de la propiedad es­
pecial sobre la que pesa su voluntad; por consecuencia, tie­
nen las siguientes: percibir todos los beneficios en proporción 
al valor ó capital que tengan en la comunidad (art. 393) 
usar y gozar de la cosa según su natural destino, no per­
judicando el interés comunal ni el individual de cada par­
ticipe (art. 394); obligar á los comuneros á contribuir con 
las cuotas necesarias para la conservación ó reparación 
de la cosa o derecho común (art. .395); administrar éstos, re-

—  387 —



-  388 —

curriendo al Juez en el caso que la mayoría tome acuerdos 
evidentemente lesivos en la administración de la misma (ar­
tículo 398); pedir en cualquier tiempo la división de la cosa 
común, á no existir pacto en contrario prohibitivo de la di­
visión por tiempo que no exceda de diez años (art. 400); ha­
cer la división de la cosa de acuerdo con los demás interesa­
dos ó por compromiso en árbitrosó amigables componedoi es 
(articulo 402); pedir que la cosa se ac^udique á uno solo, in­
demnizándose á los demás, ó que aquélla se venda, caso de 
ser indivisible (art. 404); percibir los frutos y utilidades de 
la parte proporcional en la comunidad; enajenarla, cedeila, 
hipotecarla ó subrogarla en otro, á menos de revestir estos 
derechos eminente carácter personal (art. 399); y , poi último, 
ejercitar el derecho de retracto en caso de venta (art. 1.522).

Las obligaciones de los comuneros son consecuencias ló­
gicas de sus derechos; por lo tanto, contribuir proporcional­
mente á las cargas (art. 393); no perjudicar el de los demás 
ni el interés de la comunidad, al servirse de las cosas comu­
nes (art. 394); no alterar las condiciones de la cosa sin con­
sentimiento expreso de los partícipes (art. 397); respetar, 
siempre que no les perjudique, el acuerdo de la mayoría res­
pecto á la administración (art. 398), y por último, no exigir 
la división de la cosa cuando de dividirla resultase inservible 
para los usos á que se destina, ó fuese esencialmente indivi­
sible (artículos 401 y 404).

Mencionados los preceptos generales contenidos en el 
Código, conviene desenvolver alguno de ellos.

Es el fundamental el de la determinación de la paitici- 
pación de los comuneros en los beneficios y cargas de la 
comunidad, que es, según sabemos, proporcional á su cuota, 
es decir, á la parte, á la cantidad que cada propietario tenga 
en la cosa común. Se trata, pues, de una regla aritmética, 
de una proporción, que será la siguiente;

Valor de la cosa ; la cuota de cada partícipe : ; el importe 
de los beneficios ó de las cargas : x.

El resultado de esta proporción será lo que debe perci­
bir ó pagar cada comunero
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Principio también capital de la comunidad de bienes es 
el de que las cosas comunes han de usarse por los partícipes 
conforme á su destino, sin perjudicar el interés de la comu­
nidad, ni impedir á los copartícipes utilizarlas según su de­
recho. Con las palabras «conforme á su destino», quiere de­
cir el Código que las cosas ccmunes han de ser utilizadas 
según su naturaleza, puesto que ésta puede permitir varios 
usos. Consignando el Código un precepto imperativo, claro 
está que si alguno ó varios de los comuneros intentase usar 
de la cosa de una manera contraria al destino de ésta, los 
demás podrán oponerse.

Es otro requisito de la facultad de usar las cosas comu­
nes, el no perjudicar el interés de los demás propietarios. 
Imposible es fijar a priori cuándo se ha de considerar que 
existe tal perjuicio, punto de hecho más bien que de dere­
cho, y en la mayoría de los casos, de naturaleza esencial­
mente pericial; así, la instalación del alumbrado eléctrico ó 
por gas por uno de los comuneros, puede estimarse pei'judi- 
cial por los otros á causa del temor á una explosión ó á un 
incendio; no cabe duda que en estos casos, sólo el dictamen 
pericial podrá resolver, sin el especial de que se trata, si 
existe ó no la posibilidad del peligro.

Puede citarse, sin embargo, como disposición legal apli­
cable á este caso, la del art. 590 del Código civil, referente á 
la construcción cerca de una pared ajena ó medianera do po­
zos, cloacas, hornos, fraguas, chimeneas, establos, máqui­
nas de vapor, etc.; estas varias construcciones afectan por 
su índole al interés de todos los comuneros, y entendemos 
que podrá impedirse su realización en una finca do propie­
dad común si se demuestra que perjudica á la comunidad. 
El dictamen pericial es el que, naturalmente, ha de decidir 
si existe ó no el perjuicio.

El tercer elemento del uso de las cosas comunes es no 
impedir á los copartícipes utilizarlas, en atención á que el 
derecho de los condueños es recíproco.

Es precepto caracieristico de la comunidad el del respeto 
al estado físico y material déla cosa objeto de la comuni­
dad; de aquí el precepto del art. 397, prohibitivo de hacer
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alteraciones en la cosa común sin consentimiento de todos 
los condueños; asi, ningún partícipe podrá ejecutar obras 
en aquélla que cambien su esencia y forma, porque im­
plicaría una alteración de la misma; en este caso, los demás 
condueños podrán oponerse á ellas y obtener la demolición 
de las ejecutadas, ejercitando el interdicto de obra nueva ó 
el juicio declarativo correspondiente.

Extinción.—La comunidad se extingue:
a) Por la pérdida del derecho de propiedad, ya por la re­

nuncia de todos los comuneros, ya por la prescripción eyL- 
tintiva, ó bien por la extinción del objeto de la comunidad.

h) Por la consolidación del dominio en uno de los comune­
ros; puesto que, una Vez que el dominio de muchos pasa á 
manos de uno solo, por este solo hecho ya no existe la man­
comunidad de intereses en una misma cosa. Ejemplo te­
nemos en el retracto, medio creado por el legislador para 
conseguir la reunión del dominio dividido.

c) Por la división y adjudicación ó venta de la cosa común 
(artículos 400 y 404).—La comunidad de bienes, no sólo su­
pone la pluralidad de personas en que se reúne la propiedad 
de una cosa, sino que, como condición sine qita non, ha de 
existir la proindivisión. Dividida, pues, podrá existir la co­
propiedad, pero la comunidad, al faltarle su requisito esen­
cial, muere, se extingue.

La aspiración de todos los Códigos es dar á la propiedad 
el carácter distintivo de la personalidad humana, la unidad. 
Cuando el dominio y la mera propiedad están separados ó la 
cosa pertenece á varios individuos, prodúcense entre sus 
condueños no pocos conflictos jurídicos, y el crédito territo­
rial no ofrece la garantía que en el caso de la propiedad 
singular.

De aquí que el legislador, en su constante deseo de afir­
mar la unidad del dominio, facilite los medios necesarios 
para que esta aspiración se convierta en hecho. Por lo tan­
to, ningún copropietario está obligado á permanecer en la 
comunidad, sean cuales fueren las estipulaciones que entre 
los comunes existan, facultándoles la ley para pedir en 
cualquier tiempo y circunstancia la división de la cosa co-
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mún, bastando que lo pida uno solo de ellos pava que la di­
visión se practique. Como confirmación de lo sostenido, al 
afirmar que el legislador desea que las propiedades no per­
manezcan indivisas, el art. 1.965 del Código coloca este de­
recho, y por consiguiente, la acción del comunero para so­
licitar su división, entre las imprescriptibles, á fin de que el 
lapso del tiempo no pueda emplearse como argumento legal 
para oponerse á la delimitación de los bienes ó derechos. 
Esto no impide que los comuneros establezcan las cláusu­
las y condiciones que la ley no prohíba, pero siempre que el 
plazo para que la cosa permanezca indivisa no exceda de 
diez años; pudiendo prorrogarse de nuevo con consenti­
miento de todos los interesados por otro nuevo plazo, pero 
con la limitación del tiempo anteriormente marcado.

Pero que la división sea conveniente, no indica que en 
todos los casos haya de efectuarse. Esta es una condición 
para la mejor existencia de la cosa, y no para la comodidad 
ó beneficio del dueño; así, que si por esta condición la cosa 
resultase inservible, vendríase á perjudicar, no tan sólo el 
derecho de los propietarios, sino la misma cosa; de ahi el 
prohibirlo terminantemente el legislador.

La división puede hacerse judicial ó extrajudicialmente. 
En el primer caso, acudiendo á ios Tribunales, lo cual 
supone contienda de derechos; en el segundo, por común 
acuerdo de los interesados, por laudo arbitral, ó por la de­
terminación de amigables componedores.

En el supuesto primero, la sentencia servirá de documento 
pttblico pata ios efectos de la partición; en los demás se ve­
rificará necesariamente por escritura pública.

Existen algunas diferencias entre el compromiso de ár­
bitros y el de amigables componedores: uno y otro se habrá 
de otorgar ante Notario, por escritura pública, determi­
nando las facultades y el tiempo dentro del cual han de ve­
rificar la división; pero las circunstancias que han de reunir 
los árbitros y las que hayan de concurrir en los amigables 
componedores son diversas, así como también el procedi­
miento que han de seguir unos y otros. Los árbitros necesi­
tan la circunstancia de ser mayores de edad y la cualidad de

II



Letrados, siguen en el procedimiento las formalidades de la 
ley procesal, autorizadas por el Escribano del Juzgado res­
pectivo, mientras que, los amigables componedores no nece­
sitan más que la plenitud de los derechos civiles, como me­
dio de asegurar el acierto, sin más procedimiento que el de 
la equidad y con la resolución que les dicte su criterio, 
según su leal saber y entender. Dicho se está que unos y 
otros resolverán su cometido dentro del plazo que se les 
haya Ajado en la escritura de compromiso.

El Código, sin embargo, les marca las reglas de conducta 
que han de seguir en la división de la cosa común, obligán­
doles á formar partes proporcionadas de las cosas ó derechos 
en que exista la comunidad, y evitando los suplementos en 
metálico, con el exclusivo objeto de no mermar ni desposeer 
á ninguno de ellos del carácter de propietario de los bienes 
cuya división se veriñque.

Los acreedores y los cesionarios de los participes, como 
interesados en el caudal común, pueden concurrir á la divi­
sión para evitar se lesionen sus derechos y aun oponerse á 
la misma sin su directa intervención; caso de no hacer uso 
de esta facultad, tendrán que admitir los efectos que, por su 
renuncia, produzcan los hechos consumados, excepto en el 
caso de división fraudulenta, pues la ley no puede amparar 
los actos injustos que perjudiquen legítimos derechos; pero 
tanto en este caso, como en el que la operación se hubiere 
verificado, no obstante su oposición , sus derechos se limita­
rán á la impugnación del deslinde de propiedades en la 
parte que evidentemente menoscabe sus intereses; en estos 
casos, el deudor ó cedente sostendrá la validez de lo efec­
tuado para la defensa de sus derechos en la parte que le 
haya sido adjudicada.

Las cosas pueden ser indivisibles físicamente (máqui­
nas, buques, semovientes), y dada la imposibilidad de ser 
divididas, porque de verificarlo se inutilizarían ó por lo 
menos quedarían inservibles para el objeto á que se las de­
dica, el Código, siguiendo los eternos principios de la ley 
natural, dispone que se le adjudique á uno de los comune­
ros, con la obligación de indemnizar á todos los demás, y si
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no se tomase este acuerdo ó resultase divergencia en la per­
sona que hubiere de asumir la propiedad de la cosa, se ven­
derá, con intervención üe los condueños, repartiéndose su 
valor en proporción con la cuota que cada uno representase 
en la propiedad de la cosa indivisa.

Baste, para nuestro objeto, estas ligerisimas aclaraciones 
de los preceptos del Código en esta materia.

Edificios cuyos pisos pertenezcan á diversos dueños.—La 
disposición más importante del tit. III, libro segundo del 
Código (comunidad de bienes), es la contenida en el art. 396, 
tanto por su novedad, como por su clara redacción.

Este precepto, completamente desconocido en nuestro 
antiguo Derecho, ha venido á llenar el vacío existente en la 
legislación patria acerca de la proporcionalidad que debe 
existir en el pago ó abono de los gastos de conservación y 
reparación de una casa poseída en común cuando los diver­
sos pisos de ella pertenecen á diversos propietarios, y éstos 
han establecido un pacto expreso referente á dicho par­
ticular.

Los Códigos extranjeros establecen' reglas de conducta 
qué, salvo algunas modificaciones, son análogas á, las que 
expone el nuestro en su articulo mencionado.

Los articulos 664 de los Códigos de Francia y Bélgi­
ca, 562 del italiano y 2.335 del portugués, sientan las mismas 
bases (aunque no en el título que trata de la propiedad) que 
el Código español.

El legislador español se ha inspirado por completo en los 
Códigos de Guatemala y Méjico, cuya doctrina ha copiado 
literalmente. Transcribiremos los articulos correspondientes 
para demostrar la certeza de nuestra afirmación.

Insertaremos los artículos 1.265 del Código de Guate­
mala y 1.120 del de Méjico, y 396 del que nos rige, para que 
fácilmente pueda comprobarse nuestra afirmación.
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Artículo 396 del Código español.
Cuando los diferentes pisos do 

una casa pertenezcan á distintos 
propietarios, si los títulos de pro­
piedad no establecen los términos

Artículo 1.265 del Código de Guate­
mala y I.I20 del de Méjico.
Cuando los diferentes pisos de 

una casa perteneciesen á distintos 
propietarios, si los títulos de pro-
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en que deben contribuirá las obras 
necesarias y no existe pacto sobre 
ello, se observarán las reglas si­
guientes:

1. “ Las paredes maestras y 
medianeras, el tejado y las demás 
cosas de uso común, estarán á 
cargo de todos los propietarios en 
proporción al valor de su piso.

2. “ Cada propietario costeará 
el suelo de su piso. Eí pavimento 
del portal, puerta de entrada, pa­
tio común y'obras de policía co­
munes á todos, se costearán á 
prorrata por todos los interesados.

3. “ La escalera que desde el 
portal conduce al piso primero, 
se costeará á prorrata entre todos, 
excejito el dueño del piso b-ajo; la 
que desde el primer piso conduce 
al segundo, se costeará por todos, 
exce])to los dueños de los pisos 
bajo, y primero , y así sucesiva­
mente.

piedad no arreglan los términos 
en quedeben contribuir á las obras 
necesarias, se guardarán las reglas 
siguientes;

1 “ Las paredes maestras, el 
tejado ó azotea y las demás cosas 
de uso común, estarán á cargo de 
todos los propietarios en propor­
ción al valor de su piso.

2.'' Cada propietario costeará 
el suelo de su piso.

8." El pavimento del portal, 
puerta de entrada, patio común y 
obras de policía comunes á todos, 
se costearán á prorrata por todos 
los propietarios.

4." La escalera que conduce al 
piso primero se costeará á pro- 
rrataentre todos, excepto el dueño 
del piso bajo; la que desde el piso 
primero conduce al segundo, se 
costeará por todos, excepto por 
los dueños del piso bajo y primero, 
v asi sucesivamente.

Basta lanzar una rápida ojeada sobre los artículos que 
insertamos para comprender que el importantísimo que nos 
ocupa fs de procedencia de los Códigos de las Repúblicas 
hispano-americanas mencionadas, y que con laudable pro­
pósito nuestro derecho ha admitido y  copiado literalmente.

El art. 396 es la característica más especial de todo el 
título III, y ciertamente merece un estudio detenido, que, 
por lo limitado de nuestro campo, sentimos no poderlo 
hacer.

En él se establece una nueva especialidad dentro de la 
propiedad común. Aquí no existe la indivisión en la cosa 
poseída, sino que, por el contrario, reúnese una pluralidad de 
personas, dueña cada una de parte, de una fracción del edi­
ficio. La especialidad consiste en que siendo propietario ex­
clusivo de una porción, de un piso, es comunero con respecto 
de las demás cosas, y en este concepto es donde podría re­
sultar el conflicto ó choque entre la facultad individual y 
las obligaciones comunes.

Repetimos, pues, que este es un caso peculiarísimo que 
participando por un aspecto del verdadero concepto de pro­
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piedad singular, por otro se presenta con el no menos distin­
tivo de la comunal.

Pero si el condueño, en este caso, no encuentra limita­
ción en el uso y aprovechamiento de su fracción, no así su­
cede cuando estos efectos son colectivos; necesítase enton­
ces reglas de armonía, basadas en la equidad, que armoni­
cen la facultíid de cada uno con el sagrado derecho de 
todos, y la colisión resultaría en el caso de tener que veriti- 
carse obras necesarias, como dice el primer apartado del 
artículo, es decir, obras que, como consecuencia del uso, 
hayan de realizarse para la común conservación del edificio, 
indispensables para su existencia y del todo inevitables si 
la propiedad común ha de permanecer en el estado que su 
disfrute exija.

Dicho se está que estas reglas serán eminentemente pre­
ceptivas, en el solo caso en que la voluntad no se haya ma­
nifestado por acuerdos determinados de los comuneros, ya 
por disposiciones en los títulos de propiedad, ya por la exis­
tencia de un pacto ó convenio que como ley privada hayan 
aceptado los diversos propietarios.

Cuando no existe regla anteriormente constituida y 
cuando las obras se imponen, la ley entra de lleno á regular 
la proporcionalidad en el modo de contribuir á los gastos 
necesarios en la cosa común.

Por consiguiente, todas las cosas comunes fundamento 
de la propiedad de cada uno, tales como las paredes maes­
tras y medianeras, fachada, medianería, testero, y el tejado, 
tanto la cubierta como la parte de construcción que la sos­
tiene, se satisfarán por partes iguales.

Con respecto á las demás cosas de uso común  ̂ como gené­
ricamente expresa el Código, pueden señalarse las cuevas, 
bodegas y buhardillas donde exista la proindivisión, el pa­
tio, portal, escalera, depósitos, cañerías de gas y bajadas 
de agua, pozos, fuentes, atarjeas, etc., en una palabra, todas 
aquellas que no perteneciendo determinadamente á un solo 
condueño, sean de aprovechamiento para todos los partí, 
cipes.

Todos estos gastos serán pagados proporcionalmentej



según el valor que suponga la propiedad de cada uno con re­
lación al valor de la parte representativa de todos los demás.

Por consiguiente, la operación de encontrar el tanto por 
ciento imponible á cada propietario no puede ser más senci­
lla, toda vez que se conozca el valor de lo que cada uno po­
see en la cosa común.

Por la regla 2."’ del artículo, cada propietario costeará el 
suelo de su piso. El suelo es condición necesaria para el 
aprovechamiento del piso, y lógico es que todos los gastos 
se satisfagan por el mayor interesado en su conservación y 
reparación, cual es el propietario.

El pavimento del portal, la puerta de entrada y patio 
común, se costearán por partes iguales entre todos, por ser 
medios necesarios para la satisfacción de las necesidades de 
cada uno; lo mismo sucede con las obras á& policía comunes 
á todos, ó séase, las obras de limpieza y aseo, higiene, salu­
bridad y oinato, como alcantarillado, retretes, cañerías de 
agua, canalones, revoco de fachadas, siempre que no redun­
den en provecho particular de uno ó más condueños, sino en 
el de todos.

La regla 3.  ̂ refiérese á los gastos de construcción, repa­
ración y conservación de la escalera. En este precepto deter­
minase la proporcionalidad de los gastos según la situación 
del piso, y por consiguiente, del uso que de la escalera 
como medio de comunicación se hace. Los términos de esta 
regla son también precisos y dignos de aplauso.

láe dijo anteriormente que el portal, como cosa común, se 
costeará á prorrata. Ahora bien; el importe de la escalera 
que, arrancando desde el portal, conduzca al primer piso, 
se satisfará por partes iguales entre todos los dueños, ex­
cepto por los de la planta baja, consecuencia necesaria del 
principio sentado anteriormente de que todos están obliga­
dos á contribuir á la conservación de la cosa común; la que 
conduce del piso primero al segundo se costea por todos 
menos por los que por la situación de su propiedad no nece­
sitan usarla, y así sucesivamente en los demás casos. Los 
preceptos de esta regla, por su evidencia y  suma claridad, 
no necesitan indicaciones que aclaren su sentido.

-  396 —



Además de la escalera, existe en la actualidad como me­
dio equivalente á ella el ascensor. La satisfacción del coste 
de éste ha de sujetarse á realas distintas que la escale”a.

Esta, como sabemos, se considera dividida en tramos, 
cada uno de los cuales ó varios de ellos se costea por aquellos 
á quienes sirve; el ascensor, como sirve igualmente para to­
dos, menos el del piso bajo, debe de ser costeada por todos los 
que le utilicen por iguales partes. Fundamos nuestra opinión 
en la del comentarista del Código civil Q. Macius Srcevola, 
expuesta en el tomo VII de su obra (Ib Al estudiar el a’-t. 396 
dice asi: «La escalera es posible considerarla dividida en 
partes ó tramos, correspondientes cada uno á un piso; el as­
censor es de uso común para todos los pisos ó para los que 
se establezca. La cosa (ascensor) es la misma y pertenece á 
todos, en tanto que la escalera no: el dueflo de un piso solo 
lo es del tramo ó tramos del que se sirve. Es, en nuestro 
modo de pensar, una cosa de uso común, á cuyo co-te total 
están obligados los copropietarios. ¿Con arreglo á qué tipo: 
al de la proporcionalidad del valoi' del piso ó la igualdad? 
Nosotros estimamos aplicable el segando. Es cosa de que 
puede nssiV personal y directamente el dueño. Hay que tener 
en cuenta la posibilidad de uso igual en todos los condueños, 
y por tanto, la igualdad de la carga. La proporcionalidad 
entre el valor del piso y el importe de las obras sólo cabe, 
en nuestra opinión, aplicarla cuando se trata de cosas sobre 
las cuales el uso de la persona es indirecto, poi-que en tal 
caso se presume que se utiliza de ellas en razón de la suma 
ó cantidad que tiene en la cosa común. Cuando la cosa pue­
den usarla por si los propieta dos, los copropietarios, hay 
que admitir lógicamente que todos se sirven, ó tienen dere­
cho á servirse de ella igualmente, y por ende, que este prin­
cipio que se aplica á los beneflcios, ha de extenderse también 
á las cargas. Esto es lo que acontece respecto del ascensor, 
y por eso consideramos aplicables para la satisfacción de su 
coste, el principio de la igualdad ó prorrateo.»
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(1) Código civil comentado.
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Código civil.—Libro II, fit. III.—De la comunidad de bienes.

Art. 392. Hay comunidad cuando la propiedad de una cosa ó 
de un derecho pertenece pro-indiviso á varias personas.

A falta de contratos ó de disposiciones especiales, se regirá la 
comunidad por las prescripciones de este titulo.

Art. 3.93. El concurso de los partícipes, tanto en los beneficios 
como en las cargas, será proporcional á sus respectivas cuotas.

Se presumirán iguales, mientras no se pruebe lo contrario, las 
porciones correspondientes á los participes en la comunidad.

Art. 394. Cada participo podrá servirse de las cosas comunes, 
siempre que disponga de ellas conforme á su destino y de manera 
que no perjudique el interés de la comunidad, ni impida á los 
coparticipes utilizarlas según su derecho.

Art. 395. Todo copropietario tendrá derecho para obligar á los 
participes á contribuir á los gastos de conservación de la cosa ó 
derecho común. Sólo podrá eximirse de esta obligación el que re­
nuncie á la parte que le pertenece en el dominio.

Art. 396. Cuando los diferentes pisos de una casa pertenezcan 
á distintos propietarios, si los títulos de propiedad no establecen 
los términos en que deban contribuir á las obras necesarias y no 
existe pacto sobre ello, se observarán las reglas siguientes;

1 Las paredes maestras y medianeras y las demás cosas de 
uso común estarán á cargo de todos los propietarios en propor­
ción al valor de su piso.

2. “' Cada propietario costeará el suelo de su piso.
El pavimento del portal, puerta de entrada, patio común y 

obras de policía comunes á todos, se costearán á prorrata por 
todos los propietarios.

3. “̂ La escalera que desde el portal conduce al piso primero se 
costeará á prorrata entre todos, excepto el dueño del piso bajo; 
la que desde el primer piso conduce al segundo se costeará por 
todos, excepto los dueños de los pisos bajo y primero, y asi sucesi­
vamente.

Art. 397. Ninguno de los condueños podrá, sin consentimiento 
de los demás, hacer alteraciones en la cosa común, aunque de 
ellas pudieran resultar ventajas para todos.

Art. 398. Para la administración y mejor disfrute de la cosa 
común serán oblig.atorios los acuerdos de la mayoría de los parti­
cipes.

No habrá mayoría sino cuando el acuerdo esté tomado por los
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participes que representen la mayor cantidad de los intereses que 
constituyan el objeto de la'comunidad.

Si no resultare mayoría, ó el acuerdo de ésta fuere gravemente 
perjudicial á los interesados en la cosa común, el Juez proveerá, 
á instancia de parte, lo que corresponda, incluso nombrar un Ad­
ministrador.

Cuando parte de la cosa perteneciere privadamente á cada par­
ticipe ó á algunos de ellos, y otra fuere comrin, sólo á ésta será 
aplicable la disposición anterior.

Art. 399. Todo condueño tendrá la plena propiedad de su parte 
y la de los frutos y utilidades que le correspondan, pudiendo en 
su consecuencia enajenarla, cederla, hipotecarla, y aun sustituir 
otro en su aprovechamiento, salvo si se tratase de derechos per­
sonales. Pero el efecto de la enajenación ó de la hipoteca con re­
lación á los condueños, estará litimado á la porción que se le adju­
dique en la división al cesar la comunidad.

Art. 400. Ningún copropietario estará oblig'ado á permanecer 
en la comunidad. Cada uno de ellos podrá pedir en cualquier 
tiempo que se divida la cosa común.

Esto no obstante, será válido el pacto de conservar la cosa in­
divisa por tiempo determinado, que no exceda de diez años. Este 
plazo podrá prorrogarse por nueva convención.

Art. 401. Sin embargo de lo dispuesto en el articulo anterior, 
los copropietarios no podrán exigir la división de la cosa común, 
cuando de hacerla resulte inservible para el uso á que so destina.

Art. 402. La división de la cosa común podrá hacerse por los 
interesados, ó por árbitros ó amigables componedores nombrados 
á voluntad de los participes.

En el caso de verificarse por árbitros ó amigables componedo­
res, deberán formar partes proporcionadas al derecho de cada 
uno, evitando en cuanto sea posible los suplementos á metálico.

Art. 403. Los acreedores ó cesionarios de los participes podrán 
concurrir á la división de la cosa común y oponerse á la que se 
verifique sin su concurso. Pero no podrán impugnar la división 
consumada, excepto en caso de fraude ó en el de haberse verifi­
cado no obstante la oposición formalmente interpuesta para im - 
pedirla, y salvo siempre los derechos del deudor ó del cedente 
para sostener su validez.

Art. 404. Cuando la cosa fuere esencialmente indivisible y los 
condueños no convinieren en que se adjudique á uno de ellos 
indemnizando á los demás, se venderá y repartirá su precio.

Art. 405. La división de una cosa común no perjudicará á ter­



cero, el cual conservará los derechos de hipoteca, servidumbre ú 
otros derechos reales que le pertenecieran antes de hacer la par­
tición. Conservarán igualmente su fuerza, no obstante la división, 
los derechos personales que pertenezcan á un tercero contra la 
comunidad.

Art. 406. Serán aplicables á la división entre los participes en 
la comunidad las reglas concernientes á la división de la herencia.
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Juri.spru(leiicia.

Sentencia de 13 de Octubre de 1866.—Venta de su fracción ó 
cuota por un comunero.—Si bien con arreglo á la ley 55, tit. V de 
la Part. h.“ (L), cualquiera de los participes ó comuneros de una 
finca puede vender la su parte, magüer la cosa non sea partida, 
no por eso autoriza esta ley la venta de una parte fija y determi­
nada que el vendedor señale á su arbitrio, tal vez en perjuicio de 
los condueños, sino la de aquella que le corresponda, hecha la divi­
sión oportuna; y menos puede autorizar dicha ley, contra el prin­
cipio legal de que los contratos sólo obligan á los que en ellos inter­
vienen por si ó con legitima representación, el que se entienda 
que vendiendo uno su parte quedan también vendidas las de 
todos.

Sentencia de 14 de Mayo de 1867.—Obras hechas por un co­
munero .sin consentimiento de los demás (2). —Según lo dispuesto 
en la ley 26, tit. XXXII de la Part. 3 . el que hace obras en la cosa 
común do mala fe, no haciéndolo saber á sus compañeros, incurre 
en la responsabilidad de perder las misiones que hubiera hecho, y 
debe quedar lo obrado para los condóminos.

Sentencia de 18 de Noviembre de 1879.— Venta por comunero 
de su parte en la comunidad.—ís&gxm tiene declarado reiterada­
mente el Tribunal Supremo, la facultad concedida á los condueños 
de una finca para que puedan vender la parte que en ella les co-

(1) Doctrina establecida en el art. S99 del Código civil.
(2; bliitendemos qne la doctrina consignada en la sentencia ha de 

regir también después de la publicación del Código civil. Este, en su 
articu o ¡J9< , prohihe á los comuneros hacer alteraciones en la cosa 
común sin conocimiento de los demás. Establece, como vemos, una 
regla prohibitiva; luego su infraceión ha do llevar consigo alguna pe­
nalidad civil, la cual no puede ser otra sino la pérdida de lo gastado 
en las obras y el que de éstas se aprovechen los demás partícipes, ó 
sea la misma establecida en la derogada legislación de Partidas.



. querresponcla, no legitima la venta de la parte fija y determin„„„ 
el vendedor designe á su arbitrio, sino la de aquella que le per­
tenezca luego que se baga la división.

SGiitencici íZe 24 ds 2Iayo de ÍS86.—División de la cosa común. 
La sentencia que declara divisible una cosa no infringe la lev del 
Fuero Eeal (2.̂ , tít. TV, libro III), como la de Partida (10, tit. XV, 
Partida 6.®); que dada la facultad que todos tienen de pedir la di­
visión de la cosa poseída en común, la limitan en aquellos casos 
en que la división no puede hacerse sin daño ó grande menosca­
bo, si en el de que se trata, la Sala sentenciadora, apoyándose en 
el dictamen pericial, aprecia que puede dividirse la finca sin per­
juicio notable de ninguno de los dueños.

Sentencia de 11 de Diciembre de 1891.—Obras en patio de 
propiedad común. sentencia que acuerda la demolición de 
unas obras hechas en un patio, solicitada á instancia de los que sos­
tienen que dicho patio es común, contra la pretensión de los de­
mandados do ser de su exclusiva propiedad, no infringe los ar­
tículos 394 y 397 del Código civil, porque apreciadas en conjunto 
todas las pruebas por la Sala, declara justificada la demanda, y 
que el patio discutido es de propiedad común, desestimando como 
no probadas las excepciones alegadas en defensa del exclusivo 
dominio, y en tal concepto aplica rectamente los artículos que se 
dicen infringidos al ordenar la demolición de la obra, toda vez 
que determinau el uso permitido á tos copartícipes y la prohibi­
ción de alterar el estado de la cosa sin el asentimiento de todos 
los interesados.

Sentencia de 22 de Junio de 1892.—Derechos de los comune­
ros.— condominio absoluto, ó sea el que por pacto ó disposicio­
nes especiales no esté limitado en el tiempo ni en la extensión de 
los aprovechamientos de la cosa, consiste en el libre goce de la 
misma y de sus productos por todos los participes por ig'ual ó en 
proporción de sus respectivas participaciones, sin más limitacio­
nes que las necesarias para lograrlo del modo mejor y más equi­
tativo, que excluye el disfrute exclusivo de la cosa común y de 
cualquiera parte de ella en beneficio singular de uno de los con­
dueños.

Por lo tanto, estimado por la Sala sentenciadora, en virtud de 
las pruebas, y reconocido por los recurrentes que éstos han utili­
zado parte de la finca común en su exclusivo beneficio para la ex­
plotación do una refinería de petróleo de su propiedad que arren­
daron, estipulando para si la renta correspondiente, no sólo al 
establecimiento industrial, sino también al inmueble, la sentencia,

TOM O II 2 6
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al admitir la demanda en que se ejercitan las acciones reivindica- 
toria y comuni dividundo, declara con justicia el condominio del 
actor en todas y cada una de las partes de la finca y de sus acce­
sorias, y que le corresponde la mitad de sus productos liquidos.

La mitad de los productos de arrendamiento de la parte de 
finca de que dispusieron exciusivamente los demandados, no se 
pidió por el actor ni se concede en la sentencia por haber interve­
nido éste en el contrato, sino como consecuencia justa de su de­
recho de propiedad, y no hay, por consiguiente, enriquecimiento 
torticero ni infracción en sentido alg’uno de la ley 1.̂ , tit. I, li­
bro X de la Novisima Recopilación.

La acción reivindicatoria es la adecuada para que el dueño 
reclame, no sólo contra el que posee, sino también contra el que 
detente, y detentación es en el condueño atribuirse el aprove­
chamiento exclusivo de parte de la cosa común, aunque, como 
en el caso actual, lo haga á pretexto de entender que á tanto lle­
gan sus facultades y diciendo que á pesar de tal hecho no niega 
en principio el condominio dei demandante.
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ì II
Propiedades especiales.

Afectan carácter público estas propiedades especiales, 
consecuencia del cual el Derecho civil no hace más que re­
conocer el principio, el concepto jurídico de dominio, para 
que las leyes puramente administrativas determinen su ex­
tensión y limites, y caso de existir concurrencia de propie­
tarios, regulen su aprovechamiento.

La propiedad de las aguas terrestres , puesto que la de 
las marítimas no pertenecen á este tratado, admite la cla­
sificación de privadas ó públicas, ó de aprovechamiento co­
mún, fundando unas y  otras su denominación en la natura­
leza del predio en el que nacen, por el que transcurren ó 
sobre el que caigan , si son procedentes de las lluvias. De 
esta variedad de origen es de donde derivan los derechos 
que el propietario puede hacer efectivos.

La propiedad industrial ó privilegio que conceden las 
leyes á determinada persona para poner en ejecución sus 
inventos y obtener la exclusiva de disfrute durante cierto 
plazo, concluido el cual, el invento, la introducción ó el per­
feccionamiento, entran de derecho en el dominio de todos; 
consiguientemente, esta propiedad, hija del esfuerzo, inteli­
gencia y  experimentos del inventor, es temporal, dura todo 
el tiempo que la ley ha supuesto suficiente para resarcir al 
innovador ó introductor de los gastos y trabajos realizados.

La misma limitación, el mismo carácter de privilegio ó 
protección temporal, presenta la propiedad intelectual, me­
jor dicho, literaria, cientiflca ó artistica. Nacida de la inte­
ligencia, conocimientos y actividad del autor, la ley le pro-



tege durante un plazo, de la usurpación, reimpresión ó 
publicación fraudulenta, terminado el cual, y  por exigirlo 
así los intereses sociales, de educación y progreso moral, la 
obra pasa al dominio público, dentro del cual todos pueden 
libremente aprovecharla.
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1." Aguas.

La ley de 13 de Junio de 1879 determina la propiedad de 
las aguas terrestres, restricciones que le son comunes, modo 
de regular los aprovecliamientos y policía administrativa 
para remover los obstáculos á que los concesionarios dieren 
lugar.

En la Sección segunda expusimos la parte relativa á las 
servidumbres en materia de aguas, é insertamos el articu­
lado del Código civil y su concordante el tit. III de la referida 
ley. En esta Sección no cabe examinar más que el dominio 
de las aguas, considerado como una de las propiedades es­
peciales dentro del derecho civil; por esta razón, ni los 
aprovechamientos, ni las Autoridades competentes para 
concederlos y regularlos, será objeto de nuestra sumaria 
exposición, puesto que caen de lleno dentro de la esfera ad­
ministrativa.

La ley comienza exponiendo el dominio de las aguas plu­
viales. De razón natural es concebir que las aguas qne por 
causa de la lluvia caigan en predio particular pertenecen al 
dueño del mismo siempre que permanezcan dentro de él. A 
este efecto, el propietario de un fundo puede construir toda 
clase de receptáculos ó depósitos para verificar su recogida y 
conservación. Aclaraciones que, asi como las que se reputan 
pluviales, el buen sentido considera necesarias, conocido el 
origen de las mismas.

Con igual razón, si las aguas pluviales cayesen en terre­
nos de dominio público, su dominio será público, toda vez 
que las aguas son la parte necesaria del terreno, pertene­
cen al mismo en virtud del derecho de accesión. Cualquiera, 
pues, podrá pedir licencia para construir en terrenos públi­
cos cisternas ó aljibes para recogerlas y aprovecharlas.



Aguas vivas, manantiales y corrientes.—Las aguas vivas, 
á diferencia de las muertas ó estancadas, pertenecen al do­
minio público si en terreno de esta naturaleza juridica na­
cen y discurren, así como también los ríos, aplicándose 
siempre la misma condición á las aguas según los terrenos 
en donde nazcan ó transcurran, sean del Estado, de las pro­
vincias ó de los pueblos, ó, por el contrario, pertenezcan á 
la propiedad particular, revistiendo las modiflcaciones con­
siguientes en relación con la naturaleza del predio que 
atraviesan.

Pertenecen al Estado las aguas halladas en las zonas de 
los trabajos de obras públicas, aunque hubiesen sido objeto de 
concesión administrativa, á menos de existir cláusula en 
contrario.

Pertenecen á los pueblos las aguas sobrantes de sus 
fuentes, cloacas y establecimientos públicos, derivación na­
tural del dominio á que se hallan sometidas.

Aguas minero-medicinales.—El modo de adquirir es idén­
tico á las de las expuestas; por lo tanto, son del dueño del 
predio donde nazcan ó del descubridor que las aplicase á la 
curación de enfermedades con arreglo á los Eeglamentos 
sanitarios.

Aguas muertas ó estancadas.—Los lagos y lagunas siguen 
la condición del terreno en que se hallen.

Aguas subterráneas.—Pertenecen al dueño del predio las 
aguas que obtuviese mediante la construcción de pozos or­
dinarios dedicados al riego ó á cualquier otra necesidad de 
la vida, veriñcándose su elevación por el hombre y no por 
otro motor; el propietario, pues, puede construir los que 
quiera, guardando las distancias que la ley determina. Las 
demás clases de alumbramientos necesitán someterse á los 
preceptos del cap. IV de la ley, que no mencionamos para 
evitar una enojosa repetición de lo que aquélla dispone.

La misma razón asiste á la propiedad de los álveos ó cau­
ces de las aguas, riberas y márgenes de los ríos y arroyos que 
la expuesta anteriormente.

De las obras de defensa contra las aguas públicas.—hos 
dueños de los predios lindantes pueden poner defensas con-
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tra las aguas en sus márgenes correspondientes, siempre 
que no causen perjuicio á tercera persona ó impidan la na­
vegación ó flotación fluv.al, desvíen las corrientes ó puedan 
producir inundaciones.

La ley examina después minuciosamente los aprovecha­
mientos de las aguas públicas^ sean comunes ó especiales, 
cuyas disposiciones pertenecen á la categoría de reglas ad­
ministrativas.

a )  L E G IS L A C IÓ N  COMÚN

Código civil. Libro II. Título IV.—De algunas propiedades especiales.

CAPÍTULO PKIMERO 
De las aguas.

S ec ció n  p rim era*

Del dominio de las aguas.

Art. 407. Son de dominio piiblico:
1. “ Los ríos y sus cauces naturales.
2. " Las aguas continuas ó  discontinuas de manantiales y a iT O -  

yos que corran por sus cauces naturales, y estos mismos cauces.
3. " Las aguas que nazcan continua ó discontinuamente en te­

rrenos del mismo dominio público.
4. ° Los lagos y lagunas formados por la naturaleza en terrenos 

públicos y sus álveos.
5. “ Las aguas pluviales que discurran por barrancos ó ramblas 

cuyo cauce sea también del dominio público.
6 " Las aguas subterráneas que existan en terrenos públicos.
7. “ Las aguas halladas en la zona de trabajos de obras públi­

cas, aunque se ejecuten por concesionario.
8. " Las aguas que nazcan continua ó discontinuamente en pre­

dios de particulares, del Estado, de la provincia ó de los pueblos, 
desde que salgan de dichos predios.

9. " Los sobrantes de las fuentes, cloacas y establecimientos 
piíblicos.

Art. 408. Son de dominio privado;
l.° Las aguas continuas ó discontinuas que nazcan en predios 

de dominio privado, mientras discurran por ellos.



2. “ Los lagos y lagunas y sus álveos formados por la natura­
leza en dichos predios.

3. ° Las aguas subterráneas que se hallan en éstos.
4. ” Las aguas pluviales que en los mismos caigan, mientras no 

traspasen sus linderos.
5. “ Los cauces de aguas corrientes, continuas ó discontinuas, 

formados por aguas pluviables, y los de los arroyos que atraviesen 
fincas que no sean de dominio público.

En toda acequia ó acueducto, el agua, el cauce, los cajeros y 
las márgenes serán considerados como parte integrante de la he­
redad ó edificio á que vayan destinadas las aguas. Los dueños de 
ios predios por los cuales ó por cuyos linderos pase el acueducto, 
no podrán alegar dominio sobre él, ni derecho al aprovechamiento 
de su cauce ó márgenes, á no fundarse en títulos de propiedad 
expresivos del derecho ó dominio que reclamen.

S ec ción  sesrnnda.

Del aprovechamiento de las aguas públicas.

Art. 409. El aprovechamiento de las aguas públicas se ad. 
quiere;

1.“ Por concesión administrativa.
Y 2." Por prescripción de veinte años.
Los limites de los derechos y obligaciones de estos aprovecha­

mientos serán los que resulten, en el primer caso, de los términos 
de la concesión, y en el segundo, del modo y forma en que se haya 
usado de las aguas.

Art. 410. Toda concesión al aprovechamiento de aguas, se en­
tiende sin perjuicio de tercero.

Art. 411. El derecho al aprovechamiento de aguas públicas se 
extingue por la caducidad de la concesión y por el no uso durante 
veinte años.

S ec ción  tercera.

Del aprovechamiento de las aguas de dominio privado.
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Art. 412. El dueño de un predio en que nace un manantial ó 
arroyo, continuo ó discontinuo, puede aprovechar sus aguas mien­
tras discurran por él; pero las sobrantes entran en la condición 
de públicas, y su aprovechamiento se rige por la ley especial de 
Aguas.



Art. 413. El dominio privado de los álveos de aguas pluviales 
no autoriza para hacer labores ii obras que varíen su curso en 
perjuicio de tercero, ni tampoco aquellas cuya destrucción, por la 
fuerza de las avenidas, pueda causarlo.

Art. 414. Nadie puede penetrar en propiedad privada para 
buscar aguas ó usar de ellas sin licencia de los propietarios.

Art. 415. El dominio del dueño de un predio sobre las aguas 
que nacen en él no perjudica los derechos que legítimamente ha­
yan podido adquirir á su aprovechamiento los de los predios in­
feriores.

Art. 416. Todo dueño de un predio tiene la facultad de cons­
truir dentro de su propiedad depósitos para conservar las ag’uas 
pluviales, con tal que no cause perjuicio al ptiblico ni á tercero.

S ec ció n  cu a rta .

De las aguas subterráneas.

Art. 417. Sólo el propietario de un predio ú otra persona con 
su licencia puede investigar en él aguas subterráneas.

La investigación de aguas subterráneas en terrenos de domi­
nio piiblico sólo puede hacerse con licencia administrativa.

Art. 418. Las aguas alumbradas, conforme á la ley especial de 
Aguas, pertenecen al que las alumbró.

Art. 419. Si el dueño de aguas alumbradas las dejare abando­
nadas á su curso natural, serán de dominio público.

S ección  qninta.

Disijosiciones generales.
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Art. 420. El dueño de un predio en que existan obras defensi­
vas para contener el ag'ua, ó en que por la variación de su curso 
sea necesaiiio construirlas de nuevo, está obligado, á su elección, 
á hacer los reparos ó construcciones necesarias ó á tolerar que, 
sin perjuicio suyo, las hagan los dueños de los predios que experi­
menten ó estén manifiestamente expuestos á experimentar daños.

Art. 421. Lo dispuesto en el articulo anterior es aplicable al 
caso en que sea necesario desembarazar algún predio de las ma­
terias cuya acumulación ó caiga impida el curso de las aguas con 
daño ó peligro de tercero.

Art. 422. Todos los propietarios que participen del beneficio 
proveniente de las obras de que tratan los dos artículos anterio-



res, están obligados á contribuir á los gastos de su ejecución en 
proporción á su interés. Los que por su culpa hubieren ocasionado 
el daño, serán responsables de los gastos.

Art. 4‘¿3. La propiedad y uso de las aguas pertenecientes á 
corporaciones ó particulares, están sujetas á la ley de Expropia­
ción por causa de utilidad pública.

Art. 424. Las disposiciones de este titulo no perjudican los de­
rechos adquiridos con anterioridad, ni tampoco al dominio privado 
que tienen los propietarios de aguas, de acequias, fuentes ó ma­
nantiales, en virtud del cual las aprovechan, venden ó permutan 
como propiedad particular.

Art. 425. En todo lo que no esté expresamente prevenido pol­
las disposiciones de este capitulo se estará á lo mandado por la 
ley especial de Aguas.

h) LEGISLACIÓN ESPECIAL

Ley de 13 de Junio de 1879.—Propiedad de las aguas.

TÍTU LO  PR IM E R O

D E L D O M IN IO  DE L A S  A G U A S  T E R R E S T R E S
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CAPITULO PEIMERO 
Del dominio de las aguas pluviales.

Articulo 1 Pertenecen al dueño de un predio las aguas plu­
viales que caen en el mismo mientras discurran por él. Podrá, en 
consecuencia, construir dentro de su propiedad estanques, pan­
tanos, cisternas ó aljibes donde conservarlas al efecto, ó emplear 
cualquiera otro medio adecuado, siempre que con ello no cause 
perjuicio al público ni á tercero.

Se reputan aguas pluviales para los efectos de esta ley las que 
procedan inmediatamente de las lluvias.

Art. 2.° Son de dominio público las aguas pluviales que dis­
curran por barrancos ó ramblas cuyos cauces sean del mismo do­
minio público.

Art. 3." Los Ayuntamientos, dando cuenta al Gobernador de la 
provincia, podrán conceder autorización al que lo solicite para 
construir en terrenos públicos de su término y jurisdicción cis­
ternas ó aljibes donde recojan las aguas pluviales.



Cuando la resolución del Ayuntamiento sea neg'ativa se podrá, 
recurrir en alzada al Gobernador de la provincia, quien resolverá 
definitivamente.
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CAPITULO II
Del dominio de las aguas vivas, manantiales y corrientes.

Art. 4.” Son públicas ó del dominio piiblico:
1. “ Las aguas que nacen continua ó discontinuamente en te 

rrenos del mismo dominio.
2. " Las continuas ó discontinuas de manantiales y arroyos que 

corren por sus cauces naturales.
y.“ Los ríos.
Art. 5." Tanto en los predios de los particulares como en los de 

propiedad del Estado, de las provincias ó de los pueblos, '.as aguas 
que en ellos nacen continua ó discontinuamente pertenecen al 
dueño respectivo para'su uso ó aprovechamiento, mientras dis­
curren por los mismos predios.

En cuanto las aguas no aprovechadas salen del predio donde 
nacieron, ya son públicas para los efectos de la presente ley. Mas 
si después de haber salido del predio donde nacen, entran natu­
ralmente á discurrir por otro de propiedad privada, bien sea antes 
de llegar á los cauces priblicos ó bien después de haber corrido 
por ellos, el dueño de dicho predio puede aprovecharlas eventual­
mente y luego el inmediatamente inferior, si lo hubiere, y asi 
sucesivamente, con sujeción á lo que prescribe el párrafo segundo 
del art. 10.

Art. 6.“ Todo aprovechamiento eventual de las aguas de ma­
nantiales y arroyos en cauces naturales, pueden libremente po­
nerlo por obra los dueños de los predios inferiormente situados, 
siempre que no empleen otro atajadizo más que de tierra y piedra 
suelta, y que la cantidad do agua por cada uno de ellos consumida 
no exceda de 10 litros por segundo de tiempo.

Art. 7.“ El orden de preferencia para el aprovechamiento even­
tual será el sig'uiente:

1. “ Los predios por donde discurren las aguas antes de su in­
corporación con el río, guardando el orden de su proximidad al 
nacimiento de las corrientes, y respetando su derecho al aprove­
chamiento eventual en toda la longitud de cada predio.

2. “ Los predios fronteros ó colindantes al cauce, por el orden 
de proximidad al mismo, y prefiriendo siempre los superiores.



Pero se entiende que en estos predios inferiores y laterales, el 
que se hubiere anticipado por .un año y un dia en el aprovecha­
miento no puede ser privado de él por otro, aunque éste se halle 
situado más arriba en el discurso del agua, y que ningún aprove­
chamiento eventual podrá interrumpir ni atacar derechos anterior­
mente adquiridos sobre las mismas aguas en región inferior.

Art. 8.“ El derecho de aprovechar indefinidamente las aguas 
de manantiales y arroyos se adquiere por los dueños de terrenos 
inferiores, y en su caso de los colindantes, cuando las hubieren 
utilizado sin interrupción por tiempo de veinte años.

Art. 9." Las aguas no aprovechadas por el dueño del predio 
donde nacen, asi como las que sobraren de sus aprovechamientos, 
saldrán del predio por el mismo punto de su cauce natural y 
acostumbrado, sin que puedan ser en manera alguna desviadas 
del curso por donde primitivamente se alejaban. Lo mismo se 
entiende con el predio inmediatamente inferior respecto del si­
guiente, observándose siempre este orden.

Art. 10. Si el dueño de un predio donde brotó un manantial 
natural no aprovechase más que la mitad, la tercera parte ú otra 
cantidad fraccionaria de sus aguas, el remanente ó s.obrante entra 
en las condiciones del art. 5.° respecto de aprovechamientos infe­
riores.

Cuando el dueño de rrn predio donde brota un manantial 
natural no aprovecha más que una parte fraccionaria y determi­
nada de sus aguas, continuará en épocas de disminución ó em­
pobrecimiento del manantial usando y disfrutando la misma can­
tidad de agua absoluta, y la merma será en desventaja y perjui­
cios de los regantes ó usuarios inferiores, cualesquiera que fueren 
sus títulos al disfrute.

Por consecuencia de lo aquí dispuesto, los predios inferior- 
mente situados y los lateralmente en su caso, adquieren por el 
orden de su colocación la opción á aprovechar aquellas aguas y 
consolidar por el uso no interrumpido de su derecho.

Pero se entiende que en estos predios inferiores ó laterales, el 
que se anticipase ó hubiese anticipado por un año y un día no 
puede ser ya privado de él por otro, aun cuando éste estuviese 
situado más arriba en el discurso del agua.

Art. 11. Si transcurridos veinte años, á contar desde el dia de 
la promulgación de la ley de 3 de Agosto de 18615, el dueño del 
predio donde naturalmente nacen unas aguas no las hubiese apro­
vechado, consumiéndolas total ó parcialmente de cualquier modo, 
perderá todo derecho á interrumpir los usos y aprovechamientos
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inferiores de las mismas aguas, que por espacio de un año y un 
día se hubiese ejercitado.

Art. 12. Pertenecen al Estado las aguas halladas en las zonas 
de los trabajos de obras públicas, aunque se ejecuten por conce­
sionario, ú no haberse estipulado otra cosa en las condiciones de 
la concesión. Disfrutarán, no obstante, el aprovechamiento gra­
tuito de estas aguas, tanto para el servicio de la construcción 
como para el de la explotación de las mismas obras.

Art. 13. Pertenecen á los pueblos las aguas sobrantes de sus 
fuentes, cloacas y establecimientos piiblicos. Pero si hubiesen 
sido aprovechadas por los dueños de los terrenos inferiores du­
rante el tiempo de veinte años, ya en virtud de concesiones de los 
Ayuntamientos, ó ya por su consentimiento tácito, no se podrá al­
terar el curso de aquellas ag’uas ni impedir la continuación del 
aprovechamiento sino por causa de utilidad pública debidamente 
justificada y previa indemnización de daños y perjuicios.

Cuando temporalmente deje de haber sobrantes por causas de 
mayor consumo, sequías ú obras, no tendrán derecho á ser in­
demnizados los usuarios, aun cuando lo fueren en virtud de con­
cesión, sin que por esto pierdan su derecho á los sobrantes cuando 
cesen aquellas causas.

Art. 14. Tanto en el caso del art. 5." como en el del 10, siem­
pre que transcurridos veinte años desde la publicación de la ley 
de 1866, el dueño del pisedio del nacimiento de unas aguas, des­
pués de haber empezado á usarlas en todo ó en parte, interrum­
piese su aprovechamiento por espacio de un año y un dia conse­
cutivos, perderá el dominio del todo ó de la parte de las aguas no 
aprovechadas, adquiriendo el derecho quien ó quienes por igual 
espacio do un año y un dia las hubiesen aprovechado, según los 
artículos 10 y 18.

Sin embargo, el dueño del predio donde nacieren conservará 
siempre el derecho á emplear las aguas dentro del mismo predio 
como fuerza motriz ó en otros usos que no produzcan merma 
apreciahle en su caudal ó alteración en la calidad de las aguas, 
perjudicial á los usos inferiormente establecidos.

Art. lo. El dominio de las aguas minerales que corren por 
cauces públicos pertenece, como el de las ag’uas comunes, á los 
dueños de los terrenos en que nacen, y son de aprovechamiento 
eventual y definitivo de los dueños de predios inferiores y fronte­
ros al cauce, con arreglo á lo dispuesto en los artículos anteriores 
de este capitulo.

Para los efectos de esta ley se entienden por aguas minerales



las que contienen en disolución substancias útiles para la indus­
tria en general, cualquiera que sea su naturaleza.

Art. 16. El dominio de las aguas minero-medicinales se ad­
quiere por los mismos medios que el de las aguas superficiales y 
subterráneas, siendo del dueño del predio en que nacen si las uti­
liza, ó del descubridor si las diese aplicación, con sujeción á los 
Reglamentos sanitarios.

Las distancias para el alumbramiento de estas aguas especiales 
por medio de pozos ordinarios, socavones y galerías, y de pozos 
artesianos para las ascendentes, serán las mismas que se estable­
cen para las aguas comunes.

Por causas de salud pública, el Gobierno, oyendo á la Junta 
provincial. Consejo de Sanidad y al Consejo de Estado, podrá 
declarar la expropiación forzosa de las aguas minero-medicinales 
no aplicadas á la curación y de los terrenos adyacentes que seue- 
cesitaren para formar Establecimientos balnearios, aunque con­
cediéndose dos años de preferencia á los dueños para verificarlo 
por si.

CAPÍTULO III
Del dominio de la» aguas muertas ó estancadas.

Art. 17. Son del dominio público los lagos y lagunas formados 
por la naturaleza que ocupen terrenos piiblicos. Son de propie­
dad de particulares, de los Municipios, de las provincias y del 
Estado los lagos, lagunas y charcos formados en terrenos de su 
respectivo dominio.

Los situados en terrenos de aprovechamiento comunal perte­
necen á los pueblos respectivos.

CAPÍTULO IV
Del dominio de las aguas subterráneas.

Art. 18. Pertenecen al dueño de un predio en plena propiedad 
las aguas subterráneas que en él hubiere obtenido por medio de 
pozos órdinarios.

Art. 19. Todo propietario puede abrir libremente pozos ordi­
narios para elevar aguas dentro de sus fincas , aunque con ellos 
resultasen amenguadas las aguas de sus vecinos. Deberá, sin 
embargo, guardarse la distancia de dos metros entre pozo y pozo
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dentro de las poblaciones, y de 15 metros en el campo entre la 
nueva excavación y los pozos, estanques, fuentes y acequias per­
manentes de los vecinos.

Art 2í). Para los efectos de esta ley se entiende que son pozos 
ordinarios aquellos que se abren con el exclusivo objeto de aten­
der al uso doméstico ó necesidades ordinarias de la vida y en los 
que no se emplea en los aparatos para la extracción del agua otro 
motor que el hombre.

Art. 21. La autorización para abrir pozos ordinarios ó norias 
en terrenos públicos se concederá por la Autoridad administrativa 
á cuyo carg’o se halle el régimen y policía del terreno.

El que la obtenga adquirirá plena propiedad de las aguas que 
hallare

Contra la resolución que recaiga podrá recurrir en alzada ante 
la Autoridad superior jerárquica.

Art. 22. Cuando se buscare el alumbramiento de aguas sub­
terráneas por medio de pozos artesianos, por socavones ó por ga­
lerías, el que las hallare ó hiciere surgir á la superficie del te­
rreno, será dueño de ellas á perpetuidad, sin perder su derecho 
aunque salgan de la finca donde vieron la luz, cualquiera que sea 
la dirección que el ahxmbrador quiera darles mientras conserve 
su dominio.

Si el dueño de las aguas alumbradas no construyese acueducto 
para conducirlas por los predios inferiores que atraviesen y las 
dejase abandonadas á su curso natural, entonces entrarán los 
dueños de estos predios á disfrutar del derecho eventual que les 
confieren los artículos 5." y 10 respecto de los manantiales natura­
les superiores, y el definitivo que establece el 10, con las limitacio­
nes fijadas en los artículos 7.“ y 14.

Art. 2d. El dueño de cualquier terreno puede alumbrar y apro­
piarse plenamente por medio de ixozos artesianos y por socavones 
ó galerías, las aguas que existen debaja de la superficie de su 
finca, con tal de que no distraiga ó aparte aguas públicas ó priva­
das de su corriente natural.

Cuando amenazare peligro de que por consecuencia de las la­
bores del pozo artesiano, socavón ó galería se distraígan ó mer­
men las aguas públicas ó privadas destinadas á un servicio pú­
blico ó á un aprovechamiento privado preexistente, con derechos 
legítimamente adquiridos, el Alcalde, de oficio, á excitación del 
Ayuntamiento en el primer caso, ó mediante denuncia de los in­
teresados en el segundo, podrá suspender las obras.

La providencia del Alcalde causará estado si de ella no se re­



clama dentro del término legal ante el Gobernador de la provincia, 
quien dictará la resolución que proceda, previa audiencia do los 
interesados y reconocimiento y dictamen pericial.

Art. 24. Las labores de que habla el articulo anterior para 
alumbramientos no podrán ejecutarse á menor distancia de 40 
metros de edificios ajenos, de un ferrocarril ó carretera, ni á 
menos de 100 de otro alumbramiento ó fuente, rio, canai, acequia 
ó abrevadero público, sin la licencia correspondiente de los due­
ños, ó en su caso del Ayuntamiento, previa formación de expe­
diente, ni dentro de la zona de los puntos fortificados sin permiso 
de la Autoridad militar.

Tampoco podrán ejecutarse estas labores dentro de una perte­
nencia minera sin previa estipulación de resarcimiento de perjui­
cios. En el caso de que no hubiere avenencia, la Autoridad admi­
nistrativa fijará las condiciones de laindemnización previo informe 
de peritos nombrados al efecto".

Art. 25. Las concesiones de terrenos de dominio pilblico para 
alumbrar ag’uas subterráneas por medio de galerías, socavones ó 
pozos artesianos se otorgarán por la Administración, quedando 
siempre todo lo relativo al dominio, limitaciones de la propiedad 
y aprovechamiento de las aguas alumbradas, sujeto á lo que res­
pecto de estos particulares prescribe la presente ley.

Sólo podrán concederse para estos alumbramientos subterrá­
neos terrenos de dominio público cuya superficie ó suelo no haya 
sido concedido para objeto diferente, á no ser que ambos sean 
compatibles.

En el Eeglamento para la ejecución de esta ley se establecerán 
las reglas que deberán seguirse en los expedientes de esta clase 
de concesiones para dejar á salvo los aprovechamientos preexis­
tentes, bien sea de público interés, bien privados, con derechos 
legítimamente adquiridos.

Art. 26. Los concesionarios de pertenencias mineras, socavo­
nes y galerías generales de desagüe de minas tienen la propiedad 
de las ag’uas halladas en sus labores mientras conserven las de 
sus minas respectivas, con las limitaciones de que trata el pá­
rrafo segundo del art. 16.

Art. 27. En la prolongación y conservación de minados anti­
guos en busca de aguas, continuarán guardándose las distancias 
que rijan para su construcción y explotación en cada localidad, 
respetándose siempre los derechos adquiridos.



TÍTU LO  II

D E LO S Á L V E O S  Ó C A U CES D E  L A S  A G U A S , DE L A S  H IB E R A S Y  M Á R G E ­

N E S , D E L A S  A C C E S IO N E S , D E L A S  O BRA S DE D E F E N S A  Y  DE L A  
D E SE C A C IÓ N  DE T E R R E N O S .
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CAPITULO V
De, los álveos ó cauces, riberas, márgenes y accesiones.

Art. 28. El álveo ó cauce natural de las corrientes disconti­
nuas formadas con ag-uas pluviales, es el terreno que aquéllas 
cubren durante sus avenidas ordinarias en los barrancos ó ram­
blas que les sirven de re cipiente.

Art. 29. Son de propiedad privada los cauces á que se refiere 
el articulo anterior, que atraviesaii fincas de dominio particular.

Art. 30. Sou de dominio piiblico los cauces que no pertenecen 
á la propiedad privada.

Art. 31. El dominio privado de los álveos de ag’uas pluviales 
no autoriza para hacer en ellos labores ni construir obras que 
puedan hacer variar el curso natural de las mismas en perjuicio 
de tercero, o cuya destrucción por la fuerza de las avenidas pueda 
causar daño á predios, fábricas ó establecimientos, puentes, ca­
minos ó poblaciones inferiores.

Alveos, riberas y márgenes de los ríos y arroyos.

Art. 32. Alveo ó cauce natural de un rio ó arroyo es el terreno 
que cubren sus aguas en las mayores crecidas ordinarias.

Art. 33. Los álveos de todos los arroyos pertenecen á los due­
ños de las heredades de los terrenos que atraviesan, con las limi­
taciones que establece el art. 31 respecto de los álveos de las 
aguas pluviales.

Art. 34. Son de dominio público;
1. “ Los álveos ó cauces de los arroyos que no se hallen com­

prendidos en el articulo anterior.
2. “ Los álveos ó cauces naturales de los ríos, en la extensión 

que cubren sus ag’uas en las mayores crecidas ordinarias.
Art. 3ó. Se entiende por ribera las fajas laterales de los ál­

veos de los ríos comprendidos entre el nivel de sus bajas aguas y 
el que éstas alcancen en sus mayores avenidas ordinarias, y por 
márgenes las zonas laterales que lindan con las riberas.



v i i  nd T  riberas, aun cuando sean de dominio privado, en 
irtud de antigua ley o de costumbre, están sujetas en toda su 

extensión, y las márgenes en una zona de tres metros, á la servi­
dumbre de uso publico en interés general de la navegación la 
flotación, la pesca y el salvamento.

Sin embargo, cuando los accidentes del terreno ú otras leo-m- 
mas causas lo exigiesen, se ensanchará ó estrechará la zona“ de 
esta servidumbre, conciliando en lo posible todos los intereses.

El Reglamento determinará cuándo, en qué casos v qué forma 
podran alterarse las distancias marcadas en este articulo (1).

Alveox y orillas de los lagos, lagunas ó charcas.

Art. 37. Alveo ó fondo do los lagos, lagunas ó charcas es el 
tei reno que en ellas ocupan las aguas en su mayor altura ordi-
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' Art. 38. Corresponden <i los dueños de las fincas colindantes 
los álveos de los lag’oŝ  lagunas ó charcas que no pertenezcan al 
Estado, á las provincias ó los municipios, ó que por titulo especial 
de dominio sean de propiedad particular.

Art. 39. Las orillas de los lagos navegables que se hallen cul­
tivadas están sujetas á la servidumbre do salvamento en caso de 
naufragio, en los términos establecidos en la ley de Puertos res­
pecto de las heredades limítrofes al mar, y á la de embarque y 
desembarque, depósito de barcos y demás operaciones del servicio 
de la navegación, en los puntos que la Autoridad designe.

—  U 8  —

Accesiones, arrastres y sedimentos de las aguas.
Art. 40. Los terrenos que fuesen accidentalmente inundados 

por las aguas de los lagos ó por los arroyos, rios y demás co­
rrientes, continuarán siendo propiedad de sús dueños respectivos.

una ó varias de las causas siguientes: Primera. Porque la falta de ri­
bera, la inclinación y altura del ribazo que la limite, ó la naturaleza 
del terreno, haga indispensable mayor anchura de tres metros para la 
zona en la margen, ó porque la excesiva amplitud de aquélla, por la 
escasa pendiente del terreno, permita reducir la de éstas. Segvnda. 
Porque justificadas exigencias del uso público á que la zona se destina 
requieran mayor anchura de la normal, ó porque el destino ya dado 
al terreno que debiera ocupar la zona sea causa justa para disminuir 
esa misma anchura. Tercera. Porque la escasa importancia de la co­
rriente y la consiguiente reducción de los usos á.que pueda destinarse 
la zona, consienta reducir también su anchura.

5.’ La modificación del ancho déla zona podrá ser promovida á 
instancia del dueño de la finca ó de los usuarios de las servidumbres 
á que se destina, mediante la instancia dirigida al Alcalde, el cual, 
después de publicada la reclamación por un plazo que no será menor 
de quince días, practicará el deslinde de la ribera; y teniendo en cuenta 
lo alegado por el peticionario, y en su caso por los reclamantes, si los 
hubiere, y asesorándose con informe pericial, determinará en resolu­
ción motivada, el ancho de la zona de servidumbre, concifiando en lo 
posible todos los intereses.

Tanto en estos casos como en los demás antes señalados, las pro­
videncias dictadas por los Alcaldes, serán reclamables en todo tiempo 
ante el Gobernador, quien, para resolver, deberá oir siempre al Inge­
niero Jefe de Caminos, Canales y Puertos y á la Comisión provincial.

De las resoluciones del Gobernador cabe alzada ante el Ministerio 
de Fomento, conforme á lo que determina el art. 251 de la ley de Aguas 
vigente. . .7.“ Los Alcaldes publicarán por edicto las presentes disposiciones, 
á fin de que nadie alegue ignorancia y puedan los interesados que lo 
estimen oportuno promover los deslindes y modificados de la anchura 
de la zona á que se refieran las disposiciones 2.“, 3.“ y 4.“



Art. 41. Los catices de los ríos que queden .abandonados por 
variar naturalmente el curso do las aguas, pertenecen á los due­
ños de los terrenos no ribereños en toda la longitud respectiva. 
Si el cauco abandonado separaba heredades de distintos dueños, 
la nueva linea divisoria correrá equidistante de unas y otras.

Art. 42. Cuando un rio navegable y flotable, variando n.atu- 
ralmente de dirección, abra im nuevo cauce en heredad pri­
vada, esto cauco entrará en el dominio piiblico; el dueño de la he­
redad lo recobrará siempre que las aguas volviesen á dejarlo en 
seco, ya naturalmente, ya por trabajos legalmente autorizados al 
efecto.

Art. 43. Los cauces públicos que queden en seco á consccuen- 
cia'de trabajos autorizados por concesión especial son de los con­
cesionarios, á no establecerse otra cosa en las condiciones con que 
aquélla se hizo.

Art. 44. Cuando la corriente de un arroyo, torrente ó rio se­
grega de su ribera una porción conocida de terreno, y la trans­
porta á las heredades fronteras ó á las inferiores, el dueño de la 
finca que orillaba la ribera segregada conserva la propiedad de la 
porción de terreno transportado.

Art. 45. Si la porción conocida de terreno segregado de una 
ribera queda aislada en el cauce, continúa perteneciendo incon- 
dicionalmento al dueño del terreno de cu3̂ a ribera ftié segregada.

Lo mismo sucederá cuando, dividiéndose un río en arro%'os, 
circunde y aislé algunos terrenos. " '

Art. 46. Las islas que por sucesiva acumulación de arrastre.s 
superiores se van formando en los ríos pertenecen á los dueños de 
las márgenes ú orillas más cercanas á cada una ó á las de amba.s 
márgenes si la isla se hallase en medio del río, dividiéndose en­
tonces longitudinalmente por mitad.

Si una sola isla asi formada distase de una margen más que de 
otra, será únicamente y por completo dueño suyo el do la margen 
más cercana. ” °

Art. 47. Pertenece á los dueños de los terrenos confinantes con 
los arroyos, torrentes, ríos j' lag’os, el acrecentamiento que reciban 
paulatinamente por la accesión ó sedimentación de las aguas. Los 
sedimentos minerales que como tales se hubiesen de utilizar ha­
brán de solicitarse con arreglo á la legislación de Minas.

Art. 48. Cualquiera puede recoger y salvar los animales, ma­
deras, frutos, muebles y otros productos de la industria .arrebata­
dos por la corriente de las aguas públicas ó sumergidos en ellas, 
presentándolos inmediatamente á la Autoridad local, que dispon­
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drá, su depósito ó su venta cu pública subasta, cuando no puedan 
conservarse. Se anunciará en seguida el hallazgo en el mismo 
pueblo y limítrofes superiores, y si dentro de seis meses hubiese 
reclamación por parte del dueño, se le entregará el objeto ó su 
precio, previo abono de los gastos de conservación y del derecho 
de salvamento, cuyo derecho consistirá en un 10 por 100. Transcu­
rrido aquel plazo sin haber reclamado el dueño, perderá éste su 
derecho y se devolverá todo á quien lo salvó, previo abono de los 
gastos de conservación.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no tendrá lugar desde el 
momento en que el dueño de los objetos provea á su salvamento.

Art. 49. Las brozas, ramas y leñas que vayan flotando en las 
aguas ó sean depositadas por ellas en el cauce ó terreno de do­
minio público, son del primero que las recoge; las dejadas en te­
rreno de dominio privado son del dueño de las Ancas respectivas.

Art. 50. Los árboles arrancados y transportados por la co­
rriente de las aguas pertenecen al propietario del terreno á donde 
vinieren á parar., si no los reclaman dentro de un mes sus anti­
guos dueños, quienes deberán abonar los gastos ocasionados en 
recoger los árboles ó ponerlos en lugar seguro.

Art. 51. Los objetos sumergidos en los cauces piiblicos siguen 
perteneciendo á sus dueños; pero si en el término de un año no 
los estrajesen, serán de las personas que verifiquen la extracción, 
previo el permiso de la Autoridad local. Si los objetos sumergidos 
ofreciesen obstáculo á las corrientes ó á la viabilidad se concederá 
por la Autoridad un término prudente á los dueños, transcurrido 
el cual sin que hagan uso de su derecho, se procederá á la extrac­
ción como de cosa abandonada.

Ei dueño de objetos sumergidos en aguas de propiedad parti­
cular solicitará del dueño de éstas el permiso para extraerlos; y en 
el caso de que éste lo negase, concederá el permiso la Autoridad 
local, previa fianza de daños y perjuicios.
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CAPITULO VI

De lax obran de defenna contra lan aguan públicas.

Art. 52. Los dueños de predios lindantes con cauces públicos 
tienen libertad de poner defensas contra las ag'uas en sus respec­
tivas márgenes por medio de plantaciones, estacadas ó revesti-



mientos, siempre que lo juzguen conveniente, dando de ello opor­
tunamente conocimiento á, la Autoridad local. La Administración 
podrá, sin embargo, previo expediente, mandar .suspender tales 
obras, y aun restituir las cosas á su anterior estado, cuando por 
circunstancias amenacen aquéllas causar perjuicios á la navega­
ción ó flotación de los ríos, desviar las corrientes do su curso na­
tural ó producir inundaciones.

Art. 53. Cuando las plantaciones y cualquier obra de defensa 
que se intente hayan de invadir el cauce, no podrán ejecutarse sin 
previa autoi-ización del Ministro de Fomento en los ríos navega­
bles y flotables, y del Gobernador de la provincia en los demás 
rios, con arreglo siempre á lo que se prevenga en el Keglamento 
de esta ley.

Art. 54. En los cauces donde convenga ejecutar obras poco 
costosas de defensa, el Gobernador concederá una autorización 
general para que los dueños de los predios limítrofes, cada cual 
en la parte de cauce lindante con su respectiva ribera, puedan 
construirlas, pero sujetándose á las condiciones que se Ajen en la 
concesión, encaminadas á evitar que unos propietarios causen 
perjuicio á otros, y conforme á lo que se preflje en el Reglamento.

Art. 55. Cuando las obras proyectadas sean de alguna con.si- 
deiación, el Ministro de Fomento, á solicitud de los que las pro­
muevan, podrá obligar á costearlas á todos los propietarios que 
bajan de ser beneficiados por ellas, siempre que preste su confor­
midad la mayoría do éstos, computada por la parte de propiedad 
que cada uno represente, y que aparezca cumplida y facultativa­
mente justificada la común utilidad qae las obras haj'an de pro­
ducir. En tal caso, cada cual contribuirá al pago, según las ven­
tajas que reporte.

Art. 56. Siempre que para precaver ó contener inundaciones 
inminentes sea preciso en caso de urgencia pi-acticar obras pro­
visionales ó destruir las existentes en toda clase de predio, el Al­
calde podrá acordarlo desde luego bajo su responsabilidad; pero 
en la inteligencia de que habrán de indemnizarse después las pér­
didas y los perjuicios ocasionados, señalándose un 5 por 100 anual 
de interés desde el día en que se causó el daño hasta que se veri­
fique la indemnización. El abono de esta indemnización correrá 
respectivamente á cargo del Estado, de los Ayuntamientos ó de 
los particulares, según á quien pertenezcan los objetos amenaza­
dos por la inundación y cuya defensa haya ocasionado los daños 
indemnizables, y con sujeción á las prescripciones del Regla­
mento.
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Art. 57. Las obras de interés general, provincial ó local, ne­
cesarias para defender las poblaciones, territorios, vías ó estable­
cimientos piiblicos, y para conservar encauzados y expeditos los 
rios navegables y flotables, se acordarán y costearán por la Ad­
ministración, seguin lo prescrito en la ley g’eneral de Obras pú­
blicas.

El examen y aprobación de los proyectos relativos á esta clase 
de obras corresponde al Ministro de Fomento, quien habrá de au­
torizar la ejecución de la mismas, previps los trámites que se se­
ñalarán en el Reglamento para la ejecución de la presente ley.

Art. 58. El Ministro de Fomento dispondrá que se haga el es­
tudio de los ríos, bajo el punto de vista de mejor régimen de las 
corrientes, asi como de los trozos navegables y flotables, el aforo 
de sus corrientes y medios de evitar las inundaciones; fijar los 
puntos donde conveng’a hacer obras de encauzamiento, sanear 
encharcamientps y mantener expedita la naveg’ación y flotación.

Art. 59. También dispondrá el Ministro de Fomento que se es­
tudien aquellas partes de las cuencas y laderas de los rios que 
convenga mantener forestalmente poblados en interés del buen 
régimen de las aguas.
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CAPITULO VII
De la denecación de lagunas y terrenos pantanosos.

Art. 60. Los dueños de lagunas ó terrenos pantanosos ó en- 
charcadizos que quieran desecarlos ó sanearlos podrán extraer de 
los terrenos piiblicos, ))revia la correspondiente autorización, la 
tierra y piedra que consideren indispensable para el terraplén y 
demás obras.

Art. 61. Cuando las lagunas ó terrenos pantanosos pertenez­
can á varios dueños, y no siendo posible la desecación parcial 
pretendan varios de ellos que se efectúe en común, el Ministro de 
Fomento podrá obligar á todos los propietarios á que costeen co­
lectivamente las obras destinadas al efecto, siempre que esté con­
forme la mayoría, entendiéndose por tal los que representen ma­
yor extensión de terreno saneable. Si alguno de los propietarios 
resistiese el pago y prefiriese ceder á los dueños su parte de 
propiedad saneable, podrá hacerlo mediante la indemnización 
correspondiente.

Art. 62. Cuando se declare insaluble por quien corresponda 
una laguna ó terreno pantanoso ó encharcadizo, procede forzosa­



mente su desecación ó saneamiento. Si fuese de propiedad privada, 
se hará saber á los dueños la resolución para que dispoug'an el 
desagüe ó saneamiento en el plazo que se les señale.

Art. 63. Si la ma\'oría de los dueños se negaren á ejecutar la 
desecación, el Ministro de Fomento podrá concederla á cualquier 
particular ó empresa que se ofreciese á llevarla á cabo, previa la 
aprobación del correspondiente proj'ecto. El terreno saneado que­
dará de propiedad de quien hubiese realizado la desecación ó sa­
neamiento, abonando iinicamente á los antiguos dueños la suma 
correspondiente á la capitalización.

Art. 64. En el caso de que los dueños de los terrenos pantano­
sos declarados insalubles no quieran ejecutar la desecación y no 
haya particular ó empresa que se ofrezca á llevarla á cabo, el Es­
tado, la provincia ó el Municipio podrán ejecutar las obras, cos­
teándolas con los fondos que al efecto se consignen en sus respec­
tivos presupuestos, y en cada caso con arreg'lo á la ley g’eneral de 
Obras públicas. Cuando esto se verifique, el Estado, la provincia 
ó el Municipio disfrutarán de los mismos beneficios que determina 
el articulo anterior, en el modo y forma que en él se establece, 
quedando en consecuencia sujetos á las prescripciones que rijan 
para esta clase de bienes.

Art. 65. Si los pantanos, lagos ó terrenos encharcadizos decla­
rados insalubles perteneciesen al Estado, y se presentase una 
proposición ofreciéndose á desecarlos y sanearlos, el autor de la 
proposición quedará dueño de los terrenos saneados, una vez eje­
cutadas las obras con arreglo al proyecto aprobado. Si se presen­
tasen dos ó más proposiciones, la cuestión de competencia se de­
cidirá con arreg’lo á los artículos 62 y 63 do la ley general de 
Obras públicas.

Art. 66. El peticionario de desecación ó saneamiento de lagos, 
pantanos ó encauzamientos pertenecientes al Estado, al común de 
vecinos ó á particulares, podrá reclamar, si le conviniese, la de­
claración de utilidad pública.

At. 67. Las disposiciones contenidas en la ley general de Obras 
públicas, relativas á las autorizaciones de estudios y derechos de 
los que las obligan, declaración de utilidad pública, obligaciones 
de los concesionarios, caducidad de las concesiones y reconoci­
miento de las obras ejecutadas para el aprovechamiento de ag’uas 
piiblicas, son aplicables á las autorizaciones otorgadas á empre­
sas particulares para la desecación de pantanos y eucharcamien- 
tos, sin perjuicio de las condiciones especiales que e.i cada caso se 
establezcan.
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Art. 68. Los terrenos reducidos á cultivo por medio de la de­

secación ó saneamiento gozarán de las ventajas de los que de 
nuevo se roturan.

TÍTU LO III

D E LA S S E R V ID U M B R E S EN  M A T E R IA  D E A G U A S

(Inserto este titulo en la materia de «Servidumbres legales», 
pàgina 278 de este tomo.)

TITU LO  IV
D E LO S A P R O V E C H A M IE N T O S  CO M U N ES Á  L A S  AG U AS PÚ BLICAS

Secei<$it p rim era .

Del aprovechamiento de las aguas públicas para el servicio doméstico, 
agrícola y fabril.

Art. 126. Mientras las aguas corran por sus cauces naturales 
y públicos, todos podrán usar de ellas para beber, lavar ropas, 
vasijas y cualesquiera otros objetos, bañarse y abrev'ar ó bañar 
caballerías y g’anados, con sujeción á los Reglamentos y bandos 
de policía municipal.

Art. 127. En las aguas que, apartadas artiflcialmente de sus 
cauces naturales y públicos, discurriesen por canales, acequias ó 
acueductos descubiertos, aunque pertenezcan á concesionarios 
particulares, todos podrán extraer y conducir en vasijas la que 
necesiten para usos domésticos ó fabriles y para el rieg’o de plan­
tas aisladas; pero la extracción habrá de hacerse precisamente á 
mano, sin género alguno de máquina ó aparato, y sin detener el 
curso del agua ni deteriorar las márgenes del canal ó acequia. 
Todavía deberá la Autoridad limitar el uso de ese derecho cuando 
cause perjuicios al concesionario de las aguas. Se entiende que en 
propiedad privada nadie puede penetrar para buscar ó usar el 
agua, á no mediar licencia del dueño.

Art. 128. Del mismo modo, en los canales, acequias ó acueduc­
tos de aguas públicas al descubierto, aunque de propiedad tempo­
ral de los concesionarios, todos podrán lavar ropas, vasijas ú otros 
objetos, siempre que con ello no se deterioren las márgenes ni 
exija el uso á que se destinen las aguas que se conserven en es­
tado de pureza. Pero no se podrán bañar ni abrevar ganados ni 
caballerías sino precisamente en los sitios destinados á este objeto.
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Seccl<fii »ej^unda.

Del aprovechamiento de las aguas públicas para la pesca.

Art. 129. Todos pueden pescar en cauces públicos sujetándose 
á ¡as leyes y reglamentos de policía que especialmente sobre la 
pesca puedan dictarse, siempre que no se embarace la navegación 
y flotación.

Art. 130. En los canales, acequias ó acueductos para la con­
ducción de las aguas públicas, aunque construidas por concesio­
narios de éstas, y á menos de habérseles reservado el aprovecha­
miento de la pesca por las condiciones de la concesión, pueden 
todos pescar con anzuelos, redes ó nasas, sujetándose á los regla­
mentos especiales de pesca, con tal de que no se embarace el curso 
del agua ni se deteriore el canal ó sus márg'enes.

Art. 131. En todo lo que se refiera ála construcción de encañi­
zadas ó cualesquiera otra clase de aparatos destinados á la pesca, 
tanto en los ríos navegables ó flotables como en los que no lo sean, 
se observarán las disposiciones vigentes sobre esta materia, ó las 
leyes y reglamentos que pudieran dictarse.

Art. 132. Los dueños de encañizadas ó pesquerías establecidas 
en los ríos naveg'ables ó flotables no tendrán derecho A indemni­
zación por los daños que en ellas causen los barcos ó las maderas 
en su navegación ó flotación, á no mediar por parte de los conduc­
tores infracción de los Reglamentos generales, malicia ó evidente 
negligencia.

Art. 133. En las aguas de dominio privado y en las concedidas 
para el establecimiento de viveros ó criaderos de peces solamente 
podrán pescar los dueños ó concesionarios, ó los que de ellos ob­
tuviesen permiso, sin más restricciones que las relativas ála salu­
bridad pública.

Seecitfn tercera.

Del aprovecliamleuto de las aguas para la navegación y dotación.

Art. 134. El Gobierno, mediante expediente, declarará por me­
dio deReales decretos, los ríos que en todo ó en parte deban con­
siderarse como navegables ó flotables.

Alt. 1.15. La designación de los sitios para el embarque de pa­
sajeros y mercancías en ios ríos navegables y para la formación y 
estancia de almadias ó balsas en los flotables, corresponde al Go­
bernador de la provincia, previa formación de expediente.
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Los terrenos necesarios para estos usos se adquirirán por ex­
propiación forzosa cuando sean de propiedad particular.

Art. 136. Las obras para canalizar ó hacer navegables ó flota­
bles los ríos que no lo sean naturalmente, se ejecutarán conforme 
á lo prescrito en la ley general de Obras públicas.

Art. 137. Cuando para convertir un rio en navegable ó flotable 
por medio de obras de arte haya que destruir fábricas, presas ú 
otras obras Icgalmente construidas en sus cauces ó riberas, ó pri­
var del riego o de otro aprovechamiento á los que con derecho lo 
disfrutasen, procederá la expropiación forzosa 6 indemnización de 
los daños y perjuicios.

Art. 138. La navegación de los rios es enteramente libre para 
toda clase de embarcaciones nacionales ó extranjeras, con suje­
ción á las leyes y Reglamentos generales y especiales de la nave­
gación.

Art. 139. En los ríos no declarados navegables ó flotables, todo 
el que sea dueño de sus márgenes ú obtenga permiso de quienes 
lo sean, podrá establecer barcas de paso para el servicio do sus 
predios ó do la industria á que estuviese dedicado.

Art. 140. En los ríos meramente flotables no se podrá veriflcar 
la conducción de maderas sino en las épocas que para cada uno 
de ellos designe el Ministro de Fomento.

Art, 141. Cuando en los ríos no declarados flotables pueda ve­
rificarse la flotación en tiempo de grandes crecidas ó con el auxilio 
de presas movibles, podrá autorizarla, previo expediente, el Go­
bernador de la provincia, siempre que no perjudique á los riegos 
é industrias establecidas y se afiance por los peticionarios el pago 
de daños y perjuicios.

Art. 142. En los rios navegables ó flotables no se podrá autori­
zar la construcción de presa alg’una sin las necesarias exclusas y 
portillos ó canalizos para la navegación y flotación, y las escalas 
salmoneras en los ríos donde éstas sean precisas para el fomento 
de dicha clase de pesca, siendo la conservación de todas esas obras 
de cuenta del dueño de ellas.

Art. 143. En los rios navegables y flotables, los patrones de los 
barcos y los conductores de efectos llevados á flote serán respon­
sables de los daños que aquéllos y éstos ocasionen.

Al cruzar los puentes ú obras públicas y particulares se ajus­
tarán los patrones conductores á las prescripciones reglamenta­
rias de las Autoridades. Si causaren algún deterioro, abonarán 
todos los gastos que ocasione su reparación, previa cuenta justi­
ficada.



Ai't. 144. Estas responsabilidades podrán hacerse efectivas so­
bre los barcos ó efectos flotantes, á no mediar flanza suficiente, sin 
perjuicio del derecho que á los dueños competa contra los patro­
nes ó conductores.

Art. 145. Toda la madera y demás efectos flotantes que vayan 
á cargo de un mismo conductor, aun cuando pertenezcan á dife­
rentes dueños, serán responsables al pag-o de los daños y deterio­
ros que los mismos efectos causen.

El dueño ó dueños de la madera ti otros efectos que se embar­
quen y vendan en su caso, podrán reclamar de los demás el reinte- 
g-ro que á cada cual corresponda pagar, sin perjuicio del derecho 
que á todos asiste contra el conductor.

Art. 146. Lo dispuesto en el articulo anterior se observará 
también cuando por avenidas ú otras causas se hayan reunido 
dos ó más conducciones de madera ó efectos flotantes, mezclán­
dose de tal suerte que no sea posible determinar á cuál de ellos 
pertenecían los efectos causantes del daño. En tal caso se consi­
derarán como una sola conducción, y los procedimientos se enten­
derán con cualquiera de los conductores, á quienes les quedará á 
salvo el derecho de reclamar de los demás el pag'o de lo que pu­
diera corresponderles.
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CAPITULO XI
De loa api'ocechamientos especiales de las aguas públicas.

S ec ción  prim era*

De la concesión de aprovechamientos.

Art. 147. Es necesaria autorización para el aprovechamiento 
de las ag’uas públicas, especialmente destinadas á empresas de in­
terés público ó privado, salvo los casos expresados en los artícu­
los 6.®, 174, 176, 177 y 184 de la presente ley.

Art. 148. El que tuviere derecho declarado á las aguas públi­
cas de un rio ó arroyo sin haber hecho uso de ellos ó habiéndolos 
ejercitado solamente en parte, se le conserv'arán ínteg'ros por es­
pacio de veinte años, á contar desde la jiromulgación de la ley 
de 3 de Agosto de 1866.

Pasado este tiempo caducarán tales derechos á la parte do 
aguas no aprovechada, sin perjuicio de lo que se dispone por re­
gla general en el siguiente articulo.



En tal caso es aplicable al aprovechamiento ulterior de las 
aifuas lo dispuesto en los artículos 5.°, 6.°, 7.°, 11 y 14 de la pre­
sente ley.

De todos modos, cuando se verifique la información priblica 
para alguna concesión de aguas, tendrá el poseedor de aquellos 
derechos la obligación de acreditarlos en la forma y tiempo que 
señalan los Reglamentos. Si procediese la expropiación forzosa se 
llevará á cabo, previa la correspondiente indemnización.

Art. 149. El que durante veinte años hubiese disfrutado de un 
aprovechamiento de aguas públicas sin oposición de la Autoridad 
ó de tercero, continuará disfrutándolo aun cuando no pueda acre­
ditar que obtuvo la correspondiente autorización.

Art. 150. Toda concesión de aprovechamiento de aguas públi­
cas se entenderá hecha sin pei’juicio de tercero y dejando á salvo 
los derechos particulares; respecto á la duración de estas conce­
siones, se determinará en cada caso según las presci’ipciones de 
la presente ley.

Art. 151. En las concesiones de aproveclufmiento de aguas 
públicas se entenderá comprendida la de los terrenos dú dominio 
ptiblico necesarios para las obras de la presa y de los canales y 
acequias.

Respecto de los terrenos de propiedad dpi Estado, de la provin­
cia, de los pueblos ó particulares, se procederá, según los casos, 
á imponer la servidumbre forzosa, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el art. 78, ó la expropiación por causa de utilidad pública, pre­
vio el oportuno expediento y demás formalidades que corres­
pondan.

Art. 152. En toda concesión de aprovechamiento de aguas pú­
blicas se fijará la naturaleza de éste, la cantidad en metros cúbicos 
por segundo del agua concedida, y si fuese para riego, la exten­
sión en hectáreas del terreno que haya de regarse.

Si en aprovechamientos anteriores á la presente ley no estu­
viese fijado el caudal de ag'ua, se entenderá concedido linicamente 
el necesario para el objeto de aquéllos, que determinará el Minis­
tro de Fomento con audiencia de los interesados, pudiendo exigir­
les establezcan los modelos convenientes.

Art. 153. Las ag’uas concedidas para un aprovechamiento no 
podrán aplicarse á otro diverso sin la formación de expediente, 
como si se tratara de nueva concesión.

Art. 154. La Administración no será responsable de la falta ó 
disminución que pueda resultar en el caudal expresado en la con­
cesión, ya sea que proceda de error ó de cualquiera otra causa.
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Art. 155. Siempre que en las concesiones y en los disfrutes de 
cantidades determinadas de agua por espacio flj o de tiempo no se 
exprese otra cosa, el uso continuo se entiende por todos los ins­
tantes; si fuere por dias, el dia natural se entenderá de veinticua­
tro horas desdo media noche; si fuese durante el dia ó la noche, 
se entenderá entre la salida y la i)uesta del sol, y si fuese por se­
manas, se contarán desde las doce de la noche del domingo; si 
fuese por dias festivos ó con exclusión de ellos, se entenderán los 
de precepto en que no se puede trabajar, considerándose única­
mente dias festivos aquellos que eran tales en la época de la con­
cesión ó del contrato.

La aplicación de estas disposiciones y los pormenores sobre el 
modo y tiempo del disfrute del agua se encomiendan á los Regla­
mentos administrativos ó á las Ordenanzas de las comunidades de 
regantes de que trata el art. 12.

Art. 15(3. Las autorizaciones para hacer estudio de todo apro­
vechamiento de aguas se sujetarán á lo que prescribe el art. 157 
de la ley general de Obras públicas.

Art. 157. Las concesiones de aprovechamientos especiales de 
aguas públicas, lo mismo que las de desecación y saneamiento, se 
otorgarán prefiriendo los proyectos de más importancia y utili­
dad, y en igualdad de circunstancias los que antes hubiesen sido 
presentados.

Lo relativo á los proyectos, concesiones, ejecución, inspección 
y recepción de las obras que requieran los aprovechamientos ob­
jeto de la concesión, se reg’irá por ias prescripciones de la ley g’e- 
neral de Obras públicas.

Art. 158. Las concesiones de aprovechamientos de agua cadu­
carán por no haberse cumplido las condiciones y plazos con arre­
glo á los cuales hubiesen sido otorgadas.

Art. 159. En todo aprovechamiento de aguas públicas para ca­
nales de navegación ó riego, acequias y saneamientos serán pro­
piedad perpetua de los concesionarios los saltos de agua y las 
fábricas y establecimientos industriales que á su inmediación hu­
biesen construido y planteado.

Art. ICO. En la concesión de aprovechamientos especiales de 
aguas públicas se observará el sig'uiente orden de preferencia:

1. ® Abastecimiento de poblaciones.
2. ® Abastecimiento de ferrocarriles, 
y.® Riegos.
4. ® Canales de navegación.
5. ® Molinos y otras fábricas, barcas de paso y puentes flotantes.

-  429 —



6.° Estanques para viveros y criaderos de peces.
Dentro de cada clase serán preferidas las empresas de mayor 

importancia y utilidad, y en igualdad de circunstancias las que 
antes hubiesen solicitado el aprovechamiento.

En todo caso se respetarán preferentemente los aprovecha­
mientos comunes expresados en las secciones primera, segunda y 
tercera del capitulo anterior.

Art. 161. Todo aprovechamiento especial de aguas públicas 
está sujeto á la expropiación forzosa por causa de utilidad pú­
blica, previa la indemnización correspondiente, en favor de otro 
aprovechamiento que le preceda, según el orden fijado en el ar­
ticulo anterior, pero no en favor de los que le sig'au, á no ser en 
virtud de una ley especial.

Art. 162. En casos urgentes de incendios, inundación ú otra 
calamidad pública, la autoridad ó sus dependientes podrán dispo­
ner instantáneamente y sin tramitación ni indemnización previa- 
pei'O con sujeción á Ordenanzas y Reglamentos, de las aguas ne­
cesarias para contener ó evitar el daño. Si las aguas fuesen pú­
blicas no habrá lugar á indemnización; mas si tuviesen aplicación 
industrial ó agrícola ó fuesen de dominio particular, y con su dis­
tracción se hubiese ocasionado perjuicio apreciablé, será éste in­
demnizado inmediatamente.

Art. 163. En toda concesión de canales de navegación y riego 
6 de acequias, asi como en las empresas de desecación ó sanea 
miento, los capitales extranjeros que se empleen en la coustruc 
ción dejas obras y adquisición de terrenos, quedan bajo la salva 
guardia del Estado, y están exentos de represalias, confiscaciones 
y embargos por causa de guerra.

K tíc c it fn  steg 'n iiU n .

Del aprovechamiento de las aguas públicas para el abastecimiento 
de poblaciones.
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Art. 164. Únicamente cuando el caudal normal de agua que 
disfrute una población no llegase á 50 litros al dia por habitante, 
de ellos 20 potables, podrá concedérsele de la destinada á otros 
aprovechamientos, y previa la correspondiente indemnización, la 
cantidad que falte para completar aquella dotación.

Art. 165. Si la población necesitada de aguas potables disfru­
tase ya de un caudal de las no potables, pero aplicables á otros 
usos públicos y domésticos podrán completársele, previa la co­
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rrespondiente indemnización cuando proceda, 20 litros diarios de 
las primeras por cada habitante, aunque esta cantidad, agregada 
á la no potable, exceda de los bO litros fijados en el artículo an­
terior.

Art. 106. Si el ag’ua para el abastecimiento de una población 
se toma directamente de un rio cuyo caudal tenga propietario ó 
propietarios, deberá indemnizarse previamente á aquellos á quie­
nes se prive de aprovechamientos legitimamente adquiridos.

Art. 167. Xo se decretará la enajenación forzosa de aguas de 
propiedad particular para el abastecimiento de una población 
sino cuando por el Ministro de Fomento se haya declarado, en 
vista de los estudios practicados al efecto, que no hay otras pit- 
blicas que puedan ser racionalmente aplicadas al mismo ob­
jeto .

Art. 168. Xo obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, 
el Gobernador de la provincia podrá, en épocas de extraordinaria 
sequía y oida la Comisión provincial, acordar la expropiación 
temporal del agua necesaria para el abastecimiento de una po­
blación, mediante la indemnización correspondiente en favor del 
particular.

Art. 169. Cuando la concesión se otorgue á favor de una em­
presa particular, y en el caso de que la población que se ha de 
abastecer no tuviese los 20 litros de agua potable por habitante 
que expresa el art. 164, se fijará en la misma concesión la tarifa 
de precios que pueda percibirse por suministro de agua y tu­
bería.

Art. 170. Las concesiones de que habla el articulo anterior 
serán temporales, y su duración no podrá exceder do noventa y 
nueve años, transcurridos los cuales quedarán todas las obras, 
asi como la tubería, en favor del connin de vecinos, pero con la 
obligación por parte del Ayuntamiento de respetar los contratos 
entre la Empresa y los particulares para el suministro del agua á 
domicilio.

Art. 171. A los Ayuntamientos corresponde formar los Re­
glamentos para el régimen y distribución de las aguas en el inte­
rior de las poblaciones, con sujeción á las disposiciones generales 
administrativas. La formación de estos Reglamentos debe ser 
siempre anterior al otorgamiento de las concesiones de que tratan 
los artieulos anteriores. Una vez hecha la concesión, sólo podrán 
alterarse los Reglamentos de común acuerdo entre el Ayunta­
miento y el concesionario. Cuando no hubiese acuerdo resolverá 
el Ministro de Fomento.
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te rc era .

Del aprovechamiento de las aguas públicas para el abastecimiento 
de ferrocarriles.

Arfc. 172. Las Empresas de ferrocarriles podrán aprovechar, 
con autorización competente, las aguas piiblicas que sean nece­
sarias para el servicio de los mismos. Concederá la autorización 
el Gobernador de la provincia cuando el gasto do agua no hubiese 
de exceder de 50 metros cúbicos al dia; pasando de esta cantidad, 
resolverá el Ministro de Fomento.

Si las ag’uas estuviesen destinadas de antemano á otros apro­
vechamientos, deberá preceder la expropiación con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 161.

Art. 173. Para el mismo objeto podrán las Empresas, con la 
autorización que prescribe el art. 25 de esta ley, abrir pozos ordi­
narios, norias ó galerías, asi como también perforar pozos arte­
sianos en terrenos de dominio público ó del común, y cuando 
fuesen de propiedad privada, previo permiso de su dueño, y en 
su caso, del Gobernador de la provincia.

Art. 174. Cuando los ferrocarriles atraviesen terrenos de re­
gadío en que el aprovechamiento del agua sea inherente al domi­
nio de la tierra, las Empresas tendrán derecho á tomar en los 
puntos más convenientes para el servicio de ferrocarril la canti­
dad de agua correspondiente al terreno que hayan ocupado y pa­
gado, quedando obligadas á satisfacer en la misma proporción el 
canon de regadío ó sufragar los gastos ordinarios y extraordina­
rios de acequias, según los casos.

Art. 175. A falta ó por insuficiencia de los medios autorizados 
en los artículos anteriores, tendrán derecho las Empresas de fe­
rrocarriles, para el exclusivo servicio de éstos, al agua necesaria 
que, siendo de dominio particular, no esté destinada á usos 
domésticos, y en tales casos se aplicará la ley de Expropiación 
forzosa.

S ección  cuart.i.

Del aprovechamiento de las aguas i)úblicas para riego,

Art. 176. Los dueños de predios contiguos á vías públicas 
podrán recoger las ag-uas pluviales que por ellas discurran, y 
aprovecharlas en el riego de sus predios, con sujeción á lo que 
dispongan las Ordenanzas de conservación y policía do las mismas 
vías.



Art. 1 il. Los dueños de predios lindantes con cauces públicos 
de caudal no continuo, como ramblas, rieras, barrancos ú otros 
semejantes de dominio público, pueden aprovechar en su reo-adío 
las ag-uas pluviales que por ellos discurran y construir al efecto, 
sin necesidad de autorización, malecones de tierra y piedra suelta 
ó presas móviles ó automóviles.

Art. 178. Cuando estos malecones ó presas puedan producir 
inundaciones ó causar cualquier otro perjuicio al público, el Al­
calde, de oficio ó por instancia de parte, comprobado el peligro, 
mandará al que los construyó que los modifique en (cuanto sea'ne- 
cesario para desvanecer todo temor, ó si fuese preciso, que los 
destruya. Si amenazaran causar perjuicio á los particulares po­
drán estos reclamar á tiempo ante la Autoridad local, y si el per­
juicio se realiza, tendrán expedito su derecho ante los Tribunales 
de justicia.

Art. 179. Los que durante veinte años hubiesen aprovechado 
para el riego de sus tierras las aguas pluviales que desciendan 
por una rambla ó barranco ú otro cauce semejante de dominio pú- 
ohco, podrán oponerse á que los cĵ ieños de predios superiores les 
priven de esto aprovechamiento. Pero si solamente hubiesen apro­
vechado parte del agua, no podrán impedir que otros utilicen la 
restante, siempre que quede expedito el curso de la cantidad que 
de antiguo aprovechaban ellos.

Art. 180. Lo dispuesto en los artículos que preceden respecto 
de aguas pluviales es aplicable á la de manantiales discontinuos 
que sólo fluyen en épocas de abundancia do lluvia.

Art. 181. Cuando se intente construir presas ó azudes perma­
nentes de fábrica á fin de aprovechar en ei riego las aguas pluvia­
les o los m.anantiales discontinuos que corran por los cauces pú­
blicos, será necesaria la autorización del Gobernador de la pro­
vincia, previo expediente. ^

Art. 182. Para construir pantanos destinados á recoger y con­
servar aguas pluviales ó públicas, se necesita autorización del 
Ministro de Fomento ó del Gobernador de la provincia, con arre- 

P lica s  y Eeglamento para su ejecución.
Art. 183. Si estas obras fuesen declaradas de utilidad pública 

podrán ser expropiados, previa la correspondiente indemnización 
los que tuviesen derechos adquiridos á aprovechar en su c-irso 
inferior las aguas que hayan de ser detenidas y acopiadas en el 
pantano, cuando el caudal de éste ú otras circunstancias no con­
sientan sostener aquellos aprovechamientos en las mismas condi­
ciones en que venían existiendo.

TO M O  u  ^  2 8
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Cuando esto pueda verificarse se respetarán dichos aprove­
chamientos, indemnizando á los que à ellos tengan derecho por 
los daños que les ocasione su interrupción por causa de la ejecu­
ción de las obras del pantano.

Art. 184. En los rios naveg-ables, los ribereños podrán, en sus 
respectivas márgenes, establecer libremente bombas ó cualquier 
otro artificio destinado á extraer las aguas necesarias para el 
riego de sus propiedades limítrofes, siempre que no causen per­
juicios á la navegación. En los demás ríos públicos será necesaria 
la autorización del Gobernador de la provincia.

Si en cualquiera dedos casos del párrafo anterior hubiera de 
hacerse la extracción del ag’ua funcionando el vapor como fuerza 
motriz, la autorización del Gobernador recaerá en virtud de ex­
pediente instruido, dándose publicidad en el Boletín Oficial y 
audiencia á los interesados.

árt. 185. Es necesaria autorización del Ministro de Fomento 
para el aprovechamiento de aguas públicas con destino á riegos, 
cuya derivación ó toma deba de verificarse por medio de presas, 
azudes ú otra obra permanente construida en los rios, barrancos, 
arroyos y cualquiera otra clase de corrientes naturales continuas 
siempre que hayan de derivarse más de 100 litros de agua por 
segundo.

Art. 186. Si la cantidad de agua que ha de derivarse ó dis­
traerse de su corriente natural no excediese de 100 litros por se­
gundo, hará la concesión el Gobernador de la provincia, previo 
el oportuno expediente, pudiendo el peticionario recurrir en al­
zada al Ministro de Fomento.

También autorizarán los Gobernadores de provincia la recons­
trucción de las presas antiguas destinadas á riego ú otros usos. 
Cuando las obras que hayan de ejecutarse en las presas sean de 
conserv'ación ó nueva reparación y no alteren las condiciones del 
aprovechamiento, podrán llevarse á cabo sin previa autorización, 
pero dando de ello conocimiento al Gobernador de la provincia.

Art. 187. Los Gobernadores de provincia no podrán hacer más 
que una sola concesión en una.s mismas obras de toma, de las cua­
les forma parte la represa.

Art. 188. I.as concesiones de aguas, hechas individual ó co­
lectivamente á los propietarios de las tierras para el riego de 
éstas, serán á perpetuidad. Las que se hicieren á Sociedades ó 
Empresas para regar tierras ajenas mediante el cobro de un ca­
non, serán por un plazo que no exceda de noventa y nueve años, 
transcurrido el cual, las tieri’as quedarán libres del pago del ca-
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non, y pasará á la comunidad de regantes el dominio colectivo de 
las presas, acequias y demás obras exclusivamente precisas para 
los riegos.

Art. 189. Al solicitar las concesiones de que tratan los artícu­
los anteriores, se acompañará:

1. " El proyecto de las obras, compuesto de planos, Memoria 
explicativa, condiciones y presupuesto de gastos.

2. " Si la solicitud fuese individual, justificación de estar pose­
yendo el peticionario, como dueño, las tierras que intente regar.

3. " Si fuese colectiva, la conformidad de la mayoría de los pro­
pietarios de las tierras regables, computada por ía extensión su­
perficial que cada uno represente.

4. ” Si fuere por Sociedad ó empresario, las tarifas del canon 
que en frutos ó en dinero deban pagar las tierras que hayan de 
regarse.

Art. 190. Cuando existan aprovechamientos en uso de un de­
recho reconocido y valedero, solamente cabrá nueva concesión en 
el caso de que del aforo de las aguas en años ordinarios resultare 
sobrante del caudal que se solicite, después do cubiertos comple­
tamente los aprovechamientos existentes.

Hecho el aforo, se tendrá en cuenta, para determinar la canti­
dad de agua necesaria, la época propia de los riegos. Según terre­
nos, cultivos y extensión regable. En años de escasez no podrán 
tomar el agua los nuevos concesionarios mientras no estén cu­
biertas todas las necesidades de los usuarios antig’uos.

Art. 191. No será necesario el aforo de las aguas ostiales para 
otorgar concesiones de las invernales, primaverales y torrencia­
les que no estuviesen estacional ó accidentalmente aprovechadas 
en terrenos inferiores, siempre que la derivación se establezca á 
la altura o nivel conveniente, y se adopten las precauciones ne­
cesarias para evitar perjuicios ó abusos.

Art. 192. Cuando corriendo las aguas públicas de un rio, en 
todo ó en parte, por debajo de la superficie de su suelo, imper­
ceptibles á la vista, se construyan malecones ó se empleen otros 
medios para elevar su nivel hasta hacerlas aplicables al riego ú 
otros usos, este resultado se considerará, para los efectos de la 
presente ley, como un alumbramiento del agua convertida en 
utilizable.

Los regantes ó industriales inferiormente situados, que por 
prescripción ó por concesión del Ministerio de Fomento hubiesen 
adquirido legitimo titulo al uso y aprovechamiento de aquellas 
aguas que se trata dé hacer reaparecer artificialmente á la super­

—  435 —



ficie, tendráu derecho á reclamar y A oponerse al nuevo alumbra­
miento superior en cuanto hubiese de ocasionarles perjuicio.

Art. 193. Los molinos y otros establecimientos industriales 
que resultaren perjudicados por la desviación de las aguas de un 
rio 6 arroyo, concedida con arreglo A lo dispuesto en la presente • 
ley, recibirAn en todo caso del concesionario de la nueva obra la 
indemnización correspondiente. Ésta consistirA en el importe del 
perjuicio, por convenio entre las partes; mas si no hubiese ave­
nencia, se procederA A la expropiación por causa de utilidad pú­
blica, previo el oportuno expediente.

Art. 194. Las Empresas de canales de riego gozarAn:
1. ° De la facultad de abrir canteras, coger piedra suelta, 

construir hornos de cal, yeso, ladrillo y depositar efectos, ó esta­
blecer talleres para la elaboración de materiales en los terrenos 
contiguos A las obras.

Si estos terrenos fuesen públicos ó de aprovechamiento corniin, 
usarAn las Empresas de aquellas facultades con arreglo A sus ne­
cesidades; mas si fuesen de propiedad privada se entenderAn pre­
viamente con el dueño ó su representante, por medio del Alcalde, 
y afianzarAn competentemente la indemnización de los daños y 
perjuicios que pudieran irrogar.

2. “ De la exención de los derechos que devenguen las transla­
ciones do dominio ocurridas en virtud de la ley de Expropiación.

3. ° De la exención de toda contribución A los capitales que se 
inviertan en sus obras.

4. " En los pueblos en cuyos términos se hiciese la construcción, 
los dependientes j' operarios do la Empresa tendrAn derecho A las 
leñas, pastos para los ganados de transporte empleados en los tra­
bajos, y las demAs ventajas que disfruten los vecinos.

Las concesiones con subvención del Estado, de la provincia ó 
del Municipio serAn siempre objeto de pública subasta, con arre­
glo A lo que dispone la ley general de Obras públicas.

Art. 195. Durante los diez primeros años se computarA A los te­
rrenos reducidos A riego la misma renta imponible que tenían asig­
nada en el último amillaramiento en que fueron consideradas 
como de secano, y con arreglo A ella se satisfarAn las contribucio­
nes é impuestos.

Art. 196. SerA obligación de las Empresas conservar las obras 
en buen estado durante el tiempo de la concesión. Si éstas se uti­
lizaran para el riego, dejarán las tierras de satisfacer el canon 
establecido mientras que carezcan del ag'ua estipulada, el Minis­
tro de Fomento fijará un plazo para la reconstrucción ó reparación.
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Ti anscTiriido esto plazo sin haber cumplido £l concesionario, 
á no mediar fuerza mayor, en cuyo caso podrá prorrogárselo, so- 
declarará caducada la concesión.

Las condiciones de ia caducidad serán las marcadas en la ley 
general de Obras públicas para casos análogas, con arreglo á las 
prescripciones del Reglamento de la presente lev.

Art. 197. Tanto en las concesiones co'ectivas otorgadas á pro­
pietarios, como en las hechas á Empresas ó Sociedades, todo.s los 
terrenos comprendidos en el plano general aprobado do los que 
puedan recibir riego quedan sujetos, aun cuando sus dueño.s lo 
rehúsen, al pago del canon ó pensión que se establezca, luego que 
sea aceptada por la mayoría de los propietarios interesados, com­
putada en la íorma que se determina en el núm. 3.“ del art. 189.

Las Empresas tendrán en este caso derecho de adquirir ios te­
rrenos cuyos dueños rehúsen el abono del canon por el valor en 
secano, con sujeción á las prescripciones de la ley y Reglamento 
de Expropiación forzosa.

Si la Empresa no adquiriese las tierras, el propietario que no 
las riegue estará exento de pagar el canon.

Art. 198. A las Compañías ó Empresas que tomen á su cargo 
la construcción de canales de riego .y pantanos, además del canon 
que han de satisfacer los regantes para el pago de interes y amor­
tización del capital invertido en las obras, se les podrá conceder 
por Via de auxilio, durante un periodo de cinco á diez años, el 
importe del aumento de contribución que se ha de imponer á los 
dueños de las tierras desiniós de los primeros diez años en que 
sean regadas. El mismo auxilio se podrá conceder á las Asociacio­
nes de propietarios que lleven á cabo colectivamente la construc­
ción de canales y pantanos para riego de sus propias tierras.

Las concesiones que tengan este auxilio sólo podrán otorgarse 
mediante una ley, concediéndose las demás en virtud de un Real 
decreto, según lo dispuesto en el art. 147 de esta ley, de acuerdo 
con lo que previene la general de Obras públicas.

Art. 199. Se declaran comprendidas en la exención del im­
puesto sobre primera traslación de dominio la de los terrenos que 
hayan de reglarse, conforme á las prescripciones de esta ley.

Art. 200. Quedan declaradas de utilidad pública para los efec­
tos de la ley de Expropiación forzosa, las obras necesarias para el 
aprovechamiento de aguas públicas en riego, siempre que el vo­
lumen de éstas exceda de 200 litros por segundo.

Art. 201. Si las Diputaciones provinciales. Sindicatos, Ayun­
tamientos, Compañías nacionales ó extranjeras ó personas partí-
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culares acudiesen al Ministerio de Fomento pidiendo que se estu­
die el proyecto de un canal ó pantano de riego por el Estado, se 
accederá á la instancia, cuando no lo impida el servicio público y 
siempre que los solicitantes se comprometan á satisfacer los gas­
tos de dichos estudios, conforme á lo que se prefije en el Regla­
mento de esta ley.

Art. 202. Los dueños, Sociedades, Corporaciones ó Sindicatos 
de canales ó acequias ya existentes en virtud de autorización, 
concesión, cédula ú otro titulo especial que no hubiesen terminado 
sus obras á la publicación do la presente ley, podrán optar á los 
beneficios de la misma. Para otorgarlos será precisa una ley, cuyo 
proyecto presentará á las Cortes el Ministro de Fomento, cuando 
del expediente, previamente instruido, resulte la conveniencia 
pública de conceder los expresados beneficios.

Art. 203. Para el aprovechamiento de las aguas públicas so­
brantes de rieg’os ó procedentes de filtraciones ó escorrentias, asi 
como para las de drenaje, se observará, donde no se hubiese esta­
blecido un régimen especial, lo dispuesto en los artículos 5.“ al 11 
.y siguientes sobre aprovechamiento de aguas sobrantes de domi­
nio particular.

Art. 204. En interés general del mejor aprovechamiento de 
las aguas, dispondrá el Ministro de Fomento que se proceda al 
reconocimiento de los ríos existentes, con la mira de alcanzar 
que ningún regante desperdicie el agua de su dotación, que pu­
diera servir á otro necesitado de ella, y con la de evitar que las 
aguas torrenciales se precipiten improductiva y aun nocivamente 
en el mar cuando otras comarcas las deseen y pidan para el riego 
y aprovechamientos estacionales, sin menoscabo de derechos ad­
quiridos.

S ección  quinta.

Del aprovechamiento de las aguas públicas para canales 
de navegación.
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Art. 205. La autorización á una Sociedad ó Empresa particular 
para canalizar un rio, con objeto de hacerle navegable, ó para 
construir un canal de navegación, se otorgará siempre por una 
ley en la que se determinará si la obra ha de ser auxiliada con 
fondos del Estado y so establecerán las demás condiciones de la 
concesión.

Art. 206. La duración de estas concesiones no podrá exceder 
de noventa y nueve años, pasados los cuales entrará el Estado



en el libre y completo disfrute de las obras y del material de 
explotación, con arreg’lo á las condiciones establecidas en la 
concesión.

Exceptúanse, seg'ún la regla general, los saltos de agua utili­
zados y los edificios construidos para establecimientos industria­
les, que quedarán de propiedad y libre disposición de los conce­
sionarios.

Art. 2J7. Pasados los diez primeros años de hallarse en explo­
tación un canal, y en lo sucesivo de diez en diez años, se proce­
derá á la revisión de las tarifas.

Art. 208. Las Empresas podrán en cualquier tiempo reducir 
los precios de las tarifas, poniéndolo en conocimiento del Go­
bierno. En este caso, lo mismo que en los del articulo anterior, se 
anunciarán al público, con tres meses al menos de anticipación, 
las alteraciones que se hicieren.

Art. 209. Será obligación de los concesionarios conservar en 
buen estado las obras, asi como el servicio de explotación, si es­
tuviese á su cargo.

Cuando por faltar al cumplimiento de este deber se imposibili­
tase la naveg'ación, el Gobierno fijará un plazo para reparación 
de las obras ó reposición del material, y transcurrido que sea sin 
haberse conseg’uido el objeto, declarará caducada la concesión y 
anunciará nueva subasta, que tendrá lugar en los términos pres­
critos para los canales de riego en el art. 196.
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S ección  sexta .

Del aprovechamiento de las aguas públicas para barcas de paso, 
puentes y  establecimientos industriales.

Art. 210. En los rios no navegables ni flotables, los dueños de 
ambas márgenes podrán establecer barcas de paso, previa auto­
rización del Alcalde, ó puentes de madera, destinados al servicio 
público, previa autorización del Gobernador de la provincia, quien 
fijará su emplazamiento, las tarifas y demás condiciones necesarias 
para que su construcción y servicio ofrezcan á los transeúntes la 
debida seguridad.

Art. 211. El que quiera establecer en los ríos meramente flo­
tables barcas de paso ó puentes para poner en comunicación pú­
blica caminos rurales, ó barcas de paso en caminos vecinales que 
carezcan de puentes, solicitará la autorización del Gobernador de 
la provincia, expresando el punto en que intente colocarlos, sus



dimensiones y sistema y acompañando las tarifas de pasaje y ser­
vicio.

El Gobernador concederá la autorización en los términos ijres- 
critos en el articulo anterior, cuidando además que no se emba­
race el servicio de flotación. La concesión de puentes que enlacen 
trozos de caminos vecinales en los rios meramente flotables se 
hará con sujeción á la ley de Carreteras de 4 de Mayo de 187'/.

Art. 212. Kespecto de los rios navegables, sólo el Ministro de 
Fomento podrá conceder autorización para establecer barcas de 
paso ó puentes flotantes para uso público. Al otorgar la concesión 
se fijarán las tarifas de pasaje y las demás condiciones requeridas 
para el servicio de la navegación y flotación, asi como para la se­
guridad de los transerintes.

Art. 213. Las concesiones á que se refieren los artículos ante­
riores sólo dan derecho á indemnización del valor de la obra, 
cuando el Gobierno necesite hacer uso de ella en beneficio del in­
terés general.

Art. 214. Dichas concesiones no obstarán para que el Ministro 
de Fomento pueda disponer ei establecimiento de barcas de paso 
y puentes flotantes ó fijos, siempre que lo considere conveniente 
para ei servicio público.

Cuando este nuevo medio de tránsito dificulte ó imposibilite 
materialmente el uso de una barca ó puente de propiedad p/articu- 
lar, se indemnizará al dueño del valor de la obra, á no ser que la 
propiedad esté fundada en títulos de derecho civil, en cuyo caso 
se le aplicará la ley de Expropiación forzosa por causa do utilidad 
pública.

Art. 215. En los rios no navegables ni flotables, el dueño de 
ambas márgenes puede establecer libremente cualquier artificio, 
máquina é industria que no ocasione la desviación de las aguas 
de su curso natural. Siendo solamente dueño de una margen, no 
podrá pasar del medio del cauce. En uno y otro caso deberá plan­
tear su establecimiento sin entorpecer el libre curso de las aguas 
ni perjudicar los predios limítrofes, reg'adios é industrias esta­
blecidas, incluso la de la pesca.

Art. 216. La autorización para establecer en los rios navega­
bles ó flotables cualesquiera aparatos ó mecanismos flotantes, 
hayan ó no de transmitir el movimiento á otros fijos en tierra, se 
concederá por el Gobernador de la provincia, previa la instrucción 
del expediente en que se oiga á los dueños de ambas márgenes y 
á los de establecimientos industriales inmediatamente inferiores, 
acreditándose además las circunstancias siguientes;
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] .“■ Ser el solicitante dueño de la niarg-en donde deban ama­
rrarse los barcos, ó haber obtenido permiso de quien lo sea.

2.“̂ No ofrecer obstáculo á la navegación ó flotación.
Art. 217. En las concesiones de que habla el artículo anterior 

se entenderá siempre:
1. “ Que si la alteración de las corrientes ocasionada jjor los 

establecimientos flotantes produjese daño á los ribereños, será de 
cuenta del concesionario la subsanación.

2. ° Si por cualquier causa relativa al rio ó á la navegación ó 
flotación resultase indispensable la desaparición del estableci­
miento flotante, podrá anularse la concesión sin derecho del con­
cesionario á indemnización alguna; pero en el expediente que se 
instruya deberá ser oida la Junta Consultiva de Caminos, Canales 
y Puertos, para la declaración de que se está en el caso á que este 
párrafo se refiere.

3. “ Si por cualquier otra causa de utilidad pública hubiese ne­
cesidad de suprimir algún mecanismo de esta clase, serán in­
demnizados sus dueños, con arreglo á la ley de Expropiación, con 
tai que hayan sido establecidos legalmente y estuviesen en uso 
constante.

Se entenderá que no están en uso constante cuando hubiesen 
transcurrido dos años continuos sin tenerlo.

Alt. 218. Tanto en las vías naveg’ables ó flotables como en 
las que no lo sean, compete al Gobernador de la provincia con­
ceder la autorización para el establecimiento de molinos ú otros 
artefactos industriales en edificios situados cerca de las orillas, 
á los cuales se conduzca por cacera el agua necesaria y que des­
pués se reincorpore á la corriente del río. En niiiguin caso se con­
cederá esta autorización perjudicándose á la naveg’ación ó flota­
ción de los ríos y establecimientos industriales existentes.

Para obtener la autorización á que se refiere este articulo es 
requisito indispensable de quien lo solicite ser dueño del terreno 
donde pretenda construir el edificio para el artefacto ó estar au­
torizado para ello de quien lo sea.

Art. 219. Cuando un establecimiento industrial comunique á 
las aguas substancias y propiedades nocivas á la salubridad ó á la 
vegetación, el Gobernador de la provincia dispondrá que se haga 
un reconocimiento facultativo; y si resultare cierto el perjuicio, 
mandará que se suspenda el trabajo industrial hasta que sus due­
ños adopten el oportuno remedio. Los derechos y gastos del reco­
nocimiento serán satisfechos por el que hubiere dado la queja, si 
resultare infundada, y en otro caso por el dueño del establecimiento.
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nistración y la ejercerá el Ministro de Fomento, dictando las dis­
posiciones necesarias para el buen orden en el uso v aprovecha­
miento de aquéllas.

Art. 227. Kespecto á las de dominio privado, la Administración 
se limitará á ejercer sobre ellas la vigilancia necesaria para que 
no puedan afectar á la salubridad piiblica ni á la seguridad de las 
personas y bienes.

CAPÍTULO XIII
D e  la co m u n id a d  d e  reg a n tes y  su s S in d ica tos y  de los J u ra d os

de riego .
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Secci4$n p rim e ra .

De la comunidad de regantes y  bu s  Sindicatos.

Art. 228. En los aprovechamientos colectivos de aguas públicas 
para riegos se formará necesariamente una comunidad de regan­
tes sujeta al régimen de sus Ordenanzas;

1. " Cuando el número de aquéllos llegase á 20 y no baje de 200 
el de hectáreas regables.

2. " Cuando, á juicio del Gobernador de la provincia, lo exig'ie- 
sen los intereses locales de la agricultura.

Fuera de estos casos, quedará á voluntad de la mayoría de los 
regantes la formación de la comunidad.

Art. 229. No están oblig'ados á formar parte de la comunidad, 
no obstante lo dispuesto en el articulo anterior, y podrán sepa­
rarse de ella y constituir otra nueva en su caso, los regantes cu­
yas heredades tomen el agua antes ó después que los de la comu­
nidad, y formen por si solos un coto ó pago sin solución de conti­
nuidad.

Art. 230. Toda comunidad tendrá un Sindicato elegido por ella 
y encargado de la ejecución de las Ordenanzas y de los acuerdos 
de la misma comunidad.

Art. 231. Las comunidades de regantes formarán las Ordenan­
zas de riego con arreglo á las bases establecidas en la ley, some­
tiéndolas á la aprobación del Gobierno, quien no podrá negarla ni 
introducir variaciones sin oir sobre ello al Consejo de Estado.

Las aguas pxiblicas destinadas á aprovechamientos colectivos 
que hasta ahora hayan tenido un régimen especial consignado 
en sus Ordenanzas, continuarán sujetas al mismo mientras la 
mayoría de los interesados no acuerde modiflcarlo, con sujeción



á. lo prescrito en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento 
de lo dispuesto en el art. 190.

Art. 232. El número de los individuos del Sindicato y su elec­
ción por la comunidad de regantes, se determinará en sus Orde­
nanzas atendida ia extensión de los riegos, según las acequias 
que requieran especial cuidado y los pueblos interesados en cada 
comunidad.

En las mismas Ordenanzas se fijarán las condiciones de los 
electores y elegibles, y se establecerá el tiempo y forma de la 
elección, asi como la duración de los cargos, que siempre serán 
gratuitos y no podrán rehusarse sino en caso de reelección.

Art. 233. Todos los gastos hechos por una comunidad para 
la construcción de presas y acequias ó para su reparación, con­
servación ó limpia, serán sufragados por los regantes en equita­
tiva proporción.

Los nuevos regantes que no hubiesen contribuido al pago de 
las presas ó acequias construidas por una comunidad, sufrirán 
en beneficio de ésta un recargo concertado en términos razo­
nables.

Cuando uno ó más regantes de una comunidad obtuvieren el 
competente permiso para hacer de su cuenta obras en las presas 
ó acequias, con el fin de aumentar el caudal de las ag'uas, habién­
dose negado á contribuir los demás regantes, éstos no tendrán 
derecho á mayor cantidad de agua que la que anteriormente dis­
frutaban. El aumento obtenido será de libre disposición de los 
que hubiesen costeado las obras, y en su consecuencia se arre­
glarán los turnos de riego para que sean respetados los derechos 
adquiridos.

Si alguna persona pretendiese conducir aguas á cualquiera 
localidad aprovechándose de las presas ó acequias de una comu­
nidad dé regantes, se entenderá y ajustará con ellas lo mismo que 
lo liarla un particular.

Art. 234. En los regadlos hoy existentes y regidos por reglas, 
ya escritas, ya consuetudinarias, de una comunidad de reg’antes, 
ninguno será perjudicado ni menoscabado en el disfrute del agua 
de su dotación y uso por la introducción de cualquier novedad en 
la cantidad, aprovechamiento ó distribución de las aguas en el 
término regables. Pero tampoco tendrán derecho á ningún au­
mento si se acrecentase el caudal por esfuerzos de la comunidad 
de los mismos regantes ó de alguno de ellos, á menos que él hu­
biese contribuido á sufragar proporcionalmente ios gastos.

Art. 235. Para aprovechar en el movimiento de mecanismos
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Ajos la fuerza motriz de las agnias que discurren por un canal ó 
acequia propia de una comunidad de reg'antes, será necesario el 
permiso de éstos. Al efecto, se reunirán en Junta g’eneral y deci­
dirá la mayoría de los asistentes, computados los votos por la pro­
piedad que cada uno represente. De su neg'ativa cabrá recurso 
ante el Gobernador de la provincia, quien, oyendo á los regantes, 
al Ingeniero Jefe de Caminos, Canales y Puertos de la provincia, 
á la Junta provincial de Agricultura, Industria y Comercio, y á la 
Comisión permanente de la Diputación provincial, podrá conceder 
el aprovechamiento siempre que no cause perjuicio al riego ni á 
otras industrias, á no ser que la comunidad de reg’antes quiera 
aprovechar por si misma la fuerza motriz, en cuyo caso tendrán la 
preferencia, debiendo dar principio á las obras dentro del plazo de 
un año.

Art. 236. En los Sindicatos habrá precisamente un Vocal que 
represente las fincas que por su situación ó por el orden estable­
cido sean las últimas en recibir el riego, y cuando las comunida­
des se compoftgan de varias colectividades, ora agrícolas, ora 
fabriles directamente interesadas en la buena administración de 
sus ag’uas, tendrán todas en el Sindicato su correspondiente re­
presentación, proporcionada al derecho que respectivamente les 
asista al uso y aprovechamiento de las mismas aguas.

Del propio modo, cuando el aprovechamiento se haya conce­
dido á una empresa particular, el concesionario será Vocal nato 
del Sindicato.

Art. 237. El Eeglamento para el Sindicato lo formará la comu­
nidad.

Serán atribuciones del Sindicato^
1. “ Vigilar los intereses de la comunidad, promover su des­

arrollo y defender sus derechos.
2. “*' Dictar las disposiciones convenientes para la mejor distri­

bución de las aguas, respetando los derechos adquiridos y las cos­
tumbres locales.

3. “̂ Nombrar y separar sus empleados en la forma que esta­
blezca el Reglamento.

4. “ Formar los presupuestos y repartos y censurar las cuentas, 
sometiendo unos y otras á la aprobación de la Junta general de 
la comunidad.

5.  ̂ Proponer á las Juntas las Ordenanzas y el Reglamento ó 
cualquiera alteración que considerase útil introducir en lo exis­
tente.

6. ® Establecer los turnos rigurosos de agua, conciliando los in-



tereses de los diversos cultivos entre los regantes, y cuidando de 
que en los años de escasez se distribuya del modo más conveniente 
para los propios intereses.

7.’‘ Todas las que le concedan las Ordenanzas de la comunidad 
ó el Eeglamento especial del mismo Sindicato.

Las resoluciones que adopten los Sindicatos de riego dentro de 
sus Ordenanzas cuando procedan como Delegados de la Adminis­
tración, serán reclamables ante los Ayuntamientos ó ante los Go­
bernadores de provincia, seg’ún los casos.

Art. 238. Cada Sindicato elegirá de entre sus Vocales un Pre­
sidente y Vicepresidente con las atribuciones que establezcan las 
Ordenanzas y Reglamento.

Art. 239. Las comunidades de regantes celebrarán Juntas ge­
nerales ordinarias en las épocas señaladas en las Ordenanzas 
de riego, y extraordinarias en los casos que las mismas deter­
minen.

Estas Ordenanzas fijarán las condiciones requeridas para to­
mar parte en las deliberaciones y el modo de computar los votos, 
en proporción á la propiedad que representen los interesados.

Art. 240. Las Juntas g’euerales, á las cuales tendrán derecho de 
asistencia todos los regantes de la comunidad y los industriales 
interesados, resolverán sobre los asuntos arduos de interés común 
que los Sindicatos y algunos de los concurrentes sometan á su 
decisión.

Art. 241. Cuando en el curso de un rio existan varias comuni­
dades y Sindicatos, podrán formarse por convenio mutuo uno ó 
más Sindicatos centrales ó comunes para la defensa délos derechos 
y conservación y fomento de los intereses de todos. Se compondrá 
de representantes de las comunidades interesadas.

Podrá también formarse, por disposición del Ministro de Fo­
mento y á propuesta del Gobernador de la provincia, siempre que 
lo exijan los intereses de la agricultura.

El número de los representantes que haya de nombrarse será 
proporcional á la extensión de los terrenos regables comprendidos 
en las demarcaciones respectivas.

S eccid a  «ej^nnda.

De los Jurados de riego.
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Art. 242. Además del Sindicato, habrá en toda comunidad de 
regantes uno ó más Jurados, según lo exija la extensión de los 
riegos.



Art. 243. Cada Jurado se compondrá de un Presidente, que 
será un Vocal del Sindicato designado por éste, y del nitmero de 
Jurados, tanto propietarios como suplentes, que fije el Regla­
mento del Sindicato, nombrados todos por la comunidad.

Art. 244. Corresponde al Jurado:
1.” Conocer de las cuestiones de derecho que se susciten sobre
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2.“ Imponer á los infractores de las Ordenanzas de riego las 
correcciones á que haya lugar, con arreglo á las mismas.

Art. 245. Los procedimientos del Jurado serán públicos y ver­
bales, en la forma que determine el Reglamento. Sus fallos, que 
serán ejecutivos, se consignarán en un libro, con expresión del 
hecho y de la disposición de las Ordenanzas en que se funden.

Art. 246. Las penas que establezcan las Ordenanzas de riego, 
por infracciones ó abusos en el aprovechamiento de sus aguas, 
obstrucción de las acequias ó de su boqueras y otros excesos, serán 
pecuniarias y se aplicarán al perjudicado y á los fondos de la co­
munidad en la forma y proporción que las mismas Ordenanz.as 
establezcan.

Si el hecho constituyese delito, podrá ser denunciado por el 
regante ó industrial perjudicado y por el Sindicato.

Art. 247. Donde existan de antiguo Jurados de iñego, conti­
nuarán con su actual organización, mientras las respectivas co­
munidades no acuerden proponer su reforma al Ministro de Fo­
mento.

CAPITULO XIV

D e  las atribuciones d e  la  A d m in istra ció n .

Art. 248. Corresponde al Ministro de Fomento, como encar­
gado de la ejecución y aplicación de la presente ley:

1. ° Dictar los Reglamentos é Instrucciones necesarios al efecto.
2. ° Conceder por si ó por medio de las Autoridades que del 

mismo dependan, los aprovechamientos que son objeto de la pre­
sente ley, siempre que por disposición expresa de ésta no corres­
ponda su concesión á otras Autoridades ó al Poder legislativo.

3. ° Resolver definitivamente todas las cuestiones que se sus­
citen en la aplicación de la presente ley, cuando no causen estado 
las decisiones de sus Delegados, y salvo los recursos á que haya 
lugar con arreglo á la misma.

4. " Acordar y ejecutar la demarcación, apeo y deslinde de



cuanto pertenece al dominio piihlico, en virtud de las prescripcio­
nes de esta ley, sin perjuicio de la competencia de los Tribunales 
respecto á las cuestiones de propiedad y posesión.

Art. 2i9. Los proyectos para cuya aprobación se faculta á los 
Gobernadores y las concesiones que les corresponde otorgar, se­
rán despachados en el término de seis meses. De no ser asi, los 
peticionarios podrán acudir al Ministro de Fomento, que dietai’á 
la resolución que proceda antes de los cuatro meses de presen­
tada la reclamación.

Art. 250. Para el otorgamiento de los aprovechamientos que 
son objeto de la presente ley, es requisito indispensable, además 
de lo que en cada caso prescriba el Reglamento, la audiencia de 
la persona á cuyos derechos pueda afectar la concesión si fuere 
conocida, ó la publicidad del proyecto y de las resoluciones que 
acerca de él dicte la Administración cuando aquélla fuere desco­
nocida ó la concesión afecte á intereses colectivos que no consti­
tuyan personaiidad jurídica ó carezcan de representación legal.

Art. 251. Las providencias dictadas por la Administración mu­
nicipal en materias de aguas causarán estado si no sé reclama 
contra ellas ante el Gobernador en el plazo de quince dias.

Las que dicten los Gobernadores producirán el mismo efecto 
si no se recurre contra ellas por la via administrativa ante el Mi­
nisterio de Fomento, ó por la contenciosa cuando proceda ante las 
Comisiones provinciales, como Tribunales contencloso-adminis- 
trativos. En uno y otro caso, el recurso deberá interponerse en el 
término de un mes, contado desde la fecha de la notificación ad­
ministrativa, que se hará en debida forma.

Las resoluciones de la Administración central serán reclama- 
bles por la Via contenciosa en los casos que determina la presente 
ley, siempre que el recurso se interponga en el plazo de tres 
meses, contados desde la notificación administrativa ó publica­
ción en la Gaceta, si no fuese conocido el domicilio de los intere­
sados, á quienes se hará saber lo resuelto por el Centro directivo 
correspondiente ó por el Gobernador do la provincia.

Art. 252. Contra las providencias dictadas por la Administra­
ción dentro del circulo de sus atribuciones en materia de agmas, 
no se admitirán interdictos por los Tribunales de justicia. Única­
mente podrán éstos conocer, á instancia de parte, cuando en los 
casos de expropiación forzosa prescritos en esta ley no hubiese 
precedido al desahucio la correspondiente indemnización.
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CAPÍTULO XV
D e  la com peten cia  de los T ribu n a les en  m a teria  de agu as.

Art. 253. Compete á la jurisdicción contencioso-administra- 
tiva conocer de los recursos contra las providencias dictadas por 
la Administración en materia de aguas en los casos siguientes:

1. “ Cuando se declare la caducidad de una concesión hecha á 
particulares ó Empresas en los términos prescritos en la ley íjene- 
ral de Obras públicas.

2. " Cuando por ella se lastimen derechos adquiridos en virtud 
de disposiciones emanadas de la misma Administración.

3. ” Cuando se imponga á la propiedad particular una servi­
dumbre forzosa ó alguna limitación ó gravamen en los casos 
prescritos por esta ley.

4. “ En las cuestiones que se susciten sobre resarcimientos de 
daños y perjuicios á consecuencia de las limitaciones y graváme­
nes de que habla el párrafo anterior.

Art. 254. Compete á los Tribunales que ejercen la juriscción 
civil el conocimiento de las cuestiones relativas;

Al dominio de las aguas públicas y al dominio de las aguas 
privadas y de su posesión. ”

5. ” Al dominio de las playas, álveos ó cauces de los ríos y al 
dominio y posesión de las riberas, sin perjuicio de la competencia 
déla Administración para demarcar, apear y deslindar lo perte­
neciente al dominio público.

3. " A Las servidumbres de aguas y de paso por las márgenes 
fundadas en titulo de derecho civil.

4. “ Al derecho de pesca.
Art. 2.:5. Corresponde también á los Tribunales de justicia el 

conocimiento de las cuestiones suscitadas entre particulares, so­
bre preferencia de derecho de aprovechamiento, seguin la pre­
sente ley:

1.” De las aguas pluviales.
De las demás aguas fuera de sus cauces naturales, cuando 

la preferencia se funde en títulos de derecho civil.
Art. 25C. Compete igualmente á los Tribunales de justicia el 

conocimiento de las cuestiones relativas á daños y perjuicios oca­
sionados á tercero en sus derechos de propiedad particular cuya 
enajenación no sea forzosa:

1.” Por la apertura de pozos ordinarios.
TO M O  II 2 9



'¿r Por la apertura do pozos artesianos y por la ejecución de 
obras subterráneas.

S." Por toda clase de aprovechamientos en favor de particu­
lares.

D IS PO SIC IO N E S G K N E R A IE S

Art. 257. Todo lo dispuesto en esta ley es sin perjuicio de los 
derechos legitimamente adquiridos con anterioridad á su publi­
cación, así como del dominio privado que tienen los propietarios 
de aguas de acequias y de fuentes ó manantiales, en virtud del 
cual las aprovechan, venden ó permutan, como propiedad parti­
cular.

Art. 258. Quedan derog'adas todas las lej’ es, deeretos, órdenes 
y demás disposieiones que acerca de la materia comprendida en 
la presente ley se hubiesen dictado con anterioridad á su promul­
gación Y estuviesen en contradicción con ella.
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2.° Propiedad intelectual.

La propiedad literai'ia y artística no se presenta en su 
aspecto legal con el concepto absoluto de la propiedad en 
general.

Emanación del pensamiento, repútase por algunos como 
un mero privilegio concedido al autor, como premio al tra­
bajo é incesantes desvelos que la publicación de toda obra 
lleva consigo. Fúndanse éstos en que si se perpetuase el de­
recho del autor, se imposibilitaría la reimpresión de escritos 
con notable perjuicio de la colectividad, que es á quien di­
rectamente se dirige la producción del escritor. Los que 
sostienen esta teoría olvidan que si alguna obra por su 
importancia común se reputase de utilidad para los pueblos, 
y  el autor y sus herederos con tenacidad injustificada negá.- 
ranse á reimprimirla, el Estado tiene la obligación moral y 
legal de expropiarla, toda vez que con su expropiación se 
beneficiarían los intereses generales. Por consiguiente, puede 
desecharse la teoría del privilegio por ser manifiestamente 
absurda.

La propiedad literaria reconoce como origen la fuente 
más pura del dominio, el trabajo, la manifestación constante



de la actividad para producir un bien, y aunque el producto 
del pensamiento ó los esfuerzos del ffenio no reconocen na­
cionalidad, sino que atraviesan las fronteras, el todo tangi­
ble, la materialidad, la forma de exponerlas, son patrimonio 
de su autor, que es el creador, y por tanto, si hace copartí­
cipes á todos los que posean la obra publicada de las con­
cepciones de su espíritu, esto no sobreentiendo la.facultad 
de obtener por su publicación un lucro que por derecho sólo 
corresponde al que por su talento ó potencia creadora ha 
aportado á la sociedad un elemento de cultura y progreso.

Los precedentes históricos arrancan de la Edad Moderna 
cabiendo la honra ;l nuestra patria de haber sido la primera 
que legisló sobre este particular.

Las leyes 1.=̂  y siguientes del tít. XVI, libro octavo de la 
Xovisima Recopilación, son el precedente histórico de la 
legislación sobre la propiedad intelectual; en ellas no se 
establecen principios fijos para determinar el derecho de los 
autores, sino que sientan las bases de la policía de imprenta, 
regulan la impresión é introducción de obras en el Reino' 
establecen la censura previa y las penas para el que infrin-
?iese este precepto, todas en armonía con el espíritu religioso
de la época, é imponen la tasa del precio para su venta so
pena de pérdida de los ejemplares y multa de los no tasados 
por el Real Consejo.

Extinguida la dinastía de la casa de Austria, reinando la 
de Borbon, en tiempos de Carlos III, se dictó por este monarca 
una Rea orden en 17G2 (ley 2.3 del mencionado titulo y 
ibro de la Novísima), por la que se declaró abolida la tasa 

y por consiguiente, se fijó el principio de la libertad en el 
comercio de libros.

La ley 24 prohíbe conceder privilegios de impresión de 
estos á las personas que no los hubiesen, compuesto, negando 
íl su vez esta licencia á las comunidades regulares ó secu­
lares, que venían aprovechándose de exenciones por publi­
caciones que no habían escrito; principio de reconocimiento 
jurídico de la propiedad literaria y científica.

La siguiente (la 25) determina el tiempo de la duración 
e privilegio, fijándole en diez anos, plazo que no aca-
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baba por la muerte del autor, sino que pasaba á sus herede­
ros, siempre que no fuesen comunidades ó manos muertas; 
por útimo, la ley 26, última de las recopiladas, expresaba 
los privilegios que competen á las Corporaciones y cuerpos 
literarios, plazo de éstos y tiempo por el que se concedían á 
sus herederos, extensión del privilegio y concesión de licen­
cia para imprimir á todo el que lo solicitara, una vez que la 
obra fuese de dominio público.

En el siglo presente las disposiciones sobre propiedad 
literaria se hallaban más en consonancia con la índole de 
este especialísimo derecho concedido al autor; el decreto de 
las Cortes de 10 de Junio de 1813 dispuso que el autor tu­
viese la exclusiva en la reimpresión de sus obras durante su 
vida, pasando el uso y disfrute de las mismas á sus herede­
ros por diez años después de su muerte, plazo que se con­
taba desde la publicación si la obra fuese pòstuma; siendo 
los Cuerpos y Corporaciones científicas los que la publica­
sen, el tiempo de posesión era el de cuarenta años; transcu­
rridos los mencionados plazos, la publicación entraba en el 
dominio público.

El Real decreto de 4 de Enero de 1834, en uno de sus tí­
tulos, contenía preceptos relativos & esta materia y pri­
vilegios correspondientes al autor y traductor; como el de­
creto de las Cortes de Cádiz, el plazo de esta propiedad se 
fijaba sobre la base de la vida del autor y  por diez años más 
para sus herederos, correspondiendo la misma facultad á los 
traductores de obras en verso ó escritas en lengua muerta, 
y otras varias disposiciones sin importancia para nuestro 
objeto.

La Real orden de 5 de Mayo de 1837 puso fin á las dispo­
siciones de carácter generai, pero que no formaban un 
cuerpo legal ó conjunto armónico de doctrina; refiérese esta 
Real orden á la propiedad dramática, declarando que para 
la representación de esta clase de obras en los teatros, ne­
cesítase la previa autorización de su autor.

Entrando en las modernas leyes de propiedad intelec­
tual, la de 10 de Junio de 1847, derogada por la vigente 
de 1879, definía el concepto de esta propiedad dando el de-

á.
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recho exclusivo de reproducir á los autores, traductores, 
compositores de cartas geográficas, de música, caligrafos y 
dibujantes, pintores y escultores, es decir, enumeraba á las 
personas á quienes se les atribuía la facultad de reproducir 
y aprovechar los productos de la inteligencia.

El moderno derecho especial que regula las producciones 
literarias, científicas y artísticas es la ley de 10 de Enero 
de 1879. Los artículos l.° y 2.*̂  dan por definida esta propie­
dad; en uno se marca la extensión de los beneficios, en otro 
se determina á quiénes corresponde, ó sea á los autores por 
ser los elementos de producción, á los traductores por el ca­
rácter de introducción y generalización de las obras extran­
jeras en nuestro país, á los que refunden, extractan, copian 
ó reproducen para premiar sus esfuerzos de más ó menos 
importancia, á los editores de obras inéditas coino estímulo 
para que las obras salgan á luz y tengan vida pública, y 
por último, como consecuencias naturales á los derecho- 
habientes de todos los enumerados. La ley llamada intelec­
tual concede los mismos beneficios á las producciones cien­
tíficas y á las concepciones artísticas en todas sus manifes­
taciones; por consiguiente, los autores de mapas y planos, 
compositores de música, profesores de pintura, escultura, 
grabado, litografía, autografía, estampación, etc., así como 
á sus herederos.

La duración de la propiedad literaria, científica y artís­
tica, cuestión de suma importancia, puesto que es donde 
estriba la especialidad del dominio del autor, se ha fijado en 
lapso de tiempo de la vida del autor y ochenta años más. 
Verificada su enajenación por actos entre vivos (venta, ce­
sión, donación, etc.), corresponde á los adquirentes durante 
la vida del cedente y el número de años mencionado, á me­
nos de que hubiese herederos forzosos, en cuyo caso la pro­
piedad se retrotrae á éstos durante los cincuenta y cinco 
últimos años.

Para nuestro propósito no insertamos más que los artícu­
los que delimitan el concepto de este especialísimo dominio 
y los efectos que consigo lleva la enajenación de este de­
recho.
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El Registro de la propiedad intelectual, establecido en 
las capitales de provincia, con dependencia del central que 
radica en el Ministerio de Fomento, tiene por objeto sentar 
sobre firmes bases este derecho y regularizar y garantir las 
transmisiones á que pudiesen hallarse afectas las obras 
inscritas.

El propietario de una de las producciones incluidas en el 
concepto general de la propiedad intelectual, habrá de entre­
gar tres ejemplares de la publicación en la Biblioteca provin­
cial ó en la del Instituto, si aquélla no existiese, excepto en 
Madrid, donde habrán de presentarse en el Registro general.

Entregados los ejemplares y obtenidos los certificados de 
inscripción, y una vez que el Gobierno civil de la provincia 
participe al Ministerio la inscripción verificada, así como 
expedido el certificado por el Registro central, si en éste se 
hubiese hecho la inscripción, la obra goza de todos los bene­
ficios de la ley y con la facultad de ejecutar la acción fiscal 
en caso de defraudación.

La ley determina el plazo dentro del cual se ha de veri­
ficar la inscripción; inscrita, pues, una obra dentro del año 
de su publicación, que es el término señalado, los beneficios, 
el mero privilegio de aprovechamiento, se retrotrae al 
tiempo de su publicación; pero si dentro del año siguiente á 
haberse dado á la estampa, no se inscribe la obra, cae de 
lleno en el dominio público.

El art. 37 contiene una excepción á los principios gene­
rales de la ley, preceptivos de la inscripción. Fúndase esta 
exención en la naturaleza de las producciones artísticas, del 
arte pictórico, escultural y plástico, no sólo por su valor 
intrínseco y material, sino que su mayor garantía se funda 
en la pública exposición que viene á ser la notificación de la 
persona del autor y de los derechos que, por este hecho, 
lleva consigo.

Reglas de caducidad.—No cumpliéndose el acto formal de 
la inscripción dentro del término señalado, puede ser re­
impresa por toda clase de personas, individuales ó sociales, 
durante diez años, á contarse desde el día en el que con­
cluyó el plazo para la inscripción.
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Pasado un año más, después de este segundo período, la 
obra cae de lleno en el dominio público, es decir, puede 
aprovecharse libremente sin restricción de facultades ni 
limitación de tiempo.

Como quiera que estas reglas de caducidad ó , por mejor 
decir, la pérdida de esta propiedad por medio de la pres­
cripción, suponen que el autor ó persona que le represente 
abandona su publicación, ya por negligencia, ya con inten­
ción de no publicarlo, la ley no quiere castigar al autor, 
editor, heredero, etc., con la pérdida del dominio; cuando la 
obra, perteneciendo al género teatral, una vez ejecutada en 
público y depositada su copia manuscrita, no fuese impresa 
por su dueño, supónese que, una vez que ha dado á sus tra­
bajos la publicidad necesaria é inscrito el original, viene á 
quedar exento completamente de la pena de negligente y 
por ende de la expropiación de su derecho.

Lo mismo sucede si una vez impresa y puesta á la ven­
ta , pasan veinte años sin que vuelva á imprimirse porque 
el dueño acredite suficientemente que la edición, no obs­
tante haberla tenido á la venta pública, no se ha agotado, 
toda vez que la negligencia no existe y que la falta de nueva 
publicación tiene razón que la justifique.

Antes de pasar al dominio público las obras no publica­
das por sus autores, necesítase la denuncia previa al Regis­
tro de la propiedad intelectual, para que éste , comprobada 
la exactitud de la no inscripción, poniéndolo en conocimiento 
del Ministro, éste por medio de los funcionarios ó autorida­
des competentes excite al propietario para su publicación, 
dándole el término de un año y conminándole con los efec­
tos de la caducidad que la ley establece.

Sin embargo, constando formal y solemnemente la volun­
tad del autor ó de su heredero de que la obra no vea la luz 
pública, la obra no entrará en el dominio de todos hasta 
cumplidos los preceptos generales de extinción.

Penalidad.—Los que reproduzcan en España obras de 
propiedad particular, falsifiquen título ó portada de alguna 
obra, imiten ó importen obras del extranjero en donde la 
defraudación se hubiese cometido ó perjudíquese en algún



modo en los intereses de los autores, cometiéndose defrau­
dación, la penalidad recae principalmente sobre los autores 
y defectivamente sobre los editores é impresores, principios 
generales á los delitos de imprenta. Las penas consisten en 
restricción de libertad y pecuniarias, con el comiso ó pér­
dida de todos los ejemplares ilegalmente publicados.

Los propietarios de obras dramáticas y musicales pue­
den, por medio de las autoridades locales, suspender la eje­
cución de las mismas en público, ó exigir el depósito del 
producto de la entrada en lo que baste á garantizar los de­
rechos de los autores.

Derecho internacional.—Los tratados que á, continuación 
de la ley y Reglamento de la propiedad intelectual inserta­
mos, aclaran la materia y vienen á hacer esta legislación 
universal entre todos los países cultos. La ley, sin embargo, 
parte del principio egoísta de la reciprocidad para que los 
extranjeros gocen de los derechos concedidos á Jos autores 
nacionales. La ley, además, contiene reglas de aplicación 
para el cabal conocimiento de la materia, los efectos lega­
les, ó sean la extensión y beneficios de la ley, asi como los 
preceptos que determinan el tránsito del antiguo al nuevo 
sistema, para regular la diversa duración concedida por la 
legislación derogada y la vigente.

Desde el punto de vista de la aplicación de la ley y con 
objeto de proteger á los autores de los plagios y expoliacio­
nes que pudieran cometerse en paises extranjeros, donde la 
ley nacional, efecto de su territorialidad, carece de validez, 
se han celebrado convenios, entre los cuales incluimos el 
concertado con Portugal en 9 de Agosto de 1880; el habido 
con la República de los Estados Unidos de Colombia en 28 
de Noviembre, con validez desde 1.® de Enero de 1887, y úl­
timamente, el importantísimo convenio de Unión internacio­
nal celebrado con varias Potencias en la capital de la Fede­
ración Helvética en 9 de Septiembre de 1886, que marca un 
nuevo derrotero á los derechos de los autores, sancionados 
y  confirmados por su deseo de proteger las producciones de 
la inteligencia, por la ley internacional. La Real orden de 27 
de Abril de 1887, dictada por el Ministerio de Ultramar, hizo
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extensivos á aquellas provincias los tratados celebrados 
aclaración que, aunque innecesaria, toda vez que éstos com­
prenden todo el territorio español, no huelga por el carácter 
de publicidad y generalidad que la mencionada disposición 
ministerial envuelve.
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a )  L E G IS L A C IÓ N  COMÚN

Código civil.—  Libro II.— Título IV.— Capitulo III.— D e  la p r o p ie d a d  
intelectual.

Art. 4S8. El autor de una obra literaria, científica ó artística, 
tiene el derecho de explotarla y disponer de ella á su voluntad.

Art. 429. La ley sobre propiedad intelectual determina las per­
sonas á quienes pertenece ese derecho, la forma de su ejercicio y 
el tiempo de su duración. En casos no previstos ni resueltos por 
dicha ley especial, se aplicarán las reglas generales establecidas 
en este Código sobre la propiedad.

b) l e g i s l a c i ó n  e s p e c i a l

Ley de 10 de Enero de \%79.— P r o p ie d a d  intelectu a l (1).

Artículo 1.” La propiedad intelectual comprende para los efec­
tos de esta ley las obras científicas, literarias ó artísticas que pue. 
den darse á luz por cualquier medio.

Art. 2." La propiedad intelectual corresponde:
1. “ A los autores respecto de sus propias obras.
2. " A los traductores respecto de su traducción, si la obra ori­

ginal es extranjera y no lo impiden los convenios internacionales, 
ó si, siendo española, ha pasado al dominio pfiblico ó se ha obte­
nido, en caso contrario, el permiso del autor.

3. ° A los que refunden, copian, extractan, compendian ó re­
producen obras originales respecto de sus trabajos, con tal que, 
siendo aquéllas españolas, se hayan hecho éstos con permiso de 
los propietarios.

(1) No incluimos los artículos 11 al 82 por referirse á materias no 
pertinentes, como son discursos parlamentarios, traducciones, pleitos 
y causas, obras dramáticas y musicales, colecciones legislativas y pe­
riódicos. '



4. " A los editores de obras inéditas que no tengan dueño cono­
cido ó de cualesquiera otras, también inéditas, de autores conoci­
dos que hayan llegado A ser de dominio público.

5. ° A los derecholiabientes de los anteriormente expresados, 
ya sea por herencia, ya por cualquier otro titulo traslativo de do­
minio.

Art. 3." Los beneficios de esta ley son también aplicables:
1. ° A los autores de mapas, planos ó diseños científicos.
2. " A los compositores de música.
3. ° A los autores de obras de arto, respecto ú la reproducción 

de las mismas por cualquier medio.
4. “ A los derechohabientes de los anteriormente expresados.
Art. 4.“ Alcanzan asimismo los beneficios de esta ley:
1. ° Al Estado y sus Corporaciones y á las provinciales y mu­

nicipales.
2. “ A los institutos científicos, literarios ó artísticos ó de otra 

clase legalmente establecidos.
Art. 5.“ La propiedad intelectual se'regirú por el derecho co­

mún, sin más limitaciones que las impuestas por la ley.
Art. 6." La propiedad intelectual corresponde á los autores du­

rante su vida y se transmite á sus herederos testamentarios ó le- 
g’atarios por término de ochenta años. También es transmisible 
por actos entre vivos, y corresponderá á los adquirentes durante 
la vida del autor y ochenta años después del fallecimiento de éste, 
si no deja herederos forzosos. Mas si los hubiere, el derecho de 
los -.dquirentes terminará veinticinco años después de la muerte 
del autor, y pasará la propiedad á los referidos herederos forzo­
sos por tiempo de cincuenta y cinco años.

Art. 7." Nadie podrá reproducir obras ajenas sin permiso de su 
propietario, ni aun para anotarlas, adicionarlas ó mejorar la edi­
ción; pero cualquiera podrá publicar como de su exclusiva pro­
piedad comentarios, criticas y notas referentes á las mismas, in­
cluyendo sólo la parte del texto necesaria al objeto. Si la obra 
fuese musical, la prohibición se extenderá igualmente á la publi­
cación total ó parcial de las melodías con acompañamiento ó sin 
él, transportadas ó arregladas para otros instrumentos ó con letra 
diferente ó en cualquiera otra forma que no sea la publicada por 
el autor.

Art. 8.° No es necesaria la publicación de las obras para que 
la ley ampare la propiedad intelectual. Nadie, por tanto, tiene de­
recho á publicar, sin permiso del autor, una producción científica, 
literaria ó artística que se haya estenografiado, anotado ó copiado
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durante su lectura, ejecución ó exposición piiblica ó privada, asi 
como tampoco las explicaciones orales.

Art. 9." La enajenación de una obra de arte, salvo pacto en 
contrario, no lleva consig-o la enajenación del derecho de repro­
ducción ni del de exposición pública de la misma obra, los cuales 
permanecen reservados al autor ó su derechohabiente.

Alt. 10. Para poder copiar ó reproducir en las mismas ó en 
otras dimensiones, y por cualquier medio, las obras de arte origi­
nales existentes en gallerías públicas en vida de sus autores, es 
necesario el previo consentimiento de éstos.
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M egistro .

Art. 33. Se establecerá un Kegistro general de la propiedad in­
telectual en el Ministerio de Fomento.

En todas las Bibliotecas provinciales y en las del Instituto de 
segunda enseñanza de las capitales de provincia donde falten 
aquellas Bibliotecas, so abrirá un registro en el cual se anotarán 
por orden cronológico las obras cientlñcas, literarias ó artísticas 
que en ellas se presenten para los objetos de esta ley.

Con el propio objeto se anotarán igualmente en el Registro los 
grabados, litografías, planos de arquitectura, cartas geográficas 
ó geológicas y, en genei-al, cualquier diseño de índole artistica ó 
científica.

Art. 34. Los propietarios de las obras expresadas en el articulo 
anterior entregarán firmados en las respectivas Bibliotecas tres 
ejemplares de cada una de aquellas obras; uno que ha de perma­
necer depositado en la misma Biblioteca pi’ovincial ó del Instituto, 
otro para el Ministerio de Fomento y el tercero para la Biblioteca 
Nacional.

Obtenidos de los Jefes de las Bibliotecas el recibo correspon­
diente y el certificado de la inscripción de las obras en el registro 
provincial, se dirigirán los propietarios de las mismas al Gobierno 
civil, á fin de que éste participe al Ministerio de Fomento la ins­
cripción realizada y le remita los dos ejemplares que en cada caso 
corresponden al propio Ministerio y á la Biblioteca Nacional.

Los Gobiernos civiles enviarán semestralmente á la Dirección 
general de Instrucción pública un estado de las inscripciones 
efectuadas y de sus vicisitudes ulteriores, para formar el Registro 
general de la propiedad intelectual.

Art. 35. Los autores de las obras científicas, literarias ó artís-



ticas estarán exentos de todo impuesto, contribución ó gravamen 
por razón de inscripción en el Registro. Las leyes fijarán el im­
puesto que corresponda por la transmisión de dicha propiedad.

Art. 36. Para gozar de los beneficios de esta ley es necesario 
haber inscrito el derecho en el Registro de la propiedad intelec­
tual, con arreglo á lo establecido en los artículos anteriores.

Cuando una obra dramática ó musical se haya representado 
en público, pero no impreso, bastará para gozar de aquel derecho 
presentar un solo ejemplar manuscrito de la parte literaria y otro 
de igual clase de las melodías con su bajo correspondiente en la 
parte musical.

El plazo para verificar la inscripción será el de un año, á con­
tar desde el dia de la publicación de la obra; pero los beneficios 
de esta ley los disfrutará el propietario desde el dia en que co­
menzó la publicación, y sólo los perderá si no cumple aquellos re­
quisitos dentro del año que se concede para la inscripción.

Art. 37. Los cuadros, las estatuas, los altos y bajos relieves, 
los modelos de arquitectura ó topografia y, en general, todas las 
obras del arte pictórico, escultural ó plástico, quedan excluidas 
de la obligación del registro y del depósito.

No por ello dejan de gozar plenamente sus propietarios de to­
dos los beneficios que conceden esta ley y el derecho común ála 
propiedad intelectual.
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Reglan de ca d u cid a d .

Art. 33. Toda obra no inscrita en el Registro de la propiedad 
intelectual podrá ser publicada de nuevo, reimpresa por el Esta­
do, por las Corporaciones científicas ó por los particulares durante 
diez años, á contar desde el día en que terminó el derecho de ins­
cribirla.

Art. 39. Si pasase un año más después de los diez sin que el 
autor ni su derechohabiente inscriban la obra en el Registro, en­
trará ésta definitiva y absolutamente en el dominio público.

Art. 40. Las obras no publicadas de nuevo por sus propietarios 
durante veinte años pasarán al dominio público, y el Estado, las 
Corporaciones científicas ó los particulares podrán reproducirlas 
sin alterarlas; pero no podrá nadie oponerse á que otro también 
las reproduzca.

Art. 4L No entrará una obra en el dominio público aun cuando 
pasen veinte años:

1.“ Cuando la obra, siendo dramática, lírico-dramática ó musi-



cal, después de. ser ejecutada en público y depositada la copia 
manuscrita en el Registro, no llegue á ser impresa por su dueño.

2.” Cuando, después de impresa y puesta en venta la obra con 
arreglo á la ley, pasen veinte años sin que vuelva ú imprimirse 
porque sú dueño acredite suficientemente que en dicho periodo 
ha tenido ejemplares de ella á la venta pública.

Art. 42. Para que pase al dominio público una obra en el caso 
que expresa el art. 40 es necesario que preceda denuncia en el 
Registro de la Propiedad, y que en su virtud se excite por el Go­
bierno al propietario para que la imprima de nuevo, fijándole al 
efecto el término de un año.

Art. 43. Cuando las obras se publiquen por partes sucesivas y 
no de una vez, los plazos señalados en los artículos 38, 39 y 40 se 
contarán desde que la obra haya terminado.

Art. 44. No tendrá aplicación lo dispuesto en los artículos 38, 
39 y 40 cuando el autor que conserva la propiedad de la obra, 
antes de que se cumplan los plazos que aquéllos fijan, manifieste 
en forma solemne su voluntad de que la obra no vea la luz 
pública.

Igual derecho, y ejercitado en la misma forma, corresponde al 
heredero, siempre que lo haga de acuerdo con un consejo de fa­
milia constituido de la manera que establecerá el Reg’lamento.

P en a lid a d .
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Art. 45. De las defraudaciones de la propiedad intelectual co­
metidas por medio de la publicación de las obras á que se refiere 
esta ley, responderá en primer lugar el que aparezca autor de la 
defraudación, y en defecto de éste, sucesivamente el editor y el 
impresor, salvo prueba en contrario de la inculpabilidad res­
pectiva.

Art. 46. Los defraudadores de la propiedad intelectual, ade­
más de las penas que fijan el art. 552 y correlativos del Código 
penal vigente, sufrirán la pérdida de todos los ejemplares llegal- 
mente publicados, los cuales se entregarán al propietario de­
fraudado.

Art. 47. La disposición anterior será aplicable:
1. ° A los que reproduzcan en España las obras de propiedad 

particular impresas en español por vez primera en país extran­
jero.

2. “ A los que falsifiquen el titulo ó portada de alguna obra ó



estampen en ella haberse hecho la edición en España si se ha ve­
rificado ésta en pais extranjero.

3. A los que imiten dichos títulos de manera que pueda con­
fundirse el nuevo con el antiguo, según prudente juicio de los 
Tribunales.

4. “ A los que importen del extranjero obra en que se haya co­
metido la defraudación con fraude de los derechos de Aduanas, y 
sin perjuicio de la responsabilidad fiscal que por el último con­
cepto les corresponda.

Y 5.0 A los que de cualquiera de las maneras expresadas per­
judiquen íi autores extranjeros cuando entro España y el pais de 
que sean naturales dichos autores haya reciprocidad. ”

Art. 48. Serán circunstancias agravantes de la defraudación:
l.-'' La variación del título de una obra ó la alteración de su 

texto para publicarla.
Y 2.“ La reproducción en el extranjero, si después se intro­

duce en España, y más aún si se varia el título ó se altera el 
texto.

Art. 49. Los Tribunales ordinarios aplicarán los artículos com­
prendidos en este titulo en la parte que sea de su competencia.

Los Gobernadores de provincia, y donde éstos no residieren 
los Alcaldes, decretarán á instancia del propietario de una obra 
dramática ó musical la suspensión de la ejecución de la misma ó el 
depósito del producto de la entrada en cuanto baste á garantizar 
los derechos de popiedad de la mencionada obra.

Si dicho producto no bastase á aquel objeto, podrá el intere­
sado deducir ante los Tribunales la acción correspondiente.

Derecho internacional.

Art. oO. Los naturales de Estados cuya legislación reconozca á 
los españoles el derecho de propiedad intelectual en los términos 
que establece esta ley, gozarán en España de los derechos que la 
misma concede, sin necesidad de Tratado ni de gestión diplomá­
tica, mediante la acción privada deducida ante Juez competente

Art. 51. Dentro del mes siguiente al de la promulgación de 
esta, ley, denunciará el Gobierno los convenios de propiedad lite­
raria celebrados con Francia, Inglaterra, Bélgica, Cerdcña, Por­
tugal y los Países Bajos, y procurará eu seguida ajustar otros 
nuevos con cuantas Naciones sea posible, en armenia con lo pres­
crito en esta ley y con sujeción á las bases siguientes:

1. Completa reciprocidad entre las dos partes contratantes.
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2. “' Obligación de tratarse mutuamente como á la Xaeión más 
favorecida.

3. “̂ Todo autor ó su derechohabiente que asegure con los re­
quisitos legales su derecho de propiedad en uno de los dos países 
contratantes, lo tendrá aseg'urado en el otro sin nuevas formali­
dades.

4. “ Queda prohibida en cada pais la impresión, venta, impor­
tación y exportación de obras en idiomas ó dialectos del otro, 
como no sea con autorización del propietario de la obra original.
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Efectoa legales.

Art. 52. Los efectos y beneficios de esta ley alcanzarán, salvo 
los derechos adquiridos bajo la acción de las leyes anteriores:

1. " A las obras comenzadas á publicar desde el día de la pro­
mulgación de esta ley.

2. ” A las obras que en dicho día no hubiesen entrado en el do­
minio público.

Y 3.“ A las obras que, aun habiendo entrado en el dominio pvi- 
blico, sean recobradas por los autores ó traductores ó por sus he­
rederos, con arreglo á las prescripciones de esta ley.

Tránsito del antiguo al nuevo sistema.

Art. 53. La mayor duración que por esta ley recibe la propie­
dad intelectual aprovechará á los autores de obras de todas clases 
y á sus herederos. Igualmente aprovechará á los adquirentes en 
los términos que establece el art. 6.°

Art. 54. Los autores ó sus derechohabientes que con arreglo á 
esta ley hayan de recobrar la propiedad intelectual podrán inscri­
bir este derecho en el Registro de la misma.

Art. 55. Los sucesores dentro del cuarto grado de los autores 
de obras que hayan entrado en el dominio público podrán reco­
brar el derecho de propiedad intelectual por el tiempo que falte 
hasta el cumplimiento de los ochenta años que concede esta ley, 
siempre que llenen por su parte los requisitos que la misma exige; 
pero deberán indemnizar á los editores que tengan impresas dichas 
obras del valor que, á juicio de peritos, tengan los ejemplares que 
se hayan inscrito en el Regñstro dentro de los dos meses siguientes 
á la promulgación de esta ley.
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Cumplimiento en Ultramar.

Art. 56. Esta ley regirá en las islas de Cuba y Puerto Rico á 
los tres meses de su promulgación en Madrid, y á los seis meses, 
contados desde la misma promulgación, en el Archipiélago filipino.

Jieglamento.

Art. 57. El Gobierno pubiicará el Reglamento y demás disposi­
ciones necesarias para la ejecución de esta ley.

Para redactar el Reglamento, en el cual se comprenderá el de 
Teatros, nombrará lina Comisión compuesta de personas compe­
tentes.

Reglamento de 10 de Enero de \B79.—Ejecución de la ley 
de propiedad intelectual.

T I T U L O  P R I M E R O
DE LAS o b r a s

CAPITULO PRIMERO 
De los autores y propietarios.

Articulo 1.“ Se entenderá por obras para los efectos de la ley 
de Propiedad intelectual, todas las que se producen y puedan pu­
blicarse por los procedimientos de la escritura, el dibujo, la im­
prenta, la pintura, el grabado, la litografía, la estampación, la 
autografia, la fotografía y cualquier otro do los sistemas impre­
sores ó reproductores conocidos ó que se inventen en lo sucesivo.

Art. a." Se considerará autor para los efectos de la ley de Pro­
piedad intelectual al que concibe y realiza alguna obra científica 
ó literaria ó crea y ejecuta alguna artística, siempre que cumpla 
las prescripciones legales.

Art. 3.“ La firma y presentación de una obra como autor deja 
á salvo la prueba en contrario, y toda cuestión de falsificación ó 
usurpación deberá resolverse exclusivamente por los Tribunales. 
Cuando, pendiente la inscripción de una obra, se suscitase por un 
tercero cuestión sobre su pertenencia ó propiedad y se formad-





mentó piiWico, que se inscribirá en el correspondiente Keg'istro, 
sin cuyo requisito el adquirente no gozará los beneftcios^de la ley.

Art. 10. La prueba pericial á que se refiere el art. 2/ de la ley 
se ajustará á las reglas prescritas por la de Enjuiciamiento civil, 
á cuyo resultado deberán atenerse los Tribunales.

Art. 11. Todo lo referente á las obras dramáticas y musicales 
se regirá además por el tit. II de este Reglamento.

CAPÍTULO II 
De los documentos oficiales.

Art. 12. Cuando alguna de las partes litigantes ó sus letrados 
quisieren utilizar el derecho que conceden los artículos 16, 17 y 18 
de la ley, acudirán al Tribunal sentenciador, que concederá o ne- 
o-ará la licencia, atendiendo al interés público ó de las fa\nilias, y 
á lo prevenido en el art. 947 de la Compilación general de las dis­
posiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal.

En los pleitos ó causas en que sea ó haya sido parte el Minis­
terio público, será indispensable para conceder ó negar el per­
miso de que se trata oir al Ministerio fiscal y á las partes intere­
sadas.

Art. 13. Para reconocer y sacar copias de documentos y pape­
les que se custodian en los Archivos del Estado se necesitará 
siempre una orden del Ministerio de que éstos dependan ó del Jefe 
del Establecimiento si estuviere autorizado para el caso.

Art. 14. La autorización para publicar las leyes, decretos. 
Reales órdenes, reglamentos y demás disposiciones que emanen 
de los Poderes públicos á que se refiere el art. 28 de la ley, se con­
cederán por el Ministerio, Centro directivo ó Autoridad que las 
haya dictado, apreciando si las notas criticas, comentarios ó ano­
taciones merecen este titulo, y haciéndose constar en todo caso la 
fecha y origen de la autorización concedida.

CAPÍTULO V
De la inscripción de las obras.

Art. 22. Todo el que pretenda disfrutar los beneficios de la ley 
presentará en el Registro;

1.® Una declaración en papel de hilo, firmada por el interesado, 
en que se haga constar la naturaleza de la obra y sus circunstan­
cias y el concepto legal bajo el cual se solicita la inscripción.
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2. Tres ejemplares de la obra ó de la parte de la obra que se 
pretenda inscribir, ó uno solo manuscrito do la parte literaria, y 
otro de igual clase de las melodías con su bajo correspondiente 
en su parte musical, cuando se trate del caso marcado en el ar­
ticulo 36 de la ley.

3. ° Para ser admitidos en el Eegistro tanto los ejemplares de 
las obras relacionadas como las colecciones periódicas, deberán 
presentarse sencillamente encuadernadas, firmadas las portadas 
ó el primer número por el propietario ó su representante, en el 
acto de la inscripción, y rubricados ó sellados cada uno de los plie­
gos y números de que conste.

No se admitirán en el Eegistro las entregas ó cuadernos de 
obras en publicación mientras no formen un tomo.

4. " La cédula de vecindad y la copia legalizada del poder, ó 
de la autorización simple escrita si la declaración se firma á nom­
bre de otro.

Art. 23. Toda inscripción en el Eegistro de la propiedad inte­
lectual hará constar las circunstancias siguientes:

Nombre, apellidos y domicilio del solicitante.
Titulo de la obra.
Clase de la misma.
Nombre y apellidos del autor, traductor, arreglador, etc., etc. 
Nombre, apellidos y domicilio del propietario.
Establecimiento donde se ha hecho la impresión ó reproducción 

y su procedimiento.
Lugar y año de la impresión.
Edición y número de ejemplares.
Tomos y tamaño y páginas de que consta.
Fecha de la publicación y todos los demás datos que sirvan 

para identificar la obra y llenar los requisitos reglamentarios.
Art. 24. Todas las transmisiones y cuanto afecte á la propie­

dad intelectual se anotarán detalladamente en la hoja de su refe­
rencia. A este fin, el interesado presentará testimonio bastante y 
fehaciente del documento justificativo, que se archivará en el Ee­
gistro, devolviendo los originales al que los haya presentado.

Art. 25. Al realizarse la entrega del certificado de inscripción 
definitiva, la persona que la haya solicitado ó aquella á quien ésta 
autorice deberá firmar su recibo en el libro correspondiente.

Art 26. El interesado á quien se extravio el documento de 
inscripción podrá reclamar y obtener certificaciones de la inscrip­
ción definitiva de su obra, expedidas en papel del sello correspon­
diente, y producirán los mismos efectos legales que aquél.





Art. 31. La presentación de los documentos á que se reflere el 
articulo 22 se anotará, por orden riguroso de fechas, en un libro 
diario que se llevará en el Ministerio de Fomento, en las Bibliote­
cas provinciales y en las de los Institutos de segunda enseñanza 
de las capitales de provincias donde falten aquéllas, entregando 
al interesado un documento provisional en que se haga constar 
la hora y dia do la petición de inscripción, el immero de orden y 
las demás circunstancias necesarias para identiñcar la obra pre­
sentada.

Tanto por este recibo como por la inscripción en el Registro 
general de la propiedad, no se exigirá derecho ni gratificación 
alguna.

Art. 32. Todas las anotaciones provisionales que se hayan he­
cho en solicitud de inscripción se trasladarán precisamente á los 
libros-matrices, dentro de los treinta dias de la fecha de aquéllas.

Cuando se trate de consignar en el Registro general las vici­
situdes ulteriores de las obras presentadas en provincias, este 
plazo se contará desde la fecha d e entrada de los respectivos es 
tados semestrales.

Art. 33. Se insertará trimestralmente en la Gaceta de Madrid 
una relación de todas las obras presentadas durante dicho pe­
riodo, debiendo quedar entreg’ados en las Bibliotecas respectivas 
los ejemplares que les correspondan dentro del preciso término de 
los treinta días siguientes á la publicación de aquélla, siendo el 
encargado del Registro responsable de la falta de cumplimiento 
de lo dispuesto en este articulo.

La misma obligación y x-esponsabilidad alcanzarán á los en­
cargados del Registro en provincias respecto de las obras deposi­
tadas, con arreg’lo al art. 34 de la ley.

Art. 34. 1." Los ejemplares remitidos por los Gobernadores, en
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sitos establecidos. Este certificado deberá canjearse por el definitivo de 
inscripción en el registro general, en el plazo improrrogable Je seis 
meses para los de la Península y un año para los de Ultramar, á con­
tar de la publicación en la Gaceta de Madrid y en el Boletín Oficial de 
la provincia; entendiéndose no hecha la inscripción si así no se verifica, 
debiendo insertarse integro este articulo del Reglamento en el res­
guardo provisional.

Los plazos para este canje respecto á los registros verificados antes 
de publicarse esta reforma, serán también de seis meses y un año res­
pectivamente, á contar de la publicación en los periódicos oficiales, 
considerándose no hechas las inscripciones respecto de los que no hu­
bieren cumplido los requisitos en el expresado plazo.



cumplimiento del art. 34 de la ley, se depositarán respectivamente 
en el Ministerio de Fomento y Biblioteca Nacional.

2. “ El tercer ejemplar de las obras científicas y literarias que 
se presenten en el Registro general se depositará en la Biblioteca 
universitaria de Madrid.

3. ° El ejemplar de las obras musicales, correspondiente al Mi­
nisterio de Fomento, so conservará en la Escuela Nacional de Mú­
sica y Declamación, constantemente á disposición del Registro 
general para las comprobaciones y compulsas necesarias.

4. ° Cuando se trate de las obras comprendidas en el párrafo 
segundo del art. 36 de la ley, se entregarán por la Dirección ge­
neral del ramo á la misma Escuela Nacional en calidad de depó­
sito, é igualmente á disposición del Registro general para los 
efectos antes expresados.

Art. 35. Tanto los Gobernadores como los Jefes ó encargados 
de las Bibliotecas, cuidarán de la inmediata remisión de los ejem­
plares correspondientes y de su documentación á fin de dar exacto 
cumplimiento á lo dispuesto en los convenios internacionales, y 
sin perjuicio de los estados á que se refiere el art. 34 de la ley.

Art. 36. Los representantes de España en el extranjero admi­
tirán bajo recibo, para su inmediata remisión al Ministerio de Fo­
mento, y por el conducto ordinario, todas las obras objeto de la 
ley, siempre que se acompañen los documentos necesarios opor­
tunamente legalizados.

Las obras entregadas según el párrafo anterior disfrutarán, 
desde el dia y hora de su presentación, todos los beneficios le­
gales.

El Ministerio de Fomento acusará desde luego su recibo al de 
Estado y remitirá en su dia, por el mismo conducto, el certificado 
de inscripción definitiva á fin de que lleg’ue á poder del interesado.

Art. 37. Los libros registros de la propiedad intelectual esta­
rán rubricados en su primera y tiltima hoja por un Oficial del Mi­
nisterio de Fomento, con el V.“ B." del Director general de Ins­
trucción pública, y por el Gobernador civil de la provincia en el 
caso del párrafo seg’undo del art. 33 de la ley, y además se cerra­
rán por medio de la oportuna diligencia en que se exprese los fo­
lios útiles de que consten y cualquiera otra circunstancia que 
convenga consig’iiar.

Art. 38. Para rectificar cualquier error ú omisión substancial 
que se hubiere padecido en los libros reg'istros será necesario la 
instrucción do expediente en que, previa audiencia del interesado, 
resuelva la Dirección general de Instrucción pública.
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A rt. 39. Los registros provinciales estarán ba jo  la depen den cia  
y  d irección  de los G obernadores civileS;, qn e cuidarán b a jo  su  res­
ponsabilidad  del exacto  cum plim iento de este R eglam ento.

El Registro general de la propiedad intelectual estará á cargo 
del funcionario nombrado por el Ministerio de Fomento, á pro­
puesta de la Dirección general de Instrucción pública.

Art. 40. El Registro general de la propiedad intelectual y los 
yde provincias estarán abiertos todos los dias en que lo estén las 
oficinas del Ministerio de Fomento, dedicándose tres horas al ser­
vicio del público, anunciándolo por medio de los periódicos oficia­
les y de carteles fijados en los tablones de edictos del Registro.
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CAPITULO VII 

De los efectos legales.

Art. 41. El heredero necesario que, con arreglo al art. 6.° de 
la ley, tiene derecho á adquirir las obras que su causante enajenó, 
terminados veinte años después de Ja muerte del autor, podrá 
pedir y le será otorgada la inscripción de su derecho en el Regis­
tro de la propiedad intelectual, previa presentación de los docu­
mentos que acrediten su carácter.

Art. 42. Todas las obras que hubiesen comenzado á publicarse 
el 12 de Enero de 1879 podrán disfrutar los beneficios de la pro­
piedad intelectual, siempre que sus autores ó propietarios llenen 
los requisitos establecidos en la ley y Reglamento.

Art. 43. Las obras que el dia 12 de Enero de 1879 no hablan 
entrado en el dominio público con arreglo á sus prescripciones, 
podrán también ser inscritas por el tiempo que les reste para 
completar los nuevos plazos y beneficios que la ley ha concedido, 
siempre que se haga la inscripción legalmente y se compruebe por 
medio de documentos fehacientes el tiempo transcurrido para po­
der fijar el que resta aún, con arreglo á las disposiciones de la ley.

Art. 44. Igual justificación deberán producir los que se hallan 
en el caso del núm. 3.” del art, 52 de la ley si desean recobrar 
como autores, traductores ó herederos de las obras que habían 
eTitrado en el dominio público. Exhibiéndola en el Registro, se les 
anotará su derecho por el tiempo que aún reste, computado el 
transcurrido desde la muerte del autor hasta el que concede la 
nueva ley; pero cumpliendo todas las formalidades ordenadas 
para la inscripción.



Art. 45. Se entenderá que renuncian su derecho los autores ó 
sus derechohabientes que habiendo de recobrar la propiedad in­
telectual, no la inscriban en el término de un año.

CAPÍTULO VIII 
Del consejo de familia.

Art. 46. Mientras las leyes civiles no organicen el consejo de 
familia (1) á que se refiere el art. 44 de la ley, aquél se compondrá 
del Alcalde del domicilio del heredero y de los cuatro parientes 
varones más allegados de éste, dos de la línea paterna y dos de la 
materna, que estén avecindados en el mismo pueblo ó en otro que 
no diste más de seis leguas.

Art. 47. En igualdad de grados, será preferido ei pariente de 
más edad al más joven.

Art. 48. Cuando los parientes más cercanos dei heredero estén 
avecindados en un pueblo que diste más de seis leguas del domi­
cilio de aquél, los convocará el Alcalde, pero no les podrá compe­
ler contra su voluntad á la aceptación del cargo de vocal del con­
sejo de familia.

Art. 49. Si no hubiese suficiente número de parientes ó éstos 
no se prestasen á aceptar este cargo, se completará el consejo con 
vecinos honrados que elegirá el Alcalde entre los que hayan ¿sido 
amigos de los padres del heredero.

Art. 50. La reunión del consejo de familia se celebrará en la 
•Casa Consistorial, y para deliberar y acordar bastará la mayoría 
de los concurrentes.

Art. 51. El Alcalde presidirá siempre el consejo de familia, 
tendrá en él voto consultivo y, en caso de empate, decisivo, y 
podrá delegar sus facultades en uno de los tenientes de Alcalde.
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CAPITULO IX 
De la penalidad.

Art. 52. Los propietarios que declaren al frente de sus obras 
haber hecho el depósito legal y no lo realicen dentro del plazo 
fijado, incurrirán en la penalidad establecida en el art. 552 y co­
rrelativos del Código penal.

á 31̂ 3 encuentra organizado por el Código civil, artículos 293
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J-esponsabilidad A que se reíiere 

el ait. 45 de la ley, todos los comerciantes y expendedores de li­
bros nuevos deberán llevar un registro donde se haga constar el 
editor é impresor de las obras que pongan á la venta, y el que 
omitiere esta íormalidad será responsable con arreglo á las leyes,

CAPÍTULO X
Del tránsito del antiguo al nuevo sistema.

Art. 54. Las obras que á la publicación de este Keglameiito no 
hayan entrado en el dominio público y tengan asegurada su pro­
piedad con arreglo á la legislación anterior no necesitarán llenar 
las nuevas prescripciones legales. Pero los autores ó propietarios 
que lo crean conveniente podrán convertir las antiguas en nue­
vas inscripciones con arreglo á las prescripciones de este Eeo-la- 
mento, siempre que hagan constar, bajo su responsabilidad y con 
toda exactitud, las fechas de la publicación y de la presentación 
de la obra en los antiguos Eegistros y, por lo tanto, el tiempo que 
las obras gozan de los derechos de la ley.

Art. 55. La indemnización á que se refiere el art. 55 de la lev- 
la fijarán los peritos que nombren las partes y un tercero por el 
JUM en caso de discordia, según las reglas establecidas por la ley 
c e Enjuiciamiento civil; pero dicha indemnización sólo tendrá lu­
gar respecto de las existencias que se presenten debidamente ¡do­
cumentadas. ‘

Art. 56. Los derechohabientes de los tutores á quienes se­
gún el art. 28 déla ley de 10 de Junio de 1847, haya vuelto ó 
hubiere de volver la propiedad, podrán inscribir los derechos en el 
Eegistro toda vez que el art. 52 de la ley deja á salvo y reconoce 
os derechos adquiridos bajo la acción de las leyes anteriores.

enajenado la propiedad de una obra 
antes del 10 de Junio de 1847 hayan de recobrar la propiedad con 
aiieglo al art. 28 de la ley de propiedad literaria de aquella fecha, 
acreditaran, al inscribir su derecho, el dia de la muerte del autor 
para que de este modo conste en el Eegistro la fecha en que reco- 
oran dicha propiedad.
. ^°“ P'’ndores de propiedad literaria anteriores á la
ley de 10 de Junio de 1847, ó sus derechohabientes que en el tér­
mino de un ano, contado en la forma que previene este Eegla- 
mento, no inscriban su derecho por el tiempo que les otorgó el ar' 
iculo 28 de aquella ley, le perderán y volverá la propiedad desde 

luego a quien corresponda.
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Disposiciones transitorias.

Art. 59. El plazo de un año que para veriñcar la inscripción 
concede el art. 36 de la ley principiará á contarse desde el dia en 
que se anuncie en la Gaceta de Madrid que quedan organizados 
los Kegistros objeto de este Reglamento.

Art. 60. La Dirección general de Instrucción pública dictará 
en el más breve plazo posible las disposiciones oportunas para la 
organización de los Registros de la propiedad intelectual.

C) LEGISLACIÓN INTERNACIONAL

Convenio de propiedad intelectual celebrado entre España 
y Portugal en 9 de Agosto de 1880.

Articulo l.° Desde el dia en que el presente convenio se ponga 
en vigor, los autores de obras literarias, cientlñcas y artísticas, ó 
sus derechohabientes que justiñquen su derecho de propiedad ó 
de reproducción total ó parcial en uno de los dos Estados contra­
tantes conforme á la legislación del mismo, gozarán con solo esta 
condición y sin otras formalidades, de los derechos correspondien­
tes en el otro Estado, y podrán ejercerlos en él de la misma ma­
nera y en las mismas condiciones legales que los nacionales.

Estos derechos serán garantizados á los autores de los dos paí­
ses durante toda su vida, y después de su fallecimiento durante 
cincuenta años álos herederos, donatarios, legatarios, cesionarios 
ó demás derechohabientes, conforme á la legislación del pais del 
difunto.

La expresión obras literarias, científicas y artísticas comprende 
los libros, folletos ú otros escritos, las obras dramáticas, las com­
posiciones musicales \ arreglos de miisica, las obras de dibujo, de 
pintura, de escultura, de arquitectura, de grabado, las litografías 
é ilustraciones, los mapas, los planos, diseños científicos y, en ge- 
ner.Tl, toda producción que sea del dominio literario, científico ó 
artístico y que pueda publicarse por cualquiera de los sistemas 
de impresión ó de reproducción conocidos ó que se inventen en lo 
sucesivo.

Los apoderados legales ó derechohabientes de los autores, tra­
ductores, compositores y artistas disfrutarán reciprocamente y en 
todos conceptas de los mismos derechos que se conceden por el 
presente convenio álos mismos autores, traduetores, compositores 
y artistas.

: (



Art. 2." Queda prohibida en cada uno de los dos Estados la im­
presión, la publicación, la venta, la exposición, la importación j  
la exportación de obras en idioma ó dialecto del otro sin autoriza­
ción del propietario de la obra original.

La misma prohibición se aplica á la representación de obras 
dramáticas j  á la ejecución en piiblico de composiciones musi­
cales.

Art. 3.° Los autores de cada uno de los dos países gozarán en 
el otro del derecho exclusivo de traducción de sus obras durante 
todo el tiempo que el presente convenio les concede derecho de 
propiedad sobre la obra original, debiéndose considerar por con­
siguiente en todos conceptos la publicación de una traducción no 
autorizada como si fuera una reimpresión ilícita de la misma obra 
original.

Los traductores de obras antiguas ó modernas pertenecientes 
al dominio público disfrutarán en cuanto á sus traducciones del 
derecho de propiedad, asi como de las g’arantías que le son inhe­
rentes; pero no podrán oponerse á que las mismas obras sean tra­
ducidas por otros escritores.

Los autores de obras dramáticas disfrutarán reciprocamente de 
los mismos derechos respecto á la traducción ó á la representación 
de la traducción de sus obras.
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Convenio estableciendo una Unión internacional para la protección 
de obras artísticas y literarias, formalizado en Berna d 9 de 
Septiembre de 1886.

Articulo 1.® Los países contratantes se constituyen en estado 
de Unión para la protección de los derechos de los autores sobre 
sus obras literarias y artísticas.

Art. 2.“ Los autores pertenecientes á uno de los países de la 
Unión ó sus derechohabientes, g’ozarán en las otras Naciones, para 
sus obras, ya estén ó no publicadas en una de ellas, de los dere­
chos que las leyes respectivas conceden actualmente ó concederán 
en lo venidero á sus nacionales.

£1 que goce de estos derechos está subordinado al cumplimiento 
de las condiciones y formalidades prescritas por la legislación del 
país de origen de la obra; el tiempo de duración de la protección 
concedida en dicho pais de origen no podrá exceder en los demás- 

Será considerado como pais de orig-en de la obra aquel donde 
se publique por primera vez, y si la publicación es simultánea en



varios países de la Unión, aquel cuya legislación conceda la pro­
tección más corta.

Para las obras no publicadas, el pais del autor será considerado 
como pais de origen de la obra.

Art. 4.“ La expresión obras literarias y artísticas comprende 
los libros, folletos y demás escritos, las obras dramáticas ó dra­
mático-musicales, las composiciones musicales con ó sin palabras, 
las obras de dibujo, pintura, escultura, grabado, litografía, ilus­
traciones, mapas geográficos, planos, croquis y obras plásticas 
relativas á la geografía, á la topografía, á la arquitectura ó á las 
ciencias en general; en fin, toda producción literaria, científica ó 
artística que podría ser publicada por cualquier forma de impre­
sión ó de reproducción.

Art. 16. Se crea un servicio internacional bajo el nombre de 
Oficina de la Unión internacional para la, protección de obras lite­
rarias y artísticas.

Esta Oficina, cuyos g’astos serán sufrag'ados por las Adminis­
traciones de todos los países de la Unión, está sometida á la alta 
autoridad de la Administración superior de la Confederación suiza 
y funciona bajo su vigilancia.

Sus atribuciones están determinadas de comiin acuerdo tomado 
entre los países de la Unión.
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Convenio celebrado entre España y la República de los Estados 
Unidos de Colombia para la protección de la propiedad sobre 
las obras literarias, científicas y artísticas en 28 de Noviembre 
de 1885, comenzando á regir el 1° de Enero de 1887.

Articulo 1.“ Desde la fecha en que se ponga en vig’or el pre­
sente convenio, los autores ó traductores de obras científicas, lite­
rarias ó artísticas, ó sus representantes legales, que aseguren con 
los debidos i’equisitos su derecho de propiedad ó de reproducción 
en uno de los dos países contratantes, gozarán en el otro de los 
derechos concedidos á los autores ó traductores de las mismas 
obras, ó á sus representantes, por la legislación local, y en los 
términos especificados por el presente convenio, sirr que sea nece­
sario currrplir en este otro pais con las formalidades prescritas por 
dicha ley.

La expresión obras científicas, literarias y artísticas comprende 
los libros, cuadernos y folletos, las composiciones musicales, las
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obras de dibujo y de pintura, los mapas, planos y diseños cien­
tíficos y todas las demás producciones que puedan ser compren­
didas conforme al art. 8.° de este convenio (1).

Art. 2." Los autores de cada uno de los dos países gozarán en 
el otro del derecho exclusivo de la traducción de sus propias obras, 
durante todo el tiempo que el presente convenio les concede dere­
cho de propiedad sobre las obras escritas en lengua original.

Los traductores de obras antiguas ó modernas que sean del do­
minio público en ambos países disfrutarán en cuanto á sus tra­
ducciones del derecho de propiedad y de las garantías que le son 
inherentes, pero no podrán oponerse á que las mismas obras sean 
traducidas por otros escritores. Por lo demás, los derechos del tra­
ductor, respecto á su propia traducción, serán los mismos que los 
del autor original.

Los escritos insertos en publicaciones periódicas, cuyos dere­
chos no hayan sido explícitamente reservados, podrán ser repro­
ducidos por cualesquiera otros de la misma clase, pero siempre se 
indicará el orig’inal de donde se copia.

Art. 3.'’ El derecho de propiedad será garantizado á los autores 
ó traductores de los dos países durante quince años, prorrogables 
en su oportunidad por un plazo igual.

El ejercicio de este derecho de propiedad se computará por am­
bos países desde la fecha misma en que haya sido declarado el pri­
vilegio á dichos autores ó traductores.

Pero si por la legislación colombiana sobre garantía de la pro­
piedad intelectual se ampliase el término del privilegio señalado 
por la ley recopilada de 1834, se estipula que ambas partes harán 
extensivo ese término á los derechos reconocidos después del canje 
de este convenio.

Real orden de 27 de Abril de \Ü1 .—Aplicación á Ultramar de los tra­
tados sobre propiedad intelectual que se expresan.

1.” Se hacen extensivos á las Islas de Cuba, Puerto Rico y Fili­
pinas los efectos de los convenios de propiedad literaria, cientiflca 
y artística celebrados con Italia en 28 de Junio de 1880; con el Reino 
Unido de la Gran Bretaña é Irlanda en II de Agosto del mismo 
año; con Bélgica en 26 de Junio citado; con Portxxgal en 9 del tam­

il) Artículo en el cual las partes contratantes se aseguran el trato 
de la Nación más favorecida.
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bien mencionado mes de Agosto; con la República del Salvador 
en 23 de Junio de 1884, y con la República de los Estados Unidos 
de Colombia en 25 de Noviembre de 1885, cuyos convenios ajjare- 
cen publicados respectivamente en la Gaceta de Madrid de los 
dias 2 de Agosto y 26 de Noviembre de 1880, 31 de Marzo y 2 de 
Agosto de 1881, 20 de Junio de 1885 y 19 de Enero del corriente año.

2.“ Ese Gobierno general dispondrá la publicación en el pe­
riódico oficial del territorio de su mando de dichos convenios, asi 
como la del que ya está en vigor y fue celebrado con Francia en 16 
de Junio de 1880, para que sus prescripciones puedan ser más co­
nocidas y bajo ningún pretexto dejen de ser estrictamente obser­
vadas.
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PAßTE CUARTA

C O N T R A T O S  Y OBLI GACI ONES

P o r  e l c o n tra to  se  c r e a n ,  m o d if lc a n  ó e x t in g u e n  
r e la c io n e s  ju r íd ic a s .

C o n tra to  y  o b lig a c ió n  so n  c o n c e p to s  y  té rm in o s  in s e ­
p a r a b le s ;  l a  o b lig a c ió n  n a c e  d e l c o n tra to  y  é s te  p ro d u c e  
a q u é l la .  L a  p r e s ta c ió n  de  lo s  s e r v ic io s  p r o fe s io n a le s  
su p o n e  un  c o n tra to  y  c o n sig u ie n te m e n te  o b lig a c io n e s , y  
de  a q u í l a  c o n v e n ie n c ia  d e  c o n o c e r  lo s  p r e c e p to s  q u e  
r e g u la n  a q u é l  y  é s t a s .  L a  e je c u c ió n  d e  u n a  o b r a , su  d i­
re c c ió n  f a c u l t a t iv a ,  e l re c o n o c im ie n to  p e r ic ia l ,  d e te r ­
m in a  ju r íd ic a m e n te  un  c o n tra to , fu e n te  d e  o b lig a c io n e s , 
p o r  c u y a  c a u s a ,  r e p e t im o s , p r e c i s a  s a b e r  lo s  m a n d a to s  
d e  l a  le y . A p a r t e  de e s to , s a b id o  e s  q u e  n a d ie  p u e d e  a l e ­
g a r  l a  ig n o r a n c ia  ó d e sc o n o c im ie n to  d e l d e re c h o , s e g ú n  
d isp o n e  e l a r t .  2 . °  d e l C ó d igo  c iv il .

E s t a  p a r t e ,  p u e s , e m in en te m en te  d o c tr in a l, b a s a d a  
en  lo s  p r in c ip io s  d e l d e re c h o  p o s it iv o , q u e  r a r a  v e z  s e  
s e p a r a n  d e  lo s  p r e c e p to s  d e l filo só fico , c o m p re n d e  en  
l a s  d o s  s e c c io n e s  en  q u e  s e  d iv id e , lo s  m e d io s  l e g a le s  
d e  c o n v e n ir  y  r e q u is ito s  n e c e s a r io s  p a r a  q u e  e l co n ­
v e n io , e l c o n tra to  ó l a  e st ip u la c ió n  l ib r e m e n te  e fe c ­
tu a d a  d en  p o r  r e su lta d o  l a  o b lig a c ió n  c iv i l ,  a m p l iá n ­
d o la  ó r e s t r in g ié n d o la  en  to d o  a q u e llo  q u e  no se  o p o n g a  
á  lo s  m a n d a to s  de l a  l e y  q u e , com o im p e r a t iv o  in a lt e -
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SECCIÓN PRIMERA
CONTRATOS

Repitiendo lo dicho, van incluidas en esta sección, no 
sólo las ideas fundamentales á la teoría de la contratación 
en general, sino las particularidades de los contratos de 
compraventa y arrendamiento de industria.

La teoría de la contratación es la base de todos los actos 
dirigidos á extender ó estrechar los limites de la personalidad 
humana, manifiéstese ésta sobre las cosas que posea, sobre 
los derechos que ejercite, ó por los servicios que en el des­
envolvimiento de su actividad efectúe.

Los contratos incluidos como particularidad ó especiali­
dad de la voluntad, con relación á la facultad de enajenar ó 
á la de ejecutar una prestación como medio de adquirir una 
suma ó cantidad equivalente al esfuerzo individual ó físico, 
puesto á disposición de la persona que le retribuye, mani­
fiestan la doble fase entre la venta de las cosas ó bienes ma­
teriales, y  la entrega de un bien (servicio), representado por 
el trabajo, mediante un precio cierto y determinado.



I

Contratos en general.

Este epígrafe comprende la definición, origen y natura­
leza, clasificación y divisiones más importantes de los con­
tratos.

La teoría, pues, de los contratos, con los requisitos que 
las leyes determinan para su validez y eficacia, así como 
para la interpretación de las cláusulas oscuras ó ambiguas, 
es el objeto de la materia que á continuación pasamos á ex ­
poner.

Disposiciones generales.—El contrato, peculiar y carac­
terística materia objeto del libro, es el de arrendamiento de 
obras y servicios. Este contrato es la ley especial, por decirlo 
así, por la que deben regirse las convenciones que celebre 
el Arquitecto, Ingeniero, Maestro de obras, etc., con refe­
rencia á la prestación de los servicios de su profesión ó de su 
arte respectivos; pero dicha ley especial exige el conoci­
miento de la general, ó sea la doctrina propia del contrato en 
general. En efecto, cada contrato, cualquiera que sea su na­
turaleza (compraventa, permuta, préstamo, depósito, arren­
damiento de obras y servicios, etc.), supone principios y 
requisitos determinados, característicos suyos, que le distin­
guen de los demás. Pero sobre las particularidades que cons­
tituyen la esencia de cada contrato, existen requisitos que se 
acomodan á todos, que han de reunirse siempre en ellos, en 
una palabra, preceptos y disposiciones comimes á todos los 
contratos. Trátese de la compra de una casa, de la entrega 
de dinero á préstamo, de la construcción de una obra como 
de otro contrato, compréndese que en la celebración de éste 
han de observarse reglas fijas y uniformes en cuanto á la



capacidad de las personas que estipulan, á la naturaleza del 
objeto del contrato, solemnidades de éste, su eficacia, etc. 
Pues bien: á esta idea, mejor dicho, á esta necesidad, res­
ponden las disposiciones contenidas en el tít. II del lib. IV 
del Código civil español, artículos 1.254 á 1.314. Dicho título 
lleva por epígrafe De los contratos, y como éste indica, se 
disponen los preceptos comunes á todos ellos, dejando el Có­
digo para los títulos siguientes la exposición de los contratos 
en particular.

Por la razón expuesta, estudiaremos los artículos acaba­
dos de mencionar, y que se insertan. Al Arquitecto, al Maes­
tro de obras, al Ingeniero, etc., les interesa saber, á más de 
los requisitos característicos del contrato propio de su pro­
fesión ó arte (arrendamiento de obras y servicios), los pre­
ceptos legales y doctrinales indispensables para verificar 
los contratos con arreglo á la ley y evitar así las contingen­
cias de un litigio. Necesitan conocer si es ó no capaz la per­
sona con quien contratan;)si es lícito el objeto del contrato, ó, 
por el contrario, está reprobado por el Derecho, y si son ó no 
necesarias algunas formalidades para que el convenio surta 
los efectos correspondientes. La validez de un contrato 
exige, á más del cumplimiento de los requisitos propios de 
él, el de los comunes á todos. De aquí el estudio de éstos, ó 
sea, de los arriba citados.

El contrato supone la expresión, la combinación de dos 
voluntades diversas, afirmativas de una obligación, cuyo 
cumplimiento interesa igualmente á las dos partes contra­
tantes. El contrato lleva inherente la reciprocidad, esto es, 
el derecho igual, á favor de cada estipulante, para exigir su 
observancia; rechaza la subordinación absoluta de una porte 
á la otra. De aquí la disposición del art. 1.256, prohibitiva 
de que la validez y  cumplimiento de los contratos quede al 
arbitrio de uno de los contratantes.

Ajeno nuestro libro á toda especulación científica, nos 
abstenemos de definir el contrato. Su concepto legal se halla 
claramente expresado en el art. 1.254, al decir que el con­
trato existe desde que «una ó varias personas consienten en 
obligarse, respecto de otra ú otras, á dar alguna cosa ó
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prestar algún servicio». De las palabras del articulo se des­
prende que la esencia del contrato es la convención, el 
acuerdo, el consentimiento de las personas capaces sobre un 
objeto determinado.

Sin consentimiento no hay contrato; con él existe ipso 
facto. Pruébalo el art. 1.258, declarativo de que los contratos 
se perfeccionan, esto es, reciben fuerza, adquieren validez 
por el mero consentimiento, obligando desde aquel momento 
al cumplimiento de lo estipulado expresamente y á todos los 
efectos derivados de la naturaleza del que se trate, siempre 
que sean conformes á la buena fe, al uso y á la ley.

Es una máxima de sentido natural, constitutiva hoy de 
un principio de derecho, lo sancionado por la jurispruden­
cia en sentencia del Tribunal Supremo de 19 de Marzo y 29 
de Octubre de 1872, de que «lo establecido en un convenio 
ó contrato no puede perjudicar á quien no ha intervenido en 
él». En efecto; quien no estipula no puede experimentar las 
consecuencias forzosas, convenientes ó desfavorables, de 
una estipulación. La expresión libre de la voluntad, fondo 
del contrato, sólo debe surtir efectos entre los que la expre­
saron ó los que de ellos traigan causa.

En estas razones, de índole clara é inconcusa, descansa 
la doctrina del art. 1.257, conforme al cual, los contratos 
sólo producen efecto entre las partes que los otorguen y sus 
herederos como sucesores del difunto en todos los derechos 
y  obligaciones de éste.

Tales son los principios generales. Dejarán, sin embargo, 
de regir cuando los derechos y obligaciones del contrato 
sean intransmisibles por su naturaleza personalísima (ejem­
plo fehaciente en las obligaciones de prestación de servicios 
profesionales, como Arquitecto, Abogado, Médico, etc., que 
se contraen en consideración al carácter de la persona que 
ha de prestarles y se extinguen con la muerte del obliga­
do), y en el caso de acuerdo expreso de las partes, ó de dis­
posición expresa de la ley, aun cuando fuesen naturalmente 
transmisibles.

En cuanto á la estipulación en favor de un tercero,'si éste 
la acepta y consta la aceptación del obligado antes de ha­
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ber sido aquélla revocada, claro es que será válida y podrá 
el interesado exigir su cumplimiento, porque desaparece su 
condición juridica de tercero para convertirse en un contra­
tante más.

Si no es posible obligar por un contrato á quien no ha 
intervenido en él, menos ha de ser licito contratar en nom­
bre de persona de cuya representación, voluntaria ó legal, 
se carece. El contrato es fuente de obligaciones, y sólo 
puede contraerías el mismo interesado llamado á cumplirlas 
ó la persona que ostente su representación, bien sea ésta 
hija de la voluntad del obligado (mandatario, apoderado), 
bien nazca de la ley (tutor).

El convenio otorgado en nombre de una persona por otra 
sin autorización ó representación de la primera tiene que 
ser nulo por ser contra ley, por carecer de una voluntad 
verdadera y ser, por el contrario, expresión de una volun­
tad falsa. Pero si la persona en cuyo nombre se celebró el 
contrato lo confirma, ha de considerarse forzosamente vá­
lido, porque consta ya su voluntad expresa afirmativa de la 
estipulación efectuada, y asi lo determina el párrafo 2.° del 
articulo 1.259. La ratificación purifica al contrato del vicio 
original de la nulidad.

Quien dice contrato, dice también libertad de estipula­
ción. Pero esta libertad ha de desenvolverse dentro de limi­
tes justos, sin que pueda traspasarse la esfera privada de 
los intereses particulares en perjuicio del interés general ó 
social. Los contratantes pueden acordar, por tanto, los pac­
tos, cláusulas y condiciones que estimen convenientes, pero 
—como expresa el art. 1.255—siempre que no sean contra­
rios á las leyes, á la moral ó al orden público. La observan­
cia de la ley es de interés social. Infringirla y anularla 
equivale á desconocer ese interés, y esto no puede ser con­
sentido por el legislador ni por los Tribunales. La moral y 
el orden público afectan también á los intereses generales, 
y  la sociedad, por ministerio de la ley, debe impedir la vio­
lación de aquéllos por la voluntad particular. Siempre que 
se encuentren frente á frente el interés individual y  el so­
cial, éste ha de prevalecer sobre aquél.
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El juramento, requisito de carácter religioso más que ju ­
dicial, debe alejarse en lo posible de todo lo profano. La in­
vocación de la Divinidad no es garantía por sí sola de la 
verdad de las manifestaciones ó declaraciones individuales 
y de cumplimiento de lo pactado, si no va acompañada de 
una honrada conciencia ajena al dolo y á la mentira, en 
cuyo caso no es necesario el juramento.

Eequisitos de los contratos.—'Pa.va, que los contratos sean 
la fuente creadora de obligaciones jurídicas, necesitan la 
concurrencia de requisitos mediante los cuales la prestación, 
el servicio, la entrega de la cosa, tengan fuerza obligatoria.

Estos requisitos pueden ser esenciales, naturales y acci­
dentales. Los primeros afectan á la substancia ó existencia 
de la obligación; sin ellos, el contrato no puede existir, y, por 
consiguiente, toda manifestación de la voluntad entre las 
partes, celebrada sin ellos, es nula, es decir, que aun revis­
tiéndose de las formas admitidas en derecho, la ley no les 
reconoce viabilidad, y, por consiguiente, se suponen como 
no celebrados.

Como requisitos esenciales, nuestro Código señala el con­
sentimiento de los contratantes, objeto cierto, materia del 
contrato y causa de la obligación que se establezca.

Los requisitos naturales proceden de la naturaleza jurí­
dica del contrato; son los inherentes á éste, los que le inte­
gran, aunque las partes no lo determinen.

La ley les reviste de carácter obligatorio, á menos de 
existir pacto expreso de renuncia, en cuyo caso, quedando al 
arbitrio de los contratantes estipular sobre ellos, .no pueden 
imponerse coactivamente.

No diciéndose nada en el contrato, so suponen estableci­
dos por virtud de la índole de cada contrato; de aquí su 
nombre de naturales, porque se derivan de la naturaleza de 
cada uno.

Los accidentales ni son necesarios para la perfección de 
los actos contractuales, ni se entienden comprendidos en 
ellos; son las diversas estipulaciones que los contrayentes 
pueden establecer, y  que como manifestaciones de la libre 
voluntad, no reconocen límite.
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a) Consentimiento.—En él va incluida la capacidad de los 
contratantes, como condición necesaria para consentir, que, 
no obstante no mencionarla el Código en los tres apartados 
del art. 1.261, va implícitamente incluida en ellos.

El consentimiento es el requisito primordial, la piedra an­
gular, por decirlo así, de las relaciones jurídicas. Base del 
convenio, como su nombre lo indica^ el consentimiento ó 
asentimiento mutuo de los contratantes es la manifestación 
externa de la voluntad para la creación ó extinción de los 
derechos y obligaciones.

Para que el consentimiento exista necesítase el concurso 
simultáneo de la oferta y la aceptación si las partes estuvie­
sen presentes; no estándolo, se regulará el plazo desde el 
momento en que llegó á conocimiento la aceptación por el 
que hizo la oferta, reputándose como lugar del contrato 
donde se verificó el ofrecimiento, siempre que los contratan­
tes no le hubieren previamente establecido.

Por falta de capacidad no pueden prestar consentimiento 
los menores de edad no emancipados; fúndase este pre­
cepto en la falta de discernimiento suficiente para compren­
der el alcance de las obligaciones que contraen; los locos, 
dementes y sordomudos que no sepan escribir, los primeros 
por falta de conocimiento en virtud de la alteración de sus 
facultades intelectuales; los segundos por carencia de me­
dios de relación para expresar, sin género de duda, las ma­
nifestaciones de su voluntad. De manera que para ser el con­
sentimiento legítimo han de concurrir en él conocimiento, 
libertad y claridad en la expresión; caso de no existir estas 
circunstancias, el contrato se invalida.

Opónese al consentimiento el error ó conocimiénto equi­
vocado del objeto sobre que versa el contrato; si el error es 
de hecho, es decir, si recae sobre las circunstancias peculia­
res propias de la prestación ó servicio, anula el contrato; si 
es de derecho ó equivocada noción de los preceptos de la 
ley, el contrato subsiste, pues á nadie excusa ni favorece el 
desconocimiento de la ley, como se prescribe en el art. 2.” 
del nuevo Código.

El error, como causa de invalidación del consentimiento.
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produce diferentes efectos, según recaiga sobre la causa 
del contrato, cosa que es objeto de éste, persona que inter­
viene en él, ó, por último, sobre la naturaleza de la con­
vención.

Si el error recae en la causa del contrato, anulará el ce­
lebrado, puesto que lo que es vicioso en su origen lo será en 
sus consecuencias; no asi si el error procediese de la causa 
impulsiva ó determinadora que nos impele á contratar, caso 
en el cual el contrato no se invalidará, sino que seguirá con 
todos sus efectos.

Si el error incide en la cosa que es objeto del contrato, 
será éste nulo, ya recaiga en la sustancia de aquélla, ya en 
la materia de la obligación.

Si en la persona, síguese el principio expuesto al mencio­
nar la invalidación por recaer el error en la causa del con­
trato, si la persona con quien se contrata es el motivo prin­
cipal por que nos obligamos.

Lo mismo sucede si el concepto equivocado recae en la 
naturaleza de la convención; si queremos celebrar un prés­
tamo de uso y  se celebra un arrendamiento, la diversidad 
de efectos que uno y otro produce, una vez probada la ex­
cepción, anula la obligación contraída.

A la libertad del consentimiento se oponen la fuerza y el 
miedo. Por la primera entiéndese la irresistible, aquella con­
tra la cual no quepa resistencia por parte del cohibido. 
Así como la fuerza recae sobre la parte física del hombre, 
el miedo, el terror se produce sobre nuestro ánimo, anulando 
nuestra libre voluntad, con una amenaza presente é injusta; 
pero tanto una como otra, para que la obligación se anule, 
ha de ser previamente calificada, tenienda en cuenta la edad, 
sexo y condición social ó económica de la persona sobre 
quien se hubiese ejercido. Él temor de desagradar á las 
personas á quienes se debe sumisión y respeto, no anulará 
el contrato, dice el Código, pero detrás de esta categórica 
afirmación, los Tribunales habrán de apreciar la naturaleza 
y circunstancias de la sumisión, so pena de hacer incompa­
tible la libertad individual con las condiciones indispensa­
bles para la vida económica de las personas que, por nece-
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sidad, se hubiesen de someter á los mandatos de sus supe­
riores, para evitar mayores males.

El dolo ó medio de engañar opónese á la libre voluntad, 
toda vez que por palabras mentirosas ó encubiertas, como 
decía la ley de Partida, se induce á consentir á quien de 
otra manera no hubiera consentido en la celebración del 
contrato. Esta manera de perjudicar, llamada dolo causante, 
anula, deja sin efecto el convenio celebrado; no así el dolo 
incidente ó incidental, que, produciendo solamente daños y 
perjuicios, no concede oti’a acción sino la personal de indem­
nización.

El dolo causante exprésase con bastante exactitud en el 
artículo 1.269 del Código, k cuyo lugar nos referimos.

b) Objeto.—Otro de los- requisitos esenciales de los con­
tratos es el que se reñere á la cosa, al hecho ó servicio y al 
riesgo de la obligación, que es lo que por necesidad va im­
plícitamente incluido en el contrato.

Si el objeto del contrato fuesen la entrega, el uso ó la 
renuncia de cosas, éstas han de hallarse en el comercio hu­
mano, sean presentes ó futuras, siempre que puedan ser de­
terminadas. Por no hallarse en el comercio social son ex­
cluidas las llamadas sagradas, religiosas y santas, los 
derechos inherentes á la personalidad humana, tales como 
libertad individual, seguridad personal, etc., y los derechos 
que directamente emanan de la soberanía nacional, denomi­
nados mayestáticos en nuestras antiguas leyes. Todas estas 
cosas reciben el nombre de inalienables.

Pero no es necesario para la convención que las cosas 
existan de presente; basta que puedan existir; así, pues, los 
frutos que no han nacido, las rentas que no han vencido y 
las crías de los animales, aun estando en el vientre de la 
hembra, repúlanse como lícitas para el contrato por la de­
terminación que de ellas puede hacerse. Pero con objeto de 
que la libertad contractual sea más ilimitada, puede esti­
pularse sobre cosas cuya existencia dependa de la suerte, 
que es lo que engendra los contratos aleatorios (seguros, 
apuestas y juegos lícitos). Sin embargo, el pacto de sucesión 
hereditaria futura es de los prohibidos, por la inmoralidad



y graves consecuencias que puede producir la contratación 
sobre una herencia más ó menos legítima, razón por la que 
no son lícitos más contratos que los de practicar entre vivos 
la división del caudal hereditario.

Los hechos ó servicios no han de oponerse á la moral ni á 
las buenas costumbres; serán, por consiguiente, posibles,líci­
tos y determinados; la posibilidad se refiere, tanto al orden 
físico como al legal; así, pues,todo lo imposible y lo ilícito se 
hallan en pugna con la naturaleza física y moral del indivi­
duo y de la colectividad, por cuya razón, no sólo no se sobre­
entienden no puestos, sino que vician el contrato constituido.

La determinación de los hechos y servicios es de todo 
punto necesaria para deslindar las obligaciones y derechos 
de cada uno de los contratantes, de tal manera, que no 
pueda quedar en el ánimo de ellos la incertidumbre; presén­
tase como excepción á esta regla la indeterminación de 
cantidad, que no será obstáculo para la existencia del con­
trato, siempre que pueda fijarse con exactitud siii necesidad 
de nueva convención.

Los riesgos á los que las personas ó las cosas pueden es­
tar expuestos, son también objeto de convenio; pero refié­
ranse á la esfei’a personal ó á la de los bienes, se someterán 
á las reglas del derecho que determinan señaladamente 
cuáles s on los prohibidos.

c) Causa.—La causa ó motivo impulsivo de la celebra­
ción de los contratos ha de tener existencia real, y en todo 
caso será verdadera y lícita.

Para la comprensión de la causalidad en los contratos, el 
Código, á semejanza de nuestra antigua legislación, divide 
los contratos en onerosos, remuneratorios y de pura benefi­
cencia, lucrativos ó gratuitos.

En los contratos onerosos, concepto que no envuelve gra­
vamen para ninguno de los contrayentes, sino que infiere la 
mutua prestación de servicios ó entrega de cosas, la causa 
será la realización de estos hechos; en los remuneratorios, 
el servicio ó servicios que se retribuyen ó beneficio que se 
satisface, y en los gratuitos ó lucrativos, la munificencia ó 
liberalidad del donante.
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Como no pueden suponerse efectos sin causa que los pro­
duzca, el contrato sin justa causa ó con causa ilicitano pro­
duce ningún efecto juridico, toda vez que el fondo de la con­
vención, si es injusto ó inmoral, habrá de prohibirse por la 
ley ó por la moral, ó reprobarse por las buenas costumbres. 
Eepútanse de esta especie todos los contratos cuya conven­
ción infrinja las leyes preceptivas y prohibitivas, que, por 
el fin que se proponen, son de carácter irrenunciable.

Por igual razón si la causa fuese falsa, con intención de 
eludir la nulidad que con aquélla va envuelta, y no se pro­
base que estaba fundada en otra verdadera y  licita, justi­
ficando de este modo el fin legitimo de la suposición, el con­
trato será declarado nulo por su origen vicioso.

La causa, en todo caso, se supone existente, justa y vale­
dera, aunque no se exprese en el contrato^ hasta el momento 
en que el directamente obligado no pruebe la carencia ó 
•falacia de este requisito esencial.

Eficacia de los contratos.—El capitulo III del tit. II, li­
bro IV, que de los contratos se ocupa, determina cuáles son 
los efectos que produce su constitución y cuáles aquellos 
que por necesidad habrán de revestirse de la forma de ins­
trumento público ó documento autorizado por Notario.

Por lo general, el contrato, sea cualquiera la forma de 
que vaya revestido, es ley para los contratantes, siempre 
que el mutuo asentimiento no infrinja los principios eternos 
de la moral, los de la ley, y vaya de común acuerdo con las 
buenas costumbres. Asi pues, el Código, siguiendo en esto la 
ley 1.*̂ , tit. I, libro X  de la Novísima Recopilación, «que de 
cualquiera manera que el hombre se quiera obligar quede 
obligado», declara que la validez de los contratos no estriba 
en su forma externa, sino en su esencia, y que para su va­
lidez no necesita otras condiciones que las exigidas como 
substancia de la contratación (consentimiento, objeto y 
causa).

Pero, ahora bien: si el contrato se perfecciona por el con­
sentimiento, si en sus circunstancias intrínsecas no necesita 
la concurrencia de condiciones externas por las que se ma­
nifieste la fuerza de la convención, no sucede asi en algunos
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casos en que la ley, por cuestiones de orden público, para 
evitar la lesión de los intereses de tercera persona, exige 
con determinación que, una vez consentido el contrato y por 
consiguiente establecidos los mutuos derechos y deberes de 
los contratantes, se eleve el acto contractual á escritura pú­
blica que sirva de notificación para conocimiento de todos.

Dice el art. 1.280 en su nrimero primero que deberán cons­
tar en documento público (concepto genérico que no deter­
mina la autoridad ó funcionario competente para autorizarlo, 
distinto de el de instrumento público, concepto especifico 
del documento público y que siempre se habrá de autorizar 
por Notario), todos los contratos que afecten á los derechos 
reales constituidos sobre inmuebles. La razón es sencillisima, 
con sólo comprender que la propiedad necesita estabilidad y 
fijeza, y puesto que los derechos reales siempre restringen 
las facultades del propietario, necesitanse inscribir, si han 
de producir efectos contra tercero, en el Registro de la Pro­
piedad, donde, por razón del carácter público dé estas ofici­
nas, no se admiten á inscripción más que los instrumentos 
legalizados por funcionario autorizado para dar fe conforme 
d las leyes de los contratos y demás actos extrajudiciales (1).

La misma razón abona al número segundo: los arrenda­
mientos que se mencionan, ó aun no reuniendo el requisito 
del mencionado plazo, si se anticipasen las rentas de tres ó 
más años, ó cuando, sin tener ninguna de estas condiciones, 
hubiese convenio expreso de las partes para que se inscriban (2) 
por la necesidad de inscripción si el arrendatario quiere ser 
respetado en el uso y disfrute de su derecho y no ser lanzado 
por otra persona (tercero) que con él no contrató.

Las capitulaciones matrimoniales, la cesión, repudiación 
y renuncia de la herencia ó de gananciales, las diversas 
manifestaciones del contrato de mandato, así como la cesión 
de acciones ó derechos consignables en escritura pública, 
necesitan para conocimiento de terceras personas, y  para 
que surtan efectos contra ellos, el otorgamiento de instru-

(1) Art. l.° de la ley del Notariado.
(2) Art. 2.”, núm. 5.“ de la ley Hipotecaria. /





documentos privados de cualesquiera clase que sean que 
no se halle'n expresamente sujetos al impuesto, y  en los 
cuales convenga á los interesados dar autenticidad á. la fecha 
con respecto á terceros, y á los efectos del art. 1.227 del Có­
digo civil (1), devengarán la cuota fija de 2 pesetas si su 
cuantía no excede de 5.000 pesetas  ̂ de 3 pesetas si pasan 
de 5.000 y no exceden de 2.500, y de 4 pesetas cuando su 
cuantía sea mayor de 2.500. Si su cuantía fuese indetermi­
nada, pagarán 3 pesetas.»

Interpretación de los contratos.—Los preceptos de este 
capítulo, derivados de la naturaleza y objeto de los contra­
tos, son reglas de critica racional, aplicadas á la interpre­
tación de la voluntad de los contrayentes, cuando los pactos 
por éstos establecidos sean ambiguos ú oscuros.

Estas reglas de hermenéutica legal son de constante apli­
cación á los requisitos naturales y accidentales ó condicio­
nes y circunstancias que los contratantes, en uso del dere­
cho de libre estipulación, establecen; por consiguiente, caso 
de omisión de los requisitos naturales, en cada contrato se 
supondrán comprendidos, toda vez que, para no ser efica­
ces, se han de renunciar expresamente, así como los requi­
sitos esenciales, para que pueda exigirse su cumplimiento, 
necesitan consignarse explícita y  concretamente.

Las disposiciones del capítulo son postulados que en la 
mayoría de los casos suplirán, aclararán ó enmendarán los 
defectos que se oponen á la claridad en la manifestación de 
la voluntad, como son la oscuridad de los términos y la am­
bigüedad en la expresión, defectos que, caso de litigio, ha­
brán de solventar los Tribunales con los principios del Có­
digo ó con los que les sugiera los dictados de la sana crítica 
y de la equidad.

Como quiera que el mayor escollo para la interpretación 
es el conocimiento de la intención de los contratantes, base
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(1) Código cm7.—Art. 1.227. La fecha de un documento privado 
no se contará respecto de terceros sino desde el día en que hubiese sido 
incorporado ó inscrito en un registro público desde la muerte de cual­
quiera de los que le firmaron, ó desde el día en que se entregase á un 
funcionario público por razón de su oficio.
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del contrato, puesto que comprende en si los requisitos sus­
tanciales de la contratación, la jurisprudencia habia ya de­
terminado que «es un principio de derecho, sancionado por 
la constante jurisprudencia del Tribunal Supremo, que los 
contratos válidos y perfectos son ley para los contratantes, 
y que cuando se susciten dudas sobre su inteligencia, ó se 
pretenda desconocer su alcance y su verdadero objeto, es 
indispensable consultar los hechos anteriores que les han 
precedido, el conjunto de circunstancias que los han acom­
pañado, la intención y propósito de los otorgantes y los he­
chos subsiguientes de éstos mismos que con ellos se rela­
cionen».

Por lo tanto, las reglas sintéticas contenidas en los ar­
tículos coi-respondientes al capitulo, como producto de di­
versos Códigos, son de general aplicación, y puede muy bien 
añrmarse que, estudiadas detenida y  meditadamente, no 
dejarán grandes vados al llevarlas á la práctica; pero si asi 
no fuese, la critica judicial, una vez verificadas las pruebas, 
tendría que suplirlas con el examen del asunto y pruebas 
practicadas para averiguar la voluntad de los contratantes, 
objeto y  extensión de las cláusulas omitidas, oscuras, ambi­
guas ó imperfectamente redactadas.

Rescisión de los contratos.—hos contratos pueden ser res­
cindidos y anulados. Cabe la rescisión en los que, habién­
dose celebrado válidamente, se deshacen sus efectos al 
quitarles la validez que se les suponía. La nulidad, por el 
contrario, invalida, anula los contraidos, supone que nunca 
han existido. La rescisión presume lesión, daños ó perjuicios; 
la nulidad afecta al consentimiento, á la capacidad de las 
personas, al objeto que el contrato se propone, y á la causa 
de que aquél se origina. Por consiguiente, la rescisión des­
hace los daños, invalidando; la nulidad borra, extingue la 
obligación, por no tener condiciones de viabilidad jurídica.

Por consiguiente, los contratos válidamente celebrados 
son rescindibles, siempre que la ley lo autorice y las partes 
no hayan renunciado la acción rescisoria.

Pueden en su virtud rescindirse los contratos celebrados 
por el tutor, sin la autorización del consejo de familia,



cuando el menor ó el incapacitado haya sufrido una lesión en 
más de la cuarta parte del valor de lo contratado. En virtud 
de este precepto, estimamos sin valor las lesiones llamadas 
en nuestro derecho antiguo enorme y enormisima (perjuicio 
en más ó en menos, en mucho más y en mucho menos de la 
mitad del justo precio) que con el nuevo Código han desapa­
recido, asi como el beneficio de restitutio in integrum, ó 
restitución por entero, concedido á los menores de edad por 
los contratos celebrados durante su minoría.

La misma razón concurre en los celebrados en represen­
tación de las personas legalmente declaradas ausentes, los 
cuales pueden intentar la acción rescisoria si hubieran sido 
damnificados por los actos de sus representantes, siempre 
que la enajenación no se hubiese verificado con autorización 
judicial, para cuyo trámite se necesita un expediente previo.

Los contratos celebrados en fraude de acreedores ó con 
ánimo de no resolver las obligaciones mediante la insolven­
cia del deudor, van también incluidos en las causas que res­
cinden los contratos; la presunción de fraude se convierte 
en prueba palmaria, si el deudor enajenase sus bienes á 
título gratuito (donaciones intervivos, cesión de créditos, 
constitución de dotes), materia de más constante aplicación 
en materia mercantil.

Las cosas litigiosas hállanse sometidas á una condición 
resolutoria, á la decisión del pleito; hasta ese momento los 
derechos de los litigantes permanecen en estado de duda. 
Por consecuencia, si se traspasan onerosa ó lucrativamente 
sin conocimiento y asenso de los litigantes ó de la Autori­
dad encargada de dictar el fallo, los adquirentes deben sa­
ber que su propiedad hállase afecta á una condición que de 
cumplirse, se habían de devolver las mismas cosas, ó caso de 
no ser esto posible, indemnizar los pei-juicios; dicho esto en la 
generalidad de los principios, puesto que en lo que afecte á 
los inmuebles, si se hubiese anotado preventivamente la de­
manda, esos bienes irían con la amenaza de ser revertidos 
en todo caso á la persona á cuyo favor se dicte sentencia.

La acción rescisoria no es principal, es subsidiaria, de­
fectiva de la personal de daños y perjuicios, y  de todo otro
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recurso legal que quepa para obtener la consiguiente repa­
ración á la lesión producida.

Los efectos de la rescisión consisten: en la devolución de 
las cosas objeto del contrato con sus frutos, y del precio con 
sus intereses. Si no pudiese devolverse, ó las cosas se halla­
ren legalinente en poder de una persona que hubiese proce­
dido de buena fe en su adquisición, entonces habrá lugar á 
la acción personal de indemnización contra el que hubiese 
ocasionado la lesión.

La acción rescisoria dura cuatro años. Este plazo se 
cuenta desde que se verificó la lesión, pero con objeto de 
que los menores de edad, ausentes é incapacitados, no se per­
judiquen por el transcurso del mencionado término, éste se 
cuenta para las personas que en alguno de esos estados es­
peciales se encuentren, desde que tengan libre y propia per­
sonalidad los sometidos á tutela, y  sea conocido el domicilio 
legal de los declarados ausentes.

Nulidad de los contratos.— Êl Código consigna la regla 
general de que los contratos son nulos cuando les falta alguno 
de los requisitos indispensables para su eficacia.

La nulidad, pues, afecta á las obligaciones contraídas 
por personas incapaces (menores, incapacitados, mujer ca­
sada sin licencia de su marido, etc.), por faltado consenti­
miento, sea por incapacidad de prestarles, ó bien por haber 
intervenido en el contrato error, culpa, dolo, violencia, mie­
do, por ilegitimidad ó imposibilidad de las cosas objeto del 
contrato, y últimamente, porque la causa origen de la con­
vención sea injusta, oponiéndose á los preceptos de la moral 
ó de las leyes.

La acción de nulidad como la rescisoria dura cuatro años, 
contado este término desde el momento en que el vicio se 
verificó; así sucede, que interviniendo intimación ó violencia 
en el consentimiento, la acción puede ejercitarse desde que 
la presión del ánimo ó la fuerza material hayan cesado sobre 
el conscripto; si intervino error, engaño ó simulación de 
causa, desde que la obligaciónse consumó, y'a por el convenio, 
ya por la entrega de la cosa, bien por la prestación de los ser­
vicios; afectando la nulidad á la capacidad jurídica de las
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personas para contratar, la disolución del matrimonio,la ma­
yoría de edad ó la reintegración de las facultades intelectua­
les son los actos que inician el descubrimiento de la acción.

Esta acción dase solamente á favor del perjudicado; en 
consecuencia, no podrán hacer uso de ella los que causaron 
la intimación ó realizaron la violencia, utilizaron el dolo ó 
aprovecháronse del error; por el contrario, pueden ejerci­
tarla no sólo los obligados principal y directamente, sitio los 
subsidiarios, puesto que á unos y á otros afecta el cumpli­
miento de un contrato sin condiciones de exigibilidad ju ­
rídica.

Declarada la nulidad de la obligación contraída, se re­
trotraen todos sus efectos al momento de su constitución, 
consiguientemente restitúyense las cosas con sus frutos y el 
precio con sus intereses de idéntica manera y con iguales 
efectos que la rescisión de los contratos.

El Código distingue separadamente los efectos de la de­
claración de nulidad, según proceda de la incapacidad de 
las personas, del objeto de la relación, de causa torpe si ésta 
por su ilegitimidad es ó no constitutiva de delito ó falta, de­
volución de la cosa y accesiones, y efectos que la no restitu­
ción produce, extinción y confirmación ó convalidación de 
los actos que se consideran nulos, y diferentes aspectos que 
la nulidad de los contratos pueden presentar que, enuncia.dos 
sumaria y  minueiosamente por el capítulo , compréndese 
fácilmente su fundamente racional, sin necesidad de que se 
aclare su sentido.

Código civil.— Libro IV.— Título II.

CAPÍTULO PRIMERO 
De los contratos.

DISPOSICIONES GENERALES
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Ai't. 1.254. El contrato existe desde que una ó varias personas 
consienten en obligarse, respecto de otra ii otras, á dar alg’una 
cosa ó prestar algniii servicio.

Art. 1.255. Los contratantes pueden establecer los pactos,cláu-



sulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no 
sean contrarios á las leyes, á la moral ni al orden piiblico.

Art. 1.256. La validez y el cumplimiento de los contratos no 
pueden dejarse al arbitrio de uno de los contratantes.

Art. 1.257. Los contratos sólo producen efecto entre las partes 
que los otorgan y sus herederos, salvo, en cuanto á éstos, al caso 
en que los derechos y obligaciones que proceden del contrato no 
sean transmisibles, ó por su naturaleza, ó por pacto, ó por dispo­
sición de la ley.

Si el contrato contuviere alguna estipulación en favor de un 
tercero, éste podrá exigir su cumplimiento, siempre que hubiese 
hecho saber su aceptación al obligado antes de que haya sido 
aquélla revocada.

Art. 1.258. Los contratos se perfeccionan por el mero consentí" 
miento, y desde entonces obligan, no sólo al cumplimiento de lo 
expresamente pactado, sino también á todas las consecuencias 
que, segiin su naturaleza, sean conformes á la buena fe, al uso y á 
la ley.

Art. 1.259. Kinguno puede contratar á nombre de otro sin estar 
por éste autorizado, ó sin que tenga por la ley su representación 
legal.

El contrato celebrado á nombre de otro por quien no tenga au­
torización ó representación leg’al será nulo, á no ser que lo ratifi­
que la persona á cuyo nombre se otorgue antes de ser revocado 
por la otra parte contratante.

Art. 1.260. No se admitirá juramento en los contratos. Si se hi­
ciere, se tendrá por no puesto.

CAPÍTULO II
De los requisitos esenciales para la validez de los contratos.

DISPOSICIÓN GENERAL
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Art. 1.261. No ha5" contrato sino cuando concurren los requisi­
tos siguientes:

1. ° Consentimiento de los contratantes.
2. " Objeto cierto que sea materia del contrato.
3. “ Causa de la obligación que se establezca.
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S e c e i d n  p r i m e r a .

D el consentimiento.

Art. 1.862. El consentimiento se manifiesta por el concurso de 
la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que han de 
constituir el contrato.

La aceptación hecha por carta no obliga al que hizo la oferta 
sino desde que llegó á su conocimiento. El contrato, en tal caso, se 
presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

Art. 1.263. No pueden prestar consentimiento:
1. “ Los menores no emancipados.
2. ” Los locos ó dementes y los sordo-mudos que no sepan es­

cribir.
3. ® Las mujeres casadas, en los casos expresados por la ley.
Art. 1.264. La incapacidad declarada en el articulo anterior

está sujeta á las modificaciones que la ley determina y se entiende 
sin perjuicio de las incapacidades especiales que la misma esta­
blece.

Art. 1.265. Será nulo el consentimiento prestado por error, 
violencia, intimidación ó dolo.

Art. 1.266. Para que el error invalide el consentimiento deberá 
recaer sobre la sustancia de la cosa que fuere objeto del contrato, 
ó sobre aquellas condiciones de la misma que principalmente hu­
biesen dado motivo á celebrarlo. El error sobre la persona sólo in­
validará el contrato cuando la consideración á ella hubiere sido la 
causa principal del mismo.

El simple error de cuenta sólo dará lugar á su corrección.
Art. 1.267. Hay violencia cuando para arrancar el consenti­

miento se emplea una fuerza irresistible.
Hay intimidación cuando se inspira á uno de los contratantes 

el temor racional y fundado de sufrir un mal inminente y grave en 
su persona ó bienes, ó en la persona ó bienes de su cónyuge, des­
cendientes ó ascendientes.

Para calificar la intimidación debe atenderse á la edad, al sexo 
y á la condición de la persona.

El temor de desagradar á las personas á quienes se debe su­
misión y respeto no anulará el contrato.

Art. ] .268. La violencia ó intimidación anularán la obligación, 
aunque se hayan empleado por un tercero que no intervenga en 
el contrato.

Art. 1.269. Hay dolo cuando, con palabras ó maquinaciones in-



sidiosas de parte de uuo de los contratantes, es inducido el otro á 
celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho.

Art. 1.270. Para que el dolo produzca la nulidad de los con­
tratos deberá ser grave y no haber sido empleado por las dos 
partes contratantes.

Ê1 dolo incidental sólo obliga al que lo empleó á indemnizar 
daños y perjuicios.

¡Sección sesmndA.

Del objeto de los contratos.

Art. 1.271. Pueden ser objeto de contrato todas las cosas que 
no están fuera del comercio de los hombres, aun las futuras.

Sobre la herencia futura no se podrá, sin embargo, celebrar 
otros contratos que aquellos cuyo objeto sea practicar entre vivos 
la división de un caudal, conforme al art. 1.056.

Pueden ser igualmente objeto de contrato todos los servicios 
que no sean contrarios á las leyes ó á las buenas costumbres.

Art. 1.212. No podrán ser objeto de contrato las cosas ó servi­
cios imposibles.

Art. 1.273. El objeto de todo contrato debe ser una cosa deter­
minada en cuanto á su especie. La indeterminación en la cantidad 
no será obstáculo para la existencia del contrato, siempre que sea 
posible determinarla sin necesidad de nuevo convenio entre los 
contratantes.

Sección tercera«

De la causa de los contratos.

Art. 1.274. En los contratos onerosos se entiende por causa, 
para cada parte contratante, la prestación ó promesa de una cosa 
ó servicio por la otra parte; en los remuneratorios, el servicio ó 
beneficio que se remunera, y en los de pura beneficencia, la mera 
liberalidad del bienhechor.

Art. 1.275. Los contratos sin causa, ó con causa ilicita, no pro­
ducen efecto alguno. Es ilícita la causa cuando se opone á las leyes 
ó á la moral.

Art. 1.276. La expresión de una causa falsa en los contratos 
dará lugar á la nulidad, si no se probase que estaban fundados en 
otra verdadera y licita.

Art. 1.277. Aunque la causa no se exprese en el contrato, se 
presume que existe y que es licita mientras el deudor no pruebe 
lo contrario.
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CAPITULO III 

D e  la eficacia de los contra tos.

Art. 1.278. Los contratos serán obligatorios, cualquiera que 
sea la forma en que se hayan celebrado, siempre que en ellos con- 
cui’ran las condiciones esenciales para su validez.

Art. 1.279. Si la ley exigiese el otorgamiento de escritura ri 
otra forma especial para hacer efectivas las obligaciones propias 
de un contrato, los contratantes podrán compelerse reciprocamente 
á llenar aquella forma desde que hubiese intervenido él consenti­
miento y demás requisitos necesarios para su validez.

Art. 1.280. Deberán constar en documento público: L”, los ac­
tos y contratos que tengan por objeto la creación, transmisión, 
modificación ó extinción de derechos reales sobre bienes inmue­
bles; 2.”, los arrendamientos de estos mismos bienes por seis ó más 
años, siempre que deban perjudicar á tercero; 3.“, las capitulacio­
nes matrimoniales y la constitución y aumento de la dcrte, siempre 
qne se intente hacerlos valer contra terceras personas; 4.“, la ce­
sión, repudiación y renuncia de los derechos hereditarios ó de los 
de la sociedad conyugal; 5.°, el poder para contraer matrimonio, 
el general para pleitos y los especiales que deben presentarse en 
juicio; el poder para administrar bienes y cualquier otro que tenga 
por objeto un acto redactado ó que deba redactarse en escritura 
pública, ó haya de perjudicar á tercero; 6.", la cesión de acciones 
ó derechos procedentes de un acto consignado en escritura pública.

También deberán hacerse constar por escrito, aunque sea pri­
vado, los demás contratos en que la cuantía de las prestaciones de 
uno ó de los dos contratantes exceda de 1.500 pesetas.

CAPÍTULO IV

D e  la in terp reta ción  de los contra tos.

Art. 1.281. Si los términos de un contrato son claros y no dejan 
duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido 
literal de sus cláusulas.

Si las palabras pareciesen contrarias á la intención evidente de 
los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.

Art. 1.282. Para juzgar de la intención de los contratantes, de-



berá atenderse principalmente á los actos de éstos, coetáneos j  
posteriores al contrato.

Art. 1.283. Cualquiera que sea la generalidad de los términos 
de un contrato, no deberán entenderse comprendidos en él cosas 
distintas y casos diferentes de aquellos sobre que los interesados 
se propusieren contratar.

Art. 1.284. Si alguna cláusula de los contratos admitiere diver­
sos sentidos, deberá entenderse en el más adecuado para que pro­
duzca efecto.

Art. 1.285. Las cláusulas de los contratos deberán interpretarse 
las unas por las otras, atribuyendo á las dudosas el sentido que 
resulte del conjunto de todas.

Art. 1.286. Las palabras que puedan tener distintas acepciones 
serán entendidas en aquella que sea más conforme á la naturaleza 
y objeto del contrato.

Art. 1.287. El uso ó la costumbre del pais se tendrán en cuenta 
para interpretar las ambigüedades de los contratantes, supliendo 
en éstos la omisión de cláusulas que de ordinario suelen esta­
blecerse.

Art. 1.288. La interpretación de las cláusulas obscuras de un 
contrato no deberá favorecer á la parte que hubiere ocasionado la 
obscuridad.

Art. 1.289. Cuando absolutamente fuere imposible resolver las 
dudas por las reglas establecidas en los artículos precedentes, si 
aquéllas recaen sobre circunstancias accidentales del contrato, y 
éste fuese gratuito, se resolverán en favor de la menor transmisión 
de derechos é intereses. Si el contrato fuere oneroso, la duda se re­
solverá en favor de la mayor reciprocidad de intereses.

Si la duda de cuya resolución se trata en este articulo recayese 
sobre el objeto principal del contrato, de suerte que no pueda ve­
nirse en conocimiento de cuál fué la intención ó voluntad de los 
contratantes, el contrato será nulo.

CAPÍTULO V

D e  la rescisión  de los contratos.
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Art. 1.290. Los contratos válidamente celebrados pueden res­
cindirse en los casos establecidos por la ley.

Art. 1.291. Son rescindibles:
1.“ Los contratos que pudieren celebrar los tutores, sin auto­

rización del consejo de familia, siempre que las personas á quienes
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representan hayan sufrido lesión en más de la cuarta parte del 
valor de las cosas que hubiesen sido objeto de aquéllos.

2. “ Los celebrados en representación de los ausentes, siempre 
que éstos hayan sufrido la lesión á que se refiere el mimero an­
terior .

3. " Los celebrados en fraude de acreedores, cuando éstos no 
pxiedau de otro modo cobrar lo que se les deba.

4. ° Los contratos que se refieran á cosas litigiosas, cuando hu­
biesen sido celebrados por el demandado sin conocimiento y apro­
bación de las partes litigantes ó de la Autoridad judicial com­
petente.

5. “ Cualesquiera otros en que especialmente lo determine.
Art. 1.292. Son también rescindibles los pag’os hechos en estado

de insolvencia por cuenta de obligaciones á cuyo cumplimiento no 
podía ser competido el deudor al tiempo de hacerlos.

Art. 1.293. Kingún contrato se rescindirá por lesión fuera de 
los casos mencionados en los números 1.” y 2." del art. 1.291.

Art. 1.294. La acción de rescisión es subsidaria; no podrá ejer­
citarse sino cuando el perjudicado carezca de todo otró recurso 
legal para obtener la reparación del perjuicio.

Art. 1.295. La rescisión obliga á la devolución de las cosas que 
fueron objeto del contrato con sus frutos y del precio con sus inte­
reses, en consecuencia, sólo podrá llevarse á efecto cuando el que 
la haya pretendido pueda devolver aquello á que por su parte es­
tuviese obligado.

Tampoco tendrá lugar la rescisión cuando las cosas objeto del 
contrato se hallaren legalmente en poder de terceras personas que 
no hubiesen procedido de mala fe.

En este caso podrá reclamarse la indemnización de perjuicios 
al causante de la lesión.

Art. 1.296. La rescisión de que trata el mim. 2.° del art. 1.291 
no tendrá lugar respecto de los contratos celebrados con autoriza­
ción judicial.

Art. 1.297. Se presumen celebrados en fraude de acreedores 
todos aquellos contratos por virtud de los cuales el deudor enaje­
nase bienes á titulo gratuito.

También se presumen fraudulentas las enajenaciones á titulo 
oneroso hechas por aquellas personas contra las cuales se hubiese 
pronunciado antes sentencia condenatoria en cualquier instancia 
ó expedido mandamiento de embargo de bienes.

Art. 1.298. El que hubiese adquirido de mala fe las cosas ena­
jenadas en fraude de acreedores, deberá indemnizar á éstos de los



daños y perjuicios que la enajenación les hubiese ocasionado 
siempre que por cualquier causa le fuere imposible devolverlas. 

Art. 1.299. La acción para pedir la rescisión dura cuatro años. 
Para las personas sujetas á tutela y para los ausentes, los cua­

tro años no; empezarán hasta que haya cesado la incapacidad de 
los primeros ó sea conocido el domicilio de los segundos.

CAPÍTULO VI

D e  la n u lid a d  de los contra tos.
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Art. 1.300. Los contratos en que concurran los requisitos que 
expresa el art. 1.261 pueden ser anulados, aunque no haya lesión 
para los contratantes, siempre que adolezcan de alguno de los vi­
cios que los invalidan con arreglo á la ley.

Art. 1.301. La acción de nulidad sólo durará cuatro años.
Este tiempo empezará á correr:
En los casos de intimidación ó solvencia, desde el dia en que 

éstas hubiesen cesado.
En los de error ó dolo, ó falsedad de la causa, desde la consu­

mación del contrato.
Cuando la acción se dirija á invalidar contratos hechos por mu­

jer casada, sin licencia ó autorización competente, desde el dia 
de la disolución del matrimonio.

Y cuando se refiere á los contratos celebrados por los menores 
ó incapacitados, desde que salieron de tutela.

Art. 1.302. Pueden ejercitar la acción de nulidad de los contra­
tos los obligados principal ó subsidiariamente en virtud de ellos.

Las personas capaces no podrán, sin embargo, alegar la inca­
pacidad de aquellos con quienes contrataron, ni los que causaron 
la intimidación ó violencia ó produjeron el error podrán fundar 
su acción en estos vicios del contrato.

Art. 1.303. Declarada la nulidad de una obligación, los contra­
tantes deben restituirse reciprocamente las cosas que hubiesen 
sido materia del contrato, con sus frutos, y el precio con los inte­
reses, salvo lo que se dispone en los artículos siguientes.

Art. 1.304. Cuando la nulidad proceda de la incapacidad de 
uno de los contratantes, no está obligado el incapaz á restituir 
sino en cuanto se enriqueció con la cosa ó precio que recibiera.

Art. 1.305. Cuando la nulidad provenga de ser ilicita la causa 
ú objeto del contrato, si el hecho constituye un delito ó falta co­
mún á ambos contratantes, carecerán do toda acción entre si, y se



procederá contra ellos, dándose además á las cosas ó precio que 
hubiesen sido materia del contrato la aplicación prevenida en el 
Código penal respecto á los efectos ó instrumentos del delito ó 
falta.

E.sta disposición es aplicable al caso en que sólo hubiese delito 
ó falta de parte de uno de los contratantes; pero el no culpado po­
drá reclamar lo que hubiese dado, y no estará obligado á cumplir 
lo que hubiese prometido.

Art. 1.306. Si el hecho en que consiste la causa torpe no consti­
tuye delito ni falta, se observarán las. reglas siguientes:

1. “* Cuando la culpa esté de parte de ambos contratantes, nin­
guno de ellos podrá repetir lo que hubiera dado á virtud del con­
trato, ni reclamar el cumplimiento de lo que el otro hubiese 
ofrecido.

2. ‘‘ Criando esté de parte de un solo contratante, no podrá éste 
repetir lo que hubiere dado á virtud del contrato, ni pedir el cum­
plimiento de lo que se le hubiera ofrecido. El otro que fuera ex­
traño á la causa torpe, podrá reclamar lo que hubiera dado, sin 
obligación de cumplir lo que hubiera ofrecido.

Art. 1.307. Siempre que el obligado por la declaración de nuli­
dad á la devolución de la cosa no pueda devolverla por haberse 
perdido, deberá restituir los frutos percibidos y el valor que tenia 
la cosa cuando se perdió, con los intereses desde la misma fecha.

Art. 1.308. Mientras uno de los contratantes no realice la de­
volución de aquello á que en virtud de la declaración de nulidad 
esté obligado, no puede el otro ser compelido á cumplir por su 
parto lo que le incumba.

Art. 1.309. La acción de nulidad queda extinguida desde el 
momento en que el contrato haya sido confirmado vàlidamente.

Art. 1.310. Sólo son confirmables los contratos que reúnan los 
requisitos expresados en el art. 1.261.

Art. 1.311. La confirmación puede hacerse expresa ó tácita­
mente. Se entenderá que hay confirmación tácita cuando, con co­
nocimiento de la causa de utilidad, y habiendo ésta cesado, el que 
tuviese derecho á invocarla ejecutase un acto que implique nece­
sariamente la voluntad de renunciarlo.

Art. 1.312. La confirmación no necesita el concurso de aquel 
de los contratantes á quien no correspondiese ejercitar la acción 
de nulidad.

Art. 1.313. La confirmación purifica al contrato de los vicios de 
que adolezca desde el momento de su celebración.

Art. 1.314. También se extinguirá la acción de nulidad de los
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contratos cuando la cosa objeto do éstos se hubiese perdido por 
dolo ó culpa del que pudiera ejercitar aquélla.

Si la causa de la acción fuese de incapacidad de alguno de los 
contratantes, la pérdida de la cosa no será obstáculo para que la 
acción prevalezca, á menos que hubiese ocurrido por dolo ó culpa 
del reclamante después de haber adquirido la capacidad.



II
Contratos en particular.

Mencionamos en este apartado los contratos de compra­
venta y arrendamientos de obras y  servicios en aquello que 
se relaciona con la índole de la obra.

El primero , como todo contrato, presupone capacidad 
para su celebración; pero la ley, ó sea el Código, establece 
determinadas restricciones, alguna de las cuales puede afec­
tar á los Arquitectos, Maestros de obras. Ingenieros y de­
más personas que por su profesión son susceptibles de 
ostentar la calidad de Peritos. De aquí el insertar esta dis­
posición contenida en el art. 1.459 del Código civil.

Importante es también el arrendamiento de industria 
que puede referirse á todas las manifestaciones de la pro­
ducción por medio del trabajo del hombre. Esto, unido á las 
analogías entre los dos contratos, como al carácter práctico 
de las cuestiones que comúnmente se presentan en la vida 
profesional del constructor, nos han inducido á colocarlos 
en una sección juntamente con la doctrina dictada por el 
Tribunal Supremo, que es la interpretación que racional y 
legalmente habrá de seguirse en los múltiples casos que in­
defectiblemente han de ocurrir, no obstante la publicación 
del nuevo Código.

Compraventa.

Naturaleza.—hsi compraventa es el más importante de 
los contratos pi’incipales, ó sea de los que tienen por sí exis­
tencia jurídica, sin necesidad de ningún otro que les preste 
auxilio; consensual por naturaleza, puesto que con sólo el
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consentimiento se perfecciona, tiene por objeto la entrega 
de cosa determinada por un precio cierto, justo y en dinero, 
porque no interviniendo en el pago el numerario, bien sea 
metálico ó signo que lo represente, se convertirla en permuta.

En esta definición van englobados los requisitos esencia­
les de este contrato.

Pueden ser vendidas, y por consiguiente compradas (de 
aqui la palabra compuesta que denomina el contrato), to­
das las cosas, tanto las corporales, como las incorporales ó 
derechos,, siempre que tengan existencia más ó menos real.

El precio , ya lo hemos dicho que ha de consistir en nu­
merario ó signos que lo represente, reuniendo además la 
condición de su certeza, porque la compraventa es un con­
trato oneroso.

Capacidad para celebrar este contrato.—Concretándonos 
á las personas que por razón de las funciones que ejercen 
no pueden ser compradores, cita el Código, en primer tér­
mino, á los tutores ó protutores, respecto de los bienes del 
menor ó incapacitado que se encuentre bajo su potestad, pol­
la lógica presunción de que la compra podria ser compren­
siva de fraude, al lastimar los intereses y derechos del ven­
dedor con evidente beneficio de las antedichas personas.

Los mandatarios asumen la personalidad del mandato, 
en el objeto para cuya realización se les facilita; de aquí 
que, para evitar que el interés individual del mandatario 
induzca á perjudicar al mandante, se mantenga esta prohi­
bición, sumamente beneficiosa para garantir la imparcia­
lidad.

Los albaceas asumen la representación de la masa de 
bienes hereditarios, mientras la herencia permanece va­
cante ó yacente. Dado su carácter de árbitros partidores, y 
pudiendo verificar las enajenaciones que sean necesarias 
para el cumplimiento de su cometido, la ley les impide ser- 
juez y parte en un mismo negocio.

Los empleados públicos no pueden adquirir aquellos 
bienes que se hallen sometidos á su gestión. En esta materia 
los Reglamentos y demás preceptos administrativos son los 
que restringen la facultan de comprar, xisí, pues, los Arqui-

TOMO U 33

—  513 —



iec to s  I n g e n ie r o s  y  p e r s o n a l  a u x il ia r  fa c u lta t iv o  á su s  obras^  
no podrán adquirir por título de compra los bienes del Es­
tado, Provincia, Municipio ó Establecimientos de Beneñcen- 
cia donde presten sus servicios, aunque sea en pública su­
basta, prohibición que se extiende á los Jueces y P e r i to s  
que intervienen en la formalización y realización de la 
subasta.

Por la misma causa se hallan dentro de la prohibición 
de comprar los bienes litigiosos, aunque éstos los adquirie­
sen por cesión, todos los individuos que componen el Podei 
judicial, enumerados en el núm. 5.° del art. 1.459, así como 
ios subalternos y  auxiliares de la Administración judicial.

La prohibición no alcanza al ejercicio de las acciones 
hereditarias que les competa, como la cesión en pago de 
créditos que les pertenezcan, ó en garantía de los bienes 
que les sean privativos. Esta limitación se hace también ex­
tensiva á los Abogados y Procuradores, los cuales tampoco 
pueden adquirir los bienes que, objeto del litigio, sean de 
la propiedad de la parte á quien representen.

Estas son las disposiciones de carácter general, limitati­
vas de la facultad de intervenir en el contrato de venta, 
fundadas en la supuesta falta de imparcialidad de unas per­
sonas, y con el deseo de que los vendedores no lesulten le­
sionados en sus intereses.

E v ic c ió n  y  s a n e a m ie n t o .—Entre los requisitos naturales 
que pueden ser establecidos con la extensión y limitaciones 
que las partes estimen convenientes, ñguran la evicción y 
saneamiento de la cosa vendida.

El comprador puede renunciar á estos importantísimos 
derechos. Sin embargo, la renuncia sería nula si en el con­
trato hubiese intervenido intención maniñesta de perju­
dicar.

La evicción y el saneamiento suelen tomarse como sinó­
nimas en el lenguaje común; sin embargo, tanto por su valoi 
gramatical como por sus resultados, son esencialmente di­
versas.

La evicción se presenta como medio, el saneamiento como 
fln; la primera es la acción, el modo de perseguii nuestio
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derecho; el segundo es la reparación, la indemnización que 
se nos debe por haber sido perjudicados. La evicción no 
tiene, pues, lugar sino cuando el comprador es privado por 
sentencia firme de toda ó parte de la cosa vendida, según 
multitud de veces ha declarado el Tribunal Supremo y” ha 
venido á sancionar el Código en su art. 1.475, y supone'la 
privación forzosa, en virtud de un derecho anterior, de la 
cosa poseída por el comprador por la reivindicación de un 
tercero.

Por el contrario, repetimos, el saneamiento se produce 
como consecuencia natural de la evicción. Es la indemniza­
ción y reparación que debe el vendedor al poseedor de la
cosa comprada, al ser vencido judicialmente respecto á la 
misma.

Tanto la evicción como el saneamiento suponen la exis­
tencia de un tercero, de una persona que no tuvo interven­
ción en el contrato, que reclama la cosa ó cualquier derecho 
real sobre la misma propiedad (posesión, usufructo, servi­

umbre, etc.), por cuya causa, el vendedor está obligado 
siempre que se le cite  d e  e v ic c ió n ,  á comparecer en juicio 
para acreditar la capacidad que tuvo para vender, defen­
diendo así los derechos adquiridos por el comprador.

D e fe c to s  ó g r a v á m e n e s  de la  co sa  v e n d i d a .— sanea­
miento preséntase también con un carácter peculiar y dis- 
tinüvo, sin necesidad de la evicción, cuando la cosa tuviere 
VICIOS, defectos ó cargas ocultas que perjudiquen los intere­
ses del comprador al comprarla como libre ó útil para de­
terminado destino, y resultar gravada ó impropia para el 
uso á que se pensaba dedicar.

En este caso, el comprador puede reclamar al vendedor 
la rescisión del contrato, abonándose por el comprador todos 
los gastos que satisfizo, ó rebajar una cantidad proporcional 
del precio, por los vicios ocultos ó gravámenes que sóbrela 
Qosa pesan, á juicio de P e r i t o s .

 ̂ Estas acciones no tienen nombre propio en nuestras an­
tiguas leyes; pero como emanación directa del derecho ro­
mano, conócense por los tratadistas con el nombre de r e d ib i­

to r ia  la primera, y e s tim a to r ia  ó q u a n ti m in o r is  la segunda;
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dándose respectivamente aquélla, ó sea la restitución de la 
cosa vendida, reparando-los daños y  menoscabos sufridos 
contra el vendedor de mala fe, y la e s t im a to r ia  en el caso de 
concurrir buena como mala fe. Son, por tanto, acciones que 
el comprador puede ejercitar potestativamente, eligiendo 
aquella que mejor convenga á sus intereses.

Conforme á lo expuesto, el vendedor será responsable de 
todos los defectos ó gravámenes ocultos que la cosa tenga 
ya, y disminuyan su valor y la hagan impropia para el uso 
á que naturalmente se la destine, siempre que racionalmente 
se presuma que de haberlos conocido el comprador no la ha­
bría adquirido ó hubiera dado un precio mucho menor que 
el entregado.

Sin embargo, ei Código hace una importantísima acla­
ración á esta materia. Si los defectos estuvieren manifiestos, 
ó no estándolo, si el c o m p r a d o r , p o r  r a z ó n  de su  oficio ó p r o ­
fe s ió n ,  tuviese obligación de conocerlos, no podrá hacer re­
clamación de perjuicios, por la prescripción legal de que 
no pudo ser engañado, cuando tan fácilmente debía co­
nocer el estado y valor de la cosa vendida. Este precepto 
tiene aplicación taxativa á los A r q u ite c to s , I n g e n ie r o s , M a e s ­

tro s  d e  obra s y  d em á s p e r s o n a s  q u e  in te r v ie n e n  en  la  c o n s ­
tr u c c ió n ,  los cuales por su profesión deben no ignorar lo que 
se estiman jurídicamente cargos ó gravámenes de un in­
mueble.

El Código seguramente sanciona la obligación de in­
demnizar, aun para el vendedor que al tiempo de la venta 
ignorase los vicios de la cosa vendida, á menos que se esti­
pulase lo contrario, y se probase la preexistencia de la buena 
fe en la persona del vendedor, por la razón de que el en­
gaño debe perjudicar tan sólo al que lo empleó.

El art. 1.486 viene á ser el punto de contacto entre los 
dos anteriores, en virtud de facultar al comprador para 
que éste opte entre desistir del contrato, devolviéndole el 
precio, ó ejercitar la acción estimatoria, para que se le re­
baje la parte proporcional al vicio ó gravamen oculto, según 
la correspondiente ta s a c ió n  p e r ic ia l .

Como anteriormente se ha dicho, si el vendedor obró de
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mala fe, ó sea conociendo los daños ocultos de la cosa ven­
dida , y ocultándoselos al comprador no Perito, éste goza de 
las mismas facultades que las mencionadas, pero como cas­
tigo á la malicia del vendedor podrá exigir de éste, aparte 
de la totalidad del precio entregado, la indemnización de 
los daños, perjuicios y menoscabos sufridos si optase por el 
ejercicio de la acción rescisiva por lesión.

Código c iv il.-L ib ro  cuarto.-Título IV.-C a pítu lo  W .- D e  la ca pa cid ad  

p a r a  co m p ra r  ó v en d er .
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Art. 1.459. No podrán adquirir por compra, aunque sea en 
subasta pxiblica ó judicial, por si ni por persona alguna in­
termedia:

1. El tutor o 231'otutor, los bienes déla persona ó jiersonas que 
estén bajo su tutela.

2. ° Los mandatarios, los bienes de cuya administración ó ena­
jenación estuviesen encarg’ados.

3. “ Los albaceas, los bienes confiados á su cargo.
 ̂4." Los empleados públicos, los bienes del Estado, de los Muni­

cipios, de los pueblos y de los establecimientos también públicos, 
de cuya administración estuviesen encargados.

Esta disposición regirá para los Jueces y P er ito s  q u e de cu al­
q u ier  m odo in terv in ieren  en la venta .

5.“ Los Magistrados, Jueces, individuos del Ministerio Fiscal 
Secretarios de Tribunales y Juzgados y Oficiales de justicia, los 
bienes y derechos que estuviesen en litigio ante el Tribunal en 
cuya jurisdicción ó territorio ejercieren sus respectivas funcio­
nes, extendiéndose esta prohibición al acto de adquirir pof 
cesión.

Se exceptuará de esta regla el caso en que se trate de acciones 
hereditarias entre coherederos, ó de cesión en pago de créditos ó 
de g'arantla de los bienes que posean.

La prohibición contenida en este núm. 5." comprenderá á los 
Abogados y Procuradores respecto á los bienes y derechos que 
fueren objeto de un litigio en que intervengan por su profesión y 
oficio.

Ì
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Libro cuarto.— Título I V — Capitulo I V — Sección tercera.-Párrafo 2 °
Del saneamiento por los defectos ó gravámenes ocultos de la cosa 
vendida.

Art. 1.484. El vendedor estará oblig'ado al saneamiento pol­
los defectos ocultos que tuviere la cosa vendida, si la hacen im­
propia para el uso á que se la destina, ó si disminuyen de tal 
modo este uso que, de haberlos conocido el comprador, no la ha­
bría adquirido ó habría dado menos precio por ella; pero no será 
responsable de los defectos manifiestos ó que estuvieren á la 
vista, ni tampoco de los que no lo estén si el comprador es un 
Perito que, por razón de su oficio ó profesión, debía fácilmente 
conocerlos.

Art. 1.485. El vendedor responde al coniprador del sanea­
miento por los vicios ó defectos ocultos de la cosa vendida, aun­
que los ignorase.

Esta disposición no regirá cuando se haya estipulado lo con­
trario, y el vendedor ignorara los vicios ó defectos ocultos de lo 
vendido.

Art. 1.486. En los casos de los dos artículos anteriores, el com­
prador podrá optar entre desistir del contrato, abonándoseles los 
gastos que pagó, ó rebajar una cantidad proporcional del precio, 
á juicio de Peritos.

2 .” A r r e n d a m ie n t o  de o b r a s  y  s e r v ic io s .

a) CONTRATO DE OBRAS Y DE SERVICIOS PROFESIONALES

N a tu r a le z a , c la se  y  r e q u is i to s .—El contrato de arrenda­
miento, eminentemente consensual, pertenece á la categoría 
de los principales; tiene, por consecuencia, vida propia, vida 
independiente, constituye derechos y crea obligaciones sin 
necesidad de otra convención que le sirva de base; por otia 
parte, sólo del consentimiento toma validez, y como bilateral 
perfecto, produce para cada uno de los contratantes deberes 
y obligaciones recíprocas.

Entrando en su definición ,diremos que es un contrato 
consensual, bilateral perfecto, por virtud del cual se trans­
fiere el uso de las cosas, se  v erifica  u n a  obra  ó se  p r e s t a  u n  
se r v ic io  m e d ia n t e  u n  p r e c i o ,  que recibe el nombre de renta,



inquilinato, alquiler, jornal, salario, según sea el arrenda­
miento de cosas ó de obras y servicios; convencionalmente, la 
retribución de las personas que ejercen profesiones liberales, 
recibe el nombre de honorarios, aun aquellos sujetos á 
arancel ó tarifa, que mejor pudiera denominárseles de­
rechos.

Los artículos 1.543 y 1.544 determinan las diversas ciases 
de arrendamientos, así como la condicionalidad del precio 
que los diferencia del comodato y la naturaleza de los ser­
vicios que los distingue del mandato.

El contrato de arrendamientos, en sus diversas manifes­
taciones jurídicas, guarda analogía con el de compraventa, 
pero no puede haber la menor equivocación entre ambos si 
se analizan los efectos de uno y otro.

Los contratos de compraventa y  arrendamiento paré- 
cense en su carácter consensual y en la entrega de un pre­
cio; pero el que es objeto de exposición, ni transflore el do­
minio de las cosas ni existe en los cotratantes la intención, 
el ánimo de desprenderse ó hacer suyas las cosas objeto de 
la convención, ni la entrega reviste el carácter de perpetui­
dad necesario para la adquisición del dominio; además, 
dadas las obligaciones del arrendatario de devolver las cosas 
en el mismo ser y estado, concluido el plazo por el que se le 
entiegaion, las fungibles no pueden ser arrendadas, porque 
suponiendo la entrega su uso y disfrute, dada su condición, 
necesariamente habrían de destruirse y no podrían ser de­
vueltas, sino otras de la misma especie y calidad, mientras 
que en la compraventa pueden ser objeto de la convención 
todas las que se encuentran en el convenio social.

Difei ónciase el arrendamiento del préstamo de uso ó co­
modato, en que este contrato es por esencia gratuito, y en el 
primero la renta, el alquiler, se imponen como requisito 
esencial, sin el cual no puede existir so pena de carecer de 
individualidad.

Peí o la semejanza más importante para nuestro objeto 
es la del mandato con la del arrendamiento de obras ó de 
servicios. En ambos, una ó varias personas realizan deter­
minados hechos á favor de una persona; en el mandato
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puede también existir la retribución ó el precio, convirtién­
dose, por consiguiente, en contrato bilateral perfecto; pero 
la diferencia estriba en que mientras el mandato se origina 
de la imposibilidad, sea cual fuere la causa, de atender el 
mandante á todos sus negocios, subroga sus derechos en de­
terminada persona para que éste los ejercite en su nombre, 
traspasando asi su libre facultad de hacer; en el arrenda­
miento de servicios no se traspasa la facultad de ejecutar 
ni se extiende la personalidad de la persona á cuyo favor se 
ponen los conocimientos cientiflcos ó los trabajos prácticos, 
sino que por la necesidad de servirse de ellos, y  siendo de 
precisión la realización del hecho para el objeto que se es­
tima necesario, han de retribuirse estos servicios personales 
mediante una paga ó merced que recibe el nombre de hono­
rarios, derechos, jornal, salario, etc., derivándose mutuas 
facultades y mutuas obligaciones, ya en cuanto á la entrega 
del precio, ya en el recibimiento del precio.

Son, pues, requisitos esenciales en este contrato la capa­
cidad en las personas, las cosas ó servicios sobre que recaen 
y el precio cierto, determinado que se entrega por el uso, 
por la ejecución de la obra ó por el servicio que se presta, 
haciendo con esto referencia á lo que se ha dicho al exponer 
los contratos en general.

Las personas que en este contrato intervienen reciben 
por regla general, salvo la especialidad de determinados 
hechos, los nombres de arrendador y arrendatario.

Siguiendo la definición del art. 1.546, llámase arrenda­
dor al que se obliga á ceder el uso de la cosa, ejecutar la 
obra ó prestar el servicio (amo, dueño, señor en algunos 
casos), y  arrendatario al que adquiere el uso de la cosa ó el 
derecho á la obra ó servicio que se obliga á pagar (inquilino 
en las casas ó predios urbanos, colono en las fincas rús­
ticas, alquilador en las muebles; asentista, contratista, em­
presario á la persona que se encarga de hacer ó construir 
alguna cosa, sea la construcción ó el servicio público ó pri­
vado; jornalero, sirviente, etc., si presta servicios persona­
les con dependencia directa del que le retribuye, etc.).

Como queda expuesto, el Código distingue dos clases de
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arrendamientos: el arrendamiento en sentido vulgar, ó sea 
el de bienes inmuebles, y el de obras y servicios. Xosotros 
sólo nos ocuparemos del segundo, considerando compren­
dido también en él el de servicios puramente profesionales, 
es decir, el contrato en que el Arquitecto ó Maestro de obras 
ejerce su función propia, ó sea la dirección facultativa de la 
obra, independientemente del convenio sobre su ejecución, y 
la peritación.

a) Obras por ajuste ó precio alzado.—Concepto y formas 
de su celebración.—Las obras por ajuste ó precio alzado son 
manifestaciones del arrendamiento de servicios, mediante el 
cual una persona dedicada á la construcción (Arquitectos, 
Maestros de obras, contratistas, etc.) se obliga á levantar 
una edificación mediante un precio que es la retribución de 
los servicios que se prestan y con sujeción á las condiciones 
estipuladas, plano comúnmente aceptado y piúncipios que 
informan la construcción.

Los artículos del Código civil pertinentes á esta materia 
no componen una doctrina homogénea y sistemática; por el 
contrario, expresan la diversidad de casos ó modificaciones 
que pueden intervenir en el contrato de construcción, y  pol­
endo, las diversas obligaciones del Arquitecto ó persona que 
hubiere de realizar las obras.

El Código admite para la ejecución de las obras los dos 
siguientes modos: 1.® Poner el Arquitecto ó persona cons­
tructora solamente su industria, su pericia, sus conocimientos 
facultativos, genuina manifestación del arrendamiento de 
servicios. 2.° Suministrar los materiales, además de sus cua­
lidades personales.

Por la primera forma de celebración, que es la más usada 
en la práctica, el arrendamiento de servicios manifiéstase 
pura y ostensiblemente; el facultativo, el perito, pone su 
inteligencia, su actividad, los conocimientos adquiridos á 
favor de la persona que representa el capital, entregándole 
ésta la parte cierta y determinada que se estipuló, y caso de 
no haber sido previamente convenida, sujetándose á las tari­
fas oficiales, ó en último caso, á la apreciación de los Tribu­
nales, previo el consiguiente dictamen pericial.
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Mediante la segunda, el ai'riendo guarda analogía con el 
contrato de compraventa, puesto que se entregan cosas cier­
tas, aparte del servicio, mediante retribución pecuniaria, lo 
que también sucedería si el constructor entregase á la per­
sona á cuyo servicio pone su industria el terreno sobre que 
se ha de levantar el edificio, pero estas expresiones de la 
libre voluntad de las partes en nada sustancial alteran la 
índole del convenio; refiérense únicamente á la mayor ó 
menor suma de numerario que haya de entregarse según se 
entreguen cosas y servicios, ó solamente éstos sean los com­
ponentes de la convención.

Derechos y obligaciones.—Aquí nos ocuparemos de los de­
rivados de la naturaleza del contrato y de las disposiciones 
del Código, no de las que las partes estipulen en virtud de 
la libertad consignada en el art. 1.255 del Código.

Las obligaciones de las partes en este contrato son las 
inherentes á su naturaleza y á la condición jurídica de las 
personas que en él intervienen. Asi, el Arquitecto ó Maestro 
de obras está obligado á dirigir las obras y vigilar los tra­
bajos, y á responder en su caso de las consecuencias de la 
mala dirección ó del vicio del suelo; el contratista está obli­
gado á ejecutar bien los trabajos y á responder de los vicios 
de construcción y del trabajo de las personas que ocupe en 
la obra por su cuenta; responsabilidades que estudiaremos, 
por su importancia, en párrafo separado.

Es obligación del dueño pagar el precio en el plazo esti­
pulado, y si no lo hubiere ó no existiere costumbre en con­
trario, á tenor del art. 1.599, al hacerse la entrega.

La entrega no ha de entenderse en el sentido estricto, 
sino en el de estar entregado el edificio, ó sea, aceptada y 
aprobada por el propietario. La razón es obvia: de. nada 
sirve que el contratista dé por terminada la obra, si el dueño 
de ella no la acepta ó la rechaza por encontrar algún vicio 
ó defecto.

Para evitar qué el propietario se valga, como excusa, de 
no estar hechas á su satisfacción, aun consignada la cláu­
sula en el contrato de que lo construido ó reparado queda 
sometido á la aprobación del dueño, caso de que éste no se
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dé por satisfecho, los Peritos decidirán si las condiciones 
del contrato de ajuste se han cumplido, razón derivada 
del principio jurídico que establece que el cumplimiento 
de los contratos no puede quedar al arbitrio de una de las 
partes.

Si la decisión se sometió á tercera persona, no interesada 
en el contrato, ésta resolverá sobre su admisión ó rechazo, 
toda vez que ejecuta un acto de arbitraje para el que los 
interesados le hayan elegido.

Aumento deprecio.—Considérasepor la ley como requisito 
fundamental el plano de la construcción, como base para la 
determinación de si ha de haber ó no aumento en el precio ó 
merced estipulada. El precepto obedece á los dictados de la 
lógica; en el contrato de arrendamiento de obras por ajuste ó 
precio alzado, aun revistiendo algunos caracteres de aleato­
rio, parte siempre del principio de la aceptación y aproba­
ción del plano; mediante este dato puede formarse el presu­
puesto ó coste de las obras, y calcular la mayor ó menor re­
tribución que el contratista ó Arquitecto puede percibir. Si 
por circunstancias económicas los jornales de mano de obra 
se elevan, ó los materiales se encarecen, cúlpese al azar, 
que siempre se manifiesta en el ejercicio de la actividad hu­
mana; corren, pues, á cuenta del constructor, por lo mismo 
que el abaratamiento y exceso de brazos puede dar lugar á 
mayor economía; pero si los mayores gastos se deben á la 
alteración del plano, del proyecto de obra, como la sustan- 
cialidad de la variación redundará en beneficio del dueño, 
toda vez que puede suponer mejor distribución y mayor co­
modidad ó belleza, máxime cuando han convenido las partes 
en la modificación, entonces cabe exigir el aumento. Asi lo 
establece el art. 1.593 del Código.

Besponsabilidad del Director facultativo de las obras {Ar­
quitecto y Maestro de obras) y del contratista.—Expuestas las 
formas de celebración del contrato de obras y servicios, el 
Código estudia las responsabilidades derivadas del mismo, 
que, como se comprende,'serán obligatorias en los casos de 
no haberse estipulado otras por las partes para la resolución 
de las cláusulas ambiguas ó dudosas. Existiendo convenio
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especial sobre la responsabilidad, á él deberán atenerse las 
partes interesadas.

Como regla general aplicable á todas las convenciones 
humanas, los pactos deben cumplirse según se desprenda de 
la voluntad de las partes, sujetándose en un todo á las esti­
pulaciones establecidas por el común acuerdo; asi, por vía 
de ejemplo, el constructor debe someterse al plano apro­
bado, empleando buenos materiales y para que su duración 
se halle en razón directa de los usos á que se la dedica, 
ajustándose á las reglas científicas para la estabilidad y 
perfecto estado de lo edificado; en una palabra, cumplir con 
los deberes facultativos íntimamente ligados con los mo­
rales.

Concretándose el Código á las diversas responsabilidades 
del constructor, afirma que si en éste concurre dualidad de 
prestar los servicios y poner los materiales, y antes de veri­
ficarse la entrega de la obra, ésta se destruyese, la, pérdida 
será para el contratista ó constructor, ya que el contrato, si 
bien se perfecciona por el mutuo asenso, se consuma por la 
entrega de las cosas, salvo, dicho se está, si hubiere habido 
morosidad por parte del dueño de lo construido, ó sea cuando 
por la persona á quien se hubo de hacer la entrega retrasó 
ésta sin justa causa, ya por mala fe, ó ya debido á la volun­
tad negligente.

La razón de esto es que el fin de la entrega es precisa­
mente asegurarse el propietario de si hay ó no defectos im­
putables á faltas del contratista. Si el propietario la recibe 
sin hacer manifestación alguna, este hecho precisa interpre­
tarlo en el sentido de que no hay vicio alguno.

Esto no ofrece duda en el caso de que los defectos ó vicios 
causa de la destrucción pueden ser reconocidos antes ó al 
tiempo de la verificación.

Los tratadistas de Derecho sostienen opiniones contra­
rias acerca de este particular; nosotros nos inclinamos á la 
de que es responsable el contratista por los vicios originados 
por su culpa, aunque se manifiesten posteriormente á la en- 
trega.de la obra, porque si bien ésta (la entrega) exime de 
responsabilidad en general al contratista, en cuanto su con-
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sumación supone la conformidad del propietario, como dice 
muy bien Laurent, no se aprueba lo que no se conoce, y no 
se renuncia á un derecho cuando se ignora su existencia.

Al recibir el propietario la obra, claro es que se supone 
que está conforme con ella; pero no es posible presumir la 
conformidad en vicios ó defectos no conocidos, y  por tanto, 
inexistentes legalmente. Lo que sí precisa decir es que al 
propietario incumbirá demostrar que esos vicios son debidos 
á causas anteriores á la entrega é imputables al contratista.

^Cuánto tiempo durará en este caso la acción de reclamar 
contra el contratista? El Código no señala plazo ó término 
especial; luego hay que acudir á las reglas generales sobre 
la prescripción. Trátase de una acción personal; por tanto, 
con sujeción al art. 1.964, se extinguirá á los quince años, 
contados,, en nuestro criterio, desde que se conocieren los 
defectos ó se destruyese la cosa. Fundámonos para esto en 
que, según el art. 1.969, el tiempo para la prescripción de 
toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial 
que otra cosa determine, se contará desde el día en que pu­
dieron ejercitarse. Como en el caso que nos ocupa no hay 
momento señalado especialmente, es lógico deducir que el 
tiempo ha de contarse desde que se conocieron los defectos 
ó se destruyó la construcción á causa de ellos, puesto que 
hasta entonces no pudieron ser ejercitados por no cono­
cerse.

Por el mismo principio, el que solo presta su trabajo ó su 
industria, no puede reclamar aumento del precio, merced ó 
estipendio establecido si se destruye la obra; si la destruc­
ción se verifica por la mala calidad de los materiales, dice el 
Código y el constructor hubiese advertido oportunamente 
al dueño del riesgo que corre la construcción, la responsa­
bilidad corresponde á éste.

Este caso, que á pesar de estar consignado en la ley, no 
ha de presentarse en la práctica, parécenos que no debía 
excusar la responsabilidad del constructor, porque tanto por 
los conocimientos cientificos del Arquitecto y del Maestro de 
obras, como por la dignidad profesional de tan respetables 
clases, creemos nuevamente que no han de prestar su con-
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curso ni su actividad para levantar una construcción, cual­
quiera que fuese su importancia, que ha de derrumbarse 
apenas concluida, y donde, á no ser por personas peritas, 
podrá investigarse si el hundimiento ó la destrucción de- 
biase á defectos de estabilidad ó á la viciosa condición de 
los materiales. Las reglas de morosidad, para no volver á 
repetir este concepto jurídico, aplicanse en todos los casos 
y con igual extensión á todas las obligaciones que suponen 
la entrega de una cosa; por consiguiente, habiendo demora, 
los perjuicios recaerán en quien incurra en ella.

Habrá morosidad, tanto en el caso del art. 1.589 como en 
el 1.590, cuando el propietario se niegue á recibirla, ya ex­
presa, ya tácitamente, ó dilate su aceptación, después de 
requerido á ésta por el contratista.

En este supuesto, hay negligencia ó culpa por parte del 
propietario y éste debe responder de ella.

El art. 1.591 establece la responsabilidad del Arquitecto 
y del contratista por ruina de la construcción, distinguiendo 
respecto de uno y otro; el primero responde si la ruina se 
debe á vicio del suelo ó de la dirección, el segundo si trae 
causa de un vicio de construcción. El artículo no impone una 
responsabilidad única y solidaria á las disposiciones indica­
das, sino que diferencia la de uno y otro.

Esta diferencia obedece á la diversa función de uno y otro: 
técnica y directiva esencialmente la del Arquitecto ó Maestro 
de obras titular, económica y ejecutiva ¡a del segundo.

El Arquitecto responde del vicio del suelo porque debe 
conocerle antes de comenzar á construir y responder desde 
entonces de los vicios que tenga. Si los ignora es responsable 
por negligencia; si los conoce y no lo advierte al propietario, 
responde por culpa, puesto que debe advertirlo á éste y 
rehusar construir.

En cuanto á la responsabilidad por vicios en la dirección, 
no ofrece duda, puesto que dirigir la construcción es la mi­
sión propia, la función técnica y profesional del Arquitecto.

El contratista responde de los vicios de la construcción, 
concepto difícil de determinar, porque tales vicios bien 
pueden proceder de una mala dirección facultativa. Aunque
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no es posible í’jai’ una regla general, creemos que por vicios 
de construcción se entienden los referentes á los materiales 
empleados y á la ejecución de los trabajos.

Repetimos que no es fácil deslindar ambos campos, por­
que en la jurisdicción, por decirlo asi, del Arquitecto ó del 
Maestro de obras cae la inspección de los trabajos, y si éstos 
no se practican con arreglo á lo que dispongan la ciencia, 
el arte ó la ley, debe corregirlo y enmendarlo el facultativo.

En la construcción de un edificio y con referencia al 
articulo 1.591, pueden presentarse dos casos distintos. Cabe 
que el dueño celebre el contrato de arrendamiento de la 
obra con una persona y además designe el Arquitecto ó 
Maestro de obras de ella, y puede ocurrir que acuerde con 
el contratista la ejecución de la obra y éste nombre libre­
mente el facultativo. ¿Será aplicable igualmente en ambos 
casos la doctrina del art. 1.591? Parécenos que hay que dis­
tinguir: en el primer caso (designación del facultativo por 
el propietario), como el dueño del edificio celebra un con­
trato con el facultativo en cuanto á la dirección de la obra 
y con el contratista respecto de su ejecución, nace una rela­
ción jurídica con relación á los dos, y por lo tanto, acción 
directa contra ellos en la forma qne marca el repetido ar­
ticulo 1.591, es decir, bifurcada, ó sea contra el contratista 
por vicios de construcción, y contra el facultativo por vicios 
del suelo ó de la dirección. En el segundo (celebración del 
contrato de ejecución de las obras con una persona la cual 
designe el facultativo), como el propietario no.ha realizado 
convenio alguno con el Arquitecto ó Maestro de obras Direc­
tor, no tiene con él vínculo jurídico ninguno y consiguiente- 
teniente carece de todo derecho y acción contra él; podrá y 
deberá dirigirse contra el contratista, cualquiera que sea la 
causa de la ruina del edificio, el cual repetirá en su caso 
contra el facultatiim si la ruina se debiere á culpa de éste.

El artículo, repetimos, no establece la distinción aca­
bada de sentar; pero entendemos que debe hacerse , porque 
pueden presentarse las dos modalidades, los dos estados ju ­
rídicos que se mencionan, variedad que requiere y exige 
solución también diversa.
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El precepto legal que estudiamos (art. 1.591) habla sólo 
del Arquitecto, pero no cabe duda que es pertinente al 
Maestro de obras titular , puesto que por la legislación (de­
creto de 8 de Enero de 1870) (1) está equiparado á aquél.

El Código señala también la duración de la responsabi- 
Edad del Arquitecto (y Maestro de obras) y del contratista: 
diez años desde que concluyó la construcción, estofes, si 
se arruinare durante ese término. Si la causa fuere la falta 
del contratista á las condiciones del contrato, la acción 
dura quince años, también desde la ruina, ó sea mayor 
tiempo, porque aqui hay ya mala fe por parte del contratista 
al faltar voluntariamente á lo estipulado.

Esta distinción que hace el Código viene á confirmar la 
hecha antes por nosotros, porque señala especialmente el 
caso de la responsabilidad del contratista por faltar á las con­
diciones de lo estipulado.

Conviene advertir que el Código habla sólo de ruina, pa­
reciendo aludir únicamente al caso de la destrucción total 
del edificio, á su derrumbamiento, excluyendo el caso de 
una destrucción parcial. De las palabras del articulo hay 
que deducir que la responsabilidad no existirá en el caso 
de ruina parcial del edificio, aunque, por principios de jus­
ticia, es de suponer que regirá el articulo aun cuando se 
destruya parte del edificio si lo demás resulta inservible, ó 
si se arruina parte del edificio ó de la construcción, consti­
tutiva de un todo, es decir, de una construcción que forme 
un edificio ppr si (un cenador, un templete, un pabellón, etc.).

Otra responsabilidad del contratista es la determinada 
en el art. 1.596, ó sea la de responder del trabajo ejecutado 
por las personas que ocupare en la obra. La disposición re­
fiérese indudablemente al personal subalterno; pero los tér­
minos generales en que se encuentra concebido no excluye 
á nadie. Este precepto viene á corroborar, en cierto modo, 
lo dicho respecto de la responsabilidad del art. 1.591 en el 
caso de que el propietario haya celebrado el convenio acerca 
de la construcción del edificio con el contratista y éste haya
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hombi-ado director facultativo, puesto que, ampliando el es­
píritu del art. 1.596, el contratista deberá responder del tra­
mojo ejecutado por el Arquitecto ó Maestro de obras desig­
nado por él.

Diremos, por último, que la responsabilidad consistirá en 
la indemnización de los daños y perjuicios, ó sea en el valor 
de la pérdida sufrida, así como en el de los beneficios (al­
quileres) dejados de percibir ó tenidos que satisfacer por no 
podej ocupar el edificio, seg’ún tasación pericial y demás 
pruebas suministradas.

Responsabilidad del dueño de la obra.-—Siendo el contra­
tista el que contrata á los que trabajen en la obra y el que 
ajusta los materiales, él debe responder del precio de éstos 
y del trabajo. Pero si no lo abona, para evitar el perjuicio 
inherente al propietario de satisfacer responsabilidades que 
no contrajo, el Código restringe la acción para reclamar del 
dueño lo adeudado por el contratista á la cantidad no perci­
bida por éste al tiempo de dirigirle la reclamación de lo no 
pagado por los operarios ó almacenistas; lo contrario sería 
una subrogación personal, que no puede verificarse donde 
las obligaciones son distintas, donde los servicios se retribu- 
yen, y jjor último, donde la personalidad de uno de los con­
tratantes no se hace extensiva á los convenios que el repre­
sentante celebre, por no existir contrato de representación 
ó mandato.

Terminación del contrato.—Ln terminación lógica y  na- 
tui al es poi la realización de las obligaciones propias de 
cada una de las partes que en él intervienen, ó sea: por la 
del contratista, la construcción de la obra, y por la del dueño, 
el pago del precio convenido ó del señalado en la tarifa, una 
vez aprobada la obra.

Aparte de este modo general, existen otros especiales del 
contrato que nos ocupa.

El art. 1.594 concede al dueño (arrendador en sentido 
estricto) la facultad de desistir de las obras, aunque éstas 
se hallen en construcción, indemnizando al contratista de 
todos los desembolsos, trabajo y utilidades que pudiera ob­
tener. Por consiguiente, la analogía existe en la facultad de

TOM O II 3 ^
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revocar el contrato, sea cual fuere el estado de las obras, 
caso idéntico al del demandante con respecto al mandatario, 
con la subsiguiente indemnización, cualidad inherente á 
todo hecho que cause perjuicio; en el contratista no es tan 
lato el derecho de rpvocación; necesitará justificar que el 
desestimiento se funda en no poder terminar la construcción 
por causas ajenas á su voluntad, cuestión de hecho que, caso 
de litigio, habrá de probarse ante los Tribunales.

El Código dispone que cuando este contrato tenga carác­
ter personalísimo, es decir, cuando se ha celebrado el conve­
nio teniendo tan solo en cuenta las circunstancias persona­
les del constructor, falleciendo éste, el contrato se rescinde. 
Este caso, consignado como especial en el Código, es común 
á todos los servicios personales: muerta la persona que los 
presta, extinguido el fin, se extingue el medio necesario 
para la prestación; asi que, contrátese ó no en atención á 
sus prendas personales, la extinción, la resolución del con­
trato será la misma.

En ambos casos, el propietario abonará á los herederos 
del constructor la parte proporcional de precio convenido ó 
del valor de las obras ejecutadas, asi como de los materia­
les empleados en la construcción ó preparados y en depósito 
para ser utilizados; reglas todas de equidad, para no con­
vertir los accidentes imprevistos é inevitables en medio de 
lucro para la persona del dueño.
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Código civil.—Lib. IV.—Tit. VI.—Del contrato de arrendamiento.

Art. 1.542. El arrendamiento puede ser de cosas, o de obras ó 
de servicios.

Art. 1.543. En el arrendamiento de cosas, una de las partes se 
obliga á dar á la otra el goce 6 uso de una cosa por tiempo deter­
minado y precio cierto.

Art. 1.544. En el arrendamiento de obras ó servicios, una de las 
partes se obliga á ejecutar una obra ó á prestar á la otra un servi­
cio por precio cierto.

Art. 1.545. Los bienes fungibles que se consumen con el uso no 
pueden ser materia de este contrato.
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Libro X. Tit. id.—Cap. III.—Del arrendamiento de obras 
y servicios.
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S e e o i ó n  .<^e;?iin€l;i.

De las obras por ajuste ó precio alzado.

Art. 1.5b8. Puede contratarse la ejecución de una obra convi­
niendo en que el que la ejecute ponga solamente su trabajo ó su 
industria, ó que también suministre el material.

Art. 1.589. Si el que contrató la obra se obligó á poner el ma­
terial, debe sufrir la pérdida en el caso de destruirse la obra antes 
de ser entregada, salvo si hubiese habido morosidad en reci­
birla.

Art. 1.590. El que se ha obligado á poner sólo su trabajo ó in­
dustria, no puede reclamar ningún estipendio si se destruye la 
obra antes de haber sido entregada, á no ser que haya habido mo­
rosidad para recibirla, ó que la destrucción haya provenido de la 
mala calidad de los materiales, con tal que haya advertido opor 
tunamente esta circunstancia al dueño.

Alt. l.o91. El contratista de un edificio que se arruinase por 
v'icios de la construcción, respondo de los daños y perjuicios si la 
ruina tuviere lugar dentro de diez años, contados desde que con­
cluyó la construcción; igual responsabilidad y por el mismo tiem­
po, tendrá el Arquitecto que la dirigiere, si se debe la ruina á vicio 
del suelo ó de la dirección.

Si la causa fuere la falta del contratista á las condiciones del 
contrato, la acción de indemnización durará quince años.

Alt. 1..592. El que se oblig’a á hacer una obra por piezas ó por 
medida, puede o.vigir del dueño que la reciba por partes y que la 
pague en proporción. Se presume aprobada y recibida la parte sa­
tisfecha.

Art. 1.593. El Arquitecto ó contratista que se encarga por un 
ajuste alzado de la construcción de un edificio ú otra obra en vista 
de un plano convenido con el propietario del suelo, no puede pedir 
aumento de precio aunque se haya aumentado el de los jornales ó 
materiales; pero podrá hacerlo cuando se haya hecho algún cam­
bio en el plano que produzca aumento de obra, siempre que hu­
biese dado su autorización el propietario.

Art. 1.594. El dueño puedo desistir por su sola voluntad de la 
construcción de la obra, aunque se haya empezado, indemnizando
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al contratista de todos sus gastos, trabajo y utilidad que pudiera 
obtener de ella.

Art. 1.Ó95. Cuando se ha encargado cierta obra á una persona 
por razón de sus cualidades personales, el contrato se rescinde pol­
la muerte de esta persona.

En este caso, el propietario debe abonar á los herederos del 
constructor, á proporción del precio convenido, el valor de la 
parte de obra ejecutada, y de los materiales preparados, siempre 
que de estos materiales reporte alg-ún beneficio.

Lo mismo se entenderá si el que contrata la obra no puede 
acabarla por alguna causa independiente de su voluntad.

Art. 1.E96. El contratista es responsable del trabajo ejecutado 
por las personas que ocupase en la obra.

Art. 1.597. Los que ponen su trabajo y materiales en una obra 
ajustada alzadamente por el contratista no tienen acción contra el 
dueño de ella, sino hasta la cantidad que éste adeude á aquél 
cuando se hace la reclamación.

Art. 1.5t8. Cuando se conviniere que la obra se ha de hacer á 
satisfacción del propietario, se entiende reservada la aprobación, 
á falta do conformidad, al juicio pericial eorre.spondiente.

Si la persona que ha de aprobar la obra es un tercero, se estará 
á lo que éste decida.

Art. 1.599. Si no hubiere pacto ó costumbre en contrario, el 
precio de la obra deberá pag-arse al hacerse la entrega.

Art. 1.600. El que ha ejecutado una obra en cosa mueble, tiene 
el derecho de retenerla en prenda hasta que se le pague.

Jurisprudencia.

Sentencia de 8 de Octubre de 1861 .—Rescisión del contrato por 
mnerte del encarrjado de ejecutar la obra.—Aunque en la ley 9.̂ , 
titulo VIII de la Partida 5.", so ordena que si los menestrales que 
estuviesen encargados de alguna obra por precio cierto fallecie­
sen sin concluirla, sus herederos tienen el derecho de verificarlo, 
dando oti’o menestral, tan idt>neo como el finado, esta disposición 
de la ley se ha entendido siempre limitada á las obras puramente 
mecánicas; siendo doctrina constantemente admitida por la juris­
prudencia que cuando se encarga una obra á determinada persona 
por razón do su industria ó de sus cualidades personales, al falle­
cimiento de esa persona se rescinde el contrato, por faltar lo que 
constituye su verdadero objeto, no pasando, per tanto, á los here­
deros la obligación ni el derecho, de continuar la obra, si bien le

i i
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tienen á que por el dueño de ella se les abone el valor de la ¡jarte 
ejecutada y el de los raa.teriales preparados que puedan ser de 
utilidad á dicho dueño (1).

Sentencia de 20 de Octubre de 1869.—Obligación de pagar el 
precio de la obra.—Aquel en cuyo beneficio redunda una obra 
ejecutada debe pagar el costo de ésta, mucho más cuando encargó 
á la persona ejecutante que la hiciera.

Sentencia de. 22 de Noviembre de 186,9.—Precio de las obras 
cuando no consta señalado en el contrato.—Cuando la Sala estima, 
en vista de las pruebas aducidas, que existe un contrato de obras, 
si no se señala en él el precio de las mismas, debe estarse por ej 
que designen los Peritos de conformidad.

Sentencia de 21 de Febrero de 1871.—Cumplimiento de las ba­
ses estipuladas para la ejecución de las obras —La cuestión sobre 
si se han cumplido las bases estipuladas parala ejecución de unas 
obras, es de hecho, sujeta, por tanto, á la apreciación del Tri­
bunal.

Sentencia de 27 de Agosto de 1874.—Improcedencia del abono 
de cantidad por dirección y administración cuando en el contrato 
se señala una cantidad alzada por todos conceptos.—Si en un con­
trato de obras no se estipuló abono alguno á favor del empresario 
por razón de dirección y administración, sino que se fijó una sola 
cantidad alzada por todos conceptos, no puede atribuirse á la sen- 
encia infracción del contrato por no estimar dicho abono.

Sentencia de 11 de Diciembre de 1874.—Obligación de esperar 
á la terminación de los trabajos para la liquidación final de cuen­
tas, si no se hace el ajuste por unidad de obra, sino por tanto alza­
do.—Si en un contrato de.construcción no se h.ace el ajuste por 
unidad de obra, fijando una sola cantidadpor la totalidad de ellas, 
no hay derecho ni términos hábiles para exigir mes por mes pagos 
definitivos y enteramente conformes al valor de los-trabajos ejecu­
tados, debiendo reservarse necesariamente el arreglo final do 
cuentas para la terminación de los trabajos.

Sentencia de 7 de Noviembre de 1881.—Aumento de precio por 
modificaciones en los proyectos de construcción. S i  resulta de 
autos que la cuenta de honorarios preseiitada por el Arquitecto, la 
cual ha sido también objeto de discusión y del fallo reclamado, si 
bien no se ajusta al primitivo presupuesto, está en relación con el 
coste total de las obras, que es lo que debe servir de base para las

I . (1) Doctrina del avt. 1.595 del Código.
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reclamaciones de esta Indole, siempre que por conformidad de los 
interesados se introduzcan variaciones do importancia en los pro_ 
yectos de construcción, cuya circunstancia concurre en el caso de 
que se trata, á juicio de la Sala sentenciadora; al ordenar el pago 
de esa cuenta no se infringe en la sentencia la tarifa de honorarios 
de la Iteal Academia de San Fernando, aprobada por Keal orden 
de 24 de Mayo de 1854, y mandada reproducir por otra de 24 de 
Mayo de 1858.

Sentencia de (i de Julio de 1882.—Abono del coste de obras.— 
Si la sentencia no condena al pago de cantidad determinada, sino 
que, teniendo en cuenta los limites de la obligación del demandado, 
k quien, según informe del Arquitecto que reconoció las obras, se 
exige el pago de algunas que jnieden no ser de su cargo, declara 
que debe satisfacer solamente el importe legitimo de las que de 
su cargo sean, en cuanto no excedan de la suma reclamada en la 
demanda, cuyo pronunciamiento es favorable al demandado y ori­
gina la previa liquidación que deberá hacerse al ejecutar la sen­
tencia, no se infringe el art. 1.092 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, que declara que procede el recurso de casaciún cuando 
en el fallo se otorga más de lo pedido.

Sentencia de 27 de Marzo de 1888.—Cumplimiento de un con­
trato de construcción de obras.—Indemnización de daños y perjui­
cios al propietario.—La voluntad de las partes contratantes es la 
ley especial á que hay que atenerse para reguilar sus respectivos 
derechos y obligacione.s.

Habiéndose pactado jmr el propietario y el Arquitecto en un 
eontrato de construcción de una casa, que en el caso de convenir 
al primero alterar alguna jíarte del proyecto, se arreglarla, previo 
conuin acuerdo, y antes de la ejecución, el concepto correspon­
diente de dicho proyecto á la modificación introducida, si no consta 
que por voluntad manifiesta de ambos contrayentes se haya arre­
glado, cambiado ó adicionado el proyecto, es forzoso reconocer 
que las obras practicadas, sean ó no distintas de las proyectadas 
en un principio, caben perfectamente en las condiciones económi­
cas del mencionado contrato y no alteran ni pueden alterar el 

-precio convenido.
La yoluntad de las partes se aclara en su caso y se demuestra 

por sus hechos posteriores.
En el caso del expresado contrato, siendo como son distintos los 

efectos de las obras practicadas por administración de las que se 
realizan á destajo, es obvio que al disponer la Sala sentenciadora 
que para la liquidación ordenada so tome en cuenta la cantidad



presupuestada, cou aumento ó rebaja respectivamente de la dife­
rencia de precio que resulte en los materiales empleados, seguin 
sean de mejor ó peor calidad, y se abone al Arquitecto la diferen­
cia también del precio entre los trabajos ejecutados y los presu­
puestos, interpreta con error el contrato de construcción é infringe 
por consiguiente el principio de derecho pacta sunt aervanda, y la 
jttrisprudencia con éste concordante.

Segiin dispone la ley rinica, tit. XLVII, lib. 7.“ del Código vi­
gente en Cataluña como derecho supletorio, cuando fuere incierta 
la cantidad ó la cosa en materia de indemnización, los Jueces que 
conozcan de los pleitos deberán averiguar en qué consiste la reali­
dad del daño ó del lucro para ordenar su abono.

La Sala sentenciadora infx-ing'e aquella ley al g’raduar abierta­
mente la indemnización debida al propietario de una finca en cons­
trucción, por la suspensión de las obras durante un interdicto que 
promovió el Arquitecto contratista, partiendo la Sala de un per­
juicio ideal que hace ilusoria la condena y no guarda relación con 
las pérdidas sufridas por el propietario ni con el lucro impedido, 
que no consiste ni puede consistir en el interés de las cantidades 
entregadas al contratista y que no haya éste invertido en la cons­
trucción de la casa.

Sentencia de 0 de Octubre de 1889.—Improcedencia del ali­
mento del precio de la ejecución de la obra por no exixtir conve­
nio especial acerca de tal extremo y por faltar el contratista á lo 
estipulado.—La voluntad de las partes contratantes es la ley es­
pecial á que hay que atenerse para regular sus respectivos dere­
chos y obligaciones, siempre que lo convenido esté conforme con 
las leyes y la moral.

Si en el contrato celebrado entre el recurrente, contratista, y la 
recurrida, propietaria, para la ejecución de obras en un teatro se es" 
tipuló de una manera expresa en su cláusula 4.“̂ que serla de cuenta 
de la propietaria, y como más precio, todas las obras y aumentos 
que hubiese, fijándoles los imecios antes de darse principio á su 
ejecución y estampándolos en el contrato, convenidas las obras en 
el precio alzado de mil ])esetas y las maderas del teatro viejo, no 
hay términos hábiles para que al constructor se le abone la canti­
dad qrie pide por la construcción de palcos en vez de plateas, ya 
porque no cumplió por su izarte con lo convenido en la cláusula 4.‘'‘ 
de que queda hecho mérito, ya también porque no ha probado, á 
juicio de la Sala sentenciadora, la existencia del contrato privado 
que supone modificó lo convenido en un princÍ2fio sobre ei par­
ticular.
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Sentencia de 33 de Octubre de 1890.—Improcedencia de la rê  
clamación del precio integro de la.'i obras por el contratista por la 
construcción imperfecta de las obras.—Abono de las que redunda­
ron en beneficio del dueño.—Segiui el recto sentido de las-leyes 16 
y 17, tít. VIII, Partida 5.% en el contrato de arrendamiento de 
obras carece el empresario ó contratista de acción para reclamar 
en juicio el pag-o integro del precio, cuando,por su parte deja do 
cumplir su principal obligación, que es la de construir bien y flel- 
iiiente la obra arrendada; y estimándolo asi la Sala sentenciadora, 
no infringe aquellas leyes, y tampoco la 31, tit. XXXII, Par­
tida S.“, que se refiere á las responsabilidades penales de los em­
presarios de obras, ni por imponer en el caso expuesto al contra­
tista las costas, la ley 8.“̂, tit. XXII, Partida 3."’

Al resolverse en la sentencia sobre el conjunto de relaciones 
jurídicas que emanadas del contrato se crearon por el estado de 
incumplimiento á que ambas partes lo habiau llevado implícita­
mente, se reconoce al contratista y demandante su derecho al va­
lor de las obras por el mismo ejecutadas y que hayan redundado 
en provecho del demandado y dueño de aquéllas, si se-condena 
al primero á indemnizar los daños y perjuicios ocasionados, asi 
por la demora como por la imperfecta construcción de la obra, 
pues consistiendo el perjuicio por este ríltimo concepto en la dife­
rencia que resulte entre el precio convenido y lo que costó al 
dueño, computándose como coste la parto del precio por el mismo 
satisfecha, y lo que invirtió en reparaciones, resulta necesaria­
mente abonado aquel valor, sin que ning’una de las partes intere­
sadas resulte enriquecida torticeramente en perjuicio de la otra, 
y sin que por lo mismo se infrinja la regla 17, tít. XXXIV, Par­
tida 7.“'

Sentencia de 20 de Marzo de 1803 (1).—Responsabilidad del 
Arquitecto del cumplimiento de las reglas generales de su profe­
sión é irresponsabilidad de las obligaciones propias del contra­
tista.—El Arquitecto encargado de la dirección de ama obra eje­
cutada por un contratista, no es solidario en las obligaciones de 
éste, y sólo responde del cumplimiento de las reglas generales de 
su profesión, en armonia con la naturaleza de la obra y con suje-

'1

.Vil

(1) Celebrado un contrato para la construcción de varias casas, el 
dueño entabló demanda contra el Arquitecto por creer que éste había 
alterado el pliego de condiciones. Justificadas las reformas, el Tribu­
nal absolvió al facultativo, dejando al dueño á salvo su derecho para 
ejercitarlo, si fuere posible, contra el contratista.



cióu á los planos facultativos previamente aprobados por el dueño 
de la edificación, salvo estipulación en contrario, lo cual no resulta 
en este caso.

Según aprecia la Sala sentenciadora por el resultado de las 
pruebas, las variaciones introducidas en los planos y autorizadas 
por el dueño de la obra, eran exigidas jjara la seg’uridad de la 
edificación ó impuestas por la topografía del terreno; otros reparos 
eran originados por falta de expresión en el pliego de condiciones 
del contrato de construcción que el propietario recurrente celebró 
con el contratista, .y las casas, en su forma, dimensiones y estruc­
tura general, corresponden á los planos que han servido de base, 
están construidas sólidamente, y tanto por esto, cuanto por las 
demás condiciones de distribución y disposición interior, las con­
sidera perfecta y cómodamente habitables; de todo lo cual se de­
duce que el Arquitecto ha cumplido bien y fielmente los deberes 
de su profesión; y al estimarlo asi, el fallo recurrido infringe la 
ley 1.”', tit. I, lib. X de la Novísima Recopilación.

Carece de aplicación en este pleito la ley 21, tit. XXXII, Par­
tida 3.“, que invoca el recurso como único fundameuto del se­
gundo motivo, porque esta ley fija las obligaciones y determina las 
responsabilidades do los que toman á su cargo obra q u e  s e  d e r r i ­

b a s e  ó  s e  m o v i e s e  a n t e s  q u e  s e  a c a b a s e ,  ó  q u i n c e  a ñ o s  d e s p u é s  q u e  

f u e s e  f e c h a ,  cuando la causa del detrimento ó la ruina proveng’an 
230r m e n q u a  ó  c u l p a  o  p o r  f a l s e d a d  d e  a q u e l l o s  q u e  e r a n  p u e s t o s  

p a r a  f a c e r l a s ;  y aquí no se trata de las condiciones de solidez y 
firmeza de los edificios, reconocidas por la sentencia y no negadas 
por las partes; y si sólo de desperfectos li omisiones en los deta­
lles de construcción, que podrían ser imputables al contratista.

b )  H O N O R A R IO S D E LO S A R Q U IT E C T O S
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Los honorarios de los Arquitectos, mejor dicho derechos, 
toda vez que se hallan sujetos á tarifa, aprobados por Real 
orden de 24 de Marzo de 1854, y confirmados por la de 31 de 
Mayo de 1858, forman la legislación vigente en la materia. 
Antes de la publicación de la tarifa de honorarios existían 
en la Academia de San Fernando reglas convencionales para 
dirimir las cuestiones á que diese lugar la impugnación de 
las cuentas presentadas por los Arquitectos; con este objeto, 
y para velar por el buen nombre profesional de los faculta­



tivos encargados de la construcción civil, se reprodujo y pu­
blicó la tarifa que se inserta, para que, mediante su pro­
mulgación oficial, fuese de todos conocida.

Como complemento necesario, las tarifas de honorarios 
para la medición, tasación de fincas procedentes de la des­
amortización civil, así como los derechos por medición y 
deslinde de edificios del Estado, incluidas en sus respectivos 
lugares y con los indicados epígrafes, forman, como nueva­
mente decimos, el complemento, la regla .práctica para la 
exacción de honorarios á la tarifa general.

Los Maestros de obras, dada la carencia de un Arancel 
especial para estos constructores, per oáben sus honorarios en 
la misma cuantía y proporcionalidad que la de los Arquitec­
tos, ya que la base regulatoria de sus trabajos es la misma.

Como un dato aclaratorio digno de tenerse en cuenta, se 
inserta la Real orden de 14 de Diciembre de 1882 y la de 4 
de Diciembre de 1883 referente á los aranceles judiciales.
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Real orden de 24 de Marzo de 1854. — Tarifa de honorarios 
de los Arquitectos (1).

Real orden de 31 de Mayo de 1858. —Tarifa de los honorarios 
de los Arquitectos.

El Presidente de la Real Academ ia de Nobles Artes de San 
Fernando se ha dirigddo á este Ministerio exponiendo la inobser­
vancia que se advierte en repetidos casos de la tarifa especial de los 
honorarios que corresponden á los Arquitectos por los trabajos de 
su profesión, aprobada por Real orden de 24 de Marzo de 1854, re­
bajándose arbitraria y discrecionalmente las cuentas que presen­
tan, y lastimando con ello á la vez los intereses y  el decoro de tan 
honrosa profesión, cuyos servicios artistico-cientiftcos nunca pue­
den apreciarse por el tiempo que invierten. En su consecuencia, y  
deseando S. M. que no se menoscaben los legítimos derechos de-

(1) No se publicó en la Colección legislativa, por cuyo motivo se 
reprodujo en la de 81 de Mayo de 1858, que se inserta.



— 539 -

clarados á los Arquitectos por la referida Real orden, ha tenido 
á bien mandar que se reproduzca la publicación de la mencionada 
tarifa en el Botetin Oficial de la provincia, y encarg’ando á V. S. 
que prevenga á los Ayuntamientos, Coiqioraciones y particulares 
de la misma su puntual observancia.



T A R I F A  DE LOS HONORARIOS QUE DEBERÁN PERCIBIR LOS ARQUITECTOS DE LA RE AL ACADEIVIIA DE SAN FERNANDO POR LOS DIFERENTES TRABAJOS DE SU PROFESIÓN

HOXOKARI OS  RE LA TI Y OS  AL COSTE 
Obras de nueva planta en el punto

TOTAL Ó VALOR DE LAS FINCAS  
de residencia de los Arquitectos.

Por dirección, planos de proyecto Por planos de proyecto Pnt* «innnc ho
y  demás necesarios en obras particulares, y su presupuesto en obras particulares. pianos ae proyecto

para obras particulares Por presupuesto 
para obras particulares.

Por copia de.planos

Hasta 100.000 rs. de coste 5 por lOO;IIasta lOO.OOO rs. decoste2,5 por loo
1,50 000 — «4,75 — — 1.50.000 — 2,375
200.000 — 4»5 — — 200.000 — 2,25
300.000 — 4,25 — — 300.000 — 2,125
400.000 ' — 4 — — 400.000 — 2
500.000 — 3,75 — — .500.000 — 1,875
600.000 — 3,5 — — 600.000 — 1,75
700.UÜO — 3,25 — — 700 OÜÜ — 1,625
800.000 — 3 — — 800.000 — 1,5
900.000 — 2,75 — — 900.ÜÜO — 1.375

1.000.000 — 2,5 - — I.ÜOO.ÜOÜ — 1,2,5
1.500.000 — 2,25 — — -1..500.000 — 1,125
2-OOO.000 — 2 — .— 2.000.000 — 1

Hasta 100 
1.50, 200, 
oOO 
400, 
500 000, 
700 
800 
900 

1 000 
1..500 2.000

•OOOrealcs 
000  —  
000  —  
000  —  
000  —  
000  —  
000  —  
000  -  

.000  —  

.000  -  

.000  -  

.000  —  
000  —

KoTAS. Cuando el coste exceda de dos oiillones de reales, se alionará al Arquitecto un sueldo anual 
pañar el presupuesto si el dueño de la obra lo  exige. I)e todos modos, el Arquitecto lo liará para calcular 
rebajará un lo por 100 de su im porte.—Cuando la obra no se ejecute, quedándose solo en proyecto, se 
si su coste excede al prcsuiiuestOj se arreglarán los honorarios por el presupuesto, y  si éste excede á

Obras de reforma, ape
En las obras de reforma en que sea necesaria la formación de planos, se arreglarán los bono 

se calcularán por un tanto mensual, que será, en las que duren más de un¿\ semana, de 600 rs. Pin las
HONORARIOS I"OR TASA

Hasta .50.000 rs. 
100.000 
200.000 
300.000

0,5 por 100 
0,4.7 —
O 44 —
0,42 —

Hasta 400.000 rs. 
.500.000
600.000 
700.000

. .  0,42 por 100 Hasta 
. .  0,4 -  '
.. 0,37 —
..  0,34 —

800.000 reales
900.000 —

— l . 0 0 0 .0 0 0  —
— 1..500.000 -

Hasta 100 metros cuadrados 3.2 rs. por metro
— 150 — — 2,8 ~
— 200 — — 2,68 —
— 250 — — 2,56 —
— 300 — 2,8 —
— 400 — — 2,18 —
— 600 — — 2 _
— 900 — — 1,66 —
— 1.200 — — 1,4 —

Desde 1.200 en adelan te.... . .  1,28 —

N o ta . Cuando las tasaciones tengan por objeto la d ivisión de las fincas, los honorarios serán 
caso de no tener esta obligación, deberán ser los honorarios solo la mitad más de los marcados en

HOXOKARIOS RELATIVOS Á LA EXTEA
Por medición de fincas urbanas 

para averiguar la extensión superficial que ocupan.
Por medición de fincas urbanas 

entregando los planos á los interesados.

-í
Honorarios por reconocimientos, certificaciones, consulta:.

Cada asistencia á reconocim iento, 60 rs. Cada certificación, 60 rs Cada consulta, 40 rs. Porrecon 
N o t a . Kn todos los reconocimientos y  consultas se abonarán ademas los honorarios correspoó ¿

Honorarios por ios diferentes trabajos que los Arquitectos de la Real Academia de San̂
Siendo á distancia menor de 4 leguas, los honorarios se aumentarán un 25 por 100 sobre los ' 

no variarán.—Siendo á distancia de 4 á 10 leguas se aumentará un 50 por 100 con las mismas e.xcep 
los mismos trabajos que en los casos anteriores.—Sieiido ádistancia que pase de 20 leguas, el aumento 

N o ta . En todos los casos serán pagados los gastos de viaje.
X O T A S  <)í-KXKllAIiExS. Los honorarios i)or administración de fondos serán eii todos los caso  ̂

de gravedad, siendo im posible fijarlos; quedarais á la prudencia del profesor.—Los honorarios QU® 
su profesión en la dirección de edificios públicos, no pueden señalarse en razón á que generalmo^^^® 
derechos por los planos de proyecto serán, en general, el doble de los establecidos para las 
los auxiliares qne necesite para sus trabajos.—Por las tasaciones de edificios públicos los derecno& 
con su prudencia, atendiendo á la im portancia del asunto y  á las circunstancias particulares de caua

de coste 2 por 100 Hasta 100.000rs. de coste 0,5 por lOO’Hasta 100 . 000rs. de coste 0.5
— 1,9 •—  — 1,50.000 —  - 0,475 — — 150.000 __ 0.475
— 1.8 — 200.000 — 0,45 — — 2:00.000 __ 0,45
— 1,1 —   ̂ — 300.000 — 0,425 — — 300. 000 ___ 0'425 __
— 1,6 —  . — 400.000 — 0,4 — 400 ÜOÜ __ 0,4 __

— 1,0 —  — .500.000 — 0.375 — — 500.000 __ 0,375 __

— 1,4 —  1 — 600.000 — 0,35 — — 600.000 __ 0,35 __
— 1,3

—  1 — 700.000 — 0,325 — — 700.000 __ 0,325
— 1,2 —  i — 800.000 — 0,3 — — 800.000 ___ 0,3 __

— 1.1 —  1 — 900.000 — 0.275 — — 900.000 __ 0,275 ___

— 1
—  i — 1.000.000 — 0,2.5 — — 1.000.000 __ 0,25 __

— 0.9 —  , — 1.500.000 — 0,225 — — 1 - .500.000 __ 0,2250,8 —  i — 2.000.000 — 0,2 — — 2.000.000 — —

i -4_____ ;— : ........... —  — i . . - í w x x x x v .  Vi .cii i »  uuiit .-se e jecure ,
aquel, se arreglarán por el coste, siempre que en ambos casos se ejecute la obra sin variar el proyecto.
OS, demoliciones, etc.
ranos por la tarifa que corresponde á las de nueva planta.—Doñdo no haya planos, los honorarios 
que lio lleguen a durar una semana, se considerarán las asistencias como reconocimientos.
CIÓN DE FINCAS URBANAS

0,32 por 100|Hasta 2.000.000 rs. 
0,31 — ! — 2..500.OOO
0.3 — I — 3.000 000
0,28 — Ì — 4.000.000

.. 0,27 por lóO'Hasta 5.000.000 rs.
0,26 
0,25 —
0,24 -

—  6 . 000.000
7.000. 000
8 .000 .  000

0,23 por 100 
0,22 —  
0,21  —  
0,2  —

dobles, debiendo el Arquitecto entregar á los diferentes interesados los planos resneetivos- v en 
la tabla anterior. ‘  ^
SIGN SIPERFICTAL DE LAS FINCAS

Por medición de solares
para averiguar y  certificar su extensión superficial. Por medición

y  división de solares entregando los planos.

Hasta lüO metros cuadrados 6,4 rs. por metro _ _
_  ir,o — — 5.6
— 200 — — 5,36
— 2,50 — — 5,12
— 300 — — 4,6
_  400 — — 4,3
— 600 — _  *4
_  900 — — 3,32
—  1.200 —  —  2,8 -

De.sde 1.200 en adelante.......... 2,46

Hasta 100 metros cuadrados 1,6 rs. por m etro'llasta
1.50 — _  1̂ 4 — . _

—  200 —  —  ],.34  —  _

— 250 — -  1,28 — i —
— 300 — — 1,15 — —
— 400 — — 1,09 — —— 000 — — 1 ' _  _
— 900 — — 0,83 — __
-  1.200  _  _  0,7 —  _

Hesde 1.200  en adelante........... o,64 —

100 metros cuadrados 2,5 rs. por metro
150
200
250
300
400
(500
9001.200

y reconocimientos de títulos, planes ú otros documentos.
cei títulos, planos ú otros documentos se aumentarán á los derechos desde 60 rs. Á 200 
Tientes a los trabajos de planos ú otros que ocurran.

Fernando ejecuten relativamente á su profesión fuera del punto de su residencia.
Mecidos para cada clase de traiiajos, exceptólos pi-esupuestos, planos de provecto v sus eonias míe

(1) V éase D esa m o riiza c iO n  y  E d ific ios  d el Estado^  tomo I, páginas 115 y  414.
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Real orden de 30 de Abril de Obligación de la Diputación pro­
vincial de saiiafacer à los herederos de un Arquitecto provincial 
los sueldos que le correspondieran hasta el día de su falleci­
miento, mediante que, á pesar del decreto-ley de 21 de Octubre 
de 1868 y del de 18 de Septiembre de 1869 (1), sin reconocerle 
como tal Arquitecto provincial, no le declaró cesante á pesar de 
sus gestiones.
Se resuelve, como se dice en el epígrafe, de acuerdo con el 

dictamen de la Sección de Gobernación del Consejo do Estado, el 
expediente promovido por un Arquitecto provincial de... al ocurrir 
la Revolución de 1868, por nombramiento del Gobierno, conforme 
al Real decreto de 1." de Diciembre de 1858. Como la Diputación 
provincial sólo reconoció al dicho funcionario derecho á cobrar sus 
haberes hasta el 18 de Octubre de 1868, los hijos del mismo, por 
defunción de éste, se alzaron del acuerdo, que es revocado por 
esta Real orden, cuyos fundamentos se contienen en la conclusión 
de la misma, que dice asi: «Es cierto que el decreto-ley de 21 de 
Octubre de 1868 concedía á las Diputaciones provinciales lá facul­
tad de elegir y separar todos sus empleados y dependientes, y, por 
lo tanto, pudo la de que se trata creerse autorizada para confirmar 
ó separar al padre de los recurrentes, que tenia el cargo de Arqui­
tecto provincial, aunque lo hubiera obtenido por nombramiento del 
Gobierno. Pero si, atendiendo á esta circunstancia y á que tales 
empleados debieron su existencia al Real decreto de l."_de Di­
ciembre de 1858, quedaba duda sobre tal facultad, debió disiparse 
desde que se publicó el decreto de 18 de Septiembre de 1869, en 
el que explícitamente se reconocía.

Mas en medio de todo, era forzoso que, si no estimaba oportuno 
la misma Diputación utilizar los servicios del facultativo ctiyos 
honorarios se reclaman, lo declarara asi, pues no basta que, como 
olla dice, no usara de su atribución en favor del interesado, sino 
que debió tomar acuerdo en sentido contrario.

Es de advertir que, aunque el art. 1.“ del citado decreto decla­
raba suprimida la clase de Arquitectos provinciales, estas palabras 
no pueden entenderse en su sentido recto y riguroso, porqxre en 
realidad no se decretó la supresión de las plazas de que se trata, 
sino que se varió la Autoridad que había de eleg’ir á los que la 
desempeñaran, y se modificó un tanto su denominación.

En efecto, el art. 2.“ dice que las Diputaciones provinciales

(1) Tomo I, páginas 44, 47 y 109.
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nombrarán los Arquitectos que sean necesarios para dirigir las 
construcciones civiles que se pag'uen de sus presupuestos y el per­
sonal auxiliar correspondiente; en los sig’uientes se denominan 
aquellos empleados Arquitectos de provincia, y en el 11 se deter­
mina que á.su nombramiento ha de preceder siemjn-e el anuncio 
de las vacantes con un mes de anticipación en la Gaceta de Ma­
drid y en el Boletín Oficial de la provincia. También se prescribe 
que de cada nombramiento se dará cuenta al Gobernador, y éste 
lo pondrá en conocimiento del Gobierno.

Xo resulta que la Diputación provincial cumpliera estas dispo­
siciones, ni aun existe en el expediente la nota que se dice remi­
tida al Ministerio del digno carg’o de V. E., que en todo caso nunca 
pudo considerarse suficiente para el objeto.

Téngase presente que en circular de la Dirección de Adminis­
tración local de 30 del mismo mes de Septiembre se advirtió que, 
como primera medida, en consecuencia del decreto del 18, proce­
día poner el cese en los nombramientos de los Arquitectos, expe­
didos por ese Ministerio; que si la elección de las Diputaciones re­
cala en los que basta entonces hablan desempeñado las plazas 
bastaría que se les extendiera el nombramiento sin cumplir los 
requisitos del art. 11 del mismo decreto, aplicable solamente á las 
vacantes que se proveyeran de nuevo; y que si se acordaba variar 
el personal, se declararan vacantes las plazas respectivas para pro­
veerlas, según previene dicho articulo.

Tal era el camino que, según la práctica y la razón aconsejan, 
debió seguirse, aunque no se hubiera indicado oficialmente de una 
manera tan clara y terminante; mas la Diputación provincial, des­
atendiendo repetidas reclamaciones, la primera de 11 de Mayo 
•de ISIl, nada resolvía hasta 20 de Septiembre de ISId en virtud déla 
que produjo el hijo del interesado después del fallecimiento de éste.

Debia, pues, el padre de los recurrentes considerarse legal­
mente en posesión del cargo de Arquitecto de la provincia; y lo 
estaba, en efecto, puesto que, á pesar de sus gestiones, no se le 
declaraba cesante, y en este concepto tenia derecho áque se leabo- 
naran sus haberes, sin que lo impida la circunstancia de que, con­
tra su voluntad y deseos, se le privara del ejercicio de sus funcio­
nes de un modo indirecto.

Entiende, por tanto, la Sección que procede resolver que la Di­
putación provincial, previa la liquidación oportuna, satisfaga á los 
herederos legítimos del que fué Arquitecto de la provincia los suel­
dos que le correspondiesen hasta el dia de su fallecimiento.'»

Y asi se resuelve.

ii



—  544 -

Real orden de 14 de Diciembre de 1882. —  R ecla m a ción  de h on ora rios  
d even g a d os p o r  u n  A rq u itecto  en la tasación d e  fincas.

Accediendo el Gobierno á una instancia de la Dipuíación pro­
vincial de..., cedió á esta colectividad unos terrenos no enajena­
dos que le pertenecían por el in-ocio de tasación y á cambio del 
valor de dos conventos pertenecientes á la provincia. Verificada la 
valoración de los solares y de los dos conventos por dos Peritos, 
uno el Arquitecto de la Corporación, y otro, por parte del Estado, 
pidió el iiltimo de los citados profesores á dicha Corporación que 
le pagara los honorarios.devengados, pues habiéndose destinado 
]os conventos á establecimientos de instrucción, previa declara­
ción de utilidad pública, la Diputación que promovió el expediente 
debía abonar los gastos de tasación, conforme al art. 9." del Re­
glamento de 27 de Julio de 1853, á la sazón vigente. Denegada la 
instancia, acudió el interesado al Gobierno, que desestima el re­
curso, considerando principalmente que el contrato entre el Estado 
> la provincia fué el de permuta, teniendo ambas partes,el doble 
carácter de vendedor y comprador; que el expediente no era, pol­
lo tanto, de expropiación forzosa, y que la Diputación estuvo en 
su derecho no defiriendo á las pretensiones del recurrente.

Real decreto de 4 de Diciembre de 1883. — A ra n celes ju d icia les  
p a r a  los n egocios c iv iles .

Art. 41. Los Médicos, sean ó no forenses, Farmacéuticos, A r ­
quitectos, P er ito s  a grón om os  y Tasadores de joyas ú objetos de 
arte, devengarán los derechos que les estén asignados jior las Aca­
demias, Escuelas especiales, á que pertenezcan ó en Aranceles, 
por todas y cada una de las dilig-encias que practiquen ó se les en­
comienden por los Juzgados ó Tribunales.

Jurisprudencia.

Sentencia  de IS  de N o v ie m b r e  de 1 8 6 0 .— P a g o  de h on ora rios.—  
En cuestiones de puro hecho, como el pago de los honorai-ios de un 
facultativo, corresponde á la Sala la decisión, apreciando las ¡n-ue- 
has jiresentadas por las partes, conforme á las reglas de la sana 
critica, á cuya apreciación ha de estarse, si contra ella no se aleg-a 
que al hacerla se ha cometido alguna infracción de ley ó doctrina 
legal.



Sentencia de 28 de Septiembre de 1876.—Pago de honorarios.— 
La cuestión sobre honorarios debidos á un Arquitecto por los tra­
bajos que se le hayan encargado, es de hecho, dado que, según los 
que se admitan como probados, procede la aplicación de uno ú otro 
de los preceptos de la tarifa de honorarios que deben percibir pol­
los trabajos prestados en obras particulares los Arquitectos v de­
más Profesores en ellas asimilados, conforme á los Keales decre­
tos, órdenes y reglamentos vigentes; y si la Sala sentenciadora, di­
rigida por este criterio y apreciando las pruebas suministradas por 
las partes, sin que contra esta apreciación se exponga ley ni doc­
trina infringida, declara que el demandante, atendidas las clases y 
extensión de las obras en que prestó sus servicios al demandado, 
tiene derecho á percibir por sus honorarios una cantidad mayor 
que la reclamada y en parte satisfecha por el dueño de la obra 
con ofrecimiento de pagar el resto, la sentencia que condena á éste 
al pago de la cantidad restante, no infringe las varias disposicio­
nes legales sobre la carrera de Arquitecto y derechos marcados á 
éstos por el arancel.

Sentencia de 25 de Octubre de 1886.—Honorarios de Peritos 
Cuando los que figuran como litigantes en el pleito principal á que 
se refiere el presente recurso propusieron la prueba pericial, y en 
su virtud fueron designados por medio de insaculación dos Arqui­
tectos para que la practicaran, asi como al aceptar éstos su cargo 
estaban vigentes los Aranceles judiciales de 1860, y por tanto, á 
tenor de sus disposiciones deben regularse los trabajos realizados, 
porque en esta clase de comisiones en que no media ajuste previo, 
por hallarse su remuneración sujeta á disposiciones legales, se en­
tiende que éstas son las que las partes que las encomiendan, asi 
como los Peritos que las aceptan, tienen presentes al obligarse.
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C )  PEESCRIPJIÓN DE ACCIONES

La prescripción no es de derecho natural, porque siendo 
éste la idea madre, por decirlo así, de donde toma encarna­
ción el derecho como concepto eminentemente espiritual, mal 
podría el tiempo crear nuevos derechos en un todo opuestos 
á los existentes.

La prescripción no hace más que sancionar la voluntad 
humana, fundada casi siempre en el convencionalismo y en 
la necesidad de evitar y aminorar los constantes conflictos 
de considerar los derechos como absolutos.

TOMO II q=,



Preséntasenos la prescripción con dos diversos caracte­
res: como modo singular de adquirir el dominio en las cosas, 
y  como medio de perder el ejercicio de nuestras acciones, 
de extinguir nuestros derechos.

A la primera llámase adquisitiva, á la segunda extintiva 
ó liberatoria. Examinaremos la segunda, que es la pertinente 
en este lugar.

Por ella se extinguen los derechos y las acciones de cual­
quier clase que sean (reales, personales y mixtas).

La prescripción es irrenunciable-, sancionada por el le­
gislador con carácter preceptivo, no admite pacto que con­
tradiga su determinación; así, por tanto, cualquier persona 
podría utilizarla, á pesar de la renuncia expresa ó tácita del 
deudor ó propietario, considerándose el pacto como nulo, y 
teniéndose como no puesto.

El art. 1.939 del Código civil marca, con carácter eminen­
temente transitorio, la duración de las acciones que, ha­
biendo empezado á correr con arreglo al antiguo Derecho, 
ha de hacerse efectiva la prescripción de las mismas, según 
el nuevo Código. Dice así: la prescripción comenzada antes 
de la publicación del Código se regirá por las leyes anterio­
res al mismo, reconociendo con esto el primer inciso contenido 
en el art. 3.° de que las leyes no tienen efecto retroactivo; 
pero, añade después: si desde que se puso en observancia 
transcurriese todo el tiempo en él exigido (en el Código) para 
la prescripción, surtirá ésta su efecto, aunque jpor dichas 
leyes anteriores se requiriese mayor lapso de tiempo, es decir, 
que las leyes no tienen efecto retroactivo, siempre que no se 
dispusieselo contrario, segundo inciso del mencionado art. 3.*’ , 
y que haciendo uso de esta facultad, el legislador la ha 
aplicado á este articulo.

Dedúcese de este artículo que las acciones que por el an­
tiguo Derecho tenían una existencia más prolongada que con 
el nuevo Código, empezando á regir antes de la publicación 
de éste, si transcurriese el plazo señalado en él, éstas que­
darían ipso fació extinguidas; v. gr., las obligaciones perso­
nales, según la ley antigua, prescribían’ á los veinte años; 
según el Código, á los quince; si ha empezado á correr el
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tiempo un año antes de haber sido éste puesto en vio-or 
resultará que obligaciones establecidas con arreglo á la'pa- 
sada legislación, prescribirán á los diez y seis años, por 
haber transcurrido los quince que señala el Código, más el 
lapso de tiempo anterior á su publicación.

Dicho esto, pasemos á la prescripción de las acciones, que 
es a la que los tratadistas dan el nombre de extintiva.

En esta basta el mero transcurso del tiempo fijado por la 
ey; no necesita de ninguna otra circunstancia, viene á ser 
a sanción penal civil del abandono y negligencia del acree- 

doi, que al dejar pasar el tiempo dentro del cual podia re- 
perdWo^'^ «rédito, la ley, fundadamente, supone que lo ha

Pimscriben las acciones por el transcurso no interrum­
pido de tiempo durante treinta años (acciones reales sobre 
inmuebles) á los viente (acción hipotecaria y personales que 
no prescriban á los quince), á los seis (las acciones reales 
sobre bienes muebles), á los cinco (las de pagar pensiones 
alimenticias y pago de alquileres de fincas rústicas ó urba­
nas y cualesquiera otros pagos), á los tres años (todas las 
1 eferentes a los contratos de prestación de servicios; asi sucede 
con los Arquitectos, Ingenieros y Maestros de obras en los ho­
norarios que hubieran devengado en la construcción de edifi­
cios, la de pagar d los Peritos en los dictámenes y operaciones 
en que hubieran intervenido, y la de satisfacer á los jorna­
leros el importe de sus servicios, aparte de todas las demás
hlle?tenms7 1-967, que seguidamente

Claramente se desprende, aunque el Código no lo dijese 
que el tiempo de la prescripción se contará desde que deja-

i-espectivos servicios, porque desde este 
momento es cuando empiezan á ser exigibles.

Prescriben al año la acción posesoria, la reparación de 
los danos ocasmnados por la injuria y  calumnia (la respon­
sabilidad criminal por el delito de injuria prescribe á los seis 
Ineses), y la indemnización de perjuicios derivados de las 
o ligaciones nacidas de culpa y negligencia, á contar desdo 
que lo supo el agraviado.
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Como va se ha dicho, la prescripción, en toda clase de 
acciones, ‘se contará desde el día que pudieron ejercitarse-, 
si las obligaciones tuvieron origen en una sentencia, el plazo 
de la prescripción comienza desde que ésta quedo firme, que 
es cuando se convierte en inmediatamente ejecutiva.

Expresado el tiempo por el cual prescriben las acciones, 
y desde qué momento éste se computa, pasa el Codigo á de­
terminar cuándo aquélla se interrumpe.

La interrupción puede ser natural y  civil. La primera 
por cualquier acto de abandono ó reconocimiento de la 
deuda por el deudor-, la segunda por su ejercicio ante los 
Tribunales ó con solo el acto de conciliación, si la demanda 
se entabla dentro de los dos meses de haberse celebrado.

Éstas son las disposiciones más importantes del Lodigo 
respecto á la prescripción de las acciones y su interrup­
ción.

Código civil.— Libro IV.— Título XVIII.

CAPÍTULO I
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De la ■prescripción.

Ai-t. 1.930. Por la prescripción se adquieren, de la manera y 
con las condiciones determinadas en la ley, el dominio y demás
derechos reales. . ..

También se extinguen del propio modo por la prescripción los 
derechos y las acciones, de cualquier clase que sean.

Art. 1.93T. Los acreedores y cualquiera otra persona intere­
sada en hacer valer la prescripción, podrán utilizarla á pesar de la 
renuncia expresa ó tácita del deudor ó propietario.

Art 1 939 La prescripción comenzada antes de la publicación 
de es¿e Código se regirá por las leyes anteriores al mismo; pero 
si desde que fuere puesteen observancia transcurriese todo el 
tiempo en él exigido para la prescripción, surtirá ésta su efecto, 
aunque por dichas leyes anteriores se requiriese mayor lapso de
tiempo.
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CAPITULO III

De la prescripción de las acciones.

Art. 1.961. Las acciones prescriben por el mero lapso del tiempo 
fijado por la ley.

Art. 1.967. Por el transcurso de tres años prescriben las accio­
nes para el cumplimiento de las obligaciones siguientes:

1. ®̂ La de pagar á los Jueces, Abogados, Eegistradores, Nota­
rios, Escribano ,̂ Peritos, agentes y curiales sus honorarios y 
derechos, y los gastos y desembolsos que hubiesen realizado en el 
desempeño de sus cargos ú oficios en los asuntos á que las obliga­
ciones se refieran.

2.  ̂ La de satisfacer á los Farmacéuticos las medicinas que su­
ministraron; A los Profesores y Maestros sus honorarios y estipen­
dios por la enseñanza que dieron, ó por el ejercicio de su profe­
sión, arte ú oficio.

3. *̂ La de pagar A los menestrales, criados y jornaleros el im­
porte de sus servicios, y el de los suministros ó desembolsos que 
hubiesen hecho, concernientes A los mismos.

4. “' La de abonar A los posaderos la Comida y habitación, y A 
los mercaderes el precio de los géneros vendidos A otros que no lo 
sean, ó que siéndolo se dediquen A distinto trAflco.

El tiempo para la prescripción de las acciones A que se refieren 
los tres pArrafos anteriores se contarA desde que dejaron de pres­
tarse los respectivos servicios.

Art. 1.968. Prescriben por el transcurso de un año:
1. ° La acción para recobrar ó retener la posesión.
2. ° La acción para exigir la responsabilidad civil por injuria ó 

calumnia, y por las obligaciones derivadas de la culpa ó negligen­
cia de que se trata eu el art. 1.902 (I) desde que lo supo el agra­
viado.

Art. 1.969. El tiempo para la prescripción de toda clase de ac­
ciones, cuando no haya disposición especial que otra cosa deter­
mine, se contarA desde el dia en qtie pudieron ejercitarse.

Art. 1.971. El tiempo de la prescripción de las acciones para

(1) Art. 1.902. El que por acción ú omisión cansa daño á otro, in­
terviniendo culpa ó negligencia, está obligado á reparar el daño
causado.
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exigir el cumj)limiento de obligaciones declaradas por sentencia, 
comienza desde que la sentencia quedó firme.

Art. 1.973. La prescripción de las acciones se interrumpe por 
su ejercicio ante los Tribunales, por reclamación extrajudicial del 
acreedor, y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por 
el deudor.

Jurisitrudeucia.

Sentencia de 0 de Marzo de 1887.—Peritos judiciales.—Las 
leyes 9.*̂  y 10, tít. XI, libro décimo de la Xovisima Recopila­
ción (1), que establecen la prescripción extraordinaria de tres 
años, se refieren la primera á los Letrados, Procuradores y solici­
tadores, y la seg-unda á los criados, boticarios y joyeros y otros 
oficiales mecánicos, y también & los especieros, confiteros y otras 
personas que tienen tiendas de cosas de comercio, estando exclui­
dos, por consiguiente, en el contexto de dichas leyes los Peritos 
judiciales.

Al hacer extensiva á éstos dicha prescripción extraordinaria, 
la sentencia infringe las mencionadas leyes, y también la ley 5.“̂, 
titulo VIII, libro onceno de la Xovisima Recopilación (2).

Sentencia de 80 de Octubre de 1891. — Peritos judiciales.— 
Siendo análogo el servicio que desempeñan el Abogado y el 
Perito judicial, es lógico que por identidad de razón se les consi­
dere comprendidos en las leyes 9.̂  y 10, tit. XI, libro décimo de la 
Xovisima Recopilación, tanto más cuanto que toda otra interpre­
tación vendría á mantener una distinción inmotivada y á resolver 
la duda en contra de los obligados.

Sentencia de 26 de Septiembre de 1892.—Sobrestante y Capa­
taz.—Los salarios ó jornales del Sobrestante ó Capataz que presta 
sus servicios al dueño ó contratista de una obra, están por su na­
turaleza comprendidos páralos efectos déla prescripción, en la 
ley 10, tit. XI, libro décimo, que la limita á tres años, y no en 
la 5.®̂, tit. VIII, libro onceno de la Xovisima Recopilación, que se­
ñala el término ordinario de prescripción de las acciones persona- 
es y reales.

Sentencia de 12 de Noviembre de 1892.— Peritos judiciales.— 
Por la analogía que existe entre los servicios de los Peritos judi-

(1) Doctrina del art. 1.967 del Código civil.
(2) Esta sentencia sostiene criterio diametralmente opuesto á la de 

1 as siguientes, criterio que estimamos equivocado.



dales, y los que prestau los Abogados y Procuradores, debe ser 
aplicable á los primeros la ley 9.=̂ , tit. XI, libro décimo de la No­
vísima Recopilación, que establece la prescripción extraordinaria 
de tres años para reclamar los honorarios ó salarios deveng-ados, 
seg’ün lo ha declarado el Tiñbunal Supremo en sentencia de 31 
de Diciembre de 1891.

No estimándolo así la Sala sentenciadora, infringe las leyes 13, 
titulo I, Partida 36, tit. XXXIV, Partidas 7.“, 9.̂  y 10.% libro 
décimo, y 5.“, tit. VIII, libro onceno de la Novísima Recopilación.
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SECCIÓN SEGUNDA
OBLIGACIONES

Trátase en esta sección de las obligaciones, ó sea de las 
relaciones jurídicas mediante las cuales, las personas que­
dan sometidas á la entrega de una cosa ó á la prestación de 
un servicio.

Suponen como medio necesario los bienes y los derechos 
reales constituidos sobre éstos, para que las obligaciones ó 
limitaciones de la libre voluntad tengan viabilidad Jurídica 
y representen algo tangible, algo material en la contrata­
ción, como fuente de donde proceden.

Por consecuencia, esta sección se divide en dos aparta­
dos: el primero trata de las obligaciones en general, funda­
mento de las mismas, efectos que producen y restricciones 
que se las imponen; compréndense en este primer número to­
das las convencionales, es decir, las derivadas del consenti­
miento espontáneamente manifestado, fundadas sobre la 
base del convenio, del contrato entre partes.

El segundo determina las obligaciones derivadas de los 
hechos, bien de la culpa ó negligencia, ó ya del consenti­
miento presunto, que es lo que origina el citasi con trato, ó 
sea los hechos mediante los cuales nos obligamos lícita­
mente y por equidad natural, y  que por no ser de aplicación 
inmediata á un Tratado de construcción , no las hemos ex­
puesto con determinación, sino en su aspecto fundamental. 
Esta es la razón del orden de las materias incluidas en esta 
parte.



I
Obligaciones en general.

El concepto, nacimiento, naturaleza y  efectos de las obli­
gaciones han sido las disposiciones del Código civil que he­
mos tenido en cuenta para la formación de este número.

En éste, pues, se determinan las obligaciones nacidas del 
convenio ó del mandato legal, se delimitan las responsabili­
dades que producen y la extensión de la indemnización, ex­
poniéndose además, aunque brevísimamente, la definición 
del cuasi contrato y la diversidad de clases que nuestro de­
recho reconoce.

Conocido es el axioma jurídico de que no hay derecho sin 
obligación, ni obligación sin derecho. Estos términos nos indi­
can, además de la correlación existente entre ellos, la fuente 
de donde arrancan la obligación y la importancia de su 
estudio. El derecho, como ha dicho un eminente escritor, es 
la vida, y siendo ésta en su punto de vista social el conjunto 
de hechos por los cuales establecemos relaciones jurídicas, 
compréndese el vasto campo y la suma importancia que 
abarca el derecho de las obligaciones.

La obligación, en su punto de vista meramente práctico, 
no deja lugar á dudas, y se comprende su enunciado fácil­
mente; no ocurre lo mismo con la definición, que por ser 
concepto abstracto, pudiera dar lugar á dudas.

Defínese comúnmente diciendo que es «el vínculo de de­
recho ó la relación jurídica en cuya virtud quedamos com- 
pelidos á dar alguna cosa ó prestar algún servicio».

Se comprende con la sola enunciación de lo expuesto 
que todo vínculo, que toda relación, supone dos términos, 
dos personas que mutuamente se relacionen; una obligada



á dar, prestar, hacer ó no hacer; otra que obtiene los resul­
tados de la entrega, de la prestación, de los hechos que se 
verifiquen; la primera, ó sea el obligado, llámase deudor; la 
segunda, que exige su cumplimiento, acreedor.

La obligación produce sus efectos tan sólo con la persona 
obligada; de aqui que el derecho originario de este vinculo 
jurídico sea personal, es decir, que aunque las cosas obliga­
das á entregarse pasen á otra persona, el acreedor sólo po­
drá reclamarlas del obligado, del deudor, nunca del poseedor 
de aquéllas. Lo contrario sería convertir los efectos de la 
obligación de derechos personales en reales, que son los que 
pesan sobre las cosas, sea quien fuere la persona en cuyo 
poder se encuentren; consiguientemente, las reclamaciones 
se dirigirán contra la persona del deudor ó contra quien 
asuma su representación.

El Código civil en el art. 1.088 da por conocido el concepto 
de la obligación, y al decir que toda obligación consiste en 
dar, hacer ó no hacer alguna cosa, fija los limites dentro de 
los cuales la obligación se encierra.

Oi'igen de las obligaciones.—EA artículo siguiente—1.089-— 
sanciona los orígenes de la obligación al establecer que 
«ésta nace de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y de 
los actos y omisiones ilícitos en que intervenga cualquier 
género de culpa ó negligencia.»

a) La ley, como emanación de los poderes del Estado, 
crea y extingue obligaciones; por su solemne precepto se 
conceden al acreedor los medios eficaces para exigir su 
prestación, y se reconocen con cláusulas penales las obli­
gaciones del deudor. Todas las leyes, sean preceptivas, per­
misivas ó prohibitivas , tienen por objeto el mutuo reco­
nocimiento de los derechos y deberes de los ciudadanos; 
infringido el derecho, nace ipso fado la obligación, ante la 
necesidad de reparar la facultad omitida ó lesionada. Pero las 
obligaciones legales, entendiéndose por esto las que de la ley 
nacen, no se presumen, diferenciándose en esto de las con­
vencionales, en que por un simple hecho puede presumirse su 
existencia. En su virtud, sólo son exigibles las que so deter­
minan en el Código ó en leyes especiales, rigiéndose por los

— 555 —



preceptos que las hubiere constituido, y no por otra posterior, 
por el principio de que las leyes no producen efecto retroac­
tivo, siendo ley supletoria, en los casos no previstos, las dis­
posiciones del libro cuarto del Código.

b) El hombre, sér libre y voluntario, crea la relaciones 
individuales por actos de la voluntad, por ios cuales queda 
ligado; de esta idea nace el contrato, como fuente de las 
obligaciones convencionales ó contractuales.

El contrato, bien sea la declaración solemne de la volun­
tad, por cuya virtud dos ó más personas (si fuese una se 
llama acto jurídico) quedan obligadas en un objeto determi­
nado, bien el convenio por el que dos personas se compro­
meten al cumplimiento de una cosa, pudiendo ser competi­
das á su ejecución, para nosotros el contrato es el modo de 
crear, modificar ó extinguir relaciones de derecho; con esta 
enumeración puede comprenderse la vastísima extensión de 
las obligaciones que pueden originarse del coirsentimiento 
verdadero.

Dichas obligaciones, reflejo de la ley privada, merecen 
para el legislador el mismo respeto que las derivadas del 
precepto legal. Todos los Códigos en el tratado de obliga­
ciones guardan una perfecta armonía, debido á que sus dis­
posiciones se inspiran en los eternos principios de la ley na­
tural, y si la ley debe merecer respeto por ser el precepto 
admitido por todos, la convención privada tiene fuerza de 
ley entre los contratantes y debe cumplirse al tenor de las 
condiciones establecidas en el contrato. Así lo consigna ter­
minantemente el art. 1.091 del Código.

c) Hasta ahora hemos hablado de las obligaciones nacidas 
del consentimiento. En la ley, el consentimiento es presunto, 
toda vez que en los ciudadanos se supone el respeto y aca­
tamiento á todos sus preceptos; en el contrato, el mutuo asen­
timiento se ha determinado de una manera solemne y t®*’“ 
minante; existen además las obligaciones que no nacen del 
consentimiento, sino de los hechos realizados por una de las 
partes componentes de la obligación. Tal sucede en los cuasi 
contratos y las omisiones ilicitas en que intervenga cualquier 
género de culpa ó negligencia.
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Los cuasi contratos son aquellos hechos voluntarios pol­
los cuales nos obligamos lícitamente y por equidad natural, 
ó, como dice el art. 1.887, «son cuasi contratos los hechos líci­
tos y  puramente voluntarios, de los que resulta obligado su 
autor para con un tercero y á veces una obligación recíproca 
entre los interesados». Hemos transcrito la disposición del 
artículo como lo hacemos con todos aquellos en que el legis­
lador define legalmente una de las manifestaciones del de­
recho; pero ésta no es definición porque se falta en ella á las 
reglas de la lógica al no contener el género próximo y última 
diferencia entre el acto y el cuasi-contrato. Es más bien una 
breve designación de su contenido.

Son cuasi contratos establecidos en la ley: la administra­
ción de negocios ajenos, sin mandato, en que una vez empe­
zada aquélla no puede abandonarse sin autorización del 
dueño de lo que se administra, y el cobro de lo indebido, por 
cuyo sólo hecho nos obligamos á devolver lo que se haya 
percibido de más ó indebidamente, únicos cuasi contratos 
que el Código menciona, pero la actividad individual puede 
extender á multitud de casos en que el derecho positivo, 
armonizándose con la ley natural, dé por resultado obliga­
ciones derivadas del cuasi contrato.

Las omisiones ilicitas en que intervenga culpa ó negli­
gencia dan lugar á obligaciones, por lo menos á reparar el 
daño causado. El hombre necesita los medios necesarios 
para el cumplimiento de sus fines, y así como puede recla­
mar su prestación, de igual suerte tiene el deber de no in­
fringir aquellos otros necesarios para la existencia jurídica 
de los demás. Esta infracción puede ser por hecho libre, 
voluntario é intencional, en cuyo caso nace el delito, ó pol­
la simple omisión en aquellos deberes que la prudencia 
aconseja.

Los actos y omisiones ilícitas producen una obligación, 
puesto que originan daños más ó menos tangibles. Estos da­
ños pueden causarse sin intención é involuntariamente, 
aunque siempre intervenga la culpa ó negligencia del cau­
sante; á estos actos se les da el nombre técnico de culpas ó 
cuasi delitos, producen una sola obligación y ésta á favor

—  557 -



del perjudicado, consintiendo en resarcir el perjuicio oca­
sionado, sin ninguna otra penalidad. De tener sanción penal 
se convertirla en delito, puesto que en el hecho no intervino 
ni la inteligencia ni la voluntad del autor, pero no obstante, 
no siendo responsable del hecho ocurrido, debe reparar en 
toda su intensidad el daño causado. En estos principios del 
derecho escrito va unida la ley con los preceptos del dere­
cho natural.

Hemos visto que las obligaciones se derivan de la ley es­
crita, del consentimiento libre y  de la manifestación de la 
voluntad por medio de hechos, faltando examinar los actos 
como origen de las obligaciones. El acto jurídico supone en 
el que los verifica la intención de obligarse; en él no inter­
viene el consentimiento; pero como todo acto jurídico necesita 
la exterioridad de la inteligencia y de la voluntad, ésta se 
manifiesta por el asentimiento, ó sea la afirmación mediante 
la cual quedamos obligados respecto á un tei’cero, aun sin 
conocimiento de éste.

Esto sucede con el testamento y la donación mortis caiísa, 
3" aun la donación míer vivos, aunque para su perfecciona­
miento se i'equiera la aceptación del donatario, expresa ó 
tácitamente manifestada, siempre que no intervenga causa 
onerosa, en cuyo caso la prestación es reciproca, y por ende 
ya de acto se convierte en contrato bilateral.

El individuo tiene el sacratísimo derecho de exigir el 
respeto á la integridad de su persona; infringiendo aquél 
por hecho deliberado, libremente y con intención de damni­
ficarle aparece el delito, ó sea la acción ú omisión volunta­
ria penada por la ley; en este caso resultan diferentes obli­
gaciones para con la sociedad y  para con el individuo; la 
primera ejerce el derecho de reparar la transgresión total, 
imponiendo el castigo al culpable; el segundo, ejercita el de 
que se le resarza del daño que se le ha .ocasionado.

Asi, pues, infringido por el culpable el derecho del per­
judicado, nacen para aquél la obligación de restituir, repa­
rar el daño causado, é indemnizar al lesionado de todos los 
perjuicios sufridos, entre los cuales se halla la mengua que 
en sus intereses haya producido el quebrantamiento de su
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derecho. Esta acción, por su carácter personal del delin­
cuente, pasa á sus herederos, de quien el perjudicado ó sus 
causahabientes podrán reclamar, caso de no hacerla efectiva.

En la parte quinta nos ocuparemos de esta materia.
Efectos de las obligaciones. — Las obligaciones deben 

cumplirse voluntariamente y en los términos que se hayan 
marcado, principio jurídico y moral, cuya falta de cum­
plimiento por el deudor, requiere se acuda á medios coac­
tivos.

El no cumplimiento de un deber trae consigo una pena 
en todos los órdenes de la vida; y como quiera que la in­
fracción del derecho del acreedor lleva inherente un per­
juicio, la sanción ha de consistir, no sólo en el cumplimiento 
de las obligaciones, sino también de los efectos que produjo 
la falta voluntaria del deudor.

En su consecuencia, el deudor queda compelido al cum­
plimiento de la obligación establecida y á la completa in­
demnización de daños y perjuicios, siempre que el daño oca­
sionado por faltar á lo estipulado no provenga de causas que 
no puedan preverse, ó previstas no puedan evitarse, como 
son el caso fortuito ó fuerza mayor.

No concurriendo esta circunstancia, la reparación de los 
perjuicios se impone, entendiéndose por éstos, tanto la pér­
dida que se ocasiona al acreedor, como los menoscabos ó 
mengua en la ganancia que haya sufrido ; en una palabra, 
no sólo los daños causados y  los intereses dejados de perci­
bir, sino los detrimentos que aparte de éstos hayan podido 
irrogarse.

Dicho se está que unos y otros no se extienden más que á 
los que se hayan previsto ó podido prever al tiempo de cons­
tituirse la obligación, y que se presenten como lógica conse­
cuencia de la falta de lo estipulado. Lo contrario sería per­
judicar al deudor en beneñcio del acreedor, cosa que la ley 
no autoriza; pero esto se aplica tan sólo al deudor, en el que 
concurra la buena fe.

El deudor puede haberse valido de dolo, ó sea del en­
gaño empleado para perjudicar. En este caso, de evidente 
mala fe, el deudor responde de todo lo que se derive de la
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falta de su cumplimiento, como justo castigo á su torcida 
voluntad.

Si el deudor debiere veriflcar una prestación, bien de un 
objeto, bien de metálico, en plazo determinado, y lo dejase 
pasar sin cumplir su compromiso, en este caso incurre en 
mora. Si la cosa perece, perece para el deudor, por la ficción 
de que tal vez estando en poder del acreedor no hubiese pe­
recido, sufriendo así la pena por no haber entregado la cosa 
en el tiempo á que se obligó. Dado el caso de que la obli­
gación consistiese en una suma ó cantidad de numerario, res­
ponde de su entrega y de los intereses convenidos, y caso de 
no haber sido estipulados, con el interés que el Código, de 
acuerdo con la ley de 14 de Marzo de 1856, considera como 
legal, el 6 por 100.

Establecido en una obligación, que un capital entregado 
produzca interés, y no cumplida ésta, sea cual fuese el tanto 
proporcional de los intereses, éstos, desde que son judicial­
mente reclamados, devengan el interés legal antes expuesto, 
aunque los principales obligados hayan guardado silencio al 
establecer las cláusulas del convenio, que por ser inherentes 
á la obligación, se les considera requisitos naturales.

Los negocios comerciales guardan analogía con las dis­
posiciones del derecho civil; pero tanto aquéllos como los 
Montes de Piedad y Cajas de Ahorros, no son objeto de 
nuestro estudio por revestir un carácter eminentemente be­
néfico.

Código civil.— Libro IV.—-Titulo I.— Capítulo I.—De las obligaciones.

Art. 1.088. Toda obligación consiste en dar, hacer ó no hacer 
alguna cosa.

Art. 1.089. Las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y 
cuasi contratos y de los actos y omisiones ilícitos ó en que inter­
venga cualquier género de culpa ó negligencia.

Art. 1.090. Las obligaciones derivadas de la ley no se presu­
men. Sólo son exig’ibles las expresamente determinadas en este 
Código ó en leyes especiales, y se regirán por los preceptos, de la 
ley que las hubiese establecido; y en lo que é.sta no hubiese pre­
visto, por las disposiciones del presente libro.
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Art. 1.091. Las obligaciones que nacen de los contratos tienen 
fuerza de ley entre las partes contratantes y deben cumplirse al 
tenor de los mismos.

Art. 1.092. Las obligaciones civiles que nazcan de los delitos ó 
faltas se regirán por las disposiciones del Código penal.

Art. 1.093. Las que se deriven de actos ú omisiones en que in­
tervenga culpa ó negligencia no penadas por la ley quedarán so­
metidas á las disposiciones del cap. II del tít. XVI de este libro.

Código civil.— Libro IV.— Título I.— Capítulo II.— D e la naturaleza 
y efecto de lax obligacionex.
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Art. 1.106. La indemnización de daños y perjuicios comprende, 
no sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, sino también el de 
la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor, salvas las 
disposiciones contenidas en los artículos siguientes.

Art. 1.107. Los daños y perjuicios de que responde el deudor 
de buena fe son los previstos ó que se hayan podido prever al 
tiempo de constituirse la obligación y que sean consecuencia ne­
cesaria de su falta de cumplimiento.

En caso de dolo responderá el deudor de todos los que. conoci­
damente se deriven de la falta de cumplimiento de la obligación.

Art. 1.108. Si la obligación consistiese en el pago de una canti­
dad de dinero, y el deudor incurriere en mora, la indemnización 
de daños y perjuicios, no liabiendo .pacto en contrario, consistirá 
en el pago de los intereses convenidos, y á falta de convenio, en el 
interés legal.

Mientras que no se fije otro por el Gobierno, se considerará 
como legal el interés del 6 por 100 al año.

Art. 1.109. Los intereses vencidos devengan el interés legal 
desde que son judicialmente reclamados, aunque la oblig’aclón 
haya g'uardado silencio sobre este punto.

En los negocios comerciales se estará á lo que disponga el Có- 
dig’o de Comercio.

Los Montes de Piedad y Cajas de Ahorros se regirán por sus 
Reglamentos especiales.
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II
Obligaciones derivadas de la culpa 

ó de la negligencia.

Naturaleza.—Estas obligaciones no nacen de la voluntad 
ni de la convención expresa ó tácitamente manifestada; ori- 
gínanse por la ejecución de hechos ó de omisiones, prodú- 
cense por el abandono, por el descuido ó la negligencia, 
pero siempre sin el concurso de la voluntad culpable; de 
otra suerte, serían verdaderos delitos, y la responsabilidad 
abarcaría los conceptos de penalidad y los de restitución, 
reparación é indemnización de la cosa, del daño y del per­
juicio respectivamente.

Son las obligaciones que estudiamos opuestas diametral­
mente en su origen á las convencionales, porque éstas, como 
su nombre indica, nacen de la convención, del contrato, en 
tanto que aquéllas traen causa de un hecho fortuito.

Basta leer los artículos del Código referentes á la mate­
ria para convencerse de ello; en ninguno se indica la exis­
tencia del contrato, y todos, por el contrario, conciernen á 
casos en que no cabe aquél. Así, el art. 1.909 establece res­
ponsabilidad del Arquitecto de los daños que suíra un ediñ- 
cio por la ruina total ó parcial de otro, ó por explosión de 
máquinas, por humos, emanaciones de cloacas, sin que exista 
ni pueda existir contrato entre el Arquitecto ó constructor y 
el que sufre el daño. Por tanto, repetimos, estas obligacio­
nes se refieren precisamente al caso en que no exista con­
vención entre el que sufre el daño y el que debe indemni­
zarlo.



La linea divisoria entre las obligaciones nacidas de la 
culpa ó negligencia y las provenientes de delito ó falta es 
tan ligera, que fácilmente, sin el menor esfuerzo, se invade 
el campo de las leyes penales. Sin embargo, los delitos, 
las acciones ú omisiones voluntarias penadas por la ley re- 
piesentan lesiones en el orden total; la infracción es clara y 
manifiesta de un mandato imperativo, con voluntad de per­
judicar y de subvertir el orden social, diferencia notabilí­
sima que las caracteriza de las obligaciones originadas de 
la imprevisión, del descuido y de la mera imprudencia, pero 
sin intención de damnificar, y á veces aun no habiendo con­
currido la persona responsable en la manifestación del hecho 
causa de la responsabilidad.

Los Códigos, al mencionar estas obligaciones, enumeran 
las más importantes, como para trazar una senda por la que 
han de pasar los demás casos que ocurran; no obstante de 
no estai incluida toda la variedad de acciones que originan 
estas responsabilidades, no han de suscitarse grandes difi­
cultades en la práctica, porque siendo justo y lógico el prin­
cipio, no es difícil sacar de él sus racionales consecuencias.

Responsabilidad por actos propios. — Sienta el Código, 
como principio de carácter general, la doctrina de la repa­
ración del daño causado por el que perjudica á otro intervi­
niendo culpa ó negligencia. Esta afirmación comprende la 
doctrina de todo el capitulo. La culpa ó daño procedente de 
la falta de cuidado, de la pereza en el desenvolvimiento de 
la actividad, manifiéstase por actos positivos ó por omisiones 
ó actos negativos. Si la obligación consiste en hacer, y no se 
hace ó se hace mal; si en entregar, y no se entrega ó se en­
tregan deterioradas las cosas, la responsabilidad inherente 
á esta falta de cumplimiento será la consecutiva á todos los 
vínculos de derecho; reparar é indemnizar. La negligencia, 
por el contrario, supone siempre un acto obstativo, un acto 
de negación, abandono de la facultad de hacer, que redunda 
en perjuicio de tercero.

Consiguientemente, la negligencia siempre es inexcusa­
ble. La inatención, la desidia, el abandono, aun en el orden 
moral, llevan consigo la pena, desprendiéndose de este con-
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cepto la obligación de reparar el daño causado é indemnizar 
el menoscabo ó perjuicio sufrido.

Responsabilidad por actos ajenos: padres, tutores, Estado, 
maestros ó directores de artes y oficios .—'EX art. 1.903 es de­
rivativo del anterior; así como éste determina el concepto 
de las obligaciones no convencionales, el que se cita des­
envuelve la doctrina en el sentido de expresar las personas 
á las cuales afecta la responsabilidad de indemnizar, hayan 
ó no realizado por sí mismas el hecho culpable.

Para que la culpa ó la negligencia existan, necesítase en 
primer lugar, celo, discreción, criterio, y con frecuencia 
sucede que personas en quienes por falta de edad, ó poi su 
estado físico ó intelectual, carecen de aquellas circunstan­
cias. no son responsables de los actos efectuados, pues por 
su inteligencia, nula ó limitada, no pueden apreciar las con­
secuencias de lo que realizan.

De aquí que el hecho procedente de culpa ó negligencia 
pueda exigirse á personas que no han intervenido directa­
mente en él, pero en las que concurre la característica de
representantes de los autores.

Así el padre, ó por su defecto la madre, con relación á los 
hijos menores no emancipados, que vivan en su compañía, 
son responsables de los actos de éstos.

Los tutores, por los que realizan los menores ó incapaci­
tados sujetos á su autoridad y que vivan bajo su inmediata 
dependencia, responden de los perjuicios que por aquéllos 
se ocasionen.

En el mismo caso se encuentran los dueños de fábricas ó 
establecimientos ó directores de una empresa con respecto 
á los daños que por omisión ó culpa cometan sus depen­
dientes en los servicios que se les encomienden, por la 
presunción de que todo representado debe cerciorarse de la 
aptitud y celo de aquel á quien encomienda una determinada 
función. Esto sin perjuicio de repetir contra aquél por los 
gastos que hubiere sufragado para la reparación de los 
daños.

El Estado, como sociedad organizada para el cumpli­
miento del derecho, es responsable cuando obra por media-

— 564 —

■



ción de un agente especial, es decir, un mandatario ó dele­
gado, pero nunca cuando el daño lo veriflcase funcionario á 
quien por ministerio de la ley se le encomiende determinada 
función social, v. gr.. Juez, Kegistra'dor de la propiedad. No­
tario, etc., en cuyo caso éste será única y directamente res­
ponsable.

Por idénticas razones que las expuestas, responden los 
Directores y Maestros de artes y oficios de los perjuicios 
causados por sus alumnos ó aprendices, mientras permanez­
can bajo su dirección ó guarda.

Esta responsabilidad tiene el carácter de subsidiaria; 
consiguientemente, cesará cuando las personas que hemos 
mencionado prueben que emplearon toda la diligencia, todo 
el cuidado que en igual caso emplearla un quasi bonus páter- 
famiUas, como decia el Derecho romano, y que nuestro Có­
digo admite para designar el máximum de celo para prevenir 
el daño. Como responsabilidad subsidiaria, la que recae 
sobre las personas que el art. l.fiOS enumera; el que pagó el 
daño causado por sus dependientes ó alumnos podrá repetir 
de éstos la cantidad que hubiese satisfecho.

Responsabilidad del propietario de un edificio.—Si un edi­
ficio se derrumbase por negligencia ó morosidad del dueño 
en la reparación y en todos aquellos gastos necesarios para 
la estabilidad de la obra, será responsable de todos los da­
ños causados por el hundimiento. Si, apercibido por la Auto­
ridad, no verificase las mejoras de precaución ó derribo, y el 
edificio se desplomase, este hecho constituirá la imprudencia 
temeraria con infracción de los reglamentos, prevista y pe­
nada en el art. 581 del Código penal.

Responde también el propietario de los daños causados 
por la explosión de máquinas no cuidadas con la debida di­
ligencia y de la inflamación de sustancias explosivas no co­
locadas en lugar seguro, por los humos excesivos, por la 
caida de árboles colocados en sitio de tránsito, excepto si 
fuere ocasionada por fuerza mayor, y por las emanaciones 
de cloacas ó de establecimientos insalubres, construidos sin 
las precanciones reglamentarias.

Exceptúanse de responsabilidad los hechos á que se re-
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ñere el siguiente epígrafe, determinativo de la responsabili­
dad de las personas dedicadas á la construcción.

Eespecto de la responsabilidad por explosión de máqui­
nas ó de materias inflamables, si hay infracción de los Re­
glamentos de Policía constituirá un hecho penal, ó sea de 
imprudencia temeraria.

Responsabilidad del Arquitecto, Maestro de obras y del 
constructor.—Mencionamos al Maestro de obras, aunque el 
articulo no lo hace, por la razón expuesta en el arrenda­
miento de obras y servicios. El Maestro de obras titular 
tiene condición legal idéntica al Arquitecto, y por tanto, los 
preceptos referentes á éste son aplicables á aquél.

El art. 1.909 declara responsable al Director facultativo, 
y en su caso al constructor. ¿Cómo se ha de entender esta 
responsabilidad? ¿Qué quiere decir el Código con las pala­
bras «en su caso»? Pensamos que el Código quiere que res­
ponda primera y principalmente el Director de las obras, 
porque si en el arrendamiento de industria dijimos que el 
contratista es el principal obligado, es porque nace una 
acción expresa del contrato; la relación jurídica existe di­
rectamente entre el dueño y el contratista. En las obliga­
ciones derivadas de la culpa, cuando un tercero sufre un 
daño en su edificio por culpa de otra persona, como no ha 
celebrado convenio alguno, no le afecta en nada el que el 
edificio derruido, ó el establecimiento insalubre ó peligroso, 
mal construido, haya sido ó no hecho por un contratista, y 
que el Arquitecto ó Maestro de obras fuese ó no nombrado 
por el dueño. Él puede y debe dirigirse contra el Director 
facultativo, que es quien por negligencia ó culpa le causa el 
perjuicio.

Corrobora esta opinión la circunstancia de que así como 
distingue el Código en el art. 1.591 entre vicio de construc­
ción y vicio del suelo, atribuyendo la responsabilidad en el 
primer caso al constructor y en el segundo al Arquitecto ó 
Maestro, aquí no distingue, habla sólo de vicio de construc­
ción en sentido genérico, comprendiendo á todo.

La acción creemos, pues, que corresponde preferente­
mente contra el Director facultativo, y si del pleito resultase

—  566 —



que la culpa era del constructor, ó que el Arquitecto era in­
solvente, es cuando responderá el constructor.

La acción durará el tiempo marcado en el art. 1.591 y  
con las condiciones en él establecidas.
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Código civil.— Libro IV.— Titulo X VI.— Capítulo W.—De, las obligaciones 
que nacen de culpa ó negligencia.

Art. 1.902. El que por acción ú omisión causa daño á otro, in­
terviniendo culpa ó negligencia, está obligado á reparar el daño 
causado.

Art. 1.903. La obligación que impone el articulo anterior es 
exigible, no sólo por los actos ü omisiones propios, sino por los de 
aquellas personas de quienes se debe responder.

El padre, y por muerte ó incapacidad de éste la madre, son 
responsables de los perjuicios causados por los hijos menores de 
edad que viven en su compañía.

Los tutores lo son de los perjuicios causados por los menores ó 
incapacitados que están bajo su autoridad y habitan en su com­
pañía.

Lo son igualmente los dueños ó directores de un estableci­
miento ó empresa respecto de los perjuicios causados por sus de­
pendientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran emplea­
dos, ó con ocasión de sus funciones.

El Estado es responsable en este concepto cuando obra por 
mediación de un agente especial; pero no cuando el daño hubiese 
sido causado por el funcionario á quien propiamente corresponda 
la gestión practicada, en cuyo caso será aplicable lo dispuesto en 
el articulo anterior.

Son, por último, responsables los maestros ó directores de artes 
y oñcios, respecto á los perjuicios causados por sus alumnos ó 
a2)rendices, mientras permanezcan bajo su custodia.

La responsabilidad de que trata este articulo cesará cuando 
las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la 
diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño.

Art. 1.907. El propietario de un edificio es responsable de los 
danos que resulten de la ruina de todo ó parte de él, si ésta sobre­
viniere por falta de las reparaciones necesarias.









PARTE QUIRTA

DELITOS Y FALTAS

L a  ú lt im a  p a r t e  d e l T ratado  r e f ié r e se  a l  d e re c h o  
p e n a l .

E x p u e s t o s  y a  lo s  b ie n e s  y  lo s  d e re c h o s  q u e  so b re  
e llo s  p u e d e n  e je r c e r s e ;  e x a m in a d o s  lo s  c o n tr a to s  y  l a s  
o b lig a c io n e s , c o n v e n c io n a le s  ó n a c id a s  d e  l a  c u lp a  ó 
n e g l ig e n c ia ,  to c a  a l  p r e s e n te  l a  e n u m e ra c ió n  d e l d e lito  
y  l a  f a l t a  com o c a u s a  d e  l a s  o b lig a c io n e s  p e n a le s .

D iv id írn o s la  en  d o s s e c c io n e s :  l a  p r im e r a  t r a t a  de 
lo s  d e lito s  y  d e  su s  a c c io n e s  d e r iv a d a s ,  a s í  com o de lo s  
m e d io s  l e g a le s  p a r a  e je r c i t a r l a s ;  d e  l a  r e s p o n s a b i l id a d  
en  su  d iv e r s a  e x te n s ió n  y  g r a d o s ,  y  d e  l a  e x t in c ió n  ó c a ­
d u c id a d  de  l a  o b lig a c ió n  p e n a l .

E x p u e s t o s  lo s  p r in c ip io s  fu n d a m e n t a le s  ó d isp o s ic io ­
n e s  q u e  c o m p re n d e n  á  to d o s  lo s  a c t o s  p u n ib le s ,  s ig u e  
l a  d e te rm in a c ió n  d e  a lg u n o s  d e lito s , c u y a  d efin ic ión  y  
c o n c e p to  de su  p e n a l id a d  so n  d e  u t i l id a d  p a r a  l a  p e r ­
so n a  d e l c o n stru c to r  ó p e r ito .

L a  f a l s e d a d ,  u su r p a c ió n  d e  a t r ib u c io n e s ,  d e so b e ­
d ie n c ia  y  d e n e g a c ió n  d e  a u x i l io s ,  c o h e c h o , f r a u d e s  y  
e x a c c io n e s  i l e g a le s ,  en  su m a , lo s  d e lito s  c o m e tid o s  p o r  
lo s  e m p le a d o s  p ú b lic o s  en  e l e je r c ic io  de  su  c a r g o  ó p o r  
lo s  f a c u lt a t iv o s  en  e l d e se m p e ñ o  d e  u n a  fu n c ió n  s o c ia l ,  
son  d e lito s  q u e  p o r  n e c e s id a d  h a n  d e  s a b e r  q u ie n e s  
fo rm a n  p a r t e  d e l o rg a n ism o  ju r íd ic o  d e l E s ta d o .



L o s  d e lito s  c o n tra  l a  p r o p ie d a d  p u e d e n  r e v e s t ir  
em in en te  c a r á c t e r  p ú b lic o , c u an d o  e l a t a q u e  á  e s te  d e ­
re c h o  no s e a  e l a p o d e r a m ie n to  ó a r r e b a t o  d e  lo q u e  
fo r m a  e l p a tr im o n io  in d iv id u a l .

A lte r a n  l a  tr a n q u il id a d  y  l a  c o n c ie n c ia  p ú b lic a  
a q u e l lo s  o tro s  q u e , a u n  s u je to s  a l  o rd e n  d e  lo s  b ie n e s , 
c a u s a n  in n u m e ra b le s  t r a s to r n o s  m a t e r ia le s  é in m en so s  
p e r ju ic io s  en  l a s  p e r so n a s ; t a le s  son  lo s  de in c e n d io , d a ­
ñ o s y  o tro s  e s t r a g o s ,  c a d a  d ia  m á s  f r e c u e n te s  en  lo s  
p a í s e s  d on d e  l a  c iv il iz a c ió n  h a  l le g a d o  á  su  m a y o r  d e s ­
a r r o llo .

L a  im p r u d e n c ia  t e m e r a r ia ,  im p ro p ia m e n te  c a lif i­
c a d a  d e  d e lito , a l  no re u n ir  lo s  e le m e n to s  d e  in te n c ió n  
y  v o lu n ta r ie d a d , n e c e s a r io s  á  to d a  a c c ió n  ú om isió n  
p e n a d a  p o r  l a  l e y ,  te rm in a  l a  p r im e r a  se c c ió n  d e  e s t a  
p a r t e .  A u n q u e  ín tim a m e n te  l i g a d a  con  l a s  o b lig a c io n e s  
q u e  n a c e n  de l a  c u lp a  ó n e g l ig e n c ia ,  q u e  so n  l a s  q u e  
o r ig in a n  e l d e lito  d e  im p r u d e n c ia , s im p le  ó c a l i f ic a d a , 
l a  p e n a l id a d  q u e  e s to s  h ec h o s l le v a n  co n sig o  y  e l e s t a r  
c o n s ig n a d a  en  l a  le y  p e n a l ,  n o s h a n  o b lig a d o  á  e x a m i­
n a r l a s  a l  p r e se n te  d e n tro  de  l a  p a r t e  s u s t a n t iv a  p e n a l .

L a s  f a l t a s  ó t r a n s g r e s io n e s  le v e s  del o rd en  s o c ia l  
en  su s  d o s a s p e c to s  m á s  im p o r ta n te s ,  l a s  q u e  se  re fie ­
re n  a l  o rd en  p ú b lic o  (e je rc ic io  de p ro fe s ió n  sin  titu lo  
o f ic ia l, e tc .) ,  ó á  lo s  in te r e se s  g e n e r a le s  y  r é g im e n  de la s  
p o b la c io n e s  (u rb a n id a d , c o m o d id a d , h ig ie n e , l im p ie z a , 
d e c o ro , e tc .) ,  son  l a s  ú n ic a s  q u e  s e  m e n c io n a n  y  de 
c u y o s  p r e c e p to s  no in c lu im o s  m á s  q u e  a q u e l lo s  q u e  
p u e d a n  s e r v ir  d e  co m p lem e n to  ó i lu s tr a c ió n  á  e s te  
T ratado.
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SECCIÓN PRIMERA
DELITOS

Comprende esta sección, tanto el hecho punible como las 
responsabilidades que le afectan, acciones que competen al 
perjudicado y modos de hacer uso de ellas, ya mediante la 
denuncia ó simple notificación del hecho criminoso, ya por 
la querella, que es el único medio jurídico de entablar el 
juicio criminal.

Los delitos que se determinan en el segundo número, si no 
de esencia, por lo menos es conveniente su conocimiento 
para el constructor civil, conocidas la multiplicidad de fun­
ciones y las importantes facultades que como Perito desem­
peña; por esto hemos excogitado los precisos para que pueda 
formarse idea de las responsabilidades á que pudiera ha­
llarse sometido.

El estudio de la imprudencia temeraria es de necesidad 
ineludible para todas las personas que, como directores ó 
encargados, intervienen en trabajos donde la vida de las 
personas se halla más ó menos expuesta á peligros, y por 
consiguiente, de donde deriva la responsabilidad civil y la 
penal.



I
Disposiciones generales.

Este epígrafe contiene toda la parte sustantiva penal, y 
aquella otra que, con carácter adjetivo, tiene por objeto el 
cumplimiento de los principios sobre que se basa el vigente 
Código penal.

Entre las materias sustanciales ó principios generales, 
incluimos el concepto del delito y la falta, como acciones ú 
omisiones que la ley castiga; acciones que de estds hechos 
se derivan; efectos de la responsabilidad que su comisión 
produce, y extinción de la misma por los casos taxativos que 
el Código establece.

Como parte procesal ó derecho adjetivo, del cual pueden 
considerarse las acciones como su principal componente, 
insertamos la denuncia ó simple relación hecha ante la Au­
toridad ó sus delegados de un hecho punible, y la querella, 
forma solemne reconocida por la ley para el ejercicio de la 
acción penal, revestida de formalidades jurídicas y con la 
concurrencia de la necesaria capacidad, bien en la persona 
que se considera ofendida, bien en su representante legí­
timo; por este motivo lleva el número el epígrafe de Disposi­
ciones generales.

1.® Concepto del delito y de la falta.

El art. l.° del Código penal es la base del sistema en que 
se funda el derecho de penar.

Principio es de tanta importancia, que todos los postula­
dos del mencionado cuerpo legal no son más que las natu­
rales derivaciones de suponer siempre en el individuo la li-



bertad, la voluntad y la inteligencia desplegadas en todos 
sus actos.

El hombre, lo hemos dicho anteriormente, debe cumplir 
todos sus fines; para el cumplimiento de éstos, el Estado le 
facilita los medios legales necesarios para su desenvolvi­
miento; considéresele coiné individuo ó como miembro de 
la colectividad, debe cumplir el bien; si se le considera bajo 
el aspecto parcial, está sometido á la ley moral, principio 
tínico, absoluto del cual se deducen todos los demás; si como 
ciudadano, está bajo la sumisión de la ley social, que regula, 
imponiendo dirección á su inteligencia y voluntad para qué 
en su virtud sean compatibles los derechos de cada uno, con 
los derechos de los demás.

No cumpliéndose el deber, se lesiona el derecho, que por 
el objeto á que se destina puede ser público y privado.

Si la lesión afecta al orden total, á la masa común délos 
ciudadanos, nace el delito; si el quebrantamiento tan sólo se 
refiere á las relaciones privadas del individuo, aparece la 
obligación civil.

El principio siempre es uno, la transgresión es la misma; 
sin embargo, las relaciones infringidas son diversas; el de­
lito, concepto eminentemente público, afecta al Estado y á 
los ciudadanos y debe ser reparado con una sanción tan ge­
neral como general sea la infracción del deber jurídico.

De aqui que el Estado, como representante de la sociedad 
jurídica, asuma los derechos del lesionado y repare la in­
fracción cometida por medio del poder que se le ha transmi­
tido por la voluntad de los ciudadanos.

Pero la infracción no es total, no afecta á los derechos 
inherentes á la personalidad; refiérese sólo al no cumpli­
miento de las obligaciones contractuales; en este supuesto, 
la ley deja su persecución al interés de los particulares.

Entrando de lleno con la definición del delito según el 
derecho positivo, manifiéstasenos como la acción ú omisión 
voluntaria penada por la ley, definición que comprende tres 
diversos conceptos: l.°, que exista una acción ó una omi­
sión; 2.°, que sean voluntarias, y 3.°, que previamente se 
hallen penadas por la ley.
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Acción. — La infracción del derecho manifiéstase, por 
punto general, por actos externos, obrando; por consiguien­
te, el delito supone una condición positiva, la de obrar, la 
de efectuar, que, como dice el docto penalista Pacheco, ac­
ción es ó puede ser una entidad compleja, cada una de cu­
yas partes son asimismo acciones. Su naturaleza consiste en 
la actividad para producir resultado; su extensión alcanza 
á todos los causantes de ese resultado mismo.

Omisión.—Por omisión, aunque no con la frecuencia que 
por el ejercicio de nuestra actividad, se infringe la ley pe­
nal; tal sucede con las leyes que, imponiéndonos un precep­
to, nos negamos abiertamente á cumplirlo.

Pero tanto la acción como la omisión, para que revistan 
caracteres de delito, es necesario se manifiesten en virtud 
de actos externos; no manifestándose, no pasando de inten­
ción, será una falta moral, será un pecado para la religión, 
pero no cae bajo la sanción del Estado; queda sólo su cas­
tigo al infalible tribunal de la conciencia; asi, pues, el mal 
que castiga el derecho criminal es el verificado de una ma­
nera ostensible, no la intención ni las ideas, sino las accio­
nes ú omisiones con carácter tangible y positivo.

Así como la acción ó la omisión necesitan revestirse de 
caracteres externos, una vez exteriorizadas ha de concurrir 
en ellas la voluntariedad, es decir, la conciencia, la libertad 
y  la inteligencia en la ejecución ó no ejecución del hecho 
punible.

Si la libertad se coarta por la fuerza ó por el miedo, si la 
coacción material es tan irresistible que obligue á nuestra 
voluntad á la realización de un hecho que la conciencia re­
pugna, si el miedo es tan insuperable que, embargando las 
facultades anímicas del agente, le impele á la comisión del 
hecho punible, la voluntariedad, la libertad en el autor no 
existe, y mal ha de responder del acto ejecutado cuando no 
han concurrido en él los elementos más importantes de toda 
volición externa, la voluntad, la intención, el deseo de que­
brantar el derecho.

En el mismo caso se encuentra el que por ignorancia 
comete la transgresión legal, entendiéndose por ignorancia
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jor consejera, no obstante, la ley moral posee una extensión 
que la ley positiva no puede tener sin caer en el más mons­
truoso absurdo ó incurrir en la más horrible de las tira-

, 1 1 0El Código presume, en el segundo apartado del art. 1. , 
que todas las acciones ú omisiones verificadas por el autor 
del delito, son voluntarias.

La presunción es racional, y su fuerza es incontras­
table.

El hombre posee la inteligencia y la libertad; estas cua­
lidades las aplica para la consecución de sus fines. La expe­
riencia constante nos dice que en todo agente concuiien: la 
coacción, sea moral ó material, la falta de conocimiento, la 
carencia de criterio, por fortuna, raras veces se presentan 
en el individuo, pero caso de aparecer, caso de intervenir 
directamente en la contravención legal, hágalas presente el 
que las excepcione, á su cargo corre el justificarlas; su 
tranquilidad, su honra, sus bienes, están interesados en la 
prueba de que en el momento de la realización del hecho se 
encontraba en aquel estado anormal.

El artículo, pues, deja puerta abierta á la justificación, 
reconoce la posibilidad, pero sienta un principio de todo 
punto necesario para el respeto y viabilidad de la ley.

Puesto que la libertad y la inteligencia concurren en todo 
hecho, el párrafo tercero del articulo dispone que, cometido 
voluntariamente un delito ó falta, su autor inculie en les- 
ponsabilidad criminal, aunque el hecho ejecutado fuese dis­
tinto del propuesto; por consiguiente, no es indispensable 
exacta concordancia entre la intención y el hecho cometido: 
basta la intención maliciosa del acto para que, aun siendo 
distinto del que intentaba efectuar el autor, se le imponga 
la pena.

Dos elementos intervienen, por consiguiente, en el naci­
miento del delito, y éstos son: la acción y la intención; como 
dice el ilustre comentarista del Código de 1848, la acción sin 
la voluntad no es delito; la intención sin el hecho tampoco.

El acto cometido por el culpable era voluntario, con in­
tención dañada de perjudicar, pero resultó distinto del que
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aquél se proponía efectuar; pues esta excepción, esta excusa, 
no le exime de la pena, atenuará ó agravará la penalidad, 
pero nunca justifioará la desviación que su intento ha 
sufrido.

Por consiguiente, en este principio tan sumamente com­
plejo servirá de guía la intención demostrada por el culpa­
ble con el objeto de no castigar más delito que el que real­
mente existe.
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Código penal.— Libro I.— Título I.— Capítulo \.— D e  los delitos y  fa lta s.

Articulo 1 Son delitos ó faltas las acciones y omisiones volun­
tarias penadas por la ley.

Las acciones y omisiones penadas por la ley se reputan siem­
pre voluntarias, á no ser que conste lo contrario.

El que cometiere voluntariamente un delito ó falta incurrirá en 
responsabilidad criminal, aunque el mal ejecutado fuere distinto 
del que se había propuesto ejecutar.

2.« Acciones derivadas del delito y de la falta: aecióu
civil y acción penal: modos de ejercitarlas: denuncia
y querella.

A c c io n e s  d e r iv a d a s  d el d elito  y  d e  la  fa l t a . C la se  d e  a c c io ­
n e s .— La acción penal, nacida de un delito ó falta, tiene por 
objeto reponer la infracción total infringida en el orden so­
cial, incumbiendo su interposición al Ministerio fiscal ó al 
particular, según el delito sea, público ó revista un carácter 
privado.

Del delito nace también acción civil para la restitución 
de la cosa, reparación del daño é indemnización de los per­
juicios causados por el infractor.

Es decir, el objeto de la ley es doble; reparar el daño 
social, la transgresión del orden público, mediante el castigo 
ó imposición de la pena, y reparar los daños puramente pri­
vados por la restitución, reparación é indemnización, para 
que la sanción penal abarque la complejidad de perjuicios 
causados por el delito.

La acción penal es por esencia pública; la infracción



alcanza á todos los ciudadanos, y por consiguiente, todas 
las personas revestidas con capacidad jurídica pueden enta­
blarla para exigir que el orden infringido sea restablecido 
mediante la aplicación de la pena.

La ley procesal penal determina los requisitos qué han 
de concurrir en todo acusador público, para que este dere­
cho no sea una rémora en la pronta administración de justi­
cia. Por esto, exígese la plenitud de los derechos civiles; mal 
ha de representar los intereses sociales quien no puede in­
tervenir en los propios; de aquí que el loco, el pupilo, el 
hijo de familia, los pródigos declarados judicialmente, los 
condenados á la pena de interdicción civil, y la mujer ca­
sada, no puedan hacer uso de esta facultad.

Por falta de imparcialidad, y por la presunción de que 
nuevamente puedan incurrir en delito, no pueden ejercitar 
esta acción los condenados por denuncia ó querella calumnio­
sa, resolución legal acomodada á los principios del derecho . 
que restringen la capacidad de quien hace mal uso de ella.

Por razón de oficio, los Jueces y los Magistrados no pue­
den interponer la acción pública; llamados por la ley á 
aplicar las leyes en el campo sereno de la razón, y después 
de oídas las partes, la conveniencia exige no desciendan al 

' palenque de la discusión y del combate, en los cuales, por 
regla general, siempre la pasión interviene como importan­
tísimo factor.

Las limitaciones expresadas reitérense taxativamente á 
la intervención en el procedimiento por delitos en los que 
ellos ó sus representados no sean los directamente lesiona­
dos, porque caso de recaer en estas personas la lesión, pue­
den intervenir como parte acusadora ó querellante privado 
para exigir la reparación que por el daño sufrido les competa.

También por los vínculos matrimoniales de parentesco, 
por consanguinidad ó por afinidad, la ley limita el libre 
ejercicio de perseguir las obligaciones provenientes de deli­
to; asi, pues, los cónyuges pueden acusarse, pero solamente 
por delitos contra sus personas ó por delito contra la fideli­
dad ú honestidad que se prometieron, nunca por los referen­
tes á la propiedad (robo, hurto, estafa, etc.). Lo mismo su-
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cede con los ascendientes, descendientes, hermanos y afines, 
para no turbar la paz que debe reinar entre los miembros de 
una misma familia, máxime cuando la lesión refiérese al 
orden material de los bienes.

Modo de ejercitarlas.—La ley de Enjuiciamiento crimi­
nal regula el modo de ejercitar las acciones civil y penal 
que nacen de los delitos y faltas. El art. 111 dice que pue­
den ejercitarse separadamente; pero ejercitada la penal no 
podrá simultánea y separadamente entablarse la civil, hasta 
que la primera, como causa de todas las demás, no se haya 
resuelto, cuestión prejudicial por excelencia, puesto que 
para que la acción civil originaria del delitc? nazca, necesí­
tase sentencia firme en que así se disponga.

Si solamente se ejercita la acción penal, se sobreentiende 
utilizada la civil como consecuencia, de aquélla, á menos que 
se renuncie expresamente ó se reserve para una vez termi­
nado el proceso.

Pero si el delito fuese privado, y se entablase tan sólo la 
acción civil, por este solo hecho repútase renunciada la pe­
nal, por la presunción en el ofendido de. perdonar la pena 
al ofensor, al no reclamar más que la indemnización de los 
daños ó perjuicios causados.

Extinción.— La acción penal se extingue por la muerte 
del culpable, por renuncia del ofendido en los delitos que 
pueden perseguirse á instancia de parte, por la prescripción, 
por la amnistía ó por.el indulto.

Pero por la muerte del culpable no se extingue la respon­
sabilidad civil: pasa á sus herederos ó causahabientes la re­
paración ó indemnización, por ser acciones personales que se 
dan á favor y contra los herederos, siguiéndose en su trami­
tación los procedimientos civiles que sean de aplicación á la 
cuantía de lo que se reclame.

En cuanto á la renuncia, se extinguirá la que nace del 
delito, como ya hemos dicho, si se renuncia expresamente.

De la denuncia.—El procedimiento criminal puede comen­
zarse, bien por excitación del Ministerio fiscal, representante
de los intereses sociales, bien por noticias llegadas á cono-
cimiento del Juez, ya por la denuncia verbal ó escrita de
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Qtierella.—La querella es el medio por el que todo ciu­
dadano español, sea ó no ofendido por el delito, ó siendo 
extranjero resulte perjudicado en sus personas ó bienes, in­
terponen ante el Juez de instrucción la acción criminal para 
el castigo del delincuente y reparación del daño ó indemni­
zación de los perjuicios sufridos.

La querella relaciónase directamente con la materia de 
acciones, puesto que por ella se ponen éstas en ejercicio; 
por consiguiente, el escrito de queja, de querella, es el de 
demanda en lo criminal, necesitándose para interponerla la 
expuesta en los artículos 101 y  siguientes de la ley de Enjui­
ciamiento criminal.

La querella extiéndese, no sólo á la detención y prisión 
del presunto culpable, sino á la petición de embargo de bie­
nes suficientes á responder de las responsabilidades civiles; 
dada, pues, su naturaleza, requiérese la dirección de abo­
gado y representación de procurador, como formalidad ne­
cesaria para el planteamiento del debate jurídico, con ex­
presión de las circunstancias que en el art. 277 se contienen.

En los delitos que sólo pueden perseguirse á instancia de 
parte (injuria, calumnia, estupro, adulterio, etc.), exígese 
como trámite previo el acto de conciliación que acredite no 
haber habido avenencia entre las partes, para no cerrar las 
puertas á la reconciliación ó al mutuo interés de las partes 
en no entablar un proceso; así como las injurias ó calumnias 
vertidas ante los Tribunales necesitan además la autoriza­
ción de las personas que los compongan, para que la sus­
ceptibilidad de las partes no dé carácter de delito á expre­
siones más ó menos violentas producidas en el calor de la 
discusión de los hechos del pleito.

Todo querellante no perjudicado por el delito prestará 
la fianza suficiente para responder á las resultas de su peti­
ción; sucediendo lo mismo á los extranjeros_, aunque sean 
directamente lesionados, siempre que las leyes de su país no 
confieran á los españoles la facultad de comparecer ante los 
Tribunales sin necesidad de sanción; síguese por consi­
guiente el principio egoísta de la reciprocidad.

Las exenciones de fianza fúndanse en las bases del pa-
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rentesco entre el querellante y el ofendido; así, no necesitan 
el cumplimiento de esta condición los herederos ó represen­
tantes del lesionado, ni los ascendientes ni descendientes, 
colaterales hasta el segundo grado (hermanos) ni los here­
deros, etc., en los delitos de asesinato ó de homicidio, por su 
naturaleza inmediatamente personal.

Ley de Enjuiciamiento criminal.— Libro I.— Titulo IV .— D e  las p erso n a s  
á qu ien es co rresp on d e el ejercicio  de las acciones qu e nacen  de  
los delitos y  fa lta s.

Art. 100. De todo delito ó falta nace acción penal para el cas­
tigo del culpable, y puede nacer también acción civil para la res­
titución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de 
perjuicios causados por el hecho punible.

Art. 101. La acción penal es pública.
Todos los ciudadanos españoles podrán ejercitarla con arreglo 

á las prescripciones de la ley.
Art. 102. Sin embargo de lo dispuesto en el articulo anterior, 

no podrán ejercitar la acción penal: 1." El que no goce de la pleni­
tud de los derechos civiles. 2.° El que hubiese sido condenado dos 
veces por sentencia ñrme como reo del delito de denuncia ó que­
rella calumniosa. 3.” El Juez ó Magistrado.

Los comprendidos en los números anteriores podrán, sin em­
bargo, ejercitar la acción penal por delito ó falta cometidos conti'a 
sus personas ó bienes ó contra las personas ó bienes de sus cónyu­
ges, ascendientes, descendientes, hermanos consanguíneos ó ute­
rinos y afines.

Los comprendidos en los números 2.“ y 3.” podrán ejercitar 
también la acción penal por el delito ó falta cometidos contra las 
personas ó bienes de los que estuviesen bajo su guarda legal.

Art. 103. Tampoco podrán ejercitar acciones penales entre si: 
1.“ Los .cóoyug’es, á no ser j)or delito ó falta cometidos por el uno 
contra la persona del otro ó la de sus hijos, y por los delitos de adul­
terio, amancebamiento ybigamia. 2.° Los ascendientes, descen­
dientes y hermanos consanguíneos ó uterinos y afines, á no ser por 
delito ó falta cometidos por los unos contra las personas de los 
otros.

Art. 105. Los funcionarios del Ministerio fiscal tendrán la obli­
gación de ejercitar, con arreglo á las disposiciones de la ley, todas
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las acciones penales que consideren procedentes, haya ó no acu­
sador particular en las causas, menos aquellas que el Código penal 
reserva exclusivamente á ia querella privada. También deberán 
ejercitarlas en las causas por los delitos contraía honestidad que, 
con arreglo á las prescripciones del Código penal, deben denun­
ciarse previamente por los interesados, ó cuando el Ministevio"fis­
cal deba á su vez denunciarlos por recaer dichos delitos sobre per­
sonas desvalidas ó faltas de personalidad.

Art. 106. La acción penal por delito ó falta que dé lugar al pro­
cedimiento de oficio no se extingue por la renuncia de la j êrsona 
ofendida.

Pero se extinguen por esta causa las que nacen de delito ó 
falta que no puedan ser perseguidos sino á instancia de parto, y 
ias civiies, cualquiera que sea el delito ó falta de que procedan.

Art. 107. La renuncia déla acción civil ó de la penal renun- 
ciable no perjudicará más que al renunciante; pudiendo continuar 
el ejercicio de la penal en el estado en que se halle la causa ó ejer- 
citaila nuevamente los demás á quienes también correspondiere.

Art. 108. La acción civil ha de entablarse juntamente con la 
penal por el Ministerio fiscal, haya ó no en el proceso acusador 
particular; pero si el ofendido renunciare expresamente su dere­
cho de restitución, reparación ó indemnización, el Ministerio fiscal 
se limitara á pedir el castigo de los culpables.

Art. 109. En el acto de recibirse declaración al ofendido que 
tuviese la capacidad legal necesaria, se le instruirá del derecho 
que le asiste para mostrarse izarte en el proceso y renunciar ó no á 
la restitución de la cosa, reparación del daño é indemnización del 
perjuicio causado por el hecho punible.

Si no tuviese capacidad legal, se practicará igual diligencia 
con su representante.

Fuera de los casos previstos en los dos párrafos anteriores, no 
se hará á los interesados en las acciones civiles ó penales notifi­
cación alguna que prolongue ó detenga el Curso de la causa; lo 
cual no obsta para que el Juez procure instruir de aquel derecho 
al ofendido ausente.

Art. lio. Los perjudicados por un delito ó falta que no hubie­
ran renimciado su derecho, podrán mostrarse parte en la causa, 
si no lo hicieren antes del trámite de calificación del delito, y ejer­
citar las acciones civiles y penales que procedan, ó solamente unas 
11 otras, según les conviniere, sin que por ello so retroceda en el 
curso de las actuaciones.

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa.

■ i
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no por esto se entiende que renuncian al derecho de restitución, 
reparación ó indemnización que á su favor pueda acordarse en sen­
tencia firme, siendo menester que la renuncia de esto derecho se 
haga eii su caso de una manera expresa y terminante.

Art. 111. Las acciones que nacen de un delito ó falta podrán 
ejercitarse junta ó separadamente; pero mientras estuviese pen­
diente la acción penal, no se ejercitará la civil con separación 
hasta que aquélla haya sido resuelta en sentencia firme, salvo 
siempre lo dispuesto en los artículos 4.", 5.“ y 6." de este Código (1).

Art. 112. Ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utili­
zada también la civil, á no ser que el dañado ó perjudicado la re­
nunciase ó la reservase expresamente para ejercitarla después de 
terminado el juicio criminal, si á ello hubiere lugar.

Si se ejercitase sólo la civil, que nace de un delito de los que no 
pueden perseg’uirse sino en virtud de querella particular, se con­
siderará extinguida desde luego la acción penal.

(1) L e y  d e  E n ju ic ia m ie n to  c r im in a l .— L ib r o  1 .— T üulor I .  — C a p i ­
tu lo  II. — C u estion es p r e ju d ic ia le s .— A r t .  8." Por regla general, la com­
petencia de los Tribunales encargados de la justicia penal se extiende 
á resolver, para sólo el efecto de la represión, las cuestiones civiles y 
administrativas judiciales, propuestas con motivo de los hechos per­
seguidos, cuando tales cuestiones aparezcan tan intimamente ligadas 
al hecho punible, que sea racionalmente imposible su separación.

Art. 4.'' iSiu embargo, si la cuestión prejudicial fuese determinante 
de la culpabilidad ó de la inocencia, el Tribunal de lo criminal suspen­
derá el procedimiento hasta la resolución de aquélla por quien corres­
ponda; pero puede fijar un plazo, que no exceda de dos meses, para 
que las partes acudan al Juez ó Tribunal civil ó contencioso adminis- 
trativo competente.

Pasado el plazo sin que el interesado acredite haberlo û ilizadoi el 
Tribunal de lo criminal alzará la suspensión y continuará el procedi­
miento.

En estos juicios será parte el Ministerio fiscal.
Art 5.° No obstante lo dispuesto en los dos artículos anteriores, 

las cuestiones civiles prejudiciales referentes á la validez de un matri­
monio, ó á la supresión de estado civil, se diferirán siempre al Juez ó 
Tribunal que deba entender en las mismas, y su decisión servirá de 
base á la del Tribunal de lo criminal.

Art. 6." 8i la cue.stión civil prejudicial se refiere al derecho de 
propiedad sobre un inmueble ó á otro derecho real, el Tribunal de lo 
criminal podrá resolver acerca de ella, cuando tales derechos aparez­
can fundados en un titulo auténtico ó. en actos indubitados de po­
sesión.

Art. 7.“ El Tribunal de lo criminal se atemperará respectivamente 
á las reglas del derecho civil ó administrativo, en las cuestiones pre­
judiciales que, con arreglo á los artículos anteriores, deba resolver.

. - 4
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Art. 113. Podrán ejercitarse expresamente las dos acciones 
por una misma persona ó por varias; pero siempre que sean dos ó 
más las personas por quienes se utilicen las acciones derivadas de 
un delito ó falta, lo verificarán en un solo proceso, y si fuere posi­
ble, bajo una misma dirección y representación, á juicio del Tri­
bunal.

Art. 114. Promovido juicio criminal en averiguación de un 
delito ó falta, no podrá seg’uirse pleito sobre el mismo hecho; sus­
pendiéndole, si le hubiese, en el estado en que se hallase, hasta 
que recaiga sentencia firme en la causa criminal.

Xo será necesario para el ejercicio de la acción penal que haya 
precedido el de la civil originada del mismo delito ó falta.

Lo disjiuesto en este articulo se entiende sin perjuicio de lo es­
tablecido en el capitulo II, tit. I de este libro, respecto álas cues­
tiones prejudiciales.

Art. 115. La acción penal se extingue por la muerte del cul­
pable; pero en este caso subsiste la civil contra sus herederos y 
causa-habientes, que sólo podrán ejercitarse ante la jurisdicción y 
por la Via de lo civil.

Art. 116. La extinción de la acción penal no lleva consigo la 
de la civil, á no ser que la extinción proceda de haberse declarado 
por sentencia firme que no existe el hecho de que la civil hubiese 
podido nacer.

En los demás casos, la persona á quien corresponda la acción 
civil podrá ejercitarla, ante la jurisdicción y por la vía de lo civil 
que proceda, contra quien estuviere oblig'ado á la restitución, re­
paración del daño ó indemnización del perjuicio sufrido.

Art. 117. La extinción de la acción civil tampoco lleva consigo 
la de la penal que nazca del mismo delito ó falta.

La sentencia firme absolutoria dictada en el pleito promovido 
por el ejercicio de la acción civil, no será obstáculo para él ejer­
cicio de la acción penal correspondiente.

Lo dispuesto en este articulo se entiende sin perjuicio de lo que 
establece el capitulo II del tit. I de este libro y los artículos 106, 
107, lio y párrafo segundo del 112.

Ley de Enjuiciamiento criminal.— Libro segundo.— Titulo I.

De la denuncia.
Art. 259. El que presenciare la perpetración de cualquier de­

lito piiblico estará obligado á ponerlo inmediatamente en conoci­
miento del Juez de instrucción, municipal ó funcionario fiscal más



próximos al sitio en que se hallare, bajo la multa de 5 á 50 pesetas.
Art. 260. La obligación establecida en el articulo anterior no 

comprende á los impiiberes ni á-los que no gozaren del pleno uso 
de su razón.

Art. 662. Los que por razón de sus cargos, profesionea ú oficios 
tuTieren noticia de algún delito público, estarán obligados á de­
nunciarlo inmediatamente al Ministerio fiscal, al Tribunal compe­
tente, al Juez de instrucción, y en su defecto al municipal ó al fun­
cionario de policia más próximo al sitio si se tratase de un delito 
flagrante.

Los que no cumpliesen esta obligación incurrirán en la multa 
señalada en el art. 259, que se impondrá disciplinariamente.

Si el que hubiese incurrido en la omisión fuere empleado 
priblico, se pondrá además en conocimiento de su superior inme­
diato para los efectos á que hubiese lugar en el orden administra­
tivo.

liO dispuesto en este articulo se entiende cuando la omisión no 
produjere responsabilidad con arreglo á las leyes.

Art. 265. Las denuncias podrán hacerse por escrito ó de pala­
bra, personalrñente ó por medio de mandatario con poder especial.

Art. 266. La denuncia qúe se hiciere por escrito deberá estar 
firmada por el denunciador; y si no pudiere hacerlo, por otra per­
sona á sil ruego. La Autoridad ó funcionario que la recibiere ru­
bricará y sellará todas las hojas á presencia del que la presentare, 
quien podrá también rubricarla por sí ó por medio de otra persona 
á su ruego.

Art. 267. Cuando la denuncia sea verbal, se extenderá un acta 
por la Autoridad ó funcionario que la recibiere, en la que, en 
forma do declaración, se expresarán cuantas noticias tenga el de­
nunciante relativas al hecho denunciado y á sus circunstancias, 
firmándola ambos á continuación. Si el denunciante no pudiere 
firmar, lo hará otra persona á su ruego.
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TITULO II 
De la querella.

Art. 270. Todos los ciudadanos españoles, hayan sido ó no 
ofendidos por el delito, pueden querellarse, ejercitando la acción 
popular establecida en el art. 101 de esta ley.



También pueden querellarse los extranjeros por los delitos co­
metidos contra sus personas ó bienes ó las personas ó bienes de sus 
representados, previo cumplimiento de lo dispuesto en el art. 280, 
si no estuvieren comprendidos en el liltimo párrafo del 281.

Art. 272. La querella se interpondrá ante el Juez de instruc­
ción competente.

Si el querellado estuviese sometido por disposición especial de 
la ley á determinado Tribunal, ante éste se interpondrá la que­
rella.

Lo mismo se hará cuando fueren varios los querellados por un 
mismo delito ó por dos ó más conexos, y alguno de aquéllos estu­
viese sometido excepcionalmente á un Tribunal que no fuere lla­
mado á conocer por regla general del delito.

Art. 273. En los casos del articulo anterior, cuando se trate de 
un delito infraganti ó de los que no dejan señales permanentes de 
su perpetración, ó en que fuere de temer fundadamente la oculta­
ción ó fuga del presunto culpable, el particular que intentare quere­
llarse del delito podrá acudir desde luego al Juez de instrucción ó 
municipal que estuviere más próximo, ó á cualquier funcionario 
de policía , á fin de que se practiquen las primeras diligencias ne­
cesarias para hacer constar la verdad de los hechos y para dete­
ner al delincuente.

Art. 274. El particular querellante, cxialquiera que sea sufuero, 
quedará sometido,,para todos los efectos del juicio por él promo­
vido, al Juez de instrucción ó Tribunal competente para conocer 
del delito objeto de la querella.

Pero podrá apartarse de la querella en cualquier tiempo, que­
dando, sin embargo, sxijeto á las responsabilidades que pudieran 
resultarle por su actos anteriores.
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Art. 277. La querella se presentará siempre por medio de Pro­
curador con poder bastante y suscrita por Letrado.

Se extenderá en papel do oficio, y en ella se expresará:
1. " El Juez ó Tribunal ante quien se presente.
2. ° El nombre, apellidos y vecindad del querellante.
3. “ El nombre, apellidos y vecindad del querellado.
En el caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá hacer 

la designación del querellado por las señas que mejor pudiera 
darle á conocer.

4. " La relación circunstanciada del hecho, con expresión del 
lugar, año, mes, dia y hora en que se ejecutó, si se supieren.



o.° Expresión de las dilig-encias que se deberán practicar para 
la comprobación del hecho.

6.” La petición de que se admita la querella, se practiquen las 
dilig-encias indicadas en el número anterior, se proceda á la deten­
ción y prisión del presunto culpable ó á exigirle la fianza de liber­
tad provisional, y se acuerde el embargo de sus bienes en la can­
tidad necesaria, en los casos en que asi proceda.
 ̂7. La firma del querellante ó la de otra persona á su rueo-o 

SI no supiere ó no pudiere firmar, cuando el Procurador no tuviese 
poder especial para formular la querella.

Art. 280. El particular querellante prestará fianza de la clase 
j en la cuantía que fijare el Juez ó Tribunal para responder de 
las resultas del juicio.

Art. 281. Quedan exentos de cumplir lo dispuesto en el articulo 
anterior: 1." El ofendido y sus herederos ó representantes lega­
les. 2. En los delitos de asesinato ó de homicidio, el viudo ó viuda, 
los ascendientes y descendientes consanguíneos ó afines, ios cola­
terales consanguíneos ó uterinos y afines hasta el segundo grado 
los herederos de la victima y los padres, madres é hijos naturale.s 
á quienes se refiere el luim. 3.° del art. 261.

La exención de fianza no es aplicable á los extranjeros si no les 
coirespondiese en virtud de tratados internacionales ó ¡lor el prin­
cipio do reciprocidad.
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3.° Responsabilidad civil derivada del delito 
y de la falta.

Principio general.— art. 18 del Código penal establece 
que toda persona responsable criminalmente de un delito ó 
falta lo es también civilmente. El principio es racional y ló­
gico: el autor de un hecho punible debe responder de todas 
las consecuencias derivadas del mismo, sea su naturaleza 
puramente penal, pertenezcan al orden civil. Si el acto pu­
nible causa un daño, justo es que el ejecutante indemnice 
de él al perjudicado.

Hoy se encuentra consignado este principio en el ar­
tículo 1.902 del Código civil, con relación á las obligaciones 
que nacen de culpa ó negligencia, refiriéndose implícita­
mente á los delitos (incluyendo la imprudencia temeraria) y



á las faltas, puesto que todos reconocen por causa la acción 
ó la omisión.

Personas responsables subsidiariamente.—La responsabi­
lidad de que se trata es principal para los criados , discipu- 
los, aprendices y dependientes, por los hechos cometidos en 
el desempeño de sus obligaciones; si en el cumplimiento de 
sus servicios ocasionan daños y no pudiesen repararlos, por 
sólo este hecho, la responsabilidad se hace extensiva á los 
amos, maestros ó encargados de cualquier género de in­
dustria.

Estas personas, por su pericia y  experiencia, se hallan en 
condiciones de apreciar la aptitud y  capacidad de sus de­
pendientes ó subordinados, y si mediante ellos sacan la uti­
lidad necesaria para la prosecución de sus negocios, y por 
consecuencia, la honra de sus empresas, para ellos han de 
ser la responsabilidad y los perjuicios que se causen en el 
ramo de la actividad á que se dedican.

Pero una vez reparados los daños, el director, maestro, 
representante de una empresa, etc., que satisfizo los gastos, 
podrá repetir de sus dependientes todo lo que por éstos hu­
biese satisfecho. Así lo dispone el art. 1.904 del Código ci­
vil, cuyas disposiciones, como repetidamente hemos dicho, 
son las vigentes en esta materia. El Código penal en su ar­
tículo 21 no hace más que una aclaración, una cita, refi­
riéndose á las obligaciones que nacen de la culpa ó ne­
gligencia, cuya penalidad es eniinentemente civil, y por 
consiguiente, esta ley habrá de aplicarse.

Las personas que carecen de capacidad, y por consi­
guiente, gozan de exención de la responsabilidad penal, no 
pueden responder tampoco civilmente; de aquí que por los 
menores de nueve años, ó el mayor de esta edad y menor de 
quince sin discernimiento, y el loco y el imbécil, responden 
las personas que los tengan en su propia potestad, salvo si no 
hubiere culpa ó negligencia por parte de estas personas.

Son también responsables civilmente las personas en 
cuyo favor se haya precavido- un mal, cuando para conse­
guir esto haya sido necesario ejecutar un hecho punible, y 
en el caso de delito ejecutado por el miedo, el que hubiere
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causado éste, y sólo en su defecto el que realizare el hecho, 
salvo en este caso y en los anteriores, el beneficio de com­
petencia.

Esta responsabilidad no so limita á las personas criminal­
mente responsables de un delito ó falta; hácese extensiva á 
las que cometieron el hecho punible sin voluntariedad y sin 
intención, y en unos y en otros se da á favor y contra los 
herederos; es obligación, pues, puramente personal.

Contenido de la responsabilidad civil.—El Código penal, 
en los tres números del art. 121, nos dice los extremos que 
comprende; éstos son: restituir, reparar é indemnizar.

La restitución de la cosa es tan sólo aplicable á los delitos 
contra la propiedad; mal se puede restituir lo que no se ha 
quitado; concepto puramente material, exige ante todo la 
detentación do una cosa. Cuando la restitución no exista 
vendi-cl el segundo grado, la reparación del daño; como dice 
el Código, la restitución deberá hacerse de la misma cosa; si 
restituyéndose ésta hubiérase deteriorado ó perdido en valor, 
vendrá la reparación á completar la entrega.

Si, por el contrario, lá cosa hubiera ganado en valor por 
los trabajos del responsable, entonces se seguirán las reglas 
que expusimos al tratar de las mejoras hechas en la cosa 
poseída, según sean éstas necesarias, útiles ó de mero adorno 
y  recreo, y en el poseedor recayese la buena ó mala fe (1).

Si la cosa se hallase en manos de un tercero, y éste la ha 
adquirido de buena fe, se hará la restitución, á menos que 
por la prescripción hubiera ganado su dominio; ó las cosas 
fueran de las irreivindicables; materia ajena al derecho 
penal, donde simplemente señálanse las causas, para que 
los interesados ventilen los efectos de éstas y todas sus inci­
dencias ante los Tribunales civiles.

Otro de los elementos es la reparación de los dailos causa­
dos. No habiendo lugar á la restitución por no existir cosa 
que origine el reintegro, ó por haberse aquélla destruido, en 
ambos casos aparece la reparación.

La reparación guarda profundas analogias con el último

(1) Véase Accesw?i, pág. 136.
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término del artículo, la indemnización de perjuicios; aquélla 
■se refiere á los daños, á los menoscabos que sufrimos en la 
propiedad; la segunda úsase, por regla general, en los per­
juicios que recaen sobre la persona.

Si no ha sido posible la restitución del objeto, habivl de 
repararse, dándose una propiedad, si no análoga, equivalente 
á lo perdido, satisfaciendo los daños que se ocasionaron en 
las cosas, y abonando, por consiguiente, los frutos, las utili­
dades perdidas y fijándose el precio de afección.

Estas médidas son de carácter prudencial, reguladas por 
el Tribunal, oyendo el dictamen de personas peritas, para 
que la reparación sea legítima, evitándose el lucro con per­
juicio de la persona responsable.

El tercer elemento es la indemnización de perjuicios. Este 
concepto refiérese á los delitos que recaen directamente so­
bre las personas.

El que mata, hiere, injuria, calumnia, ó, por último, ataca 
á la honestidad de una persona, mal puede restituir lo que 
es irrestituíble. La vida y la salud, el honor y la honestidad, 
una vez lesionados, ni se pueden restituir ni tampoco repa­
rar; cabe simplemente la idemnización de perjuicios; pero 
si las causas son completamente distintas, los efectos son 
perfectamente parecidos; si por la reparación se satisface 
io destruido, por la indemnización se paga lo que se ha 
perdido.

Como en la reparación es necesaria la discreción de los 
Tribunales para regular el importe de los perjuicios ocasio­
nados, todo el tacto será insuficiente para que la indemni­
zación no resulte ilusoria, ó sea, por el contrario, muy per­
judicial.

Los gastos de enfermedad, en su caso, los de entierro, 
cantidades que no se han percibido por la enfermedad, son 
fáciles de determinar, puesto que se parte de un principio 
cierto; no sucede lo mismo con los delitos que atacan á la 
parte moral del individuo; los ataques al honor y á la hones­
tidad nunca pueden apreciarse, para los efectos de la regu­
lación, en sus justos límites; de aquí que la apreciación ha 
de ser arbitraria.
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Por último, la indemnizacióa comprende tanto los perjui­
cios que se causen al agraviado, como los que se originen á 
su familia ó á un tercero, siempre regulados prudencialmente 
por el Tribunal, por las diversas circunstancias del hecho ó 
posición social del ofensor.

Responsabilidad civil de tercero.—La ley de Enjuicia­
miento criminal preceptúa que cuando de una causa resulte 
la responsabilidad civil de una tercera persona, se le exigirá 
la citada responsabilidad, procediéndose, en su caso, al 
embargo correspondiente. El precepto es lógica deducción 
del principio cardinal, de que el que causa un perjuicio á 
otro debe indemnizarle, sea cualquiera el grado de su res­
ponsabilidad.
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Código penal.— Título II.— Capitulo W.—Délas personas responsables 
civilmente de los delitos y faltas.

Art. 18. Toda persona responsable criminalmente de un delito 
ó falta, lo es también civilmente.

Art. 19. La exención de responsabilidad criminal declarada en 
los números 1.”, 2.“, d.“, 7.“ y 10 del art. 8.° (1), no comprende la de 
la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción á las 
reglas siguientes;

Primera. En los casos 1.", 2.° y 3.“ son responsables civilmente

(1) Art. 8.“ iío delinquen, y por consiguiente están exentos de 
responsabilidad criminal:

1. ° El imbécil y el loco, á no ser que éste haya obrado en un inter­
valo de razón.

Cuando el imbécil ó el loco hubieren ejecutado un hecho que la ley 
calificase de delito grave, el Tribunal decretará su reclusión en uno de 
los hospitales destinados á los enfermos de aquella clase, del cual no 
podrá salir sin previa autorización del mismo Tribunal.

Si la ley calificase de delito menos grave el hecho ejecutado por el 
imbécil ó el loco, el Tribunal, según las circunstancias del hecho, 
practicará lo dispue.sto en el párrafo anterior, ó entregará al imbécil ó 
loco á sn familia, si ésta diese suficiente fianza de custodia.

2. " El menor de nueve años.
S." El mayor de nueve años y menor de quince, á no ser que haya 

obrado con discernimiento.
El Tribunal hará declaración expresa sobre este punto para impo­

nerle pena ó declararlo irresponsable.
Cuando el menor sea declarado irresponsable, en conformidad con



por los hechos que ejecutase el loco ó imbécil y el menor de nueve 
años, ó el mayor de esta edad y menor de qiiince, que no haya 
obrado con discernimiento, que los tengan bajo su potestad ó 
guarda legal, á no hacer constar que no hubo por su parte culpa 
ni negligencia.

No habiendo persona que los tenga bajo su potestad ó guarda, 
ó siendo aquélla insolvente, responderán con sus bienes los mis­
mos locos, imbéciles ó menores, salvo el beneficio de competencia, 
en la forma que establezca la ley civil. ’

Segunda. En el caso del número 7.° son responsables civilmente 
las personas en cuyo favor se haya precavido el mal, á proporción 
del beneficio que Inibiesen reportado.

Los Tribunales señalarán, segiin su prudente arbitrio, la cuota 
pioporcional de que cada interesado deba responder.

Cuando no sean equitativamente asignables, ni aun por apro­
ximación, las cuotas respectivas, ó cuando la responsabilidad se 
extienda al Estado ó á la mayor parte de una población, y en todo 
caso siempre que el daño se hubiere causado con el asentimiento 
de la Autoridad ó de sus agentes, se hará la indemnización en la 
forma que establezcan las leyes ó Keglamentos especiales.

Teicera. En el caso del número 10 responderán principalmente 
los que hubiesen causado el miedo y subsidiariamente, v en defecto 
de ellos, los que hubiesen ejecutado el hecho, salvo respecto á estos 
últimos el beneficio de competencia.
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Art. 21. La responsabilidad subsidiaria que se establece en el

lo que se establece en este número y en el que precede, será entregado 
a su familia con encargo de vigilarlo y educarlo. A falta de persona 
que se encargue de su vigilancia y educación, será llevado á un esta­
blecimiento de beneficencia destinado á la educación de huérfanos y 
desamparados, de donde no saldrá sino al tiempo y con las condicio­nes prescritas para los acogidos.

7. El que para evitar un mal, ejecuta un hecho que produzca 
daño en la propiedad ajena, siempre que concurran las circunstancias siguientes:

Primera. Realidad del mal que se trata de evitar.
b e g u n d a .  s e a  m a y o r  q u e  e l c a u s a d o  p a r a  e v i t a r l o .

p a S ^ im p e d i r S ? ®  ° °  P > -acticab le  y  m e n o s  p e r ju d i c ia l

ó máyor"̂  impulsado por miedo insuperable de un mal igual



articulo anterior será también extensiva á los amos, maestros, 
personas y empresas dedicadas á cualquier género de industria, 
por los delitos ó faltas en que hubiesen incurrido sus criados, dis­
cípulos, oficiales, aprendices ó dependientes en el desempeño de 
sus obligaciones ó servicio.

Código penal.— Libro primero.— Titulo IV.— De la respomabilidad civil.

Art. 121. La responsabilidad civil establecida en el cap. II, ti­
tulo II de este libro comprende:

1. " La restitución.
2. " La reparación del daño causado.
3. ° La indemnización de perjuicios.

Ley de Enjuiciamiento criminal.—  Libro II.— Título XI— De la responsa­
bilidad civil de terceras personas.
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Art. 615. Cuando en la instrucción del sumario aparezca indi­
cada la existencia de la responsabilidad civil de un tercero con 
arreglo á los artículos respectivos del Código penal, ó por haber 
participado alg’uno por titulo lucrativo de los efectos del débito, 
el Juez, á instancia del actor civil, exigirá fianza á la persona 
contra quien resulte la responsabilidad, ó en su defecto, embar­
gará, con arreglo á lo dispuesto en el tit. IX de este libro, los bie­
nes que sean necesarios.

Art. 616. La persona á quien se exigiere la fianza ó cuyos bie­
nes fueran embargados, podrá, durante el sumario, manifestar 
por'escrito las razones que tenga para que no se la considere ci­
vilmente responsable, y las pruebas que pueda ofrecer para el 
mismo objeto.

Art. 617. El Juez dará vista del escrito á la parte á quien inte­
rese, y ésta lo evacuará en el término de tres dias, proponiendo 
también las pruebas que deban practicarse en apoyo de su pre­
tensión.

Art. 618. Seguidamente el Juez decretará la práctica de las 
pruebas propuestas, y resolverá sobre las pretensiones formula­
das, siempre que pudiere hacerlo sin retraso ni perjuicio del ob­
jeto principal de la instrucción.

Art. 619. Para todo lo relativo á la responsabilidad civil de un 
tercero y á los incidentes á que diere lugar la ocupación, y en su 
dia la restitución de cosas que se hallaren en su poder, se formará



pieza separada, pero sin que por ningún motivo se entorpezca ni 
suspenda el curso de la instrucción.

Art. 620. Lo dispuesto en los artículos anteriores se observará 
también respecto á cualquiera pretensión que tuviese por objeto 
la restitución á su dueño de alg'uno de los efectos é instrumentos 
del delito que se hallasen en poder de un tercero.

La restitución á su dueño de los instrumentos y objetos del de- 
ito no podrá verificarse en ningún caso hasta después que se haya 
celebrado el juicio oral, excepto en el previsto en el art. 844 de 
lesta ley.

Art. 621. Los autos dictados en estos incidentes se llevarán á 
efecto, sin perjuicio de que las partes á quienes perjudiquen pue­
dan reproducir sus pretensiones en el juicio oral, ó de la acción 
civil correspondiente que podrán entablar en otro caso.
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4.° Extinción de la responsabilidad penal.

Las obligaciones derivadas del delito (pena y responsa­
bilidad civil) se extinguen por diversas circunstancias; unas 
que concibe la sana. razón; otras por ficciones necesarias 
establecidas por la ley, para que la pena y la responsabili­
dad que, como accesoria, puede llevar consigo, no se con­
viertan en perpetuas é irredimibles.

Para este efecto, el Código menciona los casos mediante 
los cuales la responsabilidad, y por consiguiente la acción 
que pudiera existir contra el delincuente, se extingue, mejor 
dicho, se anula.

La muerte del reo es el primero de los casos del art. 132. 
Muerto el delincuente, la sociedad no puede ni proseguir el 
procedimiento por falta de culpable, ni exigir la responsa­
bilidad personal, porque ésta ha dejado de existir; pero si 
éste es de aplicación á la pena, no se refiere á las penas 
pecuniarias, ni á la responsabilidad civil de restituir, repa­
rar é indemnizar. El que causó un daño debe repararlo, 
y como obligación personal se da contra los herederos del 
que perjudicó, para que, como representantes de su perso­
nalidad, resarzan todos los perjuicios que hubiese ocasio­
nado el causante. Dicho se está que esta regla común á 
todas las obligaciones derivadas de la culpa, tiene su excep­



ción en el caso de no haber sido condenado al ocurrir su 
fallecimiento, porque mal puede sujetarse, en virtud de un 
fallo de los Tribunales, á reparar ó á indemnizar, al que no 
pudo defenderse, y por los principios de derecho sabemos 
que nadie puede ser condenado sin ser oido y vencido en 
juicio.

El cumplimiento de la condena, asi como la solución ó 
paga en las obligaciones civiles, es el modo de resolver ó 
extinguir las provenientes de delito ó falta. El culpable con­
trajo con el Estado una deuda, al infringir los preceptos en 
que se basa el presente orden social; impuesto el castigo, 
cumplida la pena, el infractor, al cumplir la restricción de 
su libertad individual, ha satisfecho toda clase de deberes 
sociales, y por consiguiente, excepto en determinados deli­
tos, se le considera rehabilitado en todos los derechos inhe­
rentes á la personalidad humana.

La prescripción, ó sea la pérdida del derecho por no 
ejercitarlo durante determinado lapso de tiempo, extingue 
la acción penal, y por consiguiente, el delito. Al prescribir 
las penas perpetuas y las aflictivas á los veinte y quince 
años respectivamente, se extinguirá también la acción civil, 
por ser este último número de años el establecido para su 
pérdida en el art. 1.964 del Código civil; no así con las demás 
penas, que pueden muy bien extinguirse y la acción civil 
permanecer subsistente, por no haber corrido el tiempo ne­
cesario para que la responsabilidad civil se extinga. De lo 
contrario, resultaría la anomalía de prescribir las acciones 
que deben su origen á la intención dañada de perjudicar, 
antes de las que reconocen por causa la libre voluntad y 
buena fe de los contratantes.

El indulto es la remisión total ó parcial de la pena que 
se impuso al culpable. En este perdón interviene sólo el 
poder del Estado; por esto la acción civil para exigir las 
responsabilidades afectas al delito, subsistirá mientras no se 
cumpla el plazo exigido para la prescripción de las acciones 
en el Código civil vigente, que, como queda consignado, 
es el de quince años.

Por último, la amnistía ó el olvido de lo efectuado, que
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ha de verificarse por medio de una ley, extingue por com­
pleto, no sólo la pena, sino todos sus efectos. La amnistía po­
drá únicamente aplicarse á las penas impuestas por delitos 
políticos ó transgresiones referentes á la ley fundamental del 
Estado; por esta razón, las acciones civiles rara vez podrán 
ser exigióles, pero caso de serlo, seguirán para su extinción
las reglas del derecho civil.

El art. 135 del Código penal, refiriéndose á la extinción 
de la responsabilidad civil nacida del delito ó falta, declara 
que se verifica con sujeción á las reglas del derecho civil.

El art. 1.156 del Código civil enumera los modos de ex­
tinguirse las obligaciones. Según este artículo, las obligacio­
nes mueren, dejan de ser exigióles:

Por el pago ó cumplimiento; por pérdida de la cosa de­
bida; por la condonación de la deuda; por la confusión de 
los derechos de acreedor y deudor; por la compensación y 
por la novación.

Algunos de estos modos rara vez serán de aplicación á la 
responsabilidad civil originaria de delito; por ei contrario, 
el Código civil deja de consignar en este artículo la pres­
cripción extintiva, que, por lo general, es en la práctica el 
modo más importante de extinguirse la acción civil penal.

VovclpagOf solución ó cumplimiento, dicho se está, se 
extinguen las obligaciones; cumplido el objeto de la obliga­
ción, realizada ésta, por este solo hecho la obligación natu­
ralmente deja de existir.

Por la cesión de bienes; si el culpable cede todos sus bie­
nes en favor del perjudicado, por no alcanzar los que posee 
al cumplimiento de la obligación, desde luego que por este 
acto queda extinguida. Pero el modo más importante de ex­
tinguir la responsabilidad civil nacida de la penal, es por la 
remisión, por la renuncia, por el perdón del acreedor; al re­
nunciar ai ejercicio de la acción que la ley le confiere, (^ueda 
ésta completamente extinguida. No es necesario decir que 
el perdón ha de ser expreso, ya consignándole por diligen­
cia en el sumario, ya después de la condena del delincuente 
por otorgamiento de escritura piiblica.

Prescripción.—Si el perdón en lo criminal es la renuncia

I .



expresa de toda reclamación, el lapso de tiempo supone la 
renuncia tácita de nuestros derechos; perdida por el trans­
curso de tiempo la acción para reclamar, perdemos el dere­
cho que nos asiste, puesto que la acción es el medio hábil 
que la ley reconoce para exigir el cumplimiento de las obli­
gaciones.

En la prescripción de las acciones para el pago de hono­
rarios ya nos ocupamos detenidamente de esta materia; en 
aquella sección pueden verse las disposiciones legales que le 
son pertinentes (1).
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Código penal.— Libro I.— Titulo VI.—De la extinción 
de la resjJonsabilidad penal.

Art. i32. La responsabilidad penal se extingue:
1. “ Por muerte del reo, en cuanto á las penas personales siem­

pre, y respecto A las pecuniarias sólo cuando á su fallecimiento no 
hubiese recaído sentencia firme.

2. “ Por el cumplimiento de la condena.
3. ” Por amnistía, la cual extingue por completo la pena y todos 

sus efectos.
4. ° Por indulto. »
El indultado no podrá habitar por el tiempo que, á no haberlo 

sido, debería durar la condena, en el lugar en que viva el ofen­
dido, sin el consentimiento de éste; quedando en otro caso sin efecto 
el indulto acordado.

5. “ Por el perdón del ofendido, cuando la pena se haya im­
puesto por delitos que no puedan dar lugar á ¡srocedimiento de 
oficio.

6. “ Por la prescripción del delito.
7. “ Por la prescripción de la pena.
Art. 133. Los delitos prescriben á los veinte años cuando seña­

lase la ley al delito la pena de muerte ó cadena perpetua.
A los uiiice, cuando señalase cualquier otra pena aflictiva.
A los diez, cuando señalase penas correccionales.
Exceptúanse los delitos de calumnia é injuria y los comprendi­

dos en el art. 582 de este Código, de los cuales los primeros pres-

(1) Véase pág. 549.
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cribirán al año, los segundos á los seis meses y los últimos á los 
tres meses.

Las faltas prescriben á los dos meses.
Cuando la pena señalada sea compuesta, se estará á la mayor 

para la aplicación de las reglas comprendidas en los párrafos pri­
mero, segundo y tercero de este articulo.

El término de la prescripción comenzará á correr desde el dia 
en que se hubiese cometido el delito; y si entonces no fuese cono­
cido, desde que se descubra y se empiece á proceder jtidicialmente 
para su averiguación y castigo.

Esta prescripción se interrumpirá desde que el procedimiento 
se dirija contra el culpable, volviendo á correr de nuevo el tiempo 
de la prescripción desde que aquél termine sin ser condenado ó 
se paralice el procedimiento, á no ser por rebeldía del culpable 
procesado.

Art. 134. Las penas impuestas por sentencia firme prescriben:
Las de muerte y cadena perpetua, á los veinte años.
Las demás penas aflictivas, á los quince años.
Las penas correccionales, á los diez años.
Las leves, al año.
El tiempo de esta prescripción comenzará á correr desde el día 

en que se notifique personalmente al reo la sentencia firme ó ,desde 
el quebrantamiento de l.«i condena, si hubiera ésta comenzado á 
cumplirse. •

Se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo transcurrido 
para el caso en que el reo so presentase ó sea habido, cuando se 
ausentase á país extranjero con el cual España no haya celebrado 
tratados de extradición, ó teniéndolos, no estuviese comprendido 
en ellos el delito, ó cuando cometiese uno nuevo antes de comple­
tar el tiempo de la prescripción, sin perjuicio de que ésta pueda 
comenzar á correr de nuevo.

Art. 1.45. La responsabilidad civil nacida de delitos ó faltas se 
exting’uirá del mismo modo que las demás obligaciones, con suje­
ción á las reg’las de Derecho civil.
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II
Disposiciones referentes á determinados

delitos.

En el número anterior van consignados los preceptos del 
libro primero del Código, principios que gozan de permanen­
cia, puesto que se basan en verdaderas teorías, en armonía 
con la cultura de la época presente y con la sistematización 
necesaria para englobar dentro de ellas todas las acciones 
punibles que el hombre puede cometer.

En el presente, no existe la misma inmutabilidad, porque 
la variedad de casos, la enumeración de infracciones, no 
tienen otro límite que las reglas de mera conveniencia para 
que no se altere el estado de tranquilidad ó reposo jurídico.

Por consiguiente, la usurpación de atribuciones, la des­
obediencia, denegación de auxilios, cohechos, fraudes y 
exacciones ilegales, y los de incendios y otros estragos, 
representan las modalidades ó variedad de casos en la deno­
minación de los hechos y naturaleza especial del delito, pero 
los principios subsisten y el delito sigue siendo el mismo: el 
quebrantamiento del derecho libre y conscientemente.

l . °  Delitos de falsedad.

Usurpación de funciones.—-Dentro del título de las false­
dades ocúpase el Código de la usurpación. La razón ós sen­
cilla; si la falsedad, según decían las leyes de Partida, es 
«mudamiento de la verdad», compréndese fácilmente que el 
que incurre en el delito de usurpación de funciones, calidad
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ó titulo, comete una verdadera falsedad, pues da por ciertos 
determinados actos que son supuestos; tal sucede con el 
que se atribuye la cualidad de Profesor de una carrera que 
requiera titulo oficial expedido por los funcionarios compe­
tentes; el que usa nombre supuesto públicamente ó traje 
oficial, insignias y condecoraciones que no le pertenecen.

El articulo concrétase al que se atribuye cualidad de 
Profesor ejercienao públicamente actos propios de una facul­
tad ó profesión que no pueda ejercerse sin titulo oficial.

La penalidad consiste en la pena de arresto mayor en su 
grado máximo (cuatro meses y un dia á seis meses); á prisión 
correccional en su grado minimo (de seis meses y un dia á 
dos años y cuatro meses).

El uso de funciones indebidas, valiéndose de medios en­
gañosos para ejercer una carrera que, exigiendo estudios 
previos para garantía de los particulares, puede ocasionar 
los consecuentes daños que la impericia y el deseo del lucro 
traen consigo, son las razones en que los Códigos se han 
apoyado para elevar este hecho á la categoría de delito.

Sin embargo, para que tales actos revistan este carácter 
han de ejercitarse públicamente; si no fuesen públicos, los 
daños y el eseándalo son mucho menores, dando lugar en­
tonces á la falta castigada con una simple multa en el ar­
ticulo 591.

En su lugar oportuno nos ocuparemos de esta dispo­
sición.

Código penal. — Libro II.— Título IV.— Capítulo V IL — Z>e la  u su rp a ción  
de fu n c io n e s , ca lidad  y  títulos y  u so in d eb id o  de n om bres, 
tra jes , in s ig n ia s y  cond ecoracion es.

Art. 343. El que, atribuyéndose la cualidad de profesor, ejer­
ciere públicamente actos propios de una facultad que no pueda 
ejercerse sin titulo oficial, incurrirá en la pena de arresto mayor 
en su grado máximo á prisión correccional en su grado minimo.
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2.° Delitos cometidos por empleados públicos 
en el ejercicio de su cargo.

El empleado público no tiene ante el Derecho penal la 
categoría igual al particular; al ejercer las funciones en 
nombre del Estado que por virtud de su cargo le corres­
ponde, lleva anejos determinadas responsabilidades que 
pueden originar otros tantos delitos. De aquí que el Código 
penal destine un titulo especial al tratar de éstos.

No se mencionan aquí todos: sólo aquellos que guardan 
relación con las profesiones á las que interesa esta obra, 
cuando su ejercicio afecta á la esfera pública.

D eso b ed ie n c ia  y  d e n e g a c ió n  de a u x i l i o . desobediencia 
es uno de los delitos que pueden cometer los empleados pú­
blicos en el ejercicio de su cargo.

Para los efectos de esta disposición, entióndense por 
empleados públicos, no solamente los funcionarios adminis­
trativos de libre nombramiento y separación del Gobierno, 
sino también todo el que ejerce un cargo público, con fun­
ciones propias y determinadas en la ley: es decir, los funcio­
narios, por consiguiente, bajo esta expresión, compréndense 
los que perciben sus haberes del Presupuesto, como los que 
están sujetos á Arancel y son retribuidos por los particula­
res, V . gr.. Agente de Bolsa, Notario, Escribano de actuacio­
nes, etc.; es decir, que e m p le a d o  tómase aquí en sentido 
lato por la persona que, según la ley, ejerce un cargo para 
los servicios de la sociedad.

Cuando los funcionarios públicos d eso b ed ezca n , es decir, 
cuando no ejecuten, bajo cualquier pretexto, las órdenes de 
sus superiores jerárquicos ó de las personas constituidas en 
autoridad, se hallan incursos en el artículo. Mejor sería lla­
mar á esta resistencia pasiva in o b e d ien c ia  que d eso b ed ien c ia , 
que supone siempre el concurso de actos positivos, hacién­
dose lo contrario de lo que se ordena; pero seguiremos como 
siempre la calificación legal de la palabra.

Para que el funcionario público incurra en penalidad 
como desobediente, necesítase que el apercibimiento ó el
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mandato provengan de autoridad, es decir, de persona en 
quien residen atribuciones de mando, y que aquélla sea com­
petente, que obre dentro del círculo de las atribuciones que 
la ley le confiera. No concurriendo estas circunstancias, el 
mandato sería ilegítimo, y por consecuencia, no debe ser 
acatado.

La penalidad es análoga á la infracción legal cometida; 
coiiígese, pues, con la suspensión del empleo ó cargo pú­
blico (de un mes y un dia á dos años, y de dos años y un día 
á cuatro años), según sean de aplicar el grado mínimo ó 
medio de la pena, y multa de 125 á 1.250 pesetas.

La penalidad se aumenta, si de la negativa á cumplimen­
tar el mandato resultase grave daño á la causa pública, es 
decir, á los intereses sociales ó á -ercera persona; en este 
caso, la pena se convierte de correccional en aflictiva, con el 
consiguiente aumento de la pecuniaria.

Pasando á la denegación de auxilio, ocúpase de aquellas 
personas que, debiendo intervenir como elementos auxilia­
res en la administración de justicia, impiden el esclareci­
miento de los hechos, no concurriendo como Peritos ó testi­
gos á esclarecer los hechos objetos del procedimiento, sea
éste civil ó penal.

La sanción es legitima y proporcionada, dada la punible 
omisión en que incurre quien abiertamente se niega al cum­
plimiento de la función más solemne del Estado.

Código penal.— Libro segundo.— Título V IL — Capítulo V.-
y denegación de auxilio.

-Desobediencia

Art. 382. El funcionario público que, requerido por autoridad 
competente, no prestase la debida cooperación para la adminis­
tración de justicia ú otro servicio público, incm-rirá en la pena de 
suspensión en su grado minimo y medio y multa de 125 á 1.250 
pesetas.

Si de su omisión resultase grave daño para la causa pública ó 
á un tercero, las penas serán de inhabilitación perpetua especial 
y multa de 150 á 1.500 pesetas.

Art. 383. El que rehusase ó se negase á desempeñar un cargo 
público de elección popular sin presentar ante la Autoridad que



corresponda.excusa legal, ó después que la excusa fuese desaten­
dida, incurrirá en la multa de 150 á 1.500 pesetas.

En la misma pena incui'rirá el Jurado que voluntariamente 
dejase de desempeñar su cargo sin excusa admitida, y el Perito y 
el testigo que dejasen también voluntariamente de comparecer 
ante un Tribunal á prestar sus declaraciones cuando hubiesen sido 
oportunamente citados al efecto.
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Cohecho.—Este grave delito, no sólo por sus efectos, sino 
por la grave inmoralidad que encierra, refiérese á los em­
pleados públicos en el ejercicio de sus funciones.

Conocido nos es el concepto de empleado público en la 
esfera penal. Refiérese, como ya se dijo, á las personas que, 
por razón de sus funciones, tienen intervención en los inte­
reses morales ó materiales de la colectividad.

Penado este delito en todos los Códigos, en algunos con 
crueldad, en la casi totalidad de los modernos con severidad, 
es de las lesiones de la ley la que más perturba la concien­
cia jurídica y altera y subvierte el orden social.

Para que el cohecho tenga efectividad jurídica, exigesc 
el concurso de dos personas: una que vende la función que 
desempeña, como medio de obtener infame lucro; otra que, 
mediante la dádiva, el ofrecimiento ó promesa, compra la 
conciencia del empleado, funcionario, autoridad, para que, 
mediante la entrega del precio convenido, prevarique, 
abuse en el ejercicio de sus deberes. Indudablemente, entre 
el sobornante y el sobornado, éste es el que comete mayor 
punibilidad, aunque la ley penal no marche de acuerdo con 
esta doctrina, siquiera se proponga el laudable propósito de 
evitar con esto la corrupción y  soborno de los funcionarios 
públicos.

Para los efectos de la penalidad, el Código distingue las 
diversas manifestaciones con que este delito puede apare­
cer; así, por consiguiente, según el acto injusto sea consti­
tutivo ó no constitutivo de delito, ó el cohecho se verificare 
por omisión ó abstención de los deberes, ó las personas de 
que se trata admitiesen regalos en consideración al cargo 
que desempeñan, así la pena reviste mayor gravedad, aun­
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que las consignadas en el Código nos parecen demasiado 
suaves para reparar la injusticia y el escándalo producido.

Tanto los casos de comisión de este delito, como los de 
su penalidad, se extienden á los jurados, árbitros, arbitra- 
dores. Peritos, hombres buenos y cualesquiera personas que 
desempeñasen un servicio público; todas estas personas in­
fluyen en los negocios públicos, unos con su veredicto, otros 
en la decisión de un negocio, los demás aclarando un punto 
dudoso de imperiosa necesidad para la resolución y justicia 
en el fallo; de aquí la razón de generalizar la sanción penal 
á los que accidentalmente desempeñan una función de ca­
rácter público.

Para el sobornante rigen los mismos preceptos, si bien 
las penas accesorias no concurran por la carencia de repre­
sentación personal en los organismos jurídicos de la Nación; 
pero si el sobornante emplease el cohecho de autoridad ju­
dicial en causa criminal á favor del reo por los diversos me­
dios que la ley prevé, y aquél fuese cónyuge, descendiente 
ó ascendiente, ó persona cuyo parentesco se halle dentro 
del segundo grado por la línea de consanguinidad ó aflni- 
dad, la pena se reduce á la multa de un tanto equivalente al 
valor de la dádiva ó promesa. La penalidad es análoga, y, 
sobre todo, justa. Natural deseo entre los miembros de una 
familia es evitar de una pena, y, por consiguiente, de nota 
difamatoria, á uno de sus allegados; si no legítimo, por lo 
menos justificable, es el deseo de entorpecer ó desviar la 
acción de la justicia, que de otra manera caería inexorable 
indirectamente sobre las afecciones y buena opinión de los 
al delincuente unidos por los vínculos familiares.

Las dádivas ó promesas, como efectos ó instrumento del 
delito, serán decomisadas, ingresando su valor en las cajas 
del Estado.

Código penal.— Libro II.— Titulo V il.— Capítulo IX .— Coáec/ío.

Art. 396. El funcionario público que recibiese por si ó por per­
sonaintermedia dádiva ó presente, ó aceptase ofrecimientos ó pro­
mesas por ejecutar un acto relativo al ejercicio de su cargo, que

m



— 60S —
constituya delito, será castigado con las penas de presidio correc­
cional en su grado minimo al medio y multa del tanto al triplo 
del valor de la dádiva, sin perjuicio de la pena correspondiente 
al delito cometido por la dádiva ó promesa, si la hubiere eje­
cutado.

Art. 397. El funcionario público que recibiese por si ó por per­
sona intermedia dádiva ó presente, ó aceptase ofrecimiento ó pro­
mesa por ejecutar un acto injusto, relativo al ejercicio de su 
cargo, que no constituya delito, y que lo ejecutase, incurrirá en la 
pena de presidio correccional en su grado mínimo y medio y multa 
del tanto al triplo del valor de la dádiva; si el acto injusto no lle­
gase á ejecutarse, se impondrán las penas de arresto mayor en su 
grado máximo á pre.sidio correccional en su grado mínimo y multa 
del tanto al duplo del valor de la dádiva.

Art. 393. Cuando la dádiva recibida ó prometida tuviese por 
objeto abstenerse el funcionario público de un acto que debiera 
practicar en el ejercicio de los deberes de su cargo-, las penas serán 
las de arresto mayor en su grado medio al máximo y multa del 
tanto al triplo del valor de aquélla.

Art. 399. Lo dispuesto en los artículos precedentes tendrá apli­
cación á los Jurados, árbitros, arbitradorés. Peritos, hombres bue­
nos ó cualesquiera personas que desempeñasen un servicio pú­
blico.

Art. 400. Las personas responsables criminalmente de los deli­
tos comprendidos en los artículos anteriores, incurrirán, además 
de las penas en ellos impuestas, en la de inhabilitación especial 
temporal.

Art. 401. El funcionario público que admitiese regalos que le 
fuesen presentados en consideración á su oficio, será castigado 
con la Suspensionen sus grados mínimo y medio y reprensión pú­
blica.

Art. 402. Los que con dádivas, presentes, ofrecimientos ó pro­
mesas corrompieran á los funcionarios piiblicos, serán castigados 
con las mismas penas que los empleados-sobornados, menos la de 
inhabilitación.

Art. 403. Cuando el soborno mediase en causa criminal en favor 
del reo por parte de su cónyuge ó de algxúi ascendiente, descen­
diente, hermano ó afin en los mismos grados, sólo se impondrá 
al sobornante una multa equivalente al valor de la dádiva ó 
promesa.

Art. 404. En todo caso las dádivas ó presentes serán deco­
misados.



Fraudes y exacciones ilegales.—Las disposiciones de este 
capitulo reflérense á las extralimitaciones punibles de los 
empleados en el ejercicio de sus funciones con intención y 
deseo de lucrarse, mediante la intervención directa que, por 
razón del cometido especial ó función propia del funciona­
rio, haya de desempeñar abusando de su posición para ve­
rificar la defraudación ó exacción ilegal, ó interesándose ó 
tomando para si cosas en las cuales intervenga como persona 
en un todo independiente á la negociación.

El fraude también concurre en los Peritos y demás per­
sonas que por sus conocimientos deban de intervenir en la 
fijación de valores ó tasación y avalúo de las cosas someti­
das á su pericia y resolución, y  que, como única garantia de 
acierto, exigese la imparcialidad y el desinterés.

Las exacciones ilegales ó reclamaciones de mayores can­
tidades de las que señalan los aranceles á determinados fun­
cionarios, se castigan por el Código con penas pecuniarias 
que guardan analogía con este delito, y correctivo eficaz 
contra la ambición ó deseo inmoderado de lucro.

Si el funcionario abusa de su cargo y comete otra clase 
de exacciones que al engaño vaya unido el fraude, el delito 
entonces es el de estafa y la penalidad es mucho mayor.
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Derecho penal.— Título VII.- -Capítulo XI.
ilegales.

-Fraudes y exacciones

Árt. 411. El funcionario público que interviniendo por razón 
de su cargo en alguna comisión de suministros, contratas, ajustes 
o liquidaciones de efectos ó haberes públicos, se concertase con 
los interesados ó especuladores, ó usando cualquiera otro artificio 
para defraudar al Estado, incurrirá en las penas de presidio co­
rreccional en sus grados medio y máximo é inhabilitación tempo­
ral especial en su grado máximo á inhabilitación perpetua es-
J)6Clcirl.

Art. 412. El funcionario público que directa ó indirectamente 
se interesase en cualquiera clase de contrato ú operación en que 
deba intervenir por razón de su cargo, será castigado con las 
penas de inhabilitación temporal especial y multa del 10 al 50 
por 100 del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.
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Esta disposición es aplicable á \os peritos, árbitros y contado­
res particulares respecto de los bienes ó cosas en cuya tasación  ̂
partición ó adjudicación hubieren intervenido, y á los tutores, cu­
radores y albaceas respecto de los pertenecientes á sus pupilos ó 
testamentarios.

Art. 413. El funcionario público que exigiere directa ó indirec­
tamente mayores derechos que los que le estuvieren señalados por 
razón de su cargo, será castigado con una multa del duplo al cuá- 
druplo de la cantidad exigida.

El culpable habitual de este delito incurrirá además en la 
pena de inhabilitación temporal especial.

Art. 414. El funcionario público que, abusando de su cargo, co 
metiera alguno de los delitos expresados en el cap. IV, sección se­
gunda, tit. XIII de este libro (11, incurrirá, además de las penas 
alli señaladas, en la de inhabilitación temporal especial en su 
grado máximo á inhabilitación perpetua especial.

3.° Delitos contra la propiedad.

Incendio y otros estragos.— incendio y demás medios 
de destrucción son delitos que directamente afectan á la pro­
piedad; en ésta, como en todos los derechos sobre las cosas, 
se halla el hombre obligado á respetarla, y caso de no hacerlo, 
puede el propietario perseguir á cualquiera que se la arre­
bate ó inutilice.

Por el incendio y otros estragos, tales como la sumersión 
ó varamiento de nave, inundación, explosión de una mina ó 
máquina de vapor, levantamiento de rails de una vía férrea, 
y muchos más medios de destrucción, que si no en su letra, 
en su espíritu se encuentran incluidos en las disposiciones de 
este capítulo, son justiciables, aunque en su penalidad haya 
de entrar como principal componente la prudencia y sana 
crítica de los Tribunales.

La penalidad de estos delitos se' halla en razón directa 
con los perjuicios y profunda alarma que ocasionan por el 
refinamiento de malicia y perversa intención del delincuente.

Delitos que, por esencia, son eminentemente graves, de

I
;

(1) Estafas y otros engaños.



consuno se unen la voluntad alevosa y el más terrible en­
sañamiento, causando innumerables victimas, inocentes 
completamente de la venganza ó resentimiento que pudiera 
tener el ofensor.

Empieza el Código por enumerar aquellos casos en que 
el incendio puede producir daños irreparables por las con­
diciones del lugar donde se veriflca el siniestro; los arsena­
les, astilleros, fábricas de pólvora,parques de artillería, etc., 
donde se almacenan combustibles y sustancias explosivas, 
basta su enumeración para comprender el espanto que ha de 
producir un incendio en estos lugares.

El incendio de un tren de viajeros en marcha, ó buque 
fueia de pueito, por la carencia de socorros y la escasez de 
medios para extinguirlo; el mismo suceso en un almacén de 
materias inflamables ó explosivas, ó de teatro, iglesia y de­
más sitios dedicados á reuniones cuando la concurrencia se 
encontrase dentro, en uno y otro caso, los daños serán tan 
cuantiosos, tan imposibles de reparar, que, unido á la depra­
vada y miserable intención del ejecutor, exigen una penali­
dad tan grave, que la determinada en el articulo, cadena 
temporal en su grado máximo (diez y siete años, cuatro me­
ses y un día á veinte años), á cadena perpetua (que se extin­
gue por indulto á los treinta años), nos parece demasiado 
benigna.

Lo mismo acaece con el que incendiase edificio rústico ó 
uibano, ó buque en puerto, sabiendo hallarse habitado; la 
penalidad, sin embargo, es más extensa y puede ser gra­
duada, según el racional criterio del Tribunal.

La ignorancia de estar la casa habitada ó la cuantía del 
daño causado en edificio público si no excede de 2.500 pese­
tas, disminuyen la penalidad; aplícase la cadena temporal 
(doce años y un día á veinte) en el grado que las circuns­
tancias aconsejen.

El Código, procediendo de mayor á menor, rebaja la 
pena, según sean los perjuicios materiales más ó menos cuan­
tiosos, aunque la perversidad del autor sea la misma, por la 
necesidad ineludible en estos casos de apreciarse la malevo­
lencia del autor por la materialidad del daño cometido. Tal
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acontece en los casos previstos por los artículos 564 al 568, 
aumentándose la penalidad, existiendo la posibilidad de pro­
pagarse el incendio á las heredades ó plantíos colindantes.

La penalidad, siguiendo el mismo fundamento, es pro­
gresiva, de menor á mayor según sea el valor de lo destruido 
en las cosas no comprendidas en los artículos que anteceden, 
o en los casos de que el incendio recaiga en chozas, pajares 
y cobertizos deshabitados, sin peligro de propagarse á otras, 
y su valor sea exiguo; así lo disponen, y para su inteligen­
cia basta la simple lectura de los artículos 570 y 571, con los 
que termina la parte penal relativa á los incendios cometi­
dos en propiedad ajena.

Los estragos, ó sean todos los medios de destrucción en 
que no intervenga el incendio, tales como la inmersión de 
nave, la inundación culpable, la explosión por medio de 
petardos ó bombas, el levantamiento de rails, cambio de 
señales para el servicio de los caminos de hierro ó cualquier 
otro medio que produzca choque ó descarrilamiento de un 
tren, se castigan según las reglas anteriormente marcadas, 
dejándose á la apreciación de los Tribunales la estimación 
de los medios empleados para la destrucción y los perjuicios 
que ésta haya producido.

El art. 573 sienta la afirmación de que el culpable de los 
estragos en bienes ajenos no se eximirá de las penas seña­
ladas en el capitulo, aunque, como medio para cometer el 
delito, hubiere incendiado ó destruido bienes de su perte­
nencia, declaración que, aun siendo innecesaria, no huelga, 
viniendo á ser digno remate que corona este capitulo. La 
razón es obvia y sencilla; no tan sólo no es causa de justifi­
cación destruir ó incendiar los propios bienes para que éstos 
sirvan de comunicación al voraz elemento, sino que ni aun 
le servirá de excusa la acción verificada en su propiedad; 
lejos de esto, más parece una circunstancia de agravación, 
puesto que demuestra la idea de venganza, la intención 
piemeditada de asolar los bienes de los demás, aun con evi­
dente perjuicio de los suyos. Repetimos, pues, que esta dis­
posición estaba ya en el espíritu de todo el capítulo, pero que 
como afirmación categórica, no sobra, no es redundante;
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por el contrario, presta rigor y energia á toda esta ma­
teria.

Manifiéstase el art. 574 como la limitación impuesta al 
propietario para abusar ó destruir la cosa. La propiedad 
supone uso, goce, aprovechamiento; aun la destrucción para 
el caso en que este hecho sirva para satisfacer las necesida­
des del individuo; pero si el jus abutendi de los romanos es 
la destrucción, es el abuso, éste será punible en el caso de 
que el incendio ó los estragos perjudiquen á tercero con ó 
sin propósito de causarlo. Pero la destrucción, el incendio 
de un edificio en lugar poblado, siempre será punible, pues 
la probabilidad de comunicarse el siniestro y la alarma que 
produce, son causas que el agente debió tener en cuenta 
para no destruir su propiedad en sitio donde por lo menos 
ha de producir no pocos sobresaltos. Estas sumarias indica­
ciones son las que so desprenden de uno de los delitos que 
mayores daños producen á la propiedad inmueble.
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Código penal.— Libro segundo.— Título XIII.— Capítulo Vil.
incendio y otros estragos.

-Del

Art. 561. Serán castigados con la pena de cadena temporal en 
su g'rado máximo á perpetua:

1. “ Los que incendiaren arsenal, astillero, almacén, fábrica de 
pólvora ó de pirotecnia militar, parque de artillería, archivo ó 
museo general del Estado.

2. ° Los que incendiaren un tren de viajeros en marcha ó un 
buque fuera de puerto.

3. ° Los que incendiaren en poblado un almacén de materias 
inflamables ó explosivas.

4. ° Los qire incendiaren un teatro ó una iglesia ir otro edificio 
destinado á reuniones cuando se halle dentro una concurrencia 
numerosa.

Art. 562. Serán castigados con la pena de cadena temporal á 
perpetua los que incendiaren edificio, alquería, choza, albergue ó 
buque en puerto, sabiendo que dentro de ellos se hallaban una ó 
más personas.

Art. 563. Se impondrá la pena de cadena temporal:
1." A los que incendiaren un edificio priblico, si el valor del 

daño causado excediese de 2.500 pesetas.



2.° A los que incendiaren una casa habitada ó cualquier edi­
ficio en que hahitualinente se reúnan diversas personas, ignorando 
si habla ó no gente'dentro, ó un tren de mercancías en marcha, si 
el daño causado en los casos mencionados excediere también 
de 2.500 pesetas.

Art. £64. Serán castigados con la pena de presidio mayor:
1. " Los que cometieren cualquiera de los delitos comprendidos 

en el articulo anterior, si el valor del daño causado no excediere 
de 2.500 pesetas.

2. " Los que incendiaren en poblado un edificio no destinado á 
habitación ni reunión, si el valor del daño causado excediere 
de 2.500 pesetas.

Art. 565. Cuando el daño causado en el número 2.® del articulo 
anterior no excediere de 2.500 pesetas, pero pasare de 250, se im­
pondrá al culpable la pena de presidio correccional en sus grados 
medio y máximo.

Si no excediere de 250 pesetas, se le impondrá la pena de pre­
sidio correccional en sus g’rados mínimo y medio.

Art. 566. Serán castigados con la pena de presidio correccional 
en su grado máximo á presidio mayor en su grado medio cuando 
el daño causado excediese de 1.500 pesetas;

1. “ Los que incendiaren un edificio destinado á habitación en 
lugar despoblado.

2. “ Los que incendiaren mieses, pastos, montes ó plantíos.
Art. 567. Cuando el daño causado en los casos del articulo an­

terior no excediere de 2.500 pesetas y pasase de 250, la pena será 
la de presidio correccional en su grado medio á presidio mayor en 
su grado mínimo.

Art. 568. Si no llegase á 250 pesetas, se impondrá la pena infe­
rior en un grado, si el incendio se hubiera causado en edificio, y la 
inferior en dos, si hubiese sido de mieses, pastos, montes ó plantíos.

Art. 569. Cuando en el incendio de mieses, pastos, montes ó 
plantíos hubiera habido peligro de propagación, por hallarse otros 
contiguos á los incendiados, se impondrá la pena superior en un 
grado de la correspondiente al delito.

Art. 570. El incendio de cosas no comprendidas en los artículos 
anteriores será castigado:

1.® Con la pena de arresto mayor en sus grados medio y máxi­
mo, no excediendo de 50 pesetas el daño causado.

2° Con la de arresto mayor en su grado máximo á presidio co­
rreccional en su grado minimo si el daño causado excediese de 50 
pesetas y no pasase de 560.
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3. ° Con la de presidio correccional en sus grados minimo y 
medio si el daño causado excediese de 500 pesetas y no pasase 
de 2.500.

4. “ Y con la de presidio correccional en sus grados medio y 
máximo si excediese de 2.500.

Art. 571. En caso de aplicarse el incendio á chozas, pajares ó 
cobertizos deshabitados, ó á cualquier otro objeto cuyo valor no 
excediese de 250 pesetas, en tiempo, con circunstancias que mani­
fiestamente excluyan todo peligro de propagación, el culpable no 
incurrirá en las penas señaladas en este capitulo, pero si en las 
que mereciere por el daño que causare, con arreglo á las disposi­
ciones del capitulo siguiente.

Art. 572. Incurrirán respectivamente en las penas de este ca­
pitulo los que causaren estragos por medio de inmersión ó vara­
miento de nave, inundación, explosión de una mina ó máquina de 
vapor, levantamiento de los rails de una via férrea, cambio mali­
cioso de las señales empleadas en el servicio de éstas para la se­
guridad de los trenes en marcha, destrozo de los hilos y postes te- 
leg’ráficos y, en general, de cualquier otro agente ó medio de des­
trucción tan poderoso como los expresados.

Art- 573. El culpable de un incendio ó estragos en bienes 
ajenos no se eximirá de las penas impuestas en este capitulo, 
aunque para cometer el delito hubiese incendiado ó destruido 
bienes de su pertenencia.

Art. 574. Si las cosas incendiadas pertenecieren exclusiva­
mente al incendiario, se le impondrá la pena de arresto mayor en 
su g’rado máximo á prisión correccional en su grado mínimo, si el 
incendio hubiese sido causado con propósito de defraudar los de­
rechos de tercero ó de causarle perjuicio, ó si, aun sin este pro­
pósito, se le hubiese realmente causado, ó bien si la cosa incen­
diada hubiese sido un edificio en lugar poblado.



Ili

Imprudencia temeraria.

El delito por imprudencia temeraria no guarda armonía 
con la definición general expuesta en el art. 1 del Código.

Eeconócese en ese artículo, base de todo el sistema, que 
donde no hay voluntad é intención dañada, no hay delito; 
acaecido el mal sin la concurrencia de la libertad y  de la 
inteligencia, el mal sería una desgracia, no una acción pu­
nible. Sin embargo de ser esta teoría la que informa á todo 
el derecho penal, el art. 581 castiga las infracciones volun­
tarias, que se denominan acciones ii omisiones por impru­
dencia, en las cuales, si bien existe el daño producido por 
el hecho material del responsable, la infracción no es jurí­
dica, toda vez que, como hemos dicho, la voluntad dañada, 
el deseo de perjudicar no existe.

Existe, pues, entre las obligaciones derivadas de la im- 
piudencia temeraria y las de la culpa ó negligencia, estre­
cha analogía. Unas y otras dependen de la falta de cuidado, 
de la desatención, de la pereza, de la imprevisión, del des­
cuido; ambas causan perjuicios materiales, pero, no obs­
tante, distinguense por sus efectos; las obligaciones deriva­
das de la culpa ó negligencia son eminentemente civiles; las 
nacidas de la imprudencia temeraria son penales, llevando, 
poi consiguiente, la sanción penal ó la represión de la li- 
beitad, y la obligación ineludible de reparar el daño cau­
sado ó indemnizar los perjuicios.

Para, la existencia de la imprudencia temeraria, sea 
simple ó con infracción de Reglamentos, Ordenanzas ó pre­
ceptos de cualquier orden jurídico, necesítase que el acto



lesivo vorifloado sin intención esté castigado por Ja ley, y se 
le considere como delito ó como infracción legal; que se co­
nozcan las consecuencias de la imprevisión y de la falta de 
prudencia, pero que la voluntad no se manifestó con ánimo 
de delinquir. La ley, las necesidades sociales exigen funda­
damente todo el celo, todo el cuidado que la comiin sensatez 
aconseja, y en este caso, el descuido, la ligereza y la falta 
de atención siempre son dignas de castigo, puesto que se 
ocasiona un daño que se debió evitar. La imprudencia teme­
raria presupone daño acaecido en personas: muerte ó lesión 
de éstas por virtud del accidente originado por la culpa ó 
la negligencia del agente.

El Tribunal Supremo, con notabilísimo acierto, ha sen­
tado en una de sus resoluciones que p a r a  la  e x is te n c ia  j u ­

r íd ic a  d e  la  im p r u d e n c ia  te m e r a r ia  n e c e s íta n se  tr e s  e le m e n to s : 
a c ció n  ú  o m is ió n  v o lu n ta r ia ,  libre, pero no intencional (con­
curriendo éste, la acción se convertirla en delito); un m a l  
e fe c t iv o  y  c o n c r e to ,  es decir, positivo, cierto, determinado, 
porque los conceptos de tentativa y frustración, de proposi­
ción y conspiración, llevan consigo el propósito, la intención 
de cometer un hecho punible, y la imprudencia supone siem­
pre la falta de intencionalidad; y, por último, la re la c ió n  n e ­

c e sa r ia  e n tr e  a m b os e le m e n to s , ó sea la condicionalidad de 
causa á electo, es decir, que exista la acción ó la omisión no 
maliciosa, y que produzca esta acción ú omisión un hecho 
efectivo y concreto, origen de la responsabilidad penal, que 
es lo que, como dijimos, separa á la imprudencia de la culpa 
ó negligencia meramente civil.

El art. 581 del Código penal establece diversa sanción 
penal, según el hecho: á no haber sido cometido por impru­
dencia, constituyese un delito grave ó menos grave.

Para los efectos penales se consideran delitos graves los 
que la ley castiga con penas aflictivas (muerte, cadena, re­
clusión, relegación y extrañamiento perpetuo ó temporal, 
presidio y prisión mayores y la inhabilitación en sus dos es­
pecies, perpetua ó temporal), y menos graves los que la 
misma ley reprime co i penas que en su grado máximo sean 
correccionales (presidio y prisión correccionales, destierro,
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reprensión pública, suspensión y arresto mayor). Siguiendo 
el Código la clasiíicación del art. 6.°, si el autor de la impru­
dencia hubiese ejecutado un acto que, de no estar incluido 
en este concepto jurídico, constituiría delito gravq, la pena 
que habrá de aplicarse será la de arresto mayor en su 
grado máximo á prisión correccional en su grado mínimo 
(de cuatro meses y un día á dos años y cuatro meses), dismi­
nuyéndose la pena, si el hecho, constituyere delito menos 
grave, á la de arresto mayor en sus grados mínimo y medio 
(uno á cuatro meses).

Si la imprudencia fuere con infracción délos reglamentos, 
entre los cuales se comprenden, no sólo las disposiciones dic­
tadas por la Administración central, sino las Ordenanzas y 
bandos de policía y buen gobierno de las poblaciones, la 
pena es mayor que la análoga para los menos graves; en 
este caso el arresto sube un grado, del medio al máximo (de 
dos meses y un día á seis meses).

Pero como estos hechos no pueden determinarse a priori, 
sino que, por el contrario, pueden influir en él en mayor 
grado un sinnúmero de circunstancias modiflcativas, el Có­
digo deja á los Tribunales la libertad racional necesaria 
para que, según su sana critica, apliquen las penas antedi­
chas en la extensión que estimen justa, sin sujetarse á las 
reglas generales para la aplicación de las penas.

Además de la imprudencia constitutiva de delito, existe 
la falta prevista en el núm. 3.° del art. G05, ó sea «los que 
por simple imprudencia ó por negligencia, sin cometer in­
fracción de los reglamentos, causaren un mal que si mediare 
malicia constituiría delito ó falta», penada con la multa de 5 
á 25 pesetas y reprensión.

—  6 1 8  —

Derecho penal.— Libro II.— Título XIV.—De la imprudenciatemeraria.

Ars. 581. El que por imprudencia temeraria ejecutase un hecho 
que, si mediase malicia, constituiría un delito grave, será casti­
gado con la pena de arresto mayor en su guado máximo á prisión 
correccional en su grado minimo, y con arresto mayor en sus gira­
dos minimo v medio si constituyere un delito menos grave.



Al que, con infracción de los Reg'lamentos, cometiere un de­
lito por simple imprudencia ó negligencia, se impondrá la pena de 
arresto mayor en sus grados medio y máximo.

Kn la aplicación de estas penas procederán los Tribunales se­
gún su prudente arbitrio, sin sujetarse á las reglas prescritas en 
el art. 82.

Lo dispuesto en el presente articulo no tendrá lugar cuando la 
pena señalada al delito sea igual ó menor que las contenidas en el 
párrafo primero del mismo, en cuyo caso los Tribunales aplicarán 
la inmediata á la que corresponda, en el grado que estimen conve­
niente.

Doctrina del Tribunal Supremo.

Sentencia de 9  de O ctubre de 1 8 1 1 . — Im p r u d e n c ia  sim p le  del 
d u eñ o qu e en com ien d e la d irección  de unas obras d u n  oficial de  

albañil.

Hechos.
Un propietario encomendó la dirección de una obra á un alba­

ñil. Se hundió la fachada, acaeciendo la muerte de una persona y 
lesiones á otra.

P u n to s doctrinales.

No resiilta siempre imprudencia temeraria al confiar el dueño 
las obras de sus casas á un operario que le inspiraba confianza, 
si bien no fuese el Perito que exigen los Reglamentos.

De los hechos no se puede inferir que el propietario, en la eje­
cución del hecho licito que practicó de hacer obras en la casa de 
su propiedad, emplease la debida diligencia que exige la ley, 
aunque resulte que el mal fué causado sin malicia y por mero ac­
cidente; pero que pudo haber sido más ó menos previsto, y por lo 
mismo evitado.

Sentencia de 3 de Mayo de 1876 .--BeHpon$aUlidad del Arquitecto, 
Maestro y contratista por hundimiento de una bóveda*

Hechos.

Habiendo determinado los Padres Escolapios de una población 
ensanchar str casa-colegio, encargaron la construcción de las obras 
á un Maestro y al Arquitecto del Gobierno civil, por no haberse 
podido encargar aquél, por falta de este titulo, de la dii ección de
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unas obras que se ejecutaban en un edificio que tenia el carácter 
de pxiblico. Principiada la construcción por un contratista, con 
arreg-Io a los planos hechos por el Maestro nombrado, y reformados 
en la linea de la fachada por el Arquitecto, fue encomendada á 
éste la inspección de la obra.

Observando que el contratista y los operarios de que se valia 
no ejecutaban las obras como era debido, lo puso en conocimiento 
de los dueños, yendo á trabajar con el empresario, por indicación 
de dicho Arquitecto, dos oficiales, uno de los cuales fué encaroado 
de construir la bóveda central de la escalera, la cual se le cayó 
antes de que estuviese concluida, y habiendo comenzado de nuevo 
á levantarla, también se le desplomó al quitar las cimbras, por lo 
que se encargó al otro oficial la construcción de ella, el que la llevó 
á efecto, quedando terminada, y á los pocos días fueron ambos 
oficiales despedidos.

Eescindida la contrata con el contratista, entró otro nuevo, 
quien, para probar la solidez de la bóveda, la cargó con sacos de 
arena y sufrió la prueba sin que se resintiese, y después se empezó 
a construir la escalera con escalones de piedra que pasaban res­
balados por la bóveda, así como la mayor parte de los materiales.

A  consecuencia de un fuerte temporal de aguas, y por no ha­
berse cubierto el gran ventanal que existía sobre la meseta de la 
escalera donde descansaba la bóveda, cayó en ella abundante 
cantidad de agua.

Hallándose tres dias después del temporal cuatro albañiles enlu­
ciendo la pared situada debajo de la meseta que sostenía la bóveda 
central, rebajaron los ladrillos que formaban el arco fabricado, so­
bre el que descansa la meseta, para dar mejor forma á la pared, v 
en el acto se desplomó la meseta, y cayó la bóveda central que se 
apoyaba en aquélla, cogiendo debajo á los cuatro, de los cuales dos 
quedaron muertos en el acto, el tercero falleció á las pocas horas, 
y el cuarto á los trece dias á consecuencia de las lesiones que coií 
el desplome recibió.

Formada causa, se hizo constar en ella por dictamen pericial 
que las bóvedas construidas con yeso no son para sufrir la intem­
perie y mucho menos las aguas, y que la que cayó sobre dicha 
bóveda, construida con yeso, pudo ocasionar el derrumbamiento 
de la escalera, porque la humedad reblandece el yeso, á pesar de 
o cual, la Audiencia absolvió libremente al Arquitecto y contra­

tista procesados, por no estar acreditada la participación de ellos
en el delito de imprudencia temeraria, y declaró de oficio las 
costas.
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Interpuesto recurso contra esta sentencia por infracción de ley, 
fundada en la del art. 581 del Código penal, porque habiendo exis­
tido negligencia en los constructores con infracción de los Kegla- 
inentos, debieran ser comprendidos en dicha disposición legal, 
fué admitido y casada la sentencia, condenando al Arquitecto, al 
Maestro de obras y al contratista, estableciendo los siguientes;
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Puntos doctrinales.

Entre los hechos que la Sala sentenciadora considera como pro­
bados y han de considerarse ocasionantes de la muerte de los 
cuatro operarios y perjuicios consiguientes, figuran; primero, el 
])recedente del doble y sucesivo hundimiento ó desplome de la bó­
veda central de la escalera, que habla tenido lug’ar cuando, ya bajo 
la dirección del Arquitecto procesado, la construyó el contratista 
antecesor al hoy también procesado; segundo, el haberse vuelto 
á construir sólo con yeso, material no á j)ropósito para resistir la 
intemperie y mucho menos las aguas, y que la más vulgar pre­
visión debía esperar en la estación de primavera en que las obras 
so practicaban; y tercero, el abandono en virtud del cual durante 
tres dias de lluvia so hizo posible que penetrase por el ventanal y 
reblandeciese el material de la obra, ya de antemano resentido por 
el arrastre de pesados ijeldaños de piedra, que venia verificándose 
sin oposición del Arquitecto y Maestro de obras procesados.

Por ser estos liechos producto de la voluntad de los que los 
crearon y los consintieron en su condición de Arquitecto y Maes­
tro de obras, aunque sin propósito alguno criminal directo, sus 
naturales consecuencias excluyen absolutamente el caso fortuito, 
único que podría ser inductivo de la responsabilidad que en la 
sentencia recurrida se declara.

Los cuatro homicidios, á haberse ejecutado con malicia, consti­
tuirían delitos graves, y debidos á la temeraria imprudencia, 
tienen una sanción penal en el art. 581, párrafo l.°, del Código.

Sentencia de 6 de Abril de 1881.—Hundimiento depared por causas 
independientes de la voluntad del dueño y del constructor: irres­
ponsabilidad del dueño.

Hechos.

Un particular contrató con un albañil la construcción de unas 
tapias para cercar un terreno de su propiedad, efectuándose la 
construcción sin que el Ayuntamiento hubiese otorgado el permiso



que se solicitó, cuyas tapias se desplomaron, ocasionándola muerte 
de tres personas. Practicado un reconocimiento por dos Peritos, 
designaron éstos como causa de hundimiento el poco espesor de la 
tapia, el desnivel del exterior del terreno con el interior; las hume­
dades que hablan hecho perder al yeso sus buenas condicionas v 
un fuerte huracAn en la noche anterior y en la misma mañana del 
accidente. La Audiencia condenó al propietario como autor de im­
prudencia simple, con infracción de los Eeglamentos de policía, 
é interpuesto el recurso de casación, el Supremo le absolvió libre­
mente.

PuntoH doctrinales.

Según el párrafo segundo del art. 58i del Código penal, el que 
con infracción de los Reglamentos cometiere un delito por simple 
imprudencia ó negligencia, se le impondrá la pena de arresto 
mayor en su grado medio y máximo.

Si el desplome de la tapia ó pared edificada por un albañil en 
propiedad del recurrente, no conoció por causa sola de su des­
trucción el que á dicha pared ó tapia no se le hubiese dado más 
solidez, poniéndole otros muros de contención, sino que contribu­
yeron á ello otras distintas causas independientes de ésta y ajenas 
á la voluntad del dueño del terreno, entre las que los Peritos que 
la reconocieron señalan el reblandecimiento del yeso y otros ma­
teriales, á consecuencia de la humedad, y los fuertes huracanes, 
uo son imputables al propietario por imprudencia simple ó negli­
gencia las desgracias que por el hundimiento sucedieron.

Sentencia de 20 de Marzo de 1884.—Responsabilidad de un prác­
tico de albañileria por quitar una reja de una casa y colocar otra 
mayor, y no autorizar el ejercicio de la profesión, sin titulo, el 
decreto de 6 de Mayo de 1811 (1).

Hechos.

— (522 —

Un práctico de albañileria verificó la obra antes mencionada, 
y celebrado juicio de faltas, fué condenado conforme al caso 1.“ 
del art. 591 del Código penal (2̂  Interpuso recurso y fué denegado.

(1) Tomo I, pág. 18G.
(2) Véase Faltas contra el orden público.
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Puntos doctrinales.

El Real decreto de 5 de Mayo de 18~1, en virtud del cual se 
declaró libre la profesión de Maestro de obras, no sig-niflea la facul­
tad de poderse ejercer en adelante dicha profesión con las mismas 
condiciones con que venían ejerciéndola los titulares, sino que 
tiende de hecho á hacer desaparecer una clase que apenas se dis­
tinguía de la de los Arquitectos, cuya tendencia se explica en el 
preámbulo que precede á dicho Real decreto y en alguna Real 
orden posterior como la de 14 dé Marzo de 18/8 (1).

Habiendo reservado el mismo Real decreto á los Maestros de 
obras que entonces tenían titulo oficial de dicha carrera algunos 
derechos, entre ellos el de poder proyectar y dirigir obras con arre­
glo á las prescripciones vigentes con anterioridad, es evidente que 
Tos demás, llámense como se quiera, no pueden ejecutar por si 
otras operaciones de albañileria que las determinadas en el art. 10 
del Reglamento de 22 de Julio de 1864 (2).

Por insignificante que parezca la obra ejecutada por el proce­
sado, consistente en haber puesto una reja mayor en vez de otra 
menor que habla en la fachada de cierta casa particular, no puede 
desconocerse que es de las que más ó menos hacen variar el as­
pecto exterior de una fachada, y consiguientemente de las que no 
pueden ejecutar por si los simples prácticos de albanileria, al 
tenor de lo prescrito en el expresado Reglamento.

Siendo consiguientemente indudable que el recurrente ha ejer­
cido sin títulos actos de una profesión que lo exige, el Juzgado de 
instrucción no ha incurrido en error de derecho ni cometido la in­
fracción que se le atribuye del art. 591, cuya penalidad aplica al 
procesado.

Sentencia de 28 de Septiembre de 1887.—Muei'te de una persona 
por él golpe de una palanqueta caída de una obra: responsabili­
dad del Maestro de obras por carecer el andamio de las condi­
ciones debidas.

Hechos.
En ocasión de pasar una persona por una calle, cayó una pa­

lanqueta de la obra que en una casa se estaba ejecutando, oca­
sionándole la muerte á los pocos dias. Para llevar á efecto la obra

(1) Tomo I, pág. 188.
(2) Tomo I, pág. 84.
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y obtenidoantes el correspondiente permiso de la Autoridad comnetent» 
aestro de obras de la Escuela profesional de Bellas Artes br¡o 
lya dirección se practicaban las obras, trabajando á sus órdenes 

un oficial de albañil, al cual, en ocasión de estar desariimiid ’ K 
armadura de la fachada, auxiliándose, para ello de una palanqueé

recei aquel de U tabla vertical que debiera tener, y que, de exis- 
tii, hubiera impedido dicha caída.

La Sala de lo criminal de la Audiencia declaró que el hecho
lam'^V imprudencia, con infracción de los

calamentos, con ocasión del cual resultó la muerte de una per 
sona, previsto y penado en el párrafo seg-undo del art. 581 del 
Codigo o sea, por no haberse colocado los andaniios con tabla 
verticales, ni puesto en la acera los correspondientes avisos pana
Maestro responsable elMaestro de obias procesado, le condenó á dos meses y un día de
«re , „ .1  olvlé „1

poiisabilidad respectivamente. Interpuesto recurso de casación 
a nombre del procesado, el Tribunal Supremo lo denegó.

Piintoís doctrinales.
Lo mismo se delinque por acción que por omisión, cuando las 

acciones ii omisiones son justiciables con arreglo al Código penal 
y es o supuesto, la única diferencia entre el delito maliciosÍ y el '
t m  inania T í ! '  intención queacompaña A la acción u omisión determinante del daño causado

S , según aparece de la sentencia, el Maestro de obras recu- 
11 ente incurrió en la omisión de no haber dispuesto la colocación 
de los andamios con su respectiva tabla vertical v la de los avisos 
eglaméntanos en la parte de la acera correspondiente á la fa­

chada donde se estaba obrando, para indicar el peligro v proliiW- 
cion de pasar por alli (á cuyas precauciones estaba obligado con
arreglo Alas Ordenanzas municipales, porque la obra nueva en 
leahdad, no consistía sencillamente en revocarla fachada, sino 
enieíoimarla, desahaciendo su armadura, que es la operación 
que se encontraba ejecutando el oficial cuando cavó la pa/anqueta

lefeiidas precauciones la causa determinante de la deso-racia 
puesto qne la caída de la palanqueta no fué sino uno de“tantos



accidentes como pueden ocurrir en ias obras, y cuyos efectos se 
trata de evitar con prudentes medidas preventivas, el autor vo­
luntario de la omisión es el responsable civil y criminalmente del 
daño producido, con arreglo al uúm. l.° del art. 13 del Código, en 
relación con los artículos l.° y 581.

Seiitencia de 10 de Febrero de 1888.—Lesiones sufridas por un 
operario por un desprendimiento de tierras en la zanja en que 
trabajaba. Responsábilidad del propietario por ejecutar las 
obras .sin dirección facultativa.
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Hechos.

Previa la aprobación de los planos presentados y firmados por 
un Maestro de obras, el Ayuntamiento concedió licencia k un 
propietario para edificar una casa y para construir cimientos y 
cerramientos con muro y medianería en un solar contiguo á la 
finca, y habiéndose levantado la casa bajo la dirección del citado 
Maestro, no empezó por entonces obra alguna en el solar contiguo 
mencionado.

Comenzadas las obras con posterioridad sin la intervención del 
Maestro, abriéndose zanjas, hubo en una de ellas un hundimiento 
cuando trabajaban dentro dos operarios, do los cuales uno pudo 
salir a la voz dada por el que inspeccionaba el terreno, pero el 
otro no pudo hacerlo, ó por no haber oido la voz, ó por estar ocu­
pado en recoger tierra, por lo que cayó sobre él el terreno des­
prendido, dejándole enterrado medio cuerpo y causándole le­
siones.

Por el reconocimiento pericial se probó que el hundimiento 
provino porque, estando la zanja en terreno movedizo, no se habla 
acodalado con madera como se hace en esa clase de terrenos, como 
se hubiera hecho caso de estar la obra dirigñda por persona com­
petente, sin que pudieran suplir el acodalamiento de madera los 
machones de tierra dejados entre zanja y zanja.

La Audiencia declaró que de la falta de dirección competente 
y del acodalamiento de las zanjas habia provenido el sufrir el ope­
rario las lesiones que duraron más de treinta días, por lo que existe 
el delito de lesiones graves por imprudencia con infracción de Reí 
glamentos, previsto y penado en el párrafo segundo del art. 581 de- 
Código, de que era responsable en concepto de autor el propieta­
rio, sin concurrir circunstancias modificativas de responsabilidad, 
y vistos dicho articulo y los demás de general aplicación, le con- 
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denó á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, con su 
accesoria y pago de costas.

Contra esta sentencia se interpuso á nombre del propietario- 
recurso de casación por infracción de ley, que fué denegado.

Puntos doctrinales.

El haber sido presentados por el propietario al Ayuntamiento, 
debidamente autorizados, los planos de las obras que tenia el 
proyecto, para cuya ejecución se le concedió la oportuna licencia, 
no le autorizaba en modo alguno para llevar á efecto parte délas 
mismas, siquiera fuera la apertura de unos cimientos, sin la direc­
ción é intervención facultativa, á fin de que tomara las precaucio­
nes que el terreno exigiera para evitar desgracias en los operarios, 
y por tanto, de la acaecida á uno de ellos por el desprendimiento 
de tierras en la zanja en que trabajaba, necesariamente tiene 
que responder el que, faltando á lo dispuesto en las Ordenanzas 
municipales, tomó la dirección de una cosa que no entendía, y que 
requería la de una persona perita, que hubiera determinado la 
acodalación de la zanja, cual la calidad del terreno demandaba, en 
cuyo caso nada habría ocurrido, como, con relación al dicho de 
Peritos, se declara probado en la sentencia.

Aun cuando en ese hecho faltara de modo cierto malicia é inten­
ción de causar á nadie mal alguno, se ve claro que, al separarse el 
propietario de lo que previsoramente prescriben las Ordenanzas 
municipales, cometió una simple imprudencia que el Código cas­
tiga en el párrafo segundo del art. 581, y como en tal sentido ha 
sido considerado el hecho por la Sala sentenciadora, mal ha po­
dido cometer los errores é infracciones que supone el recurrente.

Sentencia de 18 de Abril de 1888.—-Muerte de operarios por 
desprendimiento de tierras en obras confiadas á un albañil prác­
tico; responsabilidad de éste.

Hechos.

Un práctico aibañil aceptó la dirección de una obra, consistente 
en convertir en bodega abovedada la cueva de una casa, y á pesar 
de ser la obra peligrosa, como subterránea, y estar el terreno 
formado de arcilla no compacta, no entibó ni apeó la excavación, 
ni tomó medida alguna de seguridad, y, por el contrario, confió la 
ejecución de las obras á dos peones, que perecieron á causa de un 
desprendimiento de tierras del techo.

—  626 —
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Puntos doctrinales.

Según el párrafo primero del art. 581 del Código penal, es reo 
de imprudencia temeraria el que ejecuta un hecho que, si mediara 
malicia, constituiría un delito g-rave.

Si al llevar á efecto el recurrente la obra cuya dirección le fué 
encomendada, prescindió de las más rudimentarias precauciones 
para evitar el peligro que debió prever por su práctica en el oficio 
de albañileria durante muchos años, encomendando además una 
obra, por su índole expuesta á peligros y contingencias como las 
que tuvieron lugar, á la imprevisión é inexperiencia de dos peo­
nes, dando lugar con ello y con su poca vig’ilancia y dirección al 
desprendimiento que produjo su muerte, tal acto temerario cons­
tituye el expresado delito.

Sentencia de 21 de Febrero de 1889. — Hundimiento de una casa: 
responsabilidad del Arquitecto y del Maestro de obras.

Hechos.

Una casa se derrumbó á consecuencia del derribamiento del 
muro de contención divisorio de otra casa y de la falta de con­
diciones de estabilidad, por cuyo suceso fueron condenados el 
Arquitecto que dirigua la construcción y un Maestro de obras 
como reos de imprudencia temeraria, á la pena de 24.000 pesetas 
de multa, seg'ún lo establecido en el art. 581, párrafo último, del 
Código penal. Los procesados interpusieron recurso de casación 
por infracción de ley, declarando el Tribunal Supremo no haber 
lugar al recurso en virtud de los siguientes

Puntos doctrinales.

Según el art. 581 del Código penal, es reo de imprudencia te­
meraria el que, por medio de ella, ejecutare un hecho que, si me­
diare malicia, constituiría un delito grave.

Dicha imprudencia la constituye el hecho de no precaver da­
nos que puedan surgir fácilmente, con manifiesta imprevisión.

Las omisiones en que incurrió, con reconocida imprevisión é 
imprudente temeridad, el Maestro de obras titular al derribar el 
muro de contención que separaba la finca derruida de la conti­
gua, ó sea, no adoptar las precauciones que les aconsejaban sus 
conocimientos facultativos, y el perfecto conocimiento que tenia



de los defectos de construcción de que adolecían las edificaciones 
que iban á realizarse, toda vez que convinieron en la necesidad 
de ello, como único preservativo para poder evitar los daños que 
se carrsaron, fueron causa de los daños y perjuicios irrogados en 
obra tan arriesgada y peligrosa, y sus punibles consecuencias, 
conforme á los preceptos del Código penal.

Si en vez de cumplir el Maestro de obras con lo que aconsejan 
la previsión y prudencia en estos casos, y mucho más los ineludi­
bles deberes de su profesión; en vez de suspender inmediata­
mente las obras, de avisar al dueño de la casa contigua para cer­
ciorarse si en el interior estaba convenientemente apeada, procu­
rando, de no estarlo, que lo hiciera antes de continuar la obra, y 
dando, en otro caso, parte á la Autoridad municipal del peligro 
que corrían los inquilinos de la casa derrumbada, prescindió de 
toda clase de precauciones, dando lug'ar con ello al hundimiento, 
incurre en el delito de imprudencia temeraria, previsto y penado 
en el art. S81.

La multa superior á 2.500 pesetas tiene el carácter de pena 
aflictiva, de mayor gravedad que las correccionales, no siendo, 
por lo tanto, igual ó menor á la con que en el párrafo primero del 
articulo 581 del Código se pena la imprudencia temeraria en la 
ejecución de un hecho, que á mediar materia constitutiva de de­
lito grave, no obstante para ello que el art. 93 considere la multa 
como la iiltima inferior de las penas de todas las escalas, por no 
ser absoluta esta disposición, que segiin su segundo párrafo, 
puede componerse en otro concepto, y porque además debe rela­
cionarse con el art. 27 que designa la cualidad de la pena, varia­
ble según la cuantía, refiriéndose principalmente, y estando dic­
tada para el caso en que la ley impone la obligación de degradar 
las penas de las distintas escalas.

No es, por lo tanto, procedente estimar la multa como pena aflic­
tiva, para dar al hecho la calificación de delito grave, y como infe­
rior á la menor de las correccionales para determinar la penalidad 
correspondiente á esemismo ejecutadopor imprudencia temeraria.
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Sentencia de 26 de Junio de 1880.—Lesiones causadas á un opera­
rio por la caída de un depósito de palastro.—Responsabilidad 
por simple imprudencia del obrero encargado de la dirección de 
la obra.

Hechos.
En la construcción de un teatro-circo, por ausencia del contra­

maestre, quedó encargado de dirigir la colocación del hierro nece-



sario para dicha construcción un obrero, y al subir por orden suya 
un depósito de palastro, cayó á un tablado, hiriendo á dos opera­
rios. Formada causa, la Audiencia condenó al obrero director como 
reo de imprudencia, é interpuesto recurso, el Tribunal Supremo lo 
denegó.

Puntos doctrinales.

En el caso de que con ocasión de trabajos dirigidos por un 
jornalero se produzca en una obra un siniestro determinante de 
lesiones graves causadas á operarios de la misma, el hecho de no 
constituir el delito de imprudencia temeraria por la falta de los 
inecesarios conocimientos é instrucción bastante para poder aquél 
cumplir dicho encargo y prever las peligrosas consecuencias de 
su ejecución, constituirla cuando menos el de simple imprudencia, 
por haber aceptado un encargo y llevado á cabo una operación 
para cuyo buen desempeño carecía en absoluto de los necesarios 
conocimientos; cuya falta de previsión, que es precisamente lo 
que constituye el delito, produjo las desgracias ocurridas.

Limitados los deberes del culpable á los propios de un jorna­
lero en la obra en que prestaba sus servicios y á la exacta obe­
diencia de ellos, no le serán aplicables las circunstancias 11 y 12 
del art. 8." del Código penal.
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Sentencia de 35 de Enero de 1890. —Muerte de una persona por la 
caída de la plataforma de un ascensor.—Responsabilidad del 
maestro de taller que lo compuso.

Hechos.

Notándose que un ascensor al llegar á los puntos de partida 
rebasaba el nivel de los pisos, el maestro de taller de la casa cons­
tructora, que fué llamado para enterarse del defecto, colocó inde­
bidamente unos fijos para lograr la detención del ascensor, en vez 
de valerse de frenos de mano ó automáticos.

Al subir una vez dos personas, chocó la plataforma y se cayó 
rápidamente, ocasionando la muerte de una.

Puntos doctrinales.

Si la muerte de una persona no sobrevino por efecto de un acci­
dente imprevisto, sino que fué resultado de la mala dirección dada 
para la enmienda de los defectos notados en un artefacto y viciosa
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construcción de alguna de sus piezas, todo lo que es imputable á 
quien, sin los conocimientos suficientes, se arriesga A realizar una 
obra que puede producir, mal dirigida, daños de más ó menos con­
sideración, ó que aun teniéndolos prescinda por descuido ó aban­
dono de las reglas científicas, corresponde al director de la obra 
que asi proceda la calificación de autor del delito de homicidio por 
imprudencia temeraria, previsto y castigado en el art. 581 del Có­
digo penal.

No cabe calificar como imprudencia simple actos de aquella 
naturaleza, puesto que las consecuencias de observar ó no los 
preceptos de la ciencia en la construcción ó enmienda de un de­
fecto sin los conocimientos suficientes, es una verdadera temeri­
dad por la relación directa é inmediata que existe entre tales actos 
y sus resultados posibles.

Scntencicí ele Í8 ele J\Jayo de 1801,—Ilequisito.s de la Í7tipru~ 
dencia (1̂ .—El concejito jurídico de la imprudencia punible exige 
tres elementos esenciales: primero, una acción ii omisión volun­
taria, no maliciosa; segundo, un mal efectivo y concreto; y tercero, 
la existencia indiscutible de una relación de causa á efecto que 
ligue por modo evidente ambos extremos, cuya concurrencia es 
necesaria para que el hecho origine responsabilidad penal.

®®*̂ t®ncia no se refiere á hechos relacionados con !a res­
ponsabilidad de los que intervienen en la construcción, y por eso se 
omiten; pero se inserta su doctrina por determinar los'elementos ca- 
ractensticos de ia imprudencia.



SECCIÓN SEGUNDA

FALTAS

Las faltas ó infracciones, á las que se señalan penas leves, 
son el objeto de esta segunda y última sección de este T ra ­

tado.
Como la primera, va dividida en dos números: en el pri­

mero se determina el concepto jurídico y la extensión de 
estas levísimas funciones punibles; en el segundo se enume­
ran algunas de sus especialidades, que pueden tener alguna 
relación con las materias contenidas en nuestra obra.

íT :  V s ' O C - :  ÍQ«.
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D is p o s ic io n e s  g e n e ra le s .
El Código encabeza los artículos que insertamos con el 

epígrafe de «Disposiciones comunes», ó sean las reglas de 
aplicación para las acciones comprendidas dentro de su 
libro tercero.

Conocida su escasa importancia en el orden moral y ma­
terial, la aplicación de la corrección se deja al prudente 
arbitrio del Juez, aunque siempre dentro de los límites de 
la penalidad impuesta á todas en su respectivo capítulo.

En las faltas no es punible el encubrimiento; la penali­
dad se circunscribe á los autores y cómplices, es decir, á los 
agentes y  sus coadyuvantes anterior ó simultáneamente, 
atendido, como ya se ha dicho, el escaso perjuicio sufrido. 
De igual suerte, no son punibles más que la consumación en 
todos estos hechos, y la frustración en los casos en que así 
se determina.

El art. 525 es el de más importancia de todos los com­
pì endidos en el tít. V , porque limita la arbitrariedad que 
pudiera existir en las Autoridades administrativas en la 
imposición de penas por contravenciones á los bandos de 
buen gobierno ú Ordenanzas, que en uso de sus atribucio­
nes dictasen; y al efecto^ establece este artículo que nunca 
podrán ser mayores que las establecidas en el libro tercero, 
á no deteiminarse otra cosa por leyes especiales. No exis* 
tiendo éstas, las Autoi’idades locales tendrán como limita­
ción en sus atribuciones los preceptos de aplicación á las 
faltas.
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Código penal.— Libro tercero.— Título y  . — D isp o sic ion es com u n es  
á las fa lta s.

Art. 620. En la aplicación de las penas de este libro procederán 
los Tribunales, según su prudente arbitrio, dentro de los limites 
de cada una, atendiendo las circunstancias del caso.

Art. 621. Los cómplices en las faltas serán castigados con la 
misma pena que los autores en su grado mínimo.

Art. 625. En las Ordenanzas municipales y demás Reglamentos 
generales ó particulares de la Administración que se publicasen 
en lo sucesivo, y en los bandos de policía y buen gobierno que 
dictasen las Autoridades, no se establecerán penas mayores que 
as señaladas en este libro, aun cuando hayan de imponerse en 
virtud de atribuciones gubernativas, á no ser que se determinase 
otra cosa por leyes especiales.

Conforme á este principio, las disposiciones de este libro no 
excluyen ni limitan atribuciones que, por las leyes municipales ó 
cualesquiera otras especiales, competan á los funcionarios de la 
Administración para dictar bandos de policía y buen g-obierno y 
para corregir gubernativamente las faltas en los casos en que su 
represión les esté encomendada por las mismas leyes.
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Disposiciones especiales.

D eterm inam os tan  sólo en este núm ero la s  fa lta s  referen ­
tes a l orden público y la s  que se com eten contra los in te re ­
ses gen erales y  régim en  de la s  poblaciones: las p rim eras se 
re lacion an  con la  v ida u rb an a  m ediante ciertos hechos que, 
aun no siendo c r im in a le s , a lteran  la  tran q u ilid ad  y  buen 
orden que en la  loca lid ad  debe e x istir ; la s  seg u n d as son m a­
te ria  de la s  O rdenanzas m unicipales por lo que afectan  á la 
sa lu b rid ad , com odidad é higiene de los centros urbanos, 
pero que, no obstan te , deben aqu í m encionarse por la  gen e­
ra lid ad  de sus p receptos, c ircu n stan c ia  n ecesaria  en toda ley 
penal.

L a s  fa lta s  de im prenta, la s  com etidas contra la s  personas 
y  la s  que a tacan  la  p ro p ie d a d , no se  re lacion an  con las 
m aterias m encionadas en n u estra  obra, por cu y a  razón  he­
mos creído conveniente no in sertarla s.

l.° Faltas contra el orden público.

Segú n  el a rt. 6 .°, son fa lta s  las in fraccion es á  que la  ley  
señ a la  penas leves, es d ec ir , que se definen en el Código, no 
por la  in fracción m oral ó m aterial que llevan  consigo, no 
por sus cau sas, sino por sus e fectos, por la  p en alid ad  que se 
la s  ap lica .

Sin  em b argo , entre el delito y  la  pena existen  notables 
d iferen cias: en e l prim ero por n ecesidad  han de concurrir 
la  vo lu n tariedad  y  la  intención; en la s  fa lta s , b a sta  tan sólo 
con que el hecho se vevifioue, y a  por cu lpa , descuido, ign o­
ran c ia  ó fa lta  de criterio.
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En el delito  se castigan ó se reprim en, tanto el consu­

m ado, como el fru strad o  y  la  ten ta tiva ; por el contrario , á 
la s  fa lta s  sólo se les señala penaj cuando han sido consum a­
d as, excepto la s  fa lta s  fru stra d a s  contra la s  person as ó la 
propiedad .

R especto á la  ap licación  de la  p enas, no se han de segu ir  
la s  r e g la s  determ in adas en el Código p a ra  en el caso  de 
concurrir c ircu n stan cias atenuantes ó a g ra v a n te s , sino que, 
como la  p en alid ad  es le v e , queda á  la  san a  c ritica  del Ju e z  
la  m inoración ó aum ento de la  pena.

E l último articulo referen te á la s  fa lta s  con tra  el orden 
público señ a la  la pen alid ad  ap licab le  á los que e jercieren  
sin título acto s de una profesión que lo e x ig e ; la  pena es de 
las p ecu n iarias y sus lim ites se extienden  desde 5 á 25 p e ­
setas.

De este m ismo hecho nos ocupam os al tra ta r  de la  u su r­
pación de fu n c ion es; a llí se hizo notar que la  carac te r ística  
de la  fa lsed ad  era  atribuirse públicamente un a profesión  sin 
com petencia oficial p a ra  e je rce r la ; allí dijim os que no re ­
uniéndose la  publicidad, el hecho se con vertía  en fa lta .

En el a r t . 591 no se supone fa lse d ad , puesto que no se 
a tr ib u y e  cu alid ad es de que posee; lo que si ex iste  es el e je r­
cicio de ciertos actos p a ra  los cu ales se n ecesita  un titulo 
expedido por los Centros d irectivos de la enseñanza oficial. 
Por consiguiente, en el 343 se pena la  comisión de los actos 
propios de una c a rre ra  del E stad o , atrib u yén d ose  la  deb ida  
com petencia; en el 591 se señ a la  la  pena pecu n iaria  ap lica ­
ble a l e jercicio  de dichos a c to s , pero sin atrib u irse  cu alid ad  
de facu ltativo .

Código penal.— Libro tercero.— Titulo I.— Capitulo \\.— F a lta s contra  
él ord en  p ú blico .

Art. 591 (1). Serán castigados con la pena de 5 á 25 pesetas 
de mrüta:

1.” Los que ejercieren sin titulo actos de una profesión que lo 
exija .

(1) Véase Imprudencia temeraria, sentencia de 29 de Mayo de 1884.



2.® Faltas contra los intereses generales y régimen 
de las poblaciones.

E ste  ep íg ra fe  nos da la  idea m ás com pleta de la  m ateria 
del artícu lo .

Los cuatro núm eros del 601 reflérense á las distintas 
contravenciones en que pueden incurrir los que omiten los 
preceptos de las A utoridades popu lares referentes á  la  sa lu ­
b rid ad , com odidad é higiene.

E sta s  contravenciones podrán  re su ltar delitos cuando 
por el abandono ó por la  desobediencia^ se produzcan  los 
hechos que se tratan  de ev itar .

E l núm ero segundo hace relación á la s  in fracciones de 
la s  órdenes de la  A utoridad  en la  reparación  y  conservación 
de edificios, apeos y dem oliciones.

E l p árra fo  cuarto  pena la s  contravenciones á la seg u ri­
d ad  concernientes al depósito de m ateriales.

E l número últim o se refiere á los establecim ientos peli­
grosos; en ellos, el menor descuido puede cau sa r  innum era­
bles p érd id as; de aqu í que dichos estab lecim ientos deben 
h allarse  en edificios ó locales a islad os, p a ra  que, si por d es­
g ra c ia  el p e ligro  acaece , no se p ropagu e  á  las ca sa s  ó te rre ­
nos lim ítrofes.
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Código penal.— Libro tercero.— Título II. — D e  las fa lta s contra  
los in tereses g en era les y  rég im en  de las p oblacion es.

Art. 601. Serán castigados con la pena de 25 á 75 pesetas:
1. ” Los que contravinieren á las reglas establecidas para evitar 

la propagación del fuego en las máquinas de vapor, calderas, 
hornos, estufas, chimeneas ú otros lugares semejantes, ó constru­
yeren esos objetos con infracción de los Eeglamentos, Ordenanzas 
ó bandos, ó dejaren de limpiarlos ó cuidarlos, con peligro de in­
cendio.

2. “ Los que, infringiendo las órdenes de la Autoridad, des­
cuidaren la reparación de edificios ruinosos ó de mal aspecto.











Avalúo ó tasación.

Tasación judicial.

En..... A....  de.....de...... comparecieron D....., Arquitecto de la
Academia de San Fernando, natural de.... , de.....  años de edad,
avecindado en la calle....., núm....., cuarto..... , según cédula per­
sonal núm....  expedida en.....á......  de....., v D..... , Arquitecto de
la misma Academia, natural de.... . de.....  años de edad, avecin­
dado en la calle de....., uúm— , cuarto , con cédula personal
número.... , expedida en.....  con fecha....., y Dijeron: que cum­
pliendo el auto dcl señor Juez de primera instancia de.... , han
pasado ú reconocer y medir, para tasar, la casa sita en esta
villa....., cuartel hipotecario de.... , barrio de......, distrito..... ,
calle de , núm..... moderno y..... antiguo, que hace esquina y
vuelve ú la de.... , por la que está señalada con el núm..... , ambos
de la manzana....

De la medición y reconocimientos practicados ha resultado que 
los linderos, lineas, superflcies, descripción y tasación son como 
sigue:

Linderos.—lÁwá». la casa que se describe, por el Norte, ó sea
medianería de la derecha respecto de la calle de.... , con las casas
números....  modernos de esta calle, propias de . . . .  de.....; es lin­
dero ai Este la mencionada calle de.... , al Sur la de.....y al Oeste
la luimero.....moderno de esta última calle, perteneciente á D......

Lineas.—La linea de fachada á la calle de....  mido..... metros
y.....centímetros; la de la calle de......  tiene una extensión de.....
metros.....  centímetros; la medianería de la izquierda entrairdo por
esta calle es de..... metros..... centímetros; por último, la media­
nería de testero, que es la medianería de la derecha respecto de la 
calle de....., se compone de..... lineas; la primera es el grueso de
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fachada de.....centímetros; á su extremo, estrechando el sitio, hay
un retablo de.....centímetros, continúa con una alineación de......
metros.... centímetros, terminando con una linea de......metros......
centímetros, que se desvia poco de la anteriormente descrita.

Superficie.—Con las lineas descritas se forma un polígono re-
g’ular, cuya Area ó superficie plana horizontal es de....  metros
cuadrados con....  decimetros cuadrados, equivalentes á.....pies
cuadrados y ....  décimos cuadrados.

D e s c r i p c i ó n .— C o n s i í í  esta casa: de sótanos en la parte de pri­
mera crujía, correspondiente A las tiendas, y de.... pisos y además
de planta de buhardillas, en la que hay dos sotabancos habitables 
y un mirador que se eleva dos pisos más, .constituyendo entre 
ambos otro sotabanco. La planta baja está dividida en dos tiendas, 
que son las que tienen los sótanos referidos, cada una con su ha­
bitación correspondiente, una cochera con cuadra y un estableci­
miento con un cuarto pequeño. El piso entresuelo está distribuido 
en tres habitaciones, el principal en dos, en una el segundo y en 
dos el tercero. La planta de buhardillas tiene las correspondientes 
á los cuartos y los sotabancos citados.

La construcción consiste en vaciado del terreno para la forma­
ción de los sótanos referidos y el de zanjas para cimientos en fa­
chadas, traviesas y medianerías, macizadas con manipostería. La 
fachada se compone de un zócalo de sillería granítica de dos hi­
ladas y de fábrica de ladrillo recocho, estando revocada y coro­
nada con un alero de madera con los canecillos correspondientes. 
Los balcones son de balaustre y greca de hierro dulce, y en uno 
de los huecos del piso principal y en otro del segundo e.xisten mi­
radores cuya armazón es de madera. Las traviesas y medianerías 
son entramadas y tabicadas; los pies, formados por maderos con 
los largos correspondientes á los anchos de las crujías, formados 
con cascote y yeso.

Cubren la casa armaduras de par y picadero, pobladas de tabla 
y teja ordinaria, recogiéndose todas las aguas en canales de zinc, 
siendo conducidas por bajadas del mismo metal á las tarjeas, 
menos las de la calle, que vierten sobre las aceras. La escalera es 
de ojo á la francesa, mesillas quebrantadas y barandilla volada 
con pasamanos de caoba. Los solados de toda la casa son de bal­
dosa ordinaria, á excepción de las mesillas de esc,alera que están 
entarimadas, un patio que tiene morrillo, y el otro patio y portal 
que son de losas de piedra berroqueña, con pizarra y alabastro en 
parte del último. En cada habitación hay una alcoba estucada, 
que con papeles de diferentes precios, pero ninguno de lujo, en
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salas, gabinetes, despachos, etc., y con la pintura de flno de toda 
la carpintería de taller, que es en general moldada A un haz, y Á 
do.s en las habitaciones principales, constituyen las obras comple­
mentarias de la finca. En salas, gabinetes, despachos, etc., existen 
chimeneas de chapa de hierro y latón, alg-unas con tabla de 
mármol.

jTa.sac¿ó».—Habida consideración á la superficie que tiene esta 
casa, su situación, el estado en que se encuentran las fábricas de 
la misma y demás circunstancias que le son propias, tasamos de 
común acuerdo la finca descrita, con inclusión del solar, en la can­
tidad de....  pesetas, de la que deberán rebajarse toda clase de
cargas si las tuviere.

Que es cuanto, en cumplimiento de su cometido, pueden mani­
festar los declarantes, y para que conste, lo firman.

Dictamen de Perito tercero por discordia de ios nombrados 
por las partes en juicio.

D....., Arquitecto de la Real Academia de Bellas Artes de San
Fernando, etc., mayor de edad, do estado.... , domiciliado en..... ,
calle de.... , núm..... , cuarto..... , con cédula personal de..... clase,
número.... , nombrado por el Sr. Juez de primera instancia de.....
Perito tercero en discordia para tasar.... , sito en..... , y debiendo
prestar su declaración en los autos del pleito incoado por.....con­
tra.... , comparece ante el Juzg’ado de que queda hecha referen­
cia, y dice:

Que examinadas las declaraciones prestadas por los Peritos de
las partes, que son respectivamente los Sfes. D......, D.....y D......,
Arquitectos de la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando; 
y reconocidas y apreciadas la extensión é importancia de la finca
en cuestión, encuentra que las declaraciones de los Sres....., por
un lado, y la del Sr.... por otro, están en un todo conformes en
cuanto se refiere á limites y descripción del solar y construcciones 
en él establecidas, habiendo sólo la pequeña diferencia de un me­
tro cuadrado en la superficie total, insignificante en relación á 
ésta, por lo cual no es digma de tenerse en cuenta; pero no asi en 
lo referente á la apreciación de la finca, en que por ser la diferen­
cia de alguna importancia, ha motivado esta tercería.

Que en su consecuencia, el Perito declarante ha procedido á un 
detenido examen de las circunstancias que puedan influir en el 
valor del solar, asi como de las diferentes construcciones que sobre 
el mismo existen; y de lo consignado en las expresadas declara-
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Forma, descripción 
y dimensiones del 
solar.

Clones periciales, datos adquiridos sobre el terreno y operaciones 
practicadas, resulta que la situación de la finca, sus linderos, des­
cripción, superficie, distribución, construcciones y valoración son 
las sig'uientes:

Situación.—Hállase situada al final de la calle....., de manera
que será cortada por ésta cuando se prolongue; pasada la calle.....,
y en el sitio conocido antiguamente con el nombre.... . que corres­
ponde al barrio de.... , distrito municipal de..... , Juzgado de pri­
mera instancia de....

lAndcroa.—Linda; al Norte con solares de.... ; á Mediodía con
la calle....., y con las casas mimeros.....  de dicha calle y núm.....
de la de....., propia de D.....; á Levante con..., y á Poniente con
propiedades, según se cree, de D.....y D......

La forma del solar es la de un poligono irre­
gular de....  lados, de los cuales el primero, co­
menzando por el situado más al Mediodía, el
que viene á cerrar la calle de..... y un de.....

metros; continuando hacia Levante, sig’ue otro de... metros, que 
forma con el anterior ángulo obtuso, estrechando el sitio y de la
misma ciase ensanchándole con el tercero, cuya línea es de.....
metros, y signe el cuarto con ángulo obtuso estrechando y de.....
metros de largo; constituyendo los cuatro un lindero al Mediodía; 
vuelve luego también con ángulo obtuso estrechando el sitio el
lindero al Este, que mide .... metros.... centimetros, á cuyo final y
bajo ángulo agudo estrechando el sitio, se une la parte del peri­
metro que mira al Norte, y se compone primero do una linea de.....
metros, que forma ángiilo obtuso, ensanchando el sitio, con la si­
guiente de.... metros......centimetros; otro ángulo de igual clase y
otra linea de....  metros: al final de ésta y formando con ella án­
gulo agudo estrechando el sitio, vuelvo una linea de.... metros......
centimetros, lindero á Poniente; después de éste y con ang’ulo algo
agudo, también estrechando, otra de..... metros..... centímetros,
lindero á Mediodía, con la cual forma ángulo casi recto, ensan­
chando el sitio el.... . y riltimo lado del polígono que, constituyendo
otro lindero al Ponente, mide.....metros,......  centimetros y se une
al extremo.... (derecho ó izquierdo) del primero bajo ángulo tam­
bién casi recto.

Estas.... lineas forman el perimetro del so­
lar, cuya superficie ó área plana, geométrica­
mente medida (término medio de las declara­
ciones prestadas) es de..... metros cuadrados,
V.....decimetros cuadrados, equivalentes á......

Superficie ... metros 
cuadrados decí­
metros..., pies cua­
drados..., centési­
mas...
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pies cuadrados y.. .. centésimas de otro, con la parte de media­
nerías que parecen corresponderle.

Conxtr.nccioneíi. —Destinada esta propiedad á....  contiene al­
gunas construcciones para atender á las necesidades propias de 
esta industria, cuya disposición, forma y clase se describe á con­
tinuación;

Entrando por la puerta abierta en la valla que cierra el.......,
normalmente á la dirección de la calle de....., está el solar des­
montado al nivel próximamente del piso de la citada calle hasta 
la traviesa central de la casa principal (que después se descri-  ̂
birá) y que le limita por su testero, quebrantándose en dirección 
normal para dar lugar á la escalera de acceso á la parte alta que 
se desarrolla en la misma dirección; siendo sus otros limites el
del solar total hasta su fachada á la calle de....., excepto por el
lado de Poniente, que existe,sin desmontar una faja de unos.....
metros próximamente. La superflcie desmontada es, pues, de....
metros cuadrados ,v..... decímetros también cuadrados, equiva­
lentes á....  pies cuadrados, y..... centésimas de otro; el resto del
solar no está demontado, presentando su corte el arranque de la 
escalera una cota de....  metros de altura.

Cerramiento.—La propiedad está rodeada por muros de cerra­
miento de...... centímetros de espesor y machos de.... centímetros
espaciados á unos.... metros, y de fábrica de ladrillo; en su linea
de medianería á Saliente, por la medianería de la casa principal y 
el corte del terreno á S. E., y por la medianería de las casas con­
tiguas señaladas con los números..... por las calle de..... y con el
niimero.....por la parte de......  en un trozo de su linde al Mediodia
y en el resto de ella y demás lineas medianeras por valla de tabla, 
excepto en el último trozo de la de Poniente (en su encuentro con 
la del Norte), que lo está por la medianería de la casa contig-ua.

Excalinata.—'La parte desmontada se une con la superior por 
una escalinata de.,?,., peldaños de piedra artiflcial entro muros
de.....centímetros y ......  metros de altura, separados entre si.....
metros. Estos muros son de fábrica de ladrillo revestido por su 
paramento con Portland. Esta escalinata, situada en dirección do
Poniente á Levante, dista unos....  metros..... centímetros de la
fachada á la calle de.....El muro del lado del terraplén se eleva
sobre la parte superior, formando un pequeño antepecho de.....
centímetros de espesor.

Casilla del guarda.—En la parte baja del solar y próximo á la 
puerta de entrada está la casilla del guarda, que ocupa una super­
ficie de.....metros.....  centímetros, adosada al corte del terreno del



terraplén á Poniente; consta de nn solo piso con muros de fábrica
do ladrillo de..... centimetros de espesor y cubierta á un agua con
teja común sobre pase y entablado de madera; dos tabiques divi­
sores, sin cielos rasos, guarnecidos, etc.; es construcción de muy 
poca importancia en todos sus elementos de carpintería, solado, 
etcétera.

Caga principal.—La casa principal está destinada á habitación
del dueño de la finca y á..... (lo que se la destine), cuyo piso
está al nivel de la parte alta del solar, y la inferior ha estado des­
tinada á la construcción de......., con alg'unos artefactos propios
para esta industria.

Insiste esta construcción sobre un rectángulo de....  metros.....
centimetros de altura, achaflanado en dirección S. E. por una linea
de....  metros..... centimetros. Situada próximamente paralela á la
linea de la valla á la calle.... ; está dividida por una traviesa en
sentido longitudinal, que sirve en la parte inferior de muro de con­
tención de las tierras de la parte alca, no quedando utilizable, por 
tanto, en esta planta más que una crujía con cinco ventanas au- 
tepechadas y dos puertas que se abren sobre la fachada al Me­
diodía.

En este espacio hay una jirensa, una bomba aspirante y un de­
posito para aguia, do fábrica do ladrillo revestido con cemento 
Portland, convenientemente instalado con sus desagües, pozo para 
la toma de agma, tubería y construcciones necesarias para su ins­
talación. La fachada á Poniente se ha prolong’ado hasta su en­
cuentro con la linea medianera con una longátud de.... metros......
centimetros, con.....centimetros de espesor y unos......  de altura,
con intención, sin duda, de ampliar las construcciones existentes v 
i orinar la división en dos jJfirtes de la superficie desmontada, 
abriéndose en ella dos huecos de puerta y ventana resjiectiva- 
mente.En el espacio que queda delante de la fachada iNiediodia de 
la casa, hay en la actualidad depositadas unas losas de piedra ar­
tificial de..... centimetros de espesor, siendo el número aproxi­
mado de las útiles ó enteras de.... (las que sean).

En el piso superior, al nivel de la parte alta al solar, en las cru­
jías al Mediodía, está el departamento destinado á vivienda del 
dueño del lavadero, y se subdivide en varias habitaciones; en la
crujía Xorte, el departamento principal es el destinado á.....con
seis huecos de ventanas apaisadas y una puerta de entrada; el 
despacho de vigilancia, unido á la misma; la cantina, compuesta de 
cuatro habitaciones y un pequeño sótano con acceso por una trampa 
abierta en el suelo y una habitación para mozos.
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La altura de la fachada Norte y el nivel del piso es de tres me- 
tros.

En el departamento de..... existe un hogar de táhrica de la­
drillo con su cenicero, salida de humos y demás, con dos calderas
de cobre de un metro..... centímetros de diámetro próximamente.
Adosados á sus paramentos hay unas....  pilas construidas con
fábrica de ladrillo revestidas con cemento Portland con tapadera 
de madera.

Cow-sírimcíÓJi de ín casa.—Su material de construcción se com­
pone de cimientos de mamposteria y muros de fábrica de ladrillo en
planta baja de..... centímetros de espesor y entramado en el resto;
entarimados horizontales é inclinado de tablones del Norte, con 
su orden de enroquetados los primeros y sin forjar. Armadura á 
dos ag'uas, entablados sus planos y poblados de teja común; cana­
lones V bajadas de cinc; obras de tabiquería, cielos rasos guarneci­
dos y blanqueos de paramentos, fachadas y demás. Entarimado 
en las habitaciones sin solados eir la planta baja y rer estido de 
cemento Portland, éstos en la parte alta hasta una altura de un 
metro próximamente; solado de losa artiñcial en el desembarque
déla escalera, que forma una mesilla entre ésta y la cerca de.....
metros.....centimetros, por......metros......ccntimetros, y del mismo
material, á lo larg’o de la fachada Norte, do..... metros y .....centi-
nietros de ancho. En los departamentos de planta baja y en el de 
lejías, no existen ni guarnecidos ni blanqueos. Cocina con fogón, 
cam])ana, subida de humos y demás, excusado con bajadas y obras 
de saneamiento; carpintería de taller de poco precio, vidrieras con 
cristales y demás empleado en construcciones económicas como 
es la de que se trata.

C'oberíizo.s.—Normalmente á la dirección de esta casa se ex­
tienden unos cercados y cobertizos do muy poca importancia y 
de......metros...... centimetros de altura de fábrica de ladrillo, mi­
diendo su linea.....metros, y destinados el central á cuadra y los
otros á carbonera, palomar y gallinero, cerrado sólo el primero 
por su parte superior con parecillos do madera, entablados sus 
planos y poblados de teja común.

Ijavaderos.—En dirección Norte á Sur y normal á la fachada 
de la casa descripta, está el lavadero compuesto de dos pilas pa­
readas C071 paso en el centro y á los costados, y otro en el centro 
normal á los anteriores. Las pilas, antepechos, piedras de lavar y 
demás están formandas con fábrica de ladrillo y revestidas de ce­
mento Portland. Su número es de— , estando algunas unidas de 
dos en dos, formando una sola de doble tamaño. Cada una está pro-
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vista de una llave para el agua, que se conduce por tubos de plomo 
colocados en el centro de las dobles ftlas de pilas. Tienen también 
sus obras de desagüe, consistente en tuberías y atarjeas que sir­
ven al lavadero. El piso está solado con las losas de piedra arti­
ficial de..... centímetros de grueso.

Este lavadero, que ocupa un rectángulo de.....metros......centí­
metros de largo por.... metros de ancho, ósea una superficie de......
metros cuadrados, está cubierto por una ligera arniadura de hierro 
con doce formas de arco de circulo compuestas de un cerchin 
de T, dos tirantes inclinados y uno horizontal y dos tornapuntas 
de sección rectangular, y un tirante de barilla. Estas formas, en
niiniero de doce, están sostenidas por columnas de fundición de....
metros....  centímetros de altura y..... centímetros de diámetro
medio, y su espesor, al parecer, de.....milímetros. Sobre éstas, y
uniéndolas en sentido longitudinal, se ha construido una viga ar­
mada con dos escuadras y algunas crucetas, separadas las prime­
ras unos..... centímetros, hasta cuya altura se prolongan los so­
portes verticales á coger las formas antes descriptas.

Se unen las formas por correas de forma de escuadra, que reci­
ben la cubierta, que es de cinc ondulado. Las columnas so apoyan 
sbre unas pilastras, enterradas, de un metro de lado v otro de 
profundidad, de fábrica de ladrillo y cemento Portland.

íla3CM.s-acZó.s.—Defendiendo el lavadero por su extremo Norte hav
un muro de fábrica de ladrillo de.....centímetros de espesor y que
sobresale por ambos lados, y en el cual sust(mta la cubierta. Por 
el paramento opuesto de este muro se han construido cuatro ex­
cusados, dejando un hueco de paso en su centro que comunica con 
la nave del lavadero. Éstos y el muro están revestidos de cemento 
Portland.

Agua y noria.—El lavadero se surte con ag’ua del Lozova, que 
se conduce por tubería de hierro hasta el fondo de un pozo de noria

unos....  metros..... centímetros de profundidad, revestido con
fábrica de ladrillo, del cual se elevan las aguias por medio de can­
gilones de zinc de una noria moderna de hierro, movida por fuerza 
animal, á un gran estanque, del que toman sus aguas las cañerías 
de distribución del lavadero.

Estanque. '̂EX estanque, inmediato al lavadero, afecta suplanta
de un rectángulo de.....metros.... centímetros de largo, por......me-

.... centímetros de ancho, elevándose......metros y......centíme­
tros, término medio, sobre el terreno; está construido con fábrica 
de ladrillo en sus cuatro fuertes muros que le limitan y cuyo espe­
sor en la parte alta es de..... centímetros; tienen los dos lados ma-
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yores un ensanche de espesor, á la profundidad de....  metros.....
centímetros, de otros.....centímetros, y están reforzados los ángu­
los. Está solado y revestido, tanto interior como exteriormente, con 
cemento Portland. Los dos pilares y demás obras de sustentación 
de las dos ruedas dentadas que mueven los cangilones son tam­
bién de fábrica de ladrillo. El resto del solar está destinado á 
tendedero y poblado de orcones unidos por lías y alambres con el 
objeto indicado. Estas son las principales obras que el Perito de­
clarante lia tenido en cuenta al proceder en la tasación de esta 
finca, con todo lo demás propio de las construcciones descritas y de 
la industria á que está dedicado.

Tasación.—Por todo lo cual, y dando valor á todas y cada una 
de sus partes, y teniendo en cuenta la forma y situación del solar 
cuyo aprecio se incluye y estado y clase de las construcciones en 
él existentes, el Perito declarante aprecia y tasa esta propiedad en 
la suma total de..... (en letra) pesetas, á rebajar cargas si las hu­
biere, ratificándose en cuanto queda dicho, que es según su leal 
saber y entender.

....  á..... de..... de.....
Firma.

Honorarios.....
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Expropiación forzosa.— Certificación de Perito tercero nombrado 
para dirimir la discordia sobre justiprecio de una casa.

Ce r t if ic o : Que en cumplimento del cargo aceptado y conferido
por el Sr. Juez de primera instancia de.... como Perito tercero, para
dirimir la discordia que resulta sobre justiprecio por exiiropiacióu
forzosa de la finca urbana sita en.... y señalada con el número......
de la calle de.....con accesorio también á la de.... y que se expresa
en los dictámenes emitidos por los Arquitectos D.....y D...... , el
primero en representación del dueño y el seg'undo con la del 
Ayuntamiento, procedió á su reconocimiento, y examinado dete­
nidamente cada uno do los dictámenes y demás documentos que 
se enumeran en el art. 32 de la ley de 10 de Enero de 1879 sobre 
expropiación forzosa (1), he formado el juicio y dictamen sig'uiente;

Situación.—Dicha finca, señalada con el número.....de la calle.
de.....de esta......

(1) Véase pág. 35, tomo 11.



L in d e r o s .— lÁ n á ^  la casa al Norte con la vía pública, etc., etc.
F o r m a  y  exíewsión.—El solar afecta la forma de iiii polígono 

irregular de.....lados.
D istr ib u c ió n .—Consta de planta de sótanos en..... de planta

baja, etc.
C on.struceión .—Consiste ésta en el vaciado de zanjas, etc.
I  an d am en to del ju s tip r e c io .—Para la determinación exacta de 

la cantidad total que ha de indemnizarse por expropiación al 
dueño de la Anca objeto de este dictamen, he tenido en cuenta la 
forma del solar, su superficie, situación, orientación, líneas de 
fachada, distribución, construcción, estado actual, renta jmr tér­
mino medio, capitalizado también al tipo medio de producción, y 
"valor declarado jior el propietario en relación jurada.

También he examinado cada una de las expropiaciones que se
han llevado á cabo para el ensanche de la calle de.... y he tenido
presente los perjuicios, gastos ocasionados y alquileres no perci­
bidos á causa de dicho ensanche.

Teniendo en cuenta todas estas circunstancias, cuyos detalles 
sería impertinente repetir, pues las principales y que se refieren 
á la cantidad que ha abonado el (Excnio. ó limo.) Ayuntamiento 
á otro propietario del ensanche, las consigna en su dictamen el 
Perito D....., y teniendo presente que debe indemnizarse cumpli­
damente al propietario que se le desposee.

Tasación . Declaro y certifico: Que las cantidades que han de 
abonarse por la exivropiaeión de la finca que nos ocupa son las si­
guientes :
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Pesetas.

Tantos pies cuadrados de solar á.... por pie..............
Poi oblas ejecutadas con motív’o de la reforma v 

alquileres iio percibidos hasta la fecha y abona­
bles según ley.........................................

Tantos pies de construcción á..... el pie.....................
Por el 3 por 100 de precio de afección........................

V alor total de la  fin ca .............................

Importa la total indemnización la cantidad de.... pesetas.
ú. paia que conste á los oportunos efectos, expido la presente 

en.....á......de......de......
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Daños ocasionadas por el fuego.

En la villa de.....de......  comparecieron D....., Arquitecto de la
Academia de San Fernando, natural de....... , de.....  de edad,
avecindado en la calle de.... , imm.....  cuarto....., según cédula
personal núm.... , expedida e n ........á ...... de......  de..... por el.....
de.... , y D..... , Arquitecto, etc., etc.

Dijeron que, cumpliendo con lo mandado por el señor Juez de
primera instancia del distrito de....., han pasado á reconocer las
casas sitas en ésta.... , calle..... , números......, para justificar los
daños ocasionados por el fuego en las referidas casas.

Del reconocimiento practicado resulta que la casa núm....  de
la citada calle de....  ha sufrido pequeños desperfectos que sólo
han afectado á las paredes medianeras por su inmediación al foco 
principal del fuego, y que los daños en ella ocasionados pueden 
tasarse en la cantidad de....  pesetas.

La casa núm.... , cuya superficie es de..... metros cuadrados
y.....decímetros cuadrados, equivalentes á...... pies cuadrados, ha
quedado destruida casi en su totalidad, porque sólo puede excep­
tuarse la crujía de fachada que tiene una superficie de....  metros
cuadrados con..... decímetros cuadrados, equivalentes ú..... pies
cuadrados, pero que se halla muy deteriorada, inclusos algunos 
machos del muro de fachada, que será necesario reconstruir.

Teniendo presentes estas circunstancias y el valor de la parte 
de construcción y materiales aprovechables, tasamos el daño que 
ha sufrido esta finca en la cantidad de....  pesetas.

La casa núm....  de la referida calle de.....ha padecido dete­
rioros en sus muros colindantes con la anterior, pero relativa­
mente han sido de poca importancia, y pueden tasarse en la can­
tidad de..... pesetas.

Por lo expuesto resulta que justipreciamos los daños ocasiona­
dos por el fuego en las casas números....  de la mencionada ca­
lle.....en la cantidad de...... pesetas.

Fecha y firma.

División (le una casa.

Ceetifico: Que de orden de los señores testamentarios de D.. ., 
he pasado ú reconocer y medir para tasar y dividir la casa que 
fué propiedad de dicho señor, sita en. ... y su calle de....., seña-



lada con el núm....  de la inaiiiiana....., con fachada también á la
calle de.... . por la que se distingue con los números..... y .....
Esta finca está situada en el....  cuartel hipotecario y distrito ju­
dicial y municipal de.... , barrio de.....  Linda al Xorte con la refe­
rida calle.....; al Este con las casas números.....  de esta misma
calle....., perteneciente al Sr. D.....  y..... de la de....., propia del
Sr. D.... ; al Oeste con la núm..... , qxie pertenece al Sr. D..... , y
laniim....  de la de....., propias.....

Linean.—La linea de fachada ala mencionada calle.....mide......
metros; la medianería derecha, entrando por....... se compone
de tres alineaciones: la primera, que encuentra á la fachada 
referida en áng-ulo lig-eramente agudo, es de.....metros...... centí­
metros; la segunda, que con la anterior forma también ángulo
agudo y es próximamente paralela á la fachada, .... metros; y la
tercera, que tiene de longitud.... metros, encuentra á la linea de
fachada á la calle de....., en ángulo un poco obtuso. La mediane­
ría de la izquierda consta asimismo de tres lineas: la primera, que 
con....  forma un ángulo obtuso, mide.....; la segunda, que tie­
ne.... , forma á su vez con la anterior ángulo casi recto, y la ter­
cera, de.... metros, encuentra á la fachada á la calle de......ángulo
agmdo. Por iiltimo, la linea de fachada á la calle de....., que tiene
una longitud de..... metros..... centímetros, es linea de testero
respecto de la de....

Superficie.—Las ocho lineas descritas forman un poligono irre­
gular cuya área ó superficie plana horizontal mide....  metros
cuadrados,, equivalentes á..... pies y..... decímetros cuadrados
de pie.

Descripción.—La, ñnc& qxxQ se describe está formada por dos 
parcelas, que en algún tiempo parece debieron ser dos casas dis­
tintas con sus medianerías respectivas, entradas independientes y 
distribución diferente.

La construcción es en ambas de igual clase y de las llamadas 
ligera ó de poco coste.

La parte de finca que tiene entrada por la calle de....  consta
de planta baja y un pequeño entresuelo, constituyendo el interior
cobertizos destinados á.... La fachada tiene en algunos puntos una
hilada de cantería, siendo el resto de fábrica de ladrillo ordinario 
revocada, terminando por un alero sencillo de madera. Una de las 
traviesas es de machos de ladrillo y cajones de manipostería, y las 
demás, así como las medianerías, son de tierra unas, entramadas 
y tabicadas otras, y alg’unas formadas por pies derechos exentos 
sobre basas de piedra. Los pisos son de maderos con bovedillas.
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Los solados, de tabla en....... . de morrillo en el patio y de baldosa
ordinaria en las habitaciones. Maderos del largo correspondiente 
á los anchos de las crnjias forman las armaduras, que están cu­
biertas de tabla ripia y teja común, recogiéndose las aguas en 
canales y bajadas de zinc. La parte de Anca que tiene entrada por
la calle de....  consta de planta de sótano en las dos primeras
crujías, planta baja, dividida en.......•, piso principal, distribuido
en____ , y la planta de sotabancos y buhardillas con......... La cons­
trucción es semejante á la antes descrita. La fachada, de fábrica 
de ladrillo revocada, con una hilada de cantería en el zócalo y un 
alero formado por canesillos y corona de madera; las medianerías 
de planta baja de cajones de tierra en su mayor parte, y las demás, 
asi como las traviesas, entramadas y tabicadas. Los pisos formados 
por maderos con los largos correspondientes á las crujías y bovedi­
llas de cascote y yeso. Las armaduras son' también de maderos, 
sobre los que está colocada la tabla ripia y la teja común, que re­
coge el agua en canales y bajadas de zinc. Escalera á la española, 
con barandilla compuesta de. balaustres sencillos de hierro dulce y 
pasamanos alomado. Los huecos de fachada en planta de sótanos 
y bajo tienen rejas de cuadradillo y los balcones son de balaustres 
de hierro.

Los'pavimentos son de.......en el portal, ...... en el patio y ........
en el resto de la casa.

ra.s-acíón.—Dado el valor detallado á los materiales de que 
esta finca se compone, al solar sobre que existe, y teniendo en 
cuenta su estado, situación y demás circunstancias que le son 
propias, taso la misma en la cantidad de.....pesetas.

DIVISIÓN DE LA FINCA

Para dividir esta finca en dos parcelas, basta examinar el 
plano del solar y reconocer la casa, y se comprende cuál ha de ser­
la linca divisoria, que ya en otro tiempo debió existir, y que re­
sulta perfectamente marcada. Tal es la que une las medianerías
derecha é izquierda en la parte que solamente están separadas.....
metros, y que prolongada esta cantidad se encuentran formando 
una linea próximamente recta. La linea de división seiá, pues, la
marcada en el plano con las letras..... y las parcelas resultantes
tendrán la situación, linderos, lineas, superficie > valor si­
guientes:
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PRIMERA PARCELA

Situación.—1j!í primera jiarcela está situada en la calle de.....,
núm..... moderno, manzana.... , barrio de..... , distrito judicial y
municipal de....., primer cuartel hipotecario.

Underoü.—lMü linderos son: al Norte la calle de.... ; al Estela
casa mim..... de la misma calle, propia del.....; al Oeste la núm..... ,
también de la misma calle, perteneciente á.... , y al Sur la núm.....
de la calle de.... , cuyo propietario es D..... , ŷ la parcela que se
describirá después, señalada con el núm..... de esta calle.

ilnea.s.—La linea de fachada ála repetida calle de.... mide......•
metros; la medianería dereclia, que, con la anterior, forma un án­
gulo lig-eramente agudo, mide.....; la medianería izquierda, que
encuentra á la fachada en ángulo obtuso, tiene una longitud de.....
metros; por último, cierra el sitio la medianería de testero .con una 
linea de.... metros.

Superficie.—1.&.S lineas que se han descrito forman un cuadri­
látero irregular, cuya área ó superficie plana horizontal mide.....

....  decímetros cuadrados, equivalentes á..... pies cua­
drados.

Tasación. -El valor de esta primera parcela que se ha deta­
llado, comprendiendo el solar y las construcciones que sobre el 
mismo existen, lo taso en la cantidad de....  pesetas.

Pv

s e g u n d a  p a r c e la

Situación.- -Está situada en la calle de....., núm.....  antiguo
> ..... moderno, manzana....., barrio de..... , distrito judicial y mu­
nicipal de....., primer cuartel hi]5otecario.

Lindero.s.- Uwáa, al Norte con la casa núm.... de la calle de.....
perteneciente al Sr. D.... , y la parcela que antes se ha descrito, y
que tiene su entrada por el núm  de la misma calle de.... ;
al Este con la casa núm..... de la calle de...., propia de D.....; al'
Oeste con la núm.... , de esta misma calle, que pertenece á..... , y
al Sur linda con la citada calle de.....

Lineas.— linea de fachada, que lo es á esta calle, mide.......
j íorma con la medianería derecha, que tiene....... , un ángulo ob­
tuso; la medianería izquierda encuentra á la fachada en un án­
gulo un poco obtuso, y tiene una longitud de... ., v la mediaueria 
de testero que cierra el solar es de.......
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Super-ficie.—'EÍ cuadrilátero irregular formado por las cuatro 

lineas descritas tiene una área ó superficie plana horizontal que 
ji îde.......metros cuadrados, equivalentes á ¿.. . .  pies cuadrados.

TasaciÓM.—Esta segunda parcela que se ha detallado la taso, 
con inclusión del solar y las construcciones que en el mismo exis­
ten, en la cantidad de.......pesetas.

Sumados los.......metros cuadrados que tiene de superficie la
primera parcela con los....... metros cuadrados que la segunda
comprende, dan.......metros cuadrados que la finca tiene en su
totalidad.

Asimismo el valor asignado á la primera parcela, que es de.......
pesetas, agregado al déla segunda, que es de........ resulta para
tasación de la finca en conjunto la cantidad de.......pesetas, igual
á la antes consignada, y de la que deberá rebajarse el valor de las 
cargas si las tuviere.

Y para que conste donde convenga, doy la presente en------
á.......de.........



11
R e c o n o c im ie n t o s .

R e c o n o c i mi e n t o s  por  denunci a.

Ce r t if ic o : Quede orden del Sr. D....... , Administrador déla
casa sita en.......calle del........ número........, he pasado á reconocer
esta Anea con objeto de informar sobre el estado de sus fábricas y 
las obras que en ellas sea necesario ejecutar á consecuencia de la 
denuncia hecha porla Autoridad municipal.

Del reconocimiento practicado resulta que la casa consta de 
planta baja y un piso superior, cuyo techo, en parte abuhardillado, 
lo forman listones de madera clavados á los pares, ontornizados y 
g-uarnecidos de yeso negro y blanqueado. El polvo procedente del 
barro con que la teja se sienta y algunos pedazos do este mismo 
material y de yeso han ido en el transcurso de los años depositán­
dose encima del cielo raso, formado de la manera que se ha dicho, 
pesando considerablemente sobre el mismo; además, la clavazón 
del enlistonado se ha ido añojando con el tiempo, y ambas causas 
unidas han dado lugar al desprendimiento ocurrido últimamente 
de una parte dél cielo raso de la escalera, que por el efecto que 
produjera al caer el polvo encima depositado y al yeso del guar­
necido al hacerse pedazos, pudo aparecer en los primeros momen­
tos de mucha mayor importancia que la que realmente tiene, como 
se comprende con lo manifestado.

La casa, aun cuando de construcción algo remota, se halla en 
bastante buen estado de solidez, sin que los muros de fachada é 
interiores, los pisos y armaduras presenten desplomes, grietas, 
roturas ni otras señales que hagan temer una ruina próxima.

Los guarnecidos, tanto de los techos en planta principal pol­
la razón ya expuesta, como de las paredes, principalmente en 
planta baja y en las inmediaciones de los comunes por efecto de 
la humedad, presentan grande.s abolsados en unos puntos y en



otros se hallan totalmente descompuestos y deteriorados, lo que, 
unido al mal estado del revoco de la fachada, hace que la casa 
aparezca de un aspecto poco agradable, pero sin que estos defec­
tos afecten al presente á la solidez de la misma, tanto más cuanto 
que la finca tiene poca altura y sus fábricas no sostienen grandes 
cargas.

Por todo lo expuesto, soy de parecer que la casa núm.......de
la calle de... . objeto de la presente certificación, tiene suficien­
tes condiciones de seguridad, pero que procede se lleve á efecto el 
revoco de su fachada, el recorrido del tejado, la demolición del 
enlistonado y guarnecido de los cielos rasos en planta principal y 
escalera de aquellas partes en que se encuentra abolsado, asi 
como también del guarnecido de las paredes que se halla en mal 
estado, el derribo de un tabique sencillo en planta principal algo 
desplomado, la reconstrucción de estas obras, con todas las demás 
complementarias de solados, blanqueos, pintura, etc.

Y para que el interesado pueda hacerlo constar donde le con­
venga, doy la presente en.......á .. . .  de.........de........
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Reconocimiento después de ejecutadas algunas obras.

D. ., Arquitecto de........ etc., etc.

Ce r t if ic o ; Que ]ior encarg’o de D . . . . ,  Administrador de la casa 
sita en........ calle de....... , núm....... , he dirigido las obras ejecu­
tadas en la misma casa y que se cietallan en certificación expedida 
por el que suscribe, fecha... . del año corriente, asi como las de 
revoco de fachada, llevadas á efecto á consecuencia de denuncia 
formulada por la Autoridad municipal y autorización posterior de 
la misma.

Terminadas las obras y reconocidas nuevamente las fábrica.s 
de la casa, resulta que ésta reúne las condiciones higiénicas y de 
solidez necesarias para ser habitada, por lo cual el que suscribe
responde de la seguridad de dicha finca, núm......., de la citada
calle de......., durante un plazo de cinco años, á contar del dia de
la fecha, ya que ha de señalarse plazo fijo, siempre que causas del 
todo imprevistas ó de fuerza mayor no veng’an á alterar el estado 
en que se encuentra la casa mencionada.

Y para que conste donde convenga, expido la presente en.......
á.......de........ de... .

Firma.

TOMO II 42
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R econocimiento para un deslinde.

Don......., Arquitecto de la Real Academia de Bellas Artes de San
Fernando, etc., etc.

Calle. . . ,  núm.. . .  Ne­
cesidad de apeo de 
la medianería.

Ce r t if ic o : Que habiendo sido nombrado por 
D .... , Administrador judicial que es de la 
casa, sita en esta Corte, y su calle......., núme­
ro......., para representarle en el acto de veri­
ficarse el deslinde de la misma con su contigua, 

número.......de la misma calle, é informar sobre las obras, repa­
raciones y demás que sean necesarias en la primera por conse­
cuencia de la demolición que se está verificando en la última 
citada, he pasado á reconocer la núm . . . .  Del examen detenido 
que he practicado diferentes veces en las fábricas y muros de esta 
casa, inmediata á la mim....  , he venido en conocimiento de que,
verificada, la demolición de la última, quedará la mim.......en la
linea colindante de ambas sin pared de cerramiento, y por carecer 
de ella, y en la primera crujía, único sitio en que la tiene en los 
pies' superiores, no puede menos por sus condiciones de desapare­
cer al demolerse la correspondiente á la casa contigua. Estando
sirviéndose la casa núm----  de la pared de cerramiento de su
medianera citada, para el apoyo de alguna de sus cargas, ha de 
perderlo al derribarse la citada pared, á la vez que se queda sin 
el contrarresto que proporcionaban los muros de la última casa á
la núm......., cuya circunstancia es más de notar en la fachada,
pues mientras que en planta baja solamente tiene una pilastra de 
piedra en mancomunidad con la casa inmediata, en los demás pi­
sos es muy estrecho el macizo de la fachada de la mim...... , con­
tigua á la mim. . . .  Los sótanos de la casa que he reconocido se 
hallan en bastante mal estado, tanto por su antigüedad como pol­
la trepidación causada por.'.. . .  y las humedades producidas pol­
las filtraciones de aguas, encontrándolos ya apeados al efectuar 
el reconocimiento, aunque muy ligeramente, y sin la suficiente 
garantía de solidez.

Por todas estas razones, y á fin de prevenir accidentes desgra­
ciados que fácilmente pudieran sobrevenir por consecuencia del 
hundimiento de alguiia parte de las fábricas de la casa núm... ., 
y cuando menos evitar grandes resentimientos á la misma al con­
tinuar la demolición de la números....... , soy de parecer y juzgo
de necesidad absoluta el que se apuntale la fachada de la casa



mimero___ de la calle.. .. eu su parte contigua á la inim.......
de la misma calle; que se ponga un cercado á los huecos de í'a 
chada de la primera de las indicadas casas inmediatas k la segun­
da, y por tiltimo, que se apee la núm.......en toda la linea lindante
con la que se demuele, antes de proceder al uerribo de la pared de 
cerramiento que separa ambas fincas.
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Reconocimiento por hundimiento de una medianería.

En..... á....  de..... de.....comparecieron D......, Arquitecto de
la Academia de San Fernando, natural de....., de.. ..de edad, ave­
cindado en la calle de....., núm..... , cirarto..... , segiin cédula per­
sonal número.... , expedida en.....  de.....por el......de esta provin­
cia, y D ...., Arquitecto de la Academia de San Fernando, natural
de....., de.....  de edad, avecindado en la calle de....., núm..... ,
cuarto...., según cédula personal niim....  expedida en..... á.....
de....., y hechas las advertencias de la ley.

Dijeron: Que cumpliendo con lo mandado, han reconocido el
hundimiento de la medianería de testero de la casa uiim.... de la
calle de....., lindante con el testero de la casa eu construcción nú­
mero.... de la calle de....'., y resulta que dicha medianeria déla
casa núm....  de la calle de..... aparece haberse desprendido efi .su
parte inferior, ó sea la correspondiente á la planta baja y los ci­
mientos en la extensión que oeixpa la crujía que por aquel lado 
forma el patio de la expresada casa; cuya medianeria estaba cons­
truida, á juzgar por los escombros que en el solar existen y la parte 
no derruida, por un entramado de madera de tabicado á su 
grueso, c insistiendo sobre cimentación de mamposteria, la cual 
estaba realzada recientemente con fábrica de ladrillo, trabada eu 
lo posible con aquella que existia anteriormente; habiendo que­
dado por consecuencia del hundimiento bastante quebrantada la 
parte de medianería correspondiente á la crujía que normalmente 
á ello existe en la casa; lo cual se explica perfectamente por no 
ser en este lugar pared de carga y sólo si de cerramiento, lo que 
no sucedo en la de que se ha hecho mención anteriormente, y en 
la que se han sostenido los demás pisos en el acto del hundimiento, 
apareciendo en la actualidad sostenidos con tornapuntas.

La planta actual del solar señalado con el núm.....de la calle
de.... , sobre el que se está edificando, se encuentra.....metros......
centímetros por término medio más baja que la correspondiente
de la casa referida de la calle de.... , y en un testero lindante
con ésta parece existir una zanja macizada en parte y en parte sin



macizar con un espacio intermedio en el que no se ha abierto zanja, 
no pudiendo apreciarse bien estas circirnstancias por hallarse 
aquélla cubierta con los escombros procedentes del hundimiento.

Resulta por lo tanto que desmontado el terreno para la nueva 
edificación de 1 a casa núm..... de la calle de....., cuyo terreno apa­
rece ser de buena calidad, y hecho el recalzo citado enlos cimien­
tos de la medianería de la casa núm.....de la calle de......  el des­
igual asiento de las fábricas, originado inevitablemente por las di­
ferentes clases de material y por arrebatarse el mortero al fraguar, 
efecto de la elevada temperatura de la estación del afio en que se 
ha ejecutado la obra indicada, han podido ser causa de la disloca­
ción ó disgregamiento de los materiales que constituyenla cimen­
tación, y el consiguiente hundimiento de la medianería, sin que 
pueda concretarse á punto fijo el grado de infiuencia qxie cada una 
de las diversas causas que han conspirado al mismo fin ha podido 
*'ener en el accidente, el cual califican de completamente fortuito.

Que es cuanto eii cumplimiento, etc., etc.
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Certificado de reconocimiento.

"V 't

D .... , Arquitecto, etc.

C e e t if ic o : Que á consecuencia de denuncia presentada por el 
Arquitecto municipal sobre solidez de la casa sita en el distrito
de.... y calle......núm......, he reconocido dicha finca y sus fachadas,
la cual no ha tenido desplomes de importancia para las cargas y 

\ ^altura de la misma, consi dorándola por tanto en estado de solidez 
durante el tiempo que media desde esta fecha hasta....

Fecha, firma y rúhriea.



Ill
C o n s t r u c c io n e s .

Solicitud de licencia para construir.

Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento de....

El que suscribe, vecino de.... , domiciliado en la calle de..... , mi-
mero.... , con cédula personal que exhibe, íi V. ... expone: Que de­
seando construir una casa destinada é, habitaciones en el solar de
mi propiedad sito en la calle de.... , número...... con arreglo á......
y bajo la dirección del Arquitecto D.....que firma esta instancia y
la Memoria que la acompaña,

A V. S. suplica que, previos los trámites prescritos en las Or­
denanzas municipales y señalamiento de alineación, se sirva con­
cederle la oportuna licencia para dicha construción.

(Fecha y firma.)

Memoria que acompaña á la solicitud de construcción.

Memoria y plano ciue se acompañan á la solicitud para la cons­
trucción de un hotel en el interior del solar situado en la calle.....
esquina á.....

Excmo. Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento de.....

Al someter á V. E. el adjunto plano del hotel que D.....pieusa
construir en dicho solar, el que suscribe tiene el honor de informar 
á V. E. respecto á la construcción que piensa adoptar, como tam­
bién de la superñcie del solar.

El solar que se desea edificar es un cuadrilátero con uua
superficie de.....metros con......decímetros, de los cuales sólo se
edificarán....  metros, dejando el resto para jardín y desahogo



exterior de la casa, teniendo la cuadra y retretes la ventilación 
necesaria para una perfecta higiene. Constará de planta baja, 
principal y segundo, teniendo dos entradas, una principal por la 
fachada á saliente, estando limitada la propiedad, tanto por las 
dos medianerías como por la calle de.... , con un nuevo cerra­
miento con elevación suficiente para salvar la altura de los terre­
nos que la rodean, y por la calle de .... con una verja con zócalo 
do piedra y ladrillo, terminando en un ángulo con una pequeña 
habitación para el portero y en el opuesto con una puerta de 
hierro.

Los materiales que se emplearán en la construcción serán pie­
dra para mamposteria, cantería y ladrillo en fachadas, asi como 
madera y otros materiales accesorios en traviesas y armaduras.

Jjíi planta baja se elevará del nivel general á....  centímetros
para preservarle de humedades, llevando su zócalo de cantería 
en fachada sóbrelos espesores debidos de la cimentación y en las 
traviesas ó medianerías losas de piedra sobre las que se erigirán 
los entramados verticales rellenos con ladrillos y ĵ eso, empleando 
gatillos y empalmes que llevarán sus apoyos inferiores ó colgantes.

Los suelos serán de maderos forjados guarnecidos y con cielos 
rasos; la armadura será de varias formas, cubiertas de tablazón y 
teja común.

Las fachadas llevarán sobre el zócalo de cantería fábrica de 
ladrillo y mortero de cal y terminará con alero de madera con 
corridas de terraja, asi como en las importas y demás partes de la 
decoración de dicha fachada.

El que suscribo cree que con estas ligeras indicaciones serán 
suficientes para que V .......se digne aprobar estos trabajos y con­
ceder la licencia que se solicita.

Dios guarde á V .......muchos años.........á ......  d e .....d e ......

Memoria que se acompaña al plano y solicitud para la construc­
ción de dos casas en el solar situado en la calle de....  esquina á
la de.....

.......Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento de.......
Al someter á V..... el adjunto plano de fachadas de las dos ca­

sas que D....  intenta construir en dicho solar, el que suscribe, en
cumplimiento de lo dispuesto en (Ordenanzas ó disj)Osición legal
correspondiente), tiene el honor de informar á V....  respecto á la
construcción que piensa adoptar, como también de la superficie 
del solar.
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El solar que se desea edificar es un rectángulo con una super­
ficie de.....metros, de los cuales se destinan á patios...... , quedando
la superficie cubierta reducida á .....metros.

Ambas casas constarán de sótanos en primera crujía, baja, 
principal, seg’undo, tercero y cuarto con buhardillas trasteras bajo
las armaduras. La que tiene entrada por la calle de..... tiene su
entrada de portal por uno de los huecos centrales y de frente en la 
tercera crujía la escalera, que, con luz á uno de los patios, da ac­
ceso á los diferentes pisos, divididos en cuatro habitaciones, dos 
exteriores y dos interiores. La casa, que forma ángulo con fa­
chada á las dos calles, tiene su entrada ó portal por el tercer 
hueco á contar del ángulo, y situada la escalera en segunda cru­
jía, con luz también del patio central; da acceso á los patios altos, 
divididos como las habitaciones, á excepción del cuarto, que lo 
está en tres.

Los materiales que se emplearán en la construcción serán pie­
dra para manipostería, cantería en fachadas y patios, ladrillo, 
hierro de fundición y laminado y madera para entramados y otros 
materiales g-enerales en la construcción como después se dirá. La 
planta do sótano, con tres metros de luz en su altura, será cubierta 
con vigas do hierro de doble T, apoyadas sobre los muros de la­
drillo, cui'os espesores serán de....  centímetros y .....metros......
centímetros en traviesas y fachada respectivamente; en planta 
baja los patios llevarán zócalo de cantería y en las demás travie­
sas ó medianerías basas de piedra sobre las que se erigirán los 
entramados verticales rellenos con ladrillo y yeso, empleando ga­
tillos para los estados 3’ empalmes que llevarán sus apovms infe­
riores ó colgantes. Los suelos serán de maderos 3' algunos de 
tablones del Norte, forjados unos y con bovedilla; los tablones to­
dos guarnecidos cielos rasos.

Las armaduras serán de varias formas, cubiertas de tabla y 
pobladas de teja común.

Las fachadas se establecerán bajo el nivel de las rasantes de 
las aceras sobre tres hiladas de cantería, continuando después de 
fábrica de ladrillo 3' mortero de cal, y terminando con alero de 
madera al descubierto 3' pintado al óleo, corriendo á terraja las 
impostas y demás que constitU3'en la sencilla decoración de di­
chas fachadas.

Las alturas totales de fachadas se sujetarán á la que corres­
ponde á la casa de ángulo, ateniéndose para determinarla, así 
como las paredes, á lo dispuesto en las Ordenanzas.

El que suscribe cree que estas ligeras indicaciones serán sufl-

—  663 -



cientes para que V.....se digne aprobar estos trabajos y conceder
la licencia que solicita.

Dios guarde á V....  muchos años.......á...... de......  de.....
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Memoria descriptiva del proyecto de casa-habitación que ha de
construirse de nueva planta enj,a calle de...... núm....., manzana
de esta.... , propiedad de D .....
El solar sobre el que se trata de construir la expresada casa es

un polígono de cinco lados, cuya superficie total mide.... metros
cuadrados y..... decímetros, y su fachada..... metros....  centíme­
tros.

La construcción proyectada es una casa-habitación, que com 
prende toda la supei-ficie del solar, distribuyéndose en dos cru­
jías paralelas á la fachada, una paralela también á la medianería 
de la izquierda, y otra normal á la anterior en el testero, dejando 
un patio contiguo é la medianería derecha, cuya longitud media
es de..... metros..... centímetros, por..... de ancho, siendo, por
tanto, su superficie de.....metros cuadrados y ...... decímetros, y
otro patio pequeño á la medianería izquierda, de.....metros cua­
drados.

Constará la casa de planta de sótanos en primera crujía; 
planta baja, que se distribuye en portal, portería, escaleras, dos 
tiendas con habitación, y....  habitaciones interiores.

Los pisos principal, segundo y tercero constarán de dos habita­
ciones exteriores y seis interiores en cada uno, y en el peralte de ar­
maduras se harán buhardillas trasteras para los cuartos exteriores.

El servicio de los interiores se efectuará por medio de un co­
rredor volado al patio grande.

Las alturas de dichos pisos, contadas desde la rasante de la 
calle en el punto marcado por las disposiciones municipales, son 
las .siguientes;

Metros. Centíms.

Sótano..............
Planta baja.......

— principal.
— seg'unda.
— tercera . .

Alero.................
Total.

» f)

» »
J> »

» »
» »

» »
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La cubierta verterá á la calle por un faldón constituido sobre 
la primera crujía y al patio grande, recogiéndose las aguas en 
canalones y descendiendo por bajadas de hierro á las alcanta­
rillas.

Su construcción se ejecutará de la manera siguiente:
Cimientos de manipostería, muros de sótano de fábrica de la­

drillo, fachada también de ladrillo al descubierto, y decorados en 
el mismo material, constituj'éndose el alzado de planta baja con 
pilastras de cantería de piedra berroqueña, todo según se indica 
en el adjunto croquis; medianerías de ladrillo en planta baja y 
entramados en el resto, asi como las traviesas, tabicones y tabi­
ques, con columnas de fundición en las tiendas; los pisos de las 
crujías interiores serán de viguetas de hierro laminado, y los 
restantes de maderos, forjados todos á cielo raso, con pavimento 
de baldosín en las habitaciones y entarimadas las tiendas; las ar­
maduras de cubierta también de madera, entabladas y pobladas 
de teja común. Todas las maderas de entarimados verticales, ho­
rizontales y oblicuos serán de las escuadras necesarias para su 
respectiva resistencia, y colocados y sujetos segfin se acostumbre 
siguiendo las prácticas de una buena construcción.

Constará además la casa de las correspondientes obras de car­
pintería, cerrajería, vidriería, pintura, etc., así como de las de lim­
pieza y saneamiento, con acometimiento á la alcantarilla general, 
y de lo demás que corresponde á este género de edlflcios y que por 
brevedad omito; todo con arreglo á las Ordenanzas municipales y 
Reglamentos de policía urbana.

....... á.........de........ de........
El Arquitecto,

Presupuesto.

Presupuesto que presenta el Maestro albañil que suscribe para la 
construcción de una casita de solo planta baja, con distribución 
para cuatro tiendas con sus correspondientes habitaciones cada 
una de ellas, según los planos é instrucción dada por el señor 
Arquitecto D........

Pesetas.

De todo coste......................................................................  »
Por el desmonte, zanja y levantamiento de muros de fá­

brica de ladrillo mocho para el asentado y colocación de 
una estufa........................................................................ »
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Pesetas.

Peldaños hechos de ladrillo mocho de Jardinch y tendidos
de Portland............. .......................................................

Por una estufa de jardín con frente y costado, formando 
seis pilastras al frente, con seis unidas á dichas para la 
cubierta y como de las carreras, aumentando dobles 
barras al frente y cubierta para el reparto de cristales,
con su escalera por el costado para dar...................al
paño geueral y barandilla del mismo............................

Por el pintado exterior é interior y cristales dobles de la
citada estufa...................................................................

Por el forrado del paso de ..............................
Suma total.......................

Importa este presupuesto las expresadas....... pesetas.
.......á.........de. . . .  de.........

Firma y rúbrica.

Oficio á la Secretaría de la Junta consultiva de haber puesto 
la primera hilada.

El que suscribo, dueño de la casa en construcción calle de... .,
número......., pone en conocimiento de V. S. que en el dia de la
fecha ha quedado sentada la primera hilada de zócalo en la fa­
chada de dicha casa en construcción. Lo que V.......comunicará á
quien corresponda para rectificación de la alineación, rasante, 
altura total de sus fachadas.

Madrid, etc.

Don..

Certificación de entrega de un plazo del precio de la obra.

.. , Arquitecto, etc., director de la ca.'ia.......

C e r t if ic o : Que solicitando el contratista D.......el abono del
primer plazo de ajuste, y hallándose la construcción en el estado 
que en las condiciones del contrato se indica para este efecto, no 
hay inconveniente se le entregue á dicho señor contratista la can­
tidad de.......pesetas con.........céntimos que al expresado plazo
corresponde.

Para que asi conste, y en cumplimiento del contrato, firmo ésta 
en . .. á .......de.........de.........
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Certificado para la recepción provisional de obra.

D ....... , Arquitecto director de la construcción de nueva planta ó
reparación en la casa cálle de.......

Ckrtífico: Que verificado el día.......del mes próximo pasado
el reconocimiento de la casa m’im........ y hallándose en el estado
que por el contrato celebrado con D.......deben tener para admi­
tir como terminada su edificación, tuvo lugar la recepción provi­
sional que previene la condición......., entreg’ándose por el expre­
sado contratista D.......todas las llaves de las habitaciones de la
casa á los dueños respectivos. Desde cuya fecha deben contarse 
los cuatro meses que han de transcurrir para que tenga lugar la 
recepción definitiva que prescribe la citada condición del contrato,
quedando en este plazo oblig'ado el señor.......al cumplimiento de
Is que al efecto se determina en la ya referida condición. Como
se estipula en la misma, me ha presentado el contratista D .......la
relación que acompaña, firmada por veintitrés proveedores de 
materiales y maestros de varios ramos, que complétala presen­
tada en Octubre del año último, y que considero que comprende 
los de importancia en dicha construcción, excepto en el ramo de 
cantería, el que, por recibos que he tenido á la vista, debe alcan­
zar cantidad de no mucha importancia y de que no ha hecho el
señor.......con él la liquidación por hallarse ausente de Madrid
según me consta y os piiblico, debiendo presentar dicho contra­
tista el recibo del rosto de esta liquidación antes de entregarle la 
cantidad correspondiente al sexto plazo, ó sea de recepción defini­
tiva de las casas. Además, me ha manifestado el señor.......el re­
cibo del finiquito de cuenta del carpintero de armar.

Asi que considero que no hay inconveniente en que por los se­
ñores D..... y D....., como dueños de las..... casas que á la cabeza
se expresan, se abone por.....partes al contratista D......  la canti­
dad....  que corresponde al.....plazo de ajuste, con arregdo a su
modificación consigmada en la adición al contrato firmado con fe­
cha....

Y para que asi consto, y en cumplimiento de lo determinado
por el contrato de edificación, expido la presente en..... á.....
de....  de.....
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Certificación del último plazo después de la recepción provisional.

D....., como director de la edificación de nueva planta de la casa
propia de D...., sita en la calle de....

Ce r t if ic o : Que solicitando el contratista el abono del sexto 
plazo de ajuste, y habiendo transcurrido el tiempo conveniente 
desde el pago del anterior, y hallándose la construcción en per­
fecto estado de solidez, no hay inconveniente en entregar la can­
tidad correspondiente á dicho plazo, quedando el contratista obli­
gado á verificar las reparaciones que ocurran y fuesen necesarias 
á la estabilidad de dicha finca hasta terminar el plazo de un año 
á contar desde el día de la entrega, siempre que no sean á causa 
de obras que el dueflo hubiera verificado en la finca. Según con­
trato, el dueño puede exig'ir al contratista un documentcr en que 
los proveedores de materiales y maestros de alguno de los ramos 
de la construcción declaren que por dicho contratista les han sido 
satisfechos sus jornales ó valor délos materiales.

Y para que conste, y en cumplimiento del contrato, firmo ésta 
en....  á.....de......  de.....

Liquidación de obra.

Liquidación que hacen D.... y D...... , el primero director y el se­
gundo contratista en la construcción de la casa núm..... de la
calle.... , terminada en..... mes......año....... propia de.....

Pesetas.
La superficie que la casa ocupa es de....  metros, equi­

valentes á....  pies, que al precio de.....pesetas el pie,
según contrato, asciende á............................................

Por las obras hechas fuera de contrato y variación que 
se han ejecutado, según cuenta adjunta.....................

Asciende la construcción en totalidad á..........................
Cantidades percibidas por el contratista D..
En 1." de......................................................
En....  d e ...............  ...................................
En....  de...................■........................ .
Cantidad total percibida...............................

Diferencia á favor del Sr. D.



Cuya cantidad ha recibido en este ‘día, declarando además es­
tar conforme con esta liquidación y que nunca por niug'ún con­
cepto referente á la construcción de dicha finca reclamará canti­
dad alguna al propietario D.....

Y para que asi conste lo firman ambos en..... á.... de...... de......
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Solicitud de arreglo de vía.

Sr. Alcalde-Prexidente del Ayuntamiento de.....
El que suscribe, dueño de la casa en construcción sita en la ca­

lle de....., á V.....  expone que, estando ya inmediata la época para
terminarse la construcción de dicha finca y de consig'uiente á ser 
alquiladas sus habitaciones, á V.....

Suplica dé las órdenes oportunas para que en el término más 
breve posible se proceda al trazado y empedrado de dicha calle (1), 
y aprovechando también la oportunidad, se coloquen cañerías y 
alumbrado que corresponda.

Gracia que espera, etc. Madrid..... de..... de.....

Certificado de terminación de una casa.

D.... , Arquitecto director, etc.
C e r tific o : Que durante el año de la fecha se ha construido de

nueva planta la casa sita en esta....  y comprendida en el distrito
judicial y término municipal de..... en parte del solar que ocu­
paba la señalada con el núm...... propiedad de D.....

Lindero. .̂—Linda por Oriente con....; al Norte con el núm......
de dicha calle, propiedad do D.... ; á Poniente con la casa núm.....
de la calle de.... , propiedad de D..... , y al Sur con la via (ó calle)
por donde tiene su entrada.

(1) Real orden de 7 de Septiembre de 1867.—Aceras.—. . . . .  1.“ Los 
propietarios de edificios ó terrenos colindantes con las vías públicas de 
las poblaciones cuando se establecieren las aceras, no tendrán obliga­
ción de costear más que una Latitud de tres pies, ó sea de 0,885 milí­
metros, según lo dispuesto en las Reales órdenes de 19 de Febrero 
de 188.), 27 de Mayo de 1850, 4 de Junio de 1851 y 7 de Julio de 1868.

2.“ Una vez establecidas las aceras en las vías públicas de las po­
blaciones, su conservación, reposición ó sustitución y cuantos gastos 
ocasione en absoluto el servicio del empedrado, deben sufragarse por 
cuenta del presupuesto municipal, con arreglo á lo declarado, de acuerdo 
con la legislación vigente, por Real orden de 21 de Diciembre de 1861 
y 8 y 22 de Septiembre de 1866.



Forma y mperficie. — El solar que la casa ocupa es de forma....
de.... lados, de los cuales el primero ó lindero Este tiene una lon­
gitud de.... metros......  centímetros-, el segundo forma un ángulo
con el anterior y mide hasta encontrar el testero....  metros....
centímetros; el tercero y lindero Oeste tiene de longitud hasta su
encuentro con la fachada..... metros..... centímetros, y el cuarto,
fachada á la misma calle, mide....  metros..... centímetros, cuyo
perímetro comprende una sirperflcie de.... metros......centímetros,
equivalentes á....  pies y....  décimos de otro.

Altura y distribución.—Consta de planta de sótanos, baja, prin­
cipal, segundo y tercero, con buhardillas trasteras bajo las arma­
duras; la baja distribuida en portal, caja de escalera, patios y va­
rias tiendas; las demás distribuidas en....  habitaciones exterio­
res y.... interiores.

Construcción.—La construcción se compone de cimientos de pe­
dernal con mezcla de cal y arena, sobre los cuales se elevan mu­
ros de fábrica de ladrillo con zócalo de cantería en los patios, cuya 
planta es también la de sótanos, y al enrás de la planta baja se 
han colocado basas de piedra sobre las que se han erigido entra­
mados de maderos de los marcos de tercia en principal y segundo 
de sesma y el resto de maderos; todos los entramados compuestos 
de pies derechos, zapatas, puentes, carreras y clavazón que corres­
ponde; es de fábrica y en mancomiin con la casa inmediata la pared 
lindero Norte, desde el sótano hasta la altura del bajo inclusive.

Las fachadas se han establecido sobre machos de cantería con 
salmeres correspondientes para los arcos de todos los huecos del 
piso bajo, continuando después con fábrica de ladrillo, y termi­
nando con cornisa, cuya corona es de madera labrada, y corridos 
de yeso en todos los huecos. Los suelos para el bajo de viguetas 
de hierro de doble T con bovedilla de ladrillo; los de las demás 
plantas son maderos de los marcos correspondientes á los anchos 
de crujías, enzoquetados y forjados, los entramados inclinados ó 
armaduras son de par y picadero, algunos de par é hilera, cubier­
tos con tabla solapada y poblados de teja común.

Los solados son do baldosa en sótanos y buhardillas, piedra ar­
tificial los patios, el portal de piedra alabastro y pizarra, las tien­
das entarimadas y el resto de baldosín de Ariza.

La carpintería de talleres construcción á la italiana, moldeada 
á dos haces, y, en general, á seno el tableraje, colgada con pernios 
ordinarios, y de la misma clase herrajes de seguridad, toda pin­
tada de fino, asi como las portadas y muestras de las tiendas, que 
son de librillo.
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La escalera principal es de cubillo, sus peldaños moldeados por 
frentes y vuelos, mesillas entarimadas, zancas moldeadas por el 
canto, cajeadas con los cubillos, y éstos clavados y atornillados á, 
las puentes; las barandillas de balaustras, sujetas éstas á las 
puentes por medio de tuercas, y pasamano de caoba.

Toda la casa está guarnecida de yeso negro, sobre el que se 
han estucado el portal, caja de escalera y alcobas principales, y 
en las demás piezas se han tendido de yeso blanco, siendo empa­
peladas las principales.

La herrería consiste en los balcones de fachada, de balaustre, 
con g'reca también de hierro dulce, asi como los montantes de 
puertas de entrada y rejas interiores.

La vidriería consiste en todos los cristales para todos los hue­
cos á fachadas, patios, vidrieras de alcobas y montantes, y en el 
plomo invertido en bajadas para aguas claras, de retretes, en lu­
nas y canalones, todo del niim. 4 ó 5.

Las cocinas con fogones y hornillos con portezuela de hierro 
dulce y aro de palastro; los suelos y frentes están revestidos con 
azulejos, asi como las paredes, hasta la altura del primer vasar; 
tienen también los fogones carboneras con trampillas de dos 
hojas.

En cada habitación se ha instalado una chimenea de mármol, 
con sus correspondientes frentes de palastro y cauerias de barro 
para los humos, todas independientes, terminando sobre los teja­
dos con caperuza de palastro.

Los retretes son de hierro barnizado de porcelana, con tablon­
cillos de madera, y sujetos con yeso á las paredes, y en todos re­
vestidas sus paredes hasta un metro de altura de azulejos.

Para que conste donde convenga. Armo ésta en.... á...... de.....
de.....
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Solicitud para inscripción de una casa en el Registro (I).

Sr. Regiatrador de la Propiedad de.....
D....  y D....., domiciliados en— según consta en las cédulas

que exhiben, exponen: Que por escritura otorgada en..... á....
de..... de.... , ante el Notario D..... , adquirieron por mitad y pro-

(1) Es práctica en algunos Registros de la propiedad verificar la 
inscripción del edificio nuevamente construido, mediante la solicitud 
y certificación que se insertan. Noobstante, creemos que rigorosamente 
no se ajustan á los preceptos de la ley hipotecaria y de su Reglamento, 
que exigen para toda inscripción escritura pública ó documento fella-



indiviso, por compra á D....., un solar, sito en..... , callo de..... ,
esquina á la de.... , señalada por la primera con el núm...... , y
por la seg’unda con el núm....., de la manzana..... , comprensivo
de una superflcie de....  pies, equivalentes á..... metros.....decí­
metros, cuya escritura fué inscrita en ese Eeg-istro con fecha.....
de..... de.... , al folio.....  del tomo....., flaca núm..... , inscrip­
ción.....

Que habiendo resuelto los exponentes ediflcar una casa de 
nueva planta sobre la superflcie de dicho solar, solicitaron y ob­
tuvieron la oportuna licencia del Ayuntamiento de.... , y en su
virtud se procedió á la construcción de dicha casa, que ha sido 
terminada, según lo acreditan las certificaciones que se acompa­
ñan con la expresada licencia para ediflcar, libradas por el Arqui­
tecto D..... en.....del actual, y en las que se describe minuciosa­
mente la nueva edificación. Y á fin de'que ésta se haga constaren 
esa oficina, á V. S.

Suplican que, en virtud de los expresados documentos, se sirva 
extender la inscripción oportuna de dicha casa, por ser proce­
dente.
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á....  de. de.
Firmas.

Certificación para la inscripción en el Registro.

D . . . .  , Arquitecto de la Real Academia, etc.......
Ce r t if ic o : Que la casa construida de nueva planta bajo mi

dirección en la calle del número... . y  propiedad del Sr. D .......,
tiene la situación, linderos, dimensiones, distribución, construc­
ción y valoración que á continuación expreso:

El solar sobre que está edificada es el mismo 
que ocupaba la casa demolida para construir la 
presente, y su última inscripción se halla con­
signada al folio ----  del tomo....... , archi­
vo....... de la sección, finca número. . . . ,  ins­

cripción....... , fechada en........, y su forma es la de un polig’ono
irregular, etc., etc.

Situación...................
Linderos...................
Forma y ................... .
Dimensiones del so­

lar............................

cicute expedido por autoridad ó funcionario para ello autorizado: por 
esta razón, caso de no ser admitida la certificación del Arquitecto como 
documento bastante para hacer constar el hecho do la elevación del 
edificio, sería conveniente que dicha certificación se formalizare me­
diante acta notarial á requerimiento del dueño de lo edificado.



Superficie___I
Di'itribueión - modelos anteriores de avalúos ó
Construcción.'\ «1 de seguros.)
Valoración.—Por todo lo cual, y teniendo en cuenta el coste de 

la expresada construcción, asi como el valor del solar que in-
cluyo, aprecio y taso esta finca en la suma total de.......  pesetas,
á rebajar las carg-as á que esté afecta si las tuviera.

Y para los efectos oportunos, expido la presente que firmo 
en.......á.........de.........

Firma y rúbrica.
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D.

Certificación para el seguro de una casa.

, , Arquitecto de la Real Academia de Bellas Artes de San 
Fernando, etc.

Certifico: Que habiéndose construido bajo mi dirección la casa
de nueva planta señalada con el número.......déla calle......... de

....... ) y deseando su propietario D........ aumentar el seguirò
de dicha casa, inscrita anteriormente en la Sociedad de Seguros 
mutuos contra incendios, con arreglo al valor actual de la finca, 
su situación, medición, descripción y valoración son las si­
guientes:

Situación.—Hállase situada en la expresada calle y número.......
moderno, correspondiendo á la manzana núm......., barrio....,,
distrito municipal de......., Registro de la propiedad de........

Linderos. —lAnàa. al Norte con la via pública, calle....... ; al
Este con las casas números.......de la misma y niim.........  de la
del....... ; al Sur con las números........de esta liltima, y al Oeste
con las de la calle de.......niimeros.........

Descripción del solar.—El solar sobre que está edificada es un 
poligono irregular de cinco lados, de los cuales la fachada
mide....... metros.......  centímetros; á su extremo izquierdo v
bajo ángulo agudo, se interna una linea de medianería de.. ..
metros....... centímetros de longitud, á la cual, formando ángulo
obtuso, estrechando el sitio, se une otra de igual clase de.......
metros.......centimetros, que eon la siguiente, que se une á ella
bajo ángulo también obtuso, y mide.......  metros, constituye el
tercero; al final de la última linea descrita y formando con la 
misma otro áng’ulo obtuso, vuelve hacia la fachada á que se une
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bajo áugiilo de igual clase;' la última 
de . . . .  metros V.......centímetros.

línea cuva longitiid es

S u p e r f i c i e .

tros.........
tros.......

. . .  , me­
cen tíme-

Las expresadas líneas constituyen el perí­
metro del solar, cuya superficie geométrica­
mente medida es de....... metros cuadrados

equivalentes á.......  pies cuadrados y .......y ....... decímetros,
centésimas de otro.

Dintribución.—Consta la casa de sótanos en su primera crujía, 
agregados á las tiendas, planta baja, distribuida en portal, porte­
ría, dos tiendas con habitación, seis habitaciones interioras, esca­
lera y dos patios, piso principal, segundo y tercero, con dos habi­
taciones exteriores y seis interiores en cada planta; y es de arma­
duras con buhardillas trasteras para los cuartos exteriores y la 
correspondiente salida al tejado.

Conatrucción.—Su material de construcción se compone.de ci­
mientos de manipostería; sótanos de fábricas de ladrillo; fachada 
con pilastras de piedra berroqueña en todo el alzado de planta 
baja y el resto de fábrica de ladrillo recocho, trasteada con pren­
sado, terminada por alero de madera y decorado en abultados de 
yeso y azulejos; traviesas, fachadas á patio, paredes antig'uas y 
salicones entramados con madera de Cuenca de distintos g’ruesos 
y columnas de hierro fundido á la primera traviesa de planta 
baja, cuyos entramados están cuajados en fábrica de ladrillos; 
tabiques sencillos á panderete de madera; pisos con viguetes de 
hierro terminado, forjados con vueltas á cielo raso y en pavimen­
tos de baldosin, excepto el de la planta de armaduras que, como 
éstas, es de madera y solado de baldosa; tejados de teja común, 
con limas y canalones de plomo y bajadas de hierro fundido; es­
calera de ojo á la francesa, con mesillas entarimadas; carpintería 
de taller en puertas, ventanas, vidrieras y postig’os, moldada á 
un haz, pintada al óleo y al barniz, con sus correspondientes he­
rrajes de colgar y seguridad y vidrios; otras de cerrajeria consis­
tentes en balcones de dibujo, rejas de cuadradillos, antepechos de 
pletina en los corredores del patio, barandilla de escalera, mon­
tantes, cierras metálicas en las tiendas y demás; cocinas con fo­
gones y hornillas, con sus campanas y salidas de humos; un ex­
cusado en cada habitación con sifones inodoros y bajadas de hierro 
fundido y demás obras.de limpieza; obras de decorado consisten­
tes en guarnecidos, blanqueos, empapelado en las habitaciones 
exteriores, pintado al óleo y al barniz de las obras de madera y 
metales, solado de piedra artificial en los patios y entarimado en 
las tiendas; alumbrado de gas en el portal y escalera, y servicio
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, pe­

de agua del Canal de Isabel II, con fuente en el patio y todo lo 
demás que corresponde á estas construcciones según se ejecuta 
ordinariamente en.. ..

Por lo cual, teniendo en cuenta todo lo ex­
puesto, y el coste de la construcción, valora 
esta finca para los efectos indicados y con ex­

clusión del solar yobras de cimentación, en la suma total de . . . .  
pesetas.

Y para que conste expido la presente, que firmo en. .. á.......

V a lora c ión . 
setas........

de. de.

Construcción.

D .... , Arquitecto de la Real Academia, etc.

C e r t if ic o : Que habiéndose construido bajo mi dirección una
casa propiedad del Sr. D....., sita en la calle de..... , núm..... , la
cual está completamente terminada desde..... y en situación de
habitarse, manifiesto que su situación, linderos, medición, distri­
bución, construcción y valoración son los siguientes:

Situación........ ................j
Linderos........................ f
Descripción del s o l a r . . . (Véase el modelo anterior.)
Superficie.......................l
Distribución....................
Construcción.—Su material de construcción consiste en ci­

mientos de mamposteria y fábrica de ladrillo, sótanos y fachada 
de fábrica de ladrillo, y esta última con cantería de piedra berro 
quena en el alzado de planta baja y alero de madera, medianerías, 
fachadas á patios, traviesas y tabiques entramados con maderas 
de distintos gruesos cuajados con ladrillo, pisos de vig'uetas de 
hierro laminado, forjados en lotes, y pavimentos de baldosín, ar­
maduras de cubierta de madera, poblados de teja connin, escalera 
á la francesa, obras de carpintería de taller, vidriería, cerrajería 
y decorado, así como las de limpieza y saneamiento, y todo lo
demás que corresponde á construcciones de esta clase e n ....... , y
que por brevedad omito.

Valoración.—Por lo cual, y teniendo en cuenta el coste de la 
construcción, asi como el valor del solar que incluyo, aprecio y
taso esta finca en la cantidad total de....  pesetas, a rebajar las
cargas á que esté afecta, si las tuviese.



Y para los efectos oportunos expido la presente, que firmo 
en.....á......  de.....

Firma y rúbrica.

—  676 —

Solicitud pidiendo la numeración.

.....Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de.....

El que suscribe, dueño de la casa recientemente construida de
nueva planta, situada en la calle de....., á V.....  suplica: Que, de
conformidad con lo dispuesto por el ..... Ayuntamiento fecha.....
de.....de...... , se le manifieste la numeración que á dicha finca le
corresponde en la referida calle, guacia que no duda obtener
de V....., cuya vida gmarde Dios muchos años.

.... á......de...... de......

Certificación de terminación de obra para alquilar y solicitud para 
la obtención de la correspondiente licencia.

D .... , Arquitecto de la Academia, etc.

C e r t if ic o : Que la casa de nueva planta que bajo mi dh’ección
se ha construido, señalada con el núm.....de la calle de...... , quedó
terminada en el día..... del mes de la fecha, y que tanto por su
construcción como por su estado hig-iénico, puede habitarse.

Y para que conste donde cónveng’a, firmo ésta en.....A......de......

.......Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de.......

D....., vecino de esta capital y domiciliado en la calle de.....nú­
mero.... , con cédula personal núm.....  de.....clase, propietario de
la casa calle del.....núm...... , ú V ... hace presente:

Que habiéndose terminado la construcción de nueva planta de
dicha casa bajo la dirección del Arquitecto D....  y liallAndose en
disposición de ser alquilada, según se acredita por la certificación 
del Sr. Arquitecto,

A V ... suplico que, con arreglo á las Ordenanzas y demás 
disposiciones de Policía Urbana, se sirva concederme la correspon­
diente licencia para alquilar.

Fecha y firma.



lY
Ob r a s

Demolición de una casa.

Condiciones bajo las cuales se ha de efectuar de todo coste la de­
molición de la casa sita en esta corte señalada con el núm.....de
la cálle de.....y que ocupa una superficie de......pies.

1.®’ La subasta se hará por pujas, siendo el tipo para la misma 
la cantidad de....  pesetas.

El pago de la cantidad en que se haya verificado el remate 
se hará por el contratista ó rematante al contado, ó sea en el mo­
mento de firmar este contrato.

3.  ̂ Quedará el solar expedito de todo escombro y la altura de
las x’asantes marcadas por las aceras á los.......  meses, contados
desde el día en que se firme este contrato.

4. ® Dejará limpios de escombros todos los vaciados ó cuevas ó 
pozos que hoy existan, sin mover los sillares ó trozos de muros de 
fachada en que se marcan los limites de la propiedad con los lin­
deros y con la via piiblica.

5.  ̂ Previa la licencia de demolición que solicitará el rematante, 
pago de ésta y mensual de valla que pagará el mismo, procederá
á los trabajos para el derribo bajo la dirección del Arquitecto D.... ,
representando además al dueño en los casos que puedan ocurrir 
respecto á la propiedad con la colindante.

No tendrá derecho y se le prohíbe terminantemente extraer 
bajo la rasante determinada por la acera ningún cimiento, basa ii 
otro material.

6.  ̂ Si al verificarse el derribo resultase que algunas de las pa­
redes fuese medianería, se dará aviso al Arquitecto inspector tan 
pronto como se noten señales de mancomunidad, respetándose en 
estos casos sus órdenes.



I.  ̂ El rematante hará el uso que crea conveniente de todos los 
materiales que resulten de la demolición, pues pasan á ser de su 
propiedad, á excepción de los materiales con que estén construidas 
las paredes mancomunadas y las pertenecientes á las colindantes, 
siendo responsable de los desperfectos que se ocasionen en las 
mismas, separándolas convenientemente, incluso tejados, etc.

8.  ̂ Es de cuenta del rematante cuantos gastos ocasionen la co­
locación de la valla, faroles y cuantos elementos sean necesarios 
liara llevar á fin dicha obra ó demolición, sujetándose á lo que las 
Ordenanzas municipales determinan y las autoridades puedan 
fijar.

Colocará una valla bien construida, y que después del derribo 
dejará para cerrar el solar, pasando á ser propiedad del dueño la 
dicha valla.

9. ®' No se moverá ni levantará la acera existente, cuya opera­
ción compete á la Municipalidad.

10. No se concederá indemnización alguna por causa de ave­
ria, pérdidas ó perjuicios que se ocasionen en el derribo.

II. Como garantía en el cumplimiento de estas condiciones, y 
particularmente de la 3.“, entregará el rematante al dueño la can­
tidad de.. . . .  pesetas.

12. Transcurrido el tiempo señalado en que ha de dejarse lim­
pio el solar, si no lo estuviera, tiene derecho el dueño á vender 
los materiales que aún existan ú ordenar la escombración á costa 
del rematante.
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Certificación de tener limpio un solar después de un derribo.

D. F. ., Arquitecto, etc.

Ce r t if ic o : Que como Arquitecto inspector del derribo de la
casa núm....... de la calle de....... , que D........, contratista del
derribo de dicha finca, deja hoy día de la fecha el solar, asi como 
los vaciados que contienen, limpios de todo y materiales proce­
dentes del derribo, y deseando dicho contratista hacer entreg'a del 
solar, no hay inconveniente en que D....... , dueño del mismo, ve­
rifique con dicho señor lá liquidación á que haya lugar con arre­
glo al contrato que para dicho desmonte tienen convenido.

Y para que conste, firmo, etc.
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Solicitud de colocación de torna-puntas.

Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento de.

D........ Arquitecto, vecino de........ , calle de........, en repre­
sentación de D........., dueño de la casa núin........ de la calle
de......., á V. . . .  expone: Que por consecuencia del derribo de la
casa contigua núm.......de la citada calle, le es necesario colocar
en la referida casa núm . . . .  de la calle de.......dos torna-pun­
tas, una hasta la altura del piso bajo y otra hasta la del principal,
y reservar los huecos lindantes con la casa núm....... , por lo que
á V ... .

Suplica que, previos los derechos correspondientes, ie conceda 
la oportuna licencia.

..........  de.......de........
Firma.

Contrato de desmonte.

Contrato entre los Sres. D .......y D. . . . ,  el primero como dueño
del solar de la calle de.......señalado con el núm......... , para el
desmonte general de solar ó .solares.

Los desmontes de los referidos solares se veriflcarán con 
arreglo á la licencia que al efecto obtenga el contratista por su 
cuenta del Ayuntamiento de.......y también de su cuenta el ver­
tedero hasta dejarlos en las rasantes que se marquen por el Ayun­
tamiento para la mencionada calle.

2. '’' El contratista garantizará la buena ejecución del desmonte,
dirigiéndole por sí si fuere facultativo ó confiándolo á persona 
perita en esta clase de trabajos bajo la inspección del Arquitecto 
D .......sólo para el cumplimiento de este contrato.

3. ®' El contratista sostendrá el número necesario de carros y 
operarios para el desmonte y conducción de tierras que se verifi­
cará precisamente á los vertederos que designe la mencionada 
licencia ó á los que tenga por conveniente, siendo de su cuenta 
los gastos de aquéllos, como igualmente los de máquinas, herra­
mientas, apeos y demás útiles que sean precisos en dichas obras 
del desmonte.

é.“' Se sujetarán éstas á lo prescrlpto en las Ordenanzas de po­
licía urbana para esta clase de trabajos.

5.“ Se comprende en las obras de desmontes el picado de todo el 
terreno y cimientos si existieren, dejando los terrenos expeditos de



toda clase de tierras, de escombros, sin rellenar los vaciados de 
las cuevas y cualquiera otro que pueda resultar, dejándole á la 
rasante de la calle expresada.

Tampoco tendrá derecho el contratista á extraer bajo la rasante 
piedra, arena tx otro material cualquiera.

B.“*- El contratista dará principio á los trabajos á los.......dias,
contados desde la fecha de este contrato, debiendo dejarlos con­
cluidos para el día.......d e .... , desco'utándose.........pesetas poi­
cada día de exceso do la mencionada fecha. Se dará principio á los 
trabajos por los puntos que se designen. En el caso de que el pro- 
jiietario por cualquier causa imprevista ó de fuerza mayor, acor­
dase la suspensión de los trabajos á que se refiere este contrato, 
podrá verificarlo, previo aviso de una semana anticipada para la 
liquidación total de los mismos y su abono.

7. “ No se considerará indemnización alguna por causa de ave­
rias, pérdidas ó perjuicios que se ocasionen en el desmonte, asi 
como se le constituye exclusivamente responsable de cualquiera 
desgracia ó accidente que pudiera ocurrir durante dichas opera­
ciones.

8. Esta contrata de todo coste será con sujeción á la cubica­
ción total ejecutada previamente y descontándose en la liquidación 
final la parte de desmonte que por cualquiera circunstancia no 
pueda realizarse.

9. El tipo ó precio será á x-azón de.......  por metro cúbico en
que ha sido contratado, habiendo resultado de las operaciones, 
metros cúbicos y ascendiendo el coste del mencionado desmonte á 
la cantidad de.......

10. El pag-o del desmonte se hará en.......plazos, próximamente
iguales, y por tanto con arreglo á los trabajos verificados y previa 
certificación del Arquitecto Inspector, sin cuyo requisito no le será 
satisfecho.

De cada plazo quese le entreg-ue se le descontará el.......por 100
de la cantidad á que ascienda dicho plazo como garantía en el cum­
plimiento de este contrato.

11. En el caso de ocurrir alguna duda respecto de la verda­
dera interpretación de este contrato, queda á juicio del Arqui­
tecto su aclaración, sometiéndose el contratista á las decisiones 
del mismo.

l ‘í. Los gastos y perjuicios que en cualquier concepto puedan 
ocurrir en el caso de rescisión, ú otra causa procedente del con­
tratista, serán de cuenta del mismo ó de los fiadores.

13. Para el exacto y reciproco cumplimiento de estas condi-
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clones, firm arán el contratista y  el dueño un origina l de las m is­
mas, pero si las partes considerasen  oportuno elevarlo  á instru ­
m ento público, todos los gastos serán por m itad entre am bas 
partes.

Feelia y  firma.
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Conformidad de superficie y precio.
Como Arquitecto Director de las obras que se verifican en el 

terreno situado en la calle....  y señalado con el núm....., propie­
dad de....., á quien representa el que suscribe, pongo en conoci­
miento de V..... estar conforme con el Arquitecto municipal, tanto
respecto á la superficie....  que de dicha propiedad se toma para
la Via pública, como al precio de.....pesetas por pie superficial del
terreno expropiado.

Dios guarde á V .......muchos años. Madrid.....

Certificación de andamiaje.
D.... , Arquitecto, etc.

C e r tific o : Que los aiidamios colocados en la casa núm.....de
la calle de.....para colocar y pintar la fachada de la misma, están
construidos con solidez y con arreglo á las prácticas de la buena 
construcción y á lo dispuesto en las Ordenanzas.

Y para que conste donde convenga, firmo ésta en....

Certificado de demolición para las Oficinas de evaluación.
D .... , Arquitecto, etc.

Ce r t if ic a : Que bajo su dirección y por orden de D....  se eje­
cutan las obras de demolición de la casa de su propiedad sita en
esta villa, calle de.... núm...... , habiendo quedado sin utilización
alguna desde el dia....  del mes de la fecha.

Y para que conste donde convenga, firma la presente en....
á..... de..... de.....

Solicitud para revoco.

D ......, dom iciliado en la calle d e ...., á V ... con el debido respeto
expone:

Que deseando e jecutar el revoco  de la fachada de la citada 
casa de su prop iedad  bajo la dirección  del A rqu itecto  D ...... ,



A V ... suplica: Que previo el pago de los derechos correspon­
dientes, se sirva expedirle la oportuna licencia de revoco para la
referida casa calle de..... núm.....

Gracia que espera de la bondad de V ......., cuya vida guarde
Dios muchos años.

..... á....  de.....de......
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Certificado de revoco y andamiaje.

D....., Arquitecto, etc.

Ce r t if ic o : Que de orden de D ....., Administrador de la casa nü-
Diero.... de la calle de...... , estoy encargado de la dirección de las
obras de revoco de dicha casa, hallándose los andamios para esta 
obra dispuestos con arregdo á los buenos principios de construc­
ción y según aconseja la práctica.

Y para que conste firmo la presente en.....á......  de.....de......
Firma.

Solicitud para instalación de máquinas. 

íSV. Presidente del Ayuntamiento de.......

Al someter á Y....  el adjunto plano de planta de la casa mi-
mero.... de la calle de......  de esta....... , á la que D...... piensa
trasladar (ó poner) su establecimiento de. ..., cumple el que sus­
cribe con lo dispuesto por el Ayuntamiento, marcando en dicho 
plano la posición que las máquinas y un motor á gas ocupan en 
dichas casas respecto á las contiguas, y también el árbol de trans­
misión, pues que no apoyándose eii pared contigua á las casas ve­
cinas, ni mucho menos la plataforma del motor, pues, como se 
ve, se sitúa en el patio, tiénese la seguridad de iiue no ha de pro­
ducir perjuicio alguno á dichas propiedades contiguas ni el ruido 
del motor, ni movimiento por transmisión.

Cree el que suscribe que estas ligeras indicaciones al plano que 
se acompañan serán suficientes para queV... se digne conceder 
la licencia que solicita el interesado para la instalación de dicho 
motor.

Dios guarde á V.... muchos años.........á......de.... de......
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Memoria facultativa referente á la instalación de un motor de gas de 
fuerza de.....en la tienda de la casa núm....... de la calle de.....

El motor de gas que se ha de instalar en la tienda que para su 
industria tiene alquilada el Sr ü ..... en la casa núm..... de la ca­
lle de.....será de fuerza de........

La instalación se ha proyectado en planta baja y en el sitio 
más apropiado de la citada tienda, cuyo local es de forma trape­
zoidal, siendo sus dimensiones medias de..... metros de largo
por  metros..... centímetros de fondo, y la altura del techo
de.....metros...... centímetros.

Los muros que cierren este espacio con el de fachada, que es 
de fábrica de ladrillo, los medianeros de la casa por derecha y tes­
tero, y el de separación de la otra tienda de la misma casa por la 
izquierda, siendo el techo de maderos forjados y guarnecidos á 
cielo raso.

El motor se comunicará con el exterior por su correspondiente 
tubería, estando provisto de tubo de escape y transmitiendo su 
movimiento á máquinas.....

En el local ha de colocarse depósito de agua para los casos ne­
cesarios. Como este aparato motor y sus ejes de transmisión han 
de instalarse en planta baja sobre terreno macizo, la edifícación 
no ha de sufrir alteración por los movimientos de rotación de 
aquéllos, tanto más cuanto que, como queda expuesto, la fuerza 
motriz es insignificante.

Con lo expuesto y la inspección del adjunto plano puede for­
marse completa idea de este proyecto, por lo cual creemos inútiles 
más explicaciones.

........de...... de......

Certificación de final de obra de alcantarillado.

D ....., Arquitecto, etc.
Ce r t if ic o ; Que terminadas las obras de alcantarillado de la

calle de..... en el trozo comprendido entre.....y la prolongación
de.....del número...... de dicha calle, es de abono para el contra­
tista la cantidad de..... pesetas con..... céntimos, según certifica­
ción expedida por el Sr. Ingeniero- del Ayuntamiento encargado 
de las obras de Fontaneria y alcantarillado D— , de los cuales co­
rresponden abonar al Ayuntamiento.....pesetas y...... céntimos, j
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